Dirección de Planificación
San José -  Costa Rica
Telf.   2295-3600 / 3599 / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr


CIRCULAR EXTERNA 2-2021


De:		Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación

Para:		Consejos de Administración, Administradores de Programas, Encargados de Centros de Responsabilidad, Jefaturas de oficina, Jefaturas de despacho judicial y las distintas personas involucradas en la formulación y seguimiento de los Planes Anuales Operativos (PAO) 2022.

[bookmark: _Hlk26450484]Asunto:	Elaboración y entrega de los Planes Anuales Operativos para el período 2022 en el Sistema PAO.

Fecha:		4 de enero de 2021
___________________________________________________________________________
  
SE LES HACE SABER:


A.  Fecha de Entrega por parte de la persona Administradora de Programa o personal encargado de Centro de Responsabilidad a la Dirección de Planificación: 22 de enero de 2021

1. La persona Administradora de Programa, personal encargado de Centro de Responsabilidad, deberá realizar la revisión respectiva de los Planes Anuales de las oficinas a su cargo y proceder a enviar los mismos por medio del sistema informático, a más tardar el 22 de enero de 2021 a la Dirección de Planificación para su aprobación.


2. La recepción del PAO 2022 se hará vía sistema, a partir de que la persona usuaria final le brinde el estado de “Aprobado por Centro de Responsabilidad y enviado a Planificación”, a partir de esa fecha se cerrará el sistema para iniciar con el proceso de revisión por parte de la Dirección de Planificación.




B. Sistema para elaboración de los PAO 2022

3. Todas las oficinas deben elaborar y presentar sus PAO 2022 en el Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO), y en coordinación directa con sus Centros de Responsabilidad. 

4. En sesión de la Corte Plena Nº 56-18, del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 (PEI), que consolida los objetivos, acciones y metas estratégicas que guiarán el accionar del Ámbito Jurisdiccional, Ámbito Auxiliar de Justicia y el Ámbito Administrativo por los próximos seis años. 

De esta manera, previo a formular el PAO 2022, es relevante que cada oficina y despacho judicial realice una lectura integral del PEI, para que conozca la estrategia institucional. 

Este documento, PEI 2019-2024, puede ser descargado en el siguiente enlace: 
https://pei.poder-judicial.go.cr/images/1463-PLA-2018.doc


5. Para acceder al Sistema PAO debe utilizar el navegador “Mozilla Firefox”, ver figura 1 (si no tiene el navegador deberá gestionarlo mediante reporte informático al área de informática correspondiente). Luego, debe ingresar a Intranet  Sistemas Judiciales  Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (ver siguiente imagen), ver Figura 2. 


Figura 1
Navegador Mozilla
[image: Firefox_Logo,_2017]



Figura 2
Acceso al Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo
[image: ]
Fuente: Sistema para la formulación y elaboración de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO).


Se recomienda a todas las oficinas y despachos judiciales consultar el “Manual de Usuario PAO”, así como los videotutoriales, que se encuentran en la ventana “Ayuda” dentro del sistema. Ver Figura 3. 

Figura 3
Manual de usuario PAO y videotutoriales para formular y realizar avances del Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO)

[image: ]
Fuente: Sistema para la formulación y elaboración de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 



6. Con el propósito de facilitar la elaboración e integración del PAO con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 (PEI) y basados en el principio de que la Planificación Estratégica se concreta por medio de la planificación operativa, existen una serie de aspectos a considerar, entre ellos los siguientes:

6.1. A cada oficina que contenga metas operativas, que están vinculadas de manera directa con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, serán notificadas al momento de ingresar al Sistema PAO, donde se les desplegará el siguiente mensaje. 


Figura 4
Mensaje de ingreso al Sistema de Formulación y Seguimiento del 
Plan Anual Operativo (PAO)

[image: ]
Fuente: Sistema para la formulación y elaboración de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 

6.2. A estas oficinas y despachos con compromisos a nivel operativo, que tengan incidencia directa con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, el Sistema PAO les desplegará los objetivos operativos, las metas operativas, los indicadores operativos, las actividades y las coordinaciones operativas de manera automática, las cuales fueron trabajadas y validadas con los distintos equipos técnicos a nivel institucional.

Estas variables no son modificables en el Sistema, exceptuando el campo de coordinaciones, en las que la oficina y el despacho podrán adicionarle nuevas coordinaciones que consideren necesarias para su cumplimiento. 

Es importante que cada oficina verifique, independientemente de si tiene o no objetivos automatizados, que sus PAOS cuenten con toda la información requerida para cumplir con su aprobación.

6.3. Tanto para las oficinas y despachos a las que se les hayan asignado objetivos operativos de manera automatizada, así como aquellas que no tengan este insumo, deberán incluir objetivos operativos que son de índole específico y representativo de su quehacer diario, que complementan el cumplimiento del Plan Estratégico Institucional y justifican el presupuesto asignado. Estos objetivos operativos deberán estar vinculados a los temas y acciones estratégicas que se consignan en el Sistema PAO.

6.4. Es importante mencionar que los resultados obtenidos en los PAOs (por medio de los avances a las metas) se verán reflejados automáticamente en el Sistema PEI y contribuirán al avance de los elementos estratégicos definidos.

7. Durante el 2020, se realizó una mejora en el Sistema PAO, para que los Centros de Responsabilidad encargados de la revisión de los seguimientos al PAO de las oficinas a su cargo, lo puedan realizar vía sistema. De esta manera, en el menú principal del Sistema PAO deberán seleccionar la opción “Ambiente Control”, luego “Revisar Avances” y se le desplegará la lista de oficinas a su cargo, donde podrán visualizar la información de los avances realizados, así como de los documentos que evidencian su cumplimiento. Ver la siguiente figura. Esta mejora es visible a las personas que tengan el permiso o perfil de “ENCARGADO CENTRO RESPONSABILIDAD” únicamente. 










Figura 5
Pasos para revisar los avances PAO de las oficinas a cargo del Centro de Responsabilidad

[image: ]
Fuente: Sistema para la formulación y elaboración de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 


8. A partir del 2021, a las metas estratégicas relacionadas con la celeridad judicial, que tienen el indicador estratégico de “Cantidad de casos terminados” y “Cantidad de casos terminados mediante la aplicación de medidas alternas”; ya no se les tendrán que registrar avances, por parte de los despachos judiciales, sobre su cumplimiento. Lo anterior debido a que se desarrolló una mejora para que el campo para registrar avances mensuales sobre los datos de “casos terminados” y “casos terminados mediante la aplicación de medidas alternas”, se alimente al Sistema PAO de manera automatizada tomando la información del sistema SIGMA. Por tanto, es de relevancia que los despachos judiciales mantengan actualizados los datos de los expedientes en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales (SGDJ) y demás sistemas institucionales, conforme lo indicado en las circulares 160-2016; 133-2018; 15-2019; 94-2019; 28-2016 y 136-2020 de la Secretaría General de la Corte. Ver detalles en el siguiente enlace: https://www.poder-judicial.go.cr/planificacion/images/Presentaciones/Actualizacin-de-los-Sistemas-Judiciales.pdf 



9.  Para la elaboración del Plan Anual Operativo 2022 se deben acatar las disposiciones generales y específicas que rigen su elaboración, conforme el contenido del documento adjunto. 





10. Para la elaboración del PAO 2022 deberá definir objetivos, metas y acciones que consideren los resultados del ejercicio institucional de Autoevaluación del Sistema de Control Interno y la aplicación de la metodología Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI), según lo aprobado por la Corte Plena, en sesión 50-2020, del 7 de septiembre de 2020, artículo XVIII; relacionado con el Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos; y según la Circular 04-CI-2020, del 29 de octubre de 2020, relacionada con el SEVRI-PJ y PAI período 2021, de la Oficina de Control Interno.


C. Formato y Remisión de los Planes Anuales Operativos


11. Cada Consejo de Administración debe remitir vía Sistema los planes anuales operativos de los despachos jurisdiccionales a la Dirección de Planificación.

12. Las administraciones regionales, incluirán su PAO en el Sistema, posteriormente deberán generarlo y remitirlo vía correo electrónico a la Dirección Ejecutiva para su visto bueno. Una vez lo anterior, la administración regional procederá a remitir vía Sistema el PAO a la Dirección de Planificación.

13. Las administraciones de los programas 928 Organismo de Investigación Judicial, 929 Ministerio Público, 930 la Defensa Pública, 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos; así como las jefaturas de la Contraloría de Servicios, el Centro de Conciliación y el Departamento de Trabajo Social y Piscología deben remitir vía Sistema el Plan Anual Operativo consolidado de las oficinas que los integran. 
14. [bookmark: _Hlk531615057]Ninguna oficina deberá remitir a la Dirección de Planificación el plan anual operativo en forma física (Word, RTF u otro), ya que no se recibirá por otro medio que no sea el sistema informático.


D. Permisos de acceso al Sistema PAO

15. Las personas que requieran permisos de acceso al Sistema PAO, así como otra solicitud relacionada, deberán gestionarlos de manera directa con su Centro de Responsabilidad. 

16. Los Centros de Responsabilidad que tengan consultas o bien incidentes con la gestión de permisos y los PAOs con las oficinas y despachos judiciales a su cargo, deberán completar el siguiente formulario para atender su solicitud: 

https://es.surveymonkey.com/r/SDFL3CD


E. Consultas sobre la formulación de los PAO 2022

17. Las personas que tengan consultas sobre el proceso de formulación del PAO 2021, deberán dirigirse en primera instancia a su Centro de Responsabilidad respectivo, y en segunda instancia, a la Dirección de Planificación; en este caso las consultas las pueden dirigir al correo electrónico de (vcruza@poder-judicial.go.cr o las extensiones 01-4457 ó 01-3462. 
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San José -  Costa Rica


Telf.   2295-3600 /  Apdo.  95-1003  /planificacion@poder-judicial.go.cr



Disposiciones Generales y Específicas para la elaboración de


Planes Anuales Operativos 2022

A- Aspectos Generales


1.   Todas las oficinas y despachos judiciales que se encuentren en la Relación de Puestos del Poder Judicial (oficinas presupuestarias), deben obligatoriamente elaborar los Planes Anuales Operativos (PAO) para los periodos 2022; considerando los componentes del Plan Estratégico Institucional 2019-2024:

· Misión


· Visión


· Ejes Trasversales


· Políticas Institucionales


· Temas Estratégicos


· Objetivos Estratégicos


· Acciones Estratégicas


· Metas Estratégicas


· Indicadores Estratégicos


De esta manera, cada oficina y despacho debe velar por el cumplimiento de los compromisos contenidos en el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, con el fin de incorporar los objetivos, metas y acciones operativos de las que son responsables para su consecución conforme a la planificación estratégica. 


2.
Se deben tener en cuenta los siguientes Ejes Transversales:


Figura 1


Ejes Transversales PEI 2019-2024
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Fuente: Subproceso de Planificación Estratégica, Dirección de Planificación. 

a. Valor en el servicio de Administración de Justicia


El valor que se genera en la medida que las personas usuarias reconozcan y confíen en los resultados del servicio de administración de justicia como respuesta adecuada a sus necesidades.


b. Justicia Abierta


“Una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación y colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.


c. Innovación


La búsqueda y aplicación constante de nuevas soluciones, nuevas propuestas y mejoras en el quehacer institucional, a través de un balance entre las personas, la tecnología y los procesos.


d. Valores Institucionales


Son los elementos fundamentales que rigen la conducta. Son las creencias básicas sobre la forma correcta como debemos relacionarnos con otras personas y con el mundo, desde los que se construye la convivencia, a la vez que la posibilitan a través de los actos de las personas.


e. Ambiente


Desarrollar programas que promuevan el uso sostenible de los recursos, previniendo y reduciendo los impactos ambientales generados por sus actividades, en concordancia con la legislación vigente.

f. Género


Garantizar la prestación del servicio de acuerdo con las necesidades y demandas de mujeres y hombres, que tomen en cuenta sus características específicas y eliminen todas aquellas prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones de género o de cualquier otra naturaleza; igualmente, garantizar la igualdad de oportunidades y la no discriminación entre mujeres y hombres que laboran en el Poder Judicial.


g. Acceso a la Justicia


Velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (Población con discapacidad, adulta mayor, privada de libertad, migrante y refugiada, sexualmente diversa, indígena, afrodescendiente, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la ley Penal Juvenil) en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia.


Es obligatorio que los PAOs consideren objetivos asociados a estos ejes para impulsar el accionar judicial y su cumplimiento.

3. El proceso de elaboración, seguimiento y evaluación del Plan Anual Operativo, debe ser participativo y elaborado en conjunto por las personas que conforman la oficina.  

B- Formato y remisión de los Planes Anuales Operativos 


4. Cada Consejo de Administración debe remitir vía Sistema los planes anuales operativos de los despachos jurisdiccionales a la Dirección de Planificación.  


En cuanto a las administraciones regionales, éstas incluirán su PAO en el Sistema, posteriormente deberán generarlo y remitirlo vía correo electrónico a la Dirección Ejecutiva para su visto bueno. 


Una vez lo anterior, la administración regional procederá a remitir el PAO a la Dirección de Planificación vía Sistema.


Por su parte, los programas 928 Organismo de Investigación Judicial, 929 Ministerio Público, 930 la Defensa Pública, 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos; así como la Contraloría de Servicios, el Centro de Conciliación del Poder Judicial y el Departamento de Trabajo Social y Piscología deben remitir el plan anual operativo de las oficinas que los integran.  


7. Ninguna oficina deberá remitir a la Dirección de Planificación el plan anual operativo en forma física, sea la fórmula PAO formato Word, RTF u otro, ya que no se recibirá por otro medio que no sea el sistema informático.

D- Control y Seguimiento


8. Es importante recalcar que la formulación, ejecución y cumplimiento de los objetivos y metas indicados en el plan anual operativo, es responsabilidad de la oficina o despacho que los propone. 


Por lo anterior, se reitera la importancia de dar seguimiento oportuno a los planes anuales operativos, lo cual permitirá determinar y conocer el grado de cumplimiento de los objetivos y metas planteadas, permitiendo realizar las mejoras pertinentes para lograr su consecución. 


Desde el 2017, los seguimientos y avances de los planes anuales operativos se  realizan utilizando el Sistema PAO, propiamente el módulo Ambiente de Control, comando “Avance de PAO”. Más detalles los puede encontrar en el “Manual de Usuario PAO” que se encuentra en la ventana “Ayuda” del Sistema.

A partir del 2019, para los seguimientos y avances de las metas propuestas en el PAO, se deberá consignar los resultados reales, es decir el resultado del indicador propuesto, sea en formato de unidad o porcentaje, según se haya formulado. 

9. Durante el 2020, se realizó una mejora en el Sistema PAO, para que los Centros de Responsabilidad encargados de la revisión de los seguimientos al PAO de las oficinas a su cargo, lo puedan realizar vía sistema. De esta manera, en el menú principal del Sistema PAO deberán seleccionar la opción “Ambiente Control”, luego “Revisar Avances” y se le desplegará la lista de oficinas a su cargo, donde podrán visualizar la información de los avances realizados, así como de los documentos que evidencian su cumplimiento. Ver la siguiente figura. Esta mejora es visible a las personas que tengan el permiso o perfil de “ENCARGADO CENTRO RESPONSABILIDAD” únicamente. 


Figura 2

Pasos para revisar los avances PAO de las oficinas a cargo del Centro de Responsabilidad. 
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Fuente: Sistema para la formulación y elaboración de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 


10. A partir del 2021, a las metas estratégicas relacionadas con la celeridad judicial, que tienen el indicador estratégico de “Cantidad de casos terminados” y “Cantidad de casos terminados mediante la aplicación de medidas alternas”; ya no se les tendrán que registrar avances, por parte de los despachos judiciales, sobre su cumplimiento. Lo anterior debido a que se desarrolló una mejora para que el campo para registrar avances mensuales sobre los datos  de “casos terminados” y “casos terminados mediante la aplicación de medidas alternas”, se alimente al Sistema PAO de manera automatizada tomando la información del sistema SIGMA. Por tanto, es de relevancia que los despachos judiciales mantengan actualizados los datos de los expedientes en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales (SGDJ) y demás sistemas institucionales, conforme lo indicado en las circulares 160-2016; 133-2018; 15-2019; 94-2019; 28-2016 y 136-2020 de la Secretaría General de la Corte. Ver detalles en el siguiente enlace: https://www.poder-judicial.go.cr/planificacion/images/Presentaciones/Actualizacin-de-los-Sistemas-Judiciales.pdf 


11. Cada oficina o despacho judicial tiene la potestad de proponer las modificaciones o cambios que considere pertinentes en su PAO, siempre y cuando no contravenga el Plan Estratégico Institucional 2019-2024.

Las modificaciones o cambios en los PAO deben ser comunicados en primera instancia al Consejo de Administración del Circuito en el caso de los despachos judiciales, o bien a la encargada o encargado de los programas Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública y Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos. 

Cabe señalar que en vista de que las modificaciones deben realizarse en el Sistema PAO, la Dirección de Planificación debe dar los permisos respectivos al Consejo de Administración o los encargados de los Centros de Responsabilidad. 

Las modificaciones se realizan únicamente durante el primer trimestre del año, una vez vencido este periodo los planes no pueden ser modificados.

E- Aspectos Específicos


Entre otros aspectos adicionales y específicos, que deben considerar las oficinas y despachos judiciales al elaborar los PAOs, destacan los siguientes:


1. Los objetivos operativos serán utilizados como insumos para la evaluación del desempeño de los colaboradores de la oficina o despacho judicial, esto debido a que el PAO sirve como base para definir las metas desempeño de las personas funcionarias. Esto según lo establecido en el artículo 15 es del Reglamento del Sistema Integrado de Evaluación del Desempeño, reformado mediante circular 208-2020. Así mismo en la Circular 04-2020 de la Dirección de Gestión Humana se reiteró lo siguiente:

“Consecuente con lo dispuesto en el artículo 15, de la normativa antes referida, se tendrá como primer nivel de insumo las metas del PAO, por otra parte, se tendría un segundo nivel referente a aquellas metas de oficinas o despachos no incluidas en el PAO, por ejemplo, planes de trabajo para dar cumplimiento a recomendaciones de la Auditoría o producto de la administración de riesgos de control interno, la aplicación de inventarios, cuotas preestablecidas de cumplimiento u otros y como tercer nivel, las metas individuales, que son particulares debido a las responsabilidades del puesto, asignaciones de trabajo, las particularidades sobre la experiencia, condiciones sociolaborales, adecuaciones de funciones, de las personas servidoras judiciales.”.

2. Las Oficinas y despachos deberán tomar en cuenta para el proceso de formulación 2022 las afectaciones sobre los objetivos y metas planteados para el año 2020 y 2021, mediante la identificación de los riesgos materializados y potenciales debido a la emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, y así en caso de requerirse ajustar los mismos en sus Planes Anuales Operativos 2022 (PAOs). 


3. En cuanto al eje transversal Género, es importante señalar que el Consejo Superior en la sesión 88-15 celebrada el 01 de octubre del 2015, artículo LX, conoció y aprobó la propuesta de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia en la creación de un Modelo para incorporar la perspectiva de género en el quehacer de todos los despachos del Poder Judicial. 

En este sentido, en el Sistema se incorporan dos comandos que se activarán en el momento en que la persona usuaria selecciona el Eje Transversal de Género, uno asociado a la Brecha y otro afín al Grupo al que se dirigirán los esfuerzos.


Para la selección de la Brecha de Género, el sistema desplegará las siguientes opciones (ver la figura siguiente):


· Información clara y en lenguaje comprensible sobre servicios que presta la oficina.


· Disponibilidad de personas traductoras para usuarias que lo requieren. 


· Lenguaje comprensible en atención al público y resoluciones judiciales. 


· Desconocimiento del personal de la oficina sobre características y necesidades de las mujeres usuarias.


· Ausencia de registros desagregados por sexo, edad, estado civil, condición legal de las usuarias.


· Distancias o costos de transporte son obstáculos para mujeres. 


· Oficinas de medicina legal están lejos de este circuito. 


· Servicios desarticulados o no coordinados con otras instancias necesarias para un abordaje integral. 


· Desconocimiento de las necesidades de las mujeres con respecto a los servicios que brinda la oficina que remite el PAO.


· Otro.


Figura 3


Opciones de brechas y grupos. 
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Fuente: Subproceso de Planificación Estratégica. 

Por su parte, para la selección del Grupo, el sistema desplegará las siguientes opciones (ver la figura siguiente):


· Indígenas


· Migrantes y refugiadas


· Niñas-niños y adolescentes


· Privadas de libertad


· Adultas mayores


· Con discapacidad


· De la diversidad sexual


· Afrodescendiente


· Víctimas de violencia


Aunado a lo anterior, la Secretaría Técnica de Género, mediante oficio 0370-STGAJ-2017, del 22 de septiembre de 2017, acordó lo siguiente: “(…) que en lo sucesivo, los Planes Anuales Operativos no consignen como objetivos de género cursos de capacitación únicamente, sino acciones directamente relacionadas con el quehacer de los despachos; cuando se trate de oficinas con funciones jurisdiccionales, deberán ser las sentencias las que contengan la perspectiva de género. (…)”. 

La Secretaría adjunta el Modelo de Incorporación de la Perspectiva de Género en las Sentencias, aprobado por la Cumbre Judicial Iberoamericana, en la Declaración de Asunción, Numeral 17, de la Asamblea Plenaria del 15 de abril de 2016. Este modelo contiene recomendaciones importantes para que las resoluciones jurisdiccionales puedan ser elaboradas siguiendo la metodología del enfoque de género que fue presentada en la Conferencia Mundial de la Mujer de 1995, y aprobada por Costa Rica.
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Así mismo para el proceso de formulación de los PAOS 2022 se incoporan en los PAOS de las oficinas y despachos por medio del Sistema PEI en forma automatica los siguientes elementos asociados a la la Política de Igualdad de Género y de la Política Contra el Hostigamiento Sexual :

“Objetivo: Desarrollar dentro de la oficina acciones dirigidas a la prevención del hostigamiento sexual.


· Meta: Que al finalizar el 2021/2022 se hayan ejecutado al menos dos acciones dirigidas a la prevención del Hostigamiento Sexual en la oficina, que vayan más allá, de una mera comunicación de correo o cápsula informativa.


· Indicador: Cantidad de acciones ejecutadas. 


· Valor inicial 0, valor final 2.”. 

La incorporación de estos aspectos ya fueron incorporados en los PAOS 2021 y 2022 respectivamente en todas las oficinas y despachos judiciales, a partir del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 86-2020 celebrada el 3 de setiembre de 2020 el cual indica lo siguiente:


“2.) Acoger la propuesta que hace la licenciada Arias Meza, de incorporar dentro de todos los PAO´s, la obligatoriedad de los Objetivos Operativos expuestos, relacionados a las metas estratégicas del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, en materia de igualdad de género.”. 

4.        Se deben incluir en los PAOs aspectos relacionados con el eje             transversal de Justicia Abierta, de forma que se dé cumplimiento a la política de Justicia Abierta del Poder Judicial, la cual se detalla en el siguiente enlace: https://www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/060.pdf 

5. Resulta obligatorio incluir según corresponda, objetivos y metas relacionados con:


a. Devolución de vehículos y otros objetos decomisados, esto según acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión Nº 53-08 del 22 de julio de 2008, art. LXXV.


b. Políticas del Programa Hacia Cero Papel del Poder Judicial, aprobadas por Corte Plena en la sesión Nº 16-11, celebrada el 30 de mayo de 2011, artículo XXXIII.  Publicadas mediante circular 80-2011 de la Secretaría de la Corte.

c. Revisión de las propuestas de mejora incluidas en el Banco de Buenas Prácticas Institucionales, con el fin de ejecutar las prácticas aprobadas por el Consejo Superior. Información disponible en la página principal de la Intranet, en: Programas Institucionales / Buenas Prácticas.


d. Resultado del ejercicio institucional de Autoevaluación del Sistema de Control Interno.


e. Resultado de la metodología Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI).


6. El Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial, aprobado por Corte Plena en sesión 33-2014, artículo XIX.
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7. Directrices Generales sobre el Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”, aprobadas por Corte Plena en sesión 29-15, del 27 de julio de 2015, artículo XXII. 
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8. Política de Participación Ciudadana, aprobada por Corte Plena en sesiones 26-15 y 28-15, del 6 y 20 de julio de 2015, artículo XIV.
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9. Manual de Valores Compartidos del Poder Judicial, como guía para la inclusión del tema de valores en los planes anuales operativos, que puede ser consultado en el siguiente enlace: https://eticayvalores.poder-judicial.go.cr/images/Documentos/codigoeticajudicial.pdf.  


10. Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción.
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11. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, Corte Plena, sesión Nº 35-15, celebrada el 21 de setiembre de 2015, artículo VI.
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12. Los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, aprobadas por la Corte Plena en sesión 42-19 celebrada el 7 de octubre de 2019, artículo VII; que puede ser consultada en el siguiente enlace: https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/avi-1-0003-6449 

13. Los despachos judiciales que administran dinero de terceros, deben considerar la incorporación en el PAO de manera obligatoria, de objetivos específicos relacionados con la salvaguarda de esos recursos.   


14. Se deben incluir objetivos concretos que den cumplimiento en conjunto, al objetivo operativo de cada centro de responsabilidad relacionado con el desarrollo de la Política Axiológica aprobada por Corte Plena.  


15. Todas las oficinas competentes en la materia, deben incluir objetivos, metas y actividades que permitan contribuir con el cumplimiento de lo indicado en  Ley Nº 8688, Creación del Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia Contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar. 

16. La Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres; remitido a Corte Plena y en espera de aprobación. 
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17. En cuanto a la Gestión Ambiental Institucional, es importante señalar que el Consejo Superior en la sesión 54-17 celebrada el 02 de junio del 2017, artículo LXXVII, se dispuso lo siguiente:


“Se dispuso: Acoger el acuerdo de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional en consecuencia: Aprobar el “Catálogo de Especificaciones Técnicas Básicas, Para la Estandarización del Suministro de Equipos de Ahorro del Consumo de Agua y Energía Eléctrica, en las Edificaciones Sostenibles del Poder Judicial” y remitirlo a la Dirección de Planificación para que lo incorpore dentro de las Disposiciones Generales y Específicas para la elaboración de Planes Anuales Operativos (PAO), y dentro de las Directrices Técnicas para la Elaboración de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto de cada período presupuestario, así como al Departamento de Proveeduría para que incluya los artículos de dicho catálogo de Bienes de la Proveeduría Judicial; y al Departamento de Financiero Contable para que revise las subpartidas de artículo que se incorporarán para uso en la formulación presupuestaria de la adquisición de bienes.


Las Direcciones de Planificación y Ejecutiva y los Departamentos de Financiero Contable y Proveeduría, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme”.
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18. Finalmente, se recomienda a las oficinas y despachos judiciales consultar el “Manual de Usuario PAO”, que se adjunta en el Sistema PAO, en el menú de “Ayuda”- “Ayuda Formular PAO”. [image: image12.png]
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Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia con proyección e innovación
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De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones – Gustavo Sevilla Mata, Téc. Aux. Aut 
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2015 02:27 p.m.
Para: Doris Arias Madrigal
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte; Dirección Ejecutiva; Dirección de Planificación; Viviana Eliott Foulds; Ileana Guillén Rodríguez
Asunto: Oficio 7925-15 



San José, 30 de Julio de 2015



N° 7925-15



Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora Magistrada



Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta 


Consejo Directivo de la Escuela Judicial



Presente



Estimada señora:



            Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 29-15 celebrada el 27 de julio en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XXII


Documento 11537-12, 3262, 3935-2015



La máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° 022-CD/EJ-15 de 17 de marzo del año en curso, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de esa Escuela, en sesión ordinaria Nº 2-15 del 17 de febrero de este año, artículo V, que literalmente dice:



 “Oficio Nº 1287-2015 del 05 de febrero del 2015, de la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema, enviado al Dr. Román Solís Zelaya, Coordinador de la Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), que dice:  



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 1-15 celebrada el 12 de enero del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XL



Documento 14340-2014



        



En sesión N° 16-13 celebrada el 22 de abril de 2013, artículo XXVIII, se aprobó el desarrollo del proyecto piloto para la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en Costa Rica, conforme a los lineamientos señalados en el citado acuerdo.



El Magistrado Solís y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), en oficio N° Of-524-CONAMAJ-14 de 1  de diciembre último, manifestaron:



“Con la finalidad de informar  a ustedes  los resultados de la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales Luis Paulino Mora Mora (SNFJ) durante su primer año de ejecución en los circuitos judiciales de Segundo de Alajuela y Segundo de Limón y la posterior implementación en Puntarenas, Sarapiquí y Pérez Zeledón, presentamos a ustedes este Informe que contempla los antecedentes, avances, información dura y recomendaciones sobre el desarrollo de este Servicio en el país.  Los cuales han sido exitosos y empiezan a mostrar el resultado  y la respuesta positiva y generalizada que ha tenido, tanto en las comunidades así como el en contexto nacional.



El segundo documento que se presenta para su conocimiento son las Directrices Generales Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”, las cuales vendrán a reglar la labor, funciones, roles y responsabilidades de todos los actores que participamos del Servicio. Estas Directrices sustituyen las iniciales aprobadas por Corte en sesión N° 16-13, artículo XXVIII al integrar las adaptaciones y cambios que vieron  como necesarios durante el tiempo del proyecto piloto. 



Agradecemos la confianza y el apoyo que se le ha dado a este Servicio desde su inicio,  así como el compromiso que ha mostrado el personal judicial de todas las instancias participantes.” 



                                                                   -0-



Directrices Generales



Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”



Poder Judicial de Costa Rica



1.- Introducción 



El compromiso judicial de garantizar un mayor y mejor acceso a la justicia por parte de personas en condiciones de vulnerabilidad  se ha constituido en uno de los pilares del Poder Judicial de Costa Rica. En los últimos años esta institución ha adoptado una serie de acciones tendientes a la mejora o creación de condiciones que faciliten el acceso a servicios de justicia, con políticas, programas, comisiones y cambios a nivel interno[1].



Estos lineamientos se fundamentan en la misión y la visión del Poder Judicial, en tanto apuntan a una administración de justicia pronta, cumplida y sin denegación, y se refuerzan con el plan estratégico 2013-2018 que parte del principio de que la institución 



“… administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consciente de su función en la sociedad. (…) Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución...” (Planificación, 2012. La negrita no pertenece al original).



Sin embargo, la institución reconoce que a pesar de los esfuerzos realizados no es posible  cubrir la totalidad de la población, con especiales dificultades de garantizar el acceso a justicia a las poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad.   



Con el fin de dar respuesta a esta dificultad, y gracias a la guía del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales de la Organización de Estados Americanos (PIFJ-OEA), se inició la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales. Este servicio buscar acercar la justicia a las comunidades con mayores dificultades de acceso, mediante la colaboración de personas voluntarias, formadas por el Poder Judicial, que median en conflictos menores, asesoran y guían a sus vecinas y vecinos en temas judiciales y comunales. 



El PIFJ-OEA ha llevado el modelo del servicio a varios países de Latinoamérica y ha tenido como principal resultado que la “población en condiciones críticas de acceso a la justicia (pobreza, marginalidad, falta de presencia del Estado, lejanía de los servicios judiciales,) mejora su calidad de vida, reduciendo la conflictividad y disponiendo de mayor acceso a los órganos de administración de justicia a partir de movilizar sus propias fortalezas comunitarias en alianza con el Estado”[2]. 



Este servicio permite que un mayor número de personas tenga acceso a justicia, principalmente aquellas que por las condiciones de pobreza, nivel educativo y lejanía ven limitadas sus posibilidades de acceder a los servicios que brinda el Poder Judicial. Además, el servicio plantea la posibilidad de reducir el circulante que manejan los despachos contravencionales, pues la resolución de los problemas sociales por medios alternativos permite que se aminore de manera importante la litigiosidad. Al disminuir la cantidad de personas que se dirigen a los juzgados, estos tendrán más posibilidades de dar un mejor servicio.



Este servicio constituye una manera alternativa de participación ciudadana[3], en la que los mismos actores locales reconocen sus problemas y realizan acciones para resolverlos, bajo el amparo de un juez o una jueza. Esto permite que las comunidades comprendan el funcionamiento judicial, aprendan a resolver conflictos menores de manera restaurativa y que se reduzca el número de casos en los juzgados, lo que converge en un aumento de la confianza en el sistema de justicia[4].



Finalmente, este proceso de educación legal y mediación de conflictos por y con las comunidades, potencia la creación de una cultura jurídica en la población y un aumento del conocimiento sobre el sistema judicial, en un contexto en que el 72,8% de la población manifiesta conocer poco o nada de las funciones del Poder Judicial[5].



2.- Antecedentes



Con el fin de hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia por parte de los grupos más vulnerables, el Poder Judicial se interesó por el modelo facilitadores judiciales que venía impulsando el PIFJ-OEA en los Poderes Judiciales de la región.



En noviembre del 2012 se dieron los primeros contactos entre autoridades judiciales y representantes del programa. En los meses siguientes varias magistradas, magistrados y el sector gerencial de la institución conocieron de cerca el funcionamiento del servicio y los beneficios que este trae para las comunidades. En febrero del 2013 Corte Plena declaró el PIFJ de interés institucional y en abril aprobó nombrarlo en honor al Dr. Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g), expresidentes de la Corte Suprema de Justicia y principal precursor del servicio en Costa Rica.



Los principales acuerdos y directrices institucionales que respaldan el servicio son:



-    Corte Plena, sesión N° 04-13, artículo XXVIII. Declara de interés institucional el Programa de Facilitadores Judiciales (PIFJ) de la Organización de Estados Americanos. 



-    Corte Plena, sesión N° 16-13, artículo XXVIII. Aprueba la implementación del plan piloto del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora Mora.



-    Corte Plena, sesión N° 71-13, artículo LXXVII. Reconoce la labor de jueces y juezas en el servicio y solicita a la Inspección Judicial tener presente estas funciones. Además autoriza las suplencias por las vías institucionales.



-    Consejo Superior, sesión N° 51-14, artículo LI. Ratifica que la labor de jueces y juezas en el SNFJ es una función regular de su cargo y no una función temporal. 



2.- Objetivos del SNFJ



General:



               Ofrecer un servicio de justicia más accesible para todas las poblaciones, especialmente las que presentan mayores limitaciones. 



Específicos:



               Facilitar el acceso a justicia de las poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad. 



               Reducir la conflictividad en las comunidades y promover la paz social.



               Reducir el número de conflictos menores que ingresan al sistema judicial.



3.- Cobertura



El servicio tendrá cobertura nacional, sin embargo se priorizarán las zonas rurales y aquellas que presenten más dificultades de acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial. 


4. Beneficiarios



   Personas en condición de vulnerabilidad. 



   Personas que habitan en comunidades lejanas.



   Personas con dificultades para acceder los servicios judiciales.



   Operadores/as de justicia.[6]


5.- Metodología del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales



El SNFJ es un servicio que el Poder Judicial brinda a la población mediante las personas facilitadoras, quienes apoyan las labores de las juezas y los jueces a nivel local, efectúan acciones de difusión jurídica y prevención, convirtiéndose en un enlace entre la ciudadanía y el Poder Judicial. 



El servicio se basa en la colaboración estrecha entre líderes y lideresas de las comunidades que se desempeñan como facilitadoras y facilitadores judiciales, estrictamente de forma voluntaria, apolítica y bajo la dirección y supervisión de jueces y juezas. 



La prestación del servicio establecido es responsabilidad del Poder Judicial, y será ejecutado por medio de las juezas y los jueces locales[7] y las unidades administrativas de dicha institución. 



Las juezas y los jueces locales podrán contar con el apoyo de juezas y jueces de conciliación, supernumerarios y de otras materias, quienes recibirán toda la formación necesaria para este propósito. Además, en los casos que se considere conveniente y factible podrán nombrar y coordinar el trabajo de facilitadoras y facilitadores.



5.1. Caracterización y funciones de las facilitadoras y las facilitadores judiciales



El cargo de facilitador o facilitadora judicial tiene las siguientes características:



a.- Es un servicio social voluntario y sin remuneración alguna, no recibe contraprestaciones ni pagos o beneficios de las partes.



b.- Su función es ejercida exclusivamente en el ámbito geográfico de su localidad, comunidad, barrio, zona o palenque.



c.- No actúa de oficio, sino a solicitud de las juezas y jueces, o de las partes interesadas.



d.- Ejerce sus funciones en su residencia o en cualquier espacio de su ámbito geográfico dentro de su comunidad o barrio; no tiene una sede específica para realizar sus funciones.



e.- Si una persona facilitadora judicial se encuentra impedida de intervenir en un caso concreto, trasladará la atención a una facilitadora o a un facilitador con más cercanía, si la persona interesada así lo permite.



Son funciones de las personas facilitadoras judiciales, las siguientes:



a.- Realizar los trámites que les encargan el juez o la jueza correspondiente, apoyándole en las actividades y diligencias propias de su función.



b.- Dar orientación, información, asesoría o consejos en temas jurídicos y/o administrativos a las personas que se lo solicitan. 



c.- Facilitar el acuerdo entre las partes a través de mediaciones, asesoramiento de personas y actuar como amigables componedores, todo ello en el marco de las leyes. 



d.- Proporcionar información jurídica y cívica a la población mediante charlas, facilitando a la ciudadanía el conocimiento de los derechos y obligaciones, prohibiciones, valores, principios y garantías contenidas en la Constitución  Política de la República de Costa Rica, demás leyes y reglamentos. 



e.- Remitir casos o informar situaciones a la autoridad judicial que no pueden resolver por falta de voluntad de una de las partes o porque la ley lo prohíbe, siempre que una de las partes así lo solicite.



f.- Fomentar la educación legal popular mediante charlas sobre diferentes temas de interés. 



Los requisitos para ser facilitadora o facilitador Judicial son los siguientes:



a.- Ser mayor de edad. 



b.- Ser una persona honrada, honesta, imparcial, con liderazgo, reconocida por su vocación de servicio y buen actuar. 



c.- Estar en total disposición de trabajar voluntariamente y actuar de buena fe.



d.- Tener arraigo y residencia estable en el lugar donde habita de, al menos, dos años. 



e.- No tener antecedentes penales, policiales, ni causas judiciales que puedan afectar  su legitimidad como persona facilitadora y la del Servicio.



f.- No ejercer cargos en instancias u organizaciones  de la seguridad pública, tránsito o seguridad privada; o haber dejado de hacerlo, al menos, un año antes de iniciar la función de facilitadora o facilitador judicial.



g.- No ejercer  cargo político alguno, ni ser activista de un partido político.



h.- Saber leer y escribir. 



i.- No estar ejerciendo como abogada o abogado litigante.



j.- No ser pastor o líder de una congregación religiosa.



k.- Haber sido juramentada o juramentado públicamente por una jueza o un juez.



Son deberes de la facilitadora o facilitador judicial:



a.- Firmar el acta de compromisos al inicio de sus labores.



b.- Desarrollar las funciones que le fueron asignadas dentro de la circunscripción territorial previamente indicada por el órgano jurisdiccional;



c.- Informar mensualmente a la jueza o el juez correspondiente sobre las actividades realizadas, mediante la documentación correspondiente;



d.- Mantener relación y comunicación con las funcionarias y los funcionarios judiciales y autoridades locales donde ejerce su función;



e.- Realizar las gestiones encomendadas guardando el debido respeto tanto a las autoridades locales como a los miembros de la comunidad; 



f.- Mantener absoluta confidencialidad en los asuntos sometidos a su conocimiento;



g.- No efectuar ningún cobro, aceptar dinero, dádivas o regalos derivados de las funciones que desarrolle como facilitadora o facilitador judicial;



h.- Asistir puntualmente a las capacitaciones que se le brinden con el objeto de mejorar el servicio que presta;



i.- No intervenir en aquellos casos en que guarde parentesco de consanguinidad o afinidad con algunas de las partes o tenga algún conflicto de interés;



j.- No presidir asociaciones, cooperativas, sindicatos o cualquier otra clase de agrupación, cuando ello afecte la imparcialidad de su gestión como facilitador o facilitadora judicial, y



k.- Al concluir su función, entregar la documentación del servicio al juez o la jueza local, así como de los signos  de identificación y materiales relativos al SNFJ. 



Derechos de la facilitadora o facilitador judicial:



a.- Contar con reconocimiento y respeto como facilitadoras o facilitadores judiciales ante las instancias judiciales a nivel local y nacional; siempre y cuando hayan cumplido con el proceso de selección, nombramiento, juramentación y capacitación;  



b.- Recibir la atención necesaria por parte de los jueces y las juezas locales de su cantón a efecto de recibir el asesoramiento y orientaciones necesarias en temas jurídicos;



c.- Recibir la capacitación adecuada para el ejercicio de sus funciones;



d.- Proponer temas de capacitación a efecto de lograr un mejor desempeño en su función, cuando lo consideren conveniente y necesario; 



f.- Recibir de la jueza o el juez correspondiente la acreditación e insumos necesarios para realizar, de una manera más eficiente, la labor que le fue encomendada; y



g.- Renunciar al cargo como facilitador o facilitadora judicial. La renuncia debe ser presentada de forma escrita ante el juez o jueza correspondiente. 



5.2. La selección y designación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales se regirá por las siguientes directrices: 



 



a.- El juez o la jueza, teniendo en cuenta las demandas de la población, las características del SNFJ y las condiciones de las localidades, preselecciona las  comunidades donde se establecerá el servicio.



b.- La jueza o el juez, con apoyo del personal del juzgado, de la Administración Regional, Conamaj y/o del PIFJ-OEA, visitará las comunidades en al menos dos ocasiones. La primera para contactar liderazgos locales, informar a la mayor parte de la población sobre los alcances de la figura de la persona facilitadora judicial y motivar la participación en la reunión o asamblea donde se designará a la facilitadora o al facilitador judicial.  En la segunda visita se llevará a cabo la asamblea abierta, en la cual la población, de manera natural y democrática, selecciona su facilitadora o facilitador, siempre y cuando reúna los requisitos establecidos en estas directrices. Si es necesario, la jueza o juez podrá ampliar el número de asambleas dependiendo de la realidad y necesidades de la comunidad visitada, todo con la finalidad de lograr una adecuada selección.



c.- Ninguna persona podrá ser designada como persona facilitadora judicial del Poder Judicial de manera automática o sin mediación de una asamblea comunitaria donde se respeten los mecanismos democráticos. El único mecanismo de selección y designación válido es el antes descrito. 



d.- La jueza o juez procederá a nombrar y juramentar a la persona facilitadora judicial. Para ello se sigue un trámite formal que incluye la preparación de una ficha con datos de la persona nombrada y la emisión de un documento de identificación. La juramentación es un acto solemne y, en ocasiones especiales, puede ser realizado por autoridades o jerarcas judiciales.



e.- El juez o la jueza no puede nombrar como facilitador o facilitadora judicial a una persona si la comunidad no lo ha designado como tal. Por su parte el juez o la jueza tienen la potestad de expresar reservas y de no acoger la designación si la persona designada o por designarse no cumple con los requisitos establecidos. 



5.3. Permanencia del facilitador o facilitadora judicial



a.- Las personas facilitadoras permanecen ejerciendo sus funciones de manera indefinida, mientras cuenten con el mandato de su comunidad y la valoración positiva de la jueza o el juez local;



b.- Se promoverá la estabilidad, lo cual permite acumular experiencia y conocimientos en el servicio; 



c.- Cuando una persona facilitadora termina el ejercicio de su cargo se repondrá la designación siguiendo el mismo método antes descrito. 



El cargo de facilitador y facilitadora judicial puede terminar por:



a.- Cambio de residencia o muerte de la persona facilitadora judicial; 



b.- Renuncia;



c.- Incumplimiento de alguno de los deberes y/o requisitos establecidos en estas directrices.



d.- Faltas por incumplimiento de sus funciones, deberes o condiciones descritas en estas directrices;



e.- Insatisfacción en los resultados de su función, mal o falta de desempeño en las labores como persona facilitadora.



f.- Por pérdida  de confianza de la comunidad a la que sirve  y/o del juez o de la jueza con quien está vinculado;



g.- Apertura de causas judiciales en asuntos de naturaleza dolosa donde figure como imputado.



Cuando en el desempeño de sus funciones el facilitador o la facilitadora judicial infrinjan la ley, incurrirá en responsabilidad y, según la naturaleza del hecho cometido será facultad de la jueza o del juez correspondiente determinar si puede continuar ejerciendo su cargo o no. 



Los facilitadores o facilitadoras judiciales que infrinjan la ley no podrán alegar su condición de facilitadoras o facilitadores como circunstancia atenuante ni recibir ningún beneficio debido a esta  condición.



En caso de que la persona facilitadora no continúe en su rol, por la razón que fuere, deberá devolver al juez o a la jueza correspondiente el equipamiento que se le entregó al iniciar sus funciones en perfecto estado, a saber: chaleco, gorra, maletín, carné, materiales de consulta, libro de actas y los formularios remanentes. 



El cargo de facilitador y facilitadora judicial puede suspenderse por un máximo de seis meses:



a.- Enfermedad;



b.- Cuido de un familiar;



c.- Cambio de residencia temporal, no mayor a los 6 meses;



d.- Realizar temporalmente actividades incompatibles con la figura de facilitar o facilitadora judicial.



e.- Estudio



f.- Otro motivo considerado válido por la jueza o juez correspondiente.



5.4. Para la prestación del servicio, son necesarios los siguientes documentos:



Para las personas facilitadoras judiciales:



Para el registro de las labores y funciones los facilitadores y las facilitadoras judiciales utilizarán, al menos, la siguiente documentación: libro de actas,  formulario de reporte de actividades mensuales, actas de mediación y ficha de remisión de casos, todos los cuales serán proporcionados por parte del Poder Judicial.



i.- En el libro de actas anotarán todos los servicios que presten;



ii.- El formulario de reportes de actividades mensuales debe ser llenado por los facilitadores o las facilitadoras judiciales una vez al finalizar cada mes y entregado o transmitido al juez o a la jueza contravencional, dentro de los diez días hábiles del mes siguiente; 



iii.- Las  actas de mediación deben ser utilizadas por los facilitadores o las facilitadoras judiciales para registrar las mediaciones que realicen. Deberán entregar copias a las partes, remitir el acta al juez o a la jueza y conservar una copia.



iv.- La ficha de remisión de casos es utilizada en aquellos casos en los que las personas interesadas no llegan a un acuerdo de mediación, o bien el caso sobrepasa las funciones de la persona facilitadora, por lo que le promociona una ficha de remisión para que se dirija a la oficia judicial correspondiente a realizar los trámites de forma ordinaria.



Para las juezas y los jueces:



Las juezas y los jueces abrirán un archivo para cada una de sus facilitadoras y facilitadores judiciales, en el cual adjuntará el formulario de información general, el acta de nombramiento, el acta de juramentación, las actas de mediación realizadas, los informes mensuales, así como cualquier otra información que consideren oportuna sobre la persona facilitadora y su desempeño. 



i.- En el formulario de información general anotará los datos de identificación y dirección de los facilitadores y las facilitadoras judiciales; los datos de la comunidad, barrio, palenque o zona, y otros datos que se consideren necesarios; 



ii.- En el acta de nombramiento incluirá la información general de la selección y nombramiento de la persona facilitadora.



iii.- En el acta de juramentación constará la información general de la juramentación de la persona facilitadora, si esta cuenta con todos los requisitos mencionados en estas directrices.



iv.- En el talonario de registro mensual de actividades de los facilitadores y las facilitadoras judiciales consolidará los datos reportados por sus facilitadoras o facilitadores en el período correspondiente; 



v.- Llevarán una bitácora digital con todas las actividades ejecutadas en relación con el SNFJ y se consignará además la asistencia a capacitaciones de sus facilitadores y facilitadoras; 



vi.- En el archivo guardará las actas de mediación remitidas por los facilitadores y las facilitadoras judiciales para su control, las que serán conservadas bajo responsabilidad del juez o de la jueza y de su personal auxiliar. 



En caso de que la jueza o el juez cese en sus funciones o se traslade, deberá entregar, bajo conocimiento, la documentación respectiva del SNFJ a la jueza o juez que le sustituya, así mismo deberá brindarle la inducción y la capacitación sobre el SNFJ[8]. La jueza o juez que sustituye deberá continuar el trabajo de consolidación del servicio. Las otras juezas y los otros jueces del circuito que formen parte del SNFJ, apoyarán en la inducción sobre el servicio y en lo que se estime necesario.



5.5. La formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales consistirá en lo siguiente:



a.- Inducción y capacitación: al haber cumplido con el proceso de selección, nombramiento y juramentación, las personas facilitadoras judiciales recibirán una inducción general del servicio a cargo de Conamaj y el PIFJ-OEA, así como una capacitación en mediación comunitaria impartida por la Escuela Judicial. Ambos módulos no podrán sumar menos de 32 horas. 



b.- Posterior a estas sesiones, cada jueza y juez impartirá una capacitación mensual o bimensual en la sede del juzgado correspondiente. 



c.- La responsabilidad directa de la formación de las facilitadoras y de los facilitadores judiciales recae en las juezas y los jueces correspondientes; esta comprende: asesoría, intercambio de experiencias en su función, capacitaciones regulares, material de autoestudio y otras acciones que considere necesarias.



d.- La capacitación debe ser tomada por las facilitadoras y los facilitadores judiciales en forma obligatoria luego de su nombramiento y como requisito para la entrega de la certificación como personas facilitadoras judiciales, la cual incluye una identificación y otros los signos distintivos que lo acrediten.



e.- La capacitación será desarrollada de manera mensual en el primer año y luego, en los períodos sucesivos deberán efectuarse encuentros al menos cada dos meses. En dichas capacitaciones también se escucharán los avances, dudas y cualquier tipo de cuestionamiento y recomendaciones que las facilitadoras y los facilitadores judiciales puedan tener en atención al ejercicio de sus funciones.



5.6. La supervisión del servicio se llevará a efecto con los siguientes criterios:



a.- Las personas responsables por la supervisión del trabajo de las personas facilitadoras judiciales son las juezas y los jueces locales. Esta se llevará a cabo mediante las reuniones que realizan en la cabecera del cantón con una frecuencia no mayor de tres meses, de la atención a las facilitadoras y a los facilitadores judiciales que le visitan en el juzgado, de sus visitas a la comunidad, de la comunicación telefónica o por otros medios, así como por la coordinación estrecha con otros operadores de justicia, incluida la Fuerza Pública.



b.-  A nivel de cantón, la jueza o juez responsable, coordinará la conformación de una Red Interinstitucional de Apoyo al SNFJ, conformada por diferentes organizaciones presentes en la zona, entre ellas el Ministerio Público, la Defensa Pública, el OIJ, la Fuerza Pública, la Municipalidad, organizaciones no gubernamentales, entre otras. Esta Red se reunirá trimestralmente y conocerá los avances y limitaciones tenidos por las personas facilitadoras y el juzgado en la implementación del Servicio. En caso de existir otra instancia de coordinación interinstitucional en el cantón, el juez o la jueza destacada impulsará que se incluya el Servicio como un punto regular de agenda.



c.- La coordinación de las juezas y los jueces locales en lo que respecta al SNFJ es responsabilidad de CONAMAJ y de la Administración Regional y se llevará a cabo de manera regular fundamentalmente por medio de reuniones trimestrales.



d.- El seguimiento del Servicio en su conjunto es responsabilidad de la CONAMAJ, quien reportará periódicamente y siempre que estime necesario, al Consejo Superior y a la Corte Plena.



6.- Organización institucional 



6.1.- Dirección del Servicio en el Poder Judicial



En lo que respecta al Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales, el Poder Judicial, mediante sus distintas instancias y de la forma que se dirá,  ejercerá  las siguientes facultades y funciones: 



i.- Impulsar y dirigir el SNFJ;



ii.- Tomar las decisiones estratégicas sobre el SNFJ;



iii.- Regular y aprobar todo lo relativo al SNFJ;



iv.- Aprobar las zonas de expansión del SNFJ;



v.- Motivar, promover y supervisar el involucramiento de todas las dependencias y órganos del Poder Judicial con el SNFJ; 



vi.- Establecer los elementos de atención relativos al SNFJ a las diversas dependencias y órganos del Poder Judicial que se creen, readecuen o transformen, y que no están incluidas en este Reglamento; 



vii.- Reconocer el servicio de las personas facilitadoras judiciales y difundir los resultados e impacto del SNFJ de Costa Rica.



6.2. Funciones de la Comisión Interinstitucional



Es una comisión encargada de dar seguimiento y apoyar el funcionamiento del SNFJ. Estará conformada por las siguientes instancias representadas por sus directores o jefaturas: Conamaj, PIFJ-OEA, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Contraloría de Servicios, OIJ, Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial, Departamento de Prensa y Comunicación, una persona representante de las juezas y los jueces del Servicio y su suplente, una persona integrante del órgano encargado del área jurisdiccional y del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Esta Comisión es presidida por el magistrado presidente de Conamaj. 



Las funciones de la Comisión son:



i.- Promover la institucionalización plena del servicio en el Poder Judicial



ii.- Definir las líneas estratégicas de trabajo del SNFJ;



iii.- Proponer directrices para el funcionamiento del SNFJ;



iv.- Aprobar el Plan Anual de Actividades;



v.- Acordar acciones para su correcto funcionamiento y promoción;



vi.- Realizar el seguimiento y gestionar las evaluaciones del SNFJ.



Las funciones de cada órgano integrante de la Comisión son:



a.- La Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales: en coordinación con Conamaj, darán soporte al servicio local, según sus prácticas administrativas regulares; garantizará el equipamiento de las facilitadoras y los facilitadores judiciales y el apoyo logístico a las actividades del SNFJ;



b.- La Dirección de Planificación: promoverá la incorporación del SNFJ en la planificación de las diversas instancias y niveles; acompañará y coordinará la elaboración un Plan Anual de Actividades del SNFJ y de la Comisión Interinstitucional del SNFJ; colaborará en el seguimiento y evaluación de resultados; apoyará en la definición del presupuesto y hará estudios de la ejecución presupuestaria registrada por Conamaj y presentará a Consejo Superior el análisis de los gastos; apoyará el diseño de los formularios e instrumentos que se necesiten para el servicio; definirá procedimientos para estandarizar el servicio a nivel nacional. 



c. - La Sección de Estadística de esta Dirección: consolidará la información relativa al SNFJ en cuatro informes trimestrales y uno anual y la enviará consolidada a la Comisión Interinstitucional; colaborará en la definición de indicadores para recolectar la información estadística pertinente.



d.- La Dirección de Gestión Humana: emitirá el documento de identificación de los facilitadores y facilitadoras en los términos establecidos por este reglamento; incorporará en los manuales de organización y funciones las competencias de órganos y personal judicial en lo que respecta al SNFJ; incorporará en los estándares de la carrera judicial la atención a las competencias y actualizará los perfiles de ingreso del personal que atiende la materia del SNFJ; apoyará todos los procesos de capacitación dirigidos tanto al personal judicial como a facilitadoras y facilitadores. 



e.- El Departamento de Prensa y Comunicación Institucional: incorporará en la difusión la disponibilidad y características del servicio y enviará información a los actores clave del SNFJ, los resultados que se alcanzan y los impactos que se generan; asistirá e impulsará eventos del servicio como intercambios, presentaciones, talleres, seminarios, etc.; preparará trípticos, afiches, publicaciones tanto impresas como digitales en su portal y similares, etc., e incluirá el SNFJ en las noticias que difunde.



f.- La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de los órganos judiciales auxiliares: en coordinación con Conamaj, tendrán a su cargo incorporar en sus programas de profesionalización, capacitación y formación del personal judicial el SNFJ. Estará encargada de dirigir los procesos de formación relacionados al SNFJ, además de incluir estos procesos dentro de su planificación operativa anual. La Escuela Judicial diseñará y dará el seguimiento a la formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales en mediación comunitaria.



g.- Representante de juezas y jueces del Servicio: los jueces y juezas nombrarán a una persona titular y una suplente para que los represente ante la Comisión por un período de dos años, con posibilidad de reelección una única vez. El proceso de elección será democrático a través de una asamblea. En caso de que el titular o el suplente renuncien al nombramiento se deberá efectuar una nueva asamblea para sustituirlo por el tiempo faltante. El representante de las personas juzgadoras será un enlace entre la Comisión y las juezas y jueces del SNFJ y deberá informales de todo lo discutido en seno de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Comisión.



h.- Demás órganos institucionales e interinstitucionales: coadyuvarán con la implementación del SNFJ reconociendo la figura de la persona facilitadora en su accionar, participando en la capacitación tanto de estas personas como en las comunidades, dotando de recursos, de acuerdo con las disponibilidades, entre otro tipo de colaboración.



6.2.- Funciones de CONAMAJ:           



i.- Servir como enlace entre las diferentes dependencias del Poder Judicial para que estas incorporen aspectos del SNFJ en las tareas que le son propias a cada una de ellas; 



ii.- Promover que los permisos y decisiones administrativas de las autoridades del Poder Judicial fluyan adecuadamente para garantizar la operación estable del SNFJ; 



iii.- Motivar, impulsar y asesorar para que la recolección de información sobre los servicios prestados por las facilitadoras y los facilitadores judiciales y las actividades del SNFJ fluyan por las estructuras regulares hacia la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación;



iv.- Coordinar con la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder Judicial la preparación  y puesta en práctica  de programas de formación para las personas facilitadoras; 



v.- Motivar, impulsar y asesorar la ejecución de reuniones trimestrales en cada circuito con las diferentes instancias del Poder Judicial a efectos de analizar su desarrollo y prever las actividades del trimestre siguiente; 



vi.- Promover la adopción  de perfiles de jueces y juezas y de los operadores de justicia que participen del SNFJ para que sean considerados entre los criterios para el nombramiento del personal judicial en los circuitos y juzgados donde funcione el Servicio. 



vii.- Promover la inclusión de la valoración del desempeño de juezas, jueces y personal judicial del SNFJ en los  sistemas de evaluación de la institución.. 



viii.- Visitar regularmente los diferentes despachos en los que se desarrolla el Servicio.



ix.- Acompañar, apoyar y dar seguimiento a las diferentes acciones que realizan jueces, juezas y administraciones de circuito para el SNFJ.



x.- Organizar y acompañar las capacitaciones generales y sobre mediación comunitaria dirigidas a facilitadores/as.



xi.- Identificar y registrar todas las acciones del SNFJ para incorporarlas gradualmente a la planificación anual del Poder Judicial.



xii.- Coordinar la elaboración y reproducción del material de apoyo para la implementación del servicio.



xiii.- Diseñar, junto con los departamentos encargados, los instrumentos requeridos para institucionalizar el servicio.



xiv.- Ser el referente institucional de coordinación del servicio para el PIFJ-OEA.



xv.- Asegurar el cumplimiento del plan de trabajo del SNFJ para el Poder Judicial.



xvi.- Coordinar las reuniones de la Comisión Interinstitucional.



xvii.- Elaborar informes del avance del servicio y apoyar el monitoreo y la evaluación.



xviii.- Ser la instancia de contacto con otras instituciones para el desarrollo del servicio.



xix.-Las que le asigne la Corte Suprema de Justicia para el mejor funcionamiento del SNFJ.



6.3.- Función de las juezas y los jueces[9]


Son las personas encargadas dentro de su jurisdicción de convocar, dirigir, promover, divulgar, capacitar, dar seguimiento, evaluar los servicios y efectuar los nombramientos de las facilitadoras y los facilitadores judiciales. Dirigen directamente a sus facilitadores y facilitadoras judiciales y son responsables de supervisar el servicio que prestan, así como de incorporar en su PAO todas las actividades concernientes al SNFJ. Sus funciones específicas son las siguientes:



a.- Definir, en coordinación con las autoridades locales y Conamaj, las comunidades donde se va a establecer el SNFJ;



b.- Coordinar con las lideresas y líderes locales la asamblea comunitaria en la que la comunidad seleccionará a la facilitadora o al facilitador judicial;



c.- Capacitar de manera continua a los facilitadores y a las facilitadoras y a la comunidad de acuerdo con el plan y metodología establecidos;



d.- Supervisar el trabajo de las facilitadoras y facilitadores judiciales;



e.- Atender las consultas de las facilitadoras y facilitadores judiciales;



f.- Mantener la motivación, reconocimiento y apoyo humano a las facilitadoras y a los facilitadores judiciales;



g.- Utilizar y promocionar activamente el servicio de las facilitadoras y facilitadores judiciales en los trámites solicitados, recepción de casos y mediaciones remitidas;



h.- Mantener actualizados los registros de facilitadoras y facilitadores judiciales, así como su ficha de datos con la identificación vigente;



i.- Recibir mensualmente las actas de mediaciones efectuadas por las facilitadoras y los facilitadores judiciales, para verificar que los acuerdos se encuentren en el marco de la ley;



j.- Mantener actualizado el registro de mediaciones de las facilitadoras y los facilitadores judiciales;



k.- Mantener actualizada la información general de la facilitadora y del facilitador;



l.- En la medida de sus posibilidades y sin abandono de sus funciones jurisdiccionales en horas laborales, visitar las comunidades periódicamente; 



m.- Revisar regularmente los libros de actas de los Facilitadores Judiciales;



n.- Recolectar los informes sobre los servicios prestados por las facilitadoras y los facilitadores judiciales, comprobar la consistencia de los datos de manera satisfactoria, consolidarlos y remitir informe mensual a la Administración Regional, quien a su vez hará un informe consolidado de todas las juezas y los jueces para remitirlo trimestralmente a Conamaj y al Departamento de Planificación;



o.- Participar en reuniones trimestrales convocados por Conamaj;



p.- Evaluar los servicios prestados por sus facilitadoras y facilitadores judiciales, de conformidad con los instrumentos facilitados por el SNFJ;



q.- Visitar a sus facilitadoras y facilitadores Judiciales al menos una vez cada seis meses;



r.- Dar charlas en las escuelas y colegios sobre temas de acceso a la justicia;



s.- Capacitar e involucrar al personal del despacho en las acciones que realiza en el marco del SNFJ;



t.- Dar a conocer y promocionar el Servicio en el Circuito y las otras oficinas judiciales.



u.- En asocio con la Administración del Circuito, gestionar y coordinar la instancia de apoyo local para el Servicio.



v.- Y las demás que establezca la CSJ en lo que al SNFJ compete.



Las funciones anteriormente mencionadas, se realizarán con el apoyo irrestricto del personal auxiliar del juzgado correspondiente.



6.4.- Funciones del personal de apoyo de los Juzgados



a.- Acompañar a la jueza o juez del despacho en la realización de las asambleas comunitarias.



b.- Apoyar los aspectos logísticos de dichas asambleas, como lo es tomar la asistencia, redactar las actas correspondientes, entre otros.



c.- Atender las consultas y solicitudes de las personas facilitadoras cuando visiten el despacho judicial.



d.- Solicitar a las personas facilitadoras el informe mensual de labores y apoyar al juez en la elaboración del informe mensual consolidado del despacho.



e.- Mantener actualizada la información de contacto de las personas facilitadoras.



f.- Actualizar el archivo de cada persona facilitadora con la información relacionada a las actividades y mediaciones realizadas.



g.- Preparar y tramitar la solicitud de ayuda económica para las personas facilitadoras cuando asisten a capacitaciones o actividades del SNFJ.



6.5.- Funciones de la Administración de Circuito:



a.             Apoyar la implementación del SNFJ en el Circuito.



b.             Informar y sensibilizar al personal del circuito sobre la implementación del SNFJ y sus avances.



c.             Apoyar a jueces y juezas en su participación en el servicio, mediante priorización para suplencias en actividades del servicio, asignación de vehículos para las visitas a las comunidades, nombrando personal supernumerario en casos en que las posibilidades lo permitan y apoyando con otros recursos necesarios.



d.             Colaborar con la identificación y definición de las comunidades en las cuales se requiere nombrar personas facilitadoras.



e.             Llevar un registro de la implementación del servicio: actividades realizadas, asambleas comunitarias, nombramientos, juramentaciones, capacitaciones, información de las personas facilitadoras de su Circuito, entre otros.



f.              Coordinar la planificación y apoyar la ejecución de las acciones que deben realizar las juezas y los jueces en el marco del servicio (asambleas, visitas, charlas, capacitaciones, entre otras).



g.             Recibir y tramitar las solicitudes de ayuda económica de cada juzgado para las diferentes actividades en las que se convoque a las personas facilitadoras.



h.             Recibir los informes mensuales de cada juzgado y remitir un informe trimestral consolidado a Conamaj y  a  la Sección  de Estadística de la Dirección de Planificación.



i.               Visitar a las juezas y los jueces para dar acompañamiento a la implementación del servicio.



j.               Acompañar al personal de los juzgados a las asambleas y capacitaciones en caso que el juzgado lo requiera y se justifique.



k.             Facilitar la información de antecedentes penales de las personas facilitadoras.



l.               Canalizar demandas de operadores de justicia especializados (penal juvenil, familia, penal, etc.) para que impartan charlas en las comunidades, de acuerdo con las necesidades planteadas por las personas facilitadoras.



m.           Coordinar la logística de las actividades relativas al servicio en la cabecera de circuito o que incluyan a varias personas facilitadoras del circuito.



n.             Apoyar la realización de las reuniones trimestrales que deben darse por circuito para el seguimiento del SNFJ.



o.             Coordinar la divulgación e información a nivel interno y externo con medios locales de comunicación.



p.             Establecer alianzas estratégicas a nivel público y privado para conseguir apoyo al SNFJ de diversa índole.



q.             Involucrar al Consejo de Administración de Circuito en el seguimiento del servicio.



r.              Propiciar la divulgación del servicio a través de los medios locales.



s.              Mantener una comunicación fluida y abierta con Conamaj. 



El flujo de información de los reportes deberá seguir la siguiente ruta:



 El flujo de información de los reportes deberá seguir la siguiente ruta:






6.6.- Otras instancias del Poder Judicial.



De manera progresiva y en cada caso, de acuerdo con los recursos disponibles, los diversos órganos del Poder Judicial apoyarán al SNFJ.



a.- Los tribunales, en especial las magistradas y magistrados, y las juezas y los jueces de todas las instancias, desempeñan un papel fundamental en términos de respaldo institucional, motivación, reconocimiento y supervisión en la calidad del servicio a la población; se espera que los magistrados y las magistradas, jueces y juezas, y demás personal judicial, conozcan e impulsen las actividades previstas del Servicio y que participen en algunas de ellas.



b.- La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales impulsará acciones para  apoyar  la sostenibilidad del Servicio en el Poder Judicial. 



c.- La Secretaría Técnica de Género:



-                                       Aportará, en coordinación con la Escuela Judicial, el enfoque de género en las capacitaciones de jueces y juezas y los procesos de formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales y demás personal con vinculación al SNFJ;



-                                       Difundirá, mediante el trabajo de las facilitadoras y los facilitadores judiciales, las normas jurídicas y los criterios asociados a la condición de las mujeres y el enfoque de género;



-                                       Analizará y sugerirá readecuaciones, si es necesario, a las prácticas de servicio que brindan las facilitadoras y los facilitadores judiciales, y 



-                                       Contribuirá, en coordinación con la Sección de Estadística, en el análisis de impacto del trabajo que realizan las personas facilitadoras en términos de acceso a la justicia de las mujeres y las relaciones de género.



7.- Monitoreo y evaluación.



La supervisión del servicio se impulsará a través de la metodología antes descrita.



El monitoreo del Servicio estará a cargo de Conamaj. 



Se efectuará una valoración conjunta entre Conamaj y el PIFJ-OEA sobre los avances de ejecución del Servicio y se impulsarán las readecuaciones pertinentes. 



Se realizará una línea de base por parte de una tercera entidad independiente, que incluirá un levantamiento de campo de carácter cuantitativo y cualitativo; los términos serán provistos por el PIFJ-OEA y analizados conjuntamente con Conamaj, guardando la consistencia con el esfuerzo regional de valoración de impacto.



8.- Recursos.



En los primeros años de implementación del servicio los recursos necesarios para su ejecución provendrán del uso de las partidas ya asignadas presupuestariamente por la CSJ (no tendrá afectación presupuestaria adicional) y en los aspectos complementarios que sean necesarios serán provistos por el PIFJ-OEA, los cuales deberán ser asumidos por la institución paulatinamente.” 



                                                        - 0 -



Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien manifiesta: “De conformidad con las directrices que esta misma Corte Plena había aprobado, cuando se puso en marcha el Plan de Facilitadoras y Facilitadores judiciales, que lleva el nombre de don Luis Paulino Mora Mora, anualmente el programa debe presentar un informe de labores a este Órgano, habida cuenta de que la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) es la oficina responsable de la gestión de dicho programa, y este es el informe que fue debidamente remitido a esta Corte para su conocimiento.



En términos muy puntuales, lo logrado el año pasado ha sido muy satisfactorio, la cantidad de facilitadoras y facilitadores que han sido nombrados, 182 teníamos a la segunda semana de diciembre en las áreas geográficas donde estamos trabajando, y debo decirles que  se amplió el programa para trabajar en las áreas geográficas del sur del país, Pérez Zeledón y sitios aledaños, en donde ha habido una buena acogida por parte de los jueces y juezas que han querido formar parte de este programa; con solo decir que una de las juezas de la zona tiene nombrado a 10 facilitadoras y facilitadores judiciales, cosa que debo recalcar, pues lo hacen en sus horas no laborables y  fines de semana, que tienen que salir a las zonas geográficas lejanas para realizar las asambleas ciudadanas donde se están escogiendo a estas personas en su desempeño como facilitadoras y facilitadores judiciales.



Para el presente año, tenemos como meta seguir ampliando la cobertura geográfica en la Zona Sur, es decir, llegar hasta las áreas más allá de Buenos Aires, el cantón de Osa, Corcovado, etcétera, para ir consolidando dicho programa en dichas zonas geográficas.



Eso no significa que en las otras áreas donde hemos avanzado, como las zonas Norte y Atlántica del país, el programa está debidamente consolidado.



El informe presenta las directrices que pedimos sean valoradas por ustedes, que son una reiteración con algunos apuntes muy puntuales de las que en su momento esta Corte Plena aprobó, para que el programa fuera desarrollado directamente por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), que son las que estamos ofertando y sugiriendo para su discusión y aprobación.



Se trata de tomar la experiencia recabada durante todo el año pasado, del desarrollo del programa de facilitadoras y facilitadores judiciales, e incorporarla en estas directrices que están siendo debidamente señaladas.



Parte de la novedad es definir propiamente la metodología con que el Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales se presta, como una responsabilidad del Poder Judicial y que este programa es ejecutado por medio de las juezas y de los jueces locales, y de las distintas unidades administrativas que pueden participar en la ejecución del programa.



Se está también determinando las caracterizaciones y funciones que cumplen las facilitadoras y los facilitadores judiciales para el buen desempeño de sus labores.



Asimismo se establecen los derechos y los deberes que tienen estas personas designadas; sus relaciones con los jueces y juezas encargadas del Programa, a quienes se les está indicando la metodología que deben seguir en sus relaciones con el conjunto de personas que se desempeñan como facilitadores y facilitadoras judiciales, entre otras cosas, que deben tener un archivo con el nombre de ellos, los cuales se reúnen con los jueces y las juezas una vez al mes, debe tener un formulario de información general, para que el juez o jueza vaya detallando propiamente el desarrollo del programa como tal, un talonario de registro de esas reuniones mensuales, una bitácora digital, etcétera.



Todo esto porque la Sección de Estadísticas del Departamento de Planificación, también está incorporando en su informe los datos estadísticos sobre cantidad de conciliaciones, labores que han venido desarrollando cuantitativamente las facilitadoras y los facilitadores judiciales, y este tipo de material, ha sido orientado para facilitar de sobremanera el trabajo estadístico que se lleva a cabo.



Además, se precisa la organización institucional que tiene el Poder Judicial, para dar impulso al Programa del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales.



Hay una Comisión Interinstitucional que se reúne cada dos meses, en donde hay representación de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), también la Jefa del Departamento de Planificación, la Directora Ejecutiva, el Jefe del Departamento de Personal, un representante del Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Contraloría de Servicios, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial y del Departamento de Prensa y Comunicación.



Para este año estamos incorporando -esa es otra de las novedades- a un representante del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, dado que la base operativa de cómo funcionan nuestros facilitadores y facilitadoras judiciales, tiene un fuerte soporte en la comunicación  con las delegaciones de la Fuerza Pública. En esos sitios geográficamente alejados de los centros urbanos, pues es con la Fuerza Pública que se trasladan en sus vehículos; en ocasiones son requeridos para participar en algún tipo de debate comunal que puede haberse dado por un problema de cercas, daños por animales, etcétera.  Es por esa razón que decidimos que hubiese un representante del citado Ministerio.



Cada una de esas oficinas institucionales, tienen un ámbito de desarrollo del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, que están indicados en las directrices en mención y concluye el informe determinando las obligaciones que asume la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), en el desarrollo del programa y la obligación que tiene de estar informando a esta Corte -en lo que es competencia de esta Corte y del Consejo Superior- el desarrollo del programa como tal.



Ese sería un resumen muy puntual de lo que está indicado en ese documento”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRARON LOS MAGISTRADOS VEGA Y CHINCHILLA.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a discusión el informe.  Considero que lo que procede es tener por rendido el informe, y aprobar la propuesta con sus recomendaciones.



El Programa realmente ha trabajado con una gran seriedad, extendiendo la Judicatura y la función a lugares en donde no teníamos mucha presencia.



Si no hay observaciones así lo disponemos”.



Sin objeción alguna, se dispuso: 1.) Tener por rendido el informe sobre los resultados de la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” (SNFJ), durante su primer año de ejecución en los Segundos Circuitos Judiciales de Alajuela y Zona Atlántica. 2.) Aprobar las Directrices Generales del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” en la forma propuesta. En ese sentido, se tienen por modificadas y sustituidas las directrices aprobadas por esta Corte en la sesión N° 16-13 celebrada el 22 de abril del 2013, artículo XXVIII.
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Informa la señora Directora que sostuvo una reunión con personeros de Conamaj, particularmente Doña Sara Castillo y el señor Magistrado Román Solís, quienes le señalaron que la Escuela Judicial ha venido colaborando en la capacitación de los facilitadores y facilitadoras judiciales, dentro del programa respectivo. Que esta capacitación se ha venido canalizando a través de la colaboración de la Licda. Julieta Barboza, docente de la Escuela. Que dicha funcionaria lo hace de forma voluntaria los fines de semana, trasladándose hasta el lugar donde radican estas personas, que son lugares alejados. Para este año solicitan nuevamente la colaboración de la Escuela, lo cual ya tienen contemplado dentro de su plan de trabajo. Entre los requerimientos señalan la necesidad de un curso para los Jueces y Juezas que colaboran en el programa y otro curso para los facilitadores y facilitadoras. Que se haga una revisión de las guías que utilizan las facilitadoras y los facilitadores dentro de sus intervenciones. Y una reunión en la Escuela Judicial de los Jueces y Juezas involucrados en este programa, con el fin de que tengan un espacio para compartir los problemas que han enfrentado y las experiencias que han tenido. Sobre este tema existe un acuerdo de este Consejo, donde se comisionó al Dr. Juan Carlos Segura Solís, para la elaboración de un informe desde el punto de vista académico sobre el Convenio de Cooperación entre la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica y la Secretaría General de la OEA, a fin de determinar si era necesario firmar un adendum de este convenio para que la Escuela Judicial pueda participar impartiendo capacitación en este programa. Sobre este punto se le cede la palabra al Dr. Segura, quien expone: 



“De acuerdo con la solicitud de este Consejo, rindo el informe referente a la integración o no de los facilitadores y facilitadoras en el marco de los cursos de capacitación que brinda la Escuela Judicial. 



En el marco de acuerdos y consensos entre los diversos gobiernos y diferentes poderes judiciales de Centroamérica, se estableció la política de apoyo a aquellas personas que se desempeñan como facilitadores judiciales. 



CONSENSO DE PANAMÁ



Así en el Consenso de Panamá del 21 de octubre del año dos mil catorce, se acordó promover la incorporación en las políticas nacionales y regionales de seguridad y justicia las actividades que realizan los Facilitadores Judiciales y Fortalecer la asistencia que brinda el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales de la Organización de los Estados Americanos a los órganos judiciales y de seguridad a nivel nacional y regional. 



ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA Y LA SECRETARÍA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS UNIDOS AMERICANOS.



Por su parte, en el Acuerdo de Cooperación entre la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica y la Secretaría General de la Organización de los Estados Unidos Americanos para el establecimiento de un servicio de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en la República de Costa Rica, suscrito el 19 de junio del año 2013 por nuestra Presidenta Doña Zarela Villanueva Monge, se indicó Impulsar conjuntamente el establecimiento de un Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales como expresión de la participación ciudadana en la Administración de Justicia, e insertarlos dentro de las normas jurídicas del Estado, y a su vez impulsar brindar capacitación sobre la tecnología de servicios de facilitadores y facilitadoras judiciales al servicio y sus procedimientos de operación. De igual manera determina su incorporación de la esta figura (facilitador/a) en las normas del Poder Judicial y la legislación costarricense. 



ACUERDOS ACORDE CON EL TEMA TOMADOS POR LA CORTE PLENA.



En la Sesión de Corte No 04-2013 se conoció el Informe de Intercambio Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales (PIFJ) de la OEA, Costa Rica- Panamá, rendido por el Magistrado Solís Zelaya y en él recomienda capacitar a las facilitadoras y facilitadores en materia de género, violencia intrafamiliar y delitos sexuales, entre otros temas, para que puedan replicar sus conocimientos en talleres o charlas localmente. Además, incluir en esta capacitación los sistemas de gestión judicial e informáticos para que las personas líderes seleccionadas tengan posibilidades de conectividad y las comunidades puedan acceder a los servicios digitales. En esa sección la Corte Plena acordó declarar de interés institucional dicho programa y autorizar a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, para que conjuntamente con la Organización de Estados Americanos y bajo la asesoría del Departamento de Planificación elaboren un proyecto de desarrollo del programa de Facilitadores Judiciales para Costa Rica. 



Dicho Programa fue presentado, en Sesión de Corte Plena No 16-13 del 22 de abril del año 2013.



Dentro de los derechos de estas personas, se encuentran el de recibir la capacitación adecuada para el ejercicio de sus funciones. 



RECOMENDACIÓN 



Ahora bien, de conformidad con estos Convenios y Acuerdos tomados por nuestro Poder Judicial, no cabe duda entonces, que la Escuela Judicial, con independencia de si se encuentra en su ley constitutiva normativa alguna respecto a la participación o no de estas personas que en la actualidad participan de la Administración de Justicia, como tampoco determinar su condición de funcionario público o no inmerso en la organización del Poder Judicial, lo cierto del caso es que deberá tomar como parte de su plan anual en los cursos de capacitación en los temas que se dijeron en las sesiones de Corte, y en general en los demás atinentes al cargo, a todos los Facilitadores y Facilitadoras nombrados y por nombrar, con el fin de que su cometido en la Administración de Justicia sea realizado de una manera eficiente y eficaz.



Dejo así rendido el informe” 
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Indica la Magistrada Arias que dentro del Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2017 se dijo que el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales interesaba al Poder Judicial. Esto genera, sin duda, un compromiso para la Escuela Judicial dentro de sus competencias. Esta propuesta fue aprobada por unanimidad por la Corte y nosotros como Escuela estamos en la obligación de darles ese apoyo. Interviene el representante de la Defensa Pública, quien indica que en cuanto a su Unidad, le preocupa que se establece la obligación, no solo de la Escuela Judicial, sino de las Unidades, de capacitar sobre este tema. Lo cual le preocupa por el tema de los recursos que habría que dirigir para estas personas, la forma en que se tendría que planificar el trabajo, porque se trata de personas que viven en lugares alejados y además habría que ver cómo se dirige esta capacitación, habría que crear algo para ellos, que no son funcionarios judiciales. Pues indica que, según su conocimiento, la OEA ha venido colaborando en la sufragación de gastos e ignora qué va a suceder de ahora en adelante. Sugiere la Magistrada Arias que se pida a la Corte Plena, que en el año 2016, se prevea en la planificación estratégica y presupuestaria, este programa. Y para el presente año, que se nos otorgue un presupuesto extraordinario para atender las necesidades del programa. Externa la Magistrada Arias que a ella le preocupa el perfil que deben tener estas personas, en base al cual debe de plantearse la capacitación. Externan los demás miembros del Consejo Directivo que concuerdan en la necesidad de la elaboración de este perfil, que debería de efectuar el Departamento de Gestión Humana. 



Luego de un intercambio de opiniones. 
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SE ACUERDA: 1.) Tener por rendido el informe del Dr. Segura Solís. 2.) Aprobar la capacitación por ser este un programa de interés institucional aprobado por la Corte Plena en sesión n° 1-15 del 12 de enero del 2015, ARTÍCULO XL.  3.) Solicitar a Corte Plena se dote a la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación de un contenido presupuestario extraordinario para este año 2015, a fin de atender las necesidades de capacitación de este Programa.  4.) Que para poder brindar la capacitación de la manera más adecuada, el Departamento de Gestión Humana defina un perfil por competencias y establezca cuáles son las que deben tener estas personas del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales y que serán capacitadas por la Escuela Judicial, en consideración a que no son funcionarios judiciales. ACUERDO FIRME.”
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El Magistrado Solís, en su condición de Presidente de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (CONAMAJ), en nota de 6 de abril de este año, indicó:



“Se me ha dado audiencia para que me manifieste respecto al  oficio Nº 022-CD/EJ-15 de fecha 17 de marzo último, referente al acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria Nº 2-15 del 17 de febrero del 2015, artículo V, en que solicitan se dote a la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación de un contenido presupuestario extraordinario para este año 2015, a fin de atender las necesidades de capacitación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales (SNFJ). Agradezco dicha audiencia para aclarar y explicar los alcances de las tareas que al respecto se establecieron en la CIRCULAR No. 29-2015 de esta Corte que regulan el Servicio de manera general, así como de la acciones concretas incluidas en el Plan de Acción de la Comisión Interinstitucional del SNFJ para el año 2015. 



I.- Sobre la formación de las personas facilitadoras judiciales. 



El SNFJ, como servicio integral,  de alcance nacional y permanente de la institución, requiere de los aportes y participación, de acuerdo a su ámbito de acción, de distintas instancias del Poder Judicial. Al constituir un abordaje novedoso que propicia el acceso efectivo a la justicia de los más vulnerables y la participación ciudadana, directa al involucrar actores no tradicionales en el esquema de la administración de justicia, requiere que estos aportes se den también de forma distinta. Ejemplo de ello es la tarea de brindar inducción y capacitación a las personas facilitadoras judiciales  asignada a varias instancias de la institución. Esta función se establece en la Circular citada en el acápite 5.5.:



“La formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales consistirá en lo siguiente:



a.- Inducción y capacitación: al haber cumplido con el proceso de selección, nombramiento y juramentación, las personas facilitadoras judiciales recibirán una inducción general del servicio a cargo de Conamaj y el PIFJ-OEA, así como una capacitación en mediación comunitaria impartida por la Escuela Judicial. Ambos módulos no podrán sumar menos de 32 horas. 



b.- Posterior a estas sesiones, cada jueza y juez impartirá una capacitación mensual o bimensual en la sede del juzgado correspondiente. 



c.- La responsabilidad directa de la formación de las facilitadoras y de los facilitadores judiciales recae en las juezas y los jueces correspondientes; esta comprende: asesoría, intercambio de experiencias en su función, capacitaciones regulares, material de autoestudio y otras acciones que considere necesarias.



La capacitación en mediación comunitaria a que hace referencia el numeral a. la ha venido impartiendo la Escuela Judicial en la persona de la Jueza Julieta Barboza Cordero, docente de la Escuela, quien ha realizado esta labor desde que inició el Servicio en 2013, habiendo capacitado a la fecha a más de 250 personas facilitadoras judiciales. La capacitación se imparte de acuerdo al módulo de mediación comunitaria elaborado por la misma profesional y consiste en 24 horas de taller, donde se combinan los conocimientos teóricos con la práctica de roles. Por el perfil de las personas facilitadoras, personas con obligaciones laborales propias, estas capacitaciones se han impartido durante fines de semana, en una relación de coordinación entre la Organización de Estados Americanos, la Escuela Judicial y Conamaj. En lo referente a recursos materiales, los costos para la Escuela han sido mínimos, pues la OEA es quien cubre el traslado, hospedaje y alimentación de las personas facilitadoras, así como del cuerpo docente. 



Debido a la alta carga de responsabilidad y disponibilidad que esto requiere por parte de la licenciada Barboza, el año pasado se trabajó con la Escuela Judicial en la construcción de alternativas de sostenibilidad de este esquema, para lo cual se impartió una capacitación a otros jueces y juezas seleccionados por la Escuela con miras a que ellos puedan reproducir la capacitación. Lamentablemente, y por razones variadas, cuando se solicitó a estos jueces y juezas participación en las capacitaciones a los facilitadores, no se obtuvo la respuesta deseada. Ante esta situación es importante que la Escuela Judicial avance en la búsqueda de otras posibilidades que vengan a suplir la necesidad y que para ello cuente con los recursos necesarios. 



Por nuestra parte, en Conamaj creemos que  la materia de mediación comunitaria puede ser fortalecida a nivel local como nacional con la participación de los jueces y juezas especializados del Centro de Conciliación en los circuitos donde funciona el Servicio, para lo cual hemos tenido conversaciones con el Magistrado Rolando Vega Robert y dado pasos importantes en esa línea. 



 



            Otro aspecto relevante en la formación a las personas facilitadoras versa sobre el conocimiento que deben tener estas personas sobre las otras instancias de la institución y, en particular, de los órganos auxiliares. Es por ello que este año se incluyó en el PAO de la Comisión Interinstitucional acciones referentes a la capacitación de las facilitadoras y los facilitadores por parte de cada programa a nivel cantonal, impartidas por el personal de la zona, a manera de réplica de experiencias exitosas realizadas en el 2014.



Para operatizar esta tarea, hemos venido coordinado con las Unidades de Capacitación, para que elaboren un pequeño módulo con los aspectos que debe conocer una persona facilitadora sobre la Defensa Pública y  el Ministerio Público. Nos resta la coordinación con la Unidad del OIJ. Estos módulos, en versión de power point, serán utilizados por defensores, fiscales o agentes en cada circuito para instruir a las personas facilitadoras, en coordinación con el juez a cargo durante alguna de las sesiones bimensuales que coordina el juzgado. Hemos recomendado que esta instrucción venga acompañada de un material impreso, también corto y sencillo, que el facilitador judicial pueda llevarse a su casa. Como puede verse, esta acción no requiere mayor recurso adicional pues no implica desplazamiento, ni pago de otros costos, ya que se imparte en el mismo circuito y puede implicar de 4 a 8 horas anualmente por programa. 



II.- Sobre la formación del personal judicial. 



La Circular, en el acápite  “6.2. Funciones de la Comisión Interinstitucional” otorga a la Escuela y a las Unidades de Capacitación la tarea de dar a conocer el SNFJ a sus funcionarios: 



f) La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de los órganos judiciales auxiliares: en coordinación con Conamaj, tendrán a su cargo incorporar en sus programas de profesionalización, capacitación y formación del personal judicial el SNFJ. Estará encargada de dirigir los procesos de formación relacionados al SNFJ, además de incluir estos procesos dentro de su planificación operativa anual. La Escuela Judicial diseñará y dará el seguimiento a la formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales en mediación comunitaria.



Para el cumplimiento de esta disposición la Escuela Judicial ha venido integrando en el programa del FIAJ un módulo sobre el Servicio que imparte Conamaj, práctica que ha resultado muy acertada pues ya hay un número significativo de jueces y juezas egresados del PFIAJ que están en juzgados donde se desarrolla el Servicio y lo han asumido con gran entusiasmo y con conocimiento. Reiteramos nuestro compromiso de continuar brindando este módulo así como otros que Conamaj imparte en ese Programa. Para esta acción no se requieren recursos extraordinarios. 



Otra acción recomendable y que va de la mano con el punto tratado supra sobre sostenibilidad de la capacitación en mediación, es que la Escuela imparta el módulo que ya creó al efecto a los jueces y juezas que están en el Servicio, cumpliendo así con la tarea de dar seguimiento a la formación de facilitadoras y facilitadores en mediación comunitaria. Para esta acción requiere del personal docente y de los recursos materiales. En este momento participan del Servicio 34 jueces y juezas, mayoritariamente contravencionales, en 7 Circuitos Judiciales.



El cumplimiento de esta disposición por parte de las Unidades de Capacitación de los Órganos Auxiliares y del Departamento de Gestión Humana puede realizarse de distintas formas. Así, por ejemplo, coordinamos con la Unidad de Capacitación del Ministerio Público para que elaboren un programa único para todo el MP sobre el abordaje que hará este órgano en las capacitaciones dirigidas a los facilitadores judiciales a nivel nacional. Acciones de esta índole no requieren presupuesto adicional. 



Espero de esta forma haber detallado y clarificado los requerimientos en materia de formación que conlleva para la Escuela Judicial y para las Unidades de Capacitación el cumplimiento de la Circular con la finalidad de que la Corte valore la solicitud de recursos adicionales hecha por el Consejo Directivo y la dimensione de conformidad con lo que ello implica para cada ente.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien expresa: “Esto se origina con ocasión de una manifestación que en su momento hizo la Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial  a Corte Plena en relación a cómo se cubría presupuestariamente el tema de la formación y preparación de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, el cual en su oportunidad ya había sido aprobado como Política Institucional por parte de esta Corte Suprema de Justicia. 



Cuando me dan la audiencia en torno a lo señalado, hice una nota de respuesta y no para hacer un contradictorio, todo lo contrario, sino para explicar cómo funciona el tema de la formación de nuestros Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.



El documento es bastante extenso pero lo resumo en dos grandes ideas.



Sobre la formación de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales: Hay un proceso de inducción y de capacitación una vez que son escogidos por las comunidades,  que lo hace directamente el personal de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) y el personal de la Organización de Estados Americanos (O.E.A.) que está también coadyuvando con este programa, así como también - y ahí es donde ya interviene la Escuela Judicial- hay un programa de mediación comunitaria que la imparte una funcionaria de la Escuela Judicial que había sido designada desde tiempo atrás para dar esta formación, que la realiza los fines de semana cuando se dan las actividades formativas de estos Facilitadores y Facilitadoras Judiciales y que la ha venido desempeñando de manera muy ejemplar, de mucha dedicación, la Jueza Julieta Barboza Cordero, quien es docente de la Escuela Judicial, encargada de la temática de mediación comunitaria. 



A la fecha doña Julieta ha capacitado a más de 250 personas que integran el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, impartido   de acuerdo al modulo de mediación comunitaria que ha sido elaborado por esa misma profesional y que consiste en 24 horas de taller, donde se combinan aspectos teóricos con práctica de roles.



Por el perfil de las personas facilitadoras, pues todas tienen sus obligaciones laborales en sus hogares y comunidades, estas capacitaciones se han impartido los fines de semana en coordinación con la O.E.A., la Escuela Judicial y la CONAMAJ.



En cuanto a gastos operativos de estos cursos, los costos para la Escuela Judicial han sido mínimos, por cuanto la O.E.A. sufraga completamente los viáticos correspondientes a traslado, alimentación y estadía de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, así como la alimentación para estas personas. 



Lo que corresponde a la funcionaria de la Escuela Judicial entra dentro la gestión presupuestaria de la propia Escuela Judicial.



Tomando en cuenta estas circunstancias, en algún momento se había valorado conjuntamente con la Jueza Julieta Barboza, la posibilidad de que los jueces y juezas que están formando parte o van en algún momento integrarse al programa, dieran estos cursos de mediación comunitaria desde la perspectiva de un juez o jueza conciliador. 



Se hizo una experiencia por parte de la Escuela Judicial, en donde se impartió este modulo a un grupo de jueces y juezas que fueron seleccionados por la misma Escuela, y que iban  a reproducir estos programas de formación de mediación comunitaria con su homónimos en el desarrollo del programa como tal y también con los propios Facilitadores y Facilitadoras Judiciales. Sin embargo, la experiencia no fue la más positiva, porque algunos jueces y juezas recibieron el curso y después no quisieron, por distintas razones, servir de reproductores de este material y de esta enseñanza sobre mediación comunitaria.



Nosotros consideramos que estas actividades de mediación comunitaria pueden ser reforzadas con el trabajo del Centro de Conciliación en aquellos Circuitos en donde está funcionando el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales. 



Ya se conversó con el Magistrado Vega, Encargado del Centro de Conciliación y se han dado pasos importantes en esa línea. 



Debemos mencionar que nuestros Facilitadores y Facilitadoras Judiciales también reciben capacitación en otros temas, y desde esa perspectiva, tanto la Defensa Pública como el Ministerio Público, y el Organismo de Investigación Judicial en reuniones sostenidas con la Comisión Institucional del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, manifestaron su interés en desarrollar cada uno en su área, módulos formativos relacionados a las áreas de su propia competencia y en eso se está trabajando con la Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana.



En términos generales es como está montado el Programa de capacitación de nuestros Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en lo que respecta al acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.



En base a lo que las Comisiones Institucionales donde están representadas, por sus jerarquías, todas las oficinas y dependencias del Poder Judicial, que participan del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, se ha definido esto que mencioné, de que para la formación del personal judicial hacia el futuro, estas Unidades de Capacitación puedan realizar módulos de formación con la presencia de los funcionarios y funcionarias de la Defensa Pública, del Ministerio Público y del Organismo de Investigación Judicial que van conjuntamente con la Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana en lo que corresponda, a establecer estos programas de formación para los jueces  y juezas que están también formando parte del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.



Son temas que han sido presentados en la Comisión Institucional en donde incluyendo a la Escuela Judicial -vuelvo a repetir- hay representación de todas las oficinas que participan dentro del Programa y se está en el desarrollo de eso.



Creo que con esta exposición, he dado una explicación muy detallada y puntual sobre los requerimientos en materia de formación que conlleva tanto para la Escuela Judicial como para las Unidades de Capacitación en aplicación de una circular que en su momento fue adoptada por esta Corte para hacer el desarrollo operativo del Programa Institucional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales”.



         



            Refiere la Magistrada Arias: “En atención con el tema de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, quisiera hacer de conocimiento de esta Corte lo siguiente: El Consejo Directivo de la Escuela Judicial está en total acuerdo siendo este un Programa de interés institucional que se encuentra dentro de los objetivos estratégicos del Poder Judicial, de acoger el tema de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales. Sin embargo, lo que habíamos solicitado a esta Corte es que se tenían que dar los fondos suficientes para asumir esta capacitación, porque hasta ahora y cuando se dio todo este planteamiento, que tiene más de dos o tres meses de venir a Corte   y así se lo hice saber al Magistrado Solís, fue en el momento en que le habían quitado a la Escuela Judicial el tema de las sustituciones, porque  la Jueza Julieta Barboza ha estado colaborando y esto es un recurso que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial aprobó, pero doña Julieta reside, por así decirlo, esto dentro de la oferta académica que ella tiene que cumplir. Entonces, no es que va a esas sesiones de capacitación los fines de semana, simple y sencillamente de mutuo propio, sino que es todo lo contrario, es dentro del marco de obligaciones que tenemos y de los cursos que ella da en la Escuela Judicial.



Por lo que sí hay un recurso que estamos empleando,  hay un trabajo que se está realizando por parte del Consejo Directivo y de la Escuela Judicial que ha permitido la ejecución de toda esta capacitación.



No habría podido ir doña Julieta a todas esas capacitaciones, si no fuese bajo la perspectiva de esta capacitación  o modelo de atención. De tal suerte, que doña Julieta trabaja sábados y domingos, pero no lo hace entre semana lunes, martes y miércoles, para que pueda atender esas capacitaciones.



         El tema del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales no fue en principio un asunto que estuviese contemplado dentro del presupuesto de sustituciones y esa era la duda más grande que teníamos en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, si esta Corte aprueba que el tema de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales ahora será un tema adicional que tenemos que capacitar en la Escuela Judicial, también habrá que dotarse de los recursos suficientes para que nosotros podamos mantener estas capacitaciones.



         De mi parte, he sido una abanderada de los métodos alternos de solución de conflictos, creo que en el caso particular de los Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, estos también constituyen una forma de acceso a la justicia, pero si nosotros queremos darle una capacitación a ellos, también, como Corte Suprema de Justicia tenemos que tomar un acuerdo que incluya dentro del presupuesto de la Escuela Judicial este tema como un asunto de importancia y sensible.



         Instaría, y así es como viene el acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en el sentido de que  cada vez que vamos a aprobar una capacitación cuente con el contenido presupuestario para abarcar este nuevo programa.



         Incluso,  tenemos nombrada a doña Julieta por el resto del año, no tenemos problema para ejecutarlo en todo el 2015, eso es una realidad, pero si para el 2016 nosotros queremos esa capacitación, debemos de contar con la previsión presupuestaria, porque como lo indiqué con doña Julieta llegamos a un arreglo, en el sentido de que va laborar los fines de semana y no va a trabajar entre semana, con el objetivo de que pueda participar en estas capacitaciones. 



La otra cosa es que este Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales comienza en principio con un gran apoyo de la O.E.A., no sabemos si este apoyo continuará para toda la formación que se requiere, si no continúa,  la Corte tendrá que tomar las previsiones presupuestarias para todo esto que ha señalado el Magistrado Solís, que se les da como aporte adicional. 



Si continúa, no pasa nada, pero si el profesor de la Escuela Judicial es un educador que nosotros tenemos que contemplar dentro de la previsión presupuestaria para el 2015 y el 2016”.



Señala el Magistrado Solís: “Como lo decía, y está por escrito en el informe que he rendido, la Escuela Judicial nos da la cooperación con los cursos de mediación comunitaria que imparte la funcionaria Julieta Barboza, desde que se inició el programa como tal. 



Pero he de manifestar que esta participación de la Escuela Judicial ya quedó definida desde que la Corte aprobó el Programa Institucional de Facilitadoras y Facilitadores judiciales. En aplicación de ese Programa institucional, se aprobó una circular dirigida a todas las dependencias en donde tienen participación en la Comisión Interinstitucional, que es la que da el seguimiento al Programa de Facilitadores y Facilitadoras judiciales, y en donde la Escuela Judicial tiene un representante.



La cuestión presupuestaria, en lo que respecta a la administración del personal de la Escuela Judicial, va más allá de CONAMAJ, es una cuestión interna de ellos, y de programación presupuestaria de la Escuela Judicial, habida cuenta que este programa se ha venido haciendo desde el 2013, se continúo en el 2014 y se está desarrollando en el 2015.



El tema del soporte que nos da la Organización de Estados Americanos es exclusivamente para lo que genera trasladar los fines de semana distancias muy largas a centros de ciudades de los facilitadores y facilitadoras a recibir no solamente los cursos de mediación comunitaria, sino otras capacitaciones que dan los funcionarios de la CONAMAJ al respecto, que va más allá del tema estrictamente de la mediación comunitaria.



Ese programa de financiamiento, que no es para el Poder Judicial, que quede bien claro, pues la O.E.A. lo da de manera directa al Programa de los Facilitadores y Facilitadoras judiciales cubriendo sus gastos. Por ejemplo, el viernes pasado, tuvimos una muy bonita actividad, con la visita que hicimos a la Isla de Chira, en una reunión con la comunicad ciudadana de esa localidad, con algunos integrantes de esta Corte, la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, el Magistrado Jinesta, y otros funcionarios de la CONAMAJ, y de los despachos judiciales de Puntarenas, sabemos muy bien las grandes distancias que hay y cuando estos facilitadores tienen que ir a Puntarenas centro a recibir cursos o temas de formación, es la O.E.A. la que les contrata los servicios en los buques de transporte, les contrata los servicios de comidas, y eventualmente, como se dio en un caso, de hospedaje en el hotel, pues la capacitación duraba dos días completos.



Según lo manifestado por el coordinador Interamericano de este Programa, que se reunió recientemente con la Presidenta, Magistrada Villanueva en una visita de cortesía que él hizo, el nuevo Secretario General de la O.E.A. tiene una total identidad con el programa, por el éxito alcanzado en los países en donde se han venido desarrollando por los poderes judiciales, y lo va a mantener  por el tiempo que sea necesario, una vez que el programa esté debidamente consolidado en toda la geografía del país.



Desde esa perspectiva, tampoco es que nos tenemos que quedar cruzados de brazos diciendo que siempre va a estar presente la O.E.A., pero al menos en los próximos tiempos, la O.E.A. nos va a acompañar en este programa para fortalecer el afianzamiento del Sistema de Facilitadores  y Facilitadoras Judiciales en todos los circuitos judiciales del país.



Nada más como un simple análisis de estudio, estamos viendo la posibilidad de abrir el programa en zonas urbano marginales del Gran Área Metropolitana, pero ese tema requiere toda una investigación previa de carácter sociológico para ver la determinación de la procedencia de este tipo de programación, porque en días recientes nos han llegado comunicaciones de la Fiscalía de Pavas, de los Juzgados Contravencionales de Desamparadas, de Puriscal, etcétera, solicitando que abramos allí programas de facilitadores judiciales por cuanto han visto la importancia que tiene y los éxitos obtenidos en las zonas donde se está desarrollando y pretenden que en estas áreas también podamos abrirlos, tema que está siendo analizado.



Lo menciono, porque es una forma de demostrar que el programa ha tenido una buena acogida a lo interno del funcionario y funcionaria judicial de este Poder de la República, y que más bien los jueces, las juezas, los fiscales, tienen interés en que el programa se consolide en sus áreas de trabajo donde están ubicados”.



Agrega la Magistrada Arias: “Creo que no nos hemos entendido muy bien, Magistrado Solís. No es que me oponga en ningún momento al tema de los facilitadores judiciales, ni tampoco que dentro de la organización interna de la Escuela Judicial no hayamos considerado el Programa de Facilitadores y Facilitadoras judiciales, de hecho lo consideramos y le hemos dado el apoyo.



Sin embargo, cuando esta nota viene al Consejo Directivo, fue en un momento en que esta misma Corte  había rebajado a la Escuela Judicial un porcentaje muy significativo de su presupuesto. Entonces ¡qué lamentable!,   nosotros estamos diciendo que por favor hagan las previsiones del caso, porque no podemos solventar la sustitución que tenemos que hacer de doña Julieta Barboza.



Simple y sencillamente lo que el Consejo está diciendo es: “Nosotros tomaremos esto como un programa institucional, pero como programa institucional, aunque haya salido una circular, nosotros tenemos que hacer la previsión presupuestaria, y esa previsión presupuestaria tiene que ser apoyada y aprobada por esta Corte, porque así no fue como se planteó.”



Se planteó en el año 2013 y le voy a decir cómo, simple y sencillamente se le dijo al señor Director de la Escuela Judicial que lo aprobara, nunca llevó el tema al Consejo Directivo, nunca nosotros nos dimos cuenta que teníamos que tener una previsión presupuestaria, y cuando se le rebaja a la Escuela Judicial el monto de las sustituciones, se ve directamente afectado este programa.



El tema sería, no importa que lo aprobemos, estaríamos todos de acuerdo, pero cuando esta Corte aprueba eso también, aprueba adicionalmente recursos para este programa, porque con los recursos ordinarios si se recortan, no podemos funcionar”.



Informa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La discusión de esta tarde se reduce a la sustitución, en este caso de una funcionaria. La Dirección Ejecutiva, el Despacho de la Presidencia, la Directora y el Subdirector de la Escuela Judicial y la Magistrada Arias, en su condición de Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, nos hemos reunido y  analizado los recortes que había, por lo que se han realizado los esfuerzos para que la programación de este año pueda salir avante. Es decir, que este año quedamos claros y claras Magistrada Arias que no hay problema, pues coincidimos todos y todas en la importancia de este proyecto.



Igualmente el año entrante en las sustituciones, se considerará este rubro, porque también coincidimos en que el programa es una extensión muy importante de esta Corte a zonas alejadas de los centros donde tenemos la administración de justicia, y que es necesario que se extiendan.



Entonces, aclarar,  que este año está solucionado, la Presidencia buscó la manera de remediarlo, e igualmente lo haremos para el año entrante.”



            Se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión  Nº 2-15 del 17 de febrero de este año, artículo V, así como rendido el informe del Magistrado Solís. 2.) Conforme lo manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial cuenta con la previsión presupuestaria para que tanto la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación puedan atender las necesidades de capacitación para el Programa de Facilitadores y Facilitadoras del Poder Judicial durante este año.”



De usted atentamente, 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



cc:       Escuela Judicial 



            Despacho de la Presidencia 



            Dirección Ejecutiva 



            Dirección de Planificación 



Diligencias / Refs: (11537-12, 3262, 3935-2015)



Gustavo ***






















[1] Aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Política de Equidad de Género del Poder Judicial de Costa Rica (2005), Política de Igualdad para personas con Discapacidad en el Poder Judicial (2008), Políticas para garantizar el adecuado acceso a l Justicia de la Población Adulta Mayor (2008), Reglas prácticas para facilitar el acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas (2008), Política Institucional para el acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada (2010), Política Judicial dirigida al mejoramiento del acceso a la justicia de Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica (2010), Política de Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condición de vulnerabilidad sometidos al proceso Penal Juvenil en Costa Rica (2011) y la  Política respetuosa de la Diversidad sexual (2011).




[2] Tomado de: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp" \o "http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp" �http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp�




[3] La participación ciudadana es un tema clave en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018, “entendida como la incorporación, en la gestión judicial, de los diferentes actores involucrados con el fin de buscar soluciones que resulten satisfactorias para todas  las partes” (Departamento de Planificación, 2012). 




[4] En Costa Rica el índice de confianza judicial se ha mantenido en un promedio de 80 puntos. En el período 2010-2012, los resultados de este estudio indican que “la sociedad costarricense no ha cambiado su criterio en cuanto al Sistema de Justicia: están dispuestos a hacer valer sus derechos, con la incertidumbre de que en su ejecución no le responda una Justicia eficiente, igualitaria y honesta” (Departamento de Planificación, 2012). 




[5] Encuesta Nacional sobre Percepción y Realidad de la Justicia Costarricense. Poder Judicial, 2009.




[6] Para efectos del SNFJ, se entenderá por operadores de justicia a todo el personal de la Judicatura, el Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, personal auxiliar jurisdiccional y personal administrativo del Poder Judicial.




[7] El Servicio funcionará principalmente con juezas y jueces contravencionales; sin embargo también pueden participar jueces y juezas de otras materias sociales que laboren en las zonas donde se desarrolla el servicio, como de conciliaciones, de pensiones alimentarias, de violencia doméstica, agrarios, supernumerarios, entre otros.




[8] En casos en que el juez o la jueza no pueda realizar la inducción y capacitación a la persona que le sustituirá, deberá garantizar que quien coordina el despacho conozca toda la información y tenga las competencias para informar a la persona que está asumiendo el cargo. La jueza o el juez que sustituye deberá llevar una inducción sobre el SNFJ, la cual coordinará con Conamaj y la Escuela Judicial.




[9] Se hace hincapié que en Costa Rica son las juezas y los jueces contravencionales quienes tendrán el encargo inicial de implementar el servicio; sin embargo, jueces y juezas que se desempeñen a nivel local en otras materias podrán desarrollar el servicio, como por ejemplo de conciliaciones, de pensiones alimentarias, supernumerarios, agrarios  entre otros.
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0308-STGAJ-2018



San José, 10 de setiembre del 2018. 


Señoras, señores: 



Integrantes Corte Plena



Poder Judicial



Estimadas señoras, estimados señores: 



Reciban un cordial saludo. Por este medio hago de su estimable conocimiento que, en sesión de la Comisión de Género celebrada el pasado 29 de agosto, se conoció el oficio 7069-18 del Consejo Superior, mediante el cual se nos informa, sobre el correo remitido por la señora Songhay White Curling a la Secretaría General de la Corte, y por el cual hace llegar la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres, PIEG 2018-2030 (se adjuntan los documentos referidos).
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En virtud de lo anterior, y en lo que atañe a la Corte Plena se acordó:



“Acuerdo a): Solicitar a la Corte Plena que la Dirección de Planificación incluya la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres (PIEG 2018-2030), en la construcción del nuevo Plan Estratégico Institucional. Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación, la señora Songhay White Curling y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, ésta última en virtud del seguimiento que da a la Agenda 2030.”



No omito indicar, que la compañera Viviana Alvarado es la persona encargada de dar seguimiento a los acuerdos tomados por la Comisión de Género, razón por la cual, ruego copiarle cualquier comunicado al respecto.


Cordialmente,



M.Sc. Xinia Fernández Vargas, Jefa a.i.



Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia


vaq


San José, Edificio Corte Suprema de Justicia, piso 8.



Horario: de 7:30 a.m. a 12:00 m.d. / 1:00 p.m. a 4:30 p.m.



Teléfonos 2295-4289/2295-4407/2295-4607



sec_genero@poder-judicial.go.cr
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                    Corte Suprema de Justicia




                           Secretaría General








San José, 12 de julio de 2018



N° 7069-18



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora Magistrada




Dra. Doris Arias Madrigal, Coordinadora




Comision de Género




Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 61-18 celebrada el 10 de julio del 2018, que literalmente dice:




“ARTÍCULO LXIV 




Documento N° 7452-18





Mediante correo electrónico externo del 28 de junio de 2018, a nombre de Songhay White Curling, la Secretaría General de la Corte recibió la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres PIEG 2018-2030, suscrita por la señora Ana Helena Chacón Echeverría, en su momento Segunda Vicepresidenta de la República,  por la máster Carmenmaría Escoto Fernández, Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y los licenciados Gonzalo Ramírez Zamora,  Diputado Presidente de la Asamblea Legislativa y Hugo Picado León, Representante del Tribunal Supremo de Elecciones.    
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el correo electrónico del 28 de junio de 2018, donde remitieron la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres PIEG 2018-2030. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Género y de la Secretaría Técnica de Género. Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 




Lic. Carlos T. Mora Rodríguez




Subsecretario General interino




Corte Suprema de Justicia



c: 
Departamento de Servicios Generales





Sra. Songhay White Curling (swhitecurling@hotmail.com)



Diligencias / Refs: (7452-18) 



Claudio



Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711
 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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PODER EJECUTIVO  




DECRETOS 




N° 41115 MP-MCM 




EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 




Y EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA 




Y LA MINISTRA DE LA CONDICIÓN DE LA MUJER 




En uso de las facultades y atribuciones que les confieren los Artículos 140, inciso 3), 




18), 20) y 146 de la Constitución Política y los numerales 25, 27 inciso 1, 28 inciso 2, 




acápite b) de la Ley General de la Administración Pública; y el Decreto Ejecutivo N° 




36646-MP-PLAN del 14 de junio de 2011 que reforma el Reglamento Orgánico del 




Poder Ejecutivo,  




Considerando: 




I. Que el Estado de Costa Rica ha suscrito responsabilidades y obligaciones en 




diversos instrumentos jurídicos y políticos de carácter internacional, regional y 




nacional que garantiza la obligación al cumplimiento de la igualdad efectiva y no 




discriminación de mujeres y hombres en el disfrute de todos los derechos humanos 




económicos, sociales, culturales, civiles y políticos.  




II. Que la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 




contra la Mujer y la Convención interamericana para prevenir, sancionar y 




erradicar la violencia contra la mujer (CEDAW), forma parte de los instrumentos 




jurídicos internacionales aprobados y vigentes en el país, que de conformidad con 




los artículos 48 y 7 Constitucional tiene una fuerza normativa del propio nivel 




constitucional y, tienen primacía sobre la Constitución Política en la medida que 




otorgan mayores derechos o garantías a las personas, según Votos  3435-1992 y 




5345-2002 de la Sala Constitucional). 




III. Que de conformidad con la recomendación general 28 del Comité de las Naciones 




Unidas (ONU) para la aplicación efectiva de la CEDAW, los Estados partes tienen 




la obligación inmediata e ininterrumpida de condenar la discriminación y además 




están obligados a proclamar ante su población y la comunidad internacional su 




total oposición a todas las formas de discriminación contra la mujer en todos los 




niveles del gobierno y poderes del Estado. 




IV. Que la Sala Constitucional de Costa Rica, mediante Voto 5345-2002 ha admitido 




que, instrumentos de carácter declarativo, recomendaciones de organismos 




especializados, conjunto de reglas mínimas adoptadas en foros de autoridades y 




expertos, tratados suscritos por el Estado pero aún no aprobados por la Asamblea, 




que no son formalmente tratados internacionales y no requieren, o no han recibido 




aún, la aprobación legislativa, puedan ser tomados como componentes válidos del 




parámetro de constitucionalidad, en virtud de la universalidad e indivisibilidad 




propia de los derechos humanos, así como porque la adopción de tales 




instrumentos, ya refleja una voluntad estatal de someter su conducta en favor de 




los derechos de las personas.  (Voto de la Sala Constitucional). 




 















 




V. Que para hacer efectivo el entramado de compromisos internacionales y nacionales 




por parte del Estado para garantizar la igualdad de género se requiere la definición 




de políticas públicas de carácter estatal y de un alto grado de concertación, 




coordinación y articulación de las instituciones estatales y no estatales y de la 




armónica colaboración entre los Poderes de la República, de los órganos de control 




e investigación y del concurso de los diversos sectores de la sociedad para otorgar 




coherencia y continuidad al logro de los objetivos y acciones públicas en la 




materia. 




VI. Que una arquitectura de género para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres 




conlleva al fortalecimiento de la institucionalidad pública e implica contar con 




mecanismos estructurales del Estado, espacios y buenas prácticas de interlocución 




social, la planificación, el seguimiento y la evaluación, mandatos y herramientas 




para integrar la perspectiva de género, así como sistemas de verificación, auditoría 




social y rendición de cuentas e incluso procesos de cambio organizacional. 




VII. Que la política nacional para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres requiere 




un alto grado de concertación y coordinación entre las diversas instituciones 




estatales y no estatales, de los órganos de control e investigación, así como con el 




concurso de los diversos sectores de la sociedad para otorgar coherencia y 




continuidad a las acciones públicas en igualdad. 




VIII. Que de conformidad con lo dispuesto en la Ley No. 7801 del 30 de abril de 1998, 




el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) tiene dentro de sus fines: “Formular 




e impulsar la política nacional para la igualdad y equidad de género (PIEG), en 




coordinación con las instituciones públicas, las instancias estatales que desarrollan 




programas para las mujeres y las organizaciones sociales” (Artículo 3, Inciso a.). 




Por tanto, 




DECRETAN: 




Creación de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 




(PIEG) 




2018-2030 




Artículo 1°—Es responsabilidad del Estado implementar las obligaciones de respetar, 




proteger y cumplir el derecho de no discriminación de las mujeres y asegurar su 




desarrollo y avance a fin de mejorar su situación y hacer efectivo su derecho a la 




igualdad de jure y de facto o sustantiva con el hombre y asegurar que no haya 




discriminación directa ni indirecta contra las mujeres, de conformidad con lo 




establecido en los instrumentos jurídicos internacionales que protegen y promueven 




los derechos humanos aprobados por el ordenamiento jurídico costarricense.  




Artículo 2°—Apruébese la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres 




y Hombres (PIEG) 2018-2030 (ver anexo) como instrumento que dará contenido, 




armonía y vinculación a los planes, programas y proyectos que se ejecuten desde las 




instituciones públicas del Estado costarricense en materia de igualdad y desarrollo; 




con el fin de incidir en el cierre de brechas entre mujeres y hombres que se expresan 




en  nudos estructurales de desigualdad para las mujeres en la cultura, el empleo, la 




ciencia y la tecnología, en derechos a la salud sexual y la salud reproductiva, 




participación política, generación de ingresos, empresariedad y cambio climático.  















Artículo 3°—La política nacional de igualdad efectiva entre mujeres se ejecutará 




mediante planes de acción cuatrianuales en los que se precisarán acciones, tiempos, 




instituciones responsables, indicadores, resultados esperados y presupuestos.  




Artículo 4°—El Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), de acuerdo con su 




normativa, coordinará con las instituciones públicas y dará seguimiento a esta política 




en conjunto con todas las instituciones públicas y en coordinación con las instancias 




estatales que desarrollan programas para las mujeres y las organizaciones de la 




sociedad civil y, especialmente organizaciones de mujeres.  Así mismo, el INAMU se 




encargará de mantener actualizado el diagnóstico nacional de las brechas de género, a 




partir del cual se desarrollarán los contenidos sustantivos de la política y sus planes de 




acción. 




Artículo 5°—Se crea la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel Político para la 




toma de decisiones y el seguimiento de las responsabilidades establecidas por parte de 




las instituciones públicas e instancias en la Política Nacional para la Igualdad Efectiva 




entre Mujeres y Hombres. Esta comisión será coordinada por el Instituto Nacional de 




las Mujeres (INAMU) 




Estará integrada por jerarcas o sus representantes con atribuciones para la toma de 




decisiones de las siguientes instituciones: 




Ministerio de Educación Pública 




Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  




Ministerio de Salud 




Ministerio de Economía, Industria y Comercio 




Ministerio de Ambiente y Energía  




Ministerio de Hacienda 




Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica 




Ministerio de Agricultura y Ganadería 




Instituto Nacional de las Mujeres  




Consejo rector del Sector Social de la Vicepresidencia de la República 




La Comisión interinstitucional de Alto Nivel Político hará una excitativa para que se 




designe jerarcas o representantes con atribuciones en la toma de decisiones de 




instituciones descentralizadas ejecutoras de la Política Nacional de la Igualdad 




Efectiva entre Mujeres y Hombres, así como a una representante de la Asamblea 




Legislativa, el Poder Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones y Municipalidades 




con responsabilidades estatales para garantizar la igualdad efectiva entre mujeres y 




hombres y en calidad de personas observadoras de los órganos de control de la 




Defensoría de la Mujer de la Defensoría de los Habitantes y la Contraloría General de 




la República. 




Artículo 6°—Se conformará una Comisión Técnica Interinstitucional con 




representación de instituciones y sectores vinculados con la ejecución de la política 




nacional de igualdad efectiva de mujeres y hombres, bajo la coordinación de la 




Secretaría Técnica del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU). Esta instancia o 




comisión técnica interinstitucional tendrá a cargo las responsabilidades en el 




seguimiento y la coordinación interinstitucional, que demanda el proceso de ejecución 




de la política en el ámbito nacional y regional.  















Las y los representes de esta comisión serán las personas encargadas de las unidades 




de género y de los departamentos de planificación institucional, nombradas por las 




jerarquías respectivas. 




Artículo 7°—El Instituto Nacional de las Mujeres será el encargado de la 




coordinación, seguimiento y evaluación de la Política Nacional para la Igualdad 




Efectiva entre Mujeres y Hombres (PIEG) por medio del Sistema de Información y a 




cargo de la Secretaría Técnica. 




Artículo 8°—Para la coordinación e implementación de la Política en el ámbito 




regional, los Consejos Regionales de Desarrollo –COREDES- por medio de sus 




Comités Intersectoriales Regionales Sociales, serán las instancias encargadas de 




ejecutar los planes y acciones regionales y locales vinculados con la implementación 




de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres (PIEG). 




Artículo 9°—El Poder Ejecutivo y sus instituciones incluirán en sus planes operativos 




anuales con la asignación presupuestaria respectiva para la ejecución de las metas y 




los compromisos contemplados en los planes de acción de la PIEG y, en lo inmediato 




aquellas establecidas en el primer plan de acción 2019-2022. 




Artículo 10.—Las instituciones del Poder Ejecutivo crearán o fortalecerán los 




departamentos o unidades técnicas para la igualdad de género que coadyuvarán en la 




transversalización del enfoque de género en el quehacer institucional y del 




seguimiento de la Política Nacional de Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 




(PIEG).  Adicional, velarán porque las acciones de los planes se implementen en el 




ámbito regional-local, en coordinación con otras instancias. 




Artículo 11.—Rige a partir de su publicación.  




1 vez.—Solicitud N° 2-2018.—O. C. N° 19320/1934.—( D41115 - IN2018264178 ). 















I PARTE:   




MARCO NORMATIVO   




Y DE COMPROMISOS   




INTERNACIONALES 




  • • • 




A)  Marco global de compromisos  internacionales de 




derechos humanos  e igualdad entre mujeres y 




hombres  




Los compromisos internacionales para los derechos humanos y la igualdad efectiva son 
dinámicos y se adaptan a la evolución del derecho internacional. En la década 2007-2017 
se acordaron nuevos compromisos internacionales incluyendo las observaciones y las 
recomendaciones que surgen de las evaluaciones periódicas de la convencionalidad de 
derechos humanos que implica nuevos retos y desafíos para su implementación estatal1. 




Estos acuerdos definidos y suscritos por Costa Rica se refuerzan, articulan y 
complementan con las obligaciones en las convenciones que protegen los derechos 
humanos de las mujeres; en particular la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1984) y, en la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 2 . 
También se articulan con otros tratados, convenios y convenciones que integran el marco 
jurídico internacional para proteger, respetar y garantizar todos los derechos humanos de 
las mujeres y las niñas en su diversidad3. 




La presente recopilación describe los nuevos compromisos internacionales y nacionales 
relacionados con la igualdad efectiva y los derechos humanos de las mujeres, que 
surgieron durante el período de ejecución de la primera Política Nacional de Igualdad y 
Equidad de Género (PIEG 2007-2017) en Costa Rica. 




                                                      
1 Proyecto de Recomendación General No. 28 relativa al artículo 2 de la CEDAW. 
2 OEA (1994) Preámbulo Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención 




Belem Do Pará). 




3 CEPAL, ONU. Informe de la Décimo Segunda Conferencia sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, p 5.  















Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 




En el ámbito internacional, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible aprobada por los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas4 en el 71 período de sesiones de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, celebrada en septiembre del 2015, constituye una hoja 
de ruta para lograr el cumplimiento de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) a 
través de la implementación de políticas públicas. Contiene 17 objetivos y 169 metas 
conexas de carácter integrado e indivisible y conjugan las tres dimensiones del desarrollo 
sostenible: económica, social y ambiental. Se considera uno de los principales 
compromisos para los Estados, el cual entró en vigor en enero del año 2016. 




El compromiso con la igualdad efectiva, los derechos de las mujeres y el empoderamiento 
de las mujeres y las niñas es transversal a esta Agenda 2030. Esto significa que en cada 
uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) se definen metas explícitas e 
implícitas para el logro de la Igualdad y el empoderamiento de todas las mujeres y las 
niñas (Objetivo 5)5 




Se afirma que no es posible realizar todo el potencial humano y alcanzar el desarrollo 
sostenible si se sigue negando a la mitad de la humanidad el pleno disfrute de sus 
derechos humanos y sus oportunidades, el igual acceso a una educación de calidad, a los 
recursos económicos y a la participación política, al empleo, el liderazgo y la adopción de 
decisiones a todos los niveles. En este marco, una de las grandes aspiraciones es lograr un 
aumento significativo de las inversiones destinadas a paliar la disparidad entre mujeres y 
hombres y fortalecer el apoyo a las instituciones en relación con la igualdad y el 
empoderamiento de las mujeres en el plano mundial, regional y nacional. La máxima 
aspiración es eliminar todas las formas de discriminación y violencia contra las mujeres y 
las niñas, incluso mediante la participación de los hombres y los niños6. 




Con el fin de llevar a la práctica la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, los planes 
estratégicos del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y la Entidad de las Naciones Unidas para la 
Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), constituyen 
grandes aportes y alianzas para los Estados en el proceso de la implementación de los 
compromisos hacia la igualdad efectiva y el desarrollo sostenible.7  




En el nivel nacional, la Política Nacional para la Igualdad efectiva entre mujeres y hombres 
2018-2030, es una de las principales herramientas con las cuales cuenta el país para hacer 
frente al cumplimiento de estos compromisos mundiales. 




                                                      
4 Naciones Unidas, Asamblea General Septuagésimo período de sesiones. Resolución aprobada por la Asamblea General 




el 25 de septiembre 2015. A/Res/70/1. 




5 Bidegain Ponte Nicole, 2017. La Agenda 2030 y la agenda regional de género. 




6 A/Res/70/1. 2015. 
7 ONU (2017) Plan Estratégico del PNUD para 2018-2021. DP/2017/38. Nueva York. 















Estrategia de Montevideo para la  implementación de la 




Agenda Regional 




Asimismo, la Estrategia de Montevideo para la implementación de la Agenda Regional de 
Género en el Marco del Desarrollo Sostenible hacia 20308 es un compromiso político 
regional reciente, que tiene por objeto guiar la plena implementación de los acuerdos de 
la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe (la Agenda Regional 
de Género) y es considerada como la hoja de ruta para alcanzar la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible en esta parte del mundo. Este instrumento político-técnico busca 
cerrar la brecha entre la igualdad de jure y de facto mediante el fortalecimiento de las 
políticas públicas para garantizar la autonomía y el ejercicio pleno de los derechos 
humanos de todas las mujeres y niñas, superando discriminaciones, prejuicios y 
resistencias. Uno de los grandes desafíos para alcanzar la igualdad efectiva hacia el 2030 
implica superar los siguientes nudos estructurales vigentes en Latinoamérica: la 
desigualdad socioeconómica y la persistencia de la pobreza; los patrones culturales 
patriarcales discriminatorios y violentos y el predominio de la cultura del privilegio; la 
división sexual del trabajo y la injusta organización social del cuidad y, la concentración 
del poder y las relaciones de jerarquía en el ámbito público. 




En el ámbito nacional cada gobierno decide la forma de incorporar esas aspiraciones y 
metas mundiales en los procesos de planificación, las políticas y las estrategias nacionales, 
reconociendo el vínculo existente entre el desarrollo sostenible y otros procesos 
pertinentes que se están llevando a cabo en las esferas económica, social y ambiental. Se 
reconoce que cada país dispone de diferentes enfoques, visiones de futuro, modelos e 
instrumentos para lograr el desarrollo sostenible, en función de sus circunstancias y 
prioridades nacionales, y reafirma que el planeta Tierra y sus ecosistemas son nuestro 
hogar común y que “Madre Tierra” es una expresión corriente en muchos países y 
regiones (Naciones Unidas, 2015, párr.55 y 59).9 




Otras obligaciones pendientes son aquellas derivadas de informes y evaluaciones 
realizadas por órganos de Tratados del Sistema de las Naciones Unidas (ONU) y el Sistema 
Interamericano (OEA). Sobre todo, se refuerzan los compromisos derivados del Examen 
Periódico Universal (EPU, 2014) del Consejo de Derechos Humanos; Examen de la 
Declaración y Plataforma de Acción (Beijing+20, 2015). Asimismo, el Consenso de 
Montevideo sobre población y desarrollo como resultado de la Primera Reunión de la 
Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de América Latina y el Caribe (CEPAL, 
2013). 




                                                      
8 ONU, CEPAL. Décimo Tercera Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, p. 13.. 
9 A/Res/70/1. 2015. 















Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo  




En el marco general del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo 10  se 
reconocen los importantes vínculos existentes entre el Programa de Acción de El Cairo 
(1995), los derechos humanos y la Agenda 2030. Para ello se establecen medidas 
prioritarias con el fin de reforzar la implementación del Programa sobre Población y 
Desarrollo, así como su seguimiento. En el citado consenso se adoptaron medidas en: 




• Integración plena de la población y su dinámica en el desarrollo sostenible 
con igualdad y respeto de los derechos humanos. 




• En los derechos, necesidades, responsabilidades y demandas de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes. 




• Envejecimiento, protección social y desafíos socioeconómicos. 




• Acceso universal a los servicios de salud sexual y salud reproductiva. 




• Igualdad de género. 




• La migración internacional y la protección de los derechos humanos de todas 
las personas migrantes. 




• Desigualdad territorial, movilidad espacial y vulnerabilidad. 




• Pueblos indígenas: interculturalidad y derechos. 




• Afrodescendientes: derechos y combate al racismo y la discriminación racial. 




• Marcos para la puesta en marcha de la futura agenda regional en población y 
desarrollo. 




Para la implementación de estas medidas se destaca dentro de los principios: la 
universalidad, igualdad, transversalidad, integralidad, inclusión, solidaridad, equidad y 
dignidad y los derechos humanos en la aplicación de los enfoques hacia todos los grupos 
en condición de vulnerabilidad, así como los temas conexos relacionados con salud, 
educación, comunidad, gobernabilidad y sostenibilidad.11 Uno de los principios generales 
del Consenso de Montevideo es “reconocer que habilitar las voces e intereses de todos y 
todas es esencial para el avance del desarrollo sostenible y que la gobernabilidad 
responsable y las instituciones resilientes son fundamentales para la inclusión social y 
económica y la sostenibilidad” 12. 




                                                      
10 Naciones Unidas, CEPAL. Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo. 
11 Ibid. 12 




Ibid. 















Examen Periódico Universal (EPU) 




En el Examen Periódico Universal (EPU)12 que es un mecanismo del Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU13 se establecieron acuerdos con el Grupo de Trabajo mediante la 
aceptación de recomendaciones específicas en igualdad efectiva y violencia contra las 
mujeres aceptadas por Costa Rica. 




Declaración y Plataforma de Acción de Beijing 




En el vigésimo aniversario de la adopción de la Declaración y Plataforma de Acción de 
Beijing (set. 2015), se renueva y ratifica el compromiso con la Igualdad y el 
empoderamiento de las mujeres a la luz de los retos y oportunidades actuales y en el 
marco de la adopción de la nueva Agenda de Desarrollo 2030.  




En ese marco, Costa Rica coloca como apuesta central la inserción en el trabajo de calidad 
y debidamente remunerado, con medidas que erradiquen la discriminación laboral entre 
mujeres y hombres y posibiliten la autonomía económica y calidad de vida a las mujeres, 
como condición necesaria para el ejercicio pleno de sus derechos y libertades. Con esa 
visión, el gobierno asumió las siguientes responsabilidades: 




Compromisos gubernamentales 




Profundizar los instrumentos de generación de evidencia científica sobre los datos y 
brechas de género en el uso del tiempo, que se traducen en la pérdida de competitividad 
económica de las mujeres y en barreras para aprovechar el talento femenino. 




Colocar en el centro de la política pública la corresponsabilidad social del cuido, como 
motor del cambio cultural, ampliando y diversificando sus alternativas. 




Generar empleo con acciones afirmativas para las mujeres mediante alianzas público-
privadas. 




Establecer un programa preferencial de generación de empleo dirigido principalmente a 
jóvenes, mujeres y personas con discapacidad. 




Crear e implementar un sello de calidad para verificar y certificar la igualdad de género en 
las empresas e instituciones. 




                                                      
12 Costa Rica presentó el ll Informe Nacional del EPU en el 19 período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos del 




28 de abril al 9 de mayo del 2014, Asamblea General Naciones Unidas. A/HRC/WG.6/19/CRI/l 




 Informe del Grupo de Trabajo sobre el EPU y Observaciones y Recomendaciones. Costa Rica, 7 de julio y 22 de 
septiembre, 2014. 




13 Resolución aprobada por la Asamblea General del 15 de marzo 2006.  















Garantizar la implementación efectiva de procesos de inspección en los lugares de 
trabajo. 




Además, existen importantes retos, como la salud, el ejercicio del poder, la educación, la 
violencia y el acceso efectivo a la justicia, todos estrechamente relacionados con la 
autonomía y el empoderamiento efectivo de las mujeres. En este sentido, son de gran 
valía los mecanismos de cooperación Sur-Sur, como la red para erradicar el femicidio 
como expresión más grave de la violencia, liderada por ONU Mujeres14. 




Observaciones y recomendaciones del Comité de la CEDAW 




El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (ONU), examinó los 
informes quinto y sexto (2011) 15  y sétimo (2017) 16  e Informes Sombra de las 
Organizaciones de Mujeres y Feministas y el Informe de la Defensoría de los y las 
Habitantes (2017) sobre el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW por 
sus siglas en inglés) y de las preocupaciones identificadas por parte del Comité, e hizo un 
conjunto de observaciones y recomendaciones en los ámbitos jurídico, político, 
económico, social y cultural al Estado de Costa Rica, que interrelacionadas con los 
compromisos globales, se constituyen en obligaciones de mediano plazo17.  




El Comité señala que persisten en Costa Rica los estereotipos discriminatorios y actitudes 
sexistas, y que son necesarias estrategias integrales estableciendo alianzas y diálogos 
positivos para la adopción de medidas que contribuyan a eliminar las prácticas 
socioculturales de carácter discriminatorio. 




Para el Comité el abordaje de la Violencia contra las Mujeres requiere el fortalecimiento 
en la prevención en poblaciones geográficas a nivel local, zonas rurales y fronterizas 
remotas. Hace énfasis en la atención del acoso sexual en los centros de trabajo, en lugares 
públicos y en el transporte público con la imposición de sanciones apropiadas contra los 
perpetradores. Para las mujeres con discapacidad, es necesaria información en formatos 
accesibles sobre los recursos disponibles en casos de violencia de género contra las 
mujeres, así como la garantía de condiciones para su acceso a los albergues. Otra de sus 
recomendaciones relacionadas con violencia de género es la adopción de medidas para 
prevenir, investigar y castigar la violencia contra las mujeres lesbianas, bisexuales, 
transgénero e intersexuales y los delitos de odio contra ellas, estableciendo medidas de 
reparación y compensación a las víctimas.  




                                                      
14 Solís Rivera Luis Guillermo. Palabras. Encuentro Mundial de Líderes sobre Igualdad de Género y Empoderamiento de 




las Mujeres. 
15 Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 49 período de sesiones del 




11 al 29 de julio 2011. CEDAW C/CRI/C0/5-6.  




16 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Observaciones finales sobre el séptimo informe 
periódico de Costa Rica. 




17 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Observaciones finales sobre el séptimo informe 
periódico de Costa Rica. Disponible en: http://www.refworld.org.es/pdfid/59ce93f64.pdf  















En Trata de Personas, se propone acelerar el proceso de su definición en la legislación 
nacional en consonancia con el Protocolo contra la Trata de Personas y las normas 
internacionales pertinentes de derechos humanos, incluyendo la Convención. 




Persiste el desafío de legislar en materia de violencia y acoso político, así como garantizar 
la participación política de mujeres y hombres y condiciones de igualdad en los poderes 
ejecutivo, judicial y la adopción de medidas en los gobiernos locales, en consejos de 
administración de empresas privadas con la aplicabilidad de la paridad de género en los 
puestos ejecutivos. Se hace un llamado en particular a la protección de las organizaciones 
no gubernamentales de mujeres y defensoras de los derechos humanos, velando por su 
seguridad y la garantía para la realización de su trabajo. 




Uno de los principales puntos referidos en Educación, es la evaluación de los avances en 
la matrícula de niñas y adolescentes y el acceso bilingüe y cultural apropiado de las niñas 
y mujeres indígenas. Desde el principio de interseccionalidad o discriminaciones 
múltiples, el Estado debe asegurar información sobre el acceso a todos los niveles del 
sistema educativo ordinario de las mujeres y niñas con discapacidades y la adopción de 
un protocolo por parte de las instituciones educativas.  




La adopción de medidas para las adolescentes embarazadas incluye la reincorporación de 
las madres a los centros educativos públicos y privados. Otra medida relevante es la 
prevención del acoso y otras formas de violencia de género contra las niñas en el sistema 
educativo, garantizando procedimientos de denuncia para las víctimas, así como acceso a 
reparación y compensación.  




La elección por parte de mujeres y niñas de estudios y carreras no tradicionales, como 
matemáticas, ingeniería y nuevas tecnologías de la información, facilitando 
asesoramiento y orientación profesional y adoptando medidas incentivadoras, es otro de 
los grandes retos pendientes por parte del Estado para garantizar la igualdad efectiva. 




En materia de empleo, persiste la falta de aplicación del principio de igual remuneración 
por trabajo de igual valor; por lo tanto, se demanda que el fortalecimiento de las 
estrategias para prevenir la segregación profesional y la reducción de las diferencias 
salariales entre los géneros. El cumplimiento de los convenios y recomendaciones de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) requiere de medidas, planes nacionales y 
procedimientos de denuncia que hagan efectivo el cumplimiento de los derechos 
laborales de las mujeres. 




En el ámbito de la salud, recomienda el Comité de la CEDAW, el Estado de Costa Rica debe 
acelerar la aprobación de directrices técnicas sobre el aborto terapéutico y la puesta en 
marcha de campañas para evitar la estigmatización a las mujeres que lo solicitan; así como 
de campañas que informen sobre acceso a métodos anticonceptivos modernos, seguros 
y asequibles, incluyendo el derecho a la información para las habitantes de zonas rurales 
y remotas. Se demanda la adopción de normativa para proteger a las embarazadas 
durante el parto y sancionar la violencia obstétrica. Igualmente se demanda el 
fortalecimiento de los programas destinados al personal médico, la supervisión periódica 
del trato a los pacientes en centros hospitalarios y de atención a la salud, en seguimiento 















a las recomendaciones formuladas por la Defensoría de los Habitantes. Se procura 
además la aplicación en el sistema de salud pública de las disposiciones del Decreto 
Ejecutivo núm. 39210-MP-S del 10 de septiembre del 2015, mediante el que se autoriza 
la técnica de la fecundación in vitro. 




La acción afirmativa orientada a la autonomía con énfasis en la diversidad de mujeres 
indígenas, afro descendientes, migrantes, refugiadas y mujeres con discapacidad, así 
como de las de la zona rural, es de especial preocupación para el Comité de la CEDAW y 
en sus recomendaciones demanda la participación de las mujeres en las instancias 
decisorias que determinan la gobernanza territorial, en particular en los comités 
directivos de los Consejos territoriales de desarrollo rural. 




Con respecto a las mujeres transgénero, el Comité recomienda al Estado adoptar 
directrices para que se proteja el procedimiento de determinación de la condición de 
refugio.  




En el abordaje de las formas múltiples de discriminación (interseccionalidad) de las 
indígenas, afro descendientes, migrantes, solicitantes, refugiadas, mujeres con 
discapacidad, mujeres de edad, lesbianas, bisexuales, transgénero e intersexuales, el 
Comité expresó su preocupación por la insuficiencia de legislación y datos, por lo que 
recomienda adoptar medidas incluyendo acciones afirmativas para proteger a todos los 
grupos mencionados frente a las formas interrelacionadas de discriminación. Recomienda 
así mismo incluir datos estadísticos desglosados por sexo y edad, en todos los ámbitos de 
la Convención, en las esferas pública y privada. 




Estos nuevos compromisos de Estado motivan la aprobación de una Política de Igualdad 
Sustantiva entre Mujeres y Hombres (PIEG) para el período. Esta política tiene sus 
respectivos planes de acción para incluir acciones y metas a mediano y largo plazo en clara 
sinergia con la Agenda 2030 sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la Agenda 
Regional de Género (Estrategia de Montevideo). Además en alineamiento con las 
recomendaciones y observaciones derivadas de la Convencionalidad y Declaraciones 
Internacionales y los Planes Estratégicos de los Organismos Internacionales orientados a 
la igualdad efectiva, los derechos y el empoderamiento de las mujeres y las niñas. 




B) MARCO NORMATIVO A FAVOR DE LA IGUALDAD  EFECTIVA




ENTRE MUJERES Y HOMBRES




En el período 2007-2017 que constituye los 10 años de la ejecución de la Política Nacional 
para la Igualdad y la Equidad de Género (PIEG), se da un avance normativo en Costa Rica, 
que aprueba nuevos derechos hacia la igualdad y reconoce la protección jurídica de las 
mujeres. En este período se producen leyes y otros instrumentos como la creación de 
decretos ejecutivos relacionados con el cumplimiento de los compromisos definidos en el 
ámbito internacional, regional y las políticas públicas en materia de igualdad, prevención, 















sanción y erradicación de la violencia de género, empoderamiento económico y 
participación política de las mujeres. 




El proceso para eliminar sesgos androcéntricos de la legislación nacional, y de manera 
particular de la Constitución Política, ha sido lento y difícil, pues el fenómeno jurídico es 
un producto social en el que las necesidades e intereses particulares de las mujeres se 
hacen invisibles persistentemente. 




En el presente apartado destacamos la normativa más relevante que se dio en el período 
a través de la aprobación de convenios internacionales y reformas constitucionales, leyes, 
reglamentos y decretos ejecutivos, con miras a considerarlos ante nuevos retos y a los 
ejes para la redefinición de la PIEG 2018-2030. 




Constitucionalidad y Derechos Humanos 




Entre las medidas legislativas más importantes adoptadas para garantizar el cumplimiento 
de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, destacan la aprobación y consecuente ratificación de importantes instrumentos 
internacionales de protección como la Convención sobre la Protección y Promoción de la 
Diversidad de las Expresiones Culturales, la Convención Internacional para la protección 
de todas las personas contra las desapariciones forzadas, el Convenio de la OIT sobre el 
trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos (Convenio 189), el 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a un 
procedimiento de comunicaciones, el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Asimismo, se aprobaron las enmiendas a la 
Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones y las enmiendas al 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión. 




La aprobación de la reforma constitucional al artículo 1 que declara a Costa Rica, una 
República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural ( Ley No. 9305 del 
24 de agosto del 2015), se fortalece con la aprobación de la Convención Interamericana 
contra el racismo, la discriminación racial y formas conexas de intolerancia, que implica 
un logro desde las demandas de las mujeres especialmente del movimiento de afro 
descendientes (Ley No. 9358 del 26 de agosto del 2016. 




Otro reconocimiento es la aprobación de la Convención Interamericana sobre la 
protección de los derechos humanos de las personas mayores con el objeto de “… 
promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona 
mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad…” 
(Artículo 1). (Ley 9394 del 30 de setiembre de 2016). 




Un gran logro representa la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
– CIDH- del 28 de noviembre del 2012 en el caso Artavia Murillo y otros (“Fecundación in 
vitro”) que implica adoptar medidas apropiadas para dejar sin efecto con la mayor 















celeridad posible la prohibición de practicar la FIV, regular con prontitud los aspectos 
necesarios para la implementación de la técnica referida, así como el sistema de 
inspección y control de calidad de las instituciones o profesionales calificados que 
desarrollen el método y adicionalmente, el deber de la Caja Costarricense de Seguro Social 
de incluir la disponibilidad de la FIV dentro de sus programas de tratamiento de 
infertilidad en su atención de salud. Con fundamento en esta sentencia se aprueba el 
decreto ejecutivo 39210 MP-S, del 11 de setiembre del 2015, que autoriza la realización 
de la técnica de reproducción asistida de Fecundación in vitro. 




Posteriormente la resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 26 de 
febrero del 2016 Caso Artavia Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) vs. Costa Rica 
denominada Supervisión de cumplimiento de sentencia, establece que “…se mantenga 
vigente el decreto ejecutivo No.3910-MP-S de 11 de septiembre de 2015, sin perjuicio de 
que el órgano legislativo emita alguna regulación posterior en apego a los estándares 
indicados en la Sentencia…”. Por lo tanto, el decreto ejecutivo de cita se mantiene vigente 
y en ejecución.  




En el caso del reconocimiento de los derechos humanos de las personas LGBTI, diversas 
instituciones públicas han creado normativa y reglamentación, y se han emitido 
decisiones con el fin de garantizar el respeto a la identidad sexual (Decreto N° 08-2010 
del TSE, que garantiza el respeto al cambio de identidad sexual en el documento oficial de 
identificación), el derecho a la salud (reforma a los artículos 10 y 12 del Reglamento del 
Seguro de Salud mediante Acuerdo de Junta Directiva de la CCSS del 21 de mayo de 2014, 
que permite a parejas del mismo sexo que conviven en unión libre asegurarse mediante 
beneficio familiar y realizar visitas hospitalarias a sus parejas); la igualdad de derechos de 
todas las personas sin discriminación por orientación sexual o identidad/expresión de 
género (Voto 16632-12 de la Sala Constitucional, que ordena al Ministerio de Justicia 
hacer efectivo el derecho a las visitas íntimas en las cárceles para parejas del mismo sexo); 
y Decreto Ejecutivo N° 37071-S, que declara el 17 de mayo como el “Día Internacional 
contra la Homofobia, la Lesbofobia y la Transfobia”). 




Asimismo, en 2015 se aprobó mediante Decreto Ejecutivo N° 38999, la “Política del Poder 
ejecutivo para erradicar de sus instituciones la discriminación hacia la población 
sexualmente diversa”, que solicita a las instituciones reforzar la capacitación a 
funcionarios y funcionarias y, revisar la normativa interna de manera tal que se adapte a 
los requerimientos del decreto en materia de licencias en caso de enfermedad o 
fallecimiento, establecer un régimen sancionatorio en caso de discriminación para el 
reconocimiento de la identidad de género, y se crea una comisión que velará por el 
cumplimiento de lo dispuesto en el decreto. 




La resolución OC-024-2017 del 24 de noviembre del 2017 de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) se refirió de forma unánime ante la Opinión Consultiva 
solicitada el 18 de mayo del 2016 por la República de Costa Rica a las obligaciones 















estatales en relación con el cambio de nombre, la identidad de género y los derechos 
derivados de un vínculo entre parejas del mismo sexo18.  




Ámbito económico y social 




Se destaca la aprobación de la Ley del Trabajo Doméstico Remunerado (Ley N° 8726 del 
2 de julio 2009), que define y delimita el concepto de trabajadoras domésticas, mejora 
sus condiciones laborales, en particular la jornada ordinaria efectiva de ocho horas diurna 
y establece condiciones específicas para las jóvenes trabajadoras domésticas de 15 a 19 
años, entre otros. Esta ley se ve fortalecida con la aprobación del Convenio 189 sobre las 
trabajadoras y los trabajadores domésticos adoptado por los Estados miembros de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), que demanda la promoción y protección 
efectiva de los derechos humanos de todas las personas trabajadoras domésticas contra 
toda forma de abuso, acoso y violencia. (Ley 9169 del 22 de octubre del 2013). 




Además, con la publicación reciente del Reglamento para la inscripción de patronos y el 
aseguramiento contributivo de las trabajadoras domésticas, rige una nueva modalidad de 
aseguramiento que beneficia a las trabajadoras que laboran por horas (jornada parcial) y 
reduce los costos del aseguramiento. (Reglamento emitido por la Junta Directiva de la 
Caja Costarricense de Seguro Social, publicado en la Gaceta del 21 de julio 2017, Alcance 
No. 179).  




En trabajo doméstico no remunerado, se crea la primera Encuesta sobre el Uso del 
Tiempo en el Gran Área Metropolitana de Costa Rica (EUT-GAM) siendo declarada de 
interés público y nacional (Decreto ejecutivo 36410 de 2011), fortaleciendo el proceso de 
investigación y divulgación iniciado a principios de la década del 2000 con miras a incluir 
el trabajo doméstico no remunerado en las cuentas satélite estatales. Posteriormente 
esta importante iniciativa que visibiliza el uso del tiempo de las mujeres y los hombres se 
ve reforzado con el reconocimiento de la Contabilización del trabajo doméstico no 
remunerado que realizan particularmente las mujeres, e incluye la demanda de 
investigaciones con perspectiva de género que indiquen el uso del tiempo de mujeres y 
hombres. Esta ley tiene por objeto medir la economía del cuidado conformada por el 
trabajo doméstico no remunerado de acuerdo con lo que establece el Sistema de Cuentas 
Nacionales, de forma que brinde una visión integral de las actividades emprendidas por 
las mujeres y otras personas integrantes de los hogares al desarrollo económico y social 
del país. (Ley 9325 del 16 de noviembre del 2015. 




Con la promulgación de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil, se da un logro en 
el cumplimiento de los objetivos de la PIEG. Se trata de un sistema de cuido y desarrollo 
infantil de acceso público, universal, y de financiamiento solidario que articule las 
diferentes modalidades de prestación pública y privada de servicios en materia de cuido 
y desarrollo infantil, para fortalecer y ampliar las alternativas de atención infantil integral. 




18 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-24-2017 del 24 de noviembre 2017. 















Es uno de los grandes retos en la actualidad para el diseño de acciones públicas por parte 
del Estado a favor de la población objetivo prevista en esta ley y de la igualdad para la 
autonomía económica de las mujeres (Ley 9220 del 24 de abril 2014). 




En aras de impulsar la autonomía económica de las mujeres, el INAMU constituye dos 
programas de apoyo, Fomujeres (fondo productivo no reembolsable) y €mprende 
(articulación de oferta de servicios de apoyo a empresarias); este último en convenio con 
la Comunidad Económica Europea. Ambos están dirigidos a promover y fortalecer los 
emprendimientos y empresas de las mujeres.  




El gran reto que persiste es lograr su articulación y consolidación en un engranaje 
institucional sólido.  




Otro avance es el Sistema de Banca para el Desarrollo, uno de los mecanismos 
fundamentales para financiamiento e impulso de proyectos productivos, viables, acordes 
con el modelo de desarrollo del país en lo referente a la movilidad social de las personas 
beneficiarias de esta ley. Con respecto al acceso de las mujeres a estos beneficios son 
imprescindibles las acciones afirmativas que flexibilicen la oferta (Ley 9274 del 27 de 
noviembre 2014). 




A partir de la promulgación de la reforma a la ley de estupefacientes (Ley 9161 del 23 de 
setiembre del 2013), se reconocen las condiciones particulares de las mujeres privadas 
de libertad (pobreza, jefaturas de hogar, adultas mayores y con responsabilidades de 
cuido), para la fijación de una pena menor o alternativa cuando se comete el delito de 
introducción de drogas a los centros penitenciarios. Uno de los efectos inmediatos de esta 
ley fue el egreso de 159 privadas de libertad. Además, en seguimiento a su atención se 
suscribe el Protocolo de coordinación interinstitucional (13 de noviembre 2014), que en 
la actualidad se mantiene vigente y ha permitido articular programas, procedimientos y 
planes interinstitucionales desde una visión social y de género para el empoderamiento 
de las mujeres; identificar nuevas oportunidades con el fin de evitar su reincidencia en las 
cárceles, involucrar a los funcionarios y funcionarias públicas desde esa nueva mirada. 




En el ámbito laboral, el país avanza con la promulgación de la Ley de Reforma Procesal 
Laboral, la que establece un capítulo sobre la prohibición de discriminación en el trabajo 
por sexo, orientación sexual, discapacidad, edad, etnia, estado civil y otras formas 
análogas de discriminación (Ley 9343 del 25 de enero del 2016) 




Prevención, sanción y erradicación de la violencia  contra las mujeres y 




de género 




Costa Rica ha tenido avances importantes en la creación de normativa orientada a 
prevenir y sancionar la violencia contras las mujeres en el período 2007-2017. En este 
período se aprueban leyes especiales, que fortalecen los planes y programas de atención 
de afectadas por la violencia intrafamiliar, y se reconocen en la ley otras formas de 
violencia basada en el género, tales como la explotación sexual comercial y la trata de 















personas. Además, se dan modificaciones a leyes existentes en violencia intrafamiliar y 
hostigamiento sexual: 




Con la reforma a la Ley de Violencia Doméstica aprobada en el año 2011, se establecen 
nuevas responsabilidades para la atención a mujeres víctimas de violencia. Se obliga a 
distintas instancias del Estado a ampliar la oferta de servicios para la protección y atención 
especializada de mujeres en situaciones de violencia intrafamiliar, tales como el 
asesoramiento jurídico, acompañamiento y representación legal (Ley No. 8925 del 2 de 
marzo del 2011). 




Con la reforma a la Ley de Hostigamiento Sexual se amplía el ámbito de protección a las 
mujeres (tanto en el sector público como en el privado), en el trabajo, en las instituciones 
educativas, en los establecimientos de salud y otros lugares en los que se manifiesten 
actos de violencia tales como la violación, el abuso sexual, la tortura, la trata de personas, 
la prostitución forzada, entre otros. Su objetivo es prohibir y sancionar el hostigamiento 
sexual como práctica discriminatoria por razón de género (Ley No. 8805 del 28 de abril 
del 2010). 




En este mismo período se aprueba la ley de Penalización de la Violencia contra las 
Mujeres después de un largo debate social y legislativo, lo cual constituye un logro 
histórico para la protección de las mujeres contra formas de violencia en las relaciones de 
pareja en el matrimonio o en la unión de hecho y establece la figura jurídica del delito de 
femicidio (Ley N° 8589 del 25 de abril 2007). Posteriormente, el voto constitucional 15447 
del 15 de octubre del 2008, anula dos delitos tipificados en esta ley, por lo que se obliga 
a su modificación para restituir el delito de maltrato y violencia psicológica (Ley 8929 del 
25 de marzo del 2011). 




Con el Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia Contra las Mujeres 
y la Violencia Intrafamiliar (Ley No. 8688 del 4 de diciembre del 2008), se fortalecen las 
condiciones para la coordinación interinstitucional e intersectorial en el seguimiento a las 
políticas públicas y el seguimiento a la aplicabilidad de la normativa que protege y 
reconoce la violencia contra las mujeres. Recientemente se aprueba la Política Nacional 
para la atención y la prevención de la violencia contra las mujeres de todas las edades en 
Costa Rica 2017-2032. 




La aprobación de la Ley contra la Trata de Personas es pionera en su amplia descripción 
de disposiciones que favorecen la aplicación de principios fundamentales y fuentes de 
interpretación de instrumentos internacionales y nacionales de derechos humanos 
reconocidos de manera explícita, tales como la igualdad y no discriminación, la no 
revictimización, la proporcionalidad y la necesidad entre otros. En esta Ley se crea la 
Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas, con el fin 
de promover la formulación, ejecución, el seguimiento y la evaluación de políticas 
públicas nacionales, regionales y locales, para la prevención del tráfico ilícito y la trata de 
personas, así como la atención y protección de las víctimas, y la persecución y sanción de 
los responsables. Se obliga expresamente al diseño de una Política Nacional contra la 
Trata de Personas (Ley No. 9095 del 8 de febrero del 2013). 















En esta misma línea de protección a los derechos de las mujeres en poblaciones 
específicas, debido a las relaciones abusivas que implicaba el matrimonio permitido a las 
personas menores de edad, inicialmente se aprueba la prohibición del matrimonio con 
personas menores de 15 años (Ley No. 8571 del 8 de febrero del 2007). 




Posteriormente se aprueba la ley para el fortalecimiento de la protección legal de las 
niñas y las adolescentes mujeres ante situaciones de violencia de género asociadas a 
relaciones abusivas. Se tipifican como delito las relaciones sexuales con niñas menores 
de 15 años y se prohíbe el matrimonio a una edad inferior a 18 años. Esta ley ha permitido 
en su seguimiento, valiosos esfuerzos por parte de las instituciones y las organizaciones 
de la sociedad civil como la Fundación Paniamor en el desarrollo de acciones públicas 
orientadas a proteger a niñas y adolescentes contra el establecimiento de relaciones 
impropias, así como el proceso de la construcción de una ruta interestatal para efectos 
de la prevención, la denuncia y la sanción de los delitos previstos en la ley (Ley No. 9406, 
de 24 de octubre 2016). 




Estas reformas han tenido un impacto significativo en distintos ámbitos y, en particular, 
en la institucionalidad pública, pues han favorecido el fortalecimiento del rol rector del 
Instituto Nacional de las Mujeres en materia de coordinación del Sistema Nacional, la 
vigilancia del cumplimiento de la política pública y los compromisos nacionales e 
internacionales en materia de violencia contra las mujeres y violencia intrafamiliar. 
También han posibilitado el acompañamiento técnico a distintas instancias del Sistema 
Nacional en la confección de protocolos de atención, que redunda en la calidad de la 
atención en diversos servicios, tales como el Protocolo del Centro Operativo de Atención 
de llamadas sobre Violencia Intrafamiliar (COAVIF) en coordinación con el 9-1-1, el 
Protocolo Específico para la Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes en 
situaciones de Explotación Sexual Comercial, el Protocolo para la Atención Integral de 
Situaciones Violatorias a la Integridad Física y Emocional de las Personas Menores de Edad 
,y el Protocolo Interinstitucional para la Atención de Mujeres en Situaciones de Alto 
Riesgo de Muerte por Violencia. 




Ejercicio del poder y la adopción de decisiones 




Cabe señalar los avances en normativa y políticas nacionales que dan sustento al 
reconocimiento de la igualdad en la participación política de las mujeres. Una de las 
principales leyes que registra el período es la Reforma Integral al Código Electoral, que 
establece la paridad política de mujeres y hombres en las nóminas de elección popular, 
en las estructuras partidarias y en los procesos de capacitación. La paridad es derivada del 
principio de igualdad efectiva y no discriminación que garantiza nuestra Constitución 
Política y los convenios internacionales de derechos humanos ratificados por el país (Ley 
No. 8765 del 19 de agosto de 2009).  




Posterior a la reforma integral del Código Electoral y debido a que se cuestionó el 
mecanismo de alternancia por sexo (mujer-hombre, hombre-mujer) creado para hacer 
efectiva la paridad vertical y horizontal, la Sala Constitucional en su resolución 2012-1966 
del 17 de febrero del 2012, sostiene que el principio de igualdad es un principio rector de 















nuestra democracia constitucional y permea todo el sistema político y jurídico, no sólo en 
su dimensión subjetiva, sino objetiva. En consecuencia, señala este Tribunal 
Constitucional en la resolución de cita: 




…ninguna política ni norma puede abstraerse de cumplir con este principio básico, 
que, en el caso concreto, ni siquiera significa dar un trato mayor a favor de las 
mujeres o de los hombres, ya que el tratamiento para ambos es el mismo en 
porcentaje y modalidad. Lo que pretende el mecanismo de la alternancia, como bien 
lo apunta el Tribunal Supremo de Elecciones, es incorporar la diversidad de género 
a la democracia, en igualdad de condiciones para ambos géneros. Este mecanismo 
busca… garantizar las mismas oportunidades de resultar electas o electos en los 
lugares de mayor posibilidad tanto a hombres para mujeres. Por el contrario, la 
ausencia del mecanismo de la alternancia dejaría a los partidos políticos en la 
libertad de proponer una nómina de candidatos según sus intereses, con la 
posibilidad de que aun respetando la paridad (50% para cada género) las mujeres 
terminen en el “piso” de la lista –como ha sucedido en el pasado-, lugar en que no 
tendrían mayor opción electoral, ya que en nuestro sistema político, los partidos 
políticos compiten no sólo por un número determinado de cargos, sino que el 
reparto de escaños se da en forma descendente dependiendo del número de votos 
obtenidos… 




Como se puede apreciar, a pesar de que son históricos los contrargumentos que 
cuestionan el avance de los derechos humanos de las mujeres, en el caso anotado arriba, 
el Tribunal Constitucional ha sostenido una posición coherente de justicia e igualdad con 
los compromisos y obligaciones de los Estados, establecidas en los instrumentos jurídicos 
internacionales que el país ha ratificado y las declaraciones que ha adoptado. 




En materia electoral se destacan, además, las resoluciones del Tribunal Supremo de 
Elecciones y los votos de la Sala Constitucional que han nutrido los alcances de la ley con 
las interpretaciones que aseguren la igualdad efectiva en la participación política de las 
mujeres y el logro de una democracia paritaria. 




Fortalece este mandato, lo dispuesto por Sala Constitucional en la Resolución N°16075-
15 que interpreta y reconoce la obligación para los partidos políticos de aplicar la regla de 
la paridad en los encabezamientos; es decir, la `paridad horizontal´ que busca lograr la 
igualdad a lo largo de todas las nóminas de candidaturas de elección popular. 




Por su parte, la Resolución del Tribunal Supremo de Elecciones N° 3603-E82016 del 23 de 
mayo del año en curso, declara la obligación que tienen los partidos políticos de cumplir 
tanto con la paridad horizontal como con la vertical; de integrar cada lista provincial en 
sus encabezamientos, con un 50% de cada sexo (colocados en forma alterna y definir en 
sus estatutos los mecanismos para el cumplimiento de este requisito. 




La participación y representación femenina en las organizaciones sociales se fortalece con 
la ley denominada Porcentaje mínimo de mujeres que deben integrar las directivas de 
asociaciones, sindicatos y asociaciones solidaristas. Con la promulgación de esta ley, se 
incluye el término de representación paritaria para garantizar el ejercicio pleno de 















igualdad efectiva, porque a pesar de que existe la garantía constitucional del derecho 
humano a la igualdad, no se han logrado revertir prácticas discriminatorias y sexistas que 
excluyen a las mujeres de la participación y representación en las organizaciones civiles. 
Posterior a su aprobación se emitieron directrices para asegurar la inscripción paritaria de 
las organizaciones por parte de las instituciones competentes. Además, en su resolución 
2014-5944 del 7 de mayo 2014, la Sala Constitucional interpreta que esta ley no es 
inconstitucional; por lo tanto las asociaciones deben respetar la paridad de género (Ley 
8901 del 27 de diciembre del 2010).  




Es necesario revisar a lo interno de los partidos políticos tanto la cultura política que 
excluye a las mujeres en la toma de decisiones como los mecanismos que limitan su 
participación. A pesar de que existen avances, se sigue dando una especie de construcción 
piramidal, donde la presencia femenina aumenta considerablemente en las bases y 
disminuye en proporción inversa a los niveles de jerarquía y ejercicio del poder. Se 
requiere seguir promoviendo acciones y establecer normativa que prohíba el acoso y la 
violencia política contra las mujeres. Estas manifestaciones de discriminación constituyen 
una violación a los derechos humanos y políticos de las mujeres y desalientan el ejercicio 
y continuación de las carreras políticas de muchas de ellas.  




Institucionalidad pública 




Otro avance normativo lo constituye la aprobación de la ley que obliga a las instituciones 
del Estado a establecer comisiones sobre accesibilidad y discapacidad (CIAD). Se trata de 
la creación del Consejo Nacional de Discapacidad denominado CONAPDIS, ente rector 
para las políticas públicas en este campo, el cual funciona como un órgano de 
desconcentración máxima y personalidad jurídica instrumental, adscrito al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social (Ley 9171 del 13 de diciembre del 2013). 




Estas iniciativas de ley y medidas normativas han ido acompañadas de ingentes esfuerzos 
por concientizar, sensibilizar e informar a la población general a través de campañas 
educativas en medios de comunicación masiva tradicionales y no tradicionales, que 
abarcan temas diversos en materia de derechos humanos de las mujeres. 




Iniciativas pendientes de aprobación 




Si bien en el período hubo diversos esfuerzos por colocar en la agenda legislativa 
iniciativas de ley que respondieran a la exigibilidad ciudadana y a los compromisos 
internacionales derivados de recomendaciones de las evaluaciones de las convenciones 
de derechos humanos, se mantienen retos pendientes en materia de protección contra la 
violencia política y el acoso político hacia las mujeres, contra el acoso callejero y en 
espacios públicos, acoso laboral y contra la violencia obstétrica. El reconocimiento de los 
derechos a la salud sexual y reproductiva, así como la paridad en las organizaciones 
cooperativas y en los nombramientos de cargos públicos en Ministerios, Viceministerios, 















Presidencias Ejecutivas de instituciones autónomas (igualdad efectiva), son iniciativas 
pendientes que han encontrado dificultad para su aprobación. 




La oferta de servicios de salud debe tomar en cuenta las demandas particulares de 
poblaciones con brechas geográficas, étnicas, por edad y de género. En aras de atender la 
diversidad de las mujeres en este y otros campos, un gran desafío del Estado costarricense 
es lograr respuestas articuladas para las que sufren mayor desigualdad. 




II PARTE:  CONTEXTO NACIONAL  Y SITUACIÓN DE LAS 




MUJERES




• • •




Nudos estructurales y brechas de desigualdad que persisten 




en Costa Rica19




Nudo 1.  Patrones culturales patriarcales, discriminatorios  y 




violentos y predominio de la cultura del privilegio 




El reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres ha sido una lucha histórica 
cuya principal dificultad se fundamenta en la vigencia del sistema patriarcal, construido a 
partir de las desigualdades de poder entre mujeres y hombres, que promueve la 
superioridad de lo masculino y su dominio sobre las niñas, las mujeres y sobre otros 
hombres que se apartan del modelo masculino convencional20. Combatir los estereotipos 
de género y la discriminación derivada de este sistema social para garantizar a las mujeres 
el ejercicio efectivo de sus derechos fundamentales ha sido una lucha continua y lenta, 
pero cuyos frutos se han ido materializando a lo largo de los años en el reconocimiento 
formal e informal de la igualdad como una aspiración de todo Estado democrático. 




No obstante, en los últimos años se constata el resurgimiento de tácticas, discursos y 
patrones socioculturales discriminatorios, sexistas y racistas que siguen reproduciendo la 




19 El análisis de los nudos estructurales de género ha sido realizado por CEPAL comparando la situación de las mujeres 
en distintos países de América Latina. Véanse: CEPAL. Autonomía de las mujeres e igualdad en la agenda de 
desarrollo sostenible. Décimo Tercera Conferencia Regional sobre la mujer en América Latina y el Caribe. 
Montevideo, Uruguay. 25 a 28 de octubre 2016; CEPAL. Estrategia de Montevideo para la implementación de la 
agenda regional de género en el marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030. En este apartado se recurre a datos 
costarricenses que fortalecen estos planteamientos.  




20 INAMU (2011) Primer Estado de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica. San José: Área Especializada de 
Información, Unidad de Investigación. 















desigualdad y la violencia. Se han levantado cuestionamientos, en el ámbito nacional e 
internacional, sobre los objetivos de la igualdad y la perspectiva de género, que intentan 
generar duda sobre sus impactos en la sociedad y en la vida de los hombres.  




La lectura de este contexto no debe pasar desapercibida, pues constituye un obstáculo 
para el avance de los derechos humanos de las mujeres, al limitar o retardar su desarrollo 
mediante estrategias formales e informales, como por ejemplo, la oposición en espacios 
de toma de decisiones en ámbitos públicos, o la difusión de mensajes que confunden a la 
población sobre la pertinencia o no de continuar defendiendo la lucha de las mujeres. 




Para Bordieu21, las distintas manifestaciones de la violencia y la discriminación tienen su 
principal sustento en lo que él denominó “violencia simbólica”, la cual se basa en la 
existencia de personas “con poder” y “sin poder”. Esta condición jerárquica se naturaliza 
y perpetúa al reproducirse por medio de mecanismo sociales como son los estereotipos 
sobre el “deber ser”. A su vez, estos estereotipos se reproducen a través de instituciones 
sociales como la educación, la iglesia y los medios de comunicación masivos, entre otros, 
generalizando una visión de mundo que llega a instaurarse y que sirve como mecanismo 
de control y dominación22. Es así como las personas llegan a percibir los estereotipos y 
roles de género tradicionales como lo natural y permisible; por lo que no es de extrañar 
que, cuando esa “naturalidad” se desafía, surjan acciones para restaurar el orden 
establecido. 




Los estudios que miden la percepción de la población sobre la igualdad de género se han 
hecho necesarios para poder medir el avance en materia de cambio cultural que tiene la 
población, pues las percepciones guardan una estrecha relación con “...un conjunto de 
significados culturales de una sociedad y con las instituciones productoras de sentido”23. 
Es importante enfatizar que las percepciones no reflejan necesariamente una realidad, 
sino la construcción que las personas hacen en su pensamiento y en su sentir de una 
realidad objetiva a partir de sus conocimientos y experiencias de vida24. 




                                                      
21 Bourdieu (1999), citado por Fernández, J.M. (2005) La noción de violencia simbólica en la obra de Pierre Bourdieu:  




una aproximación crítica. Cuadernos de Trabajo Social, 18, 7-13. 




22 Fernández, J.M. Íbid. 




23 INAMU (2011), op. cit. p.23. 
24 Según señal INAMU (2017) Resultados preliminares de la Encuesta Nacional de Percepción de los Derechos Humanos 




de las Mujeres en Costa Rica (Documento inédito), los estudios sobre percepción y opinión tienen alcances y 
limitaciones que es importante tomar en cuenta: a) Son estudios que explican, o intentan explicar la realidad vivida 
por las personas en sus entornos; b) Las percepciones tienen como fuente privilegiada las experiencias de las 
personas y el cómo estas procesan sus conocimientos y su experiencia cotidiana; c) Se trata de una expresión de 
la subjetividad de las y los individuos; d) Las percepciones pueden ser o no verdaderas o explicativas de la realidad 
social, pero configuran un modo de explicación de la misma; e) Las percepciones configuran una elaboración 
compleja a nivel simbólico.  















En 2017, el Instituto Nacional de las Mujeres25 realizó la tercera Encuesta Nacional de 
Percepción de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica (ENPEDEMU)26, cuyo 
objetivo es “estudiar las percepciones y opiniones de la población acerca del estado de 
los derechos de las mujeres, con miras a identificar los cambios culturales favorables a la 
igualdad y equidad de género”27.  




Como parte de la Encuesta, se solicitó a las personas encuestadas que respondieran sobre 
su percepción de avance en los últimos 5 años con respecto a diversos aspectos 
relacionados con los derechos humanos de las mujeres en el país. El 64,8% de ellas indicó 
percibir poco o algo de avance ante la afirmación “Los hombres son machistas”, es decir, 
que desde su perspectiva esto no ha cambiado significativamente en los últimos 5 años. 




Otra área en la que se percibe poco avance tiene que ver con la división sexual del trabajo 
y la distribución del trabajo doméstico no remunerado. Entre las personas entrevistadas 
que afirmaron tener en su hogar hijos e hijas menores de 12 años, el 33,8% respondió que 
la mayor parte de los días de la semana se quedan en casa con la madre, y el 27,6% se 
queda al cuidado de alguna mujer de la familia. Sólo un 10,8% afirmó que se quedan en 
un centro educativo. A partir de lo anterior, y prácticamente sin ninguna diferencia por 
sexo, un 65,6% menciona que la principal razón por la que eligen la opción de cuido antes 
expuesta es: “Están mejor cuidados(as)”. 




Con respecto a la inserción femenina en el mercado laboral, un 60,4% de la población 
encuestada indicó percibir poco o algo de avance frente a la afirmación: “Más mujeres en 
el país cuentan con trabajo remunerado”. Esto coincide con el hecho de que más de la 
mitad de los hombres (50,8%) y de las mujeres (54,5%) entrevistadas, reconocen que las 
mujeres tienen mayores dificultades que los hombres para obtener un empleo. Dentro de 
las principales razones que se identificaron como impedimentos para la inserción laboral 
de mujeres profesionales, se encuentran la “Falta de oportunidades laborales” (28,5%), y 
el “Machismo y los perjuicios hacia las mujeres” (23%). 




Es importante mencionar que el 98,5% de la población encuestada reconoce como un 
derecho humano de las mujeres “El empleo en igualdad de condiciones respecto a los 
hombres”, pero perciben que en este ámbito ha habido poco o algo de avance (65%) en 
los últimos años. Finalmente, con respecto al trabajo por cuenta propia, un 55,7% de la 
muestra consultada manifiesta estar de acuerdo con que “Las mujeres que trabajan en lo 
propio y que conviven con su pareja ganan dinero para sus gastos personales” y que 




                                                      
25 La ENPEDEMU 2017 se realizó de manera conjunta entre la Unidad de Investigación del Área Especializada de 




Información del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) y la Escuela de Estadística de la Universidad de Costa 
Rica (UCR). Se aplicó a una muestra representativa a nivel nacional, conformada por 1.101 casos válidos, repartidos 
en 55 unidades primarias de muestreo en todo el país correspondientes a 62 distritos y 47 cantones de las siete 
provincias costarricenses. La ENPEDEMU 2017 tiene un margen de error de +- 3 puntos porcentuales. El 
cuestionario constó de diez módulos, con un total de 200 preguntas; se realizó con una muestra representativa 
rural y urbana, de diferentes sectores socioeconómicos, diversidad étnica y etaria, correspondiente a un 50% de 
hombres y un 50% de mujeres mayores de 18 años. 




26 INAMU (2017) Resultados preliminares de la Encuesta Nacional de Percepción de los Derechos Humanos de las 
Mujeres en Costa Rica. 




27 INAMU (2011) p. 11. 















“Disponen de más tiempo libre” (58,5%). Como se observa, los aspectos en los que la 
población percibe avances a favor de los derechos humanos de las mujeres, son todavía 
mínimos, pero se sostienen estereotipos y mitos vinculados al rol tradicional de mujeres 
y hombres en el país.  




Estos roles tradicionales son reforzados constantemente por instituciones sociales, como 
los medios de comunicación masiva. Según INAMU 28 , en la difusión de noticias o 
programas de opinión en radio, televisión y periódicos, prevalecen discursos sexistas que, 
si bien no son tan explícitos y agresivos como en el pasado, de igual manera refuerzan 
estereotipos y mitos. Ejemplo de ello es el uso de lenguaje discriminatorio (al no utilizar 
el lenguaje con perspectiva de género), los temas con los que normalmente se relaciona 
a las mujeres en las notas de prensa u opinión, la ausencia de discusión sobre la 
desigualdad de género como un tema prioritario, o la reproducción de roles y estereotipos 
de género tradicionales, entre otras. 




Por ejemplo, sólo el 1% de las noticias presentadas en los medios de comunicación29 
centraron el contenido de la noticia en temáticas relacionadas con la igualdad o 
desigualdad de género o discriminaciones que se viven en el país, y sólo el 2% hizo al 
menos referencia a esta temática en su contenido. Estas noticias estuvieron relacionadas 
con conflictos sociales, salud, educación y cultura, principalmente, siendo claro que en 
ámbitos como ciencia y tecnología, o economía, por ejemplo, la discusión sobre 
desigualdad de género estuvo ausente. 




Por otro lado, las mujeres fueron citadas como fuente de información en sólo el 23% de 
las noticias estudiadas, y principalmente en temáticas a las que tradicionalmente se les 
asocia, como educación o salud, quedando relegadas en temas como gobierno y política 
(sólo en 22% de las noticias), economía, trabajo y negocios (24%), ciencia y tecnología 
(11%) y deportes (7%)30. 




La investigación también permitió identificar que la mayoría de las personas que fueron 
presentadas por los medios de comunicación como víctimas de crímenes, desastres, 
accidentes y pobreza fueron mujeres (99%). 




Otro nicho de reproducción y difusión masiva de la cultura patriarcal es la publicidad. 
Durante el 2016, el Observatorio de la Imagen de las Mujeres en la Publicidad31 recibió 94 
denuncias relacionadas con un uso inadecuado de su imagen en la publicidad. La mayoría 
de los anuncios denunciados correspondía a campañas divulgadas en redes sociales 
(59,6%) y en televisión (18,1%), y que representaban variedad de productos o servicios, 




                                                      
28 INAMU (2017). ¿En dónde estamos las mujeres?  




29 Íbid. 
30 Íbid. 




31 UCR (2017) Observatorio de la Imagen de las Mujeres en la Publicidad. Informe 2016. 33 




Íbid., p.4. 















como servicios bancarios, financieros o de aseguramiento (51,1% de las denuncias), 
alimentos y bebidas (12,8%), telefonía y comunicaciones (6,4%), y educación (5,3%). 




…la mayoría de quejas presentadas identifican como publicidad sexista los 
estereotipos de género tradicionales con respecto a las mujeres, sus necesidades, 
deseos, proyectos de vida, funciones, cualidades y capacidades, en lo social y en el 
ámbito doméstico, ello, a pesar de que en muchas ocasiones las referencias 
machistas se presentan de modo más sutil y encubierto dentro de estos anuncios. 
Esto es importante, pues refleja que no solo las situaciones de ofensa clara y directa, 
como las manifestaciones abiertas de violencia contra las mujeres o su cosificación 
sexual, son las que generan rechazo por parte de la audiencia aquí activa, lo que 
implica la necesidad de modificar también las representaciones sexistas más 
solapadas y habitualmente aceptadas en nuestra sociedad que permean la industria 
publicitaria.33 




Un ejemplo claro de la discriminación naturalizada y que continúa arraigada en la sociedad 
costarricense son las diversas formas de violencia contra las mujeres. Según Barrantes y 
Chaves (2015)32, el 61,7% de las encuestadas sufrió algún tipo de acoso sexual callejero 
en los últimos 12 meses, mientras que esta cifra entre los hombres era de 32,8%. En el 
caso de las mujeres, recibieron un promedio de 4,8 tipos diferentes de acoso y el 80% de 
ellas enfrentó hasta 7 tipos diferentes. El perpetrador del acoso fue generalmente un 
hombre (95,3%), y ante este hecho, las mujeres sintieron principalmente enojo (36,6%), 
incomodidad (15,7%) y miedo (12,2%). El acoso sufrido por los hombres tiene otras 
características: la persona perpetradora fue una mujer (74%) o un hombre (26%), y 
sufrieron en promedio 2,5 tipos diferentes de acoso y en un 80% 3 tipos diferentes o 
menos. El 7,8% de los hombres acosados expresó sentimientos positivos ante el acoso 
(70,8% de los que recibieron “piropos halagadores” se sintieron bien por ello), 21,2% 
sintió indiferencia, 17,1% enojo y el 20,1% incomodidad. 




En la encuesta “Percepciones de la población costarricense sobre la violencia contra las 
mujeres”33, llevada a cabo en 2012, el 37,3% de la población entrevistada identificó el 
machismo y la sociedad patriarcal como una de principales causas. A pesar de la existencia 
de conocimientos al respecto en la población en general, la violencia de género en contra 
de las mujeres sigue siendo un problema nacional de importante envergadura, por cuanto 
ellas siguen siendo las principales víctimas de todas sus expresiones. 




Según datos del Ministerio de Salud36, en los servicios de salud nacionales, en 2016 se 
registraron 13.037 casos de violencia intrafamiliar en los cuales las mujeres fueron las 
principales víctimas (9.342 casos). Al detallar los tipos de violencia identificados por el 
sistema de salud para estas mujeres, se evidencia la pluralidad de formas en que sufren 




32 Barrantes Paniagua Geannina y Mariana Chaves Espinoza (2015) Vivencias del acoso sexual callejero en Costa Rica en 
el 2015. 




33 Guiselle Rodríguez Villalobos et al. Percepciones de la población costarricense sobre la violencia contra las mujeres. 
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la violencia: en 2.850 casos se detectó abuso psicológico, en 1.682 abuso físico, en 1.620 
abuso sexual y en 1.205 formas mixtas de maltrato. Esta violencia tiene su expresión más 
dramática en el femicidio, el cual cobró 26 vidas de mujeres en el 201637. 




La violencia de género acompaña a las mujeres durante toda su vida, como un mecanismo 
recordatorio del rol de subordinación que el sistema patriarcal espera que asuman. En el 
Segundo Estado de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica, el INAMU34 llamó 
la atención sobre las niñas y adolescentes menores de 19 años como una población en 
alto riesgo frente a dinámicas sociales que las vulnerabilizan ante la pobreza y la violencia. 




Según la última Encuesta Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva35 del 2016, el 68% 
de las mujeres ya han tenido relaciones sexuales antes de los 19 años, y el 13,7% antes de 
cumplir los 15 años. Preocupa particularmente que más de la mitad de aquellas cuya 
primera relación sexual coital ocurrió antes de los 15 años, iniciaron su vida sexual con 
una pareja cinco años mayor, y 1 de cada 5 con una pareja diez o más años mayor. Esto 
las coloca en una posición de vulnerabilidad al existir una relación de poder altamente 
desigual y desproporcionada, que cercena sus posibilidades reales de decidir o incluso de 
consensuar una relación de esta naturaleza. A pesar de que la Ley de Relaciones Impropias 
(Ley N° 9406)36 entró en vigencia el 13 de enero de 2017 para penalizar este tipo de 
relaciones abusivas, su naturalización en la sociedad sigue siendo un factor de 
vulnerabilidad para estas niñas y adolescentes, que tiene consecuencias directas en su 
desarrollo y bienestar. 




Un ejemplo de ello son las cifras de embarazos en niñas y adolescentes. En el 2016, hubo 
10.575 nacimientos en donde las madres tenían entre 15 y 19 años, así como 349 
nacimientos de madres entre 10 y 14 años. Vale resaltar que sólo se registraron 5 padres 
en el rango de edad de 10 a 14 años, y 1330 entre los 15 y 19 años37, lo que deja en 
evidencia que la inmensa mayoría de estos embarazos fueron producto de relaciones con 
hombres mayores de edad. Durante el 2016 el mayor número de nacimientos de madres 
entre 10 y 17 años ocurrió en la Región Central (con 2.212 nacimientos), seguida de la 
Región Huetar Caribe (con 767) y Huetar Norte (con 639)38. 




Por otro lado, entre las madres de 15 a 19 años, 5.032 se declararon solteras, 4.966 en 
unión libre y 563 casadas43. Esto implica para ellas una suma de responsabilidades de 
cuido y posiblemente de trabajo doméstico no remunerado que les resta posibilidades 
para su desarrollo integral, especialmente la continuación de la educación básica. Este 
dato no es menor, considerando que para el año 2016, el MEP reporta un total de 923 
estudiantes embarazadas entre la población matriculada en la modalidad de educación 




                                                      
34 INAMU (2015) Segundo Estado de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica, op. cit. 
35 Ministerio de Salud, et al (2016) Hablemos de sexualidad.  




36 Ley 9406, Ley de Relaciones Impropias. 03 de noviembre de 2016. 




37 INAMU (2017), datos extraídos de una base del INEC (Estadísticas vitales). 
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tradicional en todo el país39, muchas menos de las que se detectan mediante los registros 
de nacimiento. De ellas, 67 cursaban el I y II ciclo, que componen la educación primaria 
básica. Entre las que cursaban el III ciclo y la educación diversificada, 856 eran aún 
menores de edad, lo cual representa más del 80% del total reportado por los colegios del 
país. 




Por ello, resulta necesario continuar reforzando el empoderamiento de las mujeres sobre 
su cuerpo y la toma de decisiones, pues incluso durante la edad adulta esta ausencia de 
autonomía les afecta profundamente y tiene consecuencias que podrían estar asociadas 
a ciclos de violencia y pobreza. Según la Encuesta Nacional de Salud Sexual y Salud 
Reproductiva -ENSSSR- de 201540, 49,8% de las mujeres afirman que su último embarazo 
no fue deseado, lo que representa un aumento de 2,8% de la cifra detectada en la ENSSSR 
de 2010. 




Los datos anteriores sobre embarazo adolescente y embarazo no deseado contrastan con 
la percepción que tiene la población con respecto al derecho de las mujeres a decidir si 
desean ser madres o no. Según la ENPEDEMU 2017, el 52,7% de la población entrevistada 
considera que se ha avanzado mucho en este aspecto, mostrándose en este punto una 
distorsión importante entre la percepción del hecho y la realidad de las mujeres, tal y 
como se ha expuesto. 




En síntesis, es posible decir que en Costa Rica aún hay retos pendientes relacionados con 
un cambio cultural y una percepción a favor de la igualdad efectiva, que permita a su vez 
un mayor avance en la protección de las mujeres frente a las distintas manifestaciones de 
violencia, los derechos sexuales y reproductivos, la inserción en el mundo laboral en 
igualdad de condiciones con los hombres, la división igualitaria de responsabilidades de 
cuido y trabajo doméstico no remunerado, entre otras. 




Nudo 2.   




División sexual del trabajo e  injusta 




distribución del cuidado 




Desde la perspectiva histórica y a partir del análisis de las relaciones desiguales entre 
mujeres y hombres, se ha establecido que la división sexual del trabajo es una de las 
principales fuentes de discriminación y desigualdad contra las mujeres. Bajo este 
concepto, las prácticas, los valores, el reconocimiento, el imaginario simbólico y los 
mandatos sociales, están por sexos. El mundo de lo masculino, se asocia al ámbito de lo 
público y al trabajo productivo; el mundo de lo femenino, a lo privado, la familia y el hogar, 
y a los trabajos reproductivos (procreación, cuido y crianza de los hijos e hijas, y tareas 
para el mantenimiento del hogar), con el agravante de que este último conjunto de 




                                                      
39  Ministerio de Educación Pública (2017) Boletín 02-17, Estudiantes embarazadas menores de edad en centros 




educativos costarricenses, curso lectivo 2016.  
40 Ministerio de Salud et al (2016). Hablemos de sexualidad, op. cit. 















actividades siguen siendo consideradas como innatas (naturales) y por lo tanto, de de 
exclusiva responsabilidad femenina. 




El trabajo doméstico no remunerado, mayoritariamente realizado por mujeres, es 
invisible social y económicamente, no tiene un valor monetario y ante los ojos de la 
macroeconomía no se contabiliza de lo que se desprende, equivocadamente, que este no 
es un trabajo y que no aporta riqueza al desarrollo económico y bienestar de las familias. 
Sin embargo, según INAMU41, “el trabajo doméstico no remunerado constituye un pilar 
fundamental para el desarrollo humano, tanto en el plano individual como social”. Dentro 
de esta gran categoría con frecuencia se incluyen las labores de cuidado de personas 
dependientes (niños y niñas menores de 12 años, personas adultas mayores, enfermas o 
con alguna discapacidad) o el apoyo a otros miembros del hogar, aun cuando no estén en 
total dependencia. Estas labores, también asumidas mayoritariamente por las mujeres, 
restan horas efectivas al tiempo con que cuentan para realizar otro tipo de labores 
orientadas a su desarrollo integral (trabajo, educación, recreación, participación comunal 
y política, entre otras). El problema subyacente es la persistente y desigual distribución 
de tareas y responsabilidades entre ambos sexos, derivada de la percepción estereotipada 
de lo que representa en la sociedad el trabajo doméstico de cuidados, como algo de poca 
significancia y valor para la economía, asociado a lo femenino y a los afectos. 




En la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo42, se plantea que por semana, el tiempo social 
promedio que las mujeres dedican al trabajo doméstico no remunerado (TDNR) es de 
35:49 horas semanales, mientras que los hombres destinan 13:42 horas en promedio, es 
decir, las mujeres aportan 22 horas más que los hombres al trabajo doméstico no 
remunerado. Este comportamiento se observa también por zona urbana y rural, pero en 
esta última las brechas son mayores. Mientras en la zona urbana las mujeres utilizan cerca 
de 20 horas más de tiempo social al TDNR que los hombres, en la rural son 26 horas. 




La Carga Global de Trabajo (sumatoria del tiempo efectivo utilizado en TDNR y Trabajo 
Remunerado -TR) es mayor para las mujeres (69:53 horas) respecto a los hombres (62:56 
horas), con una diferencia aproximada de 7 horas.  




Si se analiza por grupos de edad, los resultados de la ENUT 2017 plantean que las mujeres 
más jóvenes (12 a 19 años) dedican en promedio 16:42 horas semanales de tiempo social 
al TDNR, y los hombres 08:31 horas, o sea, las mujeres duplican la cantidad de horas que 
utilizan los hombres. En el grupo de 20 a 35 años, las mujeres casi triplican a los hombres 
en el tiempo social (39 horas promedio de las mujeres y 13:27 horas de los hombres), en 
tanto en el siguiente grupo (de 36 a 54 años) –que es el que más horas utiliza en el caso 
de las mujeres– la relación es 2,6 veces. El último grupo de edad de 55 años y más; tiene 
un promedio de tiempo social dedicado de 37:04 horas y 15:34 horas para mujeres y 
hombres respectivamente, con una relación cercana a 2,4 veces más alto el tiempo de las 




41 INAMU (2015) Segundo Estado, op.cit. , p.105. 




42 INAMU,INEC,UNA (2018) Encuesta Nacional de Uso del tiempo. 















mujeres. Los datos muestran que independientemente del grupo de edad, las mujeres 
dedican (en intensidad) más horas de trabajo al TDNR que los hombres. 




“Estos resultados confirman que si bien los hombres participan en la realización de tareas 
domésticas no remuneradas, el tiempo que invierten las mujeres en la mayoría de los 
casos, supera siempre al de ellos por lo menos en un 65% de las veces”43. La consecuencia 
de esta realidad es una sobrecarga de trabajo para la mayoría de las mujeres de todas las 
edades y a lo largo de toda su vida, lo que limita su desarrollo personal y social, y 
disminuye su calidad de vida. 




Se puede afirmar entonces que la corresponsabilidad social de los cuidados es una tarea 
pendiente, pues el recargo en las mujeres les afecta de manera negativa al limitar su 
tiempo, ampliar su jornada laboral, impactar su salud física y psicológica, y limitar sus 
posibilidades de estudio y empleo, entre otras cosas. Según diversos instrumentos 
internacionales44, cuidar no debe ser visto como un asunto individual ni exclusivo de las 
mujeres, sino como un asunto social, directamente vinculado con las estructuras 
económicas, culturales y de poder. Por tanto, el tema de los cuidados (tanto para quien 
los recibe como para quien los otorga) se coloca como una necesidad estratégica urgente 
de atender si es que se quiere garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las 
mujeres como ciudadanas plenas, tanto en su vida laboral como en su vida personal, 
familiar y comunitaria. 




Ejemplo de ello es que, según INAMU45, entre las mujeres atendidas por el Programa 
Avanzamos mujeres en 2015, el 75% no estudiaba, siendo la principal razón de ello el 
tener que cuidar a sus hijos e hijas (31,4%). Por otro lado, un 17,8% de ellas debieron salir 
del mercado laboral para realizar algún tipo de labor de cuido de personas en la casa51. 
Estos datos reflejan la necesidad de ampliar y fortalecer las alternativas de cuido 
existentes, lo que constituye un respaldo necesario para que las mujeres se puedan 
insertar y sostenerse en el mercado laboral52.  




Uno de los principales logros alcanzados por la REDCUDI en los últimos años fue 
precisamente la ampliación de la cobertura en centros de cuido, permitiendo a las 
mujeres en condición de pobreza contar con opciones de atención para sus hijas e hijos 
con el fin de que ellas pudieran optar por un mayor desarrollo personal y profesional. En 
2016 esta Red registró 1.157 centros infantiles financiados total o parcialmente por el 
Estado, que atendían a 52.190 niños y niñas en todo el país. La distribución de los 
beneficiarios por cantón muestra una fuerte concentración en diecinueve de ellos, 
mayoritariamente urbanos de la región Central53. 




A pesar de estos esfuerzos, vale la pena resaltar que la percepción de la población sigue 
siendo desfavorable a utilizar este tipo de instancias para el cuido de niños y niñas. La 
                                                      
43 INAMU (2015) Segundo Estado, op. cit. p. 107. 
44 Ver Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, Consenso de Brasilia, CEDAW y Plataforma de Acción de Beijing, entre 




otros. 




45 INAMU (2016) Pobreza en Costa Rica: la situación de las mujeres. Una caracterización de las mujeres participantes en 
el Programa Avanzamos Mujeres 2015. San José: Área de Desarrollo Regional, INAMU. 















Encuesta Nacional de Percepción de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica 
(ENPEDEMU)54 realizada en 2017, preguntó a las personas con niños y niñas menores de 
5 años cuál opción de cuido elegirían si tuvieran la posibilidad, y sólo un 13,5% optó por 
la opción “Un centro público que forme parte de la Red de Cuido”. Por esta razón resulta 
también importante promover en mayor grado los servicios de la Red de Cuido, así como 
beneficios que éstos tienen para los niños y niñas, pues no solo permiten a las madres 
insertarse en el mercado laboral o asistir a diversas modalidades de capacitación, sino que 
también están diseñados para propiciar el desarrollo integral de su población meta. 




Otro aspecto a considerar con respecto al uso del tiempo que hacen las mujeres, se refiere 
a las oportunidades de recreación y esparcimiento. Según la  




 




51 Ídem. 
52 El Balance del II Plan de Acción de la PIEG, realizado en el año 2015 señaló que, pese a los esfuerzos realizados, 




existían diversas problemáticas en el funcionamiento de la REDCUDI, entre los que se encontraban: 
  Escasa participación de empresas y organizaciones de trabajadoras/es, así como escaso involucramiento de 




Municipalidades. 
 Inexistencia de estudios de demanda de centros de cuido para niñas y niños, lo que generó que la inversión pública en 




infraestructura de la REDCUDI, orientada hacia la construcción de Centros Infantiles Municipales (CECUDI), no se 




direccionara hacia aquellos cantones en los que efectivamente se requería de esa inversión. 
  La principal fuente de financiamiento de la REDCUDI es FODESAF, lo que excluye a las mujeres que no se 




encuentran en condición de pobreza.  
  Lentitud en municipalidades en la creación de creación de centros de cuido. 
53 Informe Estado de La Nación 2017. 
54 INAMU (2017) Resultados preliminares de la Encuesta Nacional de Percepción de los Derechos Humanos de las 




Mujeres en Costa Rica, op. cit. 
Encuesta de Uso el Tiempo del Gran Área Metropolitana 46 , ellas emplean en esas 
actividades un total de 36 horas semanales, frente a 40 dedicadas por los hombres. Esto 
se explica por el hecho de que en general emplean más tiempo en realizar “algún tipo de 
trabajo, sea remunerado, doméstico, voluntario o de subsistencia, lo cual limita sus 
oportunidades para ocuparse de este tipo de actividades”56. Cuando desempeñan un 
trabajo remunerado, dedican también tiempo a labores domésticas no remuneradas, lo 
que reduce considerablemente sus oportunidades de dedicarse a actividades de 
esparcimiento, cultura y convivencia, las cuales son parte del autocuidado requerido para 
tener una vida de calidad.  




                                                      
46 INAMU, INEC, UNA (2012) Encuesta del Uso del Tiempo en el Gran Área Metropolitana. 56 
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Nudo 3. 




Desigualdad socioeconómica y persistencia de la 




pobreza en el marco de un crecimiento excluyente 




A pesar de que algunos indicadores económicos nacionales han presentado mejorías en 
los últimos años, la brecha de género persiste, dejando en desventaja a las mujeres y 
restringiendo su derecho a gozar de los beneficios del desarrollo económico del país. 




En el 2013, la tasa neta de participación laboral en el país47  equivalía a 61,9% de la 
población económicamente activa. Ese porcentaje bajó drásticamente en 2016, cuando 
alcanzó 57,7%, pero mostró una rápida recuperación al subir a 59,4% en 2017. La tasa 
neta de participación femenina ha venido aumentando paulatinamente en los últimos 
años. Para el año 2000, era de 35%48; alcanzó un 43,5% en 2009 y para 2015 era de 
47,6% 49 . No obstante, para el II trimestre de 2017 fue de un 45,5%, mostrando un 
descenso importante con respecto a mediciones anteriores. En el caso de la tasa neta de 
participación masculina, esta fue de 73,2% en el III trimestre de 2017, dando como 
resultado una brecha de alrededor del 27,6%50.  




Consecuentemente, el desempleo golpea de manera más intensa a las mujeres en el país. 
En 2013, la tasa de desempleo general era de 9%; ascendió a 9,7% en 2016 y descendió 
levemente en 2017 a 9,4%51. Según el Segundo Estado de los Derechos Humanos de las 
Mujeres en Costa Rica52, el porcentaje de desempleo abierto en 2013 era de 7% para los 
hombres y de 10,8% para las mujeres. La brecha entre ambos sexos en ese momento era 
de 3,8%. Según la Encuesta Continua de Empleo53, para el III trimestre de 2017 la tasa de 
desempleo para los hombres era de 7,5%, mientras que para las mujeres era de 12,4%. 
Eso representa una brecha de 4,9% que las desfavorece. Los cambios entre 2013 y 2017 
resultan importantes estadísticamente, porque reflejan la intensificación de la 
desigualdad sexual a lo largo de los años. 




Es bien sabido que frente a crisis económicas generalizadas, el impacto sobre las mujeres 
es mayor. Como señala el Estado de la Nación54: 




Las mujeres son las más perjudicadas en épocas negativas y se recuperan más 
lentamente en las fases de crecimiento. Por ejemplo, entre el segundo trimestre de 




47 Datos calculados para el III trimestre de cada año con base en los resultados de la Encuesta Continua de Empleo 
realizada por el INEC. 




48 INAMU (2011) Primer Estado, op. cit. 




49 ENAHO (2016) Sistema de Indicadores y Estadísticas de Género 2010-2016. 




50 Íbid.  




51 Según datos de la ECE, para el III trimestre de cada año. 




52 INAMU (2015) Segundo Estado, op. cit. 




53 INEC (2017). Encuesta Continua de Empleo al segundo trimestre de 2017. 
54 Informe Estado de la Nación (2017) p. 80. 















2015 y el tercero de 2016 la fuerza de trabajo disminuyó en 75.102 personas, de las 
cuales 52.330 eran mujeres. Al mejorar la situación, entre el cuarto trimestre de 
2016 y el segundo de 2017, el mismo indicador aumentó en 73.188 personas, de las 
cuales 25.954 eran mujeres. En otras palabras, en el período de contracción de la 
fuerza laboral, el 70% de las personas que quedaron desempleadas fueron mujeres, 
pero en los trimestres de reactivación ellas tan solo explican un 35% del incremento. 




Estas desigualdades se expresan también en ingresos diferenciados que colocan a las 
mujeres en una situación de vulnerabilidad frente a la pobreza. Según datos de la 
Encuesta Nacional de Hogares del 2016, el salario bruto de las asalariadas corresponde a 
un 88,3% de los hombres en la misma condición55, lo que evidencia la necesidad de 
acciones estatales orientadas a eliminar la discriminación femenina en el ámbito laboral. 




Esto ocurre a pesar de que la escolaridad de las mujeres suele ser mayor que la de los 
hombres. Según el MEP56, en 2016 la tasa neta de escolaridad en primaria fue de 93,1%, 
y en tercer ciclo y educación diversificada de 73,3%. Al desagregar la información por sexo, 
la tasa para las mujeres fue de 93,6% en primaria y de 92,7% para los hombres, mientras 
que en tercer ciclo y educación diversificada fue de 71,1% para los hombres y 75,6% para 
las mujeres, lo que revela una brecha favorable a las mujeres en ambos casos. 




En relación con la deserción, el porcentaje de varones que desertan es superior que el de 
las mujeres. En primaria, de la totalidad de niños que matricularon en 2016, el 7,5% 
abandonaron el sistema escolar, mientras que en el caso de las niñas esta cifra fue de 
6,3%. En secundaria, de la totalidad de hombres matriculados, el 1,3% abandonó el 
sistema, frente a un 1,1% de mujeres en la misma condición. 




En cuanto a la educación universitaria, en 2016 el 53,3% de las personas matriculadas en 
el primer periodo lectivo de las universidades estatales fueron mujeres, porcentaje que 
ha variado muy poco desde 201357. En ese mismo año el 59,1% de los diplomas otorgados 
en el sector universitario estatal fueron para mujeres.58 En 2015, por cada 100 hombres 
que adquirieron una licenciatura también lo hicieron 187 mujeres, y por cada 100 
hombres que obtuvieron una maestría, también lo lograron 142 mujeres59. 




A pesar de este mayor nivel educativo, las mujeres profesionales y no profesionales siguen 
insertas en actividades tradicionalmente femeninas, las cuales son peor remuneradas y 
no corresponden al sector más dinámico de la economía. Por ejemplo, en los colegios 
técnicos, por cada 100 hombres que ingresan, hay 94,2 mujeres, las cuales se ubican 
principalmente en las áreas de servicios (por cada 100 hombres, existen 156 mujeres)60. 




                                                      
55 INAMU (2017) Datos procesados por el INAMU con base en la ENAHO 2016. 




56 Datos proporcionados por el Departamento de Análisis Estadístico del MEP, 2017.  
57 Datos proporcionados en 2017 por CONARE, OPES, División de Sistemas, elaborado con datos de las Oficinas de 




Registro de las Universidades Estatales. 




58 Íbid. 




59 INEC-INAMU (2017) Sistema de Indicadores y Estadísticas de Género.  
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A nivel universitario, en 2015 la mayor parte de las graduadas se ubicaron en áreas como 
Educación, Ciencias de la Salud y Ciencias Sociales. En áreas como Ciencias Básicas o 
Ingeniería, el porcentaje de mujeres fue muy inferior al de los hombres. En el primer caso 
sólo alcanzó el 32,6%, mientras que en el segundo el 56,1%. En el ámbito educativo, 
entonces, la división sexual del trabajo sigue reproduciéndose y perpetuándose. No es 
casualidad que de las personas graduadas en carreras catalogadas como 
“tradicionalmente masculinas” solo un 30,9% sean mujeres61. Esta división sexual del 
trabajo obedece, tal como lo plantea el Ministerio de Ciencia, Tecnología y 
Telecomunicaciones, a la “persistencia de patrones de conducta socialmente aprendidos 
con respecto a lo que se espera debe ser y hacer un hombre y una mujer”, de modo que 
los roles son “interiorizados por la propia población” y esto se refleja en la tendencia clara 
de escogencia de carreras por sexo, entre otros aspectos de la vida62.  




Todas estas condiciones hacen que las mujeres que logran acceder al mercado laboral no 
lo hagan en igualdad de oportunidades y de trato con los hombres. Una consecuencia 
directa de ello tiene que ver con su pensión. Al recibir salarios menores, su pensión 
también será menor; además requieren más años de trabajo para alcanzar los mismos 
montos de pensión que los hombres, pues la brecha salarial se ve agudizada por el hecho 
de que sus trayectorias laborales se interrumpen generalmente por las responsabilidades 
del trabajo reproductivo, especialmente del cuido. 




El Estudio Actuarial del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte Administrado por la Caja 
Costarricense de Seguro Social63, reconoce que hay una desigualdad entre hombres y 
mujeres (no la califica ni de buena ni de mala). Según sus datos, cotizan regularmente, el 
64% del total de los afiliados varones, pero solo el 48% del total de afiliadas. Esto quiere 
decir que el 52% de ellas no va a llegar a la cantidad de contribuciones requeridas para 
jubilarse. En ese sentido, se habla de menor densidad de las mujeres. Esto obedece a los 
espacios huecos a lo largo de su trayectoria laboral, relacionados con sus tareas de cuido, 
lo que significa que no alcanzarán el requisito mínimo de contribuciones establecidas por 
ley. 




Esta realidad es aún más dura para las trabajadoras independientes. Según datos de la 
Encuesta Continua de Empleo, al III Trimestre de 201664, entre la población de mujeres 
trabajadoras independientes el 64% no tenía seguro por trabajo, y el 46,3% ganaba menos 
de un salario mínimo mensual, por lo que aun cotizando su pensión podría ser muy baja. 
Estos datos contrastan con los de los hombres en las mismas condiciones, pues a pesar 
de que el 47,8% ganaba menos de un salario mínimo mensual, el 59,6% sí tenían seguro 
por trabajo. Aunque el porcentaje de mujeres trabajadoras independientes sin seguro por 




                                                      
61 Íbid. 




62 Micitt. Plan Nacional de Ciencia, 2015-2021, p. 36. 
63 Rodrigo Arias López et al. Estudio Actuarial del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. 




64 Datos de INEC, 2017, derivados de la Encuesta Continua de Empleo, op. cit.  















trabajo ha disminuido (en el III Trimestre de 2014 era de 70,2%) sigue mostrando una 
importante desigualdad.  




En virtud de lo anterior, el Estado costarricense ha hecho recientemente (2018), un 
esfuerzo por generar iniciativas que permitan atender también los derechos de las 
mujeres que trabajan desde la informalidad, como por ejemplo, la firma de un Acuerdo 
Tripartito para la aprobación de la Estrategia Nacional de Tránsito a la Economía Formal 
basada en la Recomendación 204 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). El 
acuerdo fue firmado entre representantes del Gobierno de Costa Rica, la Unión 
Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado (UCCAEP) y las 
Centrales y Confederaciones Sindicales de Costa Rica y tiene como propósito echar a 
andar dicha estrategia para la Transición de la Economía Informal a la Economía Formal 
en Costa Rica. 




Por otro lado, como expresión de este nudo estructural la última Encuesta Nacional de 
Hogares65 señala la incidencia de pobreza en el país: según el método de medición por 
ingresos o línea de pobreza, dicha incidencia representa el 20% de los hogares. Este 
porcentaje disminuyó 0,5% con respecto al año anterior, lo que equivale a 2.039 hogares 
y representa una diferencia estadísticamente significativa. En el caso de la pobreza 
extrema, esta alcanzó un 5,7% de los hogares, reduciéndose en 0,6 puntos porcentuales, 
lo que equivale a 8.341 hogares. Esta diferencia también es significativa en el nivel 
estadístico. En el caso de la medición según el Índice de Pobreza Multidimensional, 
también se mostró una disminución importante, al alcanzar 18,8%, la cifra más baja de los 
últimos 7 años. Y, a pesar de que los niveles de desigualdad continúan altos, entre 2016 y 
2017 hubo una disminución del coeficiente de Gini per cápita, el cual pasó de 0,521 en 
2016 a 0,514 66 . Esto representa un cambio estadísticamente significativo en este 
indicador. 




En el país el porcentaje de hogares con jefatura femenina en 2017 era 38,3%, un punto 
porcentual por encima de lo reportado en 201667. Los hogares en condición de pobreza 
representan un 44,3% y los hogares en pobreza extrema un 46,1%. Al realizar el análisis 
de la pobreza tomando como base el Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), los 
hogares con jefatura femenina representan el 39,3% de los hogares considerados pobres. 




Al desagregar los datos por personas en lugar de hogares, los resultados de la ENAHO 
2017 indican que existen 164.252 mujeres en condiciones de pobreza extrema, así como 
418.046 en condiciones de pobreza. Para los hombres estas cifras corresponden 
respectivamente a 142.399 y 367. 847 68 . En términos porcentuales, las mujeres 
representan el 53,6% de las personas en pobreza extrema y el 53,2% de las personas en 




65 ENAHO (2017). 
66 Íbid. 




67 Íbid. 




68 Datos extraídos de la ENAHO 2017. 















pobreza no extrema. Es claro que en el país existen más mujeres que hombres que tienen 
carencias importantes y necesidades insatisfechas.  




Cabe resaltar que la cantidad de mujeres en condiciones de pobreza extrema se redujo en 
los últimos años, pues en 2014 se reportaron 190.194, cifra que ascendió en 2015 a 
200.794 y luego comenzó a descender nuevamente (entre 2015 y 2017 hay una diferencia 
de 36.542). Lo mismo sucede con las mujeres en condiciones de pobreza no extrema: en 
2014 se registraron 435.083, cifra que descendió a 410.884 en 2015, pero volvió a 
ascender en 2017. A pesar de ello se registraron 17.037 menos69. 




Es importante señalar que en el caso de la pobreza extrema, las mujeres superan a los 
hombres ampliamente en los grupos de edad de 20 a 59 años (59,3% de 20 a 29 años, 
63,9% de 30 a 39 años, 60% de 40 a 49 años, y 57,4% de 50 a 59 años), periodo de vida 
asociado a una mayor productividad económica y a la etapa reproductiva de las mujeres. 
Un fenómeno similar ocurre entre las personas con pobreza no extrema, entre quienes 
las mujeres superan a los hombres en los grupos de edad de 20 a 69 años (58,7% de 20 a 
29 años; 60,3% de 30 a 39 años; 55,1% de 40 a 49 años; 56,9% de 50 a 59 años; 55,4% de 
60 a 69 años), mostrando una clara desventaja y desigualdad de género. 




Al medir la pobreza utilizando el Índice de Pobreza Multidimensional es posible 
determinar cuáles de las privaciones contempladas afectan principalmente a las mujeres. 
Según la ENAHO 2017, son de sexo femenino el 55,4% de las personas que sufren la 
privación “Primera infancia sin cuido”; el 51,5% entre quienes tienen la privación “Fuera 
de la fuerza de trabajo por obligaciones familiares”, y el 50,5% entre quienes presentan 
“Rezago educativo”70. 




Con respecto al indicador “Fuera de la fuerza de trabajo por obligaciones familiares”, la 
privación se define como “aquellos hogares con al menos una persona fuera de la fuerza 
de trabajo debido a obligaciones familiares y donde hayan más de dos personas 
dependientes por cada persona en la fuerza de trabajo”71. Según el IPM, entre los hogares 
en condiciones de pobreza con jefatura femenina el porcentaje con esta privación 
aumentó un 1,4% entre 2016 y 2017 (de 19,3% a 20,7%). Para los hogares con jefatura 
masculina en la misma condición el aumento fue sólo de 0,3%, aunque presentan en 
mayor porcentaje la privación (24,4% en 2016 y 24,7% en 2017)72. Es posible que esto se 
deba a que las jefas de hogar tienen menores posibilidades de atender exclusivamente el 
cuidado de personas dependientes, pues deben asumir la manutención de sus familias, 
por lo que se incorporan en mayor porcentaje a la fuerza laboral a pesar de esas 
obligaciones. En el caso de los hombres jefes de hogar, quienes asumen las obligaciones 
familiares podrían ser sus parejas u otras personas en la familia, que se abstienen de 
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70 Íbid. 




71 INEC (2015) Índice de Pobreza Multidimensional (IPM). Metodología, op. cit. 




72 Datos extraídos de la ENAHO 2017, op. cit. 















incorporarse al mercado laboral para asumir estas tareas. Por ello el porcentaje de 
privación es mayor que en el caso de los hogares con jefatura femenina. 




Esto concuerda con el hecho de que al realizar un análisis de los hogares que presentan 
esta privación de acuerdo a su nivel de pobreza medido según el método “línea de 
pobreza”, es claro que en hogares con jefatura masculina a mayor pobreza, menor 
porcentaje de privación. Por ejemplo, en el año 2017 entre los hogares no pobres jefeados 
por hombres, el 78,6% tenían la privación, entre los que estaban en condición de pobreza 
no extrema este porcentaje descendía a 66,8%, y en los hogares en extrema pobreza, se 
reducía a 52,6%. Por el contrario, en hogares con jefatura femenina cuanto más se 
intensifica la pobreza, mayor es el porcentaje de privación. Esta tendencia se sostiene 
para los años 2016 y 2017. Para ese último año, en los hogares no pobres jefeados por 
mujeres sólo el 21,4% tenían la privación; la cifra aumentaba al 33,2% en los hogares 
pobres y a 47,4% en hogares con pobreza extrema. En estos últimos la privación se 
incrementó en más de 7% con respecto al año anterior (en 2016 era de 40,1%)73. 




Queda claro, entonces, que el fortalecimiento de las capacidades de las mujeres y el apoyo 
estatal mediante el mejoramiento de las condiciones para su inserción educativa y laboral 
sigue siendo una tarea pendiente de profundizar y necesaria para su desarrollo integral. 




La situación de las mujeres en este ámbito se encuentra en el centro de uno de los 
principales desafíos que enfrenta el país: la desigualdad económica creciente. Esfuerzos 
como el Plan Puente al Desarrollo constituyen iniciativas valiosas para intentar paliar esta 
desigualdad, pero sus impactos reales no pueden ser cuantificados en la actualidad. Por 
el momento, está claro que el 61% de la reducción de la pobreza según el método de 
medición por ingresos se explica por las transferencias de los programas sociales, 
especialmente en las zonas rurales y en hogares en pobreza extrema 74 . Del total de 
hogares beneficiaros de la Estrategia Puente al Desarrollo hasta el año 2017, el 79% 
poseen jefatura femenina. Del total de personas atendidas el 57,2% son mujeres, de ellas 
un 35% tiene menos de 12 años y de las jefas de hogar femeninas el 71,5% poseen entre 
19 y 39 años75.  




Sólo una política sostenida que propicie el empoderamiento para la autonomía económica 
de las mujeres tendrá un impacto significativo en la economía nacional y en el desarrollo 
integral del país, logrando una mayor distribución de la riqueza y los recursos, y 
rompiendo los ciclos de violencia y pobreza a los que están expuestas las mujeres. 




Nudo 4.  




                                                      
73 Íbid. 
74 Informe Estado de la Nación, 2017. El Plan Puente al Desarrollo ha sido parte de la estrategia de la Administración 




2015-2018 para atender la pobreza. 




75 Del total de hogares con mayor cantidad de pobreza según el SIPO, el 6% poseen jefatura femenina. Además, se trata 
en su mayoría de mujeres con edades entre los 19 y 39 años, correspondiendo al 62% de la totalidad. Fuente:  
IMAS. (sf) Puente al Desarrollo. Estrategia nacional para la reducción de la pobreza. 















Concentración del poder y relaciones de jerarquía en el ámbito 




público  




Como señala CEPAL76, a pesar de los procesos de democratización sostenidos en América 
Latina y el Caribe, en los últimos años permanecen vigentes “estructuras institucionales, 
sociales y culturales que restringen el acceso de las mujeres al ejercicio del poder y a los 
procesos de adopción de decisiones, así como el acceso a la justicia y a la exigibilidad de 
sus derechos”. Esto refiere directamente a la participación política, entendida ésta como 
una amplia gama de actuaciones interconectadas. “Estas van desde la participación en las 
elecciones y la participación en la discusión de diversos proyectos de ley, hasta la 
organización de las comunidades por las demandas de mejores condiciones de vida o por 
el derecho a vivir una vida libre de violencia. En fin, las mujeres actuando, organizándose 
y ejerciendo ciudadanía activa”77. 




En términos generales, la lucha por contar con una presencia igualitaria de las mujeres en 
puestos y espacios de toma de decisiones, procura una representación efectiva de sus 
intereses y necesidades en todos los ámbitos de la vida pública y en todos los niveles de 
organización. Por ello ha sido una apuesta estatal en la que han existido avances 
significativos en los últimos años. 




Como se ha señalado al inicio de este documento, mediante la Ley N°8765 del 19 de 
agosto de 2009, se reformó el Código Electoral, estableciendo la paridad política de 
mujeres y hombres en las nóminas de elección popular, en las estructuras partidarias y en 
los procesos de capacitación con fundamento en el principio de igualdad efectiva y no 
discriminación garantizado en la Constitución Política costarricense, y los convenios 
internacionales de derechos humanos ratificados por el país. La Sala Constitucional y el 
Tribunal Supremo de Elecciones han emitido diversas resoluciones en las que se 
interpreta la norma y se refieren a su aplicación, en las que hace hincapié en el principio 
de igualdad como un principio rector de nuestra democracia constitucional y que permea 
todo el sistema político y jurídico en sus dimensiones subjetivas y objetivas; señala la 
alternancia como un mecanismo que busca garantizar las mismas oportunidades de 
resultar electas o electos en los lugares de mayor posibilidad tanto a hombres como a 
mujeres78, y reconocen la obligación de los partidos políticos de aplicar la regla de la 
paridad horizontal (paridad en los encabezamientos) para lograr la igualdad a lo largo de 
todas las nóminas de candidaturas de elección popular79, así como la de cumplir con la 
paridad vertical (integrar cada lista provincial en sus encabezamientos, con un 50% de 
cada sexo colocados de forma alterna)80. 




76 Estrategia de Montevideo, op. cit., 2017, p. 20. 




77 INAMU (2015) Segundo Estado, op. cit., p. 209. 




78 Resolución 2012-1966 del 17 de febrero de 2012 de la Sala Constitucional. 
79 Resolución N°16075-15 del 23 de mayo de 2016 del Tribunal Supremo de Elecciones. 




80 Resolución N° 3603-E8-2016 del 23 de mayo del 2017 del Tribunal Supremo de Elecciones. 















Además de la legislación orientada a garantizar la participación paritaria de las mujeres 
en puestos de elección popular, se emitió jurisprudencia orientada a garantizar también 
su participación en organizaciones sociales de diversa naturaleza81. Estas iniciativas de ley 
y medidas normativas han ido acompañadas de ingentes esfuerzos por concientizar, 
sensibilizar e informar a la población general, mediante campañas educativas en medios 
de comunicación masiva tradicionales y no tradicionales, que abarcan temas diversos en 
materia de derechos humanos de las mujeres. 




No obstante, sigue habiendo desigualdad en la representación femenina en espacios de 
toma de decisiones. En las elecciones presidenciales del 2014, año en que se aplicó por 
primera vez la paridad, únicamente resultaron electas 19 mujeres para ocupar puestos de 
diputadas (un 33% de la Asamblea Legislativa), frente a 38 hombres (67% de las 
diputaciones). Esto indica que disminuyó su representación con respecto a las elecciones 
de 2006 y 2010, pues en ambas ocasiones el porcentaje de diputadas equivalía a 39%. El 
resultado fue, en parte, producto de una errónea aplicación del principio de paridad, que 
permitió a los partidos políticos relegarlas a puestos no elegibles de sus nóminas. Es así 
como sólo 8 mujeres encabezaron en esta ocasión su respectiva papeleta, frente a 31 
hombres82. 




Para el periodo de gobierno 2014-2018, la desigualdad en esta materia se expresó 
también en puestos de designación83, siendo que únicamente el 38% de los ministerios 
tuvieron por cabeza una mujer94, y en los viceministerios esto ocurrió en el 43,8% de los 
casos. El patrón se repitió para las Presidencias Ejecutivas, en las que sólo el 42,9% fueron 
lideradas por una mujer, y en las juntas directivas de instituciones públicas8495, en las que 
únicamente 34,6% de los nombramientos correspondió a mujeres85. 




Como señalaba el Segundo Estado de los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa 
Rica86, “a pesar de esta mayor presencia de las mujeres en puestos de toma de decisiones, 
los datos muestran que no logran llegar a los puestos de mayor poder”, es decir, que a 
mayor poder, menor participación de las mujeres, como se evidencia a través del estudio 
de los resultados de las últimas elecciones municipales. 




En 2016, únicamente resultaron electas 12 mujeres para encabezar las alcaldías del país, 
lo que equivale a un 15%. El restante 85% quedó en manos de hombres alcaldes. Esto 
representa un avance insignificante con respecto a las elecciones de 2010, en las que 88% 




                                                      
81 Ley de Porcentaje Mínimo de mujeres que deben Integrar las Directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones 




Solidaristas (Ley N° 8901, del 27 de noviembre 2010); Resolución 2014-5944 del 7 de mayo 2014, de la Sala 
Constitucional. 




82 INAMU (2017), cálculo con base en datos del Tribunal Supremo de Elecciones. Cómputo de votos y declaratorias de 
elección 2006, 2010 y 2016. [Esta nota sigue sin estar clara] 




83 Se refiere a las designaciones iniciales del periodo. No toma en cuenta los cambios de mando en dichos puestos. 94 




Se incluyen ministerios sin cartera. 




84 instituciones autónomas y adscritas al gobierno; datos al inicio de la administración. 




85 Se excluyen aquellas Presidencias Ejecutivas que tuvieron como recargo un ministerio. 




86 INAMU (2015) Segundo Estado, op. cit., p.266. 















de las personas electas como cabeza de las municipalidades eran hombres, y sólo el 12% 
era mujeres. Sin embargo, en los puestos de primeras vicealcaldías la tendencia se 
revierte, pues los resultados de 2016 arrojaron un 84% de mujeres electas y un 16% de 
hombres electos; en las vicealcaldías segundas el 25% fueron mujeres y 75% hombres. 
Con respecto a las elecciones de 2010, las vicealcaldías primeras mostraron un descenso 
en la asignación a mujeres, pues representaban 88% del total de los puestos. En cambio, 
las vicealcaldías segundas crecieron, pues en 2010 eran 17%87. 




Así como sucede con las vicealcaldías, en puestos de menor rango y responsabilidad en el 
ámbito municipal la participación de las mujeres tiende a incrementarse, aunque tampoco 
alcance una participación paritaria. Ejemplo de ello es que en 2016 resultaron electas 461 
regidoras, frente a 549 regidores. Es importante señalar que de las regidoras electas sólo 
el 44% estaban en propiedad y el 56% restante eran suplentes, pero de los 549 regidores 
el 55% estaban en propiedad y el restante 45% eran suplentes. Lo mismo ocurrió con las 
personas que ocuparon sindicaturas: se eligieron 475 mujeres frente a 476 hombres, en 
proporción prácticamente del 50%, pero entre las mujeres sólo el 37% estaban en 
propiedad, frente a un 64% de los hombres en la misma condición88. 




Por ello, resulta necesario revisar a lo interno de los partidos políticos tanto la cultura 
política que excluye a las mujeres de la toma de decisiones como los mecanismos que 
limitan su participación. A pesar de que existen avances, se sigue dando una especie de 
construcción piramidal, donde la presencia femenina aumenta considerablemente en las 
bases y disminuye en los niveles de jerarquía y ejercicio del poder. Se deben seguir 
promoviendo acciones y establecer normativa que prohíba el acoso y la violencia política 
contra las mujeres. Estas manifestaciones de discriminación violan sus derechos humanos 
y políticos y desalientan a muchas para el ejercicio y continuación de sus carreras políticas.  




Esta ausencia de representación femenina en espacios de toma de decisiones de los 
gobiernos locales y en el nivel nacional se reproduce en otro tipo de organizaciones 
sociales. Por ejemplo, en noviembre de 2017 del total de personas que participaban en 
las juntas directivas de Asociaciones de Desarrollo Indígena, sólo el 44% eran mujeres, y 
sólo en el 17,4% de los casos ellas las presidían89. 




La PIEG 2007-2017 se propuso cerrar, en la medida de lo posible, esas brechas 
estructurales fortaleciendo la participación política de las mujeres en todos los ámbitos y 
niveles, con el fin de conseguir una democracia paritaria. Sin embargo, y a pesar de los 
logros alcanzados, siguen existiendo dificultades en la materia y resulta necesario ampliar 
las líneas de acción para garantizar el ejercicio de una ciudadanía plena y activa de las 
mujeres en el país.  




                                                      
87 INAMU, 2017, con base en datos del Tribunal Supremo de Elecciones. Cómputo de votos y declaratorias de elección 




2010 y 2016. 




88 INAMU (2017), con base en datos del Tribunal Supremo de Elecciones. Cómputo de votos y declaratorias de elección 
2016. [Aquí lo mismo. Una vez aclarada la 92, si aquí se refieren a la misma base de datos, poner , después de 
Tribunal Supremo de Elecciones, op. cit. 




89 Íbid. 















III PARTE:   PROCESO DE ELABORACIÓN DE LA POLÍTICA 




NACIONAL PARA LA IGUALDAD EFECTIVA ENTRE MUJERES 




Y HOMBRES PIEG 2018-2030




• • •




Fases durante la construcción de la  política de 




igualdad efectiva entre  mujeres y hombres 2018-2030




La Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030, que se 
incluye en este documento, plasma una voluntad política impulsada y liderada por el 
Instituto Nacional de las Mujeres –INAMU- y, parte de compromisos internacionales 
aprobados por Costa Rica, del estado de situación de las brechas de desigualdad de 
género en el país, de demandas colectivas de mujeres diversas de todo el territorio 
nacional y del posicionamiento de nuevos paradigmas y enfoques conceptuales y 
metodológicos sobre derechos humanos e igualdad efectiva.  




Parte también, de un balance acerca de la implementación de la política anterior: Política 
Nacional de Igualdad y Equidad de Género 2007-2017, de sus principales logros y retos 
durante los últimos 10 años, cuyo rumbo estuvo marcado por una priorización estratégica 
plasmada en seis objetivos estratégicos:  




• Cuido como responsabilidad social




• Trabajo remunerado y generación de ingresos




• Salud y Educación a favor de la igualdad




• Protección de derechos y frente a todas las formas de violencia




• Democracia paritaria y participación política




• Fortalecimiento de la institucionalidad a favor de la igualdad y equidad de
género




Para formular la PIEG 2018-2030, el INAMU, desde la Secretaría técnica encargada, diseñó 
una estrategia de trabajo, presentada y retroalimentada por diversas instancias: 
Despacho de la Ministra de la Condición de la Mujer, Comité Técnico INAMU y por la 
Comisión Técnica Interinstitucional de la PIEG, conformada por enlaces técnicos de las 
instituciones ejecutoras. La propuesta es avalada formalmente por la Comisión de Alto 















Nivel Político, donde se integran representantes oficiales de los Poderes de la República y 
del Tribunal Supremo de Elecciones.  




FASE I.  Balance de cumplimiento y Evaluación del Modelo de 




Gestión de la Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género 




2007-2017  




a)   Elaboración de informes de cierre de la PIEG 2007-2017 




Durante el año 2017 y principios del 2018 se han elaborado tres informes relacionados 
con la PIEG 2007-2017, a saber: a) Un informe balance, que da cuenta de los principales 
avances y rezagos del período 2007-2017 y que retoma los resultados de cumplimiento 
de los planes de acción 2008-2012, 2012-2015 y 2015-2017; b) un análisis sobre el avance 
en el cierre de brechas de desigualdad que afectan a las mujeres en Costa Rica, de acuerdo 
a los seis objetivos estratégicos planteados originalmente y con base en la actualización 
de los indicadores de resultado de la; y c) una evaluación del Modelo de Gestión adoptado 
por la PIEG a lo largo de los 10 años de ejecución de la política.  




Por otra parte, se elabora un diagnóstico actualizado sobre la situación de las brechas de 
género en el país en diversos campos: empleo, salud, violencia contra las mujeres, 
participación política, salud sexual y reproductiva, pobreza, sector rural, personas con 
discapacidad, y cambio climático, cuyo resumen se presenta en la Parte II de este 
documento. 




En este caso, cabe resaltar el apoyo de la cooperación internacional durante la 
elaboración de algunos de estos estudios: destaca la colaboración oportuna de 
EUROsociAL para el estudio de brechas de mujeres rurales; de parte de la UNESCO: el 
análisis de situación y propuestas desde las Mujeres con Discapacidad para su 
incorporación en la PIEG y sus planes de acción. Asimismo, para la evaluación del Modelo 
de Gestión de la PIEG 2007-2017, se contó con apoyo de la Cooperación de FIIAP (España 
con fondos EUROsociAL- Unión Europea), mediada en Costa Rica por el Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica MIDEPLAN, bajo el modelo de cooperación 
Sur-Sur. 




Con esta información, se lleva a cabo el proceso de reflexión y discusión sobre lo actuado 
desde la PIEG, sus principales logros y rezagos, fortalezas y dificultades, y se pasa a definir 
las prioridades de actuación de los próximos años. Quedó en el tintero una mayor 
profundización de estudios de brechas de género vinculadas con cambio climático90, agua 
y transportes. Sobre el tema de seguridad, es conveniente remitirse a la recién publicada 




                                                      
90 En el caso de Cambio Climático, el país se encuentra en proceso de aprobación del Plan Nacional de Cambio Climático 




en el cual se ha consultado al INAMU y a la UICN sobre la incorporación de la perspectiva de género, pero cuyos 
resultados no han sido conocidos al momento de finalizar este proceso de construcción de la PIEG 2018-2030. 















Política Nacional para la Atención y Prevención de la violencia contra las mujeres de todas 
las edades 2017-2032, coordinada desde el INAMU en conjunto con el Sistema Nacional 
de Violencia contra las Mujeres –SNVcM-, bajo la Ley 8688 vigente y vinculada con el 
Sector Seguridad Ciudadana y Justicia, la cual retoma en su diagnóstico la situación actual 
de las mujeres en materia de violencia. 




Conviene aclarar que estas investigaciones y ponencias constituyen insumos muy valiosos 
que serán también utilizados durante la confección de los planes de acción de esta política 
PIEG 2018-2030 y que constituirán la expresión operativa de la política. 




b)  Consultas de balance con participación de mujeres y personal de instituciones en 




todas las regiones del país  




Las voces femeninas en este proceso de balance de la política ha sido crucial; se realizaron 
un total de veinte sesiones de consultas con mujeres de las seis regiones programáticas 
del país Brunca, Central, Chorotega, Huetar Caribe, Huetar Norte y Pacífico Central), sobre 
el cumplimiento de la PIEG, sus percepciones, y el impacto en sus condiciones de vida, 
durante los meses de mayo a julio 201791 . 




También se llevaron a cabo sesiones de trabajo con personal de instituciones públicas 
presentes en las regiones como agentes responsables de implementar los planes de 
acción de la política. Estas sesiones de consulta arrojaron resultados muy signitivativos. A 
continuación algunos de ellos: 




•  Con las mujeres 




❙ Conocen de las acciones que se realizan en la Política y hacen una valoración del 
grado de avance de algunos objetivos, principalmente de servicios de cuido a 
niñas y niños, participación política-capacitaciones, servicios en salud sexual-
relacionado con servicios de salud, métodos anticonceptivos, apoyo a 
emprendimiento de las mujeres y atención de la violencia intrafamiliar. 




❙ Indican que las ofertas de las instituciones no siempre reconocen sus demandas 
particulares, por ejemplo en cuido, horarios, lugares de residencia, tipos de 
trabajo, y así para otras acciones de la PIEG.  




❙ Para ellas los objetivos de la Política siguen vigentes, reconocen sus necesidades 
actuales en materia de cuido, trabajo remunerado, salud sexual y 
reproductiva, cambio cultural, atención de violencia, participación política, 
conocimiento de sus derechos, acceso a servicios y apoyo para al 
emprendedurismo y la empresariedad.  




                                                      
91 Ver cuadro resumen con detalle en documento: Sistematización de talleres de diálogo y negociación en el marco del 




proceso de actualización de la PIEG 2018-2030 de Costa Rica. Inédito. Documento interno Secretaría Técnica –
INAMU-EUROsociAL 2018. 















❙ Señalan nuevas demandas para la política al 2030, algunas reforzando y
ampliando lo que se ha venido implementando, como cuido para personas 
adultas mayores, personas con enfermedades, y otras nuevas en ciencia y 
tecnología, acceso a servicios, como FOMUJER1, entre otros. 




• Con personal de las instituciones nivel regional y local




❙ Se ejecutan algunos compromisos de los planes de acción, como parte del
quehacer institucional, aunque no siempre identifican que responden a la 
Política de Igualdad.  




❙ Identifican la importancia de esos compromisos en el trabajo regional y sobre la
necesidad de que haya más articulación regional y coordinación nivel central-
regional. 




❙ Se muestra interés realizar aportes en el mejoramiento de la ejecución de las
acciones en la región. 




❙ Se indica de manera relevante trabajar en la Política 2018-2030 con acciones que
promuevan cambio cultural, para poder avanzar en todos los objetivos que 
se propongan. 




De lo anterior se deriva la necesidad de a) avanzar hacia una política con expresión 
regional, con respuestas acordes a las necesidades y condiciones de las mujeres de las 
diferentes territorios y localidades, y con mecanismos regionales-locales de coordinación 
para su implementación y seguimiento; b) establecer nuevos enfoques conceptuales y 
metodológicos en materia de igualdad entre mujeres y hombres y derechos humanos c) 
articular las políticas públicas existentes en el país. 




Por otro lado, tal y como se indica en el apartado de compromisos internacionales, en la 
década 2007-2017 se firmaron nuevos acuerdos regionales e internacionales, que 
implican nuevos retos y desafíos para el Estado costarricense, además de los ya 
ratificados. 




Los enfoques conceptuales y metodológicos para la nueva política fueron revisados y 
actualizados, permitiendo mirar o apuntalar la diversidad y las características particulares 
que asume la discriminación en los distintos grupos de mujeres y sobre nuevas estrategias 
de gobernanza de las políticas públicas. Se incluyen, como novedosos en la política PIEG 
2018-2030 los enfoques de interseccionalidades o discriminaciones múltiples e 
interculturalidad, y desde el modelo de gestión, el enfoque de trazabilidad y 
regionalización de la PIEG, sustentados en la necesidad de reconocimiento de la 
diversidad y la inclusión, pero también en el reconocimiento de la necesidad de 
desconcentración administrativa regional y local, así como de la articulación y alianzas 
público-público y público-privadas. Nada de esto implica olvidar la urgencia de poner en 















práctica una nueva propuesta de articulación interinstitucional a favor de la igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres. 




Un aporte clave en este proceso de revisión y actualización conceptual y de enfoques y 
acercamientos metodológicos, lo constituyó el documento: Estrategia de Montevideo 
para la implementación de la Agenda Regional de Género en el Marco del Desarrollo 
Sostenible hacia 2030, elaborado por la CEPAL y que hace aportes significativos en la 
identificación de nudos estructurales para alcanzar la igualdad de género presentes en 
América Latina y el Caribe y, las estrategias para superarlos. La División de género de la 
CEPAL, mediante el trabajo de varias de sus colaboradoras acompañó importantes 
debates internos del grupo decisor de la nueva PIEG 2018-2030 en Costa Rica.92 




c)  Revisión de Políticas vigentes en el país 




Adicionalmente, se revisaron algunas políticas públicas vigentes en el país, con el objetivo 
de identificar si abordan algunos asuntos, nudos o brechas de desigualdad entre sexos y 
cómo sus propuestas podrían articularse con la Política Nacional de Igualdad Efectiva que 
ahora se presenta. Ellas son: 




• Política Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres en la formación, 
el empleo y el disfrute de los productos de la Ciencia, la Tecnología, las 
Telecomunicaciones y la Innovación 2018-2017 




• Política de Estado para el Desarrollo Rural Territorial Costarricense (PEDRT) 
2015-2030 




• Política Migratoria Integral para Costa Rica 2013 




• Política Nacional de Gestión del Riesgo 2016-2030 




• Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y 
xenofobia 2014-2025 




• Política nacional para la atención y la prevención de la violencia contra las 
mujeres de todas las edades -PLANOVI 2017-2032 




• Política de la Persona Joven 2014-2019 




• Políticas para el Sector Agropecuario y el Desarrollo de los Territorios Rurales 
2015-2018 




De su revisión y análisis se puede destacar lo siguiente: 




                                                      
92 Se contó con tres visitas técnicas de la CEPAL durante el proceso de elaboración de la política: Pamela Villalobos 




Koeniger y Nicole Bidegain Ponte, de la División de Género de la CEPAL brindaron asistencia técnica en estas 
oportunidades (octubre-diciembre 2017). 















Existen políticas públicas que tienen como objetivo principal eliminar las desigualdades 
de género, tales como la recién aprobada Política para la atención y prevención de la 
violencia contra las mujeres de todas las edades 2017-20132 PLANOVI, cuya coordinación 
está a cargo del INAMU como instancia rectora en la materia. Al existir esta política 
específica, la PIEG abordará acciones de prevención y atención de otros tipos de violencia 
como el acoso político, acoso laboral y violencia obstétrica, relacionadas con 
discriminación en la participación política, en el empleo y atención de la salud de las 
mujeres y se referirá al PLANOVI en los casos relacionados con violencia de género, 
masculinidades positivas a favor de la igualdad y otras formas de prevención vinculadas 
con la seguridad a favor de las mujeres. 




La Política Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres en la formación, el empleo 
y el disfrute de los productos de la Ciencia, la Tecnología, las Telecomunicaciones y la 
Innovación, centra su accionar en el avance hacia la igualdad en los campos enunciados, 
y haciendo énfasis en las principales brechas de género presentes en la educación, empleo 
y disfrute de los productos de la ciencia, la tecnología, las telecomunicaciones y la 
innovación, y que limitan la participación femenina en empleos de los sectores privados y 
públicos de mayor dinamismo en el país. La PIEG también retoma la situación de 
desigualdad de las mujeres en estos campos e incorpora algunos resultados relacionados 
en el Eje de distribución de la riqueza, respaldando lo propuesto en dicha política como 
ruta para el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo sostenible al 2030. 




La Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y 
Xenofobia, recoge las necesidades de migrantes, indígenas y afrocostarricenses 
rescatando las particularidades de las mujeres, con una clara intencionalidad de 
reconocer y abordar las desigualdades por género. Esta Política contribuye al 
reconocimiento de las múltiples discriminaciones que viven las mujeres en Costa Rica. La 
PIEG también retoma las demandas de los colectivos de mujeres migrantes, indígenas y 
afrocostarricense y posiciona algunas de sus demandas en el marco del principio de 
inclusión. 




Las otras políticas: de juventud, sector agropecuario, migración internacional, desarrollo 
rural y gestión del riesgo, incluyen el enfoque de género en su marco conceptual, rescatan 
particularidades de las mujeres en la problemática o con la población que abordan e 
introducen algunas líneas de trabajo específicas para las mujeres, visualizando sus 
condiciones de género. Lo anterior se considera un avance significativo en la 
transversalización del enfoque de género en las políticas públicas y un reto en términos 
de las articulaciones necesarias para su ejecución. 




La PIEG parte de nudos estructurales de desigualdad de género, en campos o con 
poblaciones meta de otras políticas públicas, y ofrece un espacio para conjuntar esfuerzos 
para hacer efectivos los compromisos por la igualdad, como un compromiso del Estado.  




FASE II: 




CONSTRUCCIÓN DE LOS EJES 















DE LA POLÍTICA AL 2030  




La Política tiene como intención abordar y reducir los nudos estructurales que provocan 
la persistencia de las desigualdades sexuales en distintos campos o espacios del desarrollo 
en Costa Rica y que impiden el avance hacia la igualdad efectiva.  




Como se mencionó más arriba, para esta fase de formulación, se consideró estratégico 
utilizar como marco de referencia los análisis e instrumentos generados por la CEPAL, 
suscritos por los Estados parte, tales como la Estrategia de Montevideo para la 
implementación de la Agenda de Género 2030 antes descrita, y en particular se han 
analizado para Costa Rica los nudos identificados en el mismo documento de Estrategia: 
Desigualdad socioeconómica y persistencia de la pobreza en el marco de un crecimiento 
excluyente; Patrones culturales patriarcales, discriminatorios y violentos y predominio de 
la cultura del privilegio; División sexual del trabajo e injusta organización social del 
cuidado; Concentración del poder y relaciones de jerarquía en el ámbito público.  




Hacia el segundo semestre del año (setiembre-noviembre 2017) se realizaron espacios de 
diálogo y negociación con diversos actores públicos y privados, incluyendo organizaciones 
de la sociedad civil y organizaciones y grupos de mujeres, con el fin de reconocer como 
válidos dichos nudos estructurales. A partir de los datos nacionales acumulados y desde 
su misma experiencia, también se consultó a representantes de instituciones públicas y 
de empresas privadas interesadas en la igualdad. 




•  Las voces de las mujeres, los nudos de la desigualdad y los ejes de la PIEG 




2018-2030 




Uno de los asuntos que se ha propuesto fortalecer la Política PIEG es el reconocimiento 
de las particularidades de las mujeres, identificando otras discriminaciones presentes de 
forma simultánea como son: las desigualdades por edad, lugar de residencia, etnia, 
nacionalidad, orientación sexual e identidad de género. 




Es decir, que además de reconocer la discriminación por género, deben generarse 
acciones que reconozcan esas múltiples discriminaciones 93  hacia las mujeres, que 
producen experiencias e impactos diferenciados en sus vidas, en relación con las 
oportunidades y el acceso real al ejercicio de sus derechos y que, en muchos casos los 
agravan y los alejan de alternativas y soluciones acordes a sus necesidades.  




De acuerdo con lo anterior, se realizaron espacios de diálogos con grupos específicos de 
mujeres, a fin de identificar sus demandas y necesidades, entre ellas: mujeres 
afrodescendientes, jóvenes, rurales, lesbianas y bisexuales, migrantes, con discapacidad, 
trans, feministas, mujeres de organizaciones sociales, adultas mayores, y empresarias.  




                                                      
93 A estas condiciones cruzadas o múltiples se les ha llamado interseccionalidades de género. 















La información derivada de estos ejercicios permitió elaborar y validar, por un lado, los 
avances de la PIEG, anterior, así como los nudos estructurales y brechas vigentes, 
expresadas en forma de problemas y soluciones, según sean las poblaciones específicas. 
Estos insumos se conjuntaron con los resultados derivados de las consultas evaluativas 
previas, desarrolladas en todas las regiones del país, tanto a mujeres como personal de 
instituciones94. 




Los grupos de mujeres, independientemente de sus particularidades, identificaron como 
vigentes los seis objetivos de la PIEG 2007-2017 acordes a sus necesidades, tales como 
cuido, empleo, generación de ingresos, derechos laborales y participación política. Y 
reconocieron la vigencia de los nudos estructurales de género analizados. 




También señalaron necesidades específicas derivadas de otras situaciones de 
discriminación simultánea: las mujeres afro por discriminación étnica, plantean la 
importancia del reconocimiento y respeto a su cultura; las trans sobre el reconocimiento 
a su identidad, como una necesidad imperiosa para acceder a otros derechos; las mujeres 
con discapacidad, enfatizan la necesidad del acceso a la educación y al trabajo, así como 
la modificación de currículos educativos haciéndolos más inclusivos y el acceso a la 
tecnología; las lesbianas y bisexuales apuntan particularmente al maltrato que sufren y la 
estigmatización en lo público (servicios públicos) y en lo privado (grupos sociales u otros 
espacios). Las jóvenes apuntaron a la necesidad de que se reduzca el adulto-centrismo y 
se ponga atención hacia la ausencia o limitadas oportunidades laborales que enfrentan, 
además de la necesidad de actividades de divulgación de sus derechos. Las adultas 
mayores hicieron notar el irrespeto y maltrato que existe en la sociedad hacia las personas 
de más edad, en especial el trato discriminatorio por parte de funcionarias y funcionarios 
públicos.  




El cambio cultural se plantea como una prioridad en todas las consultas. Para cada uno de 
los objetivos de la PIEG 2018-2030 se indica la necesidad de un cambio profundo en los 
patrones de socialización, una cultura más respetuosa de los derechos humanos de las 
mujeres, el respeto a las diversidades, y hacia la igualdad sustantiva o de hecho, entre 
sexos.  




En estas consultas, donde se examinaron los nuevos ejes para la PIEG 2018- 




2030, participaron aproximadamente 300 mujeres. 106 




FASE III. 




Definición y contenidos  de la 




Política PIEG 2018-2030 




Para la elaboración de la propuesta de la Política se conformó una comisión interna en el 
INAMU, coordinada por la Secretaría Técnica de la Política y acompañada en algunas 




94 Véase Pichardo, Vanessa. Sistematización de consultas y espacios de diálogo y negociación para la formulación de la 




Política Nacional de Igualdad Efectiva entre mujeres y hombres PIEG 2018-2030. Informe final (Anexo). 106 Ídem. 















ocasiones por representantes de la CEPAL, División de Género. Las prioridades de la 
política se construyen a partir de los insumos de los diferentes espacios de diálogo y 
negociación, de la evaluación de la PIEG 2007 – 2017, los espacios con grupos específicos 
y el análisis del balance de ejecución de los planes de acción acumulados; así como a partir 
del estado de situación de las brechas de desigualdad de género en el país. 




Se definen en el nivel político los siguientes ejes de política: 




 ❙  Eje 1. Cultura de los derechos para la igualdad 




 ❙  Eje 2. Distribución del tiempo 




 ❙  Eje 3. Distribución de la riqueza 




 ❙  Eje 4. Distribución del poder 




Una vez que se contó con esta definición cuya conceptualización de los ejes se encuentra 
en la Parte IV de este documento, el comité interno armonizó y definió una primera 
propuesta de objetivos estratégicos y resultados esperados como columna vertebral de 
la nueva Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres -PIEG- 2018-
2030 y con esta propuesta se realizaron cuatro sesiones de consulta nacionales para 
retroalimentarla. En estas sesiones participaron mujeres de la sociedad civil, personal de 
instituciones, gobiernos locales, representantes feministas y personas expertas en 
derechos humanos y políticas públicas. Los diferentes grupos realizaron significativos 
aportes en el refinamiento de la propuesta de los ejes. Se rescata, en este caso particular, 
el interés de concretar acciones más cercanas a las realidades de la población, 
manifestado desde los gobiernos municipales, en alianza con otras instancias locales. 




Posteriormente, la propuesta de documento de la Política se terminó de revisar, negociar 
y ajustar en la Comisión Técnica Interinstitucional de la PIEG, en la cual participaron 
representantes oficiales de las instituciones públicas involucradas en su ejecución. Se 
realizaron tres sesiones de trabajo, en las que se puso mayor énfasis en los ejes 
propuestos y los principales resultados.  




•  Reflexiones finales de esta fase III de consulta sobre los ejes de política, 




objetivos y sus resultados esperados95  




Se reconoce por parte de los distintos actores, la importancia que tiene que la política sea 
asumida como una responsabilidad del Estado de Costa Rica. Este punto es un desafío 
existente en la mayoría de los países de la región latinoamericana y El Caribe, puesto que 
la tendencia ha sido que el mecanismo de la mujer se perciba como el responsable estatal 
exclusivo de la igualdad de género, cuando los compromisos han sido asumidos, de 
manera más amplia, por los Estados. Por lo tanto, las instituciones de los tres Poderes y 
del TSE deben asumir de manera compartida este mandato, mediante políticas, 
normativas y estructuras institucionales (unidades u oficinas de género, comisiones de 




                                                      
95 Tomado de Vanessa Pichardo, op. cit. 















trabajo), estrategias y planes con mecanismos de rendición de cuentas, de coordinación 
interinstitucional y de alianzas con otros actores no estatales.  




En cuanto a la gestión de la política se reconoce el liderazgo asumido por el INAMU en la 
implementación de la política y la necesidad de continuar fortaleciendo su rol de rectoría 
junto a la red de unidades de género y las Oficinas municipales de la mujer –OFIM-. Las 
recomendaciones al último informe de la CEDAW incluyen este desafío como un 
mecanismo que podría contribuir a la apropiación de la política por parte de las 
instituciones públicas a diferentes niveles (nacional, regional y local) y a ampliar la 
cobertura de servicios y programas sobre todo en el ámbito local. El fortalecimiento de la 
red de unidades de género  y de las OFIM implica identificar qué instituciones y gobiernos 
municipales cuentan con dicha estructura o al menos, si se ha conformado una comisión 
de trabajo sobre este tema, identificar su presencia en el nivel local, explorar la posibilidad 
de ampliar la red y la definición de una estrategia de desarrollo de capacidades para la 
asistencia y acompañamiento del INAMU a estas instancias durante el próximo período 
que abarca la política de igualdad efectiva. 




En consideración a que no todas las instituciones o gobiernos municipales podrán asumir 
la apertura de una estructura institucional de esta índole dados los recursos existentes, 
se puede acompañar la estrategia de desarrollo de capacidades con la gestión del 
conocimiento y el establecimiento de alianzas con actores no estatales para el desarrollo 
de acciones que permitan implementar la política en el nivel local. El fortalecimiento de 
la red de unidades de género debe estar contenida en el paso siguiente: la estrategia de 
regionalización de la política.  




En este sentido, la mayoría de los actores compartieron la necesidad de trascender a una 
estrategia de regionalización de la política que permita descentralizar la toma de 
decisiones y procesos ulteriores para tener un mayor y mejor impacto local. La 
regionalización tiene varias dimensiones y retos: por un lado, la coherencia entre la 
política nacional y las políticas locales, el marco legal nacional y local, el fortalecimiento 
del INAMU y la red de unidades de género, OFIM, el marco normativo y la estructura 
institucional existente (políticas, reglamentos, etc., mecanismos de coordinación 
interinstitucional a todos los niveles), la articulación con redes sociales y otros actores no 
estatales, sistemas de planificación del desarrollo y presupuestos sensibles al género, la 
participación ciudadana, y con ella la rendición de cuentas, la fiscalización y auditoría 
social y, el monitoreo y evaluación constantes. 




Esto último se vincula con la necesidad de fortalecer las capacidades de las mujeres de 
manera organizada o no, para fiscalizar y realizar una auditoría social de la 
implementación, monitoreo y evaluación de la política. La actualización de la política ha 
utilizado una estrategia participativa desde las regiones y de las mujeres en su diversidad. 
Ambos elementos deben de mantenerse y ser parte integrante de la implementación de 
la política. 




Los insumos generados por los diferentes espacios de diálogo volvieron evidente la 
urgencia de aplicar los enfoques de trabajo de la igualdad de género, los derechos de las 















mujeres, la interseccionalidad e interculturalidad identificados por la Estrategia Regional 
de Género prevista en Montevideo 2016. Las mujeres jóvenes, rurales, indígenas, con 
discapacidad, mayores de edad, afro, trans, lesbianas y bisexuales han hecho 
planteamientos en torno a diferentes situaciones de discriminación que requieren 
medidas de acción afirmativa temporales para superar las discriminaciones y las brechas. 
Entre los desafíos señalados se destacan: la generación de estadísticas desagregadas por 
edad, identidad de género, raza, etnia, mujeres con discapacidad y su cruce con la variable 
sexo; cuotas de participación en el mercado laboral, el ámbito político; el acceso a la 
información sobre sus derechos; la formación a estos grupos; la promoción de cambios 
socioculturales y el combate contra los estereotipos discriminatorios. Las últimas 
recomendaciones de la CEDAW recibidas por el Estado costarricense incluyen dicha 
preocupación e insta al Estado a tomar medidas en este sentido. 




Un desafío persistente es el cambio de patrones socioculturales y estereotipos de género 
que legitiman la violencia hacia las mujeres y las desigualdades de género. En este sentido 
se proponen medidas dirigidas a la sociedad en su conjunto a través de estrategias de 
información, educación y comunicación adaptadas a las necesidades de los diferentes 
grupos con objetivos medibles a mediano y largo plazo. Es necesario que medios de 
comunicación públicos y privados, periodistas, docentes, políticos y otros formadores de 
opinión, incluyan estrategias de desarrollo de capacidades sobre equidad de género y 
promoción de los derechos humanos de las mujeres. Asimismo, es importante capacitar 
y sensibilizar al funcionariado público sobre la política, la igualdad de género, la 
interseccionalidad y la mejora en la atención. El eje cultura de derechos para la igualdad 
engloba las medidas antes mencionadas. Este eje es clave para poder implantar los otros 
tres ejes y es el que permitirá que la política pueda dar un salto cualitativo con mejores 
resultados al 2030. Los ejes relativos a distribuir la riqueza, el tiempo y el poder evidencian 
las principales preocupaciones y posibles medidas para contribuir a la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres en Costa Rica, según las consultas. 
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base a la política 




Según el Alto Comisionado de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas, 
“los derechos humanos son garantías jurídicas universales que protegen a los individuos 
y los grupos contra acciones y omisiones que interfieren con las libertades y los derechos 
fundamentales y con la dignidad humana”96. 




Estos derechos han sido garantizados por la comunidad internacional mediante tratados 
o convenciones de carácter vinculante, los cuales imponen obligaciones de acción y 
omisión, particularmente a los Estados y sus agentes. No pueden ser suspendidos o 
retirados por los Estados. Se centran en la dignidad y la igualdad de todos los seres 
humanos; son indivisibles e interdependientes (están interconectados entre sí y no 
jerarquizados), integrales (deben cumplirse en conjunto), complementarios, 
irrenunciables e intransferibles109. 




Partiendo de los derechos humanos como el eje central de la presente política, se detallan 
algunos de los principios y enfoques desde los cuales esta se desarrollará: 




-Principio de universalidad. Parte de la premisa de que “todas las personas nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos”97, por lo que necesariamente nos remite a los principios 
de igualdad, justicia y no discriminación que caracterizan al espíritu de los derechos 
humanos. 




                                                      
96 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2006). Preguntas frecuentes sobre 




el enfoque de derechos humanos en la cooperación para el desarrollo, p. 1. 109 Ídem. 
97 Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 1). 















De acuerdo con este principio, todas las personas –sin importar su etnia, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición– son titulares de los derechos 
y libertades que han sido reconocidos para toda la población; por lo tanto, pueden exigir 
su reconocimiento y/o cumplimiento, independientemente del contexto social, cultural, 
político y económico que se viva en el país. 




-Enfoque de derechos humanos. Se desarrolla a partir del principio de universalidad. Se 
aplica al desarrollo y las políticas públicas; se orienta a la promoción y protección de los 
derechos humanos, lo cual implica colocar las necesidades de las personas como eje 
prioritario de las acciones, programas o políticas sociales por implementar.  




Su objetivo central es “…servir de herramienta para identificar y analizar las desigualdades 
que forman parte de los problemas más importantes del desarrollo para, de esa forma, 
corregir las prácticas de carácter discriminatorio y de las injustas relaciones de poder que 
dificultan el progreso”98. La puesta en práctica de principios como la universalidad, la 
igualdad y la no discriminación, plantea a los Estados el reto de crear políticas públicas 
que garanticen el ejercicio de los derechos humanos a todas las personas que habiten su 
territorio, mediante el acceso -en igualdad de condiciones- a las instituciones, servicios y 
programas dirigidos a fortalecer la autonomía, la ciudadanía activa y la participación en la 
vida social, económica, política y cultural del país. 




-Enfoque de igualdad de género. Es indispensable para el cumplimiento de los derechos 
humanos. Puesto que la desigualdad de género es una de las más pronunciadas y antiguas, 
es imprescindible incorporar este enfoque en el desarrollo de las políticas públicas, 
porque permite situar las diferencias sexo-género como fuente de discriminación en 
contra de las mujeres. Para el INAMU, el género es una categoría analítica que “permite 
comprender y analizar los significados, las relaciones y las identidades construidas 
socialmente producto de las diferencias biológicas entre los sexos. En otras palabras, el 
género llama la atención acerca de las construcciones sociales de distinto orden -desde 
prácticas hasta normas, valores y símbolos- asociadas a los sexos femenino y masculino”99. 
Históricamente dichas construcciones han tenido como efecto directo la discriminación 
en contra de las mujeres, generando desigualdades con respecto a los hombres en todos 
los ámbitos. 




La CEDAW, en su artículo 1 define esta discriminación como “toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 
sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera”. 




                                                      
98 FPNU et al. La Integración de los Enfoques de Género, Interculturalidad y Derechos Humanos, p. 21. 
99 INAMU. PIEG 2007-2017, p. 17. 















El enfoque de género “obliga a mirar cualquier situación social, o programa de 
intervención desde una perspectiva que permita entender las necesidades específicas de 
mujeres y hombres y además los efectos diferenciales de cada situación en ellas y 
ellos” 100101 . Implica también comprender que las políticas públicas tienen efectos 
diferenciados en hombres y mujeres debido a las diferencias de necesidades, intereses y 
oportunidades que presentan, por lo que resulta fundamental su aplicación en el diseño, 
desarrollo y evaluación de las estrategias de intervención pública a fin de que sean 
efectivas para toda la población. 




Como señala la Oficina del Alto Comisionado, el enfoque de derechos humanos y el 
enfoque de género en las políticas públicas son complementarios y se refuerzan 
mutuamente: 




Ambos se apoyan en un marco analítico que puede aplicarse a todas las actividades 
de desarrollo [...]. Ambos exigen prestar atención a los efectos de las actividades en 
el bienestar de grupos concretos, así como a la importancia de la potenciación de 
la autonomía y la participación en la toma de decisiones. Ambos se aplican a todas 
las fases de las actividades [...] y a todos los tipos de actuaciones [...]. Ambos exigen 
la aplicación sistemática de enfoques nuevos y diferentes a las actividades en curso 
en lugar de desarrollar actividades nuevas que se suman a las existentes114. 




El enfoque de igualdad de género asume que las construcciones sociales sobre el género 
no son fijas ni inmutables. Precisamente por su carácter histórico y de determinación 
social, pueden ser modificadas en aras de alcanzar una mayor igualdad entre hombres y 
mujeres, a lo cual aspira. 




Esta igualdad debe ir más allá de la igualdad de jure: debe ser sustantiva o de facto, lo cual 
requiere garantizar mediante leyes que “las mujeres tengan las mismas oportunidades 
que los hombres en las distintas esferas sociales y personales y exista un contexto 
propiciatorio para lograrlo en los hechos” 102. Esto “implica la obligación del Estado para 
remover todos los obstáculos para que la igualdad se alcance en los hechos”103. 




Al respecto, según indica el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, no basta con “garantizar a la mujer un trato idéntico al del hombre” 104: deben 
tomarse en cuenta las diferencias biológicas y las socialmente creadas. “En ciertas 
circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico [...] para equilibrar esas 
diferencias” 105. La igualdad sustantiva “también exige una estrategia eficaz encaminada a 
corregir la representación insuficiente de la mujer y una redistribución de los recursos y 




100 Íbid. 




101 Op. cit., p. 19. 
102 ONU Mujeres. La igualdad de género., p. 4. 




103 Ídem. 
104 Recomendación general No. 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 de la CEDAW, referente a medidas especiales de 
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el poder” 106 entre los sexos. Para el Comité, “la igualdad de resultados es la culminación 
lógica de la igualdad sustantiva o de facto” 107 . Puede manifestarse en igualdad de 
derechos, de ingresos, de toma de decisiones; en influencia política y en una vida libre de 
violencia121. 




De esta manera, se entiende que para alcanzar la igualdad sustantiva se requiere de un 
marco normativo que produzca resultados reales, mediante un acceso equitativo a las 
oportunidades de desarrollo personal y colectivo que hagan desaparecer paulatinamente 
las desventajas históricas. En otras palabras, se trata de transformar todas las acciones a 
favor de las mujeres en resultados y en estrategias eficaces a fin de modificar las 
condiciones que les han impedido disfrutar plenamente de todos sus derechos humanos. 




Para la CEPAL, alcanzar la igualdad sustantiva de género requiere generar una agenda y 
una concepción de política pública centrada en la titularidad de derechos y en la 
autonomía, que conciba a las mujeres como seres con “capacidad de tomar decisiones 
libres e informadas sobre sus vidas”108, al mismo tiempo que establezca los compromisos 
y las responsabilidades que las instituciones deben asumir para garantizar el ejercicio y 
exigibilidad de esos derechos, como estrategia central para revertir desigualdades, 
erradicar la discriminación y la violencia, así como redistribuir el tiempo, los recursos y los 
roles sociales. De allí que la autonomía sea un principio fundamental que les garantiza el 
ejercicio pleno de los derechos humanos, y un requisito indispensable para un cambio 
estructural progresivo que transforme el denominado sistema sexo-género y la división 
sexual del trabajo109. 




La autonomía puede comprenderse desde tres dimensiones clave, integrales e 
interdependientes:  




• La autonomía económica. Implica “la capacidad de generar ingresos propios 
y controlar activos”110. Esta dimensión depende directamente de la relación 
entre “el Estado, el mercado y las familias, en tanto actores que facilitan o 
ponen barreras para que las mujeres sean titulares de derechos económicos 
y proveedoras de sus propios recursos, de manera que puedan decidir sobre 
ellos” 111 . El reto más importante en este sentido es alcanzar la igualdad 
distributiva a nivel social, lo cual implica para ellas la superación de la 
pobreza, la igualdad salarial, el fin de la discriminación en el empleo y de los 
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109 Íbid, pp. 13, 14. 




110 INAMU (2011) op. cit. p. 89. 




111 INAMU (2015) Segundo Estado, op. cit., p. 80. 















sesgos en la protección social, así como la superación de la división sexual del 
trabajo112.  




• La autonomía física. Trasciende los derechos relacionados con la salud sexual 
y reproductiva, o una vida libre de violencia. Significa “devolver a las mujeres 
aquello que les ha sido sustraído históricamente y que constituye la base 
material de su existencia: el cuerpo”113. Implica la reinterpretación de los 
significados sociales del cuerpo “en cuanto territorio personal y privado, 
sobre el cual las mujeres deben tener libertad, potestad y capacidad de tomar 
decisiones soberanas” 114. En torno a esta dimensión se encuentran grandes 
desafíos como “la maternidad en la adolescencia, el embarazo infantil, la 
maternidad forzada, la violencia sexual, la baja inversión pública en 
anticonceptivos, una mayoritaria responsabilidad económica de las mujeres 
sobre la reproducción, entre otros115. 




• La autonomía en el poder y en los procesos de adopción de decisiones. Es 
fundamental para alcanzar la igualdad, dado que persiste “no solo en las 
instancias del poder político, sino también en otros ámbitos de decisión” 
como el económico, [...] el académico y de gestión del conocimiento, y en los 
medios de comunicación social”116. 




Desde el Estado, impulsarla requiere tomar conciencia de que ni el Estado ni las políticas 
son neutrales: reflejan y reproducen valores, normas y sesgos vigentes en la sociedad que 
dificultan el acceso de las mujeres a puestos de decisión y el reconocimiento de la 
pluralidad de las identidades. Los desafíos en esta área se abordan por medio de 
mecanismos de acción positiva y el avance hacia la democracia paritaria “como criterio 
ordenador en la construcción de sociedades más igualitarias” 117 . En este sentido, es 
importante “la función de los mecanismos de financiamiento de la política para asegurar 
la participación de las mujeres en el ámbito público” 118. 




El desarrollo y goce pleno de estas tres dimensiones de la autonomía no es, ni debe ser 
concebido, como una tarea individual o una aspiración personal sino como una 
responsabilidad colectiva que compete al Estado y la sociedad en general, a quienes 
corresponde promoverla, crear conciencia colectiva sobre su importancia y generar un 
ambiente sociocultural propicio para su desarrollo. 




                                                      
112 Décimo Tercera Conferencia Regional sobre la Mujer en América Latina y el Caribe, op. cit. p, 88. 
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La autonomía como base para la igualdad, demanda un nuevo pacto social y de género 
que cuente con el compromiso de todos los actores sociales, para garantizar su ejercicio 
pleno con una visión de futuro transformadora, lo cual “implica modificar las 
características discriminatorias y patriarcales seculares de nuestras sociedades y las 
políticas públicas”119. Pero para esto es necesario entender que las mujeres son diversas 
y por ello sus necesidades deben ser atendidas tomando en cuenta dicha diversidad. 




Desde la perspectiva del feminismo, reconocer esa diversidad ha sido esencial para 
combatir la idea de “la mujer” como una categoría universal y reivindicar a las mujeres 
como un colectivo heterogéneo, “un mapa de similitudes y diferencias que se 
interseccionan”120. La identidad femenina no solo está atravesada por su condición de 
género, sino que se construye también a partir de otras experiencias identitarias, como 
etnia, raza, creencias religiosas, edad, orientación sexual, condición socioeconómica, 
condición de discapacidad y otras. Esta diversidad también implica que la vivencia de la 
discriminación no es idéntica en todos los casos, sino que puede presentarse con diversos 
rostros. 




-Enfoque interseccional o de múltiples discriminaciones. Reconoce que hombres y
mujeres tienen múltiples características identitarias resultantes de la experiencia
humana, la historia y la forma en que operan las relaciones sociales y de poder en cada
cultura. Esto hace que simultáneamente se pueda pertenecer a más de una comunidad o
grupo social, estando dicha pertenencia asociada a una serie de privilegios o
discriminaciones que se interrelacionan, producidos como consecuencia directa de su
combinación, y que derivan en una serie de desigualdades en la vida cotidiana al producir
un efecto diferenciado en las experiencias de las personas para el ejercicio de sus
derechos humanos y para el acceso real a las oportunidades existentes en el mundo
actual121122.




Este enfoque vincula las diferentes formas en que se expresa la discriminación (sea esta 
por motivos de clase, edad, etnia, nacionalidad, estatus migratorio, orientación sexual e 
identidad y/o expresión de género, etc.), con el contexto jurídico, socioeconómico y 
político que, de forma estructural, reproduce y acentúa estas formas de exclusión social. 
Es por ello que, sumado al enfoque de género, la propuesta de análisis interseccional o de 
opresiones múltiples, permite comprender 




…cómo las vulnerabilidades se incrementan cuando están articuladas con otros 
aspectos de la experiencia social, las relaciones humanas y la vida cotidiana; cómo 
la discriminación afecta de manera diferenciada a las mujeres en función de 
categorías sociales como sexo, clase, edad, etnia/ raza, orientación sexual e 
identidad y/o expresión de género entre otras; y cómo las identidades múltiples, 
producto de las relaciones humanas y la variopinta categorización social, producen 
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experiencias e impactos diferenciados para las mujeres, en particular en lo 
relacionado a las oportunidades y acceso real al ejercicio de sus derechos 
humanos136. 




La utilización de este enfoque permite a los Estados establecer prioridades para crear 
programas y políticas públicas que, siendo plurales e inclusivos, coadyuven con la 
erradicación de los factores que promueven las profundas desigualdades en que viven 
determinados grupos123. 




-Enfoque de desarrollo humano sostenible. Constituye un norte para el Estado
costarricense. Desde él se concibe el desarrollo como un proceso continuo e integral de
“generación de capacidades y oportunidades de y para la gente, de manera que puedan
acrecentarse la libertad y la equidad que disfrutan las presentes y las futuras
generaciones” 124 . Esto implica situar a las personas en el centro de los procesos de
desarrollo, priorizando la satisfacción de sus necesidades frente a la acumulación de
capital. Este enfoque parte del principio de igualdad de oportunidades y establece un
marco temporal intergeneracional, reconociendo que los recursos no son ilimitados y
buscando un equilibro entre las necesidades de las generaciones presentes y las futuras.
Supone que el desarrollo incluye tres dimensiones interrelacionadas entre sí: la
económica, la social y la ambiental125. Su conceptualización del desarrollo se encuentra en
estrecha concordancia con el enfoque de derechos humanos y el de igualdad sustantiva
de género, y así lo recogen distintos acuerdos internacionales y regionales a los que Costa
Rica se ha suscrito: la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible,
2012; la XII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, 2013; la
Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de América Latina y el Caribe, 2013; la
XIII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, 2016.




Por ello en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible se señala la aspiración a un 
mundo  




en el que sea universal el respeto de los derechos humanos y la dignidad de las 
personas, el estado de derecho, la justicia, la igualdad y la no discriminación; donde 
se respeten las razas, el origen étnico y la diversidad cultural y en el que exista 
igualdad de oportunidades para que pueda realizarse plenamente el potencial 
humano y para contribuir a una prosperidad compartida; [...] que invierta en su 
infancia y donde todos los niños crezcan libres de la violencia y la explotación; [...] 
en el que todas las mujeres y niñas gocen de la plena igualdad [...] y donde se hayan 
eliminado todos los obstáculos jurídicos, sociales y económicos que impiden su 
empoderamiento; un mundo justo, equitativo, tolerante, abierto y socialmente 
inclusivo en el que se atiendan las necesidades de los más 126vulnerables140. 




123 Loc. cit. 




124 PNUD 1994, cit. por Estado de la Nación 2017, p, 24. 




125 ONU. Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, p. 3. 
126 Íbid, párrafo 8. 















El enfoque de desarrollo humano sostenible se relaciona con los conceptos de ciudadanía 
y gobernanza. 




Según señala la Agenda 2030, la igualdad entre sexos y el empoderamiento de mujeres y 
niñas son elementos decisivos para el progreso de todos los objetivos y metas, porque 
“no se puede seguir negando a la mitad de la humanidad el pleno disfrute de sus derechos 
humanos y sus oportunidades”127. Es por ello importante tener en cuenta que, cuando se 
habla de desarrollo humano sostenible se habla también de igualdad de género y por lo 
tanto se aspira a que las mujeres puedan hacer un ejercicio pleno de su ciudadanía. 




Según Obando (2000; citado por INAMU, 2016), el concepto de ciudadanía se refiere al 
conjunto de derechos y libertades que les pertenecen a las personas que integran la 
comunidad nacional. No obstante, este concepto va más allá de lo formal o normativo. 
Entendido en su sentido más amplio, se refiere, tal como lo vio Hanna Arendt, al “derecho 
a tener derechos”128. Atañe directamente a la relación entre las personas y el Estado, y a 
la posibilidad de las primeras de “asegurarse protecciones y participar en la vida pública 
y la toma de decisiones de la nación”129. 




Es necesario tener clara esta concepción amplia de la ciudadanía, especialmente para las 
mujeres y otros grupos tradicionalmente discriminados. Como señala el Primer Estado de 
los Derechos Humanos de las Mujeres en Costa Rica, “se parte de que ser ciudadanas 
significa ser sujetas de derechos, ejercerlos y exigir su cumplimiento, tanto los que han 
sido establecidos universal y jurídicamente, como aquellos no reconocidos socialmente. 
Estos últimos derechos específicos de las mujeres surgen de sus necesidades particulares 
por su condición de género femenino…”130. 




Por ello es posible decir que la ciudadanía es una construcción sociohistórica, modificada 
y ampliada gracias a las luchas por los derechos dadas por las poblaciones 
tradicionalmente excluidas, como las mujeres, las personas indígenas, las 
afrodescendientes, y las personas con discapacidad, entre otras (INAMU, 2016131). Es, 
además una condición sine qua non del desarrollo y la democracia dado que estos no 
pueden existir si no se incorporan las necesidades e intereses específicos de todas las 
personas que habitan un determinado territorio, y si dichas personas no pueden hacer un 
“ejercicio real de sus derechos”132. 




Pero el ejercicio pleno de la ciudadanía de las mujeres no puede sustraerse de las 
oportunidades y limitaciones del ordenamiento social, jurídico y político de un Estado, por 
lo que resulta necesario apelar al concepto de gobernanza para entender cómo este 




127 Íbid, párrafo 20.  
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ejercicio puede ser más o menos efectivo. Definida por Alyson Brody, la gobernanza “se 
refiere a la toma de decisiones por parte de una gama de personas interesadas, incluyendo 
a quienes ocupan posiciones de poder y a “ciudadanas y ciudadanos comunes” 133 , 
decisiones que “tienen un enorme impacto sobre las maneras en que mujeres y hombres 
conducen sus vidas, las normas que se espera que observen [...] las estructuras que 
determinan dónde y cómo trabajan y viven. Asimismo, determinan cómo se asignan los 
recursos públicos y si los servicios tienen en cuenta las necesidades e intereses de las 
mujeres y los hombres”134. 




Line Bareiro e Isabel Torres precisan que, si bien la gobernanza “se refiere a los procesos 
de toma de decisiones, los mecanismos para ello y la conducción”, la “buena gobernanza 
incluye la calidad de esos procesos, juzgados con base a un conjunto de principios” que 
contribuyen a ella: participación, rendición de cuentas [...], transparencia, sensibilidad, 
igualdad, inclusión, derechos humanos, eficacia y eficiencia, consenso, visión estratégica 
de largo plazo y legalidad”135. Ellas precisan en la gobernanza cinco niveles de especial 
importancia: el hogar, la comunidad, el gobierno nacional, los gobiernos locales y las 
instituciones globales. Así, se entiende este enfoque desde la capacidad de tomar y llevar 
a cabo decisiones en función de los intereses de la ciudadanía en todos los niveles del 
sistema político, los cuales se afectan mutuamente y tienen un impacto directo sobre la 
cotidianidad de toda la población. 




Por ello, como señala Alyson Brody, resulta imprescindible que se incorpore la perspectiva 
de género, de manera que permita que las políticas públicas reflejen la voz de las mujeres, 
respondan a sus diversas necesidades y deriven en un incremento en su bienestar.  




Si los impactos diferenciados en mujeres y hombres y a lo interno de los grupos no se 
toman en cuenta, se reproducen las desigualdades estructurales y se condena a los grupos 
menos privilegiados a mantener ese estatus por siempre. El que la gobernanza sea 
sensible al género “es también un medio significativo hacia una transformación social más 
amplia debido al grado al cual las instituciones de gobernanza moldean las percepciones 
respecto a los roles que las mujeres y los hombres deberían jugar en la sociedad”136. Por 
otro lado, permite generar “un mundo con mejores opciones, oportunidades, acceso a 
recursos y resultados de vida para las mujeres, a través de políticas y acciones de 
gobernabilidad que desafíen las desigualdades de género arraigadas en la sociedad y sean 
apoyadas por fuertes mecanismos de rendición de cuentas”137. 




133 Brody, Alyson (2009). Género y gobernanza: informe general, op. cit, pp. 5. 




134 Íbid., pp. 5. 




135 Gobernabilidad Democrática, Género y Derechos de las Mujeres en América Latina y el Caribe, p. 4. 
136 Íbid, p. 6. 




137 Íbid, p.75. 















La gobernanza es frecuentemente descrita como una meta de política pública, por la 
vinculación conceptual que existe entre esta y ciertas prácticas propias de regímenes 
democráticos, como lo es la gestión basada en resultados138. 




Esta gestión “orienta la acción de los actores públicos del desarrollo hacia la generación 
de ‘valor público’ a través del uso de instrumentos que, en forma colectiva, coordinada y 
complementaria, deben implementar las instituciones públicas para generar mejoras 
sostenibles en la calidad de vida de la población”139. El valor público se relaciona con dar 
respuestas a problemas relevantes para la ciudadanía y las personas usuarias, promover 
la apertura de nuevas oportunidades para las generaciones actuales y futuras, y facilitar 
los procesos que fomentan la participación democrática (construcción de comunidad, 
ciudadanía, democracia y capital social)140.  




Según MIDEPLAN, para procurar generar valor público las políticas deben generar mejores 
resultados, mejores servicios y mayor confianza en la población. Por ello, deben estar 
orientadas a conseguir resultados identificar sus impactos y efectos de manera que se 
garanticen, no sólo la ejecución de acciones concretas, sino la generación de valor público 
en la sociedad. Por lo tanto, “el contexto del país y el cambio de paradigmas en la sociedad 
se vinculan a Gobierno Efectivo y Gestión para Resultados. El primero implica, entre otras 
cosas, “interacciones con ciudadanía, cohesión, integración y compromiso”; la segunda 
“busca trascender el planteamiento teórico del diseño, las experiencias y la atención de 
los desafíos hacia la práctica o la ejecución que mejore la situación de las personas, 
mediante la intervención sostenible”. Además, las instituciones públicas deben garantizar 
“acceso y calidad” en sus servicios, en el marco de los derechos humanos141. En el caso de 
la presente política, se aspira a que las acciones enmarcadas en ella tengan un impacto 
positivo directo en el mejoramiento de la calidad de vida de las mujeres en su diversidad, 
en el adelanto de la igualdad de género y el reconocimiento y garantía de los derechos 
humanos de quienes constituyen la mitad de la población en nuestro país. 




Prioridades de la Política nacional para la igualdad 




138 OLACEFS. Fundamentos conceptuales sobre la gobernanza. p. 10. 




139 Roberto García López y Mauricio García Moreno. La gestión para resultados en el desarrollo. Avances y desafíos en 
América Latina y el Caribe., p. 7.  




140 Íbid.  
141 Guía para la elaboración de políticas públicas, pp. 29-30. 















efectiva entre mujeres y hombres al 2030 




• Propósito




Al finalizar el año 2030 más mujeres en Costa Rica hacen ejercicio efectivo de sus derechos 
en igualdad con los hombres, en un marco de respeto a los derechos humanos y a la 
inclusión de las diversidades económicas, de edad, étnicas, culturales y geográficas.  




• Población meta:




El punto de partida para la definición de la población meta son todas las mujeres 
habitantes del país, sin obviar la responsabilidad desde el Estado y otros sectores públicos 
y privados de darles respuesta en su diversidad ante las situaciones de discriminación que 
se ejerce contra ellas por barreras que dificultan su plena igualdad y su progreso como 
son: la edad, idioma, origen étnico, orientación sexual, identidad de género, cultura, 
religión, discapacidad, pertenencia a poblaciones originarias o por otros factores.  




Como se ha reconocido en varios foros internacionales, muchas mujeres se enfrentan con 
obstáculos específicos relacionados con su situación familiar, particularmente en familias 
monoparentales, y con su situación socioeconómica, incluyendo sus condiciones de vida 
en zonas rurales, aisladas o empobrecidas.142 




Por su parte, la Convención Interamericana contra toda forma de discriminación e 
intolerancia adoptada por la Asamblea General de la OEA en junio del 2013, define el 
concepto de discriminación y discriminación múltiple o Esta última es aquella que se 
produce cuando: 




… ciertas personas y grupos son objeto de formas múltiples o agravadas de 
discriminación e intolerancia motivadas por una combinación de factores como 
sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de migrante, refugiado 
o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica
genética, discapacidad, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra
condición social, así como otros reconocidos en instrumentos internacionales
(Preámbulo párrafo 6)143




Para la formulación de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y 
Hombres 2018-2030, se realizaron consultas a las mujeres en su diversidad, quienes 




142 INAMU (1995) Plataforma de Acción, Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, párrafo 46. 




143 INAMU. Segundo Estado, op. cit., p. 24. 















plantearon necesidades e intereses de carácter común y específico desde las particulares 
formas de discriminación y violencia que les afecta. Sus propuestas en estas consultas son 
un punto de referencia para la priorización de los cuatros ejes de la política, que incluye 
acciones afirmativas orientadas a garantizar oportunidades y el disfrute de los derechos 
humanos de los grupos en condiciones de mayor vulnerabilidad y discriminación.144 




En las consultas las participantes coincidieron en la exigibilidad de avanzar hacia una 
sociedad inclusiva, de respeto a las diversidades y a la no discriminación, eliminando 
estereotipos y prejuicios. Se exige además el reconocimiento y cumplimiento de todos los 
derechos humanos y el acceso a servicios institucionales género sensitivos incluyendo los 
de salud sexual y salud reproductiva.  




En los grupos se plantearon además demandas específicas desde las condiciones 
particulares de las consultadas. Algunas de ellas son: 




• Las mujeres rurales sobre el acceso y tenencia de la tierra, y el acceso al
crédito para emprendimientos




• Las mujeres indígenas para el reconocimiento a la pluriculturalidad y sus
tradiciones




• Las mujeres afro sobre el respeto a su etnia, la generación de datos que
rescaten sus particularidades, el acceso a recursos financieros para
emprendimientos y la atención de dolencias específica en materia de salud.




• Las mujeres refugiadas, migrantes y asiladas plantean la necesidad del
conocimiento sobre la situación y diferencia de estatus de refugiadas,
migrantes y asiladas, así como la generación de estadísticas que reconozcan
sus condiciones y necesidades, para como insumos para la política pública.




• Las lesbianas y bisexuales el derecho a servicios en salud sensibles y de
calidad, especialmente servicios en salud sexual y salud reproductiva que
reconozcan sus particularidades, y el derecho a las uniones de hecho.




• Las mujeres con discapacidad sobre servicios de salud integral adecuados a la
diversidad funcional y el acceso a la educación y formación en el uso de
nuevas tecnologías




• Las trans sobre el derecho a la identidad de género y al cambio de nombre en
documentos oficiales como la cédula de identidad.




144  La Secretaría Técnica de la PIEG recibió durante el período de consultas, dos importantes documentos a ser 
considerados, a saber: Chacón, Ileana et al. Propuesta de las Mujeres con discapacidad y la UNESCO para la nueva 
Política nacional para la igualdad y equidad de género (PIEG) y su Plan de Acción 2019-2021; Agenda política para 
mujeres lesbianas, bisexuales y no heterosexuales en Costa Rica. 















• Las jóvenes sobre la participación y representatividad en diversos sectores
que favorezca su inclusión, acceso al mercado laboral, y educación en temas
financieros que promuevan su independencia económica.




Las propuestas sobre la prevención y atención de situaciones de violencia se encuentran 
inscritas en acciones públicas definidas en la Política Nacional para la Atención y la 
Prevención de la violencia contra las mujeres de todas las edades PLANOVI 2017-2032. 




Ejes de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre 




Mujeres y Hombres al 2030:




Se han considerado como prioridades de la Política cuatro ejes sustantivos: 1. Cultura de 
los derechos para la igualdad; 2. Distribución del tiempo; 3. Distribución de la riqueza y 4. 
Distribución del poder. Estos ejes aglutinan respuestas y aproximaciones a soluciones 
públicas orientadas a reducir o erosionar los nudos estructurales que aún enfrenta el país 
en materia de igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 




Eje 1: Cultura de los derechos para la igualdad 




Pese a los avances hacia la igualdad efectiva en el cumplimiento de los derechos humanos, 
como el acceso y participación de las mujeres en diferentes espacios sociales, aún 
persisten patrones socioculturales o pautas que conforman sistemas de discriminación 
múltiple por razones de desigualdad de sexo y género, asociados a otros factores de 
discriminación vinculados con lo socioeconómico, pertenencia étnica, edad, lugar de 
residencia, identidad de género, discapacidad u otras condiciones. La discriminación por 
motivos de sexo o género afecta a las mujeres de algunos grupos de forma diferente que 
a los hombres. 




La cultura, los valores y las actitudes culturales al ser factores dinámicos tienen la 
capacidad de convertirse en impulsores de una transformación social para impugnar las 
prácticas negativas y contra las mujeres mediante un proceso de diálogo, consenso y 
acción colectiva. 




Lo anterior indica que es necesario superar esta cultura del privilegio centrada en un 
modelo androcéntrico que reproduce estereotipos de género, prejuicios, sesgos sexistas 
y prácticas que limitan las oportunidades y capacidades de desarrollo de las mujeres y, 
migrar hacia una cultura de los derechos e igualdad. 




La cultura de los derechos e igualdad debe garantizar acciones que promuevan prácticas 
individuales, sociales, institucionales y empresariales para la igualdad efectiva y la no 
discriminación mediante políticas de respeto y proyectos de convivencia en la diferencia, 
desde los espacios educativos formales, informales y no formales, con el fin de que todas 
las personas gocen de la misma condición y tengan las mismas oportunidades y 















responsabilidades para hacer efectivo el disfrute pleno de sus derechos humanos y su 
potencial, además de contribuir al desarrollo nacional, político, económico, social, cultural 
y para beneficiarse de sus resultados, reconociendo la diversidad de los distintos grupos 
de personas. 




En este marco, la promoción de liderazgos y alianzas desde los colectivos de las mujeres 
es una condición necesaria para el desarrollo de procesos comunes orientados hacia el 
cambio cultural a favor de la igualdad efectiva, la sororidad y la exigibilidad de los 
derechos humanos. 




Nuevas visiones para una vivencia de la igualdad 




Para el fortalecimiento de esa cultura de igualdad entre mujeres y hombres, respetuosa 
de los derechos humanos, se requiere generar acciones que movilicen las estructuras 
sociales, económicas y políticas que legitiman y sostienen la cultura de privilegio a favor 
de algunos sectores de la sociedad, principalmente masculinos, de manera que se avance 
en alcanzar la igualdad sustantiva en todas las esferas de la vida cotidiana, como son el 
ámbito familiar, laboral, educativo, comunitario, recreativo e institucional. 




A partir de lo anterior se evidencia que la transformación que se requiere debe contar con 
la participación sensible, informada y proactiva de actores claves involucrados en los 
procesos sociales, como son los medios de comunicación, personas e instancias 
formadoras de opinión, autoridades del sector público, personas con liderazgo en el 
ámbito espiritual y religioso; personal del sector privado empresarial, entre otros.  




Asimismo construir nuevas estrategias para el cambio social, requiere el desarrollo de 
procesos de comunicación que busquen eliminar patrones socioculturales 
discriminatorios y violentos, disipando estereotipos y actitudes sexistas en las 
instituciones públicas, en el sector privado, en las familias y comunidades, para lo cual 
sigue siendo imperativa la apertura de espacios informativos, el diseño de herramientas 
Tics y, otras acciones formativas a favor de los derechos humanos de las mujeres.   




Alianzas entre mujeres diversas 




El fortalecimiento colectivo de las mujeres en su diversidad es un elemento sustantivo 
para la transformación cultural. De ahí que resulta estratégica la generación de espacios 
de encuentro, así como de procesos para el desarrollo de herramientas personales y 
colectivas que abonen al fortalecimiento de la sororidad, la asociatividad y la 
organización. La clave de la alianza está en el respeto y tolerancia de las diferencias que 
caracterizan a las personas y en el compartir los mismos objetivos de igualdad y vivencia 
de los derechos humanos. 















a) OBJETIVOS 1 EJE 1:




• Promover cambios culturales en la ciudadanía, favorables a la igualdad
efectiva entre mujeres y hombres para la promoción, protección, respeto y
garantía de sus derechos humanos, en las todas las regiones y zonas del país.




b) Resultados esperados al 2030




1. Aumenta la población con percepción favorable hacia la igualdad efectiva
entre mujeres y hombres desde el ejercicio de los derechos humanos.




2. Aumenta la población de todas las regiones, cubierta con acciones formativas
públicas y privadas; formales y no formales, orientadas hacia el
reconocimiento de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.




3. Más instituciones públicas, municipalidades, empresas privadas y
organizaciones sociales ponen en práctica iniciativas, acciones afirmativas u
otras estrategias, orientadas hacia la eliminación de patrones socio culturales
discriminatorios y violentos y la visibilidad de las discriminaciones múltiples,
disipando estereotipos y actitudes sexistas.




4. Aumentan las organizaciones sociales, asociativas y empresariales de mujeres
como expresión activa de su trabajo colaborativo y sororario.




5. Más alianzas público-públicas y público-privadas explícitas y legales,
caracterizan una cultura de igualdad efectiva y de derechos humanos en la
acción estatal para la ejecución de las políticas públicas de igualdad entre
mujeres y hombres.




c) OBJETIVOS 2 EJE 1:




• Fortalecer la cultura para la igualdad y la institucionalidad de género en el
Estado.




b) Resultados esperados al 2030




6. Aumentan las instituciones públicas y municipales con unidades
administrativas dedicadas a la promoción de la igualdad efectiva entre
mujeres y hombres, que cuentan con recursos financieros y humanos, y
capacidad de incidencia en la toma de decisiones y la planificación
institucional.















7. Aumentan planes nacionales, regionales, territoriales, locales e
institucionales (estratégicos y operativos anuales) que contemplan principios,
objetivos y acciones públicas orientadas hacia la igualdad efectiva entre
mujeres y hombres en sus contenidos, indicadores y metas y, que cuentan
con presupuesto asignado.




8. Más instituciones cuentan con sistemas de información, registros
administrativos actualizados, datos e indicadores sensibles a las diversidades
y desigualdades múltiples de las personas, que alimentan el Sistema de
Indicadores de Género del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos-INEC,
que permita dar cuenta del estado de situación y condición de las mujeres y
los hombres en Costa Rica.




EJE 2: Distribución del tiempo 




En el marco de la Política Nacional para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, se 
coloca como uno de los ejes la “distribución del tiempo” con el fin de dar respuesta al 
nudo estructural de género vinculado con la división sexual del trabajo y la injusta 
organización social de los cuidados. Esta distribución del tiempo entre mujeres y hombres 
se considera un asunto público, de justicia social y de respeto a los derechos humanos. 




Desde la perspectiva histórica y a partir del análisis de las relaciones de género desiguales, 
se ha establecido que la división sexual del trabajo es una de las principales fuentes de 
discriminación y desigualdad contra las mujeres y es una de las causas de la injusta 
distribución del tiempo. Bajo este concepto, las prácticas, los valores, el reconocimiento, 
el imaginario simbólico y los mandatos sociales están separados por sexos. El resultado 
de ello es que las mujeres ven limitadas sus posibilidades de crecimiento integral (física, 
emocional y materialmente), puesto que no acceden a los beneficios derivados del 
desarrollo económico del país, en igualdad de oportunidades y condiciones que los 
hombres.  




Ellas, especialmente las de menores recursos económicos, materiales, educativos, que 
viven en condiciones de pobreza, son jefas de hogar y migrantes, están sometidas a una 
división del trabajo que genera un círculo vicioso: ingresan al mercado laboral 
manteniendo sus responsabilidades para la sostenibilidad de la vida de las personas 
integrantes del hogar, pero a la vez, viéndose de nuevo en la necesidad de salirse del 
mercado laboral para proporcionar los cuidados y así sucesivamente. Esto se agrava en 
situaciones de ciclos económicos recesivos, cuando los servicios públicos del Estado se 
restringen y cuando las ofertas de cuidados del mercado no se ajustan a las posibilidades 
económicas de ellas y sus familias. Esto tiene serias consecuencias para la calidad de vida 
y bienestar de las mujeres y ellas ven restringido su derecho al trabajo remunerado y por 
ende, a contar con ingresos propios, pero también a disponer de tiempo para el 
autocuidado, la recreación, el descanso y el ocio. A esto se suma que los cuidados se 
proporcionan no solo a hijas e hijos, sino también a otros familiares en situación de 
dependencia.  















En este contexto, la consecuencia es la sobrecarga de trabajo para la mayoría de ellas, de 
todas las edades y a lo largo de toda la vida, lo que, fundamentalmente, limita su 
desarrollo personal y social, traducido en carreras profesionales interrumpidas, 
segmentación ocupacional, sobre-representación en empleos de baja productividad, 
aumento de la informalidad, fomento de la brecha salarial, menos horas disponibles para 
el empleo formal y, lo más grave aún es que ven disminuida su calidad de vida. Desde este 
escenario injusto, y pese al derecho que tienen al trabajo asalariado y a obtener ingresos 
propios, la tendencia es regresar a la casa para proporcionar cuidados o apoyarse en las 
redes familiares, generalmente integradas por otras mujeres de la familia o amistades 
cercanas.  




Por tanto, cuando se habla de igualdad de género en el marco de la distribución del 
tiempo, se está hablando de otorgar a hombres y mujeres en su diversidad, una igual 
valoración y goce real de derechos y obligaciones independientemente de su sexo. Eso 
incluye la asignación y distribución de roles, especialmente domésticos y de los cuidados, 
tanto al interior de los hogares como en el ámbito público. Este reto obliga al Estado 
costarricense en el marco de esta Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres 
y Hombres, a democratizar el espacio de lo privado para liberar el tiempo de las mujeres 
en función de su justo derecho a beneficiarse del desarrollo económico y social del país 
en igualdad de oportunidades y trato. 




Como respuesta a esta problemática se ha desarrollado el concepto de corresponsabilidad 
social de los cuidados, el cual surge a raíz de una mayor comprensión de la condición de 
género de las mujeres y de su posición de desventaja y subordinación con respecto a los 
hombres, en lo que se refiere al trabajo de cuido y doméstico al interior de los hogares, el 
cual ha profundizado su doble jornada con su participación creciente en el mercado 
laboral. 




Este enfoque de corresponsabilidad está colocado como central en la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible y fundamentalmente a partir del 2007 con el Consenso de Brasilia 
y otros instrumentos previos como la CEDAW y la Plataforma de Beijing (1995). En ellos 
se asume que cuidar no es un asunto individual ni exclusivamente femenino sino un 
asunto social, directamente vinculado con las estructuras económicas, culturales y de 
poder. Por tanto, el tema de los cuidados (tanto para quien los recibe como para quien 
los otorga) se coloca como una necesidad estratégica urgente de atender si es que se 
quiere garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres como ciudadanas 
plenas, tanto en su vida laboral como en su vida personal, familiar y comunitaria. 




El desafío es integrar los derechos de las personas cuidadas y las cuidadoras y el concepto 
clave para esa integración es la corresponsabilidad. El cuidado se aborda con 
corresponsabilidad desde los poderes públicos (Estado y entes locales). También tienen 
responsabilidad en cuidar las empresas (porque el trabajo productivo se sostiene sobre la 
base del trabajo reproductivo). Hay otro espacio para la corresponsabilidad, el de la 
pareja, corresponsabilidad entre el hombre y la mujer en el abordaje de las obligaciones 
del cuido a los descendientes hijos/as y también a familiares en situación de dependencia. 
Advierte que, cuando se hace el análisis de las medidas que contienen las políticas 















públicas, se observa que están centradas en un papel de la mujer vinculado a su función 
biológico-reproductiva, con lo que se acaba desconociendo su papel de cuidadora 
respecto de sus madres, de sus suegras, de sus tías, etc.145”. 




El enfoque de corresponsabilidad social de los cuidados aspira a un nuevo orden social de 
los cuidados que plantea el desafío de asimilar por un lado, el hecho de que la totalidad 
de las personas en algún momento de su vida requerirán de algún tipo de cuidados 
independientemente de su vinculación con el mercado laboral o de su condición de 
dependencia parcial o total, por lo que, desde esta perspectiva, se entiende el cuidado 
como un bien público, al cual las personas acceden como un derecho a lo largo de toda la 
vida. Y, por otro lado, a que se desarrollen políticas públicas para reconocer, reducir y 
redistribuir la carga del trabajo doméstico no remunerado de las mujeres.  




Las políticas públicas sobre los cuidados deben ajustarse a las nuevas realidades, tanto en 
la conformación de las familias (incluidas las familias transnacionales), como en el área 
del empleo y la economía globalizada, en donde cada vez más aparecen nuevas 
modalidades de contratos laborales. Para hacer efectiva la corresponsabilidad en los 
cuidados es necesario que confluyan distintos actores sociales claves como el Estado, el 
mercado, las familias y las comunidades, y que se diseñen políticas públicas que reviertan 
la injusta organización social de los cuidados que hoy persiste. 




Reconocer este hecho en las agendas del sector público y privado constituye un 
importante avance para disminuir las brechas de género y avanzar hacia la igualdad 
efectiva entre las mujeres y los hombres, puesto que el tiempo es un recurso fundamental 
que organiza la vida personal, familiar y laboral. Debe entenderse como una apuesta 
estratégica. 




En consecuencia, el propósito es desenredar uno de los principales nudos críticos que 
genera discriminaciones contra las mujeres y posicionarlo como un asunto de Derechos 
Humanos y de Justicia Social. Tal como se señala en la Estrategia de Montevideo, debemos 
avanzar hacia “la superación de la división sexual del trabajo” 146 . Nuestra meta es 
continuar con acciones estratégicas interinstitucionales e intersectoriales que 
contribuyan a reconocer y revalorizar el mundo del trabajo doméstico y de los cuidados, 
que mayoritariamente hacen las mujeres y que constituye fuente de riqueza para Costa 
Rica y bienestar para las familias.  




a) OBJETIVO DEL EJE 2:




145 Tebelia Huertas, ponencia de para el II Encuentro Iberoamericano sobre Género y Seguridad Social. San José, C.R., 
2017.  




146 Estrategia de Montevideo (2017). 















• Promover la corresponsabilidad social de los cuidados de personas en situación
de dependencia y del trabajo doméstico no remunerado, que posibilite 
oportunidades y el ejercicio efectivo de los derechos humanos de las mujeres. 




b) Resultados esperados al 2030




9. Más personas de todas las edades y en condición de dependencia, utilizan los
servicios de cuidado, mediante la articulación de servicios públicos y privados
afines en todas las regiones y zonas del país.




10. Aumentan las mujeres que utilizan servicios públicos y privados orientados
hacia su recreación, autocuidado, bienestar y desarrollo integral.




11. Aumenta la participación de los hombres en el trabajo doméstico no
remunerado y en el cuido de las personas dependientes en el hogar.




Eje 3: Distribución de la riqueza 




Los planteamientos económicos a través de la historia han omitido las particularidades 
propias de la situación y condición de las mujeres, debido al sesgo androcéntrico con el 
que fueron y siguen siendo formuladas dichas teorías. En general, no siempre se reconoce 
a la mujer como sujeta económica activa, dejando por fuera sus necesidades, sus intereses 
y sus aspiraciones en el planteamiento económico, por lo que se le dificulta insertarse en 
él.  




Por ello, es importante realizar una revisión del estado actual de la distribución de la 
riqueza desde otra mirada y bajo el principio de Derechos Humanos. 




La economía feminista se caracteriza por poner en el centro del análisis la 
sostenibilidad de la vida, descentrando los mercados. En consecuencia, el objetivo 
del funcionamiento económico desde esta mirada no es la reproducción del capital, 
sino la reproducción de la vida. La preocupación no está en la perfecta asignación, 
sino en la mejor provisión para sostener y reproducir la vida. Por lo mismo, la 
economía feminista tiene como una preocupación central la cuestión distributiva. Y 
en particular se concentra en reconocer, identificar, analizar y proponer cómo 
modificar la desigualdad de género como elemento necesario para lograr la equidad 
socioeconómica147. 




Esto significa que deben analizarse desde la función pública, y de una manera diferenciada 
entre mujeres y hombres al menos cuatro dimensiones relativas a una verdadera y justa 




147 Rodríguez Enríquez, Corina (2015) “Economía feminista y economía del cuidado”. Nueva Sociedad (256), pp.3044. 















distribución de la riqueza: el empleo, los emprendimientos, el acceso a recursos tangibles 
e intangibles y la pobreza. 




Los resultados del modelo económico global han evidenciado a través de los tiempos, 
efectos negativos sobre la población femenina en esos cuatro aspectos, pues han carecido 
de mecanismos para una justa distribución de la riqueza que, en especial, logre el 
empoderamiento y autonomía económica de las mujeres en el mundo. El modelo 
tampoco ha contribuido a que las mujeres logren acceder a los recursos ambientales, 
naturales, tecnológicos, bienes tangibles e intangibles, materiales e inmateriales, que les 
permitan a su vez, generar riqueza.  




Empleo decente y en condiciones  de igualdad 




para las mujeres  




Para la OIT, el empleo productivo y el trabajo decente son factores clave para alcanzar 
una globalización justa y la reducción de la pobreza. Se entiende el trabajo decente como 
aquel que 




sintetiza las aspiraciones de las personas durante su vida laboral. Significa la 
oportunidad de acceder a un empleo productivo que genere un ingreso justo, la 
seguridad en el lugar de trabajo y la protección social para las familias, mejores 
perspectivas de desarrollo personal e integración social, libertad para que los 
individuos expresen sus opiniones, se organicen y participen en las decisiones que 
afectan sus vidas, y la igualdad de oportunidades y trato para todos, mujeres y 
hombres162.  




En Costa Rica, y en el mundo en general, las mujeres se enfrentan a una serie de barreras 
para poder alcanzar alguna forma de empleo decente, mientras que al mismo tiempo su 
inserción en la esfera productiva es motivada principalmente por factores 
socioeconómicos que las obligan a buscar alternativas para generar ingresos, pero que se 
caracterizan por una serie de estereotipos y mandatos de género. 




Entre estos factores destacan: 




• Exclusión de la educación formal y la capacitación técnica, lo que genera falta
de opciones de empleo formal y de calidad.




• Las responsabilidades reproductivas y de cuidado, así como el trabajo
doméstico no remunerado, que han obligado, históricamente, a las mujeres
a dedicarse a la atención de sus familias.




• La sobrevivencia (el auto empleo), pues el origen de los negocios de las
mujeres, en su mayoría, no radica en las oportunidades de















162 OIT, Trabajo decente. Organización internacional del Trabajo. 




mercado sino más bien en satisfacer las necesidades básicas de ellas y de sus 
familias. 




• La violencia de género e inseguridad alimentaria que les genera indefensión
aprendida y otras dinámicas psicosociales que les restan la posibilidad de 
resiliencia y las desalientan. 




Estas realidades las obligan a insertarse en actividades económicas que se convierten en 
una extensión de los roles tradicionales asociados al género. Destacan aquí, por ejemplo, 
aquellas actividades relacionadas con el “rol tradicional de cocina”: catering service, 
repostería, panadería, preparación de alimentos, sodas, venta de comidas típicas, entre 
otras. 




También destacan aquellas labores asociadas al trabajo manual que, históricamente, las 
mujeres hacían “en su tiempo libre”: artesanías, pinturas, manualidades, costura, 
bisutería, entre otros; y las actividades de servicios que reproducen patrones tradicionales 
como salones de belleza, manicure, pedicure, servicio doméstico, entre otras.  




Todas estas actividades se ubican en mercados poco dinámicos y menos competitivos 
desde el punto de vista económico y productivo, que cada vez y con mayor frecuencia se 
van reduciendo, cerrando puertas para ingresar. Además, cuando las mujeres tratan de 
ingresar al mercado laboral, se encuentran con problemas como la brecha salarial o el 
techo de cristal. Datos de la Encuesta Continua de Empleo (2017) para el III Trimestre163 
muestran la desigualdad en los indicadores económicos por sexo. 




Otro elemento importante es la brecha salarial, pues tal y como muestran los datos del 
INEC164, en todas las principales ramas de actividad las mujeres tienen un ingreso 
promedio menor que el de los hombres, igual que en las sub-ramas con unas pocas 
excepciones como construcción o administración pública. 




Lo mismo ocurre cuando se analiza el ingreso promedio por la posición en el empleo 
principal. Independientemente de si se trata de personas asalariadas, empleadoras o 
trabajadoras por cuenta propia, las mujeres siempre tienen un ingreso promedio menor 
que los hombres. En algunos casos la diferencia es amplia. Por ejemplo, por cuenta propia, 
en donde ellas reciben, en promedio, 30% menos que ellos.  




163  




164 165 INEC. (2017). Encuesta Continua de Empleo, op. cit.















Las razones que explican esta desigualdad en los ingresos son muchas, pero todas tienen 
su raíz en estereotipos y mandatos de género. Al respecto, la OIT 148 afirma que, entre los 
factores señalados en muchos estudios para explicarla, se encuentran: a) “La 
infravaloración del trabajo de la mujer”; b) “Las características del puesto de trabajo (por 
ejemplo, las posibilidades de sustitución entre los trabajadores; el valor del tiempo 
presencial, etc.); c) “la segregación basada en el sexo, que canaliza a las mujeres hacia 
puestos de trabajo de bajo valor añadido”; d) “la estructura salarial general de un país –
cuyas características pueden depender de los mecanismos de fijación de los salarios– que 
pueden haberse diseñado centrándose en los trabajadores de sectores donde 
predominan los varones)”; e) “la percepción de la mujer como económicamente 
dependiente”; y f) “la probabilidad de que las mujeres estén en sectores no organizados, 
o que carezcan de representación en los sindicatos”. Situación en la que “puede influir
también el modelo comportamental familiar”166. A este panorama, hay que agregarle
variables como etnia, discapacidad y condición migrante, que contribuyen a profundizar
las brechas y desigualdad de género en el empleo.




148 OIT (2015. Informe mundial sobre salarios 2014/2015: Salarios y desigualdad de ingresos, p. 51. 166 




Íbid. 















Emprendimientos: una ruta crítica y difícil hacia la autonomía económica 




Según el Banco Mundial (2017)167 abrir un negocio en Costa Rica toma 23 días, una 
inversión del 8,5% del Ingreso Nacional Bruto per cápita (unos ₡506.000) y la realización 
de 9 procedimientos o trámites mínimos, que pueden ampliarse dependiendo de las 
características del negocio. Estos datos, explican por qué el país ocupa el puesto 127 a 
nivel mundial en la apertura de negocios según el Doing Buisness (2017).168 




Para las mujeres el panorama es más complejo. La desigualdad laboral aunada a los 
mandatos de cuido y TRN, así como otros factores que las han excluido de la educación y 
la capacitación técnica, las ubican en un “círculo vicioso”: por una parte no consiguen 
empleo y por lo tanto, deben generar sus propios ingresos, pero al hacerlo, se insertan en 
actividades productivas poco competitivas y en mercados saturados ya que deciden iniciar 
con aquellos cuyos procesos productivos conocen (manualidades, cocina, costura) dado 
que el acceso al espacio productivo público (económico y de mercado) se les ha limitado 
históricamente. Además, cuando se encuentran en condición de pobreza, iniciar un 
emprendimiento de manera legal les es difícil, puesto que carecen de los recursos 
mínimos (esos ₡506.000) o el conocimiento para acudir a todas las instituciones donde 
deben realizar los trámites y gestiones requeridos. Así, la mayoría de los emprendimientos 
generados son de subsistencia, están en la informalidad y se enfocan en ramas 
relacionadas con el histórico lugar de las mujeres en el mundo: el espacio reproductivo. 
Se caracterizan por poca o nula tecnologización e innovación, poco crecimiento, poca 
rentabilidad, falta de acompañamiento institucional y una generación de ingresos que 
apenas alcanza para la subsistencia. 




Como se mencionó en el diagnóstico que precede a esta política, acuerdos tripartitos 
recientes pretenden reducir la informalidad que caracteriza los negocios de las mujeres, 
proponiendo rutas hacia la formalización (ver infra Parte II). 




167 Banco Mundial (2017) El Banco Mundial en Costa Rica. 




168 169 Ver Tabla 3 (antes de renumerarla OJO aquí), Clasificación de las Economías. Clasificación del país en el Doing 




Business, junio 2017. 




Acceso a los recursos para generar riqueza 




Una justa y equitativa distribución de la riqueza incluye no sólo el acceso a los recursos 
económicos, sino el acceso a los recursos materiales, tangibles (tierra, agua, vivienda) e 
intangibles (aire limpio, conocimiento, experiencia), que permitan a las personas y las 
comunidades generar riqueza y calidad de vida, así como un desarrollo equitativo. 















Es importante entonces, comprender en manos de quiénes se concentran recursos tan 
importantes como la tierra, el agua, los bosques, la propiedad privada, la tecnología y el 
conocimiento, dado que las mujeres han estado históricamente excluidas del espacio 
público, en donde precisamente, se accede a esos recursos. 




Por ejemplo, el acceso a la tierra para la producción: En Costa Rica existen 2.194.207,7 
hectáreas de tierra dedicadas a la producción agropecuaria en manos de personas físicas, 
pero tan solo el 8,1% está en manos de mujeres; al mismo tiempo, del total de personas 
que trabajan en las fincas, el 48% de las mujeres lo hace permanentemente sin pago149.  




Con la promulgación de la Ley de Promoción de la Igualdad de la mujer (1990) se 
estableció en Costa Rica la obligación de inscribir a favor de ambos cónyuges y/o 
convivientes en unión de hecho, los bienes adquiridos a través de programas sociales, 
como bonos de vivienda y tierras del INDER, y para promover estas acciones se han 
diseñado políticas públicas, con el fin de fortalecer este mandato legal. No obstante, 
persisten otras situaciones de desigualdad para las mujeres que se ven afectadas en la 
justa distribución de bienes gananciales, debido a normas legales vigentes y prácticas 
injustas que las despojan de bienes adquiridos en el matrimonio o unión de hecho; 
particularmente aquellos que no son adquiridos por medio de programas sociales, en 
razón de que existe la libre disposición de ellos durante el matrimonio.  




El control efectivo sobre la tierra incluye el control para decidir cómo debe utilizarse y 
cómo manejar los beneficios que produce. Esto incluye control sobre decisiones 
relacionadas con si la tierra ha de cultivarse directamente o arrendarse [...]; sobre qué se 
va a producir y cómo; y sobre la disposición de los productos cosechados o del ingreso 
que genere su arriendo. Así pues, aunque las mujeres pueden heredar y poseer tierra a 
nombre propio en América Latina, esto no necesariamente significa que tienen un control 
efectivo sobre ella si, por ejemplo, la tierra heredada de la mujer está incorporada al 
patrimonio familiar que administra el jefe de hogar varón150.  




Es decir, la tenencia de la tierra y la propiedad privada para las mujeres constituye un 
factor fundamental en la justa y equitativa distribución de la riqueza, asociado al acceso 
y uso de agua dulce y potable, pues les genera competencias para constituirse como 
sujetas de crédito, tener sus necesidades básicas satisfechas (un techo y un hogar para sí 
y sus familias), les brinda autonomía y poder económico, y les alienta en sus rutas hacia 
mejores condiciones de vida para sí, sus hijos e hijas.  




En este mismo sentido, para alcanzar la autonomía económica de las mujeres y lograr el 
ejercicio pleno de sus derechos en este campo, se debe de prestar especial atención a la 
brecha financiera que alcanza aspectos más allá del acceso al crédito. Se debe contemplar 
el acceso a servicios financieros integrales, es decir, servicios en los cuatro subsistemas 




149 INEC. (2015). VI Censo Nacional Agropecuario. Costa Rica. 
150 Fernandez Such, F. (2006) Soberanía alimentaria: objetivo político de la Cooperación al desarrollo en zonas rurales. 















financieros existentes en el país:  1. El bancario (apertura de cuentas, ahorro y crédito) 2. 
el de seguros, 3. el de pensiones y el de mercados de valores.   




Oportunidades de crecimiento económico para las mujeres 




La Agenda 2030 para el desarrollo sostenible de la ONU, plantea 17 objetivos para un 
mundo sostenible, de los cuales dos reafirman la necesidad de lograr la igualdad entre los 
sexos y erradicar la pobreza extrema. Al menos un 50% de hogares en pobreza extrema 
poseen jefatura femenina y sus condiciones de vida están marcadas por la desigualdad. 
Cambiar estas condiciones, es imperioso para lograr una sociedad justa e inclusiva. 




El Estado debe partir de esta realidad para impulsar políticas públicas que logren insertar 
a las mujeres en ámbitos económicos no tradicionales, más competitivos y de crecimiento 
productivo para impactar realmente en su autonomía económica y romper este círculo 
vicioso cruel y de falso crecimiento. Se debe revisar el marco jurídico que rige la educación 
formal, el empleo de calidad, la formación técnica, los emprendimientos y las micro, 
pequeñas y medianas empresas con el fin de romper el círculo vicioso que impulsa el 
establecimiento de actividades no formales y en áreas de poco crecimiento y dinamismo 
económico.  




Asimismo, el país también debe contar con políticas públicas claras en materia de 
informalidad de las actividades productivas (que crecen cada vez más debido a la 
expulsión de la población vulnerable que provoca el sistema actual), así como a los costos 
y trámites enormes que se requieren hoy para abrir un negocio en total legalidad y 
formalidad.  




Por lo tanto, la Política Nacional de Igualdad efectiva entre Mujeres y Hombres 2018 – 
2030, debe evidenciar los cambios estructurales que el país debe hacer en materia de 
acceso a recursos productivos, generación de ingresos, empleo de calidad y entorno 
jurídico tanto para el sector formal como no formal de la economía, con el fin de 
garantizar en condiciones de igualdad, la participación femenina en la esfera productiva 
nacional y la distribución del trabajo doméstico no remunerado y de cuido, para una justa 
distribución de la riqueza.  




Además, debe generar acciones para el acceso equitativo a los recursos que permiten la 
generación de riqueza, así como “asegurar la gobernanza responsable de la tenencia, 
porque la tierra, la pesca y los bosques son fundamentales para la realización de los 
derechos humanos, la seguridad alimentaria, la erradicación de la pobreza, la 















sostenibilidad de los medios de vida, la estabilidad social, la seguridad de la vivienda, el 
desarrollo rural y el crecimiento social y económico”151. 




a) OBJETIVO DEL EJE 3:




• Fortalecer la autonomía económica de las mujeres mediante el empleo inclusivo
de calidad y el uso, acceso y control a ingresos, recursos y beneficios, 
reduciendo la desigualdad en la distribución de la riqueza del país y, 
considerando la corresponsabilidad social de los cuidados como eje de 
empoderamiento económico en todas las regiones y zonas. 




b) Resultados esperados al 2030




12. Más mujeres con empleos de calidad en todos los sectores, especialmente
en los altamente dinámicos para la economía, con accesibilidad universal y,
en los que se reducen brechas de género




151 FAO (2012) Directrices voluntarias sobre la Gobernanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los bosques 
en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. 















persistentes por: ingreso, salarios, aseguramiento, maternidad, lactancia, 
cuido y por acoso sexual y laboral.  




13. Más mujeres tienen acceso y control a la propiedad de la tierra y a la vivienda,
así como su derecho humano al agua, en todas las regiones y zonas.




14. Aumentan las mujeres que, en su diversidad de condiciones, disfrutan de
servicios universales de protección social y aseguramiento directo.




15. Más mujeres tienen acceso a recursos productivos, servicios financie-
mujeres tienen acceso a ecursos productivos, serv cios fi ros integrales,
infraestructura, transporte y ordenamiento urbano, nancieros integrales,
infraestructura, transporte, tecnol gía y de tecnología e innovación, que
aumentan sus posibilidades de movi-innovación, que aume tan sus
posibilidades de movilidad social y lidad social y desarrollo empresarial, en
todas las regiones y zonas.desarr llo empresarial, en todas las r giones y
zonas.




16. Más mujeres cuentan con acceso y habilidades para el uso de tec-mujeres
tienen acceso  recursos productivos, servicio financie ros integrales,
infraestructura, transportes y ordenamiento urbano,nologías de información
y comunicaciones (TICs) y manejo de datos tecnología e innovación, que
aabiertos, para el desarrollo de sus actividades educativas, laborales, mentan
sus posibilidades de movilidad social y desarrollo empresarial, en todas las
regiones y zonas.políticas y productivas, en todas las regiones y zonas.




17. Más mujeres acceden a la educación técnica, tecnológica y científica, pública
y privada y, a la investigación de punta para el desarrollo sostenible.




18. Más mujeres fortalecen sus destrezas y habilidades para la mitigación y la
adaptación ante casos de emergencia o en presencia de desastres derivados
de fenómenos naturales y cambio climático.




Eje 4: Distribución del poder 




El poder es aquella fuerza que se pone en juego en todas las relaciones interpersonales, 
como la experiencia, la confianza en sí misma/o, los conocimientos, los recursos 
económicos, entre otros, utilizados para defender y hacer realidad deseos e intereses. No 
obstante, estas fuerzas personales están determinadas por el lugar social que se ocupe y 
el valor social asignado según el sexo, la clase social, la etnia u otras condiciones asociadas 
a las múltiples formas de discriminación (interseccionalidad). Por eso, se requiere de un 















conjunto de estrategias para hacer efectivo el ejercicio del poder en aquellas personas o 
grupos sociales en condiciones de desigualdad. 152 




La estrategia del empoderamiento ha sido considerada una herramienta clave para el 
fortalecimiento de las capacidades y autonomía de las mujeres. Para Lagarde, el 
empoderamiento consiste en “… el proceso a través del cual cada mujer se faculta se 
habilita y se autoriza. Esto es relevante debido a la constante desautorización de las 
mujeres y a las dificultades que el mundo nos presenta para habilitarnos, es decir para 
capacitarnos, sentirnos y ser capaces, y para facultar, es decir para tener la facultad o el 
poder de hacer cosas y de vivir con autoridad, es decir valoradas y reconocidas…” 153 




El empoderamiento de las mujeres vincula procesos individuales y colectivos, que 
posibilitan transformaciones en la distribución de los recursos materiales y simbólicos, y 
en las oportunidades, así como el fortalecimiento de las capacidades y el incremento del 
poder para la toma de decisiones y el ejercicio de la ciudadanía en democracia e igualdad 
efectiva. 




El ejercicio de la ciudadanía de las mujeres ha posibilitado el empoderamiento e incidencia 
para la definición de estrategias y mecanismos, con el fin de avanzar en la transformación 
de los nudos de las desigualdades. Por otra parte, al reducirse las brechas de estas 
desigualdades permite a las mujeres ejercer su autonomía entendida como “… la 
capacidad para tomar decisiones libres e informadas sobre sus vidas, de manera de poder 
ser y hacer en función de sus propias aspiraciones y deseos…” (CEPAL, p 24),174 es decir, 
desde una mirada que integra e interrelaciona lo individual y lo colectivo. Un concepto de 
poder que pone énfasis en relaciones desde el ejercicio de un liderazgo compartido, 
colaborativo y transformador.  




Este nuevo tipo de liderazgo de las mujeres construye alianzas políticas para enfrentar las 
diversas formas de discriminación. Estas nuevas alianzas posibilitan como base de la 
sororidad, potenciar la fuerza y generar acciones a favor de la igualdad y los derechos 
humanos.  




En ese sentido, en el diseño y ejecución de una política para la igualdad efectiva entre 
mujeres y hombres, es preciso tener presente los nudos relacionados en la desigualdad 
existente en torno a la distribución del poder, de los ingresos y del tiempo que limita el 
empoderamiento, así como las autonomías de las mujeres, al existir un trato diferenciado 
injusto en el ejercicio de sus derechos humanos. 




Es así como que desde la institucionalidad pública es necesario contribuir con esos 
cambios, tal y como lo plantea Lagarde “…En la cultura el empoderamiento se concreta 
en el cambio de las mentalidades colectivas de mujeres y hombres y en los discursos y las 




152 INAMU (2001) Sentir, Pensar y Enfrentar la Violencia Intrafamiliar. 
153 Lagarde y de los Ríos Marcela. Vías para el empoderamiento de las mujeres. Proyecto Equal I.O metal, p. 5 174 




Bidegain Ponte Nicole (2017) La Agenda 2030 y la agenda regional de género, op. cit. 















prácticas de instituciones sociales, civiles y estatales. El cambio está cifrado en la 
aprobación y el apoyo al avance legítimo de las mujeres y de nuestras aspiraciones al 
desarrollo, al bienestar, a la participación y al goce de nuestros derechos y libertades…”  




En los procesos de participación política, las mujeres no han alcanzado aún suficiente 
presencia y poder en puestos de decisión política representativa y de liderazgo en el nivel 
nacional, provincial, cantonal, ni en los espacios de decisión y de representación 
colegiada, ni en colectivos de organización comunal, social, política partidaria, juntas 
directivas de instituciones públicas u otras similares. De manera que aún, la toma de 
decisiones paritarias con los hombres sigue siendo un reto. 




Por lo anterior, la democracia paritaria como contexto apropiado para el desarrollo de los 
derechos de mujeres y hombres en el plano político representativo requiere:  




• Estructuras partidarias y un sistema de partidos inclusivo con mecanismos
adecuados que garanticen la igualdad efectiva y la no discriminación entre
mujeres y hombres y el respeto a las diversidades.




• Desarrollo de las capacidades de organización, incidencia y auditoría social
por parte de las organizaciones de mujeres y mixtas.




• Fortalecimiento de normativa y políticas internas que garantice de forma
efectiva procedimientos y prácticas institucionales orientadas a una
democracia paritaria en los partidos políticos.




a) OBJETIVO DEL EJE 4:




• Fortalecer a las mujeres en su empoderamiento personal, liderazgo individual y
colectivo, el autocuidado y su bienestar para la ciudadanía plena y el logro de 
la igualdad efectiva.  




b) Resultados esperados al 2030




19. Aumentan servicios institucionales de promoción, formación y educación
para el empoderamiento personal, autocuidado y bienestar de las mujeres.




20. Aumentan las niñas y mujeres adolescentes que se empoderan en torno al
ejercicio de los derechos humanos




21. Aumentan los colectivos autónomos de mujeres que promueven el ejercicio
y la exigibilidad de sus derechos para la igualdad efectiva.















22. Aumentan las mujeres con mayores conocimientos y competencias en el
ejercicio de su liderazgo para el desempeño de sus funciones y el impulso de
agendas de la igualdad efectiva.




23. Aumentan las mujeres con formación en igualdad efectiva, derechos de las
mujeres e igualdad de género para su participación y postulación a
estructuras de toma de decisión




24. Aumentan las mujeres en paridad con los hombres en puestos de elección
popular y de designación en todos los Poderes del Estado, instituciones e
instancias gubernamentales y municipales.




25. Aumentan las mujeres en paridad con los hombres, en todas las estructuras
de toma de decisiones y puestos de los partidos políticos y en las
organizaciones sociales y gremiales.




Gestión pública de la Política Nacional  para la Igualdad 




Efectiva 2018-2030




Para el cumplimiento de la Política, plasmada en los cuatro ejes estratégicos, se requiere 
de la coordinación entre las instituciones públicas de los Poderes de la República 
presentes en el país; así como de la colaboración en este proceso, de organizaciones 
sociales interesadas y del sector privado empresarial.  




Para ello, es necesario el compromiso y fortalecimiento de las instancias de coordinación 
ya existentes y que han funcionado hasta la fecha en la implementación de la PIEG.154 Se 
propone adicionalmente, un cambio sustantivo en el estilo de gestión, que permita a la 
Política una trazabilidad efectiva en todos los niveles de acción pública: nacional, regional, 
territorial y local, con el objetivo de acercarse a las demandas y necesidades particulares 
de las mujeres, por lo que se debe incidir en las instancias de coordinación 
interinstitucional existentes en esos niveles y en las propiamente locales, creadas y en 
funcionamiento. 




154 Véase Decreto Ejecutivo decreto ejecutivo número 34729 (La Gaceta N| 179 del 17 de setiembre del 2008) de 
Coordinación y estructura de la PIEG. Por otro lado, como parte del cierre de la PIEG 2007-2017, se realiza una 
evaluación del Modelo de Gestión, que nos brinda elementos para mejorar el funcionamiento de dichas instancias 
de coordinación. Asimismo, se toman en consideración en este documento, las disposiciones emitidas por la 
Contraloría General de la República en el informe de auditoría de la PIEG -DFOE-SOC-IF-12-2015. 















Instancias de coordinación 




La coordinación y seguimiento de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva de Género 
es responsabilidad del Instituto Nacional de las Mujeres, según se establece en la ley de 
creación del INAMU (ley 7801). Y la implementación o ejecución de esta, es 
responsabilidad de diferentes instancias, Poderes de la República, instituciones y empresas 
públicas y sector descentralizado territorial (municipalidades). 




Para poder cumplir con los cuatro ejes estratégicos de la Política y sus resultados, es 
necesario generar condiciones para la articulación y coordinación entre los diferentes 
actores y responsables de la gestión, según niveles de responsabilidad: coordinación, 
implementación, seguimiento, evaluación y rendición de cuentas. 




De esta forma, es necesario contar con mecanismos de gestión que lo hagan posible, 
apostando como principio básico a la concertación, la construcción, fortalecimiento de 
coaliciones y trabajo conjunto entre las instituciones, instituciones-sociedad civil y el 
impulso de alianzas público-privadas, en el nivel central y regional-local. 




Instancia de Nivel Político 




La conducción política de la PIEG es fundamental para el logro de los resultados 
planteados. Esto significa que la Política y sus planes de acción se convierten en una 
prioridad del Estado y de las diferentes administraciones de gobierno, en el período 2018-
2030. 




Para ello se conforma una instancia de alto nivel denominada Comisión de Alto Nivel 
Político con participación de autoridades del Poder Ejecutivo (Ministerio de Educación 
Pública, Ministerio de Trabajo, Ministerio de Salud y Rectoría del Sector Social, Ministerio 
de Hacienda, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, de igual manera se 
hace una excitativa a la Asamblea Legislativa, al Poder Judicial al Tribunal Supremo de 
Elecciones y a las Municipalidades para que nombren sus representantes en calidad de 
asesores o consultores en este nivel. Su función principal es dar seguimiento, apoyo e 
incidencia política para el avance en el cumplimiento de los resultados de la PIEG y sus 
planes de acción.  




Tal y como se señala en el documento de la PIEG 2007-2017, la función principal de esta 
instancia, es que sea una estructura permanente de acompañamiento para el avance del 
cumplimiento de la Política, y que puede ampliarse con la presencia de autoridades de 
sectores e instituciones claves para su implementación. En la misma línea, construir 
estrategias de articulación y coordinación, respetando la autonomía de cada poder. 




Instancia de nivel técnico central 















La coordinación y articulación interinstitucional es clave para la consecución de los 
resultados de la Política. Para ello, se cuenta con una instancia de coordinación técnica 
denominada Comisión Técnica Interinstitucional, liderada por el Instituto Nacional de las 
Mujeres y conformada por representantes de instituciones y sectores vinculados con la 
implementación de la Política 




Esta instancia es un órgano intermedio en la estructura de coordinación de la PIEG y está 
integrada por una persona representante de cada una de las instituciones y/o sectores 
que ejecutan la PIEG (enlaces), y según el siguiente perfil: 




• Ser parte del mecanismo de igualdad y equidad de género de la institución




• Con conocimientos del enfoque de género y derechos humanos de las
mujeres.




• Con conocimientos de los distintos ámbitos de acción y normativa que
regulan su propia institución.




• Con posibilidad de coordinación institucional, principalmente en el nivel de
la planificación institucional e interinstitucional.




• Con habilidades comunicativas, que permitan el diálogo, la mediación,
negociación.




La Comisión Técnica Interinstitucional en pleno se reunirá cada dos meses, según 
propuesta de calendario anual aportado por la Secretaría Técnica de la PIEG. 




La Comisión Técnica Interinstitucional de la PIEG tendrá las siguientes funciones: 




• Discutir sobre asuntos relevantes derivados de la ejecución y seguimiento de
la PIEG.




• Definir y aprobar las propuestas metodológicas para elaboración de los
planes de acción y de las políticas PIEG.




• Revisar, discutir los informes de seguimiento presentados por la Secretaría
Técnica, derivados de la consolidación de informes anuales.




• Definir estrategias para la incorporación de los planes de la PIEG en el
quehacer de la planificación institucional (POA, PAO, POI) u otros
mecanismos.




• Emitir recomendaciones sobre el avance de los resultados de planes y de la
PIEG en su conjunto para ser remitidos a la Comisión de alto nivel político de
la PIEG.




• Ser enlace técnico de la institución en la PIEG















• Establecer coordinaciones dentro de la institución para la ejecución y
seguimiento de las responsabilidades asumidas en la PIEG, incluyendo las
dependencias regionales-locales.




• Participar activamente en la reuniones de la Comisión Técnica
Interinstitucional de la PIEG




• Coordinar con la Secretaría Técnica lo concerniente al seguimiento de la PIEG
y sus planes de acción.




Instancias de nivel regional-local 




Los Consejos Regionales de Desarrollo –COREDES- son instancias regionales que 
coordinan y articulan políticas, planes, programas y proyectos institucionales e 
interinstitucionales, mediante la participación activa de los diferentes segmentos 
involucrados en el desarrollo del espacio regional. (Decreto Ejecutivo Nº 39453-MP-PLAN 
de 14 de octubre de 2015). Estas serán las instancias en el ámbito regional encargadas de 
implementar los compromisos de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva de Género 
(PIEG), y en el ámbito cantonal serán los Consejos Cantonales de Coordinación 
Institucional (CCCI). Estas instancias de coordinación elaborarán planes de trabajo, de 
acuerdo a los compromisos inscritos en la Política y darán seguimiento a su cumplimiento. 




Por otra parte, los Consejos Territoriales de Desarrollo Rural, serán las instancias en el 
ámbito rural encargados de desarrollar planes de desarrollo territorial rural que incluyan 
los compromisos de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva de Género (PIEG).  




La estrategia de regionalización de la política establecerá una mayor precisión en torno a 
la ejecución de los planes de acción para cada período y sus responsables. 




Secretaría Técnica de la PIEG 




El Instituto Nacional de las Mujeres es el encargado de la coordinación de la Política, así 
como del seguimiento y evaluación. Para ello cuenta con una dependencia denominada 
Secretaría Técnica de la PIEG. 




Las funciones de la Secretaría Técnica son: 




• Diseño y puesta en marcha del sistema de información y evaluación PIEG:
elaboración de informes, balances, actualización de indicadores, evaluación.




• Gestión operativa de la Comisión Técnica: convocatorias, agendas, acuerdos
y su seguimiento















• Elaboración y presentación de los informes de seguimiento, balances y
evaluación de la PIEG a la Presidenta Ejecutiva INAMU.




• Diseño y ejecución de estrategias de coaliciones de apoyo para la ejecución
y seguimiento de la PIEG, con instituciones estatales, sector privado y
sociedad civil.




• Elaborar e implementar estrategias de divulgación de la Política y resultados
de sus planes de acción.




• Coordinar los procesos de elaboración de la Política y sus planes de acción.




Estas seis instancias constituyen la estructura de funcionamiento y coordinación para la 
ejecución y seguimiento a los planes de acción y a la política (PIEG) misma. 




Seguimiento y evaluación del cumplimiento de resultados de 
la Política




El INAMU como entidad coordinadora de la Política Nacional de Igualdad y Equidad de 
género, establecerá un sistema de información para el seguimiento de la gestión y 
evaluación del cumplimiento sustantivo de los resultados que se propone la política, y se 
organizará en torno a módulos que serán correspondientes con cada uno de sus ejes 
estratégicos. 




De manera permanente, el sistema de información de la PIEG brindará y recibirá 
información relacionada con dicho cumplimiento, así como también deberá someter sus 
indicadores de resultado a una permanente retroalimentación de las instituciones, 
organizaciones y ciudadanía en general. En otras palabras, el sistema de información se 
constituye en un “observatorio” permanente de avances, retrocesos, dificultades y logros 
de la PIEG, de carácter simple y de fácil acceso. 




Este sistema de información contará con dos tipos de indicadores para el seguimiento y 
la evaluación de los objetivos: a) indicadores de resultado (efectos-impacto). Se definen 
en función de las metas del período que cubre la PIEG: b) indicadores de proceso 
(productos-servicios). Aluden al conjunto de procesos de trabajo necesarios para el 
cumplimiento de cada eje y los resultados esperados. Ambos requieren partir de líneas 
bases relativas a la situación social que se debe transformar, y son parte sustantiva de 
cada plan de acción.  




La Secretaría Técnica de la PIEG es responsable de la actualización de los indicadores de 
resultado cada 5 años. Los indicadores de resultado de la PIEG buscan comparar 
cuantitativa o cualitativamente los objetivos propuestos con los resultados logrados, por 















lo que deben mostrar de una u otra forma, los beneficios obtenidos con el impulso de la 
política, y ser accesibles a la ciudadanía y a las instancias competentes. 




Estos indicadores contemplan dos niveles principales de análisis: uno en el que se 
muestran sus impactos directos sobre las personas; otro, que atañe a las brechas, en el 
que se miden aquellas distancias entre mujeres y hombres que tienen por base las 
desigualdades existentes entre ambos, con el fin de ir monitoreando si se acortan o no. 




Coordinaciones y alianzas para el seguimiento  a la gestión 




de la PIEG 




Todas las instituciones que forman parte del Sector Social del Gobierno y especialmente 
aquellas con compromisos en la PIEG, como aliadas estratégicas, deberán coadyuvar con 
este sistema de información, aportando resultados actualizados de sus estudios o 
encuestas específicas vinculadas con algún indicador de resultado que sea parte del 
Sistema de información, así como, aportando los registros administrativos de su gestión 
ordinaria los cuales deberán, al menos, estar desagregados por sexo.  




En el caso de instituciones que no pertenecen al Sector Social, o bien sean de otros 
Poderes de la República, se faculta al INAMU para que establezca alianzas o convenios 
específicos con los departamentos de estadísticas correspondientes para tal fin.  




Una vez obtenida y sistematizada la información por parte de la Secretaría Técnica de la 
PIEG, se la analizará en conjunto con la Comisión Técnica Interinstitucional, cuyo informe 
final servirá de insumo para la de la oportuna toma de decisiones. 




En relación con el seguimiento desde la ciudadanía al cumplimiento de la  




Política, se instruye a las instituciones del Sector para que, en conjunto con el INAMU, 
convoquen Foros nacionales para balance de mitad y final de periodo en torno a la PIEG, 
teniendo como base la información ya sistematizada por la Secretaría Técnica y mediante 
la convocatoria a representantes de los Poderes de la República y del Tribunal Supremo 
de Elecciones, Unidades de género, Oficinas municipales de la mujer, entes contralores, 
organizaciones de mujeres, organizaciones sociales diversas de la sociedad civil, la 
Defensoría de los Habitantes, universidades estatales y el sector empresarial y 
cooperativo del país. 




Previamente, la Secretaría Técnica convocará y llevará a cabo en coordinación con el 
Comité Técnico Interinstitucional, Foros regionales de avance y cumplimiento de la PIEG, 
a mitad y al final del período establecido para la ejecución de la Política, teniendo en 
cuenta los mismos insumos y la misma composición de actores durante su convocatoria. 
El Foro Nacional deberá retomar las principales recomendaciones e inquietudes salidas 
como resultado de la participación ciudadana en las distintas regiones del país.  















Vinculación de la Política y sus planes de acción 




El seguimiento a la gestión más operativa de la PIEG es posible mediante el diseño técnico 
y la inclusión de oficio de indicadores de proceso en los planes de acción de las políticas 
que sucesivamente deberán de darse y que abarcarán un período de entre 3 y 4 años de 
gestión. Las acciones, indicadores y metas comprometidas por parte de las instituciones 
del Poder Ejecutivo y en especial del Sector Social del gobierno, deberán incorporarse en 
cada uno de los Planes Operativos institucionales previstos para dicho período, con el fin 
de dotarlos de recursos técnicos y financieros que hagan posible que las acciones se 
cumplan y por ende, que se contribuya a la obtención de los resultados allí previstos. Estos 
planes de acción tendrán su seguimiento anual y de período y manejarán un conjunto de 
indicadores de proceso que coadyuva con el resultado esperado en los indicadores de la 
PIEG.  




Evaluación de la PIEG 2018-2030 




Con el fin de mejorar los efectos esperados de las estrategias que supone la puesta en 
práctica de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva de Género, se llevarán cabo al 
menos dos evaluaciones externas comprehensivas de los programas o acciones 
estratégicas que la integran, así como de su modelo de gestión según objetivo planteado. 




El INAMU, en coordinación con MIDEPLAN y el INEC se encargará de que se ejecute una 
evaluación intermedia al cumplirse cinco años de ejecución de la política y una evaluación 
final sobre el cumplimiento de la Política, al menos seis meses después de que esta 
finalice.  




El diseño y los criterios iniciales para estos procesos evaluativos deben seguir la normativa 
establecida por las entidades rectoras de los Poderes de la República que participan de 
este proceso, procurando hacer un conjunto compatible de procedimientos.  




Los resultados de la evaluación intermedia deberán procurar orientarse hacia la mejora 
en la ejecución de la política, mientras que los resultados de la evaluación final deberán 
contribuir, además, en la formulación de la nueva política. 




Las actualizaciones sucesivas de los indicadores de resultado de la PIEG, serán parte 
integral y complementaria de dichas evaluaciones. 




En relación con el avance y cumplimiento de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva 
de Género, se emitirán los siguientes informes oficiales:  




• Informe de actualización de indicadores de resultado. Al menos tres durante
el período establecido para la ejecución de la política: el primero considerado
como línea base, al inicio; el segundo a mitad de período para sustentar las
evaluaciones formativas, intermedia o de progreso de la política y una















actualización final para complementar los resultados de la evaluación del 
cumplimiento de la PIEG. La coordinación y la gestión de estos estudios de 
actualizaciones serán resorte de la Secretaría Técnica de la PIEG.  




• Informe de evaluación intermedia o formativa, que contiene un conjunto de
recomendaciones sugeridas para avanzar o corregir el rumbo de la política
PIEG. Esta evaluación será gestionada por el INAMU en el marco de la
Comisión Técnico Interinstitucional y sus resultados y recomendaciones los
presentará y dará a conocer públicamente la Comisión Política de Alto Nivel
de la PIEG.




• Memoria de Foro Nacional para el Balance del cumplimiento de la PIEG por
parte de la ciudadanía. Se editarán al menos dos memorias una a medio
período y otra al final de la ejecución de la política.




• Informe de evaluación final de la PIEG. El INAMU gestionará la ejecución de
una evaluación final externa de la política, y la Comisión Política de Alto Nivel
presentará al país sus resultados finales.




• Otros reportes que se requieran para procesos de auditoría, contraloría o
elaboración de informes sucesivos de Estado, se emitirán oficialmente por la
Secretaría Técnica de la PIEG a cargo del INAMU.




Sistema de seguimiento de los planes de acción 




Para el seguimiento de cumplimiento de los planes de acción se utiliza el sistema de 
información, seguimiento y evaluación específicos para estos planes, con el fin de dar 
cuentas sobre la gestión y cumplimiento de las metas y resultados previstos en los planes 
y sus objetivos estratégicos. 




El sistema de información recibe y brinda información relacionada con el cumplimiento 
de las distintas acciones institucionales comprometidas y somete los indicadores de los 
distintos niveles (operativos o de proceso, de resultado y, de impacto) presentes en la 
PIEG y sus planes de acción, a una constante retroalimentación y actualización de parte 
de las instituciones, las organizaciones y ciudadanía involucradas. Este sistema permite 
visualizar avances, retrocesos, estancamientos, dificultades y logros de la PIEG y sus 
contribuciones al cierre de brechas de género en el país y deberá estar conectado con el 
sistema de indicadores nacionales establecidos por el Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos. 




Este Sistema de información, seguimiento y evaluación de los planes de acción 
comprende: 















1. Cuadros generales plurianuales con los objetivos, resultados, acciones, metas e
indicadores de cada uno de los Planes de Acción PIEG y su anualización.




2. Instrumental para la recolección de información periódica de avance en los




indicadores de resultado y operativos o de proceso contenidos en cada Plan de




Acción de la PIEG que incluye: a. La ficha técnica del indicador.




b. La matriz de recolección de información periódica semestral y anual de
avance en las metas operativas del Plan PIEG.




c. El cuadro de valoraciones técnicas asociadas al seguimiento de indicadores
de proceso (anuales) y de resultado (plurianual) de los Planes de Acción.




3. Estructura básica y de contenido de los distintos tipos de informes derivados y
asociados tanto al avance anual y plurianual de cada Plan de Acción, como de
avances, retroceso o estancamientos en los objetivos de la PIEG. Los tipos de
informes y reportes generados por este Sistema de información PIEG son:




4. Informes anuales: Las instituciones con responsabilidades en la ejecución de las
acciones del plan presentarán al INAMU un informe anual acerca del avance en su
cumplimiento a partir del indicador definido y de las metas anuales establecidas.
Para ello se cuenta con una matriz con su respectiva guía.




 Informe anual consolidado: El INAMU elabora un informe consolidado anual a partir de 
los informes entregados por las instituciones, que dará cuenta de los avances y 
rezagos en el cumplimiento del plan. Este informe es revisado y aprobado por la 
Comisión Técnica Interinstitucional y servirá de insumo a la Comisión de Alto Nivel 
Político para la toma de decisiones. 




 Balances plurianuales de cumplimiento: Se elaboran al término de cada Plan de Acción 
PIEG y a partir de los indicadores de resultado definidos para cada objetivo de la 
PIEG. Para ello el INAMU elabora un informe que incluye el avance del plan de 
acción que ha terminado y una actualización de la base de datos de los indicadores 
de resultado de la política PIEG en su conjunto, como insumo privilegiado para la 
toma de decisiones de mediano y largo plazo. Se utiliza la escala de valoración del 
Plan Nacional de Desarrollo. 




5. Foros nacionales balance mitad y final de periodo: El INAMU organizará foros de
discusión con los resultados de los balances y cierre de planes de acción, con
participación de representantes de instituciones y organizaciones de la sociedad
civil y de mujeres y otros actores sociales.




6. Para efectos del seguimiento de los planes de acción se realiza el siguiente
procedimiento:















❙ Las instituciones ejecutoras elaboran un informe de cumplimiento de sus
responsabilidades, según matriz aprobada por las instancias técnica y 
política. Este informe se elabora de forma anual y se entrega a la Secretaría 
Técnica de la PIEG, la primera semana del mes de febrero de cada año. 




❙ La Secretaría Técnica revisa los informes y elabora un consolidado anual,
tomando en cuenta también información relevante, actualización de 
indicadores y avance en el cumplimiento de las metas del plan respectivo. 
Este informe consolidado debe elaborarse para el mes de marzo de cada año. 




❙ El informe se revisa y discute en el seno de la Comisión Técnica Interinstitucional
y se organiza según los principales resultados para ser presentado a la 
instancia de alto nivel político. 




❙ Se presenta a la instancia de alto nivel político en el mes de abril y esta revisa y
discute los resultados de los informes y emite lineamientos o directrices a las 
instituciones según corresponda. 




❙ Se realizarán balances bianuales y finales, según el mismo procedimiento de los
anuales, y con valoración de cumplimiento según escala de Plan Nacional de 
Desarrollo.  




❙ Se realizan actividades de divulgación a la ciudadanía tales como foros, mesas de
diálogo y discusión, elaboración de boletines y otros. 




❙ La actualización de los indicadores de resultado es una tarea importante para el
seguimiento, ya que posibilita visualizar el avance o retroceso en el 
cumplimiento de resultados, y para la toma de decisiones oportunas y 
adecuadas. 




Alianzas público-público y público-privadas y la apuesta a 




regionalización de la Política




La puesta en marcha de diversas estrategias de articulación para el logro de la igualdad 
efectiva de género, en el marco de la Política, es esencial para el avance en el 
cumplimiento de los resultados planteados. Es así como diversos actores son convocados 
a participar en la ejecución de acciones para cada uno de los ejes propuestos, de acuerdo 
a su diversidad en cada una de las regiones. Es decir, autoridades, sectores, instituciones, 
empresas, organizaciones de la sociedad civil, avanzan hacia una convocatoria nacional, 
para contribuir a los resultados de la Política de acuerdo a su campo de acción y la 
incidencia en los diferentes ámbitos: central, regional, local. 
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ANEXO 1: Datos estadísticos




Gráfico 1  
Tasa de desempleo abierto por sexo y año. 1995-2013 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples (EHPM) 1995-2009 y 




la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2010-2013. 
Tabla 1  




Porcentaje de hogares en pobreza IPM, debido a la existencia de la privación   
“Fuera de la Fuerza de trabajo por obligaciones familiares”. 2016-2017 (según sexo de la jefatura) 




2016 




Total 




2017 




Total Sexo de la 




jefatura 
Sin 




privación 
Con 




privación 
Sin 




privación 
Con 




privación 




Femenina 80,70% 19,30% 100% 79,30% 20,70% 100% 




Masculina 75,60% 24,40% 100% 75,30% 24,70% 100% 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2016-2017. 















Tabla 2 




Porcentaje de hogares que presentan como privación   
“Fuera de la Fuerza de Trabajo por obligaciones familiares”, 2016-2017 (según sexo de la jefatura 




y nivel de pobreza por LP.) 




2016 2017 




Sexo de la 




jefatura No pobres 
Pobreza no 




extrema 
Pobreza 




extrema No pobres 
Pobreza no 




extrema 
Pobreza 




extrema 




Femenino 22,33 35,14 40,15 21,39 33,18 47,41 




Masculino 77,67 64,86 59,85 78,61 66,82 52,59 




TOTAL 100 100 100 100 100 100 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2016-2017. 
Gráfico 2  




Tasa de ocupación por sexo y grupo de edad. III Trimestre 2016 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Encuesta Continua de Empleo (ECE), III Trimestre 2016. 




Gráfico 3  
Condición de aseguramiento para personas ocupadas, III Trimestre 2016 















Fuente: INAMU, con base en datos de la Encuesta Continua de Empleo (ECE), III Trimestre 2016. 
Tabla 3  




Total de alumnas menores de edad embarazadas  que cursan I y II 




Ciclo según Dirección Regional, 2016 




Dirección Regional Absoluto Relativo1/ 




Costa Rica 67 3 




San José Central - 0 




San José Norte 4 3 




San José Oeste 1 1 




Desamparados 1 1 




Puriscal - 0 




Pérez Zeledón 1 1 




Los Santos - 0 




Alajuela 5 3 




Occidente 3 3 




San Carlos 3 2 




Zona Norte-Norte 2 5 




Cartago - 0 




Turrialba 13 28 




Heredia 3 2 




Sarapiquí 1 3 















Liberia - 0 




Nicoya - 0 




Santa Cruz - 0 




Cañas - 0 




Puntarenas 4 6 




Coto 6 8 




Aguirre 2 6 




Grande del Térraba 1 2 




Peninsular - 0 




Limón 5 4 




Guápiles 2 2 




Sulá 10 63 




1/ Es una proporción por cada diez mil estudiantes matriculadas al inicio del curso lectivo. Se calcula con 




respecto al total de mujeres menores de edad inscritas al inicio del curso lectivo. 




Fuente: Departamento de Análisis Estadístico, Ministerio de Educación Pública, 2017. 
Tabla 4  




Total de alumnas menores de edad embarazadas que cursan   
III Ciclo y Educación Diversificada Diurna según Dirección Regional, 2016 




Dirección Regional Absoluto Relativo1/ 




Costa Rica 715 47 




San José Central 44 43 




San José Norte 23 20 




San José Oeste 43 50 




Desamparados 47 45 




Puriscal 19 75 




Pérez Zeledón 27 50 




Los Santos 6 44 




Alajuela 48 35 




Occidente 21 32 




San Carlos 36 45 




Zona Norte-Norte 14 56 




Cartago 40 34 















Turrialba 12 42 




Heredia 51 39 




Sarapiquí 8 40 




Liberia 17 42 




Nicoya 20 77 




Santa Cruz 30 93 




Cañas 8 36 




Puntarenas 32 66 




Coto 45 100 




Aguirre 12 58 




Grande del Térraba 24 94 




Peninsular 10 114 




Limón 37 51 




Guápiles 27 45 




Sulá 14 154 




1/ Es una proporción por cada diez mil estudiantes matriculadas al inicio del curso lectivo. Se calcula con 




respecto al total de mujeres menores de edad inscritas al inicio del curso lectivo Fuente: Departamento de 




Análisis Estadístico, Ministerio de Educación Pública, 2017. 




Tabla 5  
Distribución porcentual de las personas entrevistadas,  según las principales causas de la 




violencia contra las mujeres. Mayo 2011. 




Causas Porcentaje 




Total 100,0 




Machismo y sociedad patriarcal 37,0 




Alcohol y drogas 15,7 




Falta de educación y valores 12,6 




Falta de comunicación y comprensión 6,3 




Celos 6,1 




Por las necesidades económicas de la familia 4,4 




Infidelidades 3,8 




No hay respeto en la pareja 2,4 















Mujer se queda callada y no denuncia y tiene miedo 1,8 




Patrones culturales de crianza 1,6 




Mujeres se lo buscan, hacen desconfiar a los hombres 1,4 




Las leyes son insuficientes para proteger a las mujeres 1,4 




Problemas intrafamiliares 0,9 




Falta de información por parte de las mujeres 0,8 




Las leyes empoderan a las mujeres 0,3 




Otros 1,5 




NS/NR 2,0 




Fuente: IDESPO-Universidad Nacional. Documento Encuesta de Pulso Nacional 67, 2012. 
Gráfico 4  




Tasa de incidencia de violencia intrafamiliar, según provincia y año. 2012-2016  (por diez mil 




habitantes) 




Fuente: INAMU, con base en datos del Ministerio de Salud, Dirección de Vigilancia de la Salud, 2017. 




Gráfico 5  
Porcentaje de casos registrados por violencia intrafamiliar contra mujeres,  según tipo de 




violencia y año. 2012-2016 















Fuente: INAMU, con base en datos del Ministerio de Salud, Dirección de Vigilancia de la Salud, 2017. 
Tabla 6  




Porcentaje de personas que enfrentaron acoso sexual callejero por sexo, 2015 (según tipo de 




acoso) 




Tipo de acoso 
Sexo 




Total 
Mujer Hombre 




Al menos un tipo de acoso 61,7 32,8 47,9 




Pitar de un vehículo con intensiones sexuales 37,7 4,6 21,9 




Silbidos con insinuaciones sexuales 36,2 4,8 21,2 




Piropos 35,2 14,2 25,2 




Mirar fijamente una parte íntima del cuerpo 35,0 13,5 24,7 




Palabras vulgares con intensiones sexuales 34,6 7,9 21,8 




Besos por el aire 30,7 9,9 20,7 




Gestos vulgares con intensiones sexuales 30,2 9,3 20,3 




Rozar a propósito con sus partes íntimas 18,7 7,2 13,2 




Tocar una parte íntima de su cuerpo 10,4 3,9 7,3 




Actos exhibicionistas de tipo sexual 10,1 3,1 6,8 




Impedir el paso con intensiones sexuales 9,2 2,4 6,0 




Perseguir con intenciones sexuales 7,8 0,8 4,5 




Nota: 2 personas no respondieron este módulo 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Escuela de Estadística, Universidad de Costa Rica. Encuesta 




Actualidades 2015. 















Tabla 7  
Porcentaje de casos resueltos por Hostigamiento Sexual, 2012 al 2016 




(según sexo de la persona denunciante y de la persona denunciada) 




Sexo Año 




2012 2013 2014 2015 2016 




Costa Rica 134 155 239 314 244 




Persona 




denunciante 100 100 100 100 100 




Mujer 88,8 96,1 93,3 92,8 89,5 




Hombre 11,2 3,9 6,3 5,2 8,6 




No indica - - 0,4 2 1,9 




Persona 




denunciada 100 100 100 100 100 




Mujer 2,1 5,9 4,3 0,9 1,4 




Hombre 97,9 94,1 95,7 99,1 98,6 




No indica - - - - - 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Defensoría de los Habitantes. Informes de labores 2012-2016. 















Gráfico 6  
Distribución porcentual de medidas de protección según sexo de la víctima, 2015. 




Fuente: INAMU, con base en datos de la Sección de Estadística, Dirección de Planificación, Poder Judicial. 




Anuario Judicial 2015. 
Tabla 8 




Distribución absoluta, porcentual y tasas de femicidios por Artículo 21 de la 




LPVCM/1 y Femicidio Ampliado (Belém do Pará), 2012-2016  
(tasas por cada 100 mil mujeres) 




Tipo de Homicidio Año 




2012 2013 2014 2015 2016 




Total 26 18 22 27 26 




 Femicidio Art No 21 




LPVCM 5 7 6 9 11 




 Femicidio Ampliado 




(Belém do Pará) 21 11 16 18 15 




Porcentajes 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 




 Femicidio Art No 21 




LPVCM 19,2 38,9 27,3 33,3 42,3 















 Femicidio Ampliado 




(Belém do Pará) 80,8 61,1 72,7 66,7 57,7 




Tasas de femicidios 1,13 0,77 0,93 1,13 1,07 




 Femicidio Art No 21 




LPVCM 0,22 0,30 0,25 0,38 0,45 




 Femicidio Ampliado 




(Belém do Pará) 0,91 0,47 0,68 0,75 0,62 




/1 Se refiere a la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres.  




Fuente: Poder Judicial, observatorio de violencia de género y acceso a la justicia, informe 93-ES-2017-B, 




2017 
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INTRODUCCIÓN



A continuación se presenta la propuesta de Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa,  la 
cual incorpora los resultados de un proceso de trabajo conjunto entre el Estado, la Academia y 
representantes de la Sociedad Civil de Costa Rica.



En su elaboración participaron el Poder Judicial, con representantes de la Judicatura, 
Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, Ministerio Público, Defensa Pública (Unidad de 
Defensa Pública Penal Juvenil), Departamento de Trabajo Social y Psicología, la Comisión 
Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), el Viceministerio 
de Paz, MIDEPLAN, Ministerio de Educación, Ministerio de Salud, Oficina de Cooperación y 
Relaciones Internacionales, DINARAC, Dirección General de Adaptación Social y su Programa 
Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil, Dirección del Programa de Prevención del 
Ministerio de Seguridad, la Defensoría de los Habitantes (Dirección Área Niños y Adolescentes), 
Patronato Nacional de la Infancia (PANI), ILANUD, Consejo de la Persona Joven,  Instituto 
sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) Centro de Menores, representantes de 
universidades, Fundación Acción Joven, Centro Juvenil Amigó Terceros Capuchinos, Asociación 
Cristiana de Jóvenes, Centro La Paloma, Red Un Chance Costa Rica, COSECODENI Redes de ONG 
Costa Rica perteneciente a REDLAMYC, Jóvenes en Contra de la Violencia  de Costa Rica y la Caja 
Costarricense de Seguro Social.



La iniciativa cuenta con el apoyo técnico del Observatorio Internacional de Justicia Juvenil 
(OIJJ), en el marco del Programa EUROSOCIAL II “Acompañamiento en la Modernización de 
Políticas Públicas destinadas a Adolescentes en Conflicto con la Ley”, el cual busca mejorar 
los sistemas de justicia juvenil en la región desde un enfoque integral basado en las normas 
internacionales de derechos humanos, la justicia juvenil, la Administración de la Justicia de 
menores y la prevención del delito y la violencia1. 



Costa Rica, atendiendo a su reconocida trayectoria en el cumplimiento de los compromisos 
internacionales en materias de derechos humanos, ha procurado la revisión de la Administración 
de Justicia Penal Juvenil en pro de la incorporación de los principios y postulados de la Justicia 
Restaurativa, en el marco de la normativa internacional y las garantías procesales y judiciales 
del sistema penal costarricense.



1 Términos de Referencia para la Prestación de un Servicio de Asesoría/consultoría en el marco del programa EurosociAL II, 
SC110A1585OIJ-Costa Rica, 2015
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La Justicia Juvenil Restaurativa devuelve el conflicto a la comunidad e incorpora tres aspectos 
principales. El primero de dichos aspectos dice relación con brindar un trato a las personas 
ofendidas acorde a sus derechos y necesidades; el segundo, con la importancia de prevenir 
efectivamente la reincidencia mediante procesos que aseguren una finalidad educativa; y el 
tercero, con el imperativo de la desjudicialización y minimización de los efectos negativos de la 
prisión y las sanciones penales en las personas que han delinquido. Al relevar la participación 
de los y las protagonistas del conflicto, vale decir, la comunidad, la persona ofendida y el o la 
adolescente favorecen el fin resocializador, la reparación del daño en la persona ofendida, la 
resolución del conflicto a la base del delito y la restauración de la paz y la seguridad social que 
se han visto quebrantadas a partir del ilícito. 



La Justicia Juvenil Restaurativa constituye una alternativa complementaria al modelo de Justicia 
Especializada2, esto porque la Justicia Especial, en coherencia con los postulados de la Justicia 
Restaurativa, se orienta a la desjudicialización, la flexibilización de las actuaciones judiciales 
según las necesidades de las personas adolescentes, la diversificación de las respuestas y el 
derecho penal mínimo, a la vez que preserva el respeto a las garantías judiciales y procesales 
consagradas por el Sistema de Naciones Unidas en Justicia Juvenil. 



El Poder Judicial y la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia 
(CONAMAJ) han reflejado estos principios y aspiraciones en la “Política Judicial dirigida 
al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica”3 
del 2010 y luego en la “Política del Derecho al Acceso a Justicia para personas Menores de 
Edad en condiciones de Vulnerabilidad sometidas al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”4 del 
2011, en lo relativo a contar con servicios alternativos o complementarios al proceso judicial 
juvenil, dentro de los cuales se encuentra la Justicia Restaurativa. Específicamente, el último 
instrumento mencionado refiere en su Plan de Acción, la necesidad de favorecer el desarrollo 
e implementación de procesos de resolución alterna de conflictos, círculos de paz y reuniones 
restaurativas, entre otras, atendiendo a soluciones participativas, democráticas, equitativas y 
acordes a los intereses de las personas adolescentes, desde un enfoque de derechos del niño, 
de la niña y los derechos humanos.



Un importante impulso al fortalecimiento de la incorporación de la Justicia Restaurativa en 
los procesos penales de personas menores de edad en Costa Rica ha sido su consideración 
expresa en el Plan Estratégico del Poder Judicial, período 2013-2018. En este documento, el 
Consejo Superior del Poder Judicial enfatiza la disminución del retraso en la resolución de los 



2 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia Retributiva y la Justicia Restaurativa. Costa Rica, Ilanud, Unfpa, 2012.
3 Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica. Comisión 



de Acceso a la Justicia, Poder Judicial y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Costa Rica, 2012.
4 Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidas al Proceso 



Penal Juvenil en Costa Rica. Aprobada en la sesión n.° 4-11 de la Corte Plena, celebrada el 14 de Febrero de 2011, artículo XV. 
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procesos judiciales, a través de la optimización de mecanismos alternativos de solución de 
conflictos, la agilización de medidas cautelares y otras acciones concretas. Igualmente, define 
la necesaria participación ciudadana en la gestión judicial de forma de determinar soluciones 
satisfactorias para todas las partes involucradas y establece la contribución del Programa de 
Justicia Restaurativa a la modernización de la gestión judicial y la gestión del recurso humano.



Esta disposición ha sido históricamente adoptada por el Programa de Justicia Juvenil 
Restaurativa, bajo la dirección de la magistrada de la Sala Tercera, Dra. Doris María Arias Madrigal, 
el cual impulsa la discusión, desarrollo, fortalecimiento y profundización del tema, en conjunto 
con la Subcomisión Penal Juvenil del Poder Judicial y diversos actores de la sociedad civil y 
otros actores del Estado, presentando a la fecha indiscutibles avances y logros en el ámbito 
de la Justicia para adultos y la población juvenil. Dentro de estos, es posible mencionar el 
proyecto “Red de Apoyo Institucional en el Servicio de la Comunidad”, ejecutado por el Equipo 
Penal Juvenil de la Provincia de Cartago, en el cual participan la Judicatura, la Defensa Pública 
y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, con inclusión activa del Ministerio Público, 
la protocolización de las audiencias tempranas en Puerto Limón, entre otras. Igualmente, 
es destacable la ejecución de un programa piloto en materia penal de adultos en el Primer 
Circuito Judicial de San José, el cual acoge una iniciativa del Ministerio Público en el marco de 
la creación de la Oficina de Sanciones Alternativas y Justicia Restaurativa.



La propuesta de Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa pretende profundizar la 
discusión con miras a constituir el marco de referencia consensuado a partir del cual se 
fortalezca la Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica, dando cumplimiento a los compromisos 
adquiridos por el Estado costarricense en derechos humanos de la niñez. 



Este documento constituye un instrumento político integral e intersectorial que contempla 
las orientaciones éticas y operativas que permiten profundizar las transformaciones en la 
prevención y la forma de resolver los conflictos penales dentro de las garantías y disposiciones 
del proceso penal juvenil de Costa Rica y los principios de la Justicia Restaurativa, en consonancia 
con la Constitución, la legislación, la institucionalidad, planes y programas vigentes en el país 
en materias de prevención y paz social, Justicia Juvenil y Justicia Juvenil Restaurativa y en 
articulación con los diversos actores sociales involucrados.



Su legítima aspiración es contribuir a la prevención de la violencia y la vinculación de las personas 
adolescentes en conflictos penales desde la Justicia Restaurativa; consolidar formas alternativas 
de resolución del conflicto social presente en los delitos cometidos por las personas adolescentes 
y atender a las necesidades de la población sancionada y/o recluida,  promoviendo el acuerdo 
entre los tres actores involucrados: el o la adolescente, la víctima o afectado y la comunidad en 
su conjunto, para aportar a la disminución de  los índices de vinculación de adolescentes en 
conflictos con la justicia; favorecer la disminución de los efectos estigmatizadores de la acción 
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penal sobre los y las jóvenes; incrementar las oportunidades resocializadoras, educativas y de 
reintegración del y de la adolescente; favorecer la reparación del daño y restablecimiento de 
los derechos de la persona ofendida; incrementar la participación de la comunidad con fines de 
prevención especial del delito y, finalmente, contribuir a la paz social.



La propuesta de Política desarrolla principios rectores generales y específicos, los cuales 
deberán ser considerados en todo proceso de diseño, implementación y evaluación de planes y 
programas en materias de Justicia Restaurativa. De esta forma, se contemplan los compromisos 
adquiridos por el Estado de Costa Rica en torno a derechos humanos y derechos del niño y de 
la niña, así como la consideración de los principios de la Justicia Juvenil en el marco de una 
Justicia Especializada.



Igualmente, se incorpora la normativa internacional relativa a la aplicación de la Justicia 
Restaurativa en el ámbito de la Justicia Juvenil, y se desarrollan aspectos teórico conceptuales 
de la Justicia Restaurativa, proporcionando un marco orientador a los procesos que resulten 
de la aplicación de la Política en el contexto costarricense. Para una mayor comprensión de los 
alcances de la Política en los aspectos normativos, institucionales y programáticos en Costa 
Rica, se recorre la legislación en Justicia Juvenil y el diseño institucional costarricense. 



Por último, el documento Borrador propone la proyección de futuro y alcance intermedio de la 
Política Pública, avanzando a una propuesta de áreas estratégicas de intervención y un protocolo 
de articulación intersectorial. De especial importancia será la formulación, en un proceso 
participativo, de un plan de acción de la Política, lo que supondrá un avance fundamental 
en materias de planificación, articulación y establecimiento de resultados medibles, para la 
profundización de la Justicia Restaurativa en el ámbito de la prevención y en el Sistema Penal 
Juvenil de Costa Rica.
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Proceso de Elaboración de la Propuesta 
de Política Pública de Justicia Juvenil 



Restaurativa



La construcción de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa obedece a una iniciativa 
del Poder Judicial, a través del Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, bajo la dirección de la 
magistrada de la Sala Tercera, Dra. Doris María Arias Madrigal y del Viceministerio de Paz, en el 
marco del Programa EurosociAL II “Acompañamiento en la Modernización de Políticas Públicas 
destinadas a Adolescentes en Conflicto con la Ley” 5.



La Política responde al mandato de favorecer y fortalecer la incorporación de la Justicia 
Restaurativa en el Sistema de Justicia Juvenil en Costa Rica, dando respuesta a los compromisos 
internacionales del país en materias de derechos humanos y derechos de las personas menores 
de edad, así como a la consideración del legítimo acceso a la Justicia de las niñas, niños y 
adolescentes y, en especial, de niños, niñas y adolescentes en condiciones de vulnerabilidad.



El desarrollo de la propuesta tuvo una amplia convocatoria, contando con los valiosos 
conocimientos y aportes del Poder Judicial, con representantes de la Judicatura, Ministerio 
Público, Defensa Pública (Unidad de Defensa Pública Penal Juvenil), Departamento de 
Trabajo Social y Psicología, la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración 
de Justicia (CONAMAJ), Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, el Viceministerio de Justicia 
y Paz, MIDEPLAN, Ministerio de Educación, Ministerio de Salud, Oficina de Cooperación y 
Relaciones Internacionales, DINARAC, Dirección General de Adaptación Social y su Programa 
Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil, Dirección del Programa de Prevención del 
Ministerio de Seguridad, la Defensoría de los Habitantes (Dirección Área Niños y Adolescentes), 
Patronato Nacional de la Infancia (PANI), ILANUD, Consejo de la Persona Joven, Instituto Sobre 
Alcoholismo y Farmacodependencia   (IAFA) Centro de Menores, Consejo Nacional de Rectores 
(CONARE), Fundación Acción Joven, Centro Juvenil Amigó Terceros Capuchinos, Asociación 
Cristiana de Jóvenes, Centro La Paloma, Red Un Chance Costa Rica, COSECODENI Redes de ONG 
Costa Rica perteneciente a REDLAMYC, Jóvenes en Contra de la Violencia de Costa Rica y la Caja 
Costarricense de Seguro Social. 



Se privilegió una metodología participativa, por lo cual se implementaron encuentros como 
el Seminario Taller Interinstitucional ejecutado los días 24 y 25 de Marzo de 2015, y el Taller de 
Validación de la propuesta, efectuado los días 9 y 10 de Junio del presente año; entrevistas a 



5 Términos de Referencia para la prestación de un servicio de asesoría/consultoría en el marco del programa EurosociAL II, 
SC110A1585OIJ-Costa Rica, 2015
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actores claves y diversas consultas intermedias mediante la lectura de documentos de avance 
y de la propuesta final, por todos los actores involucrados. En cada una de estas instancias, 
se procuró la incorporación de los comentarios  y correcciones, enriqueciendo y validando el 
documento final.



El proceso de formulación de la política estuvo orientado en primer lugar, a recoger las principales 
preocupaciones que en materia de delincuencia juvenil presentaban diversos representantes del 
quehacer nacional y a definir su priorización teniendo como límite referencial, la factibilidad de 
ser incluidas desde el marco de actuación y evidencia que proporciona la Justicia Restaurativa. 
En segundo lugar, contando con un análisis situacional, se avanzó al establecimiento de áreas, 
objetivos y componentes estratégicos de la propuesta, los que fueron presentados a los y las 
participantes para su discusión y validación. En una tercera instancia, se propone un Protocolo 
de articulación  institucional, el cual integra los compromisos, responsabilidades y articulaciones 
necesarias para brindar gobernabilidad en el cumplimiento de la Política.



La propuesta constituye, en su forma final, una política de agregación temática o sectorial, 
reconociendo, fortaleciendo y consolidando los logros obtenidos a la fecha por algunos 
sectores en la apropiación de la Justicia Restaurativa, a la vez que una política de priorización 
estratégica, proponiendo desafíos para avanzar en su incorporación e implementación, 
alcanzando con ello los beneficios que un enfoque restaurativo conlleva. De esta forma, si bien 
la propuesta tiene un carácter integral e incluye desafíos comunes e intersectoriales, algunas 
áreas estratégicas son propuestas sectoriales que atienden a la existencia o inexistencia de 
precondiciones requeridas para la implementación de la Justicia Restaurativa y/o al estado 
actual de incorporación de la Justicia Restaurativa en cada nivel. 



La propuesta contribuye, desde la Justicia Restaurativa y sus beneficios, al abordaje de los 
conflictos con la justicia de las personas adolescentes de Costa Rica, en los niveles de prevención, 
persecución penal y Administración de Justicia y sanción penal. Desde esta perspectiva, los 
problemas que pretende resolver y las soluciones determinadas se relacionan en términos 
genéricos con la Justicia Restaurativa y sus aportes en materia de delincuencia juvenil. Las 
respuestas establecidas determinan el alcance de la Política y su complementariedad con otras 
iniciativas del Estado. Consistentemente, se han relevado políticas institucionales vigentes, 
considerando la articulación de estas con una Política Pública en Justicia Juvenil Restaurativa.



Los compromisos intersectoriales adoptados suponen el desafío de garantizar el cumplimiento 
de los objetivos propuestos, con  miras a una efectiva incorporación de la Justicia Restaurativa, 
su principios y prácticas, en los distintos niveles propios de las situaciones que involucran a 
las personas adolescentes en situaciones de ofensa hacia otras personas y en conflictos con la 
justicia, atendiendo a la reparación del daño causado en las personas ofendidas y la comunidad  
en su conjunto.
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CAPÍTULO I
Marco normativo



Derechos humanos del y de la adolescente 
y los principios de la Justicia Juvenil



La Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa reconoce a niños, niñas y adolescentes como 
sujetos titulares de derechos, según lo establece el conjunto de instrumentos destinados 
a la protección y garantía de los derechos de niños y niñas, contenidos tanto en el Sistema 
Universal y Regional de Derechos Humanos y ratificados por el Estado de Costa Rica, como en 
la legislación nacional.



El cuerpo jurídico interdependiente en materias de niñez se encuentra fundado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, en especial, en la Convención sobre los Derechos 
del Niño, además de otros instrumentos generales de derechos humanos. Se integran al Corpus 
Juris en materias específicas de Justicia Juvenil, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para 
la Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), las Directrices de las Naciones 
Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad), las Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de Libertad  (Reglas de Tokio) y con fines 
interpretativos, la Observación General N°10 de las Naciones Unidas de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño (2007), relativas a los derechos del niño y de la  niña en Justicia de menores.



La definición de niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos establecida en la 
Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) implica su consideración en cuanto personas 
con derechos y atributos propios de su condición de ser humano, a la vez que se le reconocen 
derechos y atributos específicos por su condición de niño, niña o adolescentes. Vale decir que 
la Convención se hace cargo de la particularidad de la niñez y la adolescencia asignándoles el 
carácter de sujeto jurídico especial6. 



En materia de delitos, la CDN instruye a los Estados un trato apropiado y proporcional a las 
circunstancias y al delito cometido por las personas adolescentes (art.4) que fomente su 
dignidad y el respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales de terceros (art.40). 
El sistema de Justicia, acorde a la edad de las personas adolescentes, debe promover su 
reintegración, y que estas asuman una función constructiva en la sociedad7. 



6 El Interés Superior del Niño en el marco de la Convención Sobre los Derechos del Niño. Cillero. IIN, OEA, 2000.
7 Convención Sobre los Derechos del Niños, Naciones Unidas, 1989.
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La Observación General N°10 de las Naciones Unidas de la Convención Sobre los Derechos del 
Niño, relativa a los derechos del niño y de la niña en Justicia de menores, establece una serie 
de orientaciones y recomendaciones de interpretación del contenido sustentado en la CDN, 
enfatizando en los principios básicos en la que una política general de Justicia de adolescentes 
debe basarse8 . Estos principios suponen la no discriminación, la consideración del Interés 
Superior del Niño, el derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo (art. 6), el respeto a la 
opinión del niño (art.12) y la dignidad (art. 40). 



La Convención sobre los Derechos del Niño convoca a los Estados partes a establecer un sistema 
de justicia especializado para adolescentes (art 3). El Sistema Especial de Justicia Juvenil debe 
garantizar no solo el ejercicio de todos los derechos consagrados en los instrumentos generales, 
sino también debe establecer protección y garantías especiales en virtud de la edad, etapa 
de desarrollo y de la diferente responsabilidad que presentan las personas adolescentes que 
han infringido la ley respecto de los adultos9. Esto implica un derecho penal juvenil autónomo 
y separado al de los adultos10  así como contar con jueces,  juezas, personas funcionarias y 
operarios especializados.



Respecto a las sanciones a adoptar por parte de los Estados frente a las personas adolescentes 
que han cometido delito, la privación de libertad debe ser aplicada como sanción de último 
recurso y durante el periodo de tiempo más breve posible (art. 37). Las sanciones deben obedecer 
a fines educativos y socializadores. Especialmente, de acuerdo con el artículo 40, párrafo 3 de la 
CDN, se insta a la promoción de medidas desjudicializadoras, ya sea que supongan la supresión 
del procedimiento penal o su remisión y orientación a servicios sociales11.



La desjudicialización de las actuaciones judiciales supone la aplicación de los principios de 
intervención penal mínima y de subsidiaridad. El comité destaca los efectos positivos de la 
desjudicialización al disminuir la estigmatización y aislamiento de las personas adolescentes, 
propiciar fines educativos, de responsabilización y de efectiva reintegración social y reducir 
la privación de libertad y sus efectos nocivos en las personas adolescentes en conflicto con la 
Justicia12.



Tres directrices son de relevancia para la propuesta de política. Las Directrices de Riad13 , referidas 
a la necesidad de desarrollar políticas sociales orientadas al bienestar integral de las personas 
adolescentes para evitar su involucramiento en conflictos con la Justicia. Para ello, deben 
fortalecerse la promoción de derechos y el acceso a oportunidades, desarrollando acciones 



8 Observación General Número 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. (2007).
9 Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), Costa Rica, 1969.
10 Tiffer y Deniel.  Justicia penal juvenil: Entre la Justicia Retributiva y la Justicia Restaurativa. lanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
11 Observación General Número 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. 2007.
12 Observación General Número 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. 2007.
13 Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil, aprobadas por la AsambleaGeneral de las 



Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1990, mediante la Resolución 45/112
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integrales con la familia y la comunidad, las Directrices de Tokio14, referidas a la promoción de 
sanciones no privativas de libertad con miras a reducir la reincidencia y favorecer el principio de 
reinserción de las sanciones, y las Reglas de la Habana15  que resguardan los derechos humanos 
de las personas adolescentes en centros privativos de libertad. 



Normativa internacional:
principios y reglas para la aplicación



de la Justicia Restaurativa



La Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa se inserta dentro del Corpus Juris de la niñez 
y adolescencia y del Sistema Especial de Justicia Juvenil, ya que pretende dar cumplimiento 
al conjunto de instrumentos, reglas y disposiciones destinado a la protección y garantía 
de los derechos de niños y niñas a nivel general y específico en materias de justicia juvenil, 
promoviendo a través de la Justicia Restaurativa, una alternativa complementaria al Sistema 
de Responsabilidad Penal Juvenil vigente, de carácter desjudicializador y no estigmatizador, 
según lo recomendado por el Comité de Derechos del Niño.



La Convención Sobre los derechos del Niño sugiere un espacio normativo específico para 
la Justicia Restaurativa al señalar que se procurarán “siempre que sea apropiado y deseable, 
la adopción de medidas para tratar a niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el 
entendimiento que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales” 
(art. 40.3.b).



El Comité de los Derechos del Niño16 reconoce la implementación de una serie de programas 
basados en la comunidad como son la supervisión, el servicio y la orientación comunitaria a 
cargo de asistentes sociales o de agentes de libertad vigilada, conferencias de familia y otras 
formas de Justicia Restaurativa; en particular, la reparación e indemnización a las víctimas, si 
bien deja a discreción de los Estados definir la naturaleza y el contenido exacto de las medidas 
desjudicializadas que deben adoptarse en cada país.



Por otra parte, el artículo 40.3. b de la CDN favorece la interpretación de la regla 12 de las Reglas 
de Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing), la cual 
permite directamente la remisión de casos y la diversificación a través de las actuaciones del 
Ministerio Público y la Policía, marco de actuación que en muchos casos incorpora prácticas 



14 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de la Libertad, aprobadas por la Asamblea
15 Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, adoptadas por lasNaciones Unidas el 



14 de diciembre de 1990, mediante Resolución N° 45/113.
16 Observación General Número 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. 2007.
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restaurativas. De hecho, el Comité hace hincapié17 en que las autoridades competentes deben 
considerar continuamente las alternativas posibles a una sentencia condenatoria, siendo la o el 
fiscal persecutor la persona responsable en la mayoría de los Estados.



La Declaración de Viena, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas (2000)18, 
supuso un importante impulso al desarrollo en materias de Justicia Restaurativa. La Asamblea, 
reconociendo la gravedad de la situación mundial en materias de delitos organizados y la 
necesidad de cooperación en todos los planos en materias de prevención y justicia penal, 
alienta a la creación de planes de acción a todo nivel de apoyo a las víctimas, a las personas 
ofensoras y a las comunidades que supongan procesos de mediación y Justicia Restitutiva o 
Restaurativa.



Atendiendo a resoluciones anteriores, la Resolución ECOSOC 200219 valora la Justicia 
Restaurativa como una respuesta al delito asentada en la dignidad y la igualdad de las personas, 
favoreciendo la paz y el desarrollo social, a través de la participación de las personas ofensoras, 
las víctimas y las comunidades. Dicha participación implica la consideración de las necesidades 
y recuperación de cada uno de los actores, ya que proporciona a las víctimas la posibilidad de 
obtener reparación y recuperar la seguridad; a la persona ofensora, a comprender las causas 
y efectos de su conducta para asumir su propia responsabilidad en los actos cometidos; y a 
las comunidades, comprender las causas de la delincuencia, prevenirla y cooperar en el bien 
común. Igualmente, la Resolución establece la posibilidad de creación de medidas restaurativas 
flexibles y factibles de ser incorporadas a los sistemas de justicia penal vigentes, en orden a los 
aspectos sociales, culturales y jurídicos presentes en cada país20.



Considerando a las víctimas y testigos menores de edad, la Resolución del ECOSOC del año 200521  
recomienda en el marco del derecho a reparación que: “siempre y cuando los procedimientos 
estén adaptados a los niños y se respeten las Directrices, se deberán fomentar procedimientos 
penales y de reparación combinados, junto con mecanismos extrajudiciales y comunitarios 
como los de la Justicia Restaurativa” (art.36).



A nivel regional, la Declaración de Costa Rica22 y la Declaración de Lima23  refuerzan la necesidad 
de integrar de forma sólida y sustentable programas de Justicia Restaurativa a las Políticas 
Nacionales en Justicia Juvenil y a la Administración de Justicia de los Estados. Observan que esta 



17 I Observación General Número 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. 2007.
18 RES/55/59 del 4 de Diciembre de 2000. Asamblea General de Naciones Unidas
19 Principios Básicos sobre la utilización de programas de Justicia Restaurativa en materia penal. Consejo Económico y Social de 



Naciones Unidas (2002).
20 Ibid.
21 Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos. ECOSOC, Naciones Unidas, 



2005.
22 Declaración de Costa Rica sobre la Justicia Restaurativa en América latina. Santo Domingo, Costa Rica, 2005.
23 Declaración de Lima sobre Justicia Juvenil Restaurativa. I Congreso Mundial de Justicia Restaurativa. Perú, 2009.
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integración debe ir acompañada de estrategias de comunicación, educación y sensibilización 
respecto de los beneficios de las prácticas en Justicia Restaurativa a todo nivel, a la vez que se 
cuenta con actores y equipos plenamente capacitados dentro de las redes existentes a fin de 
atender los requerimientos tanto de las víctimas como de las personas ofensoras adolescentes, 
en especial si estas últimas forman parte de grupos en condiciones especialmente vulnerables 
como son niños y niñas de la calle, pandillas u otros.



Destacables son las indicaciones establecidas en las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 
Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, originadas en la XV Cumbre Judicial 
Iberoamericana de 200824. Las Reglas de Brasilia señalan en la Sección 5° relativa a Medios 
alternativos de resolución de conflictos que “se impulsarán las formas alternativas de 
resolución de conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes del 
inicio del proceso como durante la tramitación del mismo” 25. Agrega que las distintas formas 
de resolución alternativa pueden contribuir al acceso a la Justicia de los grupos en condiciones 
vulnerables y descongestionar el sistema formal de Justicia. 



La Justicia Restaurativa y su aplicación en las políticas públicas



La Organización de las Naciones Unidas se refiere a la Justicia Restaurativa considerándola 
como “una metodología para solucionar problemas que involucra a la víctima, a los ofensores, 
a las redes sociales, las instituciones judiciales y la comunidad. Es un proceso para resolver el 
problema de la delincuencia enfocándose en la comprensión del daño a las víctimas haciendo 
a los ofensores responsables de sus acciones” 26. 



En el 2002, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas establece las siguientes 
definiciones respecto a la Justicia Restaurativa27 :



•	 Por “programa de Justicia Restaurativa” se entiende todo programa que utilice procesos 
restaurativos e intente lograr resultados restaurativos.



•	 Por “proceso restaurativo” se entiende todo proceso en que la víctima, la persona la persona 
ofensora y, cuando proceda, cualesquiera otras personas o miembros de la comunidad 
afectados participen conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 



24 Reglas de Brasilia. Aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, que tuvo lugar en Brasilia durante los días 4 a 6 de 
marzo de 2008



25 Reglas de Brasilia. Art 42
26 Organización de Naciones Unidas (2006). Manual sobre programas de Justicia Restaurativa. Oficina Contra la Droga y el Delito. 



Viena. Pág. 6
27 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (2002). Principios Básicos sobre la utilización de Programas de Justicia 



Restaurativa en Materia Penal. Pág. 59
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derivadas del conflicto, por lo general con la ayuda de un facilitador. Entre los procesos 
restaurativos se puede incluir la mediación, la conciliación, la celebración de conversaciones 
y las reuniones para decidir sentencias.



•	 Por “resultado restaurativo” se entiende un acuerdo alcanzado como consecuencia de 
un proceso restaurativo. Entre los resultados restaurativos se pueden incluir respuestas y 
programas como la reparación, la restitución y el servicio a la comunidad, encaminados 
a atender a las necesidades y responsabilidades individuales y colectivas de las partes y a 
lograr la reintegración de la víctima y la persona la persona ofensora.



•	 Por “partes” se entiende la víctima, la persona la persona ofensora y cualesquiera otras 
personas o miembros de la comunidad afectados por un delito que participen en un 
proceso restaurativo.



•	 Por “facilitador” se entiende una persona cuya función es facilitar, de manera justa e 
imparcial, la participación de las partes en un proceso restaurativo.



La Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas proporcionan a la persona ofendida, a la 
persona ofensora y a la comunidad, la oportunidad de participar activamente en la resolución 
del conflicto social derivado de la violencia y los hechos ilícitos, abordando las consecuencias 
derivadas, favoreciendo el restablecimiento de las confianzas y seguridad, minimizando 
los efectos negativos de la actuación tradicional y, en suma, contribuyendo a la paz social a 
partir de la responsabilización, la tolerancia, la inclusión y el respeto por la diversidad28 . De 
todos los elementos mencionados, un aspecto distintivo y central de la Justicia Restaurativa 
es la reparación del daño, material o simbólico, causado a la persona ofendida por parte de la 
persona que ha cometido la ofensa. 



Hablar de Justicia Restaurativa supone una mirada diferente al delito y a la violencia, centrando 
su interés en comprender las bases que las subyacen, de manera que puedan transformarse. 
Es una forma más humana de justicia, cuyos principios transversalizan todas las estructuras 
sociales, pues reconoce que los conflictos son entre personas, que cada una tiene su propia 
historia, tamizada por un conjunto de circunstancias, sociales, personales, culturales y familiares  
que las definen. 



Un modelo de justicia restaurativa le brinda un lugar protagónico a la víctima, pero busca 
transformar las condiciones que propiciaron el delito y la violencia, lo cual implica un claro 
beneficio para la persona ofensora y la comunidad.  Desde esta perspectiva, en sí misma la 
Justicia Restaurativa se convierte en un modelo de prevención positiva que atiende las causas 



28 Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa. Naciones Unidas (UNDOC), 2006.
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del conflicto, lo cual desde la visión de la Justicia juvenil, supone cumplir con el fin de reinserción 
social. 



Comprender que las personas menores de edad responden a su propia historia y contexto 
obliga a su vez a identificar que en ello se encuentran factores de riesgo que condicionan la 
existencia de un modo de vida, inmerso en la violencia y el delito. Si un modelo de justicia 
a la vez que resuelve el conflicto, permite a la víctima comprender lo ocurrido y recibir una 
respuesta, mientras  la persona ofensora se responsabiliza por el daño causado, permitiendo 
que se logre atacar los factores que lo llevaron a delinquir, no solo atiende el caso concreto, sino 
también incide significativamente en la vida de la persona ofensora, pudiendo actuar como 
modelo de prevención.



Las personas ofensoras, y sobre todo si estas se hallan en pleno proceso de desarrollo 
emocional y físico, como lo son las personas menores de edad,  al enfrentarse a un modelo de 
responsabilidad, necesitan que el sistema les exija 1-responsabilidad activa,  lo cual supone 
reparar el daño causado, fomentar empatía y consciencia de responsabilidad, así como 
transformar la vergüenza que crea en la comunidad el delito y la violencia.  2- Incentivos o 
motivación para la transformación personal del joven ofensor, lo cual implica que debe 
procurar no solo que se comprenda que existen situaciones en el pasado que han contribuido 
a la conducta actual, sino que existe necesidad de sanar el trauma o heridas que esto causó, 
crear oportunidades para la atención terapéutica para adicciones a drogas,  asegurar el ejercicio 
pleno de derechos como personas menores de edad, lo que  a su vez permite que las personas 
cuenten con herramientas de desarrollo personal, como lo es el acceso efectivo a la educación,  
salud, cuido, recreación, habitación y alimentos. 3- Apoyo de la comunidad que aseguren su 
reinserción. 4-  En caso de reclusión, condiciones adecuadas que permitan ejecución de la 
sanción en condición de dignidad.  (Zehr, 2007).



De esta forma, al tener la Justicia Restaurativa un enfoque inclusivo de resolución de conflictos, 
resulta viable su aplicación en una amplia gama de situaciones y contextos sociales entre las 
que destacan el ambiente escolar, laboral, comunitario y judicial.



A nivel preventivo, hay evidencia relevante en relación con los aportes de las prácticas 
restaurativas en ayudar a las familias a resolver sus problemas sin intervenciones formales 
de los y las profesionales, y a los centros educativos en reducir los incidentes y exclusiones 
disciplinarias al tiempo que mejora el nivel de instrucción29.



En los centros educativos, las prácticas restaurativas se enfocan en gestionar las relaciones en el 
interior de la comunidad en vez de solo sancionar la conducta de las personas adolescentes30.  



29 Chapman et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative Justice 
with Children and Young People. OOIJ.ECJJ. 2015. 



30 Ibid.











18



Estas prácticas amplifican el desarrollo de una cultura que promueve el respeto y la empatía 
hacia las demás personas. 



Cuando no se cumplen las normas, cuando un miembro de la comunidad escolar perjudica 
a otro o cuando hay un conflicto, se puede iniciar un proceso restaurativo. Dichos procesos 
incluyen tanto los círculos restaurativos como la mediación, los cuales ofrecen a las partes 
la oportunidad de conocerse, entenderse cada uno y estar de acuerdo en cómo resolver el 
problema31.



En el ámbito de la Justicia Penal, la Justicia Restaurativa se incorpora de forma complementaria 
al modelo de Justicia especializada, el cual es aquel donde se fundamenta el actual Sistema 
de Responsabilidad Penal Juvenil en Costa Rica. En este marco, la Justicia Restaurativa aporta 
rescatando el valor de la comunidad y el uso de los recursos que la integran para resolver los 
conflictos. Las modalidades o prácticas utilizadas son la mediación víctima- persona ofensora, 
las conferencias, los círculos de discusión, la prestación a la persona ofendida mediante 
una actividad con sentido responsabilizador y compensación económica proporcional a las 
posibilidades del y de la adolescente y su familia, entre otras.



Resulta importante destacar que en su aplicación en el ámbito de la justicia juvenil, los procesos 
de Justicia Restaurativa pueden ser implementados en cualquier etapa del procedimiento 
penal: antes de la detención, desde el momento en que el joven es detenido, en la preparación 
al juicio, en el juicio mismo o  mientras cumple sanción, incluido el contexto de privación de 
libertad y luego en su reinserción a la comunidad32.



En este espectro amplio de aplicación, puede ser de utilidad diferenciar entre Programas de 
Justicia Restaurativa y programas o prácticas con un enfoque restaurativo. Un Programa de 
Justicia Restaurativa podrá considerarse un conjunto de procesos restaurativos, de carácter 
voluntario para la persona ofensora y la persona ofendida, ejecutados en el marco de la 
aplicación de justicia y tendientes a la desjudicialización. 



Por su parte, los programas con un enfoque restaurativo, si bien incluyen procesos restaurativos 
al considerar las necesidades de la persona adolescente, de la persona ofendida o de la 
comunidad, orientándose hacia la reparación del daño y la responsabilidad por parte de la 
persona que ha cometido la ofensa, se realizan de forma obligatoria en el contexto de las 
sanciones establecidas en la aplicación de la justicia juvenil.



31 Chapman et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative Justice 
with Children and Young People. OOIJ. ECJJ. 2015.



32 Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa, Naciones Unidas (UNDOC), Nueva York, 2006.
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En relación con la aplicación en los centros privativos de libertad para adolescentes, se ha 
planteado33  que los programas de Justicia Restaurativa pueden ubicarse en un continuo, 
partiendo por los esfuerzos más modestos que procuran incrementar la empatía de las personas 
internas con el daño causado, hasta aquellos más ambiciosos que buscan utilizar los principios 
restaurativos para realizar una reforma total de la prisión. De esta forma, es posible promover 
mayor empatía de las personas ofensoras con las personas ofendidas, favorecer los trabajos 
penitenciarios que beneficien a la sociedad, introducir principios restaurativos en la resolución 
de disputas en la institución y fortalecer los lazos con la comunidad al exterior de la prisión.



En el documento de Promoción de la Justicia Restaurativa para adolescentes, la Organización de 
Naciones Unidas aborda los beneficios desde una perspectiva general y amplia, considerando 
cada uno de los actores involucrados34:



A) Beneficios para la persona ofensora



•	 Asumir la responsabilidad y cambio de comportamiento
 
Los Programas de Justicia Restaurativa han mostrado que tienen importantes resultados 
a la hora de reducir los efectos adversos de la conducta antisocial.  Personas jóvenes que 
participaron en esos programas muestran una disminución significativa en la tasa de 
reincidencia en comparación con otros grupos en prisión, mayor probabilidad de mantenerse 
fuera de la vida en pandillas y, por lo tanto, lejos de ser víctimas de violencia relacionada con 
esos grupos, además de presentar una menor tendencia a la violencia en general, esto porque 
la dimensión participativa de la Justicia Restaurativa proporciona a las personas jóvenes la 
oportunidad de entender plenamente la magnitud del daño ocasionado y ser parte de una 
respuesta constructiva.



•	 Sentirse respetado y escuchado durante el proceso de Justicia Restaurativa



En la base de la Justicia Restaurativa está el requerimiento que la persona ofensora y la 
persona ofendida acuerden participar de un proceso restaurativo, donde cada uno sea tratado 
con respeto para expresarse, ser escuchado y entendido y juntos desarrollar una solución al 
conflicto. La evidencia internacional indica que estos procesos restaurativos generan resultados 
muy positivos en términos del sentido de justicia y equidad para el joven infractor, además de 
sentirse libre de expresarse a su manera en un ambiente cómodo y seguro, rodeado de una red 
de apoyo con sus padres y encargados del caso.



33 Ollero En Menos prisión, más Justicia Restaurativa: Estableciendo las prioridades en el debate., 2014.
34 Organización de las Naciones Unidas (2013). Promoting Restorative Justice for children. Special Representative of the 



Secretary-General on Violence Against Children. Nueva York. Traducción propia. Capítulo. 4
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•	 Evitar los efectos negativos de la privación de libertad



Los procesos de Justicia Restaurativa permiten guiar la delincuencia juvenil y hacer rendir 
cuenta de sus acciones al joven infractor, al mismo tiempo que lo protegen de los efectos 
nocivos de la privación de libertad, los cuales han sido ampliamente documentados. 



•	 Libre de estigma



Se ha demostrado que el hecho de que una persona esté involucrada en el sistema de Justicia 
implica el mismo estigma social que la delincuencia provoca. El estigma asociado al sistema 
retributivo es imborrable para el joven, ocasionándole consecuencias que van desde socavar 
su autovaloración hasta la dificultad de obtener empleo. Muy por el contrario, en el proceso 
restaurativo, basado en la responsabilización, ese estigma puede borrarse.



b) Beneficios para la persona ofendida



Los procesos de Justicia Restaurativa se caracterizan por una mejor participación de la persona 
ofendida contrario a los procesos donde solo el Estado y la persona joven infractora intervienen. 
La evidencia internacional sugiere que las víctimas indican sistemáticamente que su visión es 
más respetada en procesos de mediación que en aquellos impuestos por la persona juzgadora, 
además que resulta más probable recibir una disculpa por parte de la ofensora. 



d) Beneficios para la sociedad



Se ha comprobado el alto costo que supone cuando un o una adolescente se involucra en 
transgresiones a la ley, no solo para su persona, sino también para la sociedad en su conjunto. 
Por un lado, están los costos directos y medibles asociados al procesamiento judicial y privación 
de libertad del o de la joven35  y, por otro, los costos indirectos y más difíciles de medir como 
son la vinculación del adolescente en una vida de delincuencia y los efectos que ello conlleva 
sobre el tejido social.



35 Organización de las Naciones Unidas (2006). World Report: Violence Against Children. http://www.unicef.org/violencestudy/
reports.html
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 CAPÍTULO II
Legislación nacional e institucionalidad 



en Costa Rica



La normativa nacional



El presente borrador de política se inscribe en la normativa contenida en el ordenamiento 
jurídico de Costa Rica en materia constitucional, de garantías y derechos del niño, de la niña y 
del y de la adolescente, en materia de protección general y especial y en materia penal juvenil.



La Constitución Política de Costa Rica consagra en el artículo 41 el acceso a la justicia como un 
principio y derecho fundamental de todos los ciudadanos36. 



El actual Código Procesal Penal de Costa Rica, reformado por la Ley N.º 8720 de Protección 
a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes en el Proceso Penal, sin mencionar 
expresamente el concepto de Justicia Restaurativa, incorpora orientaciones y aspectos 
procesales de carácter restaurativo. 



La orientación a los derechos y participación de las personas afectadas y el fin restaurativo 
queda de manifiesto en el artículo n.° 7, relativo a la Solución de conflictos y restablecimiento 
de los derechos de la persona ofendida, el cual indica: “Los tribunales deberán resolver el 
conflicto surgido a consecuencia de hecho, de conformidad con los principios contenidos en 
las leyes, en procura de contribuir a restaurar la armonía social entre las partes y, en especial, el 
restablecimiento de los derechos de la víctima37[…] ”. 



Los aspectos procesales de carácter restaurativo contemplados en el Código son la conciliación 
(art. 36); la reparación integral del daño (art. 30, incisos j) y la suspensión del proceso a prueba 
(art. 25)38. La incorporación de estos en el Código Procesal posibilita la aplicación de prácticas 
restaurativas en sus procedimientos.



El Código de la Niñez y la Adolescencia de 1998 constituye el marco jurídico para la protección 
integral de los derechos de niños, niñas y adolescentes en Costa Rica. El Código de la Niñez y la 
Adolescencia de 1998, bajo el principio rector del Interés Superior del Niño, establece el derecho 



36 Constitución Política de Costa Rica. 1949.
37 Código Procesal Penal de Costa Rica. 1998
38 Chinchilla. Justicia Restaurativa en Costa Rica, instauración de la Justicia Restaurativa en el Ministerio Público de Costa Rica, 



Principales retos. 2009. 
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a la Justicia de las personas adolescentes en coexistencia con derechos fundamentales, tales 
como el derecho a la vida, a la libertad, el derecho a la intimidad, así como derechos sociales 
como la educación, familia y salud, entre otros39. 



El derecho de participación contemplado en el Código garantiza a niños, niñas y adolescentes 
el derecho a denunciar,  participar e informarse de los procesos y procedimientos judiciales 
seguidos en su contra. También se integran la protección y las garantías de las víctimas, 
incorporándolas activamente en la solución de los conflictos en los procesos judiciales40. 
Junto a estos derechos, establece derechos procesales como son el derecho a audiencia e 
impugnación, en cuantos derechos fundamentales reconocido por el Estado de Costa Rica. 



Siendo el Código de la Niñez el marco jurídico rector para la protección integral de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, a nivel de Política de Estado, es la Política Nacional para la Niñez 
y la Adolescencia Costa Rica (2009-2021) la que garantiza el cumplimiento y observancia de 
todos los derechos consagrados en la CDN en este grupo de población. La Política establece 
la obligación de articulación de las diferentes instituciones públicas y actores sociales y la 
participación de los niños, niñas, familias y comunidades, así como de las organizaciones de la 
sociedad civil, en el cumplimiento de lo comprometido en la Política y su plan.



La Política Nacional para la Niñez y la Adolescencia Costa Rica establece un Sistema 
Nacional de  Protección Integral, conformado por los Comités Tutelares de los Derechos de 
la Niñez y Adolescencia, las Juntas de Protección de la Niñez y la Adolescencia, instituciones 
gubernamentales ministeriales y autónomas y la ONG representadas o participantes en el 
Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia. El Consejo tiene como misión asegurar que la 
formulación y ejecución de políticas se encuentren en conformidad con los DDNN, además de 
coordinar la acción interinstitucional e intersectorial de estas. 



Respecto a las personas adolescentes en conflicto con la Justicia, la Política Nacional para la 
Niñez y la Adolescencia Costa Rica establece que el Estado, en conjunto con las ONG y los 
organismos de Cooperación, garantizarán el acceso, ejercicio y reivindicación de todos los 
derechos que les son inherentes, atendiendo en todo momento el fin educativo del proceso 
penal o de cualquier sanción que le sea impuesta, en el marco de una atención de carácter 
especializada. Respecto a la población penal juvenil, deberán garantizarse planes, programas y 
proyectos que favorezcan su inclusión social41 . Se releva el rol y la responsabilidad del PANI en 
asegurar el cumplimiento de las garantías propias de la condición de sujetos de derecho de las 
personas adolescentes en conflicto con la Justicia en Costa Rica.



39 Circular  N° 65-2011 “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil”. Poder Judicial de Costa Rica.
40 Ibid.
41 Política Nacional para la Niñez y la Adolescencia. Costa Rica, 2009 -2021
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En 1996, se instaura la Ley N.° 7576 de Justicia Penal Juvenil, la cual incorpora los mandatos 
internacionales establecidos a partir de la ratificación por parte de Costa Rica de la Convención 
Sobre los Derechos del Niño. 



Mediante la ley, se sientan  las bases de un derecho penal juvenil diferente del derecho penal 
de adultos, con su propia autonomía, principios específicos y con fines distintos. De esta forma, 
el proceso penal juvenil establecido en la Ley de Justicia Penal Juvenil tendrá como objetivo: 



establecer la existencia de un hecho delictivo, determinar quién es su autor o partícipe y ordenar 
la aplicación de las sanciones correspondientes” 42,  contemplando como principios rectores la 
protección integral de las personas adolescentes, el interés superior, el respeto de sus derechos 
y su formación integral, atendiendo a la consideración de los fines educativos y socializadores 
de la justicia penal juvenil y la reinserción en su familia y la comunidad43 . 



La ley delimita su ámbito de aplicación a las personas mayores de 12 años y menores de 18 
años, los cuales se consideran responsables penalmente. 



Las sanciones establecidas en la Ley de Justicia Penal Juvenil incluyen44 las sanciones 
socioeducativas (amonestación y advertencia, libertad asistida, prestación de servicios a 
la comunidad y reparación de los daños a la víctima), órdenes de orientación y supervisión 
(instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él, abandonar el trato 
con determinadas personas, eliminar la visita a bares y discotecas o centros de diversión 
determinados, matricularse en un centro de educación formal o en otro cuyo objetivo sea 
enseñarle alguna profesión u oficio, adquirir trabajo, abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, 
sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o 
hábito, ordenar el internamiento del menor de edad o el tratamiento ambulatorio en un 
centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes 
mencionadas) y las sanciones privativas de libertad (internamiento domiciliario, internamiento 
durante tiempo libre, internamiento en centros especializados).



Según se establece en el artículo n.° 7, el Estado será el encargado, en conjunto con ONG y 
las comunidades, de contar con programas que orienten su acción al cumplimiento de los 
principios consagrados en la Ley, así como a la protección de los derechos e intereses de las 
víctimas45. 



Para el cumplimiento de las garantías señaladas en el marco de una justicia especializada, el 
Poder Judicial de Costa Rica adecuó su institucionalidad, creando los juzgados penales juveniles, 



42 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996. Art.44
43 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996. Art. 7
44 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996. Art. 121
45 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996
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el Tribunal Superior Penal Juvenil, los órganos especializados de ejecución de sanciones, y crea 
el Sistema de Control jurisdiccional de la legalidad de las sanciones con carácter independiente 
al ejecutor.



Se establece una especial consideración a la víctima en el artículo n.° 34 de la Ley de Justicia 
Penal Juvenil, cuando se señala que el ofendido podrá participar del proceso, formulando los 
recursos para la defensa de sus intereses según estime necesario, ejerciendo su representación 
por sí mismo o por medio de un abogado46.



La Ley de Justicia Penal Juvenil promueve algunas formas legislativas que, atendiendo a los 
principios de intervención mínima, de racionalidad, de proporcionalidad, de flexibilización 
y diversificación de la reacción penal, favorece la desjudicialización de los procedimientos 
penales según las recomendaciones del derecho internacional47 .  



La desjudicialización, respetando las garantías procesales y cumpliendo con los requisitos 
legales de procedencia, supone la búsqueda de soluciones con medios diferentes a la forma 
tradicional de la intervención jurídica penal, reduciendo al mínimo la intervención por medio 
del control formal y la penalización48 .



Los fines de desjudicialización son consistentes con los objetivos de la Justicia Restaurativa, 
favoreciendo la reducción de la intervención jurídico-penal a lo largo de todo el proceso49 , de 
tal forma, que es posible la inclusión de la Justicia Restaurativa en este conjunto de institutos 
consagrados en la ley.



El conjunto de mecanismos desjudicializadores presentes en la Ley, que pueden ser 
complementados mediante la aplicación de la Justicia Restaurativa, corresponden a la 
suspensión del procedimiento a prueba, la conciliación, los servicios comunitarios y la reparación 
del daño a la persona ofendida50 .  La suspensión del procedimiento a prueba y la conciliación 
corresponden a soluciones alternas al conflicto, aplicables antes del dictado de la sentencia. En 
cambio, la prestación de servicios a favor de la comunidad  y la reparación integral del daño  
son contempladas en la norma como sanciones penales juveniles.



El artículo 80 de la Ley de Justicia Penal Juvenil establece la conciliación, señalando que en el 
término de diez días de establecida la acusación, el Juez penal juvenil practicará la audiencia de 
conciliación, después de citar a las partes51 . Se intenta resolver el conflicto penal aplicando el 



46 Ley de Justicia penal Juvenil. Costa Rica, 1996
47 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia retributiva y la Justicia Restaurativa. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
48 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia retributiva y la Justicia Restaurativa. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
49 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia Retributiva y la Justicia Restaurativa. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
50 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996
51 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996











25



principio de intervención mínima, incorporando a la persona ofensora, a la persona ofendida y 
a la comunidad, con miras a la reparación de la persona ofendida, la educación del adolescente 
y el restablecimiento de la paz social52 . 



El artículo 89 indica la suspensión del proceso a prueba, la cual consiste en la interrupción o 
término del proceso, evitando la etapa del debate en todos los casos cuando correspondería la 
suspensión condicional de la pena. Una vez cuando el o la adolescente haya cumplido la medida 
al terminar el plazo de la suspensión, se dictará una resolución y se archivará el expediente53 .  



El artículo 126 de la Ley de Justicia Penal Juvenil relativa a la prestación de servicio a la 
comunidad establece que esta consiste en:



realizar tareas gratuitas, de interés general, en entidades de asistencia, públicas o privadas, 
como hospitales, Centros Educativos, parques nacionales y otros establecimientos similares. 
Las tareas deberán asignarse según las aptitudes de los menores de edad, los cuales las 
cumplirán durante una jornada máxima de ocho  horas semanales, los sábados, domingos y 
días feriados o en días hábiles, pero sin perjudicar la asistencia a la escuela o la jornada normal 
de trabajo. Los servicios a la comunidad deberán prestarse durante un período máximo de 
seis meses. La sanción se mantendrá durante el tiempo necesario para que el servicio fijado se 
realice efectivamente o sea sustituido54 .



El artículo 127 de la Ley, relativo a la reparación de daños al ofendido, consiste en la prestación 
directa del trabajo, por el menor de edad en favor de la persona ofendida, con el fin de resarcir 
o restituir el daño causado por el delito. Para repararlo, se requerirá el consentimiento de la 
persona ofendida y del menor de edad; además, la aprobación del Persona juzgadora. Con el 
acuerdo de la persona ofendida y el menor de edad, la pena podrá sustituirse por una suma 
de dinero que el Persona juzgadora fijará, la cual no podrá exceder de la cuantía de los daños 
y perjuicios ocasionados por el hecho. La sanción se considerará cumplida cuando el Juez 
determine que el daño ha sido reparado en la mejor forma posible55 .



Cabe mencionar que la Ley de Justicia Penal Juvenil contempla otros mecanismos orientados 
a la desjudicialización como es el Criterio de Oportunidad Reglado, indicado en el artículo 56 
de la Ley Penal Juvenil, el cual supone que se debe prescindir de la acusación penal en casos 
donde debería establecerse acusación, atendiendo a intereses jurídicos superiores que hacen 
innecesarios el inicio del proceso y la aplicación de una pena. Este criterio puede ser aplicado 
por el Ministerio Público, y debe ser ratificado por la persona juzgadora. Una vez ratificada 



52 Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia retributiva y la Justicia Restaurativa. Tiffer y Deniel. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012Tiffer 
justicia retributiva a restitutiva



53 Ibíd.
54 Ley de Justicia Penal Juvenil. Costa Rica, 1996
55 Ibíd.
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la decisión por la autoridad juridiccional, se extingue la acción penal56. También suponen 
oportunidades de desjudicialización, la desestimación, la remisión y el archivo fiscal57 .



La Ley N.° 8460 de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles de 2005 establece las condiciones 
de cumplimiento de las sanciones establecidas en la Ley de Justicia Penal Juvenil y las relaciones 
de las personas adolescentes con la Administración de Justicia. En su parte general, señala 
que debe darse su interpretación a la luz de la Constitución, la Ley de Justicia Penal Juvenil, 
el Código de la Niñez, el Código Penal, el Código Procesal Penal y las disposiciones emanadas 
de la CDN y otros instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica. La ley considera que 
el interés superior del niño, el principio de legalidad y tipicidad en la ejecución de la pena son 
principios básicos, evitando la discrecionalidad de la Administración de Justicia y el principio 
de proporcionalidad. La ley define el órgano judicial encargado de la ejecución, atendiendo a 
la consideración de una Justicia Especializada en materia penal juvenil 58.



Por su parte, la Ley N.° 7727 de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social 
de 1997 regula en general la aplicación de la conciliación, mediación, arbitraje y otros en la 
resolución de conflictos tanto judiciales como extrajudiciales59. El artículo 6 de la mencionada 
ley establece que el tribunal puede proponer una audiencia de conciliación en cualquier fase 
del proceso judicial, siendo la Corte Suprema la que designará a los jueces conciliadores, sus 
facultades y deberes. De esta forma, la Corte crea la figura de persona juzgadora conciliadora 
especializada en resolución alterna de conflicto60. Esta ley aborda  el uso de la RAC en los 
contextos escolares61 . 



La Ley de la Persona Joven refuerza los principios y derechos consagrados en la normativa 
internacional y nacional. Dentro de los principios que sustentan la ley se encuentran el 
reconocimiento de las personas jóvenes como actores sociales, culturales, económicos 
y políticos, relevantes para la vida nacional, la necesidad de reconocer la heterogeneidad y 
especificidad de este grupo humano, la noción de integralidad en su desarrollo, la igualdad y 
la especificidad en sus necesidades, roles y aportes, diferentes o complementarias a la de los 
demás grupos sociales. 



Las personas jóvenes así entendidas son sujetos de derechos, portadores de todos los derechos 
reconocidos y garantizados por el Estado de Costa Rica, a los que se suman otros de especial 
consideración dada su etapa vital. De esta forma, se propone que el Estado, la sociedad civil 



56 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia Retributiva y la Justicia Restaurativa. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
57 Ibíd.
58 Mayorga.  Justicia Restaurativa. ¿Una Nueva Opción Dentro Del Sistema Penal Juvenil?  Costa Rica, 2009.
59 Ley General de la Persona Joven N.° 8261. Costa Rica, 2002.
60 http://www.poder-judicial.go.cr/rac/index.php/nosotros/2-uncategorised/58-antecedentes-historicos
61 Característica de la Justicia Restaurativa y su regulación en la legislación extranjera*, Márquez. Artículo resultado de la 



investigación: Las víctimas en el nuevo sistema acusatorio y sus mecanismos alternativos. Línea de investigación: Derecho 
penal. Trabajo adelantado en la Universidad Militar, Nueva Granada, 2010











27



y las personas jóvenes coordinen una política pública dirigida a la plena integración de las 
personas adolescentes en el ámbito social, económico, cultural y político del país.



En materias de Educación y Violencia, la Ley N.º 8654 “Derechos de los Niños, Niñas y 
Adolescentes a la Disciplina sin Castigo Físico ni Trato Humillante” de 2008 prohíbe cualquier 
forma de castigo físico en contra de niños, niñas y adolescentes. Sin embargo, la violencia entre 
pares no se encontraría consignada en la legislación62. También se encuentran vigentes la Ley 
N.º 8435 de Creación de la Comisión Nacional para la Seguridad Escolar y Colegial y la Ley 8449  
de Creación de la Policía Escolar y de la Niñez. 



De esta forma, la legislación costarricense ha ido avanzando mediante una serie de 
promulgaciones y reformas basadas en los principios del derecho internacional, en la 
incorporación de mecanismos de tipo restaurativos en materia penal juvenil, siendo posible la 
aplicación de la Justicia Restaurativa en el sistema judicial costarricense.



La institucionalidad de Costa Rica
y la incorporación de la Justicia 



Restaurativa y las prácticas restaurativas



Los compromisos internacionales adquiridos, en especial aquellos relativos a la Convención 
sobre los Derechos del Niño en temáticas de Niñez y Adolescencia y las reformas consiguientes al 
cuerpo jurídico interno, han significado para Costa Rica la conformación de una institucionalidad 
y diseño de políticas públicas, planes y programas que procuran el respeto de los derechos 
humanos de la niñez y adolescencia.



En relación con la aplicación de algunos de los componentes de la Justicia Restaurativa, el 
país ha avanzado en la incorporación de los métodos de resolución alterna de conflicto (RAC), 
incluyendo los Círculos de Paz, a nivel de prevención de la delincuencia y la violencia juvenil 
y, especialmente, en materia penal de adolescentes, realizando un esfuerzo sustantivo por 
incorporar la Justicia Restaurativa en las distintas fases del proceso penal.



En materia de seguridad ciudadana y prevención de la violencia, la articulación de las políticas 
institucionales se encuentra plasmada en la Política Integral y Sostenible de Seguridad 
Ciudadana y Promoción de la Paz Social en Costa Rica (POLSEPAZ)63, política de Estado elaborada 
en conjunto con el PNUD y vigente hasta el año 2021. Esta política pretende una comprensión 



62 Construcción de una caja de herramientas y análisis de legislacion y Políticas públicas Para la protección de los niños, niñas 
y adolescentes contra todo tipo de violencias en los Centros Educativos Plan Internacional- UNICEF. Panama, 2013



63 Gobierno de Costa Rica y Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Política Integral y Sostenible de Seguridad 
Ciudadana y Promoción de la Paz Social. San José: PNUD, 2010  
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integral de la violencia, respondiendo a los factores que subyacen a esta. Dentro de los aspectos 
positivos que supone la POSELPAZ, se menciona que la formulación de una política de Estado 
integral en materias de seguridad ciudadana y de prevención de violencia llena un vacío en la 
materia. Dentro de las críticas, se menciona que, a pesar de constituirse en política de Estado, 
no asegura los mecanismos de gobernanza que permitan una proyección de las aspiraciones 
declaradas64.



Respecto a las líneas de trabajo orientadas a la prevención de la violencia en las personas 
adolescentes mediante el uso de métodos de resolución alterna de conflicto (RAC), se destaca 
el Programa Nacional de Convivencia en Centros Educativos CONVIVIR desarrollado por el 
Ministerio de Educación en conjunto con el Programa “Redes para la Convivencia – Comunidades 
sin Miedo” de las Naciones Unidas. Este programa se basa en el desarrollo de habilidades de 
resolución pacífica de conflictos y en la elaboración de planes de convivencia en los Centros 
Educativos.



De acuerdo con el  Protocolo específico sobre violencia física, psicológica y sexual en los 
centros educativos de primaria65, elaborado en el marco del Programa Convivir, la disuasión 
de la violencia se establece a partir de una actitud proactiva de la comunidad escolar en la 
eliminación de toda forma de violencia y la instauración de reglas y responsabilidades, así 
como de consecuencias y sanciones. Cabe mencionar que de acuerdo con el análisis efectuado 
por algunas organizaciones sociales, se advierte que la legislación nacional en la materia se 
orientaría en lo general hacia la sanción de las conductas y no proporcionaría necesariamente 
un marco coherente a las distintas iniciativas impulsadas por el MEP66.



Por su parte, el Viceministerio de Paz ha liderado experiencias relacionadas con la resolución 
alternativa de conflictos como una forma de desarrollar una cultura de paz. Dentro de estas, se 
hallan los programas de Casas de Justicia y el Programa Dialoguemos. Las Casas de Justicia y Paz 
se rigen por la Ley N.º 7727 sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social 
y tienen por finalidad atender y orientar legalmente al público en situaciones de conflictos 
de diversa naturaleza, mediando pacíficamente entre las partes para llegar a acuerdos que 
satisfagan a todos los involucrados67.  El Programa Dialoguemos está dirigido a la formación de 
“gestores” especializados en las mismas comunidades y centros educativos, con la capacidad 
de ayudar a los demás a resolver sus conflictos de manera pacífica. La Campaña Nacional “+ 



64 Villalobos. Prioridades para la reforma al sector seguridad en Costa Rica-propuestas sobre la Política e instituciones de la 
seguridad pública- Documento de consulta., 2013 ( Investigadora del Programa de Prevención de la Violencia y Seguridad de 
la Fundación para la Paz y la Democracia (FUNPADEM). 



65 Programa Nacional de Convivencia en Centros Educativos Programa Convivir: Protocolo específico sobre Violencia física, 
psicológica y sexual en los centros educativos de primaria. MEP. San José, Costa Rica, 2012.



66 Construcción de una caja de herramientas y análisis de legislacion y Políticas públicas Para la protección de los niños, niñas 
y adolescentes contra todo tipo de violencias en los Centros Educativos Plan Internacional- UNICEF. Panama, 2013



67 http://servicios.csjn.gov.ar/accesoJusticia/public/verDetallePais.html?codigoPais=cr
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Diálogo + Paz” es de especial interés, la cual fue diseñada para promover la resolución alterna 
de conflicto y el valor del diálogo como forma de resolver los problemas entre las personas68. 



En términos generales, estas iniciativas han sido reconocidas por amplios sectores como un 
aporte sostenido a la prevención integral de la violencia. Sin embargo, algunos actores señalan 
que estos esfuerzos resultan fragmentados o no han tenido una cobertura adecuada y que se 
cuenta con reducido número de profesionales especializados a nivel nacional para una correcta 
ejecución69 . Por otra parte, las RAC pueden ser enriquecidas mediante un enfoque restaurativo, 
resguardando su efectiva aplicación y adecuación en la población juvenil.



Dentro de las iniciativas en Justicia Restaurativa, la Comisión Nacional para el Mejoramiento 
de la Administración de Justicia (CONAMAJ) ha tenido un rol de relevancia. Esta es una entidad 
pública conformada por representantes de los diferentes poderes del Estado y de la sociedad civil, 
la cual pretende la coordinación de las iniciativas en Justicia, dentro de las cuales se encuentra 
la promoción de la Justicia Restaurativa. CONAMAJ ha desarrollado experiencias exitosas en 
Justicia Restaurativa mediante la promoción de Círculos de Paz en distintas comunidades a 
través de su implementación directa o indirecta mediante la capacitación de actores judiciales. 



En materia penal juvenil y en el marco de un proceso de modernización orientado a fortalecer un 
servicio de Administración de Justicia más equitativo, accesible, previsible y eficiente, el Poder 
Judicial ha procurado la incorporación de los principios de la Justicia Restaurativa, avanzando 
sostenidamente en el cumplimiento a los compromisos internacionales adquiridos70.



De especial importancia es la creación y promulgación de la Política Judicial dirigida al 
Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica, aprobada 
por la Corte Plena en noviembre de 201071. Esta política surge al alero de las Reglas de Brasilia, 
las cuales fueron elaboradas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en marzo de 
2008 y ratificadas por la Corte Plena de Costa Rica en mayo del mismo año. En la elaboración 
de la política, la Comisión Nacional para el mejoramiento de la Administración de la Justicia 
(CONAMAJ), UNICEF y el Poder Judicial participaron, contando con el documento consultivo 
“Estado de situación sobre acceso a la Justicia por parte de niños, niñas y adolescentes” 
de 200972. 



68 La Prevención de la violencia en el centro de las Políticas de Seguridad Ciudadana y Paz Social.  Loría y Cascante, 2014
69 Adolescencia en Costa Rica Análisis, Reflexiones y Recomendaciones para la Acción, ASCAJU. Octubre, 2013
70 Programa de Justicia Restaurativa en el Poder Judicial, San José, Costa Rica, 2011
71 Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las niñas, niños y adolescentes en Costa Rica. Comisión 



de Acceso a la Justicia, Poder Judicial y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Marzo 2012.
72 Este documento fue realizado a partir de un proceso de consulta participativa con funcionarios y funcionarias judiciales, 



instituciones clave del sistema nacional de protección integral de la niñez y la adolescencia, organizaciones de la sociedad 
civil, organismos internacionales y niños, niñas y adolescentes usuarios.
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La Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y 
Adolescentes en Costa Rica tiene por objetivo: “Hacer efectivo el acceso a la justicia para todas 
las personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de discriminación, restricción o 
barrera que impida el ejercicio de sus derechos, a partir de una cultura judicial que desarrolle 
el paradigma de protección integral de la niñez y la adolescencia”73. Dentro de sus objetivos 
específicos, se encuentran la promoción de la Justicia Restaurativa y la resolución alterna de 
conflictos.



Siendo la Política mencionada un marco normativo general en el área de la niñez y la adolescencia 
y acceso a Justicia, el Poder Judicial regula la materia penal juvenil en la Política del Derecho 
al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad 
Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica, aprobada en la sesión n.° 4-11 de la Corte 
Plena, celebrada el 14 de febrero de 201174. 



En su elaboración participan la Policía Penal Juvenil, el Ministerio Público, la Defensa Pública, la 
Judicatura, las instancias encargadas de la ejecución de las sanciones, personas funcionarias del 
sistema de Justicia y personas ofendidas y victimarias mediante la aplicación de un cuestionario.



La Política se basa en garantizar los derechos de las personas adolescentes en todo proceso y 
procedimiento penal. En este norte, reconoce que la valoración y fundamentación adecuada 
de la utilización de medios alternativos de resolución de conflictos y de sanciones no privativas 
de libertad de tipo socioeducativas constituye un derecho de las personas adolescentes. 
Dentro del Plan de Acción, establece la necesidad de sensibilizar a las personas funcionarias del 
Poder Judicial respecto a garantizar los derechos de personas ofendidas y ofensoras, procurar 
la aplicación de procesos idóneos tanto a la persona ofensoras como a víctimas y el uso de 
medidas alternativas de resolución de conflictos y soluciones alternativas a la privación de 
libertad. Respecto del último punto, se promueve el uso por parte de personas juzgadoras de 
soluciones alternativas, cuando resulte adecuado, se establece la necesidad de promover la 
Justicia Restaurativa en la comunidad por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología 
y el de Comunicación y Prensa, y la capacitación por parte de la Escuela Judicial a jueces, juezas, 
fiscales y Defensa Pública, penales juveniles en materias de conciliación, reparación del daño y 
suspensión del proceso a prueba.



El Poder Judicial cuenta en la actualidad con un Plan Estratégico 2013-2018, el cual fue aprobado 
en la sesión del 24 de marzo de 201475. Dentro de los ejes transversales del Plan, se contempla el 



73 Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las niñas, niños y adolescentes en Costa Rica. Comisión 
de Acceso a la Justicia, Poder Judicial y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Marzo 2012.



74 Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad sometidos 
al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica. Aprobada en la sesión N° 4-11 de la Corte Plena, celebrada el 14 de Febrero 2011, 
Artículo XV.



75 Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018, Poder Judicial de Costa Rica.
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acceso a la justicia, incluyendo a niños, niñas y adolescentes en conflicto con la Ley Penal juvenil. 
En cuanto a los temas y objetivos estratégicos, estos incluyen el retraso judicial entendido 
como el brindar una respuesta jurisdiccional oportuna a las personas usuarias, indicando la 
necesidad de disminuir el retraso en las resoluciones judiciales mediante mecanismos de 
resolución alternos de conflictos, la agilización de medidas cautelares, tutelares y otras. 



Dentro de las acciones estratégicas para este objetivo, se encuentran la implementación de la la 
Justicia Restaurativa dentro del proceso penal juvenil, extender el programa de conciliaciones  
a través de la promoción y aplicación de medios de resolución pacífica de conflictos, consolidar 
el procedimiento especial de flagrancia y potenciar las medidas cautelares y tutelares, entre 
otros.



La declaración de la voluntad explícita de desarrollar políticas de Justicia Restaurativa es de 
especial importancia, impulsando el Programa de Justicia Restaurativa. El Programa de Justicia 
Restaurativa del Poder Judicial, aprobado en el acta del Consejo Superior n.°. 52 del 24 de mayo 
de 2012, artículo LVIII76, ha sido un trabajo impulsado desde el despacho de la magistrada 
doña Doris Arias Madrigal en coordinación con el Ministerio Público, la Oficina de Atención a 
Víctimas del Delito, la Defensa Pública y el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San 
José. Además, cuenta con el apoyo de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del 
Poder Judicial y ha sido destacado como un proyecto de interés institucional.



El Programa pretende abordar los conflictos penales desde una perspectiva humanitaria, 
involucrando a la persona ofensora, la persona ofendida y los actores sociales, en función de la 
reparación del daño a nivel individual y social, la responsabilización de la persona ofensora y 
la consiguiente disminución del impacto del delito77. El programa opera en tres áreas: la de la 
Justicia Restaurativa Penal, la de Tratamiento de Drogas y la Justicia Restaurativa Penal Juvenil.



Programa de Justicia Restaurativa ha dado impulso a importantes avances a nivel de la Justicia 
Penal Adulta. Dentro de estos, se encuentra un proyecto piloto en materia penal ubicado en 
el Primer Circuito Judicial de San José. La iniciativa considera principalmente la modalidad de 
reunión restaurativa, sin excluir los Círculos de Paz y otras prácticas restaurativas78. 



En materia penal Juvenil, el Programa ha procurado, entre otros, la conformación de la Red de 
Apoyo Institucional en Servicio de la Comunidad promoviendo la participación y la colaboración 
de la comunidad en los procesos restaurativos con adolescentes, así como la inclusión de los 
principios de la Justicia Restaurativa en las Audiencias Tempranas, las cuales constituyen el 



76 Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Poder Judicial de Costa Rica 
77 Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Poder Judicial de Costa Rica.
78 Arias Madrigal Doris María. Programa de Justicia Restaurativa, en materia penal. Resumen ejecutivo. Poder Judicial Costa 



Rica., (2012).
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primer acercamiento del y de la adolescente y la persona ofendida a la Administración de Justicia. 
Se pretende en esta instancia, aplicar los principios de la Justicia Restaurativa priorizando 
las medidas alternas que la Ley de Justicia Penal Juvenil estipula, en el marco de una justicia 
pronta, cumplida y oral. Para la regulación y protocolización de los roles y responsabilidades de 
cada uno de los actores, se cuenta con el documento Manual de procedimientos para realizar 
audiencias tempranas en penal juvenil, de aplicación obligatoria a partir de la Circular n.° 146-
2012 del Consejo Superior. 



A la fecha, atendiendo a los mandatos establecidos en las políticas y planes internos, el Poder 
Judicial y el Programa de Justicia Restaurativa, en el marco del derecho internacional y legislativo 
interno, se encuentra abocado a fortalecer la incorporación de la Justicia Restaurativa en 
materia penal juvenil, proyectando y consolidando de esta forma las experiencias adquiridas 
en las diversas iniciativas desarrolladas. 



Dentro de las necesidades detectadas por el Poder Judicial para el fortalecimiento de la 
aplicación de la Justicia Restaurativa en materia penal juvenil, se hallan la protocolización de 
las actuaciones para las causas penales juveniles bajo los principios de la Justicia Restaurativa y 
contar con un protocolo para el abordaje de las personas adolescentes que comenten delitos y 
que presenten consumo de drogas. Para asegurar la correcta implementación de los protocolos, 
acciones orientadas a la sensibilización y capacitación de los distintos operadores judiciales 
son necesarios y pertinentes, evitando con ello la discrecionalidad de los actores. 



La articulación con otras redes disponibles en los distintos espacios locales para la 
implementación de los principios de la Justicia Restaurativa, como es el caso de las personas 
adolescentes que consumen droga, supone a su vez, el contar con servicios dispuestos dentro 
de las lógicas restaurativas, disponiendo de manuales y protocolos que normen y regulen el 
funcionamiento de las redes de apoyo y los mecanismos de articulación con las mismas bajo 
estándares y recomendaciones internacionales.



Si bien las prácticas restaurativas suponen la posibilidad de descomprimir el sistema judicial 
y disminuir los índices de retraso, requieren de tiempo de dedicación exclusiva que puede 
subsanarse contando con recurso humano preparado y disponible para acompañar estos 
procesos. Si esto no sucede, podría conllevar la desatención de otras materias judiciales y 
desalentar la incorporación de la Justicia Restaurativa. 



Específicamente, según lo señalado en el documento de Diagnóstico del sistema penal de 
Costa Rica del año 201379 , el Departamento de Trabajo Social y Psicología experimenta serias 



79 Diagnóstico del Sistema Penal Costa Rica 2012. Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Noviembre, 2013
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restricciones  presupuestarias que afectan la ampliación de su cobertura, lo que “[…] ha llevado 
a una reorganización en la forma en que ejecutan sus labores para responder de la mejor 
manera posible, que resulta siempre insuficiente” 80.



De esta forma, uno de los aspectos críticos a considerar por este sector es asegurar el acceso de 
la Justicia Restaurativa a todos las personas adolescentes del país, trasladando la experiencia 
de los proyectos pilotos a programas consolidados en los distintos distritos de Costa Rica, para 
lo cual debe contar no solo con actores sensibles y preparados, sino también con los recursos 
materiales y humanos necesarios y suficientes. 



Otras iniciativas del Poder Judicial relacionadas se refieren a la constitución de la Oficina de 
Atención y Protección de la Víctima del Delito (OAPVD) del Ministerio Público, la cual tiene 
como labor principal orientar, asesorar jurídicamente y coordinar apoyo social y psicológico 
externo a las personas ofendidas.  



Por su parte, la Escuela Judicial, orientada a la formación, capacitación e investigación, tanto a 
nivel nacional e internacional, en la Administración de Justicia, ha trabajado con los programas 
RAC durante más de doce años capacitando a gran número de personas. A partir del 2011, la 
Escuela Judicial ha incluido el enfoque de Justicia Restaurativa en sus procesos de formación.



La reciente creación del Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ) 
es de especial importancia. Este Programa brinda una atención especializada e integral a las 
personas imputadas que presentan un consumo abusivo de drogas ilícitas y como consecuencia 
comenten delitos, y el objetivo primordial del Programa es que la persona ofensora asuma 
su responsabilidad por el daño causado a la víctima y que atienda su problema de consumo 
abusivo de drogas ilícitas. 



El equipo interdisciplinario de profesionales del Programa de Justicia Restaurativa (representante 
de la Judicatura, el Ministerio Público, la Defensa Pública y Trabajo Social y Psicología) remite a la 
persona ofensora al Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia  (IAFA), para que realicen 
la recomendación de ingreso y tratamiento específico para el caso en particular. Por su parte, la 
Judicatura con el apoyo de Trabajo Social y Psicología efectúan audiencias de seguimiento en 
las que verifican que la persona ofensora cumpla con  todas las fases del tratamiento81.



Respecto de la Ejecución de Sanciones, la Dirección General de Adaptación Social del Ministerio 
de Justicia y Paz, a través del Programa Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil, es 
el encargado de proporcionar atención, supervisión y seguimiento a las sanciones privativas 



80 Diagnóstico del Sistema Penal Costa Rica 2012. Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Noviembre, 2013



81 http://www.poder-judicial.go.cr/justiciarestaurativa/index.php?option=com_content&view=article&id=29:programa-
tratamiento-de-drogas-bajo-supervision-judicial&catid=15:tratamientodrogas&Itemid=113











34



de libertad (ya sea que se haya establecido sentencia o en internamiento provisional) y las 
sanciones alternativas establecidas en la Ley Penal Juvenil, resguardando el fin socioeducativo 
de estas. Este programa se conforma por el Centro de Formación Juvenil Zurquí, el Centro 
Especializado Adulto Joven, el Centro de Oportunidades Juveniles y el Programa de Sanciones 
Alternativas.



Programa de Sanciones Alternativas, con ubicación en el Complejo Juvenil Zurquí82 , inicia el 
año 2014 con un Programa de Regionalización de la Atención, favoreciendo el desplazamiento 
del personal técnico a algunas regiones de mayor concentración de población para realizar la 
atención, en función de brindar una mayor accesibilidad a las personas ofensoras a los procesos 
de atención y la necesidad de minimizar el incumplimiento de la sanción en aquellos casos que 
presentaban condiciones personales relacionadas con la distancia geográfica, falta de recursos 
económicos para trasladarse al complejo, otros compromisos en el marco de su responsabilidad 
penal, problemas severos de adicción, entre otros. 



Este Programa supone un avance importante en el acercamiento a la comunidad, a las 
familias, a los centros educativos y otras instancias locales, promoviendo que todas las partes 
asuman la responsabilidad que les compete en la reinserción social de las personas ofensoras. 
Esta iniciativa requiere ser fortalecida, disponiendo entonces de los recursos necesarios que 
aseguren su ampliación y continuidad para el efectivo seguimiento y cumplimiento de las 
sanciones y la ejecución de planes de trabajo orientados a los principios socioeducativos de las 
personas adolescentes, en articulación con las instituciones y las familias o adultos responsables 
presentes en los múltiples territorios.



En materia de privación de libertad, es posible mencionar que independientemente del Centro 
Zurquí, no existen centros regionales que reciban a adolescentes sin causar un desarraigo de 
sus espacios locales y relaciones significativas. Por otra parte, el sistema penitenciario ha tenido 
graves problemas dado el aumento de la población interna, generando un deterioro de las 
condiciones generales de la privación de libertad.



82 Informe de Situación y recomendaciones del Diagnóstico del Sistema Penal Juvenil 2001. Poder Judicial. San José, Costa 
Rica,  versión 8 de abril de 2013.











35



CAPÍTULO III



Justificación de una Política Pública
de Justicia Juvenil Restaurativa



Identificación de las necesidades de la población
 
En el año 2013, de acuerdo con datos de INEC, la población comprendida entre los 12 y 19 años 
alcanza un total de 725.971 personas, de las cuales un 52% son hombres y un 48% mujeres. El 
total de población adolescente supone un 15,7% de la población total del país83.



En el ámbito educativo, según la Encuesta Nacional de Hogares (2011)84 , el tramo de edad 
entre los 15 y los 17 años es el que presenta los porcentajes más bajos de asistencia escolar. 
Los datos del INEC (2010) establecen que un quinto de la población adolescente no acude a 
centros educacionales. En zonas rurales, este valor se incrementa a un tercio de las personas 
adolescentes entre los 15 y los 17 años. En el año 2014, la Contraloría establece que la población 
entre los 12 y los 24 años que no estudia ni trabaja asciende a más del 19% de la población 
costarricense85 .



Por otra parte, se observan en los establecimientos escolares diversas formas de violencia 
presentes entre los distintos estamentos. Al respecto, un 21,8% de los estudiantes reporta 
que ha participado en alguna pelea con violencia física en el último año, y más del 30% ha 
sido menoscabado psicológicamente por algún profesor86 . De acuerdo  con el Ministerio de 
Educación Pública, “las prácticas del uso de la violencia como respuesta a la indisciplina o incluso 
como idea de “entrenar” a los niños (as), sigue de alguna forma presente en las representaciones 
sociales, actitudes y prácticas de las comunidades educativas costarricenses” 87.



En materia penal, de acuerdo con el Anuario Judicial 201388 , los 22 Juzgados Penales Juveniles 
presentaron un circulante inicial de 10.328 causas, mientras que el total de causas entradas 



83 En Adolescencia en Costa Rica. Análisis, reflexiones y recomendaciones para la acción, ASCAJU. Costa Rica, 2013.
84 En Adolescencia en Costa Rica.Análisis, Reflexiones y Recomendaciones para la Acción, ASCAJU. Costa Rica, 2013
85 En Adolescencia en Costa Rica. Análisis, Reflexiones y Recomendaciones para la Acción, ASCAJU. Costa Rica, 2013
86 http://www.crhoy.com/contraloria-hay-201-mil-jovenes-que-no-estan-ni-estudiando-ni-trabajando/
87 En Adolescencia en Costa Rica. Análisis, Reflexiones y Recomendaciones para la Acción, ASCAJU. Costa Rica, 2013
88 Protocolo específico sobre Violencia física psicológica y sexual en los centros educativos de primaria. Ministerio de Educación 



Pública. Programa Nacional de Convivencia. San José, Costa Rica, 2012
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ascendió a 10.713. De este total, 873 causas fueron reingresos al sistema; 11.160 causas fueron 
terminadas, y el período concluyó con un circulante final de 10.754 causas. El documento 
mencionado estableció que “[…] los Juzgados Penales Juveniles debieron tramitar 1,96 veces 
más casos de los que culminaron el año 2013 para que no exista congestión en su carga de 
trabajo, mientras que por cada 100 causas ingresadas, 49 permanecen activas y 51 presentan 
una resolución que da por fenecido el caso” 89.



Por otra parte, según los indicadores judiciales en materia penal juvenil proporcionados por el 
Poder Judicial90 durante el año 2013, la tasa de menores condenados alcanza un valor de 31,9, 
vale decir, se condenó aproximadamente a 32 menores por cada mil acusados. Esta cifra supone 
un incremento en comparación al obtenido en el 2012, lo cual se evidencia en un aumento 
de la cantidad de adolescentes condenados y, en sentido inverso, existe un descenso en el 
total de personas menores acusadas de infringir la Ley Penal Juvenil. En el caso de las personas 
adolescentes sobreseídas por cumplimiento de la suspensión del proceso a prueba, se observa 
un aumento respecto al año 2012, alcanzando un 4,8% del total de las resoluciones dictadas. 
Por otra parte, el porcentaje de casos sobreseídos por cumplimiento de la conciliación alcanza 
un 4,2% del total de las resoluciones dictadas, lo que representa un descenso en comparación 
al año 201291 . 



Según el Anuario Judicial 201392, las 21 fiscalías del Ministerio Público que abordan materias 
penales en el ámbito juvenil conocieron un total de 10.791 casos, de los cuales, 321 fueron 
casos reentrados. Dado que el circulante inicial ascendió a 1.833 casos, y los casos terminados 
supusieron un total de 11.330, el circulante final para el período alcanzó la cifra de 1.615 casos.



Respecto a la ejecución de sanciones, el Ministerio de Justicia y Paz reporta para el período 
mayo a junio de 201493 , un promedio de 576 casos mensuales. En internación provisoria, se 
presenta un promedio mensual de 43 causas y, en el caso de adolescentes con condena, un 
promedio mensual de 234 causas.
 
Según datos del Poder Judicial en conjunto con UNICEF94 , a partir del año 2010, se observa 
un crecimiento sostenido de jóvenes privados de libertad, saturando el Sistema Penitenciario 
Nacional. 



89 Anuario Judicial 2013. Departamento de Planificación. Sección Estadísticas. Poder Judicial de Costa Rica.
90 Compendio de Indicadores Judiciales 2009 – 2013 Costa Rica. Departamento de Planificación. Sección de Estadística. Poder 



Judicial de Costa Rica.
91 Documento “Levantamiento de demanda Penal Juvenil del Poder Judicial de Costa Rica”. Poder Judicial. Noviembre de 2014
92 Anuario Judicial 2013. Departamento de Planificación. Sección de Estadística. Poder Judicial Costa Rica
93 Informe de la Población Penitenciaria II trimestre 2014. Departamento de Investigación y estadística. Instituto Nacional de 



Criminología. Dirección General de Adaptación Social. Ministerio de Justicia y Paz. Costa Rica, 2014
94 Diagnóstico del Sistema Penal Costa Rica 2012. Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y Fondo de las Naciones Unidas 



para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Noviembre, 2013
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Los problemas de hacinamiento en el Centro Zurquí supusieron un deterioro de las condiciones 
generales de las personas jóvenes internas, incluyendo la suspensión de los procesos educativos 
para las personas adolescentes en internación provisoria. Igualmente, se constata el aumento 
de los problemas de convivencia y de violencia física. 



De acuerdo con el  Informe especial de la Defensoría de los Habitantes95 , la violencia en el 
Centro Zurquí incluyen motines, agresiones entre personas privadas de libertad, métodos de 
malos tratos y otras prácticas que violan los derechos humanos de los internos, los cuales se 
han agravado con el tiempo.



El incremento sostenido de jóvenes en el sistema penitenciario puede relacionarse, entre otros 
múltiples factores, con la presión mediática respecto de la aplicación de políticas de mano dura 
frente a la creciente sensación de inseguridad ciudadana de principios de la década.



La encuesta Barómetro de las Américas 2014, desarrollada por la Universidad de Vanderbilt 
y el Programa Estado de la Nación, concluye que en el 2014, la confianza en el Sistema de 
Justicia llegó a su valor más bajo desde el inicio de la medición del indicador el año 1978. Al 
respecto, solo un 32% de las personas reportaron confianza en la capacidad del Poder Judicial 
en sancionar a los culpables de un delito96 .



De acuerdo con la información del Poder Judicial, hasta el año 2012 (segundo trimestre)97 , se 
encontraba un total de 94 adolescentes en el Centro Formación Juvenil Zurquí, de los cuales, 
32 personas correspondían a sentenciados y 62 personas a detención provisional. Por su parte, 
la población adulta joven incorporada al Centro Zurquí por razones de sobrepoblamiento en el 
centro privativo destinado a dicho grupo de edad ascendía a 107 personas, de los cuales 75 era 
sentenciados y 32 indiciados. 



Hasta el año 2014, según los datos del Observatorio Internacional de Justicia Juvenil, había en 
Costa Rica un total de 64 adolescentes privados de libertad98 .



En el caso de los 50 adolescentes en internación provisoria en el centro Zurquí en el 201199 , un 
44% correspondía a detenciones por delitos en contra de la propiedad; un 42% por delitos en 



95 Vargas et. Al. Informe especial: Las manifestaciones de la violencia intracarcelaria en los centros penitenciarios del Programa 
Penal Juvenil. Defensoría de los Habitantes. Mecanismo nacional de prevención de la tortura. Dirección de niñez y adolescencia, 
Costa Rica, 2013. 



96 C. García. Primer Informe estado de la Justicia, Capítulo 4: Tutela efectiva de derechos en materia penal y laboral, Programa 
Estado de la Nación. Costa Rica, 2015.



97 Informe de situación y recomendaciones del diagnóstico del Sistema Penal Juvenil 2012. Costa Rica, versión 8 de abril de 
2013 en www.poder-judicial.go.cl



98 Informe de monitoreo a los Sistemas de Justicia Penal Juvenil en América Latina. Observatorio Regional de Justicia Penal 
Juvenil, 2014.



99 Informe de de situación y recomendaciones del diagnóstico del Sistema Penal Juvenil 2012. Costa Rica, versión 8 de abril de 
2013 en www.poder-judicial.go.cl
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contra de la vida; un 6% a delitos sexuales;  un 2% a delitos contra la salud pública; y un 6% a 
otros delitos no especificados. 



El estudio del Poder Judicial-Unicef100 revela también la importancia del Instituto Sobre 
Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) a partir de los datos respecto al consumo de 
drogas en la población. Estos indican que al menos un 80% de las personas jóvenes ingresadas 
presentan problemas de drogas. En el caso de las sanciones alternativas, se establece que un 
30% de las personas jóvenes presentan consumo problemático de drogas.



 



Fundamentación de la Política Pública
de Justicia Juvenil Restaurativa



La incorporación de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas en el ámbito juvenil 
en Costa Rica presenta a la fecha avances sustantivos, contando con el diseño y/o ejecución 
de iniciativas a nivel de prevención y en el sistema penal. Sin embargo, los esfuerzos son 
eminentemente sectoriales, con distintos niveles de desarrollo y enfrentan algunas dificultades 
de recursos que impiden garantizar su acceso a todas las personas adolescentes.



Un marco político formalizado, con gobernabilidad democrática e intersectorial, permitiría la 
articulación efectiva de las distintas iniciativas existentes y la creación de aquellas pendientes, 
subsanando dificultades y fortaleciendo los resultados alcanzados, bajo una consideración 
integral de la delincuencia juvenil y la incorporación de los beneficios de la Justicia Restaurativa 
y las prácticas restaurativas en su abordaje a todo nivel. 



Desde esta perspectiva, los objetivos de la Justicia Restaurativa se ven fortalecidos cuando se 
instalan a nivel de toda la malla social, como una forma de resolver los conflictos en todas sus 
fases, facilitando sinérgicamente la labor de cada sector, complementando la institucionalidad 
y las iniciativas existentes.



De esta forma, se evalúa como necesaria una política pública integral que promueva, fortalezca e 
integre los esfuerzos sectoriales implementados para la incorporación de la Justicia Restaurativa, 
sus principios y sus prácticas, en la prevención, abordaje y tratamiento del delito juvenil, vale 
decir, a nivel de prevención del delito, durante todo el proceso jurisdiccional y, posteriormente, 
en la aplicación de las sanciones, incluidas  la privación de libertad y la reintegración de las 
personas adolescentes luego de concluida la condena, atendiendo a las preocupantes cifras 
relacionadas con la violencia en los centros educativos, así como al incremento de los índices de 



100 Diagnóstico del Sistema Penal Costa Rica 2012. Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF), Costa Rica, Noviembre, 2013
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condena y el endurecimiento de estas, con un aumento sostenido de la internación provisoria y 
la privación de libertad en adolescentes.



Esto permitiría unificar un marco nacional, regional y local que establezca las prioridades y 
el desarrollo de programas articulados para la incorporación de los principios de la Justicia 
Restaurativa y las prácticas restaurativas en materias de prevención y enfrentamiento de los 
conflictos de las personas adolescentes con la Justicia y fomentar la paz social. 



Bajo este marco de política pública integral, es posible una mejor evaluación de los recursos 
necesarios para su implementación, asegurando la sustentabilidad de las iniciativas, a la vez 
que se promueve su instalación progresiva en todos los distritos, garantizando el acceso a los 
programas a la totalidad de las personas adolescentes del país.



A la vez, serán posibles la sistematización y evaluación de las metodologías ya implementadas 
para la prevención y el abordaje de situaciones de violencia en sus diversos ámbitos, y convertir 
estos esfuerzos de “proyectos piloto” en “proyectos de país” para garantizar así su permanencia 
en el tiempo. 



Las presiones relativas a la necesidad de endurecimiento de la legislación y a un incremento 
de la represión y control que han influido en un aumento sustantivo de las penas privativas de 
libertad en adolescentes en Costa Rica pueden ser contenidas mediante la articulación efectiva 
de los tres niveles de actuación, favoreciendo un mayor impacto de cada subsector, instalando 
en la opinión pública la efectividad y los beneficios de la Justicia Restaurativa y de una respuesta 
integral al delito juvenil.



Junto con esto, se favorecen experiencias de centralización de información y evaluación de 
las metas e indicadores de cumplimiento de forma integrada, con la posibilidad de orientar el 
rediseño de la Política y favorecer su adecuación para alcanzar los logros planteados.



La Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas han sido reconocidas por los organismos 
internacionales de derechos humanos, en consonancia con el interés superior y respeto de 
los derechos de las personas adolescentes en conflicto con la Ley Penal, ya que aportan a 
la prevención del delito adolescente, previenen la reincidencia y la privación de libertad, 
minimizando el daño y la estigmatización causada por el paso por el sistema judicial y 
favoreciendo los procesos de responsabilización y reintegración social del y de la adolescente.



La Justicia Restaurativa atiende a los derechos de las víctimas, reconociendo el daño o perjuicio 
causado, favoreciendo su participación en los procesos que les incumben y estableciendo 
soluciones acordes a sus necesidades e intereses.
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La Justicia Restaurativa devuelve el conflicto a la comunidad, tanto en razón del fortalecimiento 
de una cultura pacífica para la prevención de los delitos, como en la resolución del conflicto 
cuando este se ha producido, restableciendo la paz, la confianza y la seguridad social que se ha 
visto quebrantada a partir del ilícito. 



La Justicia Restaurativa cumple con los principios de la Justicia Especializada, proporciona 
oportunidad y efectividad a los procesos judiciales, a la vez que humaniza y acerca el derecho 
a las partes en conflicto y a la comunidad toda, sobre todo a las poblaciones en una especial 
condición de vulnerabilidad.



Una visión integral e integrada de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas permite 
la construcción de una respuesta pública que atiende a la condición jurídica de sujeto de 
derechos de toda persona adolescente y al cumplimiento de los compromisos adquiridos por 
el Estado de Costa Rica de garantizar el ejercicio de los principios y derechos consagrados en 
el Corpus juris de la niñez y adolescencia y de las personas adolescentes en conflicto con la 
Ley Penal, considerando el interés superior, su participación, su formación integral y el rol de la 
familia y la comunidad.



De esta forma, el impulso de esta política permitiría avanzar sostenida y articuladamente en 
el cumplimiento de los compromisos internacionales adquiridos por Costa Rica en materia de 
delincuencia juvenil.



La proyección de los logros y del fortalecimiento de la aplicación de la Justicia Restaurativa y las 
prácticas restaurativas a todo nivel es una legítima aspiración del Poder Judicial y del Ministerio 
de Justicia y Paz, ambos actores fundamentales en los procesos de prevención y Administración 
de Justicia en materia penal juvenil.



Por lo tanto, se espera contar con una Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa que 
establezca el marco normativo que permita impulsar, a través del consenso y cumplimiento 
de los distintos ejes estratégicos de la Política, una respuesta complementaria a la vez que 
integral e intersectorial a las materias de violencia y conflicto con la Ley Penal de las personas 
adolescentes, bajo los principios de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas, 
contribuyendo entonces al resguardo de los derechos humanos, la garantía del derecho de 
acceso a la justicia y la construcción de una cultura de la paz en Costa Rica.
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CAPÍTULO IV
Propuesta de Política Pública de Justicia 



Juvenil Restaurativa



Visión



Costa Rica avanza en el cumplimiento de los compromisos adquiridos en materia de derechos 
humanos de las personas adolescentes ofensoras y de las personas ofendidas, el derecho al 
acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y el desarrollo de una cultura 
de la paz, a través de la incorporación, desarrollo y fortalecimiento de la Justicia Restaurativa en 
el abordaje de la violencia y los conflictos con la Justicia de las personas adolescentes del país.



Misión



Costa Rica promueve la aplicación de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas en la 
prevención de la violencia juvenil, en todas las fases del proceso jurisdiccional, en la población 
sancionada y en la privación de libertad, generando recursos que contribuyen a evitar la 
vinculación de adolescentes en conflictos con la Justicia y a brindar una respuesta al delito que 
favorezca la integración social y la no reincidencia en la persona adolescente, la reparación del 
daño en la víctima, la resolución del conflicto a la base del delito y la restauración de la paz y la 
seguridad  social que se han visto quebrantadas a partir del ilícito.



Población meta



La Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa está dirigida a todas las personas adolescentes 
entre 12  años y menores de 18 años de Costa Rica, a las víctimas de ofensas y/o delitos cometidos 
por las personas adolescentes y a la comunidad en su conjunto, sin discriminación ni exclusión 
de ningún tipo.



Se incorpora la población adulta joven atendiendo al artículo 2 de la Ley N.° 7576 de Justicia 
Penal Juvenil, referido a la aplicación de la ley a la persona mayor de edad, el cual indica: “Se 
aplicará esta ley a todos los menores de edad que, en el transcurso del proceso, cumplan con la 
mayoridad penal. Igualmente se aplicará cuando los menores de edad sean acusados después 
de haber cumplido la mayoridad penal, siempre y cuando el hecho haya ocurrido dentro de las 
edades comprendidas para aplicarles esta ley”. Esta población constituye el grupo mayoritario 
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de atención en el Programa Penal Juvenil, en sus diferentes modalidades, incluida la población 
con  alternativas.



Enfoques y principios



La Política se enmarca dentro de los siguientes enfoques y principios rectores, comunes a todas 
las líneas estratégicas:



1.- Enfoque de derechos humanos y derechos de las  personas menores de edad 
 
Este enfoque proporciona el marco general de la Política, de acuerdo con los derechos humanos 
y, en especial, los derechos consagrados en la Convención sobre Derechos del Niño. Considera 
los siguientes principios rectores101 :



a) No discriminación (art. 2): se debe garantizar la igualdad de trato de todos los niños y 
adolescentes, incluidos aquellos que se encuentren en conflicto con la justicia, con especial 
atención a las disparidades que pueden afectar a grupos en condiciones de especial 
vulnerabilidad como son niños de la calle, pertenecientes a minorías raciales, étnicas, religiosas 
o lingüísticas, niños con discapacidad y niños que tienen constantes conflictos con la justicia 
(reincidentes). 



b) El interés superior del niño (art. 3). Establece la consideración irrestricta del interés superior 
del niño, entendido como la máxima satisfacción de sus derechos en todas las decisiones que 
se adopten, incluido el contexto de la Administración de Justicia. Dado que niños y niñas se 
diferencian de los adultos tanto por su desarrollo como por sus necesidades y esto se relaciona 
con una menor culpabilidad, se establece la necesidad de un sistema separado de justicia y se 
dispone que los objetivos de represión y castigo sean reemplazados por los de rehabilitación y 
Justicia Restaurativa.



c) El derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo (art. 6). Estos derechos intrínsecos deben 
encontrarse a la base de todos los programas, incluidos los programas nacionales destinados a 
la prevención de la delincuencia juvenil. En especial, la privación de libertad debe ser utilizada 
tan solo como medida de último recurso y durante el período más breve posible.



d)El respeto a la opinión del niño (art.12). Se deberá respetar y hacer plenamente efectivo el 
derecho de los adolescentes a expresar su opinión libremente sobre todos los asuntos que lo 
afecten y en cada etapa del proceso justicia. 



101 Observación General Nº 10 a la Convención de Derechos del Niño. Organización de Naciones Unidas. 2007
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e) Dignidad (art. 40): referido a un trato justo y garantista, orientado a fortalecer el respeto del 
adolescente por los derechos humanos, las libertades de terceros y favorecer su reintegración 
social. Este principio se debe aplicar desde el primer contacto con los organismos encargados 
de hacer cumplir la ley hasta la ejecución de todas las sanciones. Igualmente, se insta a la 
prohibición, prevención y persecución penal de todas las formas de violencia que puedan 
afectar a niños y niñas en su contacto con la Administración de Justicia.



2.-Enfoques transversales



La Política debe incluir los siguientes enfoques transversales en sus estrategias, planes, acciones 
y metas:



•	 Enfoque de género: atender a la igualdad de derechos entre hombres y mujeres y a la 
diversidad sexual.



•	 Enfoque evolutivo: atender a las variables relacionadas con la edad y fase del desarrollo 
evolutivo de las personas participantes. Este enfoque se relaciona con la autonomía 
progresiva en el ejercicio de derechos establecida en la Convención Sobre los Derechos del 
Niño.



•	 Enfoque territorial: atender a las variables específicas de cada territorio estableciendo las 
modificaciones y adecuaciones pertinentes.



•	 Enfoque de pertinencia cultural: atender a las variables que permitan la incorporación de 
pueblos originarios y otras culturas dentro de los territorios.



3.- Principios de la Justicia especializada



Este modelo proporciona el marco general de ejecución de una Justicia para adolescentes, 
basado en el Sistema de Naciones Unidas en Justicia Juvenil. Supone el reconocimiento 
de la responsabilidad de las personas adolescentes por los hechos delictivos cometidos, la 
existencia de garantías procesales y judiciales según la normativa del derecho internacional y 
la existencia de un derecho penal juvenil autónomo y separado del de los adultos, basado en 
el acto y no en el autor. Este modelo es consistente con el Sistema de Responsabilidad Penal 
Juvenil de Costa Rica.











44



En este modelo, se establecen102 :



a)  Principio de Intervención Mínima: referido a que debe aplicarse el control formal penal 
únicamente para los casos y las conductas graves.



b)  Principio de Subsidiaridad: referido a que no podrá acudirse a sanciones graves, si es 
suficiente con la imposición de sanciones más leves.



c)  Principio de Racionalidad y Proporcionalidad: se expresa el principio de racionalidad en el 
uso restringido de las sanciones a las personas adolescentes y en imponer la pena privativa 
de libertad como de ultima ratio. El principio de proporcionalidad supone la imposición 
de una sanción en concordancia con la participación y la culpabilidad del adolescente, 
procurando la resolución que cause la menor afectación del joven en el proceso.



d)  Principio de Flexibilización: referido a la necesaria variabilidad de las sanciones según las 
necesidades presentadas por las personas adolescentes.



e)  Principio de diversificación de la reacción penal: Referido a la existencia de una pluralidad 
de medios de respuestas por parte de la Administración de Justicia que permita reducir la 
pena privativa de libertad.



4.- Principios de la Justicia Restaurativa y prácticas restaurativas



En la aplicación de la Justicia Restaurativa, se resguardan los siguientes principios103 :



a)  Principios relacionados con los intereses de las partes (necesidades y derechos):



•	 Participación voluntaria y consentimiento informado
•	 No discriminación, sin consideración de la naturaleza del caso
•	 Accesibilidad de instituciones de ayuda (incluyendo instituciones de prácticas restaurativas)
•	 Protección de las partes afectadas en el proceso
•	 Mantención de la accesibilidad a métodos convencionales de controversia/resolución de 



casos (incluyendo los tribunales)
•	 Privilegio aplicable a la información revelada antes del juicio (con sujeción al interés público)
•	 Respeto de los derechos civiles y a la dignidad de las personas
•	 Protección de la seguridad personal
•	 Confidencialidad



102 Tiffer y Deniel. Justicia Penal Juvenil: Entre la Justicia Retributiva y la Justicia Restaurativa. Ilanud, Unfpa, Costa Rica, 2012.
103 Mackay,  en Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa, Naciones Unidas, 2006, pp. 63-64.
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b)  Principios relacionados con las partes afectadas:



•	 Deben tomarse en serio sus necesidades y sentimientos 
•	 Deben reconocerse sus pérdidas 
•	 Debe ser reconocido su derecho de reclamar compensación 
•	 Complementariedad, entendida como el derecho a acceder a mecanismos accesorios a los 



implementados en la Justicia Restaurativa para la reparación del daño.



c)  Los relacionados con los responsables de ofensa (incluyendo a aquellos que enfrentan 
sanciones penales):



•	 Derecho a ofrecer reparación antes de ser formalmente requerido
•	 Derecho a un proceso judicial justo (incluyendo la presunción de inocencia en cualquier 



procedimiento legal posterior) 
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CAPÍTULO V
     



Áreas estratégicas de la Política



ÁREA ESTRATÉGICA I: 



Promoción de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas en Costa Rica



Objetivo estratégico



Favorecer la incorporación de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas en Costa Rica 
mediante la promoción  de los principios, prácticas y beneficios de la Justicia Restaurativa.



Descripción 
 
Para garantizar la incorporación de la Justicia Restaurativa en Costa Rica, es necesaria la 
implementación de estrategias de promoción y sensibilización dirigidas a las personas 
adolescentes, las personas ofendidas, comunidades y la población en general, con el objetivo 
de informar respecto de los principios, beneficios y prácticas de la Justicia Restaurativa y su 
contribución a la paz social, así como de la disminución de costos financieros, tiempo y de 
inversión en recurso humano que su aplicación implica a nivel de todo el circuito penal.
 
De acuerdo con las Naciones Unidas, “el mantener a la comunidad informada sobre el progreso 
y la operación de la Justicia Restaurativa es normalmente una condición previa a su éxito”104  , 
sobre todo si las desconfianzas y aprehensiones surgen a partir de una sensación de inseguridad 
ciudadana y la valoración de políticas de control y castigo como respuesta fundamental al 
delito.



104 Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa, Naciones Unidas (UNDOC), Nueva York, 2006.
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Componente estratégico 1.1: Favorecer la sensibilización, conocimiento y aceptación de 
la Justicia y las prácticas restaurativas en la población mediante la implementación de 
estrategias comunicacionales a nivel nacional.



Acciones



1.1.1.-  Diseño de una estrategia comunicacional articulada e intersectorial entre actores 
relevantes del Estado



Se recomienda la coordinación del mensaje comunicacional entre las entidades públicas 
relevantes (Poder Judicial, Ministerio de Justicia y Paz, ICD, PANI, MEP, IMAS, entre otros de 
importancia), contemplando para ello la existencia y disponibilidad de departamentos o unidades 
de prensa de las instituciones cuando sea posible. La coordinación favorecería la conformación 
de un mensaje claro y coherente acerca de la Justicia y las prácticas restaurativas para el público 
en general. Se valora la posibilidad de inclusión de la difusión de la Justicia Restaurativa en las 
actividades públicas de las diversas instituciones. En particular, se favorecerían la promoción y 
presentación de los resultados intermedios derivados de la ejecución de la Política.



1.1.2.- Desarrollo de alianzas estratégicas para la promoción y sensibilización de la 
Justicia Restaurativa en la población general



Se recomiendan la creación y fortalecimiento de convenios y alianzas de trabajo con 
universidades, sociedad civil organizada, Colegio de Abogados, Colegio de Periodistas, 
entre otros, de forma de apoyar las estrategias de promoción, difusión y comunicación de la 
Justicia y las prácticas restaurativas. De especial importancia es la vinculación de los medios 
de comunicación en esta tarea, quienes tienen un rol indiscutible en la construcción de la 
percepción de seguridad ciudadana y en la modificación de una cultura basada en la represión 
y el control social hacia una cultura de la paz.



Igualmente, se deben incentivar la vinculación de la empresa privada y su participación activa 
en la Política.



1.1.3.-  Desarrollo de campañas de sensibilización en Justicia y prácticas restaurativas a 
nivel nacional



  
Implica el diseño y elaboración de campañas de difusión de la Justicia Restaurativa orientado 
a la población en general, utilizando diversos soportes comunicacionales (incluidas las nuevas 
tecnologías). Las estrategias de sensibilización e información deben estar diseñadas en un 
lenguaje fácilmente comprensible por todas las personas. Especialmente podrán considerarse 
experiencias que han demostrado un nivel de impacto adecuado y han sido valoradas por 











49



la población objetivo. En este sentido, la comunicación de los buenos resultados alcanzados 
mediante la Justicia Restaurativa favorece la reducción del miedo a la delincuencia en la 
población en general e incrementan el compromiso de la comunidad frente a las personas 
adolescentes, en especial frente a aquellos que se encuentran en situación de exclusión social105.



Componente estratégico 1.2: Facilitar el acceso y la participación informada de los y las 
adolescentes en conflicto con la Justicia y las personas ofendidas mediante la difusión de 
la Justicia y las prácticas restaurativas



Acciones



1.2.1.-.  Favorecer la participación informada de la población meta mediante el diseño y 
acceso al material de difusión adecuado y amigable



Supone el diseño y elaboración del material de difusión según las necesidades de los y las 
protagonistas de la Política. Esta focalización de la promoción y sensibilización permite 
incrementar los índices de disposición a la participación y aceptación de las estrategias 
restaurativas por parte de la población objetivo. En especial, las potenciales víctimas deben 
conocer con anterioridad las condiciones de seguridad y respeto en las cuales se enmarca la 
Justicia Restaurativa, lo cual favorece una decisión positiva a su participación  una vez ocurridos 
los hechos delictivos que causan el daño. El material de difusión debe estar disponible en las 
oficinas de abogados particulares, atención a víctimas, casas de la paz, tribunales, fiscalías y 
defensorías, entre otros, asegurando una participación informada y voluntaria en los procesos 
restaurativos posibles de ser iniciados.



1.2.3.   Favorecer el acceso a la oferta en Justicia Restaurativa mediante un catálogo de 
oferta



Se recomienda contar con un catálogo de la oferta existente y disponible en Justicia Restaurativa 
favoreciendo con ello su divulgación y acceso por parte de los distintos actores involucrados: 
instituciones públicas, privadas y de la sociedad civil.



105 Developing Restorative Justice An Action Plan. Youth Justice Board. UK, 2006
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ÁREA ESTRATÉGICA II: 



Sensibilización, formación y fortalecimiento del recurso humano según estándares de 
aplicación de la Justicia y las prácticas restaurativas



Objetivo estratégico



Promover la sensibilización, concienciación, formación y fortalecimiento del recurso humano 
en los Principios y prácticas de la Justicia Restaurativa, en los distintos niveles de aplicación de 
la Política.



Descripción 



La instauración de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas supone generar 
capacidades en el recurso humano perteneciente a los diversos programas y servicios, 
promoviendo su formación, madurez profesional, especialización y las herramientas de cuidado 
y autocuidado necesarias para su protección y resguardo. Al respecto, existe conocimiento 
suficiente para sustentar cómo, cuándo y dónde efectuar procesos en Justicia Restaurativa y 
prácticas restaurativas de manera formal e informal, procurando que los intereses de todas las 
personas involucradas sean considerados y respetados.



Componente estratégico 2.1.: Fortalecer las capacidades técnicas del recurso humano 
según estándares de aplicación de la Justicia y las prácticas restaurativas 



Acciones



2.1.1.-  Formación permanente de los operadores de la Política mediante el desarrollo de 
un programa de capacitación en alianza con la academia



Se deben garantizar la formación y la capacitación del recurso humano que aplicará los 
principios y estrategias de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas a todo nivel.



2.1.2.- Multiplicación de buenas prácticas mediante el desarrollo de un programa de 
seminarios y jornadas de trabajo 



Se recomienda fomentar la organización y realización de seminarios y jornadas de trabajo en 
pro de la sensibilización y compromiso con los fines de la Política así como la comprensión y 
aplicación de los principios de la Justicia Restaurativa y prácticas restaurativas en todos los 
niveles. Se incluye aquí a los representantes de organizaciones comunitarias, municipalidades, 











51



profesores en centros educativos, profesionales en Trabajo Social y Psicología, policías, fiscales, 
Defensa Pública, jueces, juezas, equipos psicosociales en los centros privativos de libertad, 
entre otros. Se debe considerar la implementación de encuentros y seminarios locales que 
favorezcan la articulación de los actores y la puesta en común de las experiencias en torno a la 
Justicia Restaurativa, de forma de nutrir la labor de los distintos actores involucrados desde una 
perspectiva territorial.



2.1.3.-  Incorporación de contenidos curriculares de Justicia Restaurativa en la educación 
superior mediante el desarrollo de alianzas estratégicas con la academia y 
colegios u organizaciones profesionales 



Es recomendable la elaboración de alianzas estratégicas para la incorporación de contenidos 
curriculares y cursos de Justicia Restaurativa en la educación superior, en especial, en las 
carreras de Pedagogía, Derecho, Trabajo Social y Psicología, sin perjuicio de otras que se estimen 
pertinentes.



Componente estratégico 2.2.: Contar con protocolos de gestión y actuación del recurso 
humano según estándares de aplicación de la Justicia y las prácticas restaurativas



Acciones



2.2.1.-  Implementar procesos de reclutamiento, perfiles de competencia y evaluación de 
desempeño



La aplicación de la Justicia Restaurativa con víctimas, la persona ofensora y comunidades supone 
competencias, habilidades y destrezas que superan las meras competencias académicas. Se 
recomienda contar con mecanismos de reclutamiento, perfiles de competencia y evaluación 
de desempeño de los profesionales por disciplina para cada programa o área ejecutada, 
definiendo los estándares requeridos para asegurar la gestión y calidad del recurso humano 
en estas tareas.



2.2.2.-. Elaborar protocolos de actuación del recurso humano y aplicarlos en los servicios 



El recurso humano debe disponer de instrumentos específicos de trabajo en forma de 
protocolos de actuación, los cuales deben convertirse en marco de referencia obligado y 
evaluable, permitiendo asegurar la fidelización de los procesos ejecutados.
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Componente estratégico 2.3: Contar con procesos de supervisión y autocuidado del 
recurso humano



Acciones



2.3.1.-  Implementar procesos de supervisión y acompañamiento al recurso humano



Cuando sea posible, se deben asegurar procesos de supervisión y acompañamiento directo a 
los equipos de trabajo que estén aplicando los principios y prácticas restaurativas, para evitar 
el aislamiento y la falta de alineamiento con la Política. La supervisión directa puede favorecer, 
mediante procesos participativos, una mayor reflexión de los equipos sobre las prácticas 
ejecutadas, lo que favorece su apropiación, corrección y fortalecimiento.



2.3.2.-  Desarrollar cuidado y autocuidado del recurso humano



Deben formalizarse estrategias orientadas al autocuidado que promuevan el resguardo y 
protección del recurso humano, disminuyendo los índices de desgaste o queme profesional 
que inciden en una mayor rotación de personal, licencias médicas y desmotivación frente a la 
tarea. Se puede promover un sistema de reconocimiento a aquellos profesionales o educadores 
que, involucrados en la aplicación del enfoque restaurativo, demuestren buenas prácticas y 
logros asociados según el área en la cual se desempeñen. Estas iniciativas de reconocimiento 
que promueven el cuidado del recurso humano pueden desarrollarse en articulación con el 
Área Estratégica I, favoreciendo la comunicación de las buenas prácticas en cuanto constituyen 
ejemplos de aplicación del enfoque transferibles a la comunidad o con el componente referido 
a la capacitación del recurso humano.
  



ÁREA ESTRATÉGICA III: 



Prevención de la vinculación de personas adolescentes en conflictos con la Justicia 
mediante la incorporación de la Justicia y las prácticas restaurativas en los centros 
educativos



Objetivo estratégico



Contribuir a la prevención y abordaje de la violencia y la vinculación de las personas adolescentes 
en conflictos con la justicia, incorporando los principios y prácticas de la Justicia Restaurativa 
en los centros educativos.
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Descripción 



Supone la creación y articulación de iniciativas basadas en principios y prácticas restaurativas, 
orientadas a contribuir a la prevención de la violencia y la vinculación de las personas 
adolescentes en el sistema penal, activando recursos en los centros educativos, incluyendo 
a la comunidad escolar y a las familias de los estudiantes. La Justicia Restaurativa puede 
ayudar a resolver el conflicto y el daño causado por el comportamiento agresivo, violento o la 
intimidación en los centros educativos, apoyando a las personas adolescentes a desarrollar sus 
propias habilidades para resolver problemas. 



En los centros educativos, es habitual que existan reglamentos, normas y procedimientos de 
conducta que regulan la convivencia escolar. Muchos de estos reglamentos suponen sanciones 
que se administran en caso de indisciplina o faltas del alumnado y terminan afectando la 
motivación de los y las estudiantes. Por el contrario, la incorporación de un enfoque restaurativo 
en los Centros Educativos se orienta a gestionar las relaciones al interior de la comunidad 
educativa, promocionando el respeto y la empatía por los derechos y necesidades de todos 
los actores por sobre la disciplina y la sanción. Estas prácticas favorecen la vinculación de 
los estudiantes con sus comunidades escolares en la resolución de los conflictos violentos y 
redundan en un mejor aprendizaje. De esta forma, cuando se produce un conflicto o se perjudique 
a alguno de los miembros de la comunidad estudiantil, se inicia un proceso restaurativo 
que permite el conocimiento y entendimiento mutuo entre las partes, responsabilizando y 
ofreciendo un contexto resocializador a la persona ofensora, brindando reparación del daño a 
la persona ofendida e involucrando activa y participativamente a la comunidad escolar frente 
a los conflictos que la afectan106 , incluyendo una mayor responsabilización de los padres y las 
familias en el proceso.



Componente estratégico 3.1: Favorecer la armonización de las garantías legales 
y normativas en educación y los principios de la Justicia Restaurativa y prácticas 
restaurativas para su aplicación en los centros educativos



Acciones 



3.1.2.- Revisión y adecuación de la legislación y normativa institucional existente en 
educación



Se recomiendan la evaluación de las normativas existentes en educación en Costa Rica y la 
factibilidad de complementar las iniciativas implementadas mediante la inclusión de las 



106 Chapman et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative 
Justice with Children and Young People. OOIJ. ECJJ. 2015.
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prácticas  y principios de la Justicia Restaurativa, enriqueciendo el enfrentamiento de la 
violencia en los centros educativos. 



Existe una amplia gama de situaciones caracterizadas por la violencia donde los procesos 
restaurativos pueden ser aplicados resolviendo los conflictos en el ámbito administrativo. 
En otras situaciones, que pueden tipificar como delito, es pertinente resolver la relación de 
los centros educativos con el Sistema de Justicia, estableciendo claramente los hechos y las 
condiciones que ameritarán una denuncia y la derivación del caso, protocolizando, según 
procedencia legal, los criterios y actuaciones a ser implementados. Cabe mencionar que, 
incluso en dichos casos, el centro educativo no queda excluido de las actuaciones, siendo 
factible su participación activa bajo un enfoque restaurativo en el proceso que se siga luego 
de la denuncia, atendiendo la reparación del daño en la víctima y en la comunidad e, incluso, 
favoreciendo la acogida de la persona ofensora según las disposiciones adoptadas por el sistema 
de Administración de Justicia y en consonancia con los derechos humanos y la consagración de 
este derecho fundamental en la Constitución Política costarricense.



Componente estratégico 3.2 Incorporación de la Justicia Restaurativa y prácticas 
restaurativas en los centros educativos



Acciones



3.2.1.- Manualización para la incorporación de la Justicia Restaurativa y prácticas 
restaurativas en los centros educativos



Desde una perspectiva de calidad, deberían fijarse los parámetros técnicos de una intervención 
preventiva basada en la Justicia Restaurativa con base en evidencia, esto es, en función de 
criterios de intervención validados empíricamente como prácticas en los centros educativos 
favorables a la disminución de la vinculación de las personas adolescentes en conflictos con 
la Justicia107 . En general, se recomiendan prácticas que redunden en la responsabilización 
de los daños causados a la vez que se fortalecen procesos que incrementen los aprendizajes 
conjuntos para la resolución de los conflictos108. La evidencia respalda la implementación de 
los círculos y la mediación restaurativa, tanto en cada estamento que conforma la comunidad 
escolar como en las relaciones entre estos109. Estos procesos son distintos de la conciliación 
contenida en la Ley Penal Juvenil y aplicada por la Administración de Justicia y se diferencian 
de los métodos clásicos de resolución de conflictos, porque implican la responsabilización de 
la persona ofensora.



107 Cillero, Vázquez, Díaz, et. al. Estimación de costos y factibilidad del actual marco normativo de subvenciones en el contexto 
del nuevo servicio de responsabilidad penal juvenil en Chile. 2012.



108 Chapman  et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative 
Justice with Children and Young People. OOIJ. ECJJ. 2015.



109 Chapman  et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative 
Justice with Children and Young People.  OOIJ. ECJJ. 2015.
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Los principios y enfoques de la Justicia Restaurativa deben ser incorporados en los manuales 
de Convivencia o en los procedimientos disciplinarios de las personas adolescentes en los 
centros educativos, para trasladar el foco de la sanción a la aceptación de la responsabilidad y 
la reparación del daño, cuando voluntariamente las partes accedan a este proceso.



Junto a la resolución de los conflictos, los procesos restaurativos deberían considerarse 
proactivamente, para aumentar el sentido de inclusión, pertenencia, cuidado y respeto mutuo 
en la comunidad escolar110 . 



Desde esta perspectiva, se propone que los principios y las prácticas restaurativas pasen a formar 
parte de la cultura escolar y que se reflejen en los siguientes aspectos111 : el centro educativo 
ofrece oportunidad a los involucrados en el conflicto para comunicarse, conocerse y acordar 
una compensación al daño causado; el centro educativo ofrece la posibilidad a la persona 
ofensora para que adopte medidas para reparar el daño, y la persona que causa el daño efectúa 
acciones de reparación; el centro educativo brinda oportunidad y acompañamiento en todo 
momento y bajo cualquier condición a la persona ofensora para tratar de cambiar su conducta; 
el centro educativo acoge y respeta a los afectados, no tolera la violencia y ofrece asistencia 
y acompañamiento en todo momento y lugar a la persona ofendida; el centro educativo 
incorpora a los y las estudiantes y a las personas adultas en el aprendizaje y aplicación de los 
valores de Justicia Restaurativa y las prácticas implementadas y, por último, el centro educativo 
adecúa las prácticas restaurativas con flexibilidad según las necesidades de su comunidad.



3.2.2.- Instalación de las capacidades en el cuerpo docente y administrativo y en los 
propios adolescentes para la incorporación de la Justicia y las prácticas restaurativas en 
los centros educativos



La formación docente no solo debe centrarse en el avance curricular, sino también en 
estrategias que permitan transversalizar tanto los contenidos como las prácticas basadas en 
el ejercicio pleno de los derechos humanos y, en este caso, en los principios y prácticas de la 
Justicia Restaurativa. En el éxito de la instalación de las prácticas restaurativas en los centros 
educativos, el compromiso de los y las docentes y el personal administrativo es esencial, por 
lo cual se recomienda la planificación de incentivos que estimulen su participación. En este 
sentido, se sugiere que la formación del profesorado tenga un nivel de certificación que lo 
acredite curricularmente como facilitador en procesos restaurativos en educación. Por su 
parte, las personas adolescentes deben ser consideradas en cuanto actores protagónicos en 
la instalación de los procesos restaurativos, por lo cual, les deben otorgar los conocimientos 
necesarios, a la vez que se reconoce y forma a adolescentes con motivación y habilidades para 
constituirse en tutores o facilitadores de los procesos restaurativos.



110 Restorative Justice Principles s applied in a school Setting. Restorative Justice Consortium, UK,2005
111 Restorative Justice Principles s applied in a school Setting. Restorative Justice Consortium, UK,2005
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3.2.3.-  Pilotaje de experiencias de incorporación de la Justicia Restaurativa y prácticas 
restaurativas en los centros educativos. Evaluación de la experiencia



Se recomienda la instalación progresiva de la Justicia Restaurativa en los centros educativos 
mediante la instalación y ejecución de experiencias en un número acotado de establecimientos, 
el cual permita su evaluación exhaustiva para su corrección y réplica.



Componente estratégico 3.3.: Fortalecer la corresponsabilidad de actores clave en salud, 
protección de derechos y otros en la prevención de la vinculación de las personas adolescentes 
en situaciones violentas



3.3.1.-  Diseño y aplicación de protocolos de articulación con salud (drogas) y protección, 
entre otros, en prevención de la vinculación de las personas adolescentes en 
situaciones violentas



La prevención obliga a conocer la historia y realidad de los y las miembros de la comunidad 
estudiantil involucrados en el conflicto, de manera que puedan visibilizarse  los factores de 
riesgo en los cuales están inmersos.  Situaciones como desintegración familiar, pobreza, falta 
de satisfacción de necesidades básicas, consumo de drogas, condiciones educativas especiales 
que hacen al sistema educativo excluyente, violencia intrafamiliar, entre otras,  pueden influir 
significativamente en la conducta violenta y abusiva de una persona menor estudiante.



Un adecuado abordaje del conflicto en los centros educativos en los términos indicados obliga 
no solo a resolver la situación concreta, en la cual el ofensor debe reparar el daño,  generar 
empatía por sus pares  y por la institución, lograr transformarse en un miembro positivo de la  
comunidad estudiantil, pero también el proceso debe contribuir a brindarle oportunidades 
personales de desarrollo, y esto requiere  que exista una relación articulada con los otros actores 
sociales, como lo serían el Patronato Nacional de la Infancia, el Instituto Mixto de Ayuda Social 
y las instituciones de salud, tanto las dependientes del Ministerio de Salud como los de la Caja 
Costarricense del Seguro Social, como lo serían EBAIS, clínicas y hospitales, así como el Instituto 
de Alcoholismo y Farmacodependencia.



ÁREA ESTRATÉGICA IV:



Incorporación de la Justicia Restaurativa en la persecución penal y el sistema judicial 



Objetivo estratégico



Garantizar el acceso de las personas adolescentes y las personas ofendidas a la Justicia 
Restaurativa y las prácticas restaurativas en todas las fases de la Administración de Justicia, de 
forma complementaria al Sistema Penal Juvenil vigente.
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Descripción 



Supone la articulación de acciones basadas en la Justicia Restaurativa en todas las fases de la 
persecución penal y jurisdiccional. Estas acciones deben estar destinadas a evitar la vinculación 
de las personas adolescentes en los procedimientos judiciales activando los recursos de las 
Policías y los fiscales, la elección prioritaria de las medidas restaurativas contempladas en la 
legislación durante el proceso judicial, cumpliendo con los requisitos legales de procedencia, 
activando los recursos presentes en la Defensa Pública, el Ministerio Público y en la Administración 
Jurisdiccional y la articulación de acciones de ejecución de las medidas Restaurativas en el 
contexto social comunitario, activando los recursos presentes en el Departamento de Trabajo 
Social y Psicología, así como con las distintas instituciones, programas y organizaciones que 
se relacionan con las personas adolescentes y con  las víctimas en esta fase de la acción 
jurisdiccional.



Siempre en el marco de un modelo de responsabilidad  como el costarricense, el modelo de 
abordaje de las personas menores en conflicto con la ley  debe estar orientado a lograr la 
reinserción social del joven,  a que este asuma la responsabilidad por su conducta y procure 
reparar el daño individual y social producto de esta, que logre desarrollar  empatía, transformar 
la vergüenza y el rechazo propios del delito, en vinculación positiva con la comunidad, de 
manera que pueda adquirir destrezas y habilidades que lo alejen del delito y le permitan 
construir un proyecto de vida autónomo, viable y sostenible en el tiempo. 



Conociendo el sistema de justicia juvenil, los factores de riesgo  para las personas menores de 
edad, donde la pobreza, el abandono, el consumo de drogas, la deserción escolar, el abuso y 
maltrato figuran como principales variables, el modelo restaurativo dentro de la Administración 
de Justicia debe promover el trabajo conjunto con otros actores sociales como lo son la 
Comunidad, la Caja Costarricense del Seguro Social, el Ministerio de Salud, el Instituto sobre 
Alcoholismo y Farmacodependencia, el Instituto Nacional de Aprendizaje, el Instituto Mixto de 
Ayuda Social, el Ministerio de Educación Pública, Ministerio de Seguridad,  municipalidades  y 
el Patronato Nacional de la Infancia, entre otros.



Contando el Sistema Penal Juvenil de Costa Rica con mecanismos de desjudicialización, 
el desafío es incorporar la Justicia Restaurativa en la aplicación de dichos procedimientos, 
mediante la instauración de prácticas con enfoque restaurativo y/o la creación o seguimiento 
de programas, oficinas o centros de Justicia Restaurativa.
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Componente estratégico 4.1.: Favorecer la armonización de las garantías normativas 
externas y la adecuación de instrumentos de planificación internos para la incorporación 
y aplicación de los principios de la Justicia Restaurativa en el Poder Judicial



Acciones



4.1.2.- Revisión de la normativa legal y establecimiento de recomendaciones y 
orientaciones concluyentes para todos los actores



Se recomienda la revisión exhaustiva de la normativa, determinando obstáculos, vacíos o 
restricciones para la plena aplicación de la Justicia Restaurativa en el Sistema Penal. En este 
sentido, se ha tomado nota de una serie de publicaciones, artículos y estudios que requieren 
ser oficialmente sancionados por el Poder Judicial, elaborando un documento que establezca 
conclusiones, orientaciones y estrategias en caso de ser necesarias reformas legales de algún 
tipo.



4.1.3.- Rediseño de los planes estratégicos del Poder Judicial



Se recomiendan la revisión y reformulación de los planes estratégicos del Ministerio Público, la 
Defensa Pública y del Departamento de Trabajo Social y Psicología, con miras a incluir y articular 
metas e indicadores en torno a Justicia Restaurativa para asegurar su apropiación. De igual 
forma, cada plan estratégico debe contar con mecanismos de evaluación formal y protocolos 
de comunicación de los resultados que brinden insumos para la presente Política.



Componente Estratégico 4.2.: Fortalecer las capacidades y disposiciones internas para la 
incorporación de la Justicia Restaurativa en el Poder Judicial



Acciones



4.2.1.-  Diseño y aplicación de protocolos de inducción estandarizados en el Poder 
Judicial



Los y las profesionales destinados a Justicia Restaurativa recién ingresados a sus labores 
deberían contar con un proceso formal de inducción, para lo cual se recomienda la elaboración 
de un Protocolo de Inducción Estandarizado en Justicia y prácticas restaurativas para asegurar, 
sin rigidizar, actuaciones especializadas, informadas y sustentadas que resguarden la calidad 
de los procesos.
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4.2.2.-  Diseño y aplicación de protocolos de actuación en el Poder Judicial



Se recomienda contar con protocolos de actuación que fijen estándares de conducta y 
procedimientos así como una correcta coordinación entre los actores e instituciones en el Poder  
Judicial. Los aspectos mínimos que deberían considerar estos protocolos suponen definir112 las 
condiciones para la remisión de los casos a los Programas de Justicia Restaurativa, la gestión de 
casos luego de un proceso restaurativo, la administración y procedimientos de los programas 
de Justicia Restaurativa y los estándares de competencia y reglas de conducta que regirán el 
funcionamiento de los programas de Justicia Restaurativa.



4.2.3.-  Diseño y ejecución de un plan de capacitación anual dirigido a los actores del 
Poder Judicial



Se recomienda el diseño de un Plan de Capacitación anual en coordinación con la Escuela 
Judicial, contando con un curso en Justicia Restaurativa dirigido a jueces, juezas, Defensa 
Pública y fiscales, y un curso de Especialización Práctica en Justicia Restaurativa dirigido a los 
equipos de Justicia Juvenil Restaurativa o a los equipos psicosociales del Departamento de 
Trabajo Social y Psicología. 



Componente estratégico 4.3.: Potenciar la instalación de programas de Justicia 
Restaurativa con cobertura nacional, contando con recursos humanos suficientes y 
fortaleciendo las articulaciones con actores clave.



Acciones 



4.3.1.- Fortalecimiento de programas piloto e instalación progresiva de programas de 
Justicia Restaurativa a nivel nacional.



Puede ser necesaria una instalación progresiva de la Justicia Restaurativa en los distintos distritos 
para asegurar la validación de la experiencia contando con recursos limitados. Sin embargo, es 
menester garantizar en el mediano plazo el acceso del 100% de las personas adolescentes del 
país a la Justicia Restaurativa en el sistema penal, definiendo una estrategia conducente a dicho 
objetivo.



4.3.2- Fortalecimiento de equipos interdisciplinarios en el Poder Judicial



Los jueces, las juezas, Defensa Pública y fiscales deben contar con la asistencia de equipos 
interdisciplinarios debidamente especializados que orienten sus decisiones. Se recomienda 



112 Recopilación de reglas y normas de las Naciones Unidas en la esfera de la prevención del delito y la justicia penal.Oficina de 
las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito. Nueva York, 2007
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contar con equipos psicosociales suficientes en número y con dedicación exclusiva en Justicia 
Restaurativa para adolescentes. Los equipos interdisciplinarios proporcionan información 
y orientación central a la Defensa Pública, fiscales,  jueces y juezas para una mejor decisión 
en torno a la aplicación de la Justicia Restaurativa en un caso particular. Esta información y 
orientación tienen un carácter personalizado y consideran las variables sociales e individuales 
de relevancia para los procesos restaurativos, siendo un complemento fundamental en el 
sistema de Justicia para alcanzar los fines y objetivos resocializadores y reparadores de las 
prácticas restaurativas.



4.3.3.- Diseño y aplicación de protocolos de referencia para la incorporación de las 
personas ofendidas en los procesos restaurativos



Es perentorio dar énfasis a la evaluación y valoración del trabajo efectuado con las personas 
ofendidas, considerando que el énfasis restaurativo debe promover su vinculación directa 
cuando sea posible, o indirecta cuando el o la adolescente niegue su responsabilidad por el 
delito o la víctima no se encuentra en disposición a participar. Se debe tener en cuenta que 
la incorporación de la víctima contempla la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la 
satisfacción y garantías de no repetición113 . En la creación e implementación de estos protocolos, 
debe contarse con la participación activa de las oficinas de atención y protección de víctimas y 
organizaciones de víctimas en los espacios comunitarios.



4.3.4.- Diseño y aplicación de protocolos de articulación con actores externos 
coadyudantes a la Administración de Justicia



 En el marco de la Administración de Justicia y de acuerdo con la consideración de las 
personas adolescentes en cuanto sujeto de derechos y los principios de la Justicia especial, se 
recomienda la creación de protocolos que aseguren la implementación conjunta y consistente 
de los principios de la Justicia Restaurativa a todo nivel. Se incluyen aquí las actuaciones del 
PANI, del Instituto Sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) y otros agentes vinculados 
a situaciones de grave vulneración de derechos de las personas adolescentes, imputados sin 
domicilio conocido y en situación de desprotección y adolescentes con  consumo problemático 
de drogas.



113 M de Riquelme. Guía conceptual para el diseño y ejecución de planes estratégicos nacionales de mejora y fortalecimiento de 
la mediación penal. Eurosocial II, COMJIB, 2013.
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ÁREA ESTRATÉGICA V:



Incorporación de la Justicia y las prácticas restaurativas en la ejecución de las sanciones 
alternativas



Objetivo estratégico



Garantizar el acceso de las personas adolescentes y las personas ofendidas a la Justicia 
Restaurativa y las prácticas restaurativas en todas las fases de la ejecución de sanciones 
alternativas.



Descripción



De acuerdo con la finalidad educativa de las sanciones alternativas, estas suponen un proceso 
de atención integral con el y la adolescente y su familia en el marco de ejecución de la sanción, 
procurando el desarrollo e integración social del y de la adolescente y la prevención de la 
reiteración de las conductas transgresoras. En este contexto, donde la sanción constituye 
una medida obligatoria,  la finalidad restaurativa se incorpora de forma transversal al proceso 
de ejecución, siendo un elemento central la reflexión y apropiación por parte de las y los 
adolescentes y sus adultos responsables, de las conductas y las consecuencias de las conductas 
que lo vincularon al sistema penal, siendo posible avanzar a la reparación del daño causado a 
la persona ofendida y la comunidad de forma material o simbólica.



En el caso de Costa Rica, es necesario determinar la incorporación de la JR en el catálogo 
de sanciones, procurando114  la identificación de modalidades específicas que sirvan a la 
comunidad, favorezcan la reparación material o simbólica de la persona ofendida y disminuyan 
la reincidencia del adolescente.



Componente estratégico 5.1: Promover condiciones para la instalación progresiva de los  
principios y prácticas de la Justicia Restaurativa en la ejecución de las sanciones alternativas



Acciones



5.1.1.-  Desarrollar evaluación y evidencia para la incorporación de la Justicia Restaurativa 
y las prácticas restaurativas en la ejecución de sanciones alternativas



Es recomendable la investigación de las condiciones actuales de Costa Rica para la incorporación 
de la Justicia Restaurativa y las prácticas restaurativas en la ejecución de sanciones alternativas. 



114 Guía conceptual para el diseño y ejecución de planes estratégicos nacionales de mejora y fortalecimiento de la mediación 
penal. M de Riquelme. Eurosocial II, COMJIB. 2013
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La consideración e incorporación de la Justicia Restaurativa debe contemplar, en el nivel 
formalizado de la ejecución de sanciones, recursos y personal suficiente en número que 
permitan la atención, accesibilidad y articulación de los procesos con las personas adolescentes, 
sus familias, personas ofendidas y comunidades. Resuelta la condición estructural, puede ser 
conveniente la revisión de la evidencia existente en la aplicación de la JR en las sanciones, 
para procurar la adecuación de las diversas modalidades existentes al sistema costarricense, 
considerando las variables particulares del país y de los distintos distritos que lo componen.



5.1.2.-  Desarrollar manual y caja de herramientas para la incorporación de la Justicia 
Restaurativa y prácticas restaurativas en el catálogo de sanciones



La adecuación de las modalidades de Justicia Restaurativa basadas en evidencia a la realidad 
de Costa Rica implica su modelización para la aplicación por parte de los operadores en las 
distintas sanciones alternativas. La caja de herramientas deberá contener los objetivos y 
metodologías específicas a implementar según el catálogo de sanciones, así también el perfil 
y características de los y las profesionales que la desarrollarán. De esta forma, se especifican 
según cada sanción, las posibilidades y particularidades que implica la inclusión del enfoque 
restaurativo en este nivel de ejecución. La evaluación y el seguimiento deben ser incluidos.



5.1.3.-  Desarrollar programas piloto para la aplicación de la Justicia Restaurativa y las 
prácticas restaurativas en la ejecución de sanciones alternativas e instalación 
progresiva a nivel nacional



Se recomienda la creación de un programa piloto a nivel central que favorezca la aplicación 
de la Justicia Restaurativa en este nivel, su evaluación y fortalecimiento, para luego avanzar 
progresivamente a su instalación en el país. Por las características de la Justicia Restaurativa, 
es necesario asegurar la accesibilidad, durabilidad, disponibilidad, asequibilidad, exigibilidad, 
participación y actualización permanente de los programas o servicios a ser implementados, 
de tal forma que su oferta a los tribunales de los distintos distritos del país es imperiosa, en 
articulación con los territorios y las ofertas locales de la comunidad.



5.1.4.- Diseño y aplicación de protocolos de articulación con actores externos 
coadyudantes a la ejecución de sanciones Alternativas para la inclusión transversal 
de un enfoque restaurativo



En el marco de la ejecución de las sanciones alternativas, es requerimiento trabajar 
articuladamente con otros actores para dar cumplimiento a los fines educativos de la sanción 
y la reinserción social de las personas adolescentes en los contextos comunitarios y familiares 
que les son propios. Estos actores incluyen la salud a través de los  servicios de rehabilitación 
de consumo de drogas, programas orientados a adolescentes que han cometido ofensas de 
carácter sexual, así como otros servicios y programas de carácter universal. 
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115 Chapman et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative Justice 
with Children and Young People. OOIJ. ECJJ. 2015.



ÁREA ESTRATÉGICA VI: 



Incorporación de la Justicia y las prácticas restaurativas en la privación de libertad y  
reinserción social



Objetivo estratégico



Garantizar el acceso de las personas adolescentes a la Justicia Restaurativa y las prácticas 
restaurativas en los contextos privativos de libertad con miras a favorecer su responsabilización, 
la reparación del daño causado y su reintegración social.



Descripción



De acuerdo con los estándares internacionales en la materia, se entiende la privación de la 
libertad como toda forma de internamiento, con personal adecuado, instalaciones suficientes, 
medios idóneos y experiencia probada, ordenada por autoridad judicial, del cual no se permite 
a la persona adolescente salir por su propia voluntad.  



La inclusión de la Justicia Restaurativa en este ámbito supone la articulación de acciones 
destinadas a abordar el daño causado promoviendo el acercamiento con enfoque restaurativo 
de la persona ofensora a la persona ofendida y a la comunidad, el desarrollo de estrategias 
de fortalecimiento de las relaciones y habilidades sociales destinadas a alcanzar con éxito su 
reintegración social luego de cumplida la sentencia, así como la implementación de las prácticas 
restaurativas en los centros privativos de libertad como una alternativa a los procedimientos 
administrativos sancionatorios establecidos para la convivencia de las personas adolescentes 
internas.



La evidencia indica que la incorporación de la Justicia Restaurativa en las prisiones supone en 
el corto plazo, menos problemas de disciplina y una disminución de la angustia en las personas 
adolescentes y en el personal de los centros; en el mediano plazo, una mayor participación 
de las familias y comunidades en apoyo a los y las jóvenes y a largo plazo, disminución de la 
reincidencia de las personas detenidas y de la inseguridad ciudadana115 .
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Componente estratégico 6.1: Promover condiciones para la instalación progresiva de los 
principios y prácticas de la Justicia Restaurativa en la privación de libertad



Acciones



6.1.1.-  Diagnóstico y revisión de evidencia para la creación de un Programa de Justicia 
Restaurativa en el ámbito de privación de libertad de las personas adolescentes



La creación de un Programa de Justicia Restaurativa en este ámbito es necesaria, contando con 
la debida provisión de proyectos innovadores basados en evidencia que incluyan los principios 
y enfoques de la Justicia Restaurativa. Los proyectos deberán basarse en un diagnóstico e 
identificación previa de las necesidades específicas de la población objetivo, incorporando 
principios transversales como son la perspectiva de género, consideraciones de edad, contexto 
social y otras, y atender la evidencia existente en torno a la Justicia Restaurativa y las prácticas 
restaurativas en este nivel de ejecución. 



De igual forma, las iniciativas  deben incorporar mecanismos de evaluación de su ejecución 
sobre la construcción de indicadores que deberán ser evaluados de forma periódica, 
contribuyendo a la construcción centralizada de información respecto a los logros y dificultades 
de la implementación de los programas y la aplicación de la Política en el ámbito de privación 
de libertad.



6.1.2.-  Diseño y aplicación de protocolos de articulación con las familias, instituciones 
y organizaciones de los espacios territoriales para la aplicación de la Justicia 
Restaurativa y las prácticas restaurativas



Uno de los aspectos de mayor relevancia es la articulación efectiva entre las iniciativas que 
pretenden la inclusión de la Justicia Restaurativa en los centros privativos de libertad y las 
instituciones del sector público, organizaciones y comunidades de los espacios  territoriales 
de origen de las personas jóvenes internas. Dentro de las articulaciones, debe procurarse la 
incorporación de las familias y adultos responsables en los procesos y prácticas restaurativas a 
implementarse.



6.1.3.-  Revisión e incorporación de las Justicia Restaurativa y prácticas restaurativas 
en los protocolos destinados a resolver los conflictos y asegurar la convivencia 
pacífica acorde con los derechos en el centro privativo de libertad



Se recomienda la revisión de la legislación internacional y nacional  para la adecuación de la 
normativa y la regulación administrativa interna del centro de privación de libertad en Costa 
Rica, evaluando la factibilidad de incorporación de la Justicia Restaurativa y las prácticas 
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restaurativas en sus articulados, favoreciendo con ello la incorporación de formas de resolución 
de conflictos alternativas que promuevan la dignidad e instalación de recursos y habilidades de 
las personas adolescentes internas.



6.1.4.-  Revisión e incorporación de la Justicia Restaurativa y prácticas restaurativas en la 
variación de las condiciones de la privación de libertad



Se recomienda evaluar la posibilidad de innovar en las situaciones de adolescentes con condena 
privativa de libertad, ofreciendo a la persona ofensora y a la víctima o a la persona ofensora y 
a un agente de la comunidad que se vio afectado por el ilícito, un proceso restaurativo que 
permita variar las condiciones de privación de libertad con una sanción menos gravosa.



ÁREA ESTRATÉGICA VII: 



Construcción de conocimiento y evidencia en Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica



Objetivo estratégico



Favorecer procesos de investigación y sistematización para la construcción de un cuerpo de 
conocimiento local respecto a la aplicación de la Justicia Restaurativa y sus prácticas en todo 
nivel.



Descripción



De acuerdo con las recomendaciones establecidas por el Consejo Europeo de Justicia Juvenil 
(2014), es conveniente impulsar sistematizaciones, estudios e investigaciones respecto a la 
inclusión de la Justicia Restaurativa y los resultados obtenidos en las distintas áreas de aplicación 
y en los diversos espacios territoriales. Estos estudios redundan en la creación de un cuerpo 
de conocimiento sustentado en evidencia que permite el desarrollo sistemático y sustentado 
de las iniciativas orientadas a la incorporación de los principios y prácticas restaurativas. Entre 
otros, esta área de trabajo incrementa el apoyo de la opinión pública, disminuye el riesgo de 
empezar “siempre de cero”, permite la réplica de buenas prácticas y fundamenta la búsqueda 
de recursos.
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Componente estratégico 7.1: Promover condiciones para el desarrollo de conocimiento 
y evidencia local en torno a la incorporación de la Justicia y las prácticas restaurativas en 
el país.



Acciones



7.1.1.-  Diseño e implementación de un plan de desarrollo de investigación y comisión de 
investigación



Se propone la creación de una comisión de investigación, conformada por personas 
profesionales expertas que ejecuten el Plan de Desarrollo de Investigación en Justicia Juvenil 
Restaurativa definido por los actores de la presente propuesta.



7.1.2.-  Creación  y aplicación de bases de datos y sistemas de registro 



Se recomienda la creación de bases de datos estandarizadas que permitan la observación de 
variables relevantes en la aplicación de la Justicia Restaurativa, facilitando la producción de 
conocimiento y evaluación de resultados en el marco de la ejecución de la presente Política. 



7.1.3.-  Desarrollo de Manual de Justicia Restaurativa y prácticas restaurativas 



Dentro de los objetivos prioritarios, se propone el desarrollo de un marco teórico unificado, 
coherente e integral respecto a los principios de la Justicia Restaurativa y las prácticas 
restaurativas, el cual oriente el diseño de planes y programas a nivel de prevención en la 
Administración de Justicia y en el ámbito de privación de libertad en la población adolescente, 
el cual puede constituirse en un manual de aporte no solo a esta Política sino también a la 
comunidad en general.
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CAPÍTULO VI
Gobernanza de la Política Pública de 



Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica



a) Determinación de los mecanismos de supervigilancia de la Política



De especial importancia será la determinación de un mecanismo de supervigilancia que permita 
el monitoreo y la toma de decisión oportuna, que defina las instancias de trabajo permanentes 
y consultivas y que centralice la información relevante surgida del monitoreo y evaluación de 
la Política y su correspondiente Plan de Acción. Al respecto, se sugiere la creación de un Comité 
Intersectorial de Justicia Juvenil Restaurativa. Conjuntamente, se deberán definir la institución 
que sostenga la rectoría en el  Comité, así como los roles y responsabilidades de los actores 
participantes.



b) Protocolo de articulación interinstitucional y definición de actores



De acuerdo con los aportes efectuados por las personas participantes de los talleres convocados 
para la creación y validación del presente documento, la coordinación entre todos los actores 
involucrados fue un tópico permanentemente relevado, distinguiéndolo como un aspecto 
especialmente sensible y en el núcleo de las dificultades actuales en materia de Justicia Juvenil.



Es posible señalar que la suscripción al Protocolo de articulación interna de la Política, por área 
y componente estratégico, debe conformar entonces una de las tareas prioritarias cuando el 
Comité Intersectorial de Justicia Juvenil Restaurativa esté constituido. En esta tarea, el Comité 
debe incluir la participación de los y las jerarcas de cada Administración y Poder del Estado o 
de sus representantes con poder decisorio, directores o representantes de los directores de 
las instituciones involucradas, así como representantes legales de las organizaciones sociales 
formales y actores representativos de las organizaciones comunitarias de base, asegurando 
con ello la gobernanza de la Política mediante el compromiso efectivo en las acciones de las 
cuales formarán  parte. Esta fase es de importancia previa a la construcción del Plan de Acción 
de la Política.



c) Plan de Acción de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica



Para la implementación de la Política, deberá diseñarse un Plan de Acción que opere las áreas 
estratégicas. De esta forma, el Plan se corresponde con un instrumento que permitirá establecer 
las actividades para alcanzar los objetivos de la Política según cada área estratégica, a corto, 
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mediano plazo y largo plazo, según resultados específicos y operacionalizados que permitan su 
evaluación a partir del establecimiento de líneas base e indicadores de resultado intermedios y 
final por cada componente 116.



El diseño de este instrumento estaría a cargo del Comité  Intersectorial  de Justicia Juvenil 
Restaurativa.  



d) Creación de normativas y protocolización de actuaciones y articulaciones entre actores



Se recomienda la elaboración de estándares de cumplimiento de los derechos humanos, de 
los principios de la Justicia Juvenil Restaurativa y de calidad de los procesos implementados, 
basados en la evidencia existente y a todo nivel. Estos estándares deben ser incorporados en 
normativas y protocolos de actuación y articulación entre los operadores, los cuales han sido 
incorporados en cada área estratégica.



Cada uno de estos instrumentos deben ser validados por personas expertas en la materia y 
deben ser compartidos con el conjunto de operadores sociales a los cuales va dirigidos para 
asegurar su apropiación. 



En especial, los protocolos favorecen la evaluación de los procesos ejecutados por los distintos 
operadores, lo cual se complementa con la evaluación de los resultados obtenidos. La evaluación 
de los procesos en conjunto con la evaluación de resultados permite implementar correcciones 
en la ejecución y fortalecer buenas prácticas.



De acuerdo con las recomendaciones del OOIJ “las normas no deben ser obligatorias respecto 
de los métodos”. Vale decir que deben enfocarse los protocolos en los procesos y en las partes 
involucradas, más que en el detalle de lo que los operadores realizan. Preguntas recomendadas 
son del orden de ¿Cómo se involucran las partes en el proceso?; ¿Hasta qué punto están 
preparadas las partes para participar en el proceso?; ¿Cómo se facilita la participación activa 
de las partes en el proceso?; ¿Cómo lograr que las partes alcancen un entendimiento mutuo y 
un acuerdo con relación a cómo actuar?; ¿Cómo se gestiona y consigue el acuerdo? y ¿Cómo 
apoya el programa o el servicio a estos procesos?117 .



Junto con esto, los programas, proyectos y servicios deberán atender a los criterios de 
accesibilidad, durabilidad, disponibilidad, asequibilidad, exigibilidad, participación y 
actualización permanente.



116 Cillero, Vázquez, Díaz,  et al. Estimación de costos y factibilidad del actual marco normativo de subvenciones en el contexto 
del nuevo Servicio de Responsabilidad  Penal Juvenil en Chile. 2012.



117 Chapman et al. Protecting Rights, Restoring respect and strengthening Relationships: a European model for Restorative Justice 
with Children and Young Peopl”. OOIJ. ECJJ. 2015.
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e) Monitoreo y evaluación



Se debe disponer de estadísticas centralizadas que permitan contar con información suficiente 
y actualizada para el monitoreo permanente de los logros alcanzados y la redefinición sustantiva 
y fundada de las metas planteadas.



El monitoreo y evaluación deben incluir la opinión de las personas ofendidas, los de las personas 
ofensoras y las comunidades, favoreciendo su inclusión participativa en todas las fases de los 
procesos implementados.



Se recomienda la elaboración de un Sistema informático centralizado que permita la 
incorporación de datos sobre variables de relevancia para la evaluación de la ejecución de la 
Política según cada ámbito de competencia.



f) Recursos y sostenibilidad



Les corresponderá a los distintos actores la definición y destinación de recursos necesarios 
y pertinentes para llevar adelante las áreas estratégicas de la Política y el respectivo Plan 
de Acción. Sin embargo, se ha dispuesto la propuesta con base en los recursos disponibles, 
asegurando la sostenibilidad de la Política a partir de la capacidad instalada para la mayoría de 
las áreas propuestas.
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A continuación se brindan las especificaciones técnicas básicas de los 
equipos de ahorro en consumo de agua y energía eléctrica, para el uso 
común en las edificaciones del Poder Judicial. Los proyectos se deben 
de analizar con las características propias de cada uno de los trabajos 
requeridos, por lo que cabe indicar que este documento no es un manual 
de compras, si no la sugerencia a tomar en consideración para los 
trabajos donde se puedan integrar dispositivos de ahorro. 



Aspectos a considerar:



● Se recomienda que el proveedor realice una visita previa en la que 
considere todos los aspectos requeridos.



● En caso de que el oferente brinde dispositivos de ahorro, los cuales 
indique de que son superiores, se deben comparar con la ficha 
técnica que se plasma en este catálogo.



● El responsable del proyecto debe adicionar las condiciones 
especiales de cada instalación.



● El responsable del buen funcionamiento de los dispositivos será el 
Proveedor Adjudicado.



● Se debe considerar el sistema de agua potable de cada edificio, para 
corroborar que la presión existente es la adecuada y asegurarse del 
buen funcionamiento de los equipos



● En el caso de los dispositivos de iluminación, se debe de cumplir 
con la normativa nacional vigente en cuanto a la iluminancia sobre 
los puestos de trabajo según el tipo de tarea o actividad, salvo casos 
con condiciones particulares (personas con recomendaciones 
médicas), donde se puede solicitar asesoría al Subproceso de Salud 
Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana.



● En el caso de los sistemas de aire acondicionado, se recomienda en 
primera instancia solicitar al Subproceso de Salud Ocupacional un 
estudio Termohigrométrico para diagnosticar la problemática y luego 
solicitar a la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de 
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Servicios Generales su intervención para establecer la alternativa de 
control, que en caso de que sea un aire acondicionado se deberá valorar 
el sistema eléctrico para determinar si existe la capacidad para soportar 
la instalación de dicho equipo. Aunado a la adquisición de los sistemas 
de aire acondicionado, se debe respetar las normas de formulación 
y ejecución presupuestaria y seguir las pautas técnicas que según la 
zona donde se encuentre ubicada la edificación, se deben considerar 
en acompañamiento del Departamento de Servicios Generales.



● Los dispositivos y equipos que deban ser desechados ya sea por 
reemplazo o por haber alcanzado su vida útil, así como cualquier 
otro residuo generado por el mantenimiento periódico de los mismos 
(por ejemplo baterías de las cacheras con sensor, balastros de las 
luminarias), deben ser entregados a una empresa debidamente 
registrada ante el Ministerio de Salud como gestor de autorizado 
de residuos. La lista de empresas autorizadas se puede consultar 
en la siguiente dirección web: https://www.ministeriodesalud.go.cr/
index.php/informacion/gestores-de-residuos-ms. El responsable 
del proyecto debe solicitar a la empresa a la cual se le entrega 
los residuos generados, un certificado de manejo y disposición 
de los residuos. Este certificado se debe solicitar cada vez que se 
hace una entrega de residuos y el mismo debe ser debidamente 
resguardado y archivado para cualquier consulta posterior por parte 
de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional. 



● Los equipos deben contar con un respaldo de fábrica a nivel 
nacional.



● Asegurar un stock de repuestos de 10 años.



● El equipo debe contar como mínimo con 2 años de Garantía.



● Toda instalación eléctrica debe cumplir a cabalidad con el Código 
Eléctrico Nacional.
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ESPECIFICACIONES TÉCNICAS



1- Cachera con sensor:



Imagen de referencia



1.1 Cachera con sensor, a batería con operación de agua templada, 
caliente, fría.



1.2 Utilizable con 4 baterías alcalinas AA (debe de incluir las 
baterías).



1.3 Con un rango de sensor nominal de: 102-178 mm.



1.4 Índice de flujo, salida 0.5 gpm de flujo máximo, medidas 160 
mm x 25,4 mm de perforación.



1.5 La cachera debe de contar con un kit aireador que pueda ser 
reemplazable.



1.6 El mando de control debe de estar dentro de una caja plástica 
sellada, contra la intemperie.



1.7 La cachera debe de contar todos los accesorios reemplazables 
para su correcto funcionamiento.











6



1.8 Debe ser igual o superior al modelo SF-2350, de la marca 
Sloan.



Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15  Accesibilidad de las 
personas al medio físico, en una batería de servicios sanitarios, al 
menos deberá existir un lavatorio con una cachera de palanca.



Monto de referencia de la cachera: ¢ 150.000ºº
Monto de referencia de la aireador: ¢ 4.500ºº
Monto de referencia de limitadores para piletas de aseo: ¢ 6.500ºº
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2- Cachera PushBotton:



Imagen de referencia



2.1. Grifo con entrada vertical de agua y con accionamiento manual, 
cierre automático y temporizado.



2.2. Flujo de 0,5gpm.



2.3. Tiempo de ciclo no mayor a 7 segundos.



2.4. Presión de funcionamiento del grifo de 100 a 400 kPa.



2.5. Temperatura máxima de 40°C.



2.6. Acabado cromado y de alta resistencia.



2.7. Rosca de toma de agua del grifo tiene que ser de 12mm.



2.8. Con Kit Aireador intercambiable de 1.8 gpm.



2.9. El sistema hidromecánico debe funcionar con una leve presión 
manual.



2.10. El sistema de pistón debe ser libre de mantenimiento.
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2.11. El aireador del grifo debe contar con un sistema antirrobo 
incorporado.



2.12. El pistón debe contar con un filtro que evite la obstrucción.



2.13. Vida útil igual o superior a 300 000 usos.



2.14. Debe ser igual o superior a la marca Sloan.



Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15  Accesibilidad de las 
personas al medio físico, en una batería de servicios sanitarios, al 
menos deberá existir un lavatorio con una cachera de palanca.



Monto de referencia: ¢ 75 000
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3- Mingitorio Water free:



Imagen de referencia



3.1. Dimensiones: 391 mm. x 575 mm. x 356 mm.



3.2. Distancia del centro de desagüe a piso para su instalación: 
432mm.



3.3. Tubería de desagüe: 50.8mm.



3.4. Peso: 15.8 kg



3.5. El mingitorio de cerámica vitrificada, color blanco.



3.6. 100% libre de agua.



3.7. Con filtro de fácil instalación que incluya los elementos 
necesarios para su instalación y desinstalación. El filtro 
debe de actuar como sifón y retener los sedimentos de 
la orina, con el fin de evitar obstrucciones en la tubería 
de desagüe.
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3.8. El filtro debe contar con un aceite biodegradable el cual funcione 
como un sello mecánico para malos olores.



3.9. El filtro debe tener una vida útil de 7000 usos.



3.10. La loza debe tener una garantía de 10 años.



3.11. Cumplir con las siguientes normas: ASME/ANSI A112.19.19, 
ASIZ124.9 , ANSI A117.1.



3.12. Aprobado y certificado por UPC (Uniform Pluming Code), 
IPC (International Pluming Code), NSPC (National Standard 
Plumbing Code).



3.13. No debe utilizar sistemas de membranas o sistemas de bola 
flotador.



3.14. El filtro no debe de tener partes móviles.



3.15. Debe ser igual o superior al modelo F-4000, de la marca 
Salvagua.



Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15 Accesibilidad de las 
personas al medio físico, los mingitorios deberán estar ubicados entre 
38 y 50 cm del nivel de piso terminado a la base inferior del mingitorio. 
Preferiblemente deberán colocar mingitorios a nivel de piso.



Monto de referencia del mingitorio: ¢200.000ºº
Monto de referencia del cartucho: ¢20.000ºº
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4- Inodoro de ahorro en consumo de agua:



Imagen de referencia



4.1. Para la instalación del inodoro se debe contar con la distancia 
del centro de desagüe a piso terminado: 305mm.



4.2. Inodoro de alta eficiencia y con un consumo de 0.8 galones por 
minuto, con descarga al piso.



4.3. Diseño con taza enlongada y tanque.



4.4. Inodoro de cerámica vitrificada, color blanco.



4.5. Con sistema de botón cromado sobre la tapa para la descarga.



4.6. La descarga debe ser silenciosa.



4.7. No debe requerir alta presión de agua a la entrada del inodoro.



4.8. Sifón interno esmaltado de 51mm.
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4.9. Amplio espejo de agua de 203mm x 152 mm.



4.10. Altura indicada segun la ley 7600.



4.11. La descarga debe ser asistida por un vacío creado por el 
llenado.



4.12. El inodoro debe de cumplir con las normas: ASME A112.19.2 
CSA B45.1



4.13. Certificado por: Water Sense de EPA (Enviromental Protectión 
Agency, USA) Catalogado UHET ) Ultra High Efficiency Toilet).



4.14. Debe ser igual o superior a la marca Salvagua.



Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15 Accesibilidad de 
las personas al medio físico, los servicios sanitarios deberán estar 
ubicados a no menos de 42 cm desde el nivel de piso terminado. 
Además los servicios sanitarios preferiblemente deberán ser de 
palanca o con descarga automática. 



Monto de referencia: ¢150.000ºº
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5- Luminarias LED tipo panel y de empotrar:



Imagen de referencia



5.1. Las luminarias de 6000° K.



5.2. Color blanco.



5.3. Corte de empotramiento.



5.4. Las luminarias para oficina tipo panel para empotrar en cielos 
en “T” invertida.



5.5. Dimensiones y flujo luminoso:
 • De 609.6mm x 609.6mm x 10mm de 4192 lm, 40W.
 • De 1219.2mm x 609.6mm x 10mm de 6204 lm, 65W.



5.6. Contar con Drivers dimerizable de 0-10V, multivoltaje120V- 
277Vac.



5.7. Opcional Driver de emergencia para 20W 90min.



5.8. Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI), como mínimo 
de 80.
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5.8. Vida útil como mínimo de 50 000 horas.



5.9. Contar con 150° de ángulo de apertura lumínica.



5.10. Certificación UL Listed.



5.11. Garantía mínima de 3 años.



5.12. Igual o superior a la marca GLS modelo panel led-T-2x4-
36L860-MV-UL ó panel led-T-2x2-41L860-MV-UL.



Monto de referencia:
De 609.6mm x 609.6mm x 10mm de 4192 lm, 40W: ¢50.000ºº



De 1219.2mm x 609.6mm x 10mm de 6204 lm, 65W: ¢85.000ºº
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6- Luminaria LED para Sótanos y lugares húmedos:



Imagen de referencia



6.1. Color 4000° K ó 5000°K.



6.2. Difusor acrílico lechoso HSF.



6.3. De parche.



6.4. Las luminarias para oficina tipo panel para empotrar en cielos 
en “T” invertida.



6.5. Dimensiones y flujo luminoso:
 • De 609mm desde 2500 lm hasta 4500 lm dependiendo 



 su uso.
 • De 1219mm desde 2500 lm hasta 33000 lm dependiendo  



 su uso.
 • De 2438mm desde 9000 lm hasta 17000 lm dependiendo  



 su uso.



6.6. Contar con Drivers dimerizable de 0-10V, multivoltaje 120V- 
277Vac



6.7. Opcional Driver de emergencia 700 lm.
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6.8. Opcional Sensor de movimiento incorporado.



6.9. Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI) como mínimo 
de 80.



6.10. Vida útil como mínimo de 30 000 horas.



6.11. Contar con 150° de ángulo de apertura lumínica.



6.12. Los equipos deben contar con un respaldo de fábrica a nivel 
nacional.



6.13. Igual o superior a la marca GLS modelo WP LED-48-85L850-
4LD-MV 



6.14. Certificación UL.



Monto de referencia de la lámpara de 609mm: ¢70.000ºº
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7- Tubo LED:



Imagen de referencia



7.1. Ajustarse a las dimensiones de las lámparas de 1219 mm. x 
609 mm.



7.2. Consumo de potencia de 18W, multivoltaje 100-277Vac y un 
flujo luminoso de 2400 lumen.



7.3. Color 6400° K, con una vida útil como mínimo de 35000 horas.



7.4. Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI) como mínimo 
de 80.



7.5. Contar con driver interno.



7.6. Certificación UL Listed.



7.7. Asegurar un stock de repuestos 10 años.



7.8. Igual o superior al modelo LEDSMD de la marca ILUKON.



Monto de referencia: ¢ 8.500ºº
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8- Aires Acondicionado:



Imagen de referencia



8.1. Componentes: condensador, evaporador (debe contar con 
pantalla indicadora de temperatura), filtros lavables, control 
remoto, y bomba de drenaje.



8.2. Las tuberías de cobre deben contar con un aislamiento de 
cañuela completa (sin pegas a los costados), y dos capas de 
pintura impermeabilizante y en lugares a la intemperie deben 
contar con cañuela completa, una capa de manta y dos capas 
de pintura impermeabilizante.



8.3. El condensador del equipo debe de instalarse sobre una base 
metálica sujeta al equipo por medio de tornillos, arandelas de 
seguridad y tuercas, así mismo esta base debe estar firmemente 
sujeta a la superficie que indique el profesional responsable 
(estructura metálica, concreto, etc).



8.4. La instalación eléctrica debe cumplir a cabalidad con el Código 
Eléctrico Nacional.



8.5. Alimentación 220 Vac, una eficiencia SEER 18, capacidad, 9 
000BTU/Hr y hasta 60 000BTU/Hr, refrigerante tipo R410.
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8.6. Diseño estéticamente aceptable. Incluir en la oferta fotografía 
de la unidad para su valoración.



8.7. Certificación: ECA, A.R.I, U.L, I.S.O. 9001.



8.8. Los equipos mecánicos sin producción de ruidos o vibraciones.



8.9. Asegurar un stock de repuestos 10 años.



8.10. Garantía mínima de 2 años con visitas trimestrales de 
mantenimiento.



8.11. La empresa oferente debe de estar incluido dentro del listado 
de autorizados del Ministerio de Ambiente y Energía y el Ente 
Costarricense de Acreeditación.



Monto de referencia: Suministro e Instalación según capacidad y 
ubicación, ejemplo a/c de 24 000 BTU ¢1,600.000ºº
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9- Sensor de movimiento:



Imagen de referencia



9.1. Sensor de movimiento para techo 



9.2. Multivoltaje 100 / 277 voltios, frecuencia de 60Hz



9.3. Angulo de detección 360°



9.4. Altura de instalación: 2.5 m – 3.5 m



9.5. Distancia de detección: 6 a 8 m (diámetro máximo ajustable a 3 
metros de altura) 



9.6. Rango de detección: 360º 



9.7. Luz ambiental operación: 10LUX-2000LUX 



9.8. Tiempo de activación: 10+/-3seg



9.9. Velocidad de detección: 0.6 - 1.5m/s 



9.10. Temperatura de trabajo: -10ºC a +40ºC 



9.11. Color: Blanco 



9.12. Certificación “NON” y “ANCE”



Monto de referencia: ¢ 40.000ºº
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El	presente	Modelo	de	Incorporación	de	la	Perspectiva	de	Género	en	las	Sentencias	
ha	 sido	 elaborado	 tomando	 como	 base	 el	 excelente	 trabajo	 realizado	 por	 la	 Corte	
Suprema	de	Justicia	de	la	Nación	Mexicana,	que	en	el	año	2013	publicó	el	Protocolo	
para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	Haciendo	Realidad	el	Derecho	a	la	Igualdad.		La	
Comisión	 Permanente	 de	 Género	 y	 Acceso	 a	 la	 Justicia	 de	 la	 Cumbre	 Judicial	
Iberoamericana	considera	que	el	aporte	realizado	por	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	
México	 es	 un	 punto	 de	 partida	 para	 el	 desarrollo	 de	 un	 Modelo	 como	 el	 que	 se	
presenta,	 que	 permitirá	 a	 las	 personas	 juzgadoras	 de	 Iberoamérica,	 seguir	 unos	
pasos	 concretos	 que	 le	 orienten	 sobre	 las	 necesidades	 de	 identiUicar	 normativa,	
conceptos,	pruebas	y	hechos,	 así	 como	sus	propios	procesos	de	construcción	de	su	
identidad,	que	puedan	generar	una	decisión	judicial	permeada	por	la	discriminación,	
generando	 consecuencias	 negativas	 para	 el	 derecho	 a	 la	 igualdad	 de	 los	 seres	
humanos.		
	
Protocolo	que	“surge	del	trabajo	y	experiencia	de	quienes	integran	y	han	integrado	el	
Programa	Equidad	de	Género	en	la	Suprema	Corte	de	la	Nación	–	ahora	denominado	
Unidad	de	igualdad	de	Género-	desde	su	instauración,	en	2008,	a	la	fecha”1.		



Introducción 











Esta	herramienta	 le	permitirá,	de	 forma	puntal,	 reconocer	 la	necesidad	de	 incorporar	 la	
perspectiva	de	género	en	el	quehacer	 judicial,	 responder	a	 las	obligaciones	adquiridas	a	
nivel	internacional	con	la		ratiUicación	de	diversos	instrumentos,	convenciones	y	tratados,	
y	 realizar	un	autoexamen	sobre	 los	 roles,	prejuicios	y	estereotipos	que	se	pueden	 tener	
frente	 a	 un	 caso	 determinado	 y	 que	 puedan	 perpetuar	 la	 discriminación	 y	 la	 violencia	
contra	la	mujer.	
		
En	vista	de	que	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	Haciendo	Realidad	el	
Derecho	a	 la	 Igualdad	es	un	documento	completo	y	extenso,	 la	Comisión	Permanente	ha	
querido	 simpliUicar	 en	 este	 documento	 los	 pasos	 a	 seguir	 para	 conseguir	 sentencias	
regionales	que	incorporen	la	perspectiva	de	género	y	los	derechos	humanos.	
		
Es	 importante	 mencionar	 que	 también	 se	 usó	 como	 referencias	 otros	 documentos	 e	
análisis	 realizados	 por	 otros	 Poderes	 Judiciales	 de	 la	 Región	 e	 instituciones	 y	
organizaciones	dedicados	a	esta	tarea,	que	serán	correctamente	mencionados	cuando	así	
corresponda.	
		
Para	la	Comisión	Permanente	de	Género	y	Acceso	a	la	Justicia	es	un	privilegio	poner	esta	
herramienta	 al	 servicio	de	 los	 operadores	de	 justicia	de	 Iberoamérica,	 como	uno	de	 los	
primeros	productos	que	dan	fruto	desde	su	conUirmación	en	noviembre	del	año	2014.	
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MARCO	JURÍDICO	











El	 progresivo	 desarrollo	 del	 derecho	 internacional	 de	 los	 derechos	 humanos,	 que	 se	 dio	 como	
resultado	de	 las	atrocidades	acontecidas	en	 la	segunda	guerra	mundial,	produjo	 la	promulgación	de	
declaraciones,	convenciones	y	tratados	que	vinieron	a	normativizar	los	derechos	humanos,	y	que	hoy	
se	conoce	como	el	Sistema	de	Protección	de	los	Derechos	Humanos.	A	su	vez,	se	inician	esfuerzos	para	
el	establecimiento	de	mecanismo	judiciales	efectivos	para	alcanzar	la	vigencia	de	estos	derechos.	
		
En	el	ámbito	del	derecho	internacional	los	Estados,	al	ratiUicar	tratados	y	convenciones,	se	encuentran	
jurídicamente	 obligados	 a	 cumplirlos	 y	 a	 responder	 ante	 la	 comunidad	 internacional	 por	 su	
incumplimiento.	 Para	 ello,	 a	 nivel	 nacional	 se	 ha	 requerido	 que	 las	 constituciones	 establezcan	 esa	
exigibilidad,	 el	 valor	 que	 tendrán	 dentro	 de	 la	 normativa	 nacional,	 y	 la	 forma	 como	 deberá	
armonizarse	esa	legislación	internacional	con	la	doméstica.		
	



Dicha	 característica	 del	 derecho	 internacional	 crea	 una	
relación	dialéctica	con	el	derecho	interno.	Este	último	debe	
aplicar	los	compromisos	internacionales	adquiridos	por	los	
Estados	 a	 través	 de	medidas	 legislativas,	 administrativas,	
judiciales	 o	 de	 otra	 índole	 que	 sean	 necesarias	 y	 eFicaces	
para	garantizar	su	cumplimiento.	Por	su	parte,	el	derecho	
internacional,	 a	 través	 de	 distintas	 técnicas	 Fiscaliza	 el	
accionar	 estatal	 con	 relación	 a	 las	 obligaciones	
internacionales.	 Si	 esta	 premisa	 es	 cierta	 con	 el	 derecho	
internacional	en	general,	lo	es	especialmente	en	materia	de	
protección	 de	 derechos	 humanos,	 donde	 los	 tratados	 no	
sólo	incluyen	un	catálogo	de	derechos	y	garantías,	sino	que	
implican	para	el	Estado	obligaciones	concretas	acerca	del	
modo	en	que	se	ejercen	todas	las	atribuciones	del	poder.2 











El	sistema	internacional	de	protección	de	los	derechos	humanos	está	dividido	en	dos:	El	Sistema	Universal,	
que	 contempla	 todos	 los	 tratados	 y	 órganos	 creados	 en	 el	marco	 de	 la	 Organización	 de	 Naciones	 Unidas	
(ONU),	y	el	Sistema	Regional,	que	se	encuentra	dividido	en	tres:	el	Sistema	Interamericano,	en	el	marco	de	la	
Organización	de	los	Estados	Americanos	(OEA),	el	Sistema	Europeo,	en	el	marco	del	Consejo	de	Europa,	y	el	
Sistema	Africano,	en	el	marco	de	la	Organización	de	la	Unidad	Africana.	
		
Para	 las	 cuestiones	 que	 ocupan	 este	 modelo,	 se	 hará	 referencia	 al	 Sistema	 Universal	 y	 al	 Sistema	
Interamericano	de	Protección	de	los	Derechos	Humanos:	
		
1.	Sistema	Universal	de	Protección	de	los	Derechos	Humanos	
La	Declaración	Universal	de	los	Derechos	Humanos	(1948)	se	constituye	como	la	primera	norma	sustantiva	
que	recoge,	en	30	artículos,	los	derechos	humanos	y	libertades	fundamentales.	A	partir	de	este	documento,	
se	han	desarrollado	y	precisado	los	principios	básicos	aquí	concretados,	a	través	de	convenciones	y	tratados	
especíUicos	para	algunas	poblaciones,	así	como	para	precisar	el	alcance	de	ciertos	delitos,	como	lo	son	la	trata	
de	personas	y	genocidio,	entre	otros.		
	
Para	 supervisar	 el	 cumplimiento	de	 estas	normas	 internacionales,	 la	Organización	de	 las	Naciones	Unidas	
creó	el	Sistema	Universal	de	Protección	de	los	Derechos	Humanos,	con	el	Uin	de	vigilar	el	cumplimiento	por	
parte	de	los	Estados	parte.	
El	Sistema	Universal	cuenta	con	dos	mecanismos	de	protección:	el	mecanismo	convencional	y	el	mecanismo	
extraconvencional.	 El	 convencional	 es	 el	 que	 encuentra	 su	 fundamento	 en	 los	 tratados	 internacionales	 de	
derechos	 humanos,	 quienes	 tienen	 establecido	 como	 se	 llevará	 a	 cabo	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 que	
consagran.		
	











Estos	órganos	convencionales	tienen	su	competencia	y	alcance	establecido	dentro	de	los	tratados,	y	dentro	de	ellos	
se	encuentra:	
•  Comité	de	Derechos	Humanos		
•  Comité	de	Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales		
•  Comité	contra	la	Tortura		
•  Comité	de	Derechos	del	Niño	
•  Comité	para	la	Eliminación	Racial		
•  Comité	para	la	Eliminación	de	la	Discriminación	contra	la	Mujer	
•  Comité	para	la	Protección	de	los	Derechos	de	todos	los	trabajadores	migratorios	y	sus	familiares	
		
Por	 su	 parte,	 los	 mecanismos	 extraconvencionales	 son	 los	 que	 tienen	 relación	 directa	 don	 la	 protección	 de	 los	
derechos	humanos	consagrados	dentro	del	Sistema	Universal,	pero	que	no	se	crearon	en	virtud	de	un	determinado	
tratado.	Entre	estos	se	encuentra:	
•  Consejo	de	Derechos	Humanos	
•  Comité	Asesor	del	Consejo	de	Derechos	Humanos	
•  Subcomisión	de	Promoción	y	Protección	de	los	Derechos	Humanos	
•  OUicina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos	
•  OUicina	del	alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Refugiados	
•  Relatores	especiales	y	grupos	de	trabajo	
	
Los	principales	tratados	y	convenios	internacionales	en	el	marco	del	Sistema	Universal	son:	
	
•  Pacto	internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	(1966):	El	contenido	de	este	tratado	coincide	con	la	mayoría	



de	derechos	 consagrados	 en	 la	Declaración	Universal	 de	 los	Derechos	Humanos,	 pero	 con	 carácter	 vinculante	
para	los	estados.	



	
	











•  Pacto	Internacional	de	Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales	(1966):		Este	tratado	estipula	la	
obligación,	por	parte	de	los	Estados,	de	proteger	los	derechos	sociales,	reconociendo,	entre	otros,	
el	 derecho	 al	 trabajo,	 el	 derecho	 de	 asociación,	 el	 derecho	 a	 la	 seguridad	 social,	 protección	 a	 la	
familia,	nivel	de	vida	adecuado,	salud,	educación,	entre	otros.	



•  Convención	para	la	Prevención	y	la	Sanción	del	Genocidio	(1948):	Esta	convención		deUine	y	tipiUica	
el	delito	del	genocidio,	cuando	se	comenta	en	tiempos	de	guerra	o	de	paz.	



•  Convención	 Internacional	 sobre	 la	 Eliminación	 de	 todas	 las	 Formas	 de	 Discriminación	 Racial	
(1965).	 	 Condena	 la	 segregación	 racial	 y	 el	 apartheid,	 obligando	 a	 los	 Estados	 a	 eliminar	 toda	
forma	de	discriminación	racial.	



•  Convención	sobre	la	eliminación	de	todas	las	Formas	de	Discriminación	contra	la	Mujer	–	CEDAW	
(1979).	 Adoptada	 con	 el	 Uin	 de	 promover	 la	 igualdad	 de	 derechos	 entre	 hombres	 y	 mujeres,	
llamando	a	los	Estados	a	asegurar	el	desarrollo	pleno	de	la	mujer	y	promoviendo	la	adopción	de	las	
medidas	especiales	de	carácter	temporal	para	contribuir	al	alcance	de	la	igualdad	real.	



•  Convención	 sobre	 los	 Derechos	 del	 Niño	 (1989):	 Fue	 aprobada	 y	 ratiUicada	 por	 los	 Estados	
signiUicando	 un	 cambio	 de	 paradigma	 en	 como	 se	 visualizaba	 a	 las	 personas	menores	 de	 edad,	
pasando	de	ser	objetos	de	intervención	a	sujetos	de	derecho.	



•  Convención	contra	 la	Tortura	y	Otros	Tratos	o	Penas	Crueles,	 Inhumanos	o	Degradantes	(1984):	
Establece	 la	 deUinición	 de	 tortura	 y	 comprende	 una	 serie	 de	 obligaciones	 para	 los	 Estados	
(legislativas,	administrativas	y	judiciales),	con	el	Uin	de	impedir	todo	acto	de	tortura.	



•  Convención	 internacional	 sobre	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 de	 todos	 los	 trabajadores	
migratorios	y	de	sus	familias	(1990):	Se	aprueba	como	consecuencia	del	fenómeno	mundial	de	la	
migración,	 y	 el	 especial	 estado	 de	 vulnerabilidad	 de	 las	 personas	 migrantes	 cuando	 son	
trabajadoras.	











•  Declaración	 y	 Programa	 de	 Acción	 de	 Viena	 (Conferencia	 Mundial	 de	 los	 Derechos	 Humanos	
(1993)).	 	Plantea	 los	derechos	de	 las	mujeres	son	parte	 inalienable	e	 indivisible	de	 los	derechos	
humanos	universales.	Proclamó	la	plena	realización	de	todos	los	derechos	humanos	universales	y	
las	libertades	sin	ningún	tipo	de	discriminación.	



•  Declaración	 y	 Plataforma	 de	 Acción	 de	 Beijing	 (Cuarta	 Conferencia	 Mundial	 sobre	 la	 Mujer	
(1995)).	Programa	especial	para	erradicar	la	discriminación	de	las	mujeres	y	alcanzar	la	igualdad	
entre	hombres	y	mujeres.	



•  Protocolo	 Facultativo	 de	 la	 Convención	 sobre	 la	 Eliminación	 de	 Todas	 las	 Formas	 de	
Discriminación	contra	 la	Mujer	 (1999).	Establece	 la	 competencia	del	Comité	para	 la	Eliminación		
de	 la	 Discriminación	 contra	 la	 Mujer,	 para	 conocer	 denuncias	 de	 individuos	 e	 investigar	
violaciones	graves	o	sistemáticas.	



•  Protocolo	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 para	 Prevenir,	 Reprimir	 y	 Sancionar	 la	 Trata	 de	 Personas,	
Especialmente	 Mujeres	 y	 Niños	 (2000).	 Establece	 los	 lineamientos	 para	 prevenir	 y	 combatir	 la	
trata	de	personas,	protegiendo	y	asistiendo	a	las	víctimas	de	la	trata	y	promoviendo	cooperación	
entre	los	estados	para	estos	objetivos.	



•  Convención	sobre	 los	Derechos	de	 las	Personas	con	Discapacidad	(2006):	 	Cambia	toda	 la	visión	
del	paradigma	médico	rehabilitador	de	las	personas	con	discapacidad,	pasando	al	paradigma	social	
y	 de	 derechos	 humanos.	 Plantea	 una	 serie	 de	 apoyos	 y	 ayudas	 técnicas	 que	 los	 Estados	 deben	
cumplir	a	las	personas	con	discapacidad	para	garantizar	su	igualdad.	



	











	
	



2.	Sistema	Interamericano	de	Protección	de	los	Derechos	Humanos	
		
Con	 la	 Convención	 Americana	 de	 Derechos	 Humanos,	 conocida	 como	 el	 “Pacto	 de	 San	 José”,	 suscrita	 en	 la	
Conferencia	 Especializada	 Interamericana	 sobre	 Derechos	 Humanos	 en	 1969	 se	 da	 vida	 al	 sistema	
interamericano	 para	 proteger	 los	 derechos	 humanos	 del	 continente	 americano.	 Para	 ello,	 la	 Organización	 de	
Estados	 Americanos	 (OEA)	 instauró	 dos	 órganos	 especializados:	 a)	 La	 Comisión	 Interamericana	 de	 Derechos	
Humanos	 (1959),	 quien	 tiene	 a	 su	 cargo	 la	 promoción	y	protección	de	 los	derechos,	 y	 su	 función	principal	 es	
“promover	la	observancia	y	defensa	de	los	derechos	humanos	en	las	Américas	y	de	servir	como	órgano	consultivo	
de	la	Organización	en	esta	materia”3;	b)	La	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	es	el	órgano	judicial	del	
sistema,	y	tiene	como	objetivo	aplicar	e	interpretar	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos.	 	Puede	
conocer	 casos	 sobre	 violaciones	 individuales	 a	 los	 derechos	 humanos,	 y	 tienen	 también	 la	 potestad	 de	 dar	
opiniones	consultivas	sobre	el	alcance	y	contenido	de	los	instrumentos	del	sistema	interamericano.		
	
Los	principales	tratados	y	convenios	internacionales	en	el	marco	del	Sistema	Interamericano	son:	
	
•  Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos	(1969):	Reconoce	derechos	básicos	para	todo	ser	humano,	



referidos	a	la	vida,	integridad	Uísica,	salud,	libertad	de	conciencia,	religión	y	pensamiento,	derechos	relativos	a	
la	nacionalidad	y	el	libre	tránsito,	derechos	políticos,	el	derecho	a	la	igualdad,	entre	otros.	



•  Protocolo	 Adicional	 a	 la	 Convención	 Americana	 sobre	 Derechos	 Humanos	 en	 materia	 de	 Derechos	
Económicos,	 Sociales	 y	 Culturales	 “Protocolo	 de	 San	 Salvador”	 (1988):	 Reconoce	 derechos	 económicos	
sociales	 y	 culturales	 y	 obliga	 a	 los	 Estados	 parte	 a	 adoptar	 todas	 las	 medidas	 requeridas	 para	
progresivamente,	lograr	la	efectividad	de	los	mismos.	



•  Convención	 Interamericana	 para	 Prevenir	 y	 Sancionar	 la	 Tortura	 (1985):	 Establece	 la	 obligación	 para	 los	
Estados	de	tipiUicar	a	nivel	interno	el	delito	de	tortura,	y	permitir,	en	la	legislación	nacional,	que	el	delito	se	
encuentre	dentro	de	aquellos	en	los	que	está	permitida	la	tortura.	



	
		











	
	



•  Convención	 Interamericana	sobre	Desaparición	Forzada	de	Personas	(1944):	DeUine	 la	desaparición	
forzada	y	 le	da	competencia	tanto	a	 la	Comisión	como	a	 la	Corte	Interamericana	para	conocer	estos	
delitos.	



•  Convención	Interamericana	para	Prevenir,	Sancionar	y	Erradicar	la	Violencia	contra	la	Mujer,	“Belém	
do	 Pará”	 (1994).	 Es	 el	 primer	 y	 único	 instrumento	 a	 nivel	mundial	 en	 la	materia.	 Establece	 que	 la	
violencia	contra	las	mujeres	constituye	una	violación	a	sus	derechos	humanos,	como	resultado	de	las	
relaciones	de	poder	históricamente	desiguales	entre	mujeres	y	hombres.	



•  Convención	 Interamericana	 para	 la	 Eliminación	 de	 Todas	 las	 Formas	 de	 Discriminación	 contra	 las	
Personas	 con	 Discapacidad	 (1999):	 Fue	 aprobada	 con	 el	 propósito	 de	 visibilizar	 y	 prevenir	 la	
discriminación	contra	esta	población,	y	permitir	la	plena	integración	a	la	sociedad	de	las	personas	con	
discapacidad.	



•  Convención	 Interamericana	 sobre	 la	 Protección	 de	 los	 Derechos	Humanos	 de	 las	 Personas	 Adultas	
Mayores	(2015).	Busca	promover,	proteger	y	asegurar	el	reconocimiento	y	pleno	goce	del	ejercicio,	en	
condiciones	 de	 igualdad,	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 libertades	 fundamentales	 de	 las	 personas	
mayores.	



3.	Obligaciones	adquiridas	en	materia	de	derechos	humanos	de	las	mujeres		
		
Las	obligaciones	adquiridas	en	el	Sistema	Universal	en	materia	de	derechos	de	las	mujeres,	se	pueden	ver	
priorizadas	en	la	Convención	para	la	Eliminación	de	Todas	las	Formas	de	Discriminación	contra	la	Mujer	
(CEDAW).	 	Fue	adoptada	por	la	Organización	de	las	Naciones	Unidas	mediante	la	resolución	34/180	del	
18	de	diciembre	de	1979,	y	entró	en	vigencia	en	septiembre	de	1981.	
		
Esta	 convención	 es	 el	 primer	 instrumento	 internacional	 que	 recoge	 el	 compromiso	 mundial	 para	
erradicar	 la	 discriminación	 contra	 la	 mujer,	 que	 conUiere	 derechos	 a	 las	 mujeres	 frente	 al	 Estado,	
implicando	obligaciones	de	éstos	frente	a	las	ciudadanas.	EspecíUicamente,	las	obligaciones	se	reUieren	a	
tomar	medidas	concretas	que	permitan	enfrentar	 la	discriminación,	a	 través	de	 la	aprobación	de	 leyes,	
políticas	y	proyectos	que	avancen	en	el	ejercicio	real	de	los	derechos	por	parte	de	las	mujeres.	
		











	
	



La	 CEDAW	 establece	 la	 deUinición	 de	 la	 igualdad	 sustantiva	 y	 de	 la	 discriminación.	 	 Determina	 que	 la	
discriminación	puede	presentarse	por	cualquier	distinción,	exclusión	o	restricción	y	prohíbe	los	actos	que	
tienen	la	intención	de	discriminar	así	como	aquellos	que,	aunque	no	tuvieran	la	intención,	el	resultado	de	
los	mismos	genera	una	discriminación4.		Respecto	a	la	igualdad	sustantiva,	la	Recomendación	General	25	
del	Comité	de	la	CEDAW	ha	establecido	que:	
		



Otro	de	los	grandes	aportes	de	la	CEDAW	es	el	establecimiento	de	las	“medidas	especiales	de	carácter	
temporal”,	que	deben	ser	utilizadas	con	el	objetivo	de	superar	situaciones	de	desigualdad,	y	que	están	
consagradas	en	el	artículo	4.6	
	
Por	 su	 parte,	 en	 el	 sistema	 interamericano,	 la	 Convención	 Interamericana	 para	 Prevenir,	 Sancionar	 y	
Erradicar	la	Violencia	contra	la	Mujer	“Belém	do	Pará”	establece	que	la	violencia	contra	las	mujeres	es	
una	manifestación	de	 las	relaciones	de	poder	históricamente	desiguales	entre	hombres	y	mujeres.	 	La	
convención	también	consagra	que:	
	



“Un	enfoque	 jurídico	o	pragmático	puramente	 formal,	no	es	suUiciente	para	
lograr	 la	 igualdad	 de	 facto	 con	 el	 hombre,	 que	 el	 Comité	 interpreta	 como	
igualdad	sustantiva.	 	Además,	la	Convención	requiere	que	la	mujer	tenga	las	
mismas	 oportunidades	 desde	 un	 primer	 momento	 y	 que	 disponga	 de	 un	
entorno	que	le	permita	conseguir	la	igualdad	de	resultados.	No	es	suUiciente	
garantizar	a	la	mujer	un	trato	idéntico	al	del	hombre.	También	debe	tenerse	
en	cuenta	las	diferencias	biológicas	que	hay	entre	la	mujer	y	el	hombre	y	las	
diferencias	que	la	sociedad	y	la	cultura	han	creado.	En	ciertas	circunstancias	
será	 necesario	 que	 hay	 un	 trato	 no	 idéntico	 de	 mujeres	 y	 hombres	 par	
equilibrar	 esas	 diferencias.	 El	 logro	 del	 objetivo	 de	 la	 igualdad	 sustantiva	
también	exige	una	estrategia	eUicaz	encaminada	a	corregir	la	representación	
insuUiciente	de	la	mujer	y	una	redistribución	de	los	recursos	y	el	poder	entre	
el	hombre	y	la	mujer.5” 











	
	



•  La	 violencia	 contra	 las	 mujeres	 constituye	 una	 violación	 a	 sus	 derechos	 humanos	 y	 libertades	
fundamentales7;		



•  DeUine	violencia	contra	la	mujer:	cualquier	acción	o	conducta,	basada	en	su	género,	que	cause	muerte,	
daño	o	 sufrimiento	 Uísico,	 sexual	 o	psicológico	 a	 la	mujer,	 tanto	 en	el	 ámbito	público	 como	privado	
(art.	1)	



•  Amplía	la	protección	del	estado	al	ámbito	privado:	violencia	en	la	familia	o	unidad	doméstica	(entre	
otras	 manifestaciones,	 violación,	 maltrato,	 abuso	 sexual);	 	 sin	 dejar	 de	 reconocer	 la	 violencia	 que	
viven	 las	mujeres	 en	 la	 comunidad	 (entre	 otras,	 violación,	 abuso	 sexual,	 tortura,	 trata	de	personas,	
prostitución	 forzada,	 secuestro,	 acoso	 sexual	 en	 centro	 de	 trabajo	 o	 educativo	 o	 establecimiento	
salud);	perpetrada	o	tolerada	por	el	Estado	o	sus	agentes	(art.	2)	



•  Interrelación	 entre	 discriminación	 y	 violencia	 de	 género:	 el	 derecho	 a	 una	 vida	 libre	 de	 violencia	
incluye	el	derecho	de	la	mujer	a	ser	libre	de	toda	forma	de	discriminación	(art.	6)	



		
Al	ratiUicar	la	Convención	CEDAW	y	la	Convención	Belém	do	Pará,	los	Estados	se	comprometieron	a:	
	
•  “Velar	por	que	las	autoridades	e	 instituciones	se	comporten	de	conformidad	con	las	obligaciones	de	



prevención,	sanción	y	erradicación;	
•  Tomar	 las	 medidas	 apropiadas	 para	 eliminar	 la	 discriminación	 contra	 la	 mujer	 practicada	 por	



cualesquiera	personas,	organizaciones	o	empresas;	
•  Actuar	con	la	debida	diligencia	para	prevenir,	investigar	y	sancionar	la	violencia	contra	la	mujer;	
•  Establecer	los	mecanismos	judiciales	y	administrativos	necesarios	para	asegurar	que	la	mujer	objeto	



de	 violencia	 tenga	 acceso	 efectivo	 a	 resarcimiento,	 reparación	 del	 daño	 u	 otros	 medios	 de	
compensación	justos	y	eUicaces;	



•  Asegurar,	 a	 través	 de	 los	 medios	 apropiados,	 la	 realización	 práctica	 del	 principio	 de	 igualdad	 del	
hombre	y	la	de	la	mujer	y	garantizar,	por	conducto	de	los	tribunales,	la	protección	efectiva	de	la	mujer	
contra	todo	acto	de	discriminación;	e	



	
		











	
	



•  Implementar	de	forma	progresiva,	medidas	especíUicas	e	inclusive	programas	para:	
•  Fomentar	el	conocimiento	y	la	observancia	de	los	derechos	de	las	mujeres;	
•  Promover	la	educación	y	capacitación	de	quienes	aplican	la	ley,	y,	
•  ModiUicar	 los	 patrones	 socioculturales	 de	 conducta	 de	 hombres	 y	 mujeres	 a	 Uin	 de	



contrarrestar	y	eliminar	prejuicios,	 costumbres	y	 todo	 tipo	de	prácticas	que	se	basen	en	
premisas	 de	 inferioridad	 o	 superioridad	 de	 cualquiera	 de	 los	 géneros	 o	 en	 los	 papeles	
estereotipados	para	el	hombres	y	la	mujer	que	legitiman	o	exacerban	la	violencia”8.	



	
4.	Obligatoriedad	de	cumplir	con	el	Control	de	Convencionalidad	
Todas	las	obligaciones	consignadas	en	la	Convención	Americana,	relativas	a	respetar	y	hacer	respetar	las	
normas	de	protección	y	asegurar	la	efectividad	de	los	derechos,	tienen	carácter	erga	omnes9.		Al	respecto,	
la	 Corte	 Interamericana	 estableció	 que	 “[D]e	 estas	 obligaciones	 generales	 derivan	 deberes	 especiales,	
determinables	en	función	de	las	particulares	necesidades	de	protección	del	sujeto	del	derecho,	ya	sea	por	
su	condición	personal	o	por	la	situación	especíUica	en	que	se	encuentre”10.		
		
Como	se	mencionaba	al	inicio	de	este	capítulo,	 los	Estados	tienen	como	consecuencia	de	la	adopción	de	
los	tratados	y	las	convenciones,	la	obligación	de	tomar	las	medidas	necesarias	que	permitan	aplicar	estas	
normas	 internacionales	 ratiUicadas.	 Es	 en	 esta	 obligación	 que	 toma	 cabal	 importancia	 el	 control	 de	
convencionalidad,	mencionado	por	primera	vez	en	el	voto	concurrente	del	Juez	Sergio	García	Ramírez,	en	
el	caso	Myrna	Mack	Chang	Vs.	Guatemala,	estableciendo	que:	
	
		 No	 es	 posible	 seccionar	 internacionalmente	 al	 Estado,	 obligar	 ante	 la	 Corte	 sólo	 a	 uno	 o	



algunos	de	sus	órganos,	entregar	a	éstos	la	representación	del	Estado	en	el	juicio	—sin	que	
esa	representación	repercuta	sobre	el	Estado	en	su	conjunto—	y	sustraer	a	otros	de	este	
régimen	 convencional	 de	 responsabilidad,	 dejando	 sus	 actuaciones	 fuera	 del	 “control	 de	
convencionalidad”	que	trae	consigo	la	jurisdicción	de	la	Corte	Internacional.11	











	
	



Este	punto	de	vista	 siguió	 siendo	desarrollado	por	 el	 juez	García	Ramírez	 en	otros	votos,	 y	 es	hasta	 el	
sentencia	 Trabajadores	 Cesados	 del	 Congreso,	 Caso	 Aguado	 Alfaro	 y	 otros	 Vs.	 Perú,	 donde	 La	 Corte	
Interamericana	desarrolla	como	tal	el	control	de	convencionalidad,	al	indicar:	
	
	
		 Cuando	un	Estado	ha	ratiUicado	un	tratado	internacional	como	la	Convención	



Americana,	 sus	 jueces	 están	 sometidos	 a	 ella,	 lo	 que	 les	 obliga	 a	 velar	 por	
que	 el	 efecto	 útil	 de	 la	 Convención	 no	 se	 vea	 mermado	 o	 anulado	 por	 la	
aplicación	 de	 leyes	 contrarias	 a	 sus	 disposiciones,	 objeto	 y	 Uin.	 En	 otras	
palabras,	los	órganos	del	Poder	Judicial	deben	ejercer	no	sólo	un	control	de	
constitucionalidad,	 sino	 también	 “de	 convencionalidad”	 ex	ofFicio,	 entre	 las	
normas	internas	y	la	Convención	Americana,	evidentemente	en	el	marco	de	
sus	 respectivas	 competencias	 y	 de	 las	 regulaciones	procesales	 pertinentes.	
Esta	 función	 no	 debe	 quedar	 limitada	 exclusivamente	 por	 las	
manifestaciones	 o	 actos	 de	 los	 accionantes	 en	 cada	 caso	 concreto,	 aunque	
tampoco	 implica	 que	 ese	 control	 deba	 ejercerse	 siempre,	 sin	 considerar	
otros	 supuestos	 formales	 y	 materiales	 de	 admisibilidad	 y	 procedencia	 de	
este	tipo	de	acciones.12	











MARCO	CONCEPTUAL	











	
	



En	este	apartado,	se	reproducen	los	conceptos	de	igualdad	y	no	discriminación	planteados	en	el	Protocolo	
para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género.	13.	
	
Igualdad	y	no	discriminación	
	 “La	noción	de	igualdad	[…]	es	inseparable	de	la	dignidad	esencial	de	la	persona,	frente	a	la	cual	



es	incompatible	toda	situación	que,	por	considerar	superior	a	un	determinado	grupo,	conduzca	
a	tratarlo	con	privilegio;	o	que,	a	la	inversa,	por	considerar	inferior,	lo	trate	con	hostilidad	o	de	
cualquier	 forma	 lo	 discrimine	 del	 goce	 de	 derechos	 que	 sí	 se	 le	 reconocen	 a	 quienes	 no	 se	
consideran	incursos	en	tal	situación	de	inferiorirdad.”14	



Tiene	connotación	
positiva	en	tanto	trata	
de	garantizar	que	todas	
las	personas	sean	
iguales	en	el	goce	y	
ejercicio	de	los	
derechos	



Tiene	un	sentido	
negativo	debido	a	que	
supone	la	necesidad	de	
que	las	personas	no	sean	
sujetas	a	distinciones	
arbitrarias	e	injustas	



•  Igualdad	 •  No	discriminación	



Corte	IDH	ha	vinculado	estos	dos	conceptos	a	
un	principio	que	tiene	valor	jurídico	de	ius	cogens	











	
	



La	igualdad	concentra	las	luchas	reivindicatorias	por	la	titularidad	universal	de	los	derechos	y	el	acceso	real	a	los	
bienes	considerados	indispensables	para	el	diseño	y	ejecución	del	proyecto	de	vida	de	las	personas.	La	igualdad	
puede	entenderse	en	dos	dimensiones:	como	principio	y	como	derecho.	
	
Según	 lo	 planteado	 por	 la	 CEDAW	 en	 su	 artículo	 1,	 discriminación	 contra	 la	mujer	 detonará	 “toda	 distinción,	
exclusión	 o	 restricción	 basada	 en	 el	 sexo,	 que	 tenga	 por	 objeto	 o	 por	 resultado	 menoscabar	 o	 anular	 el	
reconocimiento,	goce	o	ejercicio	por	la	mujer,	independientemente	de	su	estado	civil,	sobre	la	base	de	la	igualdad	
del	 hombre	 y	 la	 mujer,	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 las	 libertades	 fundamentales	 en	 las	 esferas	 política,	
económica,	social,	cultural	y	civil	o	en	cualquier	otra	esfera”.	
	
Como	principio,	 fundamenta	y	da	sentido	a	todo	el	andamiaje	jurídico	–de	origen	nacional	e	internacional	–y	a	
los	 actos	 que	 derivan	 de	 él,	 ya	 sean	 formal	 o	 materialmente	 administrativos,	 legislativos	 o	 judiciales.	 Esta	
dimensión	implica	que	la	igualdad	debe	utilizarse	como	una	guía	hermenéutica	en	la	elaboración	y	aplicación	del	
derecho.	
	
Respecto	al	principio	de	igualdad,	la	Opinión	Consultiva	18	de	la	Corte	IDH,	solicitada	por	México13,	señala	que:	
	
		 El	 principio	 de	 igualdad	 tiene	 carácter	 de	 ius	 cogens,	 por	 lo	 que	 no	 admite	 acuerdo	 en	 contrario.	



Ningún	acto	jurídico	que	entre	en	conUlicto	con	dicho	principio	fundamental	puede	ser	admitido.	



El	principio	de	igualdad	es	aplicable	a	todo	Estado,	independientemente	de	que	sea	parte	o	no	en	
determinado	tratado	internacional.	



	Implica	que	el	Estado,	ya	sea	a	nivel	internacional	o	en	su	ordenamiento	interno,	y	por	actos	de	cualquiera	de	sus	
poderes	o	de	terceros	que	actúen	bajo	su	tolerancia,	aquiescencia	o	negligencia,	no	puede	contrariar	el	principio	de	
igualdad	y	no	discriminación.	



	Genera	efectos	inclusive	a	particulares.	











	
	



En	consecuencia,	seña	la	Corte	IDH,	los	Estados	solo	podrán	establecer	distinciones	objetivas	y	razonables	
cuando	estas	se	realicen	con	el	debido	respeto	a	los	derechos	humanos	y	de	conformidad	con	el	principio	
de	aplicación	de	la	norma	que	mejor	proteja	los	derechos	de	la	persona.	
	
Como	 derecho,	 la	 igualdad	 constituye	 una	 herramienta	 subjetiva	 para	 acceder	 a	 la	 justicia;	 es	 decir,	
otorga	titularidad	a	las	personas	para	reclamar,	por	diversas	vías,	la	realización	efectiva	de	la	igualdad	en	
el	ejercicio	del	resto	de	los	derechos.	
	
Como	principio	y	como	derecho,	 la	 igualdad	 implica	una	obligación	a	cargo	del	Estado,	derivada	de	un	
mandato	constitucional	y	convencional	que	condiciona	y	sustenta	todo	su	quehacer.	
	
Para	comprender	los	requerimientos	de	la	igualdad,	es	preciso	aproximarse	a	ella	a	partir	de	una	mirada	
integral	desde	su	concepción	formal,	material	y	estructural.	
	
El	Comité	para	la	Eliminación	de	la	Discriminación	contra	la	Mujer	considera	que:	
	
	
		



“un	enfoque	 jurídico	o	programático	puramente	formal,	no	es	suFiciente	para	
lograr	 la	 igualdad	 de	 facto	 con	 el	 hombre,	 que	 el	 Comité	 interpreta	 como	
igualdad	sustantiva.	Además,	la	Convención	requiere	que	la	mujer	tenga	las	
mismas	 oportunidades	 desde	 un	 primer	 momento	 y	 que	 disponga	 de	 un	
entorno	que	le	permita	conseguir	la	igualdad	de	resultados.	No	es	suFiciente	
garantizar	a	la	mujer	un	trato	idéntico	al	hombre.	También	deben	tenerse	en	
cuenta	las	diferencias	biológicas	que	hay	entre	la	mujer	y	el	hombre	y	las	
diferencias	 que	 la	 sociedad	 y	 la	 cultura	 han	 creado.	 En	 ciertas	
circunstancias	 será	 necesario	 que	 haya	 un	 trato	 no	 idéntico	 de	 mujeres	 y	
hombres	para	equilibrar	las	diferencias”14.	











“[...]	parece	claro	que	los	conceptos	de	igualdad	y	
no	discriminación	se	corresponden	mutuamente,	
como	las	dos	caras	de	una	misma	institución:	 la	
igualdad	 es	 la	 cara	 positiva	 de	 la	 no	
discriminación,	 la	 discriminación	 es	 la	 cara	
negativa	de	la	igualdad,	y	ambas	la	expresión	de	
un	valor	 jurídico	de	 igualdad	que	esta	 implícito	
en	 el	 concepto	mismo	del	Derecho	 como	 orden	
de	justicia	para	el	bien	común“.	



Relación	entre	igualdad	y	no	discriminación	



Corte	IDH.	Voto	separado	del	Juez	Rodolfo	E.	Piza	Escalante.	
Opinión	Consultiva	4/84,	párr.	10.	











	
	



Esta	visión	integral	de	la	igualdad	demanda,	entre	otras	cosas,	el	establecimiento	de	tratos	diferenciados	
que	se	hagan	cargo	de	los	factores	de	hecho	y	estructurales	que	determinan	a	ciertas	personas	o	grupos	
acceder	a	sus	derechos	reconocidos	formalmente.	El	trato	diferenciado	deberá	ser	objetivo	y	razonable,	
tomar	en	cuenta	las	categorías	sospechosas	y	no	afectar	desproporcionadamente	el	ejercicio	o	goce	de	un	
derecho;	 de	 lo	 contrario,	 se	 estaría	 vulnerando	 el	 derecho	 a	 la	 igualdad	 o	 incurriendo	 en	 un	 acto	
discriminatorio.	
Un	 trato	 diferenciado	 que	 no	 sea	 objetivo	 y	 razonable,	 constituye	 discriminación,	 que	 puede	 deUinirse	
como:	
	
	
	
	
		



Toda	distinción,	exclusión,	restricción,	
limitación	o	preferencia,	basada	en	



cualquier	condición	de	una	persona,	que	
tenga	por	objeto	o	por	resultado	anular	o	
menoscabar	el	reconocimiento,	goce	o	



ejercicio,	en	condiciones	de	igualdad,	de	los	
derechos	humanos	y	libertades	



fundamentales,	en	las	esferas	política,	
económica,	social,	cultural	y	civil	o	en	



cualquier	otra	esfera.15	











	
	



DISCRIMINACIÓN	



Establece	que	la	
discriminación	puede	
revestir	distintas	
formas:	distinción,	



exclusión	o	
restricción.	



Determina	que	el	acto	
discriminatorio	es	
aquel	que	tenga	“por	



objeto	o	por	
resultado”	la	
violación	de	un	



DDHH.	



Establece	que	es	
discriminatorio	
tanto	el	acto	



discriminatorio	
consumado	como	la	



tentativa	de	
discriminar.	



Precisa	que	el	acto	
discriminatorio	



puede	tener	distintos	
grados,	ya	que	puede	



ser	parcial	
(menoscabar)	o	
puede	ser	total	



(anular).	
El	acto	discriminatorio	
puede	producirse	en	
distintas	etapas	de	la	
existencia	de	un	
derecho:	en	el	



reconocimiento,	el	
goce	o	el	ejercicio.	



DeUine	la	
discriminación	
como	un	acto	
violatorio	del	
principio	de	
igualdad.	



Importancia	de	la	deUinición	de	Discriminación 











	
	



La	discriminación	es	directa	cuando	tiene	por	objeto	dar	un	trato	diferenciado	ilegítimo,	en	tanto	que	la	
indirecta	 es	 la	 que	 se	 genera	 como	 resultado	 de	 leyes,	 políticas	 o	 prácticas	 que	 en	 apariencia	 son	
neutrales,	 pero	 que	 impactarán	 adversamente	 en	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 ciertas	 personas	 o	
grupos.	
	
La	Corte	IDH	conceptualiza	las	distinciones	como	“diferencias	compatibles	con	la	Convención	Americana	
por	 ser	 razonables	 y	 objetivas”	 y	 las	 discriminaciones	 como	 “diferencias	 arbitrarias	 que	 redundan	 en	
detrimento	 de	 los	 derechos	 humanos”.	 El	 vinculo	 entre	 la	 “acción”	 y	 el	 “punto	 de	 referencia”	 es	
fundamental	para	establecer	la	existencia	de	discriminaciones	o	distinciones.16	
	
	
	
	
		



ACCIÓN	 PUNTO	DE	REFERENCIA	 RESULTADO	



Trato	igual	 Entre	iguales	 Presunción	de	legitimidad	de	la	
acción	



Trato	igual	 Entre	desiguales	 Presunción	de	discriminación	en	
el	resultado	del	trato	



Trato	desigual	 Entre	iguales	 Presunción	de	discriminación	en	
el	trato	



Trato	desigual	 Entre	desiguales	 Presunción	de	distinción	y	por	
tanto	de	legitimidad	de	la	acción	



¿Cómo	valorar	la	legitimidad	de	la	
acción?	A	partir	de	su	objetividad	y	



razonabilidad	



¿Cómo	valorar	quienes	son	iguales	
y	quienes	no	lo	son?	Detectando,	con	
un	enfoque	de	derechos	humanos	y	
de	autonomía	de	la	persona,	el	papel	
que	juegan	las	categorías	sospechosas	
a	partir	de	cuestiones	estructurales	y	



de	contexto	



¿Qué	determina	si	existe	o	no	
discriminación?	La	afectación	



injustiUicada	y	desproporcionada	en	el	
ejercicio	de	los	derechos	



Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	haciendo	realidad	el	derecho	a	la	igualdad.	SCJ	México,	2013.	











	
	



Elementos	necesarios	para	determinar	la	existencia	de	una	distinción	o	una	discriminación	
		



• La	 objetividad	 de	 una	 distinción,	 exclusión,	 restricción	 o	
preferencia	la	determina	el	hecho	de	que	haya	sido	tomada	
de	 acuerdo	 a	 criterios	 libres	 de	 estereotipos	 y	 basados	 en	
los	derechos	humanos.	
• La	 razonabilidad	 está	 en	 la	 proporcionalidad	 entre	 la	
Uinalidad	y	la	medida	tomada.	



Objetividad	y	
razonabilidad	



•  Los	 diversos	 instrumentos	 internacionales	 de	 protección	 de	 los	
derechos	 humanos,	 prohíben	 la	 discriminación	 por	 una	 serie	 de	
causas	 especíUicamente	 mencionadas,	 entre	 ellas:	 sexo,	 raza,	 origen,	
condición	económica,	religión,	opinión,	idioma,	etc.	Este	inventario	de	
causas,	es	conocido	como	"categorías	sospechosas	de	discriminación",	
pues	 se	 trata	 de	 supuestos	 que	 históricamente	 han	 sido	 motivo	 de	
discriminación	 y	 que	 aún	 hoy	 en	 día	 constituyen	 expresiones	 que	
atentan	contra	la	dignidad	de	las	personas.	



Categorías	
sospechosas	



• Para	ser	discriminatorio,	el	trato	deberá	tener	por	objeto	y/
o	 por	 resultado,	 impedir,	 anular	 o	 menoscabar	 el	
reconocimiento,	 goce	 o	 ejercicio,	 en	 condiciones	 de	
igualdad,	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 libertades	
fundamentales	dentro	de	cualquier	esfera.	



Afectación	al	
ejercicio	de	un	



derecho	











	
	



Sexo	y	Género	



El	punto	de	partida	para	comprende	lo	que	propone	la	perspectiva	de	género	
es	distinguir	entre	dos	conceptos:	
	
Sexo:	 Lo	 biológicamente	 dado.	 Designa	 características	 biológicas	 de	 los	
cuerpos.		
	
Género:	Lo	culturalmente	construido.	Conjunto	de	características,	actitudes	y	
roles	sociales,	cultural	e	históricamente	asignadas	a	las	personas	en	virtud	de	
su	sexo.	
	
Identidad	de	Género:	Se	reUiere	a	la	vivencia	interna	e	individual	del	género	
tal	como	cada	personal	la	siente	profundamente,	la	cual	podría	corresponder	
o	no	con	el	sexo	asignado	al	momento	del	nacimiento,	incluyendo	la	vivencia	
personal	del	cuerpo	(que	podría	involucrar	la	modiUicación	de	la	apariencia	o	
la	función	corporal	a	través	de	medios	médicos,	quirúrgicos	o	de	otra	índole,	
siempre	 que	 la	 misma	 sea	 libremente	 escogida,	 y	 otras	 expresiones	 del	
género,	 incluyendo	 la	 vestimenta,	 el	 modo	 de	 hablar	 y	 los	 modales,	 entre	
otros.	(Principios	de	Yogykarta,	Indonesia,	2006).	
	











	
	



Todas	las	sociedades	
establecen	mecanismos	
precisos	para	que	los	
seres	humanos	



aprendan	las	conductas,	
actitudes	y	expectativas	



consideradas	
apropiadas	para	cada	



sexo	



Este	proceso	de	
aprendizaje	se	denomina	
SOCIALIZACIÓN	DE	



GÉNERO	



Nos	impone	una	
deUinición	de	nosotras	
(os)	mismas	(os)	
como	mujeres	y	



hombres	



Impone	una	deUinición	
del	mundo	y	de	



nuestra	posición	en	el	



Fomenta	la	adquisición	de	
las	características	



apropiadas	para	nuestro	
sexo	y	desalienta	la	
adquisición	de	las	



deUinidas	para	el	otro.	











	
	



Estereotipos,	roles	y	prejuicios	17	
Los	estereotipos	son	todas	aquellas	características,	actitudes	y	roles	que	estructuralmente	en	una	sociedad	son	
atribuidas	a	 las	personas	en	 razón	de	alguna	de	 las	 condiciones	enumeradas	como	 “categorías	 sospechosas”.	
Asignar	estereotipos	responde	a	un	proceso	de	simpliUicación	para	entendimiento	y	aproximación	del	mundo.	
Están	 profundamente	 arraigados	 y	 aceptados	 por	 la	 sociedad	 que	 los	 crea,	 reproduce	 y	 transmite.	 Lo	
problemático	surge	cuando	a	dichas	características,	actitudes	y	roles	se	les	adjudica	consecuencias	jurídicas	–
como	 limitar	 el	 acceso	 a	 los	 derechos-	 y	 sociales,	 así	 como	 una	 baja	 jerarquización	 respecto	 a	 lo	 que	 se	
considera	como	el	paradigma	único	del	“sujeto	neutral	universal”.	
	
Los	estereotipos	 de	 género	 están	 relacionados	 con	 las	 características	 sociales	 y	 culturalmente	 asignadas	 a	
hombre	y	mujeres	a	partir	de	las	diferencias	Uísicas	basadas	principalmente	en	su	sexo.	Si	bien	los	estereotipos	
afectan	a	hombres	como	a	mujeres,	 tienen	un	mayor	efecto	negativo	en	 las	segundas,	pues	históricamente	 la	
sociedad	 les	 ha	 asignado	 roles	 invisivilizados,	 en	 cuanto	 a	 su	 relevancia	 y	 aportación	 y,	 jerárquicamente	
considerados	inferiores	a	los	de	los	hombres.	
	
Rol	de	cuidado.	Basándose	en	un	estereotipo	que	parte	de	la	idea	de	que	al	ser	las	mujeres	quienes	gestan	y	
paren,	son	naturalmente	más	aptas	para	hacerse	cargo	del	cuidado	de	las	y	los	hijos,	es	común	que	este	tipo	de	
roles	sean	socialmente	asignados	a	 las	mujeres	y	que,	además,	el	valor	económico	y	social	de	dicha	 labor	sea	
invisibilizado	y	no	remunerado.	
	
Otro	 estereotipo	 consiste	 en	 suponer	 que	 las	mujeres	 son	 “naturalmente”	más	 comprensivas,	 compasivas	 y	
pacientes,	y,	en	consecuencia,	dar	por	hecho	que	son	ellas	quienes	deben	hacerse	cargo	de	las	personas	adultas	
mayores	o	de	aquellas	que	requieren	una	atención	especíUica	como	las	personas	enfermas	o	 las	personas	con	
discapacidad.	
	
En	 cambio,	 a	 los	 hombres/varones	 se	 les	 da	 la	 función	 de	 ser	 proveedores;	 es	 decir,	 su	 papel	 –según	 las	
asignaciones	de	género-	consiste	en	hacerse	cargo	de	la	manutención	total	de	las	y	los	hijos,	excluyéndoseles,	en	
algunos	casos,	de	la	posibilidad	de	ejercer	otro	tipo	de	actividad	de	cuidado.	
	











	
	



La	 naturalización	 y	 aceptación	 de	 los	 estereotipos	 a	 los	 que	 deben	 adecuarse	 hombres	 y	mujeres	 legitiman,	
perpetúan	 e	 invisibilizan	 tratos	 diferenciados	 ilegítimos.	 La	 discriminación	 por	 estereotipos	 genera	
consecuencias	en	el	 reconocimiento	de	 la	dignidad	de	 las	personas	y/o	en	 la	distribución	 justa	de	 los	bienes	
públicos.	
	
Estas	concepciones	resultan	problemáticas	en	el	ámbito	público	y	privado	de	las	personas	cuando	obstruyen	su	
plena	 realización,	 encasillan	 el	 proyecto	 de	 vida	 y	 general	 que	 el	 cuestionamiento	 o	 trasgresión	 de	 aquellas	
características,	 actitudes	 y	 roles	 que	 se	 atribuyen	 al	 ser	 humano	 por	 su	 sexo,	 sea	 motivo	 de	 exclusión	 y	
marginación	en	distintos	ámbitos	–	familiar,	laboral,	social	y	jurídico.	
	
Cuando	las	 leyes,	políticas	y	decisiones	 judiciales	que	–muchas	veces	 incluso,	buscando	ser	neutrales-	avalan,	
reproducen,	 consolidan	 y	 perpetúan	 estereotipos,	 generan	 discriminación	 y	 violentan	 el	 mandato	
constitucional	y	convencional	de	actuar	conforme	a	la	igualdad.	
	
Por	 ello,	 quienes	 imparten	 justicia	 deben	 ser	 capaces	 de	 detectarlos	 para	 decidir	 si	 subyacen	 a	 un	 trato	
diferenciado	y,	por	tanto	le	imprime	a	dicho	trato	la	característica	de	no	objetivo.	El	quehacer	jurisdiccional	no	
podrá	combatir	estos	estereotipos	si	no	cuenta	con	las	herramientas	necesarias	para	reconocerlos.		
	
Perspectiva	de	género18	
El	punto	de	partida	para	comprender	lo	que	propone	la	perspectiva	de	género	es	distinguir	entre	los	conceptos	
de	sexo	y	género.	
El	 sexo	 es	 lo	 biológicamente	 dado.	 	 Designa	 características	 biológicas	 de	 los	 cuerpos.	 El	 género	 es	 lo	
culturalmente	 construido,	 conjunto	 de	 características,	 actitudes	 y	 roles	 social,	 cultural	 e	 históricamente	
asignados	a	las	personas	en	virtud	de	su	sexo.	
	
Esta	 distinción	 ha	 permitido	 revelar	 como	 la	 sociedad	 y	 su	 infraestructira	 jurídica	 atribuye	 consecuencias	 a	
partir	de	los	cuerpos	de	las	personas.	











	
	



La	perspectiva	de	género	deconstruye	la	falsa	dicotomía	basada	en	los	cuerpos	de	las	personas,	así	como	
las	consecuencias	que	se	le	han	atribuido.	Es	una	categoría	de	análisis	que:	
	
• 	 Permite	 visibilizar	 la	 asignación	 social	 diferenciada	 de	 roles	 y	 tareas	 en	 virtud	 del	 sexo,	 género	 o	
preferencia-orientación	sexual;	
• 	Revela	las	diferencias	en	oportunidades	y	derechos	que	siguen	a	esta	asignación.	
• 	Evidencia	las	relaciones	de	poder	originadas	en	estas	diferencias;	
• 	Se	hace	cargo	de	la	vinculación	que	existe	entre	las	cuestiones	de	género,	raza,	religión,	edad,	creencias	
políticas,	etc.;	
• 	Pregunta	por	los	impactos	diferenciados	de	las	leyes	y	políticas	públicas	basadas	en	estas	asignaciones,	
diferencias	y	relaciones	de	poder;	y	
• 	Determina	en	qué	casos	un	trato	diferenciado	es	arbitrario	y	en	qué	casos	en	necesario.	



La	perspectiva	de	género	cuestiona	el	paradigma	del	único	“ser	humano	neutral	y	universal“,	basado	en	
el	hombre/varón	blanco,	heterosexual,	adulto	sin	discapacidad,	no	indígena,	y	en	los	roles	que	se	
le	 atribuyen	 a	 ese	 paradigma.	 Por	 eso	 es	 que	 no	 se	 trata	 de	 un	 método	 enfocado	 únicamente	 a	 las	
mujeres,	 sino	 de	 una	 estrategia	 que	 permite	 ver	 a	 las	 personas	 en	 su	 diversidad	 de	 contextos,	
necesidades	y	autonomía.	
	
	
	
	
	











RAZONES	PARA	INCORPORAR	
LA	PERSPECTIVA	DE	GÉNERO	



EN	UNA	SENTENCIA19	











Incorporar	 la	 perspectiva	 de	 género	 en	 la	 función	 judicial	 implica	 hacer	 realidad	 el	 derecho	 a	 la	
igualdad.	Responde	a	una	obligación	constitucional	y	convencional	de	erradicar	la	discriminación	por	
medio	 del	 quehacer	 jurisdiccional	 para	 garantizar	 el	 acceso	 a	 la	 justicia	 y	 remediar,	 en	 un	 caso	
concreto,	situaciones	asimétricas	de	poder.		
	
El	Sistema	de	Administración	de	Justicia	se	constituye	entonces	en	una	herramienta		emancipadora	que	
hace	 posible	 que	 las	 personas	 diseñen	 y	 ejecuten	 un	 proyecto	 de	 vida	 digna	 en	 condiciones	 de	
autonomía	e	igualdad.	
	
Una	 sociedad	 democrática	 demanda	 impartidores	 e	 impartidoras	 de	 justicia	 comprometidas	 con	 el	
derecho	 a	 la	 igualdad	 y,	 por	 tanto,	 investigaciones,	 acusaciones,	 defensas	 y	 sentencias	 apegadas	 a	 la	
constitución,	a	 los	derechos	humanos	y	a	 los	tratados	internacionales	que	los	consagran.	Al	aplicar	 la	
perspectiva	 de	 género	 quienes	 juzgan	 generan	 precedentes	 que	 coadyuvan	 a	 la	 construcción	 de	 un	
Estado	respetuoso	de	los	derechos	humanos.	
	
En	este	apartado	se	podrá	revisar:	
	



A.	¿Porqué	incorporar	la	perspectiva	de	género	en	el	Sistema	de	Administración	de	Justicia?	



B.	¿Cuándo	y	quiénes	deben	incorporarla?	



C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



D.	¿Para	qué	incorporarla?	











§  Porque	 el	 logro	 efectivo	 de	 la	 igualdad	 es	 un	 mandato	 constitucional	 y	 convencional	 dirigido	 a	
quienes	imparten	justicia.	



	



	
§  Por	 lo	 establecido	 en	 resoluciones	 de	 las	 Cortes	 Internacionales,	 cumpliendo	 con	 el	 control	 de	



convencionalidad.	



	
§  Para	 que,	 quienes	 realizan	 la	 labor	 de	 impartir	 justicia,	 traduzcan	 la	 normativa	 internacional	 en	



realidades	para	 las	personas	(no	quedarnos	en	el	mero	 formalismo),	 lo	que	permitirá	evidenciar	el	
compromiso	del	Estado	con	la	Justicia.	



§  Porque	se	evita	la	revictimización.	
§  Porque	se	evita	que	los	conUlictos	lleguen	a	instancias	internacionales.	



La	CEDAW	establece	el	deber	de	eliminar	la	diferencias	
arbitrarias,	 injustas	o	desproporcionadas	entre	mujeres	
y	 hombres	 en	 razón	 de	 su	 sexo	 o	 género,	 tanto	 en	 el	
acceso	a	la	justicia	como	en	los	procesos	y	resoluciones	
judiciales.	



La	Convención	Belem	do	Pará	obliga	a	las	autoridades	
judiciales	a	establecer	procedimientos	legales	justos	y	
eUicaces	en	 los	casos	de	violencia	contra	 las	mujeres,	
entre	 los	 cuales,	 según	 su	artículo	6,	 se	 encuentra	 la	
discriminación.	



En	la	sentencia	de	“Campo	Algodonero“	la	Corte	IDH	considera	que	en	los	
casos	de	violencia	contra	las	mujeres,	el	art.	7.b.	de	Belem	do	Pará	impone	
“obligaciones	 reforzadas“	 en	 cuanto	 al	 deber	 de	 debida	 diligencia	 para	
prevenir,	investigar	y	sancionar	la	violencia	contra	las	mujeres.	



A.	¿Por	qué	incorporar	la	perspectiva	de	género	en	la	Administración	de	Justicia?	











§  Todas	las	personas	integrantes	de	los	Poderes	Judiciales	deben	aplicar	la	perspectiva	de	género	en	el	
cumplimiento	de	sus	funciones	y	en	las	relaciones	interpersonales.	



§  	Debe	ser	aplicado	aún	cuando	las	partes	involucradas	en	el	caso	no	lo	contemplen	en	sus	alegaciones.	



§  La	perspectiva	de	género	se	debe	aplicar	siempre,	precisamente	para	reconocer	las	situaciones	
descritas.	



§  La	 materia	 del	 asunto	 e	 instancia	 en	 la	 que	 se	 resuelve	 no	 determina	 si	 se	 aplica	 o	 no	 la	
perspectiva	 de	 género.	 Desigualdades,	 asimetrías	 de	 poder,	 violencia	 y	 discriminación	 se	
pueden	encontrar	 en	 casos	que	 se	 estudian	 en	 cualquier	 etapa	del	 proceso,	 ya	 sea	 este	 civil,	
penal,	administrativo,	constitucional,	 laboral,	agrario	o	mercantil.	Se	debe	realizar	un	análisis	
orientado	 a	 detectar	 estas	 situaciones,	 y	 si	 los	 resultados	 perUilan	 ese	 tipo	 de	 relaciones,	 la	
perspectiva	de	género	ofrece	un	método	para	encontrar	la	solución	apegada	al	derecho.	



	
§  Por	ello,	en	cada	caso	se	debe	hacer	una	análisis	que	permita	detectar	relaciones	asimétricas	de	poder	



y	situaciones	estructurales	de	desigualdad.	
	



B.	¿Cuándo	y	quienes	deben	incorporar	la	perspectiva	de	género	en	la	
Administración	de	Justicia?	











1. Uno	 de	 los	 Uines	 del	 Derecho	 es	 erradicar	 las	 relaciones	 asimétricas	 de	 poder	 y	 los	
esquemas	de	desigualdad	que	determinan	el	diseño	y	ejecución	del	proyecto	de	vida	de	las	
personas.	



2. El	 quehacer	 jurisdiccional	 tiene	 un	 invaluable	 potencial	 para	 la	 transformación	 de	 la	
desigualdad	 formal,	material	 y	 estructural.	 Quienes	 juzgan	 son	 agentes	 de	 cambio	 en	 el	
diseño	y	ejecución	del	proyecto	de	vida	de	las	personas.	



3. El	mandato	de	igualdad	requiere	eventualmente	de	quienes	imparten	justicia	un	ejercicio	
de	deconstrucción	de	la	forma	en	que	se	ha	interpretado	y	aplicado	el	Derecho.	



C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



Debe	tenerse	en	cuenta:	



Método	resumido	para	incorporar	y	facilitar	la	aplicación	de	la	perspectiva	de	género	
en	el	juzgar	



Cuestiones	
previas	al	
proceso	



Determinación	
de	los	hechos	e	
interpretación	
de	la	prueba	



Determinación	
del	derecho	
aplicable	



Argumentación	 Reparación	del	
daño	











C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



Cuestiones	previas	al	proceso	
• ¿El	caso	requiere	que	se	dicten	órdenes	de	protección?	



Determinación	de	los	hechos	e	interpretación	de	la	prueba	
• ¿Cuál	es	el	contexto	en	que	se	desarrollan	los	hechos?	
• ¿Alguna	 de	 las	 personas	 involucradas	 se	 encuentra	 en	 situación	 de	 pobreza,	 marginación,	
vulnerabilidad	o	discriminación	basada	en	el	sexo,	género	o	preferencia/orientación	sexual?	
• ¿Entre	 las	personas	vinculadas	al	caso	subyace	una	relación	asimétrica	de	poder?	¿Cómo	inUluye	
esto	en	la	solicitud	y	valoración	de	las	pruebas?	
• ¿Están	 involucradas	 personas	 que	 han	 sido	 tradicionalmente	 discriminadas	 en	 virtud	 de	 las	
llamadas	“categorías	sospechosas”?	
• ¿La	persona	pertenece	a	un	grupo	históricamente	desventajado?	
• ¿La	persona	presenta	características	que	la	exponen	a	una	doble	discriminación	por	tratarse	de	un	
caso	 de	 interseccionalidad?	 Por	 ejemplo,	 en	 un	 proceso	 de	 divorcio,	 ser	 una	mujer	 indígena,	 o	
solicitar	empleo	siendo	lesbiana	y	estando	embarazada.	
• ¿El	 comportamiento	 que	 se	 espera	 de	 las	 personas	 involucradas	 o	 de	 las	 víctimas	 de	 el	 caso	
obedece	a	estereotipos	o	a	una	de	las	manifestaciones	del	sexismo?	
• ¿La	reacción	esperada	de	 la	víctima	cambiaría	si	se	suplantara,	por	ejemplo,	por	un	varón	o	una	
persona	heterosexual?	 ¿Qué	 cambiaría	 en	 la	 expectativa	de	 comportamiento	de	 la	persona	 si	 se	
asignara	 un	 rol	 estereotípicamente	 considerado	 como	 femenino?	 Por	 ejemplo,	 si	 fuera	 hombre	
quien	solicita	permisos	laborales	para	ejercer	su	paternidad.	











C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



Determinación	del	derecho	aplicable	
• ¿Cuál	es	el	marco	jurídico	de	origen	interno	e	internacional	aplicable	al	caso?	
• ¿Existen	resoluciones	o	sentencias	de	organismos	internacionales	que	brinden	argumentos	para	resolver	
el	asunto	en	cuestión?	
• ¿Existen	 sentencias	 internacionales	que	hayan	 condenado	al	 país	 en	 el	 que	usted	desempeña	 su	 cargo,	
que	deban	ser	atendidas	en	la	solución	del	caso?	
• ¿Las	 observaciones	 generales	 de	 los	 Comités	 de	 Naciones	 Unidas	 y	 los	 criterios	 de	 la	 Comisión	
Interamericana	de	Derechos	Humanos,	aportan	elementos	valiosos	para	la	resolución	del	caso?	
• ¿Cuál	es	el	concepto	de	sujeto	que	subyace	al	marco	normativo	aplicable?	
• ¿La	norma	responde	a	una	visión	estereotípica	o	sexista	del	sujeto?	
• ¿La	 aplicación	 de	 la	 norma	 genera	 un	 impacto	 diferenciado	 para	 la	 persona	 y	 el	 contexto	 en	 que	 se	
encuentra?	
• ¿Cuál	es	la	norma	que	garantiza	mejor	el	derecho	a	la	igualdad	de	las	víctimas	o	personas	involucradas	en	
el	caso?	
• ¿Se	encontraban	las	víctimas	en	una	situación	de	riesgo	de	violación	de	sus	derechos	convencionales	en	
virtud	de	estereotipos	culturales	sostenidos	en	la	comunidad	respectiva?	
• ¿Cuáles	son	las	estrategias	jurídicas	con	las	que	se	cuenta	para	contrarrestar	la	norma	discriminatoria	por	
objeto	o	por	resultado?	
• ¿El	caso	demanda	la	deconstrucción	de	un	paradigma,	concepto	o	institución	jurídica?	¿En	que	medida	la	
sentencia	puede	hacerse	cargo	de	ello?	
• ¿Cuáles	 son	 las	 herramientas	 que	 el	marco	 normativo	 aplicable	 brinda	 para	 resolver	 las	 asimetrías	 en	
relación	 así	 como	 la	 desigualdad	 estructural	 de	 la	 que	 derivó	 el	 caso?	 ¿El	 caso	 amerita	 un	 trato	
diferenciado?	











C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



Argumentación		
• Aplicar	 los	 principios	 constitucionales	 de	 igualdad,	 universalidad,	 interdependencia,	 indivisibilidad	 y	
progresividad.	
•  	JustiUicar	el	uso	de	la	normativa	que	sea	más	favorable	a	la	personas	que	se	encuentra	en	una	situación	
asimétrica	de	poder	o	de	desigualdad	estructural.	Esto	 implica	no	solo	 la	cita	de,	por	ejemplo,	 tratados	
internacionales,	sino	la	expresión	de	las	razones	por	las	cuales	hay	que	referenciarlos	a	cuenta	al	caso	en	
concreto	y	la	resolución	del	caso	con	base	en	ellos.	
• Interpretar	 de	 acuerdo	 a	 los	 nuevos	 paradigmas	 constitucionales	 que	 dejan	 en	 desuso	 los	 criterios	
hermenéuticos	como	la	literalidad,	jerarquía	y	especialidad.	
• Detectar	lo	problemático	que	puede	resultar	la	aplicación	de	criterios	integradores	del	derecho	como	la	
analogía,	cuando	se	toma	en	cuenta	la	igualdad	formal,	material	y	estructural.	
• Acudir	a	los	análisis	de	género	contenidos	en	sentencias	de	otros	países.	
• Esgrimir	 las	 razones	 por	 las	 que	 la	 aplicación	 de	 la	 norma	 al	 caso	 en	 cuestión	 deviene	 en	 un	 impacto	
diferenciado	o	discriminador.	
• Evidenciar	 los	estereotipos	y	sexismos	detectados	en	los	hechos,	en	la	valoración	de	las	pruebas,	en	los	
alegatos	y	pretensiones	de	las	partes.	
• Exponer	 las	 razones	 por	 las	 cuales	 en	 el	 caso	 subyace	 una	 relación	 desequilibrada	 de	 poder	 y/o	 un	
contexto	de	desigualdad	estructural.	
• Determinar	la	estrategia	jurídica	adecuada	para	aminorar	el	impacto	de	la	desigualdad	estructural	en	el	
caso	especíUico.	
• Reconocer	y	evidenciar	en	la	resolución	de	la	sentencia	 los	sesgos	de	género	encontrados	a	 lo	 largo	del	
proceso.	
• Eliminar	 la	 posibilidad	 de	 revictimizar	 y	 estereotipar	 a	 la	 víctima	 a	 través	 de	 los	 argumentos	 o	 la	
resolución	de	la	sentencia. 











C.	¿Cómo	juzgar	con	perspectiva	de	género?	



Reparación	del	daño	
•  ¿El	 daño	 causado	 genera	 un	 impacto	 diferenciado	 a	 partir	 del	 sexo,	 género,	
preferencia	u	orientación	sexual	de	la	persona	involucrada?	



•  ¿Qué	tipo	de	medidas	de	reparación	se	hacen	cargo	de	este	impacto	diferenciado?	
•  Si	 fueron	 detectadas	 relaciones	 asimétricas	 de	 poder	 y	 condiciones	 de	 desigualdad	
estructural	 ¿cuáles	 son	 las	 medidas	 que	 las	 sentencia	 puede	 adoptar	 para	 revertir	
dichas	asimetrías	y	desigualdades?	



•  ¿La	medida	 de	 reparación	 se	 basa	 en	 una	 concepción	 estereotipada	 o	 sexista	 de	 la	
persona	en	cuestión?	



•  A	partir	del	daño	causado,	el	sexo,	el	género	y	las	preferencias/orientación	sexual	de	
la	víctima	¿Cuáles	son	las	medidas	más	adecuadas	para	reparar	el	daño?	



•  En	 la	deUinición	de	 las	medidas	de	 reparación	 ¿Se	 tomó	en	 cuenta	 la	 voluntad	de	 la	
víctima?	



•  ¿Cuál	fue	el	impacto	del	daño	en	los	roles	y	responsabilidades	familiares,	laborales	y	
comunitarios	de	 la	víctima?	En	caso	de	que	 fuese	negativo,	 ¿Cómo	puede	corregirse	
ese	impacto?	



•  ¿Existió	un	“daño	colectivo”?	¿Es	posible	repararlo?	
•  ¿Se	 trata	de	un	caso	en	donde	el	daño	se	produjo	por	pertenecer	a	un	determinado	
grupo?	



•  ¿La	reparación	abarca	todos	los	daños	detectados?	











Para	 garantizar	 el	 acceso	 a	 la	 justicia	 aquienes,	 por	 sus	 condiciones	 biológicas,	
Uísicas,	 sexuales,	 de	 género	o	de	 contexto	 ven	 en	peligro	 el	 reconocimiento	de	 sus	
derechos.	 Así,	 se	 reivindican	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 y	 se	 evita	 la	
revictimización.	
	
Estas	sentencias	sentarán	el	precedente	de	que	las	violaciones	de	derechos	humanos	
se	previenen,	reconocen	y	reparan.	
	
De	esta	manera	el	quehacer	judicial	asume	un	papel	activo	en	las	transformaciones	
necesarias	para	 la	consecución	de	una	sociedad	en	donde	todas	 las	personas	estén	
en	condiciones	de	diseñar	y	ejecutar	un	proyecto	de	vida	digna.	
	



D.	¿Para	qué	juzgar	con	perspectiva	de	género?	











Transversalizamos	la	perspectiva	de	género	en	las	sentencias	cuando:	
	
1.  Utilizamos	un	lenguaje	no	sexista.	
2.  Incorporamos	 Convenciones	 Internacionales	 sobre	 Derechos	 Humanos	 de	 las	



Mujeres	ratiUicadas	por	los	Estados	(CEDAW,	Belem	do	Pará).	
3.  Utilizamos	doctrina	que	incorpore	los	derechos	humanos	de	las	mujeres.	
4.  Evitamos	el	sexismo	en	todas	sus	formas.	
5.  Tomamos	 en	 cuenta	 el	 principio	 de	 igualdad,	 no	 discriminación,	 equidad	 y	



valoración	de	las	diferencias.	
6.  Cuando	el	objeto	del	proceso,	que	son	los	hechos,	tienen	una	dimensión	subjetiva	



que	debe	estar	exenta,	en	lo	posible,	de	patrones	y	roles	sexistas	en	el	proceso	de	
su	admisión,	recepción,	elaboración	de	la	actividad	probatoria.	



7.  Garantizamos	 la	 tutela	 de	 los	 derechos	 de	 las	 mujeres,	 especialmente	 cuando	
hablamos	de	violencia	intrafamiliar.	No	puede	obviarse	aspectos	como	el	ciclo	de	
la	violencia,	 las	relaciones	de	desigualdad	de	poder,	 la	reincidencia	del	agresor,	
etc.	



8.  Aplicamos	 el	 principio	 de	 inmediatez	 para	 asuntos	 relativos	 a	 violencia	 de	
género	e	intrafamiliar.	



9.  Que	 la	 sentencia	 sea	 un	 documento	 comprensible,	 por	 quienes	 no	 sean	
profesionales	del	derecho.	



	



En	síntesis…	











Notas	
	
1.	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género.	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación,	México,	2013.	
2.	Dulitzky,	A.	(2004).	Alcance	de	las	obligaciones	internacionales	de	los	derechos	humanos.	En	C.	Martin,	D.	Ordríguez-Pinzón,	J.A.	
Guevara,		Derecho	Internacional	de	los	Derechos	Humanos	(pp.79-117).	México:	Doctrina	Jurídica	Contemporánea.	
3.	Artículo	106	de	la	Carta	de	la	Organización	de	los	Estados	Americanos.	1985.		
4.	Artículo	1.	
A	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 Convención,	 la	 expresión	 "discriminación	 contra	 la	 mujer"	 denotará	 toda	 distinción,	 exclusión	 a	
restricción	basada	en	el	sexo	que	tenga	por	objeto	o	por	resultado	menoscabar	o	anular	el	reconocimiento,	goce	o	ejercicio	por	la	
mujer,	 independientemente	de	su	estado	civil,	sobre	la	base	de	la	 igualdad	del	hombre	y	la	mujer,	de	los	derechos	humanos	y	las	
libertades	fundamentales	en	las	esferas	política,	económica,	social,	cultural	y	civil	o	en	cualquier	otra	esfera.	
5.	Recomendación	General	25.	Comité	para	 la	Eliminación	de	 la	Discriminación	contra	 la	mujer,	párr.	8.	Esta	Recomendación	 fue	
citada	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	México	2013.	p.	35.	
6.	Artículo	4.	
1.	La	adopción	por	los	Estados	Partes	de	medidas	especiales	de	carácter	temporal	encaminadas	a	acelerar	la	igualdad	de	facto	entre	
el	 hombre	 y	 la	 mujer	 no	 se	 considerará	 discriminación	 en	 la	 forma	 deUinida	 en	 la	 presente	 Convención,	 pero	 de	 ningún	modo	
entrañará,	 como	 consecuencia,	 el	 mantenimiento	 de	 normas	 desiguales	 o	 separadas;	 estas	 medidas	 cesarán	 cuando	 se	 hayan	
alcanzado	los	objetivos	de	igualdad	de	oportunidad	y	trato.	
2.	 La	 adopción	 por	 los	 Estados	 Partes	 de	medidas	 especiales,	 incluso	 las	 contenidas	 en	 la	 presente	 Convención,	 encaminadas	 a	
proteger	la	maternidad	no	se	considerará	discriminatoria.	
7.	Preámbulo	Convención	Belem	do	Pará.	
8.	 Suprema	 Corte	 de	 Justicia	 de	 la	 Nación.	 Protocolo	 para	 Juzgar	 con	 Perspectiva	 de	 Género,	 Haciendo	 realidad	 el	 derecho	 a	 la	
igualdad.	2013.	P.	25.	
9.	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género.	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación,	México,	2013.	p.23.	
10.	Corte	 IDH.	Caso	 	Baldeón	García	Vs.	Perú.	Fondo,	Reparaciones	y	Costas.	 	Sentencia	de	6	de	abril	de	2006.	Párrs.	80	y	81.	Esta	
sentencia	fue	citada	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	México	2013.	p.	23.	
11.	 Voto	 concurrente	 razonado	 del	 juez	 Sergio	 Garcia	 Ramirez	 a	 la	 sentencia	 del	 caso	 Mack	 Chang	 vs.	 Guatemala,	 del	 25	 de	
noviembre	de	2003.	Párr.	27.	
12.	 Corte	 IDH.	Caso	 	 Baldeón	 García	 Vs.	 Perú.	 Excepciones	 Preliminares,	 Fondo,	 Reparaciones	 y	 Costas.	 	 Sentencia	 de	 6	 de	 24	 de	
noviembre	de	2006	.	Párr.	128.		Los	pies	de	página	del	original	fueron	omitidos.	
	
	
	
	
	
	
	
	
	











13.	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género.	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación,	México,	2013.	
14.	 Corte	 IDH.	 Propuesta	 de	 modiUicación	 a	 la	 Constitución	 Política	 de	 Costa	 Rica	 relacionada	 con	 la	 Naturalización.	 Opinión	
Consultiva	OC-4/84	del	19	de	enero	de	1984.	Serie	A.	Párr.	55.	Esta	OC	fue	citada	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	
Género,	México	2013.	p.	29.	
13.	Corte	IDH.	Condición	Jurídica	y	Derechos	de	los	Migrantes	Indocumentados.	Opinión	Consultiva	OC-18/03	del	17	de	septiembre	
de	2003.	Serie	A.	No.	18.	Esta	OC	fue	citada	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	México	2013.	p.	30.	
14.	Recomendación	General	25.	Comité	para	 la	Eliminación	de	 la	Discriminación	contra	 la	Mujer.	Párrafo	8.	Esta	Recomendación	
General	fue	citada	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	México	2013.	p.	35.	
15.	Basada en las definiciones de discriminación de varias Convenciones de Naciones Unidas.	
16.		Corte	IDH.	Caso	Artavia	Murillo	y	Otros	(“fecundación	in	vitro”)	vs.	Costa	Rica.	Sentencia	de	28	de	noviembre		de	2012.	párr.	285.!
17.	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	México	2013.	p.	49.	
18.	Idem.Pág.	62.	
19.	 	Desarrollado	por	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación	de	México	en	el	Protocolo	para	Juzgar	con	Perspectiva	de	Género,	
México	2013.	p.	71.	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	










_1566392521.doc

De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Randall Orozco Salazar, Téc. Aux. Aut. 
Enviado el: viernes, 07 de agosto de 2015 02:20 p.m.
Para: Dirección de Planificación
CC: Auditoria Judicial
Asunto: OFICIO N. 8313-15
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3. Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora


Licda. Nacira Valverde Bermúdez



Directora interina de Planificación 



S.         D. 



Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo los acuerdos tomados por la Corte Plena, en las sesiones N° 26 y 28-15 celebradas el 6 y 20 de julio del año en curso, respectivamente,  que en lo que interesa dice:


“ARTÍCULO XIV



Documento 4741-2015



El Magistrado Solís y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en oficio N° Of-167-CNMAJ-15 de 23 de abril del año en curso, manifestaron:



“Con satisfacción presentamos y ponemos a consideración ante esta Corte la propuesta de “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, la cual constituye el resultado de un proceso laborioso, complejo y participativo al cual nos hemos avocado en el Programa de Participación Ciudadana de Conamaj durante los últimos años.



La experiencia de los proyectos piloto realizados en los Circuitos Judiciales II de Alajuela y II de la Región Atlántica, así como las múltiples acciones e investigaciones realizadas en otras partes del país, constituyeron los insumos principales para esta propuesta, la cual también se ha nutrido de las experiencias nacionales e internacionales en la materia y la visión y aportes de amplios sectores de la población judicial, la ciudadanía y la institucionalidad pública, quines fueron consultados el año pasado por un equipo externo experto contratado gracias al auspicio del Proyecto de Gobernabilidad Democrática de la Agencia Española para la Cooperación y el Desarrollo y el Ministerio de Planificación y Política Económica.   



Esta Política tiene un fuerte sustento jurídico en el Derecho Internacional Público y de los Derechos Humanos, la Constitución Política y la legislación costarricense. Además es conteste con todas las políticas y tendencias actuales de modernización, transparencia, acceso a la justicia, acceso a la información, rendición de cuentas y humanización en que ha venido avanzado este Poder de la República. Asimismo cumple esta Política con el Plan Estratégico Judicial 2013-2018, acción estratégica número tres, referida al diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



La Política tiene como Objetivo general:



“Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.” 



Y como Objetivos específicos:



1.            Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica.



2.            Promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



Además del planteamiento del problema que obliga y justifica la adopción de cualquier  política pública, la presente incluye las aspiraciones y los principios orientadores, los objetivos estratégicos, las líneas de acción, los factores para el desarrollo de la política y las condiciones institucionales y sociales para su implementación. El documento también contempla un Plan de Acción cuidadosamente elaborado y que ha tenido en cuenta las posibilidades y recursos de todos los entes y oficinas  involucradas,  quienes fueron consultados y participaron activamente en la construcción del plan, y un sistema de monitoreo y seguimiento con indicadores que permitirá medir los avances en el plazo de ejecución de la Política.



Estimamos que con la aprobación de esta Política, el Poder Judicial Costarricense, además de cumplir con el mandato constitucional del artículo 11 se pone una vez más a la cabeza de los poderes judiciales continentales y refuerza el sistema democrático costarricense. 



Es importante agregar que, aunada a la propuesta de Política, Conamaj ha venido desarrollando y tiene listas las herramientas institucionales necesarias para apoyar y facilitar la implementación de la política en todos los despachos judiciales, así como las estrategias de comunicación y difusión para su promoción institucional y social. 



De esta forma cumplimos con la responsabilidad que se nos dio con la designación hecha por esta Corte Plena en sesión Nº 1-10  del 11 de enero del 2010,  al declarar a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana.”
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La propuesta de la “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, literalmente dice:



“Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial
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I.                    Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública. 



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial. 



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana. 



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



II.                 Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



2.2 Planteamiento del problema de la política 



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:






Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



Dentro de las causas internas prevalece una cultura judicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.[1] 


Además el Poder Judicial está organizado de manera vertical, centralizada y compleja, con insuficientes espacios de participación tanto a nivel territorial como en el ámbito gerencial, así como en los distintos sectores que lo conforman, lo que atenta contra la apertura a la participación ciudadana. Por lo que se torna necesario el establecimiento de espacios formales para que haya participación ciudadana en las instancias superiores del Poder Judicial y el establecimiento de relaciones con las organizaciones civiles y comunitarias y así posibilitar una participación ciudadana efectiva.



Pese al mandato de la Constitución Política en favor de la participación ciudadana, existe un segmento del personal judicial que expresa dudas y temores sobre la apertura institucional a la ciudadanía y al deber de rendir cuentas. También existe una preocupación y un compromiso auténtico por parte de las autoridades judiciales de cambiar la situación descrita.



Es por ello que, ante el reconocimiento de estas limitaciones, se plantea un Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial que incida en los siguientes aspectos: generar condiciones internas y externas para un cambio cultural en la institución hacia prácticas más democráticas, propiciar la transversalización de participación ciudadana en todo el accionar institucional, promover un ambiente abierto, amigable y confiable de las personas operadoras de justicia hacia la ciudadanía usuaria que garantice la atención oportuna de peticiones y demandas ciudadanas. 



2.3 Antecedentes 



Si bien el Poder Judicial se ha caracterizado por tener una imagen positiva ante la ciudadanía y por mantener la legitimidad social, esta percepción desciende en los últimos años debido a dos supuestos afincados en la ciudadanía costarricense: la lentitud del servicio y la complejidad de los trámites de los procesos judiciales. La ciudadanía percibe que los trámites en el Poder Judicial son engorrosos y que esto se convierte en “barreras de acceso al sistema y que los procesos judiciales son tan complicados que “no vale la pena meterse en ellos”[2].



La ciudadanía ha tocado las puertas del Poder Judicial exigiendo calidad del servicio, como demuestra la mayoría de gestiones presentadas por las personas usuarias ante la Contraloría de Servicios (2002-2012): retardo judicial, retardo administrativo y trato inadecuado a la persona usuaria[3]; además, el índice de confianza en el Poder Judicial, elaborado en el año 2000 expone que “cinco de cada 10 personas consultadas creen que el Poder Judicial funciona regular, mal o muy mal”[4].



La institución ha implementando acciones que procuran dar respuesta a esas solicitudes ciudadanas expresas, de manera que se puedan solventar las limitaciones planteadas y tener a la ciudadanía como plano principal del servicio:



              Definición de políticas orientadas a sectores en condición de vulnerabilidad: víctimas de violencia doméstica; personas con discapacidad; personas adultas mayores; personas migrantes y refugiadas; personas indígenas; personas afrodescendientes; niñas, niños y adolescentes; personas con capacidades diferentes; personas diversas sexualmente; personas privadas de libertad y  personas menores de edad en conflicto con la ley penal.



              La transparencia en la información electrónica (sitio web) del quehacer del sistema de justicia permitió al Poder Judicial la obtención del primer lugar de un premio internacional de transparencia, 2013.[5]


              El desarrollo del Programa de Participación Ciudadana de la Conamaj desde el año 2008.



              La declaración por parte de la Corte Plena del tema de participación ciudadana de interés institucional y la incorporación de la participación ciudadana como eje transversal en el Plan Estratégico del Poder Judicial (2013-2017).



              La creciente voluntad política mostrada por las autoridades superiores del Poder Judicial (Corte Plena y Consejo Superior) de aprobar acuerdos tendientes a darle un carácter estratégico al tema de participación ciudadana dentro del quehacer en todo el sistema.[6] 



              La creación de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito del Ministerio Público.



              La tendencia mundial de los poderes judiciales a reestructurar su organización considerando los ejes de la Iniciativa de  Gobierno Abierto y por ende del Poder Judicial de Costa Rica de incursionar en este modelo para lograr mayor credibilidad y legitimidad en la sociedad costarricense, mediante la transparencia, la colaboración y la participación.



2.4 Aspiraciones de la Política



La Política de Participación Ciudadana aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de condiciones necesarias para que la sociedad costarricense devenga en ciudadanía activa. Estas aspiraciones son:



              La participación ciudadana como un proceso de construcción social permanente.



              La participación ciudadana ejercida como derecho constitucional y deber cívico a la vez, que se ejerce de forma voluntaria y autónoma. Esto conlleva una corresponsabilidad entre partes y aspira a la vigencia y ampliación de los derechos de la ciudadanía, en cumplimiento del principio de justicia pronta y cumplida[7] y la calidad de la prestación pública.



              La participación ciudadana como contrapeso social al poder delegado a las autoridades del Poder Judicial, lo que conlleva el posicionamiento del control ciudadano como medida eficaz para elevar eficacia y eficiencia en la gestión pública del Poder Judicial[8].



              La Participación Ciudadana como un “valor público”[9], entendido como beneficio o valor agregado que se obtiene al aprovechar la interacción, el diálogo y las sinergias con la ciudadanía para obtener un efectivo control social ciudadano del uso de los recursos públicos, la calidad de la gestión de los servicios, las políticas y el gobierno.



              La disposición de parte de autoridades del Poder Judicial a la promoción, apoyo y funcionamiento institucional de instancias, comisiones, programas, mecanismos y normativas que flexibilicen la formalidad y rigidez de la institucionalidad burocrática y hagan posible el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión del Poder Judicial, respetando y fortaleciendo además espacios y mecanismos de participación informal y espontánea[10].



              Emprender la gobernanza como eje estratégico, lo que requiere la incorporación de socios estratégicos[11] por medio de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza del Poder Judicial y que conlleva el reconocimiento de la interlocución con el Pueblo Soberano, en su sentido constitucional, proponiendo una interacción que respete la diversidad, especificidad y pluralidad. 



              Favorecer el acceso a la justicia de la ciudadanía, la cual se expresa en una amplia gama de actores y actoras comunitarios, grupos o personas en condición de vulnerabilidad, organismos sin fines de lucro, gremios, la academia y organizaciones civiles informales, sin restricción de clase social, género, nivel educativo, opción sexual, credo religioso, edad o ideología política, país de origen, en consonancia con las políticas aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, todas de aplicación general y obligatoria en el Poder Judicial.



2.5 Fundamentación jurídica



La Constitución Política y algunas leyes nacionales ofrecen amparo jurídico al derecho a la participación ciudadana, estableciendo disposiciones jurídicas orientadas a su fomento:



              La reforma del artículo 9 de la Constitución Política señala que: “El gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres poderes distintos e independientes entre sí: El Legislativo, Ejecutivo y Judicial” (énfasis no es del texto original). Así la Constitución Política de la República sienta las bases de la soberanía popular y del carácter participativo[12] del Estado.



              Que la Sala Constitucional ha reafirmado al Pueblo como El soberano y del cual emanan los otros poderes del Estado al decir: “...los principios y valores democráticos correctamente entendidos, (...) implican el ejercicio permanente del poder por el pueblo o, dicho de otra manera, su permanente participación en la toma de las decisiones que les atañen...”[13].



              La Sala Constitucional ha considerado que la reforma del artículo 9 otorga el carácter participativo del gobierno costarricense y eleva el principio participativo a rango constitucional, puesto que “la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones públicas prevista en la Constitución y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable[14].



              Los derechos a la asociación y el derecho a la comunicación de intereses tienen respaldo constitucional (artículos 27, 29) en especial el derecho de petición: "se garantiza la libertad de petición -en forma individual o colectiva- ante cualquier funcionario público o entidad oficial y el derecho a obtener pronta resolución" (art.26).



              El país ha aprobado múltiples convenios internacionales y declaraciones universales,[15] que afirman los derechos fundamentales de la persona humana, los cuales también están consagrados en la Carta Magna (art. 41).



              La Constitución Política otorga como función principal del Sistema de Justicia, la atención del conflicto entre partes y la aplicación de las leyes (art. 153) y simultáneamente demarca la calidad del servicio público del Poder Judicial al decir que a todos los(as) ciudadanos(as): “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art. 41).



              Las personas operadoras de justicia tienen una autoridad delegada y están obligadas a la rendición de cuentas y la transparencia de su gestión ante la ciudadanía, es decir, “... Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone (...) y la acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. (Y) la administración pública… estará sometida a una evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes” (art. 11).


              La Ley General de Control Interno, constituye un instrumento que coadyuva a la transparencia y rendición de cuentas, al establecer sistemas de control interno para la mejora del servicio y al considerar la necesaria consulta a la persona usuaria para la calidad del servicio público.


              La Ley de Contralorías de Servicios[16], compromete a estas instancias en la promoción de políticas de calidad en la prestación de los servicios que brindan organizaciones públicas (art. 3), a generar una cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de servicios y a la formación de una cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación, mejoramiento continuo e innovación de los servicios (art. 7).


              La legislación costarricense vigente[17] ofrece vías de participación ciudadana que pueden ser incorporadas en las acciones de esta política, tales como la consulta ciudadana en el referéndum o plebiscito, la participación en audiencias públicas o comunitarias en la decisión de prestación de servicio, el dictamen técnico en algunas instituciones, la representación civil en órganos directivos de instituciones públicas y la denuncia (presencial, electrónica, telefónica, etc.) ante los órganos de control de instituciones públicas, concretamente, en el Poder Judicial (Inspección Judicial y Contraloría de Servicios).


              El Poder Judicial estableció en los últimos años un conjunto de políticas que fundamentan el principio de acceso a la justicia basadas en las Reglas de Brasilia[18] que ofrecen principios, medidas y acciones orientadas a garantizar los derechos de sectores más vulnerables de la sociedad.


              Las autoridades del Poder Judicial han establecido una serie de disposiciones que favorecen la participación ciudadana tales como: la aprobación en el Consejo Superior del Estatuto de la Justicia y de los derechos de las personas usuarias (2010), que obliga al Poder Judicial a crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de personas funcionarias en particular[19]. Existen disposiciones administrativas de Corte Plena y Consejo Superior que dan viabilidad política y favorecen el fomento de la participación ciudadana en el Poder Judicial, como la declaración del tema de participación ciudadana como de interés institucional, la incorporación del tema de la participación ciudadana como eje importante de la planificación estratégica y más tarde en los planes operativos,[20] la validación de una propuesta de modelo de participación ciudadana,[21] la voluntad de crear una política institucional de servicio a la persona usuaria y de crear un equipo interinstitucional que valore los temas de servicio en el Poder Judicial[22] y la aprobación del reglamento de las Comisiones de Personas Usuarias[23].


              Que la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública “XI Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado (Lisboa, Portugal, 25-26 Junio 2009) ratificada por Costa Rica, afirma la participación ciudadana como un derecho y responsabilidad cívica (art.6) “a) Un derecho activo exigible a los poderes públicos, de forma que éstos establezcan y garanticen los cauces para su ejercicio en los procesos de gestión pública, b) Una responsabilidad cívica como miembros de la comunidad en que se integran, bien en forma individual o bien mediante sus organizaciones y movimientos representativos”. Y orienta a que “los poderes públicos fomentarán el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión pública, destinando recursos, así como creando y potenciando las condiciones favorables para el ejercicio efectivo de este derecho, en especial de aquellos sectores en condición de exclusión y vulnerabilidad social”.


III.       Líneas generales de la política



3.1 Principios orientadores



              Igualdad, respeto a los derechos humanos y rechazo a cualquier forma de discriminación.[24]


Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse forma alguna de discriminación (art. 33 Constitución Política) por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política, opción sexual o de cualquier otra índole. 



La dignidad humana debe ser protegida mediante la defensa de los derechos humanos y estos son inalienables y se encuentran consagrados en múltiples instrumentos internacionales ratificados por el país[25]. Reconociendo la existencia de desigualdades sociales, geográficas, étnicas, etarias y de género, todas las personas habitantes del país deben contar con el acceso a la justicia toda vez que esté en peligro la vigencia de sus derechos humanos vitales[26].



En atención a los lineamientos institucionales relacionados con las políticas de igualdad de género y acceso a la justicia del Poder Judicial, los principios de la presente política apuntan a la realización de acciones afirmativas para dar respuestas diferenciadas a poblaciones particulares.



              Acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad[27].



El acceso a la justicia es el derecho de las personas usuarias de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales,[28] especialmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos por cuanto “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art.41, Constitución Política).



Las actuaciones de las personas operadoras de justicias deberán orientarse, entre otras, a proporcionar información básica y oportuna sobre derechos, procedimientos y requisitos a todas las personas y con especial atención a las personas con vulnerabilidad, para la garantía del acceso a la justicia.



              Petición y demanda ciudadana[29].



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones representativas, tienen derecho a ejercer libremente la petición de información ante cualquier persona funcionaria pública, así como el derecho de acceso a la información y a una respuesta pronta y oportuna (art. 27 de la Constitución Política). 



              Transparencia y rendición de cuentas. 



Teniendo la persona que ejerce un cargo público un poder de autoridad delegado sujeto al cumplimiento de deberes, deberá contar con la debida responsabilidad personal de sus actos y por tanto, como reza en la Constitución Política (art.11), deberá cumplir con una evaluación de resultados y rendición de cuentas del ejercicio de la gestión del Poder Judicial. Además deberá ser transparente en el cumplimiento de sus deberes y en el uso de los recursos y fondos que el Estado pone a su disposición, evitando actos de corrupción.



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones podrán solicitar procesos de rendición de cuentas a las diversas instancias del Poder Judicial, así como la participación en espacios y actividades que convoquen para este fin.



              Responsabilidad y reconocimiento de deberes de la persona funcionaria como servidora pública.



Se comprende la administración de  justicia como un servicio público y que las personas tienen derecho a que se les brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y especialmente con respeto de quién acude en demanda de ella[30].



Se acuerpa el fomento de los valores compartidos del Poder Judicial[31] como el compromiso, la responsabilidad, la excelencia, la integridad y la honradez en el ejercicio de la función pública de las personas operadoras de justicia.



Se requiere el predominio de una concepción de servicio público por parte de personas operadoras de justicia ante las peticiones y denuncias ciudadanas, la disposición a la transparencia y rendición de cuentas de la gestión del servicio de justicia, la sensibilidad en el conocimiento y contacto con la realidad, la conciencia social para comprender las necesidades de la población y el entorno del conflicto social, así como la disposición a atender a las partes en el conflicto a la hora de aplicar las leyes.



3.2 Objetivos



Objetivo general



Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



Objetivos específicos



1.      Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica.



2.      Promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



3.3 Ejes estratégicos



De conformidad con esta Política la Participación Ciudadana debe ser un eje transversal en el accionar del Poder Judicial por lo que necesariamente debe reflejarse en la toma de decisiones en todos los ámbitos que lo integran. 



Además de este eje transversal, la política se basa en tres ejes estratégicos a partir de los cuales se definen las acciones a desarrollar, estos son:



Conciencia y disposición: busca generar las condiciones internas y externas para que tanto la ciudadanía como las personas que laboran en el Poder Judicial tengan competencias, herramientas, conocimientos, sensibilidad, actitud positiva y apertura hacia la participación ciudadana.



Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y atención de las necesidades particulares (poblaciones vulnerables), exigibilidad de derechos, respuesta institucional.



Incidencia ciudadana: lo que implica la toma de decisiones conjuntas, control ciudadano vinculado a la toma de decisiones, integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.



3.4 Líneas de acción 



Los ejes estratégicos de la política determinan el énfasis general, mientras que las líneas de acción, determinan el énfasis de las actividades del plan de acción. Se proponen como líneas de acción diferentes modalidades de participación ciudadana, las cuales se explican a continuación.



			LÍNEAS DE ACCIÓN


			DESCRIPCIÓN





			Información


			Refiere a los diversos productos informativos y medios de comunicación, que se utilizarán para la divulgación de información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.





			Formación y Sensibilización


			Refiere a las acciones de capacitación, sensibilización y empoderamiento dirigidas a personas operadoras de justicia y grupos estratégicos de la ciudadanía para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana. 





			Consulta


			Refiere a las acciones orientadas a recolectar la opinión de la ciudadanía por métodos presenciales y electrónicos, sobre temas de interés de ésta, para ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones.





			Control y fiscalización ciudadana


			Refiere a las acciones orientadas a ejercer el control y la fiscalización de parte de la ciudadanía sobre la gestión del Poder Judicial, especialmente la calidad del servicio, las políticas y el gobierno así como el uso de los recursos económicos, humanos y materiales. Puede ejercerse por parte de personas individuales, las comisiones de personas usuarias, mesas de diálogo y grupos de control ciudadano u otros mecanismos cívicos.





			Incidencia ciudadana 


			Refiere a las acciones orientadas a incidir en la toma de decisiones de la gestión judicial (políticas, directrices, gobierno, administración y calidad del servicio) de los diferentes ámbitos judiciales y a la apertura de espacios formales en la institución para la representación ciudadana.








3.5 Factores para el desarrollo de la política



La política está determinada por una serie de factores que guían el planteamiento con el fin de responder tanto a las particularidades de la institución como del contexto social.



    Gradualidad: El desarrollo de la política será implementada de manera gradual en los diferentes circuitos y ámbitos judiciales que han avanzado en la implementación de acciones de participación ciudadana. Además se reconoce que el avance dependerá de la sensibilidad y disposición de los diferentes actores internos y externos para reconocer la participación ciudadana como un mandato constitucional.


    Descentralización: La ejecución se realizará de manera descentralizada tanto en las diferentes instancias del Poder Judicial como en las organizaciones civiles para así dar garantía al cumplimiento de la estrategia y para hacer un mejor uso de los recursos humanos y materiales de la institución y de las organizaciones ciudadanas. Además, se estimularán fórmulas descentralizadas de ejecución de la estrategia, que en vez de priorizar la relación entre la ciudadanía usuaria-organizada y las autoridades superiores del Poder Judicial, busque dar cabida a una dinámica horizontal entre la ciudadanía usuaria y organizada y las autoridades y personas operadoras de justicia en el espacio de cada Circuito Judicial y de cada comunidad.


    Simultaneidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán ubicarse a lo largo de todo el territorio nacional, y podrán ejecutarse de acuerdo a criterios de conveniencia y aprovechamiento de condiciones propicias en unos lugares respecto a otros.  Las oficinas judiciales del ámbito jurisdiccional y auxiliar, así como las oficinas administrativas, deberán participar en las acciones estratégicas que más se acomoden a sus roles en el sistema de justicia y a sus condiciones y capacidades reales de ejecución.


    Especificidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán adecuarse a tres niveles de especificidad que son: a) particularidades de cada conglomerado de personas operadoras de justicia, b) la especificidad del territorio geográfico y su realidad sociocultural y c) las especificidades de los diversos públicos meta de la ciudadanía, entre las que se pueden considerar, por ejemplo, el género, el nivel cultural, la nacionalidad, la etnia.



    Flexibilidad: Las autoridades del Poder Judicial y las personas encargadas de la toma de decisiones apoyarán una ruta de flexibilidad en la institucionalidad, que favorezca la participación ciudadana (reglamentos, protocolos, estímulo de instancias no formales, apertura al uso de recursos institucionales de parte de la ciudadanía dispuesta a la participación ciudadana, etc.)


    Financiamiento oportuno: Las líneas de acción de la estrategia deberán contar con recursos económicos necesarios para su ejecución. Estos recursos provendrán de las siguientes vías: a) el presupuesto asignado de cada uno de los departamentos o instancias participantes para la ejecución de su plan de trabajo o su ampliación, b) el presupuesto que recibirá la Conamaj como rector de la Política, c) proyectos de la cooperación internacional y de otras fuentes estatales y no estatales que aporten al cumplimiento del plan de trabajo. 


    Respeto a la independencia judicial: Las líneas de acción de la estrategia y el plan de trabajo, no deben intervenir en el ejercicio de la independencia de la Judicatura en la resolución de los conflictos y asuntos de su conocimiento. Las líneas de acción de la estrategia respetan la separación entre la administración de justicia y la aplicación de justicia, de manera que no se proponen acciones que buscan influir o intervenir en las resoluciones de la Judicatura ante el conflicto entre partes. Sin embargo, el ámbito de acción de la presente política anima el control ciudadano de la gestión del Poder Judicial, lo que permite el llamado a la rendición de cuentas en la calidad del servicio de la oficina judicial, el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del gobierno judicial.


    Alineación con los fundamentos de Gobierno Abierto: La política de participación ciudadana viene a ser un eje y componente fundamental de la implementación de una estrategia de Gobierno Judicial Abierto, complementándose en lo que corresponde.


    Innovación: El uso de las TIC en la ejecución de la política plantea retos importantes como el medio idóneo para establecer canales de diálogo e interacción con la ciudadanía, así como la utilización de otros medios novedosos y accesibles. 


    Creatividad: En cada ámbito del Poder Judicial, además de crear las condiciones internas necesarias para la participación ciudadana, se promoverá el uso de herramientas alternativas para realizar procesos participativos e inclusivos.


3.6 Condiciones institucionales y sociales para la implementación de la política



                Reconocimiento del derecho a la fiscalización o control ciudadano de la gestión del sistema de justicia. 



Basado en el derecho que asiste a la ciudadanía individual y organizada de la petición de rendición de cuentas sobre la calidad de la gestión del Poder Judicial en cuanto al servicio público, las autoridades y las personas operadoras de justicia deberán dialogar, estudiar y responder las demandas de fiscalización y control ciudadano.


                Reconocimiento a la interlocución de la ciudadanía individual y organizada[32].


Siendo la participación ciudadana un derecho de la ciudadanía individual y organizada, se reconoce de manera explícita  el derecho a ejercer fiscalización o control ciudadano. Lo que lleva implícito el derecho a solicitar la rendición de cuentas a las personas operadoras de justicia por parte de la ciudadanía individual y organizada. 



Se entiende que esta interacción es un proceso de doble vía donde:



    Los entes y órganos públicos y aquellos particulares a quiénes se han transferido competencias públicas sean receptivos a las opiniones y propuestas de la sociedad.



    La ciudadanía individual y organizada que ejerza la participación ciudadana, conozca, dialogue, delibere e incida sobre las competencias de las instituciones estatales.



Deberá también el sistema de justicia propiciar la participación de las entidades de la sociedad civil, el relevante papel en la cohesión social y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad[33].



                Sensibilización y humanización de las personas operadoras de justicia.


Se hace necesario que las personas operadoras de justicia comprendan y sean conscientes de que la participación ciudadana prevista en la Constitución Política y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable como señala la Sala Constitucional[34]. De igual modo, que tengan sensibilidad en el trato humano con las personas usuarias así como en la disposición a las demandas o peticiones ciudadanas.



                Representación ciudadana responsable.



Para los casos en que se requiera delegar la representación de la ciudadanía en personas o grupos, esta deberá ser responsable, con clara capacidad para actuar, conciencia crítica y predominio de agendas colectivas en vez de intereses personales. Deberán establecerse mecanismos de selección democrática de representantes civiles que actúen en calidad de interlocutores(as) ciudadanos(as) quienes ejercerán esta función bajo los preceptos de la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, firmada por los Estados Iberoamericanos en Lisboa, 2009:



a.              Conocer y hacer un uso adecuado de los mecanismos de participación.



b.              Informarse sobre los aspectos de interés público así como sobre las competencias asignadas a la entidad pública a la cual se dirija.



c.               Escuchar las razones presentadas por los representantes de la Administración Pública y, en los casos de ser necesaria la contra argumentación, hacerlo de acuerdo a razones que obedezcan a la mayor objetividad posible y mediante una actitud de diálogo.



d.              Respetar y propiciar decisiones públicas que prioricen el interés general de la sociedad sobre intereses particulares.



e.               Intervenir en los procesos de evaluación de la participación ciudadana, así como de sus actuaciones, de manera que permita aprendizajes para su mejora.



                Compromiso mutuo de las dos partes y reglas de juego.



La participación ciudadana se entiende como un derecho activo exigible al poder público y una responsabilidad cívica de las personas usuarias individuales y de la ciudadanía mediante organizaciones representativas.



El ejercicio de la participación ciudadana se asume como una corresponsabilidad entre estos y las personas operadoras de justicia en una relación de doble vía.[35] 



Para ello se crearan reglas de juego claras, conocidas y compartidas en cuanto a las formas y canales establecidos de comunicación, organización e interacción así como al carácter de los acuerdos que se asuman. 



El Poder Judicial deberá procurar canales, medios e instancias donde la ciudadanía pueda ejercer la participación ciudadana y estimulará las vías de interacción necesarias para que la ciudadanía individual y organizada ejerza su derecho a la participación ciudadana.



                Disposición de recursos y condiciones tecnológicas que faciliten la interacción con la ciudadanía



La institución creará las condiciones y hará uso de los recursos tecnológicos para interactuar con la ciudadanía. Para ello podrá utilizar plataformas amigables, de uso sencillo, en las que se presente información con lenguaje comprensible, programas que permitan la interacción, intercambio de información con la ciudadanía. Es importante que se considere la brecha tecnológica existente en el país para que el uso de estos medios no se vuelva un factor excluyente.



                Creación de sinergias para la participación ciudadana



La coordinación entre las oficinas judiciales, con las demás instituciones del Estado y con grupos organizados, organizaciones no gubernamentales y otros, constituye una necesidad para la realización de las acciones que se proponen en la Política. 



Para este fin se creará una comisión que coordine, dinamice y promueva la realización de las acciones de participación ciudadana incluidas en la Política y otras que permitan alcanzar las aspiraciones acá planteadas. Esta comisión estará integrada por entes clave del Poder Judicial, instituciones públicas afines y representación de la sociedad civil.



Además, se crearán alianzas con entes académicos y universitarios que posibiliten la realización de estudios e investigaciones en materia de participación ciudadana y que a la vez promuevan la formación de la ciudadanía en el tema.



Igualmente se procurará la colaboración y apoyo de entes internacionales en el desarrollo de investigaciones, proyectos, programas y actividades que se desprendan de las líneas de acción de la Política.



IV.          Plan de acción 



La estrategia para la implementación de Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial contempla  tres ámbitos de acción, cada uno de las cuales se fundamenta en un eje estratégico. Estos ámbitos  se desarrollan de manera simultánea y gradual, según se plantea en el apartado sobre factores para la implementación de la política.



Ámbito I: Conciencia y disposición 



Informar más y mejor los servicios del Poder Judicial a la ciudadanía 



Se trata de responder las peticiones de la ciudadanía con información adecuada y oportuna, sobre los servicios, los trámites y la normativa para una gestión judicial, así como la comprensión de la estructura organizativa y la localización física de oficinas en el sistema.



La divulgación de información accesible, inclusiva y oportuna crea confianza y reduce la distancia entre el Poder Judicial y las personas usuarias, puesto que la falta de información resulta ser una de las principales quejas de la ciudadanía. Deberán procurarse el uso gratuito de los medios masivos de comunicación nacionales y locales y el desarrollo de productos comunicacionales adecuados,  innovadores y que tengan el mayor impacto en la ciudadanía usuaria.



Formar a la ciudadanía sobre los derechos que le asisten para ejercer la participación ciudadana 



Se trata de formar a las personas usuarias y grupos organizados sobre derechos constitucionales y jurídicos que respaldan la participación ciudadana, los derechos que el Poder Judicial otorga a la persona usuaria, los derechos que le asisten con las políticas de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad, y metodologías, herramientas y modalidades organizativas para ejercer participación ciudadana. El Poder Judicial no se encarga de la formación directa de la ciudadanía sino que coordina con otras instituciones o instancias sociales para que ofrezcan la oferta educativa. De manera complementaria podrá realizar charlas y talleres.



Sensibilizar a operadores(as) de justicia sobre el derecho que tiene la ciudadanía a la participación ciudadana. 



Se trata de atenuar resistencias hacia la apertura de espacios de participación ciudadana y el ejercicio de este derecho tanto por parte de la ciudadanía así como del personal judicial. Esto mediante actividades múltiples de sensibilización dirigidas al colectivo judicial, sobre diversos temas, entre otros: i) derechos constitucionales y jurídicos que tiene la ciudadanía para ejercer participación ciudadana, ii) la disposición de la persona operadora de justicia ante la participación ciudadana, iii) sobre el ejercicio de las funciones de los cargos públicos como servicio, y no como poder, iv) el conocimiento de derechos de las personas usuarias y de aquellas en condición de vulnerabilidad. 



Este paso tendrá que ser permanente a lo largo de la aplicación de la estrategia. Así mismo realizará todas las acciones requeridas para garantizar la apertura y sensibilidad del personal judicial hacia la participación ciudadana.



Fomentar diversas modalidades de hacer consulta a la ciudadanía



La ciudadanía quiere ser escuchada y plantear sus necesidades: no que se las interpreten. La consulta del Poder Judicial hacia la ciudadanía genera interacción primaria, aproximación social y sobre todo confianza de la ciudadanía hacia las personas operadoras de justicia.



Se trata de estimular diversas modalidades para tomar en cuenta la voz y la opinión de las comunidades, los grupos sociales en condición de vulnerabilidad, las organizaciones civiles a escala nacional y presentes en el territorio que comprende cada Circuito Judicial. Esta consulta a la ciudadanía deberá hacerse de previo a la toma de  decisiones que impacten a la persona usuaria y/o a diferentes grupos sociales. Así también se consultará en busca de aportes ciudadanazos para la mejora de los servicios judiciales.



Figura 1. Ámbito I: Conciencia y disposición






Ámbito II: Interacción y diálogo


Hacer rendición de cuentas hacia la ciudadanía.



Ejercitar la transparencia y rendir cuentas de forma periódica, visible y presencial ante la ciudadanía usuaria y organizada en los Circuitos Judiciales, mediante la puesta en práctica de un modelo de rendición de cuentas que realicen las personas operadoras de justicia hacia las personas usuarias y organizaciones civiles interesadas.



Ampliar los espacios formales de interacción.



El Consejo de Administración de Circuito: en calidad de autoridad principal, posibilitará audiencias semestrales con la presencia de organizaciones civiles interesadas y la Comisión de Personas Usuarias  con una agenda y metodología de consenso.



Es necesaria la presencia de las Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales, con un rol más estratégico orientado hacia la fiscalización y control ciudadano de la calidad del servicio del Circuito Judicial, de manera que pueda ser la instancia que represente a la ciudadanía en la zona. Estas comisiones deberán alimentarse con información de ciudadanía usuaria y organizada, mediante el desarrollo de foros ciudadanos semestrales que recojan las preocupaciones y demandas de las personas usuarias. Además, su conformación deberá incluir representación amplia de la sociedad civil.



Contralorías de Servicios: la ley de Contralorías de Servicios (No 9158) establece que estas instancias deben velar por “el respeto de los derechos de las personas usuarias” (art. 2) y promover “políticas de calidad en la prestación de servicios” (art. 3), por cuanto deberán ejercer un rol proactivo al interior de los Consejos de Administración de Circuitos y en las otras instancias judiciales en todos los niveles. Además se procura desde la ley, un seguimiento a dos aspectos fundamentales: a) colaborar en la generación de una “cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de los servicios” y b) colaborar en la formación de una “cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación de servicios”.



Crear espacios de interacción: Mesas de diálogo.



Se trata de crear espacios organizativos que sean temporales y externos al Poder Judicial, donde participe la ciudadanía usuaria u organizada, mediante las Mesas de diálogo, creadas por la interacción entre las organizaciones civiles y personas operadoras de justicia presentes en el territorio de un Circuito Judicial.



Estas instancias se activan a partir del interés de la ciudadanía para presentar propuestas, peticiones, quejas y preocupaciones, así como defensa de derechos en la gestión de la calidad del servicio en temáticas específicas. Se trata de generar una dinámica de interacción con una metodología definida, en donde se presentan preocupaciones, se dialogan y discuten, llegando a acuerdos entre personas líderes de organizaciones civiles y personas operadoras de justicia. La figura siguiente muestra un ejemplo de una mesa de diálogo.



Figura 2. Mesa de diálogo.
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Poner a disposición de la ciudadanía la información del sistema de justicia para que ejerza participación y control ciudadano. 



Se trata de articular la información que genera cada ámbito del Poder Judicial, con el propósito de ofrecer información calificada y oportuna[36] a las organizaciones civiles interesadas en ejercer control ciudadano, ya sea a nivel electrónico, en sitios web del Poder Judicial o a nivel físico, cuando se requiera. Esta información deberá contar con las características de ser dato abierto[37].



Figura 3. Ámbito II: Interacción y diálogo


Ámbito III: Incidencia ciudadana



En esta etapa se profundiza en los modelos viables de control ciudadano, los cuales implican una metodología de trabajo, una modalidad organizativa y un conjunto de actores y actoras de la sociedad civil que hacen interacción con personas operadoras de justicia en el territorio de los Circuitos Judiciales del Poder Judicial.



Consolidar modelos viables de control ciudadano.



Las mesas de diálogo que surgen con base en una agenda temática con una período temporal de vida, pueden convertirse, por decisión de las organizaciones participantes, en grupos de control y fiscalización ciudadana permanentes.



Otra modalidad de grupo de control ciudadano consiste en la creación de redes de organizaciones civiles dentro de un territorio de un Circuito Judicial que estén interesadas en interactuar con el Poder Judicial, tales como: asociaciones de desarrollo, grupos de mujeres, iglesias, sindicatos, grupos ambientales, redes temáticas, ASADAS, ONGs y fundaciones que atienden personas en condición de vulnerabilidad.



Las mesas de diálogo y los grupos de control ciudadano serán de iniciativa de la ciudadanía, aunque deberá existir un rol de apoyo metodológico y logístico para su funcionamiento de parte de la Conamaj u otra instancia judicial a nivel local, al menos en su primer año de vida.



Participación en auditorías sociales.



Las auditorías sociales son iniciativas de control ciudadano generadas de forma autónoma por organizaciones civiles, normalmente convocan a todas las instituciones públicas con una agenda de temas en el ámbito financiero y administrativo, aunque se pueda ampliar a otros temas de interés.



Creación del Consejo Consultivo de la sociedad civil y negociación con autoridades del Poder Judicial.


Un nivel de maduración de la participación ciudadana consiste en ejercer la incidencia ciudadana que se expresa mediante la influencia en la toma de decisiones en la gestión pública.



Para ello es necesario construir una instancia interlocutora de la sociedad civil, con legitimidad ante las autoridades del Poder Judicial. Esta se puede crear mediante el fortalecimiento de las redes de apoyo civil en las subcomisiones de Acceso a la Justicia o por la convocatoria nacional de organizaciones civiles que deseen participar, con el apoyo  de la Defensoría de los Habitantes de la República.



La dinámica de interacción entre Consejo Consultivo y Autoridades del Poder Judicial se establecerá con base en una metodología de trabajo y una agenda de prioridades de debate en temas de política, gobierno y administración.



Formalización de espacios de representación de ciudadanía en instancias judiciales.



El Poder Judicial procurará la apertura de espacios permanentes y formales de representación de ciudadanía en instancias del gobierno judicial de manera que la toma de decisiones a este nivel se enriquezca con el aporte ciudadano y tenga como eje central buen servicio. A nivel descentralizado y regional, esta representación permitirá integrar las condiciones particulares de los diferentes grupos sociales.   



Estos espacios se abrirán en  las instancias administrativos a nivel central y regional, en las comisiones y subcomisiones temáticas y en las comisiones de personas usuarias. Los órganos del ámbito auxiliar de justicia abrirán estos espacios de conformidad a sus propias estructuras. 



Figura 4. Ámbito: Incidencia Ciudadana ante el Poder Judicial.






4.1 Operacionalización de la Política



El Plan de acción de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial busca orientar su implementación de manera clara y definida para los distintos entes de la institución. El plan se organiza a partir de los ejes estratégicos planteados anteriormente, las líneas de acción y metas alcanzables a mediano plazo, como se detalla en la tabla siguiente. Además, para cada una de las metas se definen una serie indicadores que permitan monitorear su cumplimiento. 



			Ejes estratégicos


			Líneas de acción


			Metas





			Conciencia y disposición


			Información


			Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.





			


			Formación y sensibilización


			Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.





			


			


			Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.





			


			


			Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.





			Interacción y diálogo


			Consulta e interacción


			Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.





			


			Control y fiscalización ciudadana


			Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.





			


			


			Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía. 





			Incidencia ciudadana


			Incidencia ciudadana


			Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.





			


			


			Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.








4.2 Monitoreo y evaluación 



Para realizar el monitoreo y la evaluación del cumplimiento de la política se presenta a continuación una matriz desagregada por ejes estratégicos, líneas de acción, metas e indicadores, de manera que sea posible monitorear, durante el tiempo de implementación, si se van realizando las acciones planteadas, y valorar al final del período si se alcanzaron los objetivos planteados.



Los indicadores utilizados se extraen tanto de las metas de la política como de las acciones puntuales establecidas para los diferentes responsables de su implementación. Cada actor responsable y/o involucrado puede definir nuevos indicadores de manera que permita una valoración más detallada de las acciones realizadas y las metas alcanzadas.



Los entes responsables del monitoreo y la evaluación de esta política está a cargo de Conamaj y la Dirección de Planificación, con la debida designación de recursos.



			Ejes estratégicos 


			Líneas de acción


			Metas


			Indicadores





			Conciencia y disposición


			Información


			Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.


			  Cantidad de puestos de información instalados en Circuitos Judiciales.



  Nivel de accesibilidad del lenguaje en el sitio Web institucional.



  Calidad de la información (oportuna, completa, accesible y con las características de datos abiertos) para facilitar la participación y el  control ciudadano.



  Disponibilidad de información de políticas, reglamentos, acuerdos y o/ instructivos en sitio Web del Poder Judicial y otros recursos tecnológicos.



  Disponibilidad de información de concursos y licitaciones para contrataciones en sitios Web del Poder Judicial. 



  Disponibilidad de información de presupuestos, salarios, patrimonio, recursos físicos, humanos  y materiales del Poder Judicial.



  Cantidad de acciones de comunicación internas y externas sobre el Poder Judicial orientadas a la educación de la ciudadanía.


  Cantidad de acciones de comunicación orientadas al conocimiento de  la Participación Ciudadana como derecho. 


  Cantidad de acciones informativas adaptadas a las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.





			


			Formación y sensibilización


			Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos  por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.


			  Cantidad de  actividades educativas realizadas hacia ciudadanía usuaria y organizada.



  Cantidad de actividades educativas realizadas con/para personas operadoras de justicia del Poder Judicial.



  Cantidad de personas líderes civiles formadas en participación ciudadana.



  Cantidad de personas operadoras de justicias formadas y sensibilizadas en participación ciudadana.



  Cantidad de gestiones para la exigibilidad de los derechos de la persona usuaria en solicitudes y quejas en Contralorías de Servicios, Consejo de Administración de Circuito Judicial o Comisión de Personas Usuarias.





			


			


			Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.


			  Tendencia en el ingreso de gestiones a la Contraloría de Servicios 



  Porcentajes de satisfacción de las personas usuarias medidos por encuestas de la Contraloría de Servicios 



  Porcentaje de tiempo de espera y trámite del expediente de la persona usuaria medidos por las encuestas de la Contraloría de Servicios



  Cantidad de denuncias presentadas por la ciudadanía y personas usuarias ante la Inspección Judicial.





			Interacción y diálogo


			Consulta e interacción


			Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.


			  Número de consultas a la ciudadanía realizadas para la formulación de políticas nuevas en el Poder Judicial, antes de su aprobación en los órganos superiores.



  Número de consultas ciudadanas realizadas sobre el presupuesto del Poder Judicial durante el proceso de formulación.



  Número de consultas a la ciudadanía realizadas durante el proceso de formulación del Plan Estratégico del Poder Judicial.



  Cantidad de gestiones de ampliación de servicios presentadas por la ciudadanía.



  Cantidad de estudios e investigaciones sociales para determinar condiciones y necesidades de las personas y comunidades usuarias para la determinación de aspectos de la prestación de los servicios judiciales 





			


			


			Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.


			  Porcentaje de integración de representación de poblaciones en condición de vulnerabilidad en Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



  Aplicación de mecanismos participativos para la elección de representantes de las poblaciones en  la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



  Cantidad de acciones institucionales dirigidas a generar las condiciones para la efectiva participación ciudadana de las personas en condición de vulnerabilidad. 



  Cantidad de juzgados que implementan el SNFJ



  Cantidad de personas facilitadoras judiciales en el país.



  Número de gestiones realizadas por las personas facilitadoras judiciales.



  Cobertura de territorio rural del SNFJ





			


			Control y fiscalización ciudadana


			Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.


			  Número de acciones ciudadanas que generan cambio en la calidad del servicio. 



  Cantidad de grupos de control ciudadano con demandas presentadas ante operadores de justicia en el Poder Judicial.



  Cantidad de demandas ciudadanas tramitadas en alguna instancia del ámbito administrativo, auxiliar y jurisdiccional.





			


			


			Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía. 


			  Número de menciones en medios de comunicación nacional, regional y local de las acciones de transparencia y rendición de cuentas realizadas por el Poder Judicial.



  Número de referencias de transparencia y rendición de cuentas en boletines del Poder Judicial.



  Cantidad de actividades de rendición de cuentas dirigidas a la ciudadanía por parte de diferentes órganos judiciales.



  Cantidad de acciones de rendición de cuentas ante órganos políticos y judiciales.



  Cantidad de Consejos Ampliados realizados en diferentes Circuitos Judiciales.



  Variación semestral del Índice de Confianza Judicial y otros índices disponibles.





			Incidencia ciudadana


			Incidencia ciudadana


			Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.


			  Número y tipo de demandas formuladas y negociadas por grupos de control ciudadano ante autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial.



  Número y tipo de demandas formuladas por el Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



  Cantidad de mesas de diálogo y/o grupos de control ciudadano funcionando ante el Poder Judicial



  Cantidad de gestiones presentadas por la ciudadanía que se acogen en los órganos de toma de decisión.





			


			


			Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.


			  Tipo y cantidad de espacios de participación ciudadana habilitados por Corte Plena y Consejo Superior en la estructura del Poder Judicial.



  Recepción de demandas y respuestas de parte de Corte Plena y Consejo Superior a las demandas del Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



  Recepción de demandas y respuestas de autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial a nivel de Circuitos Judiciales provenientes de mesas de diálogo o grupos de control ciudadano.



  Cantidad y forma de participación de la sociedad civil en los Consejos de Administración de Circuito (apertura de los consejos a la sociedad civil).








4.3 Responsables de la implementación



Para la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se requiere que todos los despachos judiciales incorporen en sus planes de trabajo y su diario quehacer acciones de participación ciudadana, según los niveles que corresponda.



Para garantizar la efectiva incorporación de estas prácticas en todas las oficinas, se requiere que los siguientes entes creen las condiciones institucionales que permitan llevar a la práctica las acciones de participación ciudadana establecidas en la política; por lo tanto, tendrán como punto de partida las acciones planteadas a continuación. 



Corte Plena y Consejo Superior: 



                 Apoyar la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en todos sus aspectos.



Despacho de la Presidencia



                 Organizar Consejos Ampliados en diferentes zonas del país, con presencia de integrantes de Corte Plena y Consejo Superior, así como con una amplia participación de sociedad civil.



                 Realizar consultas por diferentes vías a la sociedad civil previa aprobación de políticas institucionales, propuestas de reforma legal, reglamentos o normativas institucionales, y de aspectos que impliquen reformas del sistema judicial.



                 Realizar una rendición de cuentas anual del Poder Judicial ante la Asamblea Legislativa.



                 Organizar la presentación del informe anual de labores del Poder Judicial.



Conamaj



                 Dar seguimiento al cumplimiento de la política de participación ciudadana en los diferentes espacios institucionales.



                 Orientar a las diferentes oficinas judiciales en la implementación de acciones de participación ciudadana.



                 Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre temas de participación ciudadana dirigido a las personas usuarias y al personal judicial.



                 Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre acceso a los servicios del Poder Judicial, dirigido a personas usuarias, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



                 Orientar y dirigir la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales a nivel nacional.



                 Coordinar con organizaciones sociales para que capaciten liderazgos civiles en temas y herramientas para el ejercicio de la participación ciudadana.



                 Promover la ejecución de capacitaciones dirigidas a sociedad civil sobre los servicios que brinda el Poder Judicial, desde los diferentes ámbitos judiciales, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación. 



                 Promover la incorporación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en los programas de estudio y capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del ámbito auxiliar de justicia.



                 Poner a disposición del colectivo judicial una caja de herramientas metodológicas para la implementación de acciones de participación ciudadana en el Poder Judicial. 



                 Orientar metodológicamente y colaborar con los circuitos judiciales que realizan sesiones de rendición de cuentas, en las primeras experiencias y cuando se solicite.



                 Promover la creación de Mesas de diálogo en los diferentes circuitos judiciales. Estas mesas tendrán como interlocutores a las Comisiones de Personas Usuarias y la Contraloría de Servicios.



                 Promover la participación del Poder Judicial en las redes temáticas presentes en la comunidad, cuando sea vinculada con la labor judicial.



                 Promover la creación del Consejo Civil Consultivo Nacional de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial, en conjunto con la Defensoría de los Habitantes y la Comisión de Acceso a la Justicia. 



                 Promover el desarrollo de grupos de control ciudadano del desempeño del Poder Judicial.



Dirección de Planificación



                 Emitir circulares, directrices y comunicados en los que indique la necesidad de incluir en los PAOs, PAEs, PAOMs y presupuesto anual las acciones de participación ciudadana que realizarán los despachos judiciales. Además, deberá velar porque estas acciones estén alineadas con la Política de Participación Ciudadana y el Plan Estratégico Quinquenal. 



                 Realizar evaluaciones, seguimiento y control de la efectiva incorporación del tema de participación ciudadana en los planes anuales de todas las oficinas judiciales y al cumplimiento del eje estratégico de participación ciudadana del Plan Estratégico Institucional.



                 Realizar los procesos de modernización de los circuitos de manera inclusiva y participativa, tanto con el personal judicial como con los grupos de sociedad civil interesados.



                 Establecer un mecanismo de participación y consulta de la sociedad civil en la formulación del Plan Estratégico Quinquenal del Poder Judicial así como en la formulación del Presupuesto.



                 Incorporar en sus planes de trabajo lo referente al tema, según corresponda.



Departamento de Prensa y Comunicación



                 Producir, difundir y promocionar material IEC (informativo, educativo, comunicativo) relativo a la participación ciudadana, orientado a dos objetivos: i) la sensibilización y apertura de la población judicial al tema y ii) la motivación a la ciudadanía para que se acerquen a la institución, participen en los espacios disponibles para este fin.



                 Divulgar entre la población judicial la política de participación ciudadana y las responsabilidades que implica para cada ámbito.



                 Vigilar porque el material que se produce en la institución dirigido a las personas usuarias sea sencillo, comprensible y suficiente.



                 Divulgar en diversos medios, de manera clara, amigable y masiva, los servicios que ofrece el Poder Judicial.



                 Transmitir en el Canal Judicial las sesiones de Corte Plena y Consejo Superior de temas interés para la ciudadanía, así como juicios y otras actividades de relevancia nacional.



                 Usar las redes sociales con que cuenta el Departamento para consultar y propiciar un diálogo con la ciudadanía sobre temas de interés para la institución y para el intercambio de opiniones respecto a las políticas institucionales.



Dirección Ejecutiva



                 Apoyar a la Contraloría de Servicios en la creación de puestos informativos en los edificios judiciales.



                 Apoyar a las Administraciones Regionales en la realización de las sesiones de Rendición de cuentas a nivel de Circuito.



                 Garantizar que los estudios para medir el Índice de confianza judicial en la sociedad costarricense contemplen una participación ciudadana amplia y representativa, y que sus resultados sean utilizados en la toma de decisiones a nivel institucional.



                 Poner a disposición de la ciudadanía informes de la gestión administrativa del Poder Judicial en lenguaje sencillo, de manera que pueda ser fácilmente comprendido por la ciudadanía. 



Ámbito administrativo



                 Poner a disposición de la ciudadanía los informes financieros en lenguaje sencillo, de manera que puedan ser fácilmente comprendido.



                 Divulgar la información sobre los procesos de contratación administrativa. 



                 Ajustar la información judicial a los requerimientos de la información abierta, dentro del marco de la legalidad y la confidencialidad.



                 Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Ámbito Auxiliar de Justicia



                 Realizar acciones para informar, educar y comunicar sobre las funciones específicas de cada órgano auxiliar, dirigidas a personas usuarias, organizaciones comunitarias, estudiantes y otras personas interesadas.



                 Realizar actividades de rendición de cuentas dirigidas a distintos segmentos de la comunidad.



                 Realizar diagnósticos participativos a nivel local sobre la incidencia criminal, de manera que sirva de base para alimentar la política de persecución penal (Ministerio Público). 



                 Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Consejos de Administración de Circuito



                 Realizar sesiones anuales de rendición de cuentas en cada Circuito Judicial, que incluyan informes de los diferentes órganos judiciales presentes en el circuito.



                 Promover y apoyar la realización de sesiones anuales de rendición de cuentas en las diferentes localidades que cuentan con despachos judiciales (por cantón o distrito según corresponda).



                 Establecer mecanismos de intercambio con la ciudadanía.



                 Realizar acciones de consulta a la ciudadanía de previo a tomar decisiones que impacten el servicio público.



                 Integrar la representación ciudadana en esta instancia.



Comisión y subcomisiones de Acceso a la Justicia



                 Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y de las Subcomisiones.



                 Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.



                 Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entres las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.



                 Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y la Subcomisiones.



                 Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



Dirección de Tecnología de la Información



                 Crear plataformas web de fácil navegación y con información clara, en lenguaje sencillo y comprensible para la ciudadanía y en consonancia con la tendencia de datos abiertos.



                 Guiar a los órganos judiciales que cuentan con páginas web en la construcción de vías de comunicación con la ciudadanía mediante de las herramientas digitales.



                 Orientar a las autoridades judiciales en la implementación de herramientas digitales para el efectivo funcionamiento de la política. 



                 Crear otros recursos tecnológicos que posibiliten la interacción y el intercambio con la ciudadanía.



Inspección Judicial



                 Ampliar las modalidades de presentación de denuncias ante la Inspección Judicial, de manera que las personas usuarias tengan todas las facilidades para denunciar.



                 Facilitar las condiciones para que la ciudadanía pueda plantear denuncias ante esta instancia


Contraloría de Servicios



                 Crear y mantener puestos informativos en las entradas de los edificios judiciales, que garanticen la atención adecuada, oportuna y efectiva de las personas usuarias que requieran orientación, con apoyo de la Dirección Ejecutiva y de las Administraciones Regionales.



                 Informar y capacitar sobre los derechos de las personas usuarias y los servicios judiciales.



                 Crear y alimentar bases de datos de organizaciones civiles presentes en los Circuitos Judiciales interesadas en la participación ciudadana y ponerla a disposición de los despachos judiciales que lo requieran, cuando los recursos disponibles lo permitan.



                 Realizar foros ciudadanos anuales, en conjunto con las Comisiones de Personas Usuarias, para el levantamiento de las preocupaciones y peticiones de las comunidades del circuito judicial.



                 Presentar y debatir el informe anual ante el Consejo de Administración de Circuito, que incluya los resultados de los foros ciudadanos, con la participación de las Comisiones de Personas Usuarias.



                 Ampliar la conformación de las Comisiones de Personas Usuarias a representantes de la ciudadanía, mediante la selección abierta y representativa de la comunidad. 



                 Crear Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales del país.



                 Colaborar con la ciudadanía en la conformación de Mesas de diálogo en los Circuitos Judiciales.



Gestión Integral de Calidad y Acreditación



                 Incluir participación representativa de la sociedad civil en la fase de diagnóstico de la oficina judicial durante el proceso de acreditación de la calidad.



                 Capacitar a representantes de organizaciones civiles interesados en ser parte del equipo de Auditoría Externa de Sinca, para la acreditación de la calidad de los despachos judiciales.



                 Hacer presentaciones públicas, abiertas y con amplia convocatoria a sociedad civil de los informes de avance de las mejoras del despacho en el proceso de acreditación.



                 Garantizar que los pasos del proceso de acreditación que requieren participación ciudadana, se realicen utilizando metodologías que posibiliten la interacción y el diálogo, más allá de la consulta.



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



                 Gestionar la consecución de recursos y apoyo de la cooperación internacional para el desarrollo de proyectos, programas y actividades relacionadas con el tema de participación ciudadana, transparencia, rendición de cuentas, auditorías ciudadanas, democratización de la justicia, entre otros.



Dirección de Gestión Humana



                 Ajustar las políticas de selección y reclutamiento de personal de manera que se consideren las particularidades culturales y sociales de cada zona en la que se existen oficinas judiciales a la hora de contratar el personal.



                 Producir material informativo-educativo-comunicativo sobre participación ciudadana dirigido al personal judicial.



Escuela Judicial y Unidades de Capacitación



                 Incluir en los programas de formación básicos de cada programa la formación y sensibilización en el tema de participación ciudadana.



                 Las Unidades de capacitación del Ministerio Público, el OIJ y la Defensa Pública orientarán a todas las oficinas de cada órgano en la manera de incorporar el tema de participación ciudadana en sus PAOs, con la ayuda de Conamaj si fuera necesario.



Comisión de Ética y Valores



                 Promover entre la población judicial el desarrollo de valores como la participación, la transparencia, el trabajo en equipo, el respeto y la solidaridad.



                 Fomentar la participación y el involucramiento del personal judicial como ciudadanos y ciudadanas dentro de la institución.



Comisión de género



                 Orientar al personal judicial encargado de organizar actividades de intercambio con las comunidades en temas como: estrategias para la inclusión de todas las poblaciones a la hora de realizar actividades como charlas, capacitaciones, rendiciones de cuentas; incorporación del lenguaje inclusivo en todas las comunicaciones que produzcan los despachos judiciales; sensibilización del personal judicial en temas como no discriminación, atención inclusiva a las personas usuarias, condiciones de vulnerabilidad, empatía, entre otros. 



Otras oficinas 



                 Todas las oficinas judiciales deberán incluir en sus planes anuales operativos acciones de participación ciudadana, de manera que puedan organizar y preparar con tiempo las actividades planificadas. 



                 Conamaj deberá poner a disposición de las oficinas judiciales una guía metodológica para el desarrollo de actividades de participación ciudadana, accesible en la intranet del Poder Judicial.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien manifiesta: “Este documento se ha hecho de conocimiento de todas las señoras magistradas y los señores magistrados; el mismo ha estado en agenda en distintas ocasiones y hasta ahora llegamos a la posibilidad de hacer la presentación con el período de preguntas y análisis al respecto.



Este programa de participación ciudadana, viene a plantear una nueva visión de la gestión pública en materia de la función jurisdiccional.



Da un reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, la necesidad del control y fiscalización, así como la necesidad de la rendición de cuentas y a la transparencia de este Poder Judicial.



El Plan Estratégico del Poder Judicial 2013 – 2018, incluye la participación ciudadana como un tema estratégico, y la acción número tres apunta hacia el diseño y la instrumentación de esta política.



Eso es lo que pretendemos con este documento al presentárselos para su valoración.



Partimos de una unidad básica; la participación ciudadana es fundamental para el diseño de políticas públicas, con la reforma del artículo 9 de la Constitución Política, se eleva el tema de la participación ciudadana a rango constitucional, y desde esa perspectiva hay un compromiso, diría una obligación constitucional de las instituciones del Estado costarricense, de incorporar el tema en su accionar institucional.



¿Qué entendemos por participación ciudadana? Es un proceso democrático que pretende garantizar una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, en la toma de decisiones y en la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.



¿Cuál es el problema que se pretende solventar con la política de participación ciudadana? Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida de ejercer el Derecho Constitucional a la participación ciudadana en la gestión de las cosas de Gobierno, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente, como deber y derecho ante la gestión judicial, del Poder Judicial como tal.



Factores externos: Escasa formación cívica, inexistencia de organizaciones específicas a la participación ciudadana en el sistema judicial, poco o nulo conocimiento de la ciudadanía sobre esta temática.



Factores internos: Organización vertical, centralizada, de compleja resistencia al cambio, pocos espacios de participación.



¿Qué aspiraciones pretendemos con el Programa de la Política de  Participación Ciudadana? Que el Poder Judicial entienda la participación ciudadana como un proceso de construcción permanente, que sea ejercida como un Derecho Constitucional y como un deber cívico, que sea un contrapeso social al poder delegado, que se le considere como un valor público, que genere las sinergias adecuadas y favorezca el acceso a la Justicia.



Hemos dicho que su fundamento constitucional lo evidenciamos en los artículos 9 y 11 de la Constitución Política; pero además hay legislación ordinaria que también da sustento a esta valoración de participación ciudadana, como puede ser la Ley de Control Interno, la Ley de Contraloría de Servicios, en el caso de las Reglas de Brasilia, distintos acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior, también el Estatuto de la Justicia, y los derechos de las personas usuarias del Poder Judicial, amén de otras serie de experiencias institucionales que se han venido desarrollando y que también han sido tomadas en cuenta para la construcción de este marco teórico, como por ejemplo, los procesos de participación ciudadana que hemos vivido en la Zona Norte del país, en Ciudad Quesada y en lo cantones aledaños a la frontera con Nicaragua, y la experiencia que estamos también construyendo con el Programa de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales.



Existe una Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, ratificada por el Estado de Costa Rica en el 2009, en la cual se establece lo siguiente: “Los Poderes fomentarán el ejercicio del  derecho de participación ciudadana en la gestión pública, destinando recursos, así como, criando y potenciando condiciones favorables para el ejercicio efectivo de este derecho”.



Encontramos que dentro de los principios orientadores de esta gestión de participación ciudadana, están: El respeto a la igualdad y los derechos humanos, el acceso a la Justicia, respeto a la petición y demanda ciudadana, transparencia y rendición de cuentas, reconocimiento de la persona funcionaria judicial como servidora pública, principios orientadores, un tema de descentralización de las funciones jurisdiccionales y administrativas del Poder Judicial, una fiscalización o control ciudadano, una interlocución constructiva entre de la ciudadanía y las personas operadoras de Justicia, una sensibilización de las personas operadoras de Justicia, y una participación ciudadana responsable.



El objetivo macro de la política es: Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como un eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de nuestro país.



Los objetivos específicos son: Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del Derecho Constitucional de la participación ciudadana, ante la gestión del Poder Judicial.  Promover un Poder Judicial, democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



Se han establecido distintos ejes estratégicos y líneas de acción de la política de participación ciudadana.



Los ejes estratégicos comprenden, entre otros aspectos, concienciación y disposición, lo que supone como líneas de acción, la información, formación y sensibilización, tanto de nuestros funcionarios y nuestras funcionarias judiciales, como de la ciudadanía.



Un eje estratégico sería la interacción y el diálogo entre las partes promoventes o accionantes del proceso, lo que responde como líneas de acción a una consulta e interacción entre los actores sociales y el Poder Judicial, un control y fiscalización ciudadana del Poder Judicial



Un eje estratégico sería la incidencia ciudadana que eso va a tener en la construcción de una conciencia cívica de participación ciudadana. 



Todos esos aspectos pasan por distintos factores que debemos ir considerando: La gradualidad del proceso, este es un proceso que va a tener que ser llevado concienciadamente con la experiencia de entender de que esto es un cambio de paradigma y hay que llevarlo como decía Napoleón: “Despacio porque tengo prisa”, hay que irlo construyendo diariamente, de ahí que la gradualidad de este proceso va a llevar su tiempo.



Tendrá un esquema de descentralización, en cuanto a que los Consejos de Administración de los distintos Circuitos Judiciales, van a ser realimentados y reposicionados con esta gestión de participación ciudadana.



Habrá que buscar un financiamiento oportuno, cuando tenga que darse algunos esquemas puntuales de participación ciudadana.



Se deberá establecer y definir con claridad el respeto a la independencia de Poder Judicial y a la función del juez y de la jueza en su función diaria jurisdiccional.



Esto engarza también con las políticas de Gobierno Abierto que estamos llevando y que hay una experiencia que se está tramitando en el Circuito Judicial de Cartago, en donde hay un rubro o un ítem de participación ciudadana, en donde la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj), está construyendo a la definición en alguna medida, tomando en cuenta este documento ideológico, para lograr esa participación ciudadana de la comunidad cartaginesa en ese proceso de Gobierno Abierto.



Condiciones para la implementación de esta política. Decíamos entre otras, la necesidad de lograr una efectiva participación ciudadana en la gestión correspondiente del Poder Judicial.



Esta política cuenta con un plan de acción definido a partir de estos ejes estratégicos, de esas líneas de acción que hemos mencionado, con metas e indicadores claros, que permitirán medir el avance en la implementación de la política y los resultados que se vayan obteniendo.



Las oficinas judiciales deberán incluir en sus Planes Anuales Operativos, acciones de participación ciudadana, de manera que puedan organizar y preparar con tiempo las actividades planificadas.



La Comisión Nacional para el mejoramiento de la Justicia (Conamaj) deberá poner a disposición de las oficinas judiciales, una guía metodológica para el desarrollo de las actividades de participación ciudadana, que sea accesible en la Intranet del Poder Judicial.



Estos son de manera muy resumida, los principales elementos que estructuran el Plan de Participación Ciudadana.



En este recinto se encuentran las funcionarias de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj), que han venido desarrollando en las distintas zonas geográficas del país, los planes de participación ciudadana en la Zona Norte y en la zona del Segundo Circuito Judicial del Atlántico, para lo cual, si también ustedes consideran realizar algún tipo de preguntas o si tienen dudas, nos las pueden hacer saber, y tenemos el respaldo de la máster Sara Castillo Vargas y el resto de equipo de trabajo que forman parte del desarrollo del Programa de Participación Ciudadana”.



SALE EL MAGISTRADO ARROYO.



Expresa la Magistrada Arias: “Primero tengo preguntas y luego observaciones.



En primer lugar, me parece que realmente tenemos un avance con esta propuesta que se nos plantea; tuve la oportunidad de conversar con el consultor de esta propuesta, porque lo enviaron a mi oficina cuando esto se estaba construyendo y conversé con él.



En aquella oportunidad le hice ver mis dudas e inquietudes; sin embargo, no las consideró, porque de haberlo hecho hubiera indicado que la Magistrada Arias le había hecho observaciones; pero en todo caso un consultor es un consultor, y es en esta vía donde tenemos la posibilidad de hacer comentarios.



Quiero preguntar en torno a la creación de algunas instancias, denominadas espacios de interacción y diálogo, me gustaría que me explicaran cuál es el alcance de los espacios de interacción y diálogo, como por ejemplo, el “Foro de Ciudadanos de Comisiones de Personas Usuarias”, “Mesas de Diálogo entre Operadores de Justicia y Organizaciones Civiles”, y hay una creación del “Consejo Consultivo de la Sociedad Civil y Negociación con Autoridades del Poder Judicial”.



En este documento se dice que ese Consejo Consultivo de la Sociedad Civil y de Negociación es el siguiente: “Un nivel de maduración de la participación ciudadana consiste en ejercer la incidencia ciudadana que se expresa mediante la influencia en la toma de decisiones en la gestión pública, para ello es necesario construir una instancia interlocutora de la sociedad civil con legitimidad ante las autoridades del Poder Judicial, esta se puede crear mediante el fortalecimiento de las redes de apoyo civil, en la Subcomisiones de Acceso a la Justicia, o por la convocatoria nacional de organizaciones civiles que deseen participar con el apoyo de la Defensoría de los Habitantes.



La dinámica de interacción entre el Consejo Consultivo y las Autoridades del Poder Judicial, se establecerá con base en una metodología de trabajo, y una agenda de prioridades de debate en temas de política, gobierno y administración”.



Me parece, con todo respeto, que esto rebasa las competencias de una política pública del Poder Judicial, para ser una discusión que en mi opinión debiese de haberse realizado en el Congreso por un lado; tendré oportunidad una vez que me comenten de qué se trata este “Consejo Consultivo de la Sociedad Civil”, la incidencia y la participación que va a tener en la toma de decisiones del Poder Judicial”.



Prosigue el Magistrado Solís: “Este Programa o definición de Política de Participación Ciudadana que estamos debatiendo, se origina después de una contratación que se hizo el año antepasado y parte del año pasado con un sociólogo y politólogo que fue contratado por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj), con fondos de una donación que nos hizo la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) para tales efectos, el Poder Judicial no tuvo ningún manejo presupuestario en la construcción de estas políticas, que en algunos casos este profesional le solicitó cita a varios magistrados y magistradas para oír su criterio al respecto y perfilar un programa o proyecto para ser presentado y discutido en Corte Plena, por eso estamos sesionando al respecto.



Debemos partir de una idea fundamental, esto es un cambio de paradigmas, es traer el manejo y el funcionamiento del Poder Judicial que siempre ha estado en una perspectiva, que la podemos llamar “tradicional”, no me gusta el adjetivo, pero ha sido así, y es traerlo a tiempos constitucionales actuales, si existe una norma constitucional que establece la participación ciudadana como un esquema ejercicio democrático del Poder en la construcción de la legitimidad del Estado costarricense, el Poder Judicial no puede quedar cruzado de brazos, es más, me atrevo a afirmar que es el único Poder Constitucional de la República, que al día de hoy ha tomado con seriedad esa obligación que el constituyente derivado estableció desde el año 2002, cuando se hizo la reforma del artículo 9 de nuestra Constitución Política, aquí lo estamos planteando, repito, bajo un esquema de transformación de un paradigma de funcionamiento de éste Poder Judicial, en donde la inclusión del tema de participación ciudadana requiere una gran reflexión y línea de pensamiento al respecto.



Una de las tantas experiencias que tuvimos cuando iniciamos los planes pilotos de participación ciudadana en estas áreas geográficas del país que les mencioné, fue encontrarnos con una cruda realidad, la ciudadanía costarricense no está organizada para estos temas.



Por ejemplo, cuando uno visita la Zona Norte, se encuentra organizaciones civiles dedicadas a la protección del ganadero, a la promoción del cultivo orgánico, a múltiples temáticas, pero ninguna dedicada a fomentar la participación ciudadana.



Dentro de las líneas de investigación buscamos a una Organización No Gubernamental (ONG), que de una u otra medida habían tenido algún grado de participación al respecto y más bien la respuesta que obtuvimos de esa ONG, fue que algo raro debe haber en el Poder Judicial, porque es imposible que se ponga a hacer estos temas, si nunca lo han hecho; tuvieron dudas y no participaron, porque decían que iban a hacer “conejillos de indias” o que los íbamos a engañar con esta temática.



Acordémonos que la percepción que mayoritariamente la ciudadanía o el ciudadano común de la calle, tiene del Poder Judicial, es como una especie de monasterio rígido, en donde nada va hacia la sociedad, y es difícil que esta se entere de lo que está sucediendo en el Poder Judicial; ese es el paradigma que queremos romper con este tema de política de participación ciudadana.



En los planes pilotos de la Zona Norte, tuvimos que ir a construir, convocando a los ciudadanos y a las ciudadanas de esas zonas a reuniones, para que formaran Comités Ciudadanos de Participación Ciudadana en la Gestión Judicial, y para ellos también fue novedoso aquello.



Actualmente los hay en Upala, Los Chiles, Guatuso, hay un comité que integra los indígenas de esa zona, y los hay en Ciudad Quesada; una vez que el plan fue finalizado, esos comités ciudadanos se incorporan en la relación institucional con los usuarios como Comités de Usuarios, y tiene una relación directa con las Contralorías de Servicios ubicadas en esa zona, y ahí están trabajando.



En Ciudad Quesada, por ejemplo, cuando se reúnen los temas consisten en solicitar al Poder Judicial facilidades para que las señoras expeditamente puedan hacer las gestiones bancarias para retirar los montos de pensiones alimentarias entre otras cosas, están buscando la posibilidad de abrir una especie de morgue en la Zona Norte por el tema de las grandes distancias que hay en ese lugar, etcétera; temas que son de Gobierno Judicial, pero están imbuidas de requerimientos de los ciudadanos y las ciudadanas de esas áreas, que consideran que el Poder Judicial puede ofrecer un mejor servicio si esos requerimientos tienen una respuesta positiva.



En relación con el Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí, en donde también hicimos una valoración y tenemos dos organizaciones o colectivos sociales, uno de ellos abarca a los grupos empresariales de la comunidad, tanto empresas agrícolas como de comercio y que tienen mucho interés en tener una experiencia en participación ciudadana, y otro que abarca otra experiencia muy interesante en la cual algunos hemos ido a reuniones con ellos y hemos participado en los procesos que están haciendo, que se denominan “Territorios Seguros”, que han venido siendo desarrollados en los últimos tiempos por una decisión que tomó el Gobierno Municipal de la zona, y estas comunidades se han venido organizando para requerir a las distintas agencias del Estado, una mejor prestación de los servicios públicos que se les ha encomendado.



Nos han invitado a los magistrados y las magistradas, a que vayamos a las rendiciones de cuentas, que normalmente cada seis meses hacen una gran asamblea ciudadana en algunas de las instalaciones de Guápiles, para que las distintas agencias del Estado puedan indicar qué han hecho en esos seis meses para resolver los problemas, invitan al Organismo de Investigación Judicial, a la Fiscalía de la zona, al Consejo de Administración Judicial de la zona y nos invitan a los Magistrados y Magistradas para que vayamos.



Se ha llegado a un avance, en donde estos territorios, después de unas visitas que se hicieron a estas zonas geográficas, a unas comunidades o barrios que requieren una atención social especial, en esos lugares estuvimos presentes la Presidenta, Magistrada Villanueva, el Fiscal General de la República, mi persona y otros funcionarios y otras funcionarias del Poder Judicial, en donde les solicitamos la posibilidad de que un representante de esta organización “Territorios Seguros”, pudiese asistir a las sesiones del Consejo de Administración del Poder Judicial, en este momento está asistiendo, sin voz y sin voto, pero está asistiendo, eso ha costado y es un gran avance que alguien de la ciudadanía tenga esa participación en las sesiones del Consejo de Administración.



En esa zona se está promoviendo un “Foro Cívico Ciudadano”, se le habló a las organizaciones existentes para que generen ese Foro; ahí el Poder Judicial se sustrae, nada más sugerimos, y que ellas mismas mediante la normativa correspondiente pueden reglamentar el funcionamiento del Foro y sea este el que elija a la persona que va asistir a las reuniones del consejo, para que haya un sustrato democrático de escogencia de esa persona y no haya sido mediante cooptación por parte del Poder Judicial para eso, se está en ese proceso, lo que quiero dar a entender es que estas líneas del Programa de Participación Ciudadana también se nutren de estas muy importantes experiencias.



Ciertamente que la necesidad de establecer normativa es correcta, estos comités, consejos consultivos o como se les quiera denominar, porque lo que se está ofertando en el Proyecto de Participación Ciudadana, no es una lista cerrada, sino abierta, como política pública que puede desarrollar el Poder Judicial, hay que entender las distintas realidades culturales, sociales, económicas y políticas, que hay en los distintos territorios nacionales, son distintas las reuniones que se hacen en Guápiles comparándolas con las reuniones que podemos hacer en Los Chiles, en La Cruz de Guanacaste, con respecto a otro circuito judicial, en San Isidro o en Buenos Aires de Puntarenas, porque a pesar de que la geografía es pequeña en este país, las realidades y los requerimientos son muy distintos, por ejemplo, en Upala donde hemos tenido una muy importante participación, uno de los problemas más inmediatos que hay en esa zona es el tema migratorio laboral, problema que no está en Buenos Aires, Puntarenas, Pérez Zeledón o Guápiles, y el segundo problema que tiene Upala es el caso de la agresión contra la mujer, que está presente por razones culturales, distintas causas son las que originan que haya una alta incidencia de agresión física a la mujer, tanto es así que en una de las tantas experiencias que se han venido desarrollando, en coordinación con la Municipalidad de Upala y una fundación, se abrió una “Casa de Atención a la Mujer Agredida”, algunos de nosotros y algunas de nosotras estuvimos en la ceremonia de inauguración, la cual terminó con una realidad, en los momentos que se estaba haciendo la ceremonia de inauguración, llevaron a una mujer que iba acompañada de sus seis o siete niños que había sido agredida por su pareja.



Son realidades en donde el Poder Judicial no puede sustraerse, ni los funcionarios y las funcionarias judiciales pueden sustraerse en sus dependencias; deben tener una vocación de construir ese diálogo necesario con las instancias de organizaciones ciudadanas que existan en las zonas y ciertamente si no existen, facilitar junto con los líderes comunales, la construcción de estas instancias organizativas ciudadanas, para lograr ese diálogo entre el Poder Judicial y la comunidad.



Los llamados “Consejos Consultivos” o “Comités de Negociación”, lo que pretenden es resolver ese tema, no es que en el consejo consultivo se adoptará una decisión que va a vincular al Poder Judicial ¡No! Es buscar mecanismos o puentes de diálogo, porque nadie le impondrá al Poder Judicial una realización de una determinada política pública, las políticas públicas judiciales las hacemos aquí; pero perfectamente para mejorar esa políticas, que muchas veces se pueden hacer encerrados en este local, es necesario alimentarlas con lo que la sociedad puede requerir del Poder Judicial y eso se hace importante, por cuanto hay una norma constitucional que así lo exige, la participación ciudadana en la gestión de Gobierno y estos mecanismos consultivos, de diálogo y participación lo que pretenden es eso.



En lo personal, y así se lo decía en su momento al consultor que presentó este documento, el cual fue después debidamente validado en la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) y con la participación de instancias de este Poder Judicial, que fueron consultadas, no se requiere transformaciones legales o reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, porque si vamos a solicitar reformas a esa ley, este es el entierro de este programa, porque desde que fui nombrado magistrado en el 2001, esta Corte está hablando de las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial y estamos en el 2015 y no hemos avanzado en ese tema.



Este proyecto se sustenta y en una aplicación directa de los artículos 9 y 11 de la Constitución Política y nosotros como Poder Constitucional, mediante reglamentación interna, podemos facilitar cuando sea necesario la proyección del programa en la gestión de las políticas públicas de nuestro Poder Judicial, de ahí que doy explicación a la Magistrada Arias, de cuál es el sustrato jurídico – filosófico de este Plan de Participación Ciudadana”.



Añade la Magistrada Arias: “Tengo dos consultas en cuanto al financiamiento del programa.  Se indica en la página 17 que habrá un financiamiento particular, dice: “Las líneas de acción de la estrategia deberán contar con recursos económicos necesarios para el financiamiento de estas acciones”, y se detalla ahí cuáles son las vías presupuestarias que se van a utilizar, esos presupuestos, lógicamente, van a salir del Poder Judicial.



Lo que quiero saber es si tienen un estimado de cuánto podría incidir este programa en el presupuesto del Poder Judicial.



La otra duda que tengo, que también está en la misma página, tiene relación con el respeto a la independencia judicial, en el párrafo final es donde me surge la duda, porque por un lado se habla, efectivamente, de un respeto a la independencia judicial, tal y como lo acaba de señalar el Magistrado Solís; no obstante, se indica lo siguiente: “Sin embargo, el ámbito de acción de la presente política, anima el control ciudadano de la gestión del Poder Judicial, lo que permite el llamado a la rendición de cuentas en la calidad del servicio de la oficina judicial, el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de Justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del Gobierno Judicial”; la duda que me surge es con respecto a la parte que indica: “… el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del Gobierno Judicial”, porque por supuesto no tengo ningún reparo, como lo voy a exponer ahora finalmente, en que se permita ese control ciudadano de los recursos, de hecho, hay una fiscalización que ejerce la Contraloría General de la República y una fiscalización del presupuesto que ejerce la Asamblea Legislativa, qué mayor representación que el control que ejerce la Asamblea Legislativa cuando controla nuestro presupuesto y son los legisladores y las legisladoras, quienes han sido escogidos y escogidas por el pueblo, los que dicen si estas líneas de acción en las que hay intereses se van o no a ejecutar, y de hecho nos limitaron el presupuesto para este ejercicio fiscal.



Lo cierto del caso es que aquí se habla de esa ingerencia ¿Por qué no se puso ahí nada más, como lo señalaron ahora, que era simple y sencillamente un diálogo? Porque no se indicó que esa acción estratégica sería dialogar sobre ese tema, sino que finalmente se dice que esto va a tener una incidencia final en la toma de decisiones del Gobierno Judicial.



Quiero exponer el ejemplo que me brindó el consultor que me visitó.



Cuando le cuestioné esto, el ejemplo que me dio fue el siguiente: “Bueno señora, es que aquí lo que se debe discutir es dónde se pone un aire acondicionado ¿En Limón se le debe poner al Juez o se le debe poner a los ciudadanos que llegan de visita o que acuden a los servicios?”; le dije: “Se le debe poner a los dos, pero señor, usted no sabe lo que es dictar sentencias a 40° grados de temperatura, yo si le puedo decir lo que es dictar esas sentencias, porque me correspondió en Puntarenas dictar esas sentencias sin ningún aire acondicionado”; definitivamente es dificilísimo, así que cuando tengamos que hacer una distinción entre si se lo instalamos a todos los funcionarios y a todas las funcionarias o se lo instalamos a las personas usuarias que llegan por dos horas, evidentemente se lo tendríamos que instalar a los funcionarios y a las funcionarias que tienen que administrar la Justicia.



Ese fue el ejemplo que me hizo el consultor cuando hablaba de estos temas y si el señor estuviera aquí también se lo puedo repetir, que ese fue el ejemplo que me dio y ahí fue donde exactamente le dije: “¡No puede ser que usted este pensando que los recursos del Poder Judicial no se están gastando en forma óptima, cuando tratamos de dar alguna mejora que es necesaria para nuestros funcionarios y nuestras funcionarias!”.



Por supuesto que sin duda alguna he estado anuente y muy consiente de las necesidades que tiene nuestros usuarios y nuestras usuarias, me refiero a los externos, de hecho he tratado y colaborado con todas las propuestas que se refieren a ser más accesible la Justicia con personas en condición de vulnerabilidad; pero sin duda alguna, si el extremo es llevarlo a lo que me señaló el mismo consultor, ahí si que me parecería que habría una incidencia que es negativa para el Poder Judicial y que lo que tendríamos que hacer es modificar el texto diciendo las cosas así como debe ser, que no permita ese control que incidirá en la toma de decisiones.



De hecho ya tenemos satisfecha mucha de la participación ciudadana, ellos integran los Consejos Consultivos de cada comunidad, hay una participación y pueden señalar que están o no de acuerdo en algunas de las decisiones, y estas se adoptan de forma colegiada; pero sí me preocupa que tengamos una amplitud, como la que se señala en este ítem que les acabo de leer”.



Se concede el uso de la palabra a la máster Ingrid Bermúdez Vindas, Coordinadora del Programa de Participación Ciudadana de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), quien indica: “Quisiera comentarles en primer lugar, que el consultor nos hizo cerca de cuatro informes, los cuales fueron bastante extensos, uno tiene que ver con el diagnóstico, el estado de la cuestión que hizo sobre el tema de participación ciudadana en la Administración de Justicia, luego hizo una fundamentación jurídica, que se trata de un informe también bastante amplio, la política propiamente, un sistema de monitoreo y evaluación, porque ahí se contemplan todos los indicadores que van a medir el cumplimiento de la política de participación ciudadana, y el documento que a ustedes les llegó es un extracto de lo principal, pero la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) maneja todos esos informes y la sistematización de las observaciones que se hicieron en la validación de la política de participación ciudadana.



Hay tres características esenciales de la política; es gradual, nosotros lo vemos por niveles de participación ciudadana, desde acceso a la información, que la población usuaria del Poder Judicial, tenga acceso a todos los servicios del Poder Judicial hasta el nivel de incidencia, pero como dice el Magistrado Román eso responde mucho a otra característica de la política, que es la especificidad, la cual se refiere a que cada circuito y contexto geográfico va a decirnos, porque otra característica es la flexibilidad, esta política tiene que ser flexible y ajustarse a las necesidades y requerimientos de cada circuito judicial y en los cantones donde va a operar la participación ciudadana.



Los ciudadanos organizados y las ciudadanas organizadas, dirán cómo quieren esa participación ciudadana, por ejemplo, en Guápiles están conformando un “Foro Ciudadano por la Justicia”; ellos así lo denominaron y lo bautizaron; hay representación de varias organizaciones sociales, y quieren interactuar con el Poder Judicial; pero no es una interacción de ingerencia en la toma de decisiones, porque como dijo el Magistrado Solís: “Las decisiones y las políticas del Poder Judicial se toman internamente”.  Sin embargo, si tenemos la participación ciudadana, nosotros optimizamos y flexibilizamos esas decisiones, para que sean acordes con las necesidades y requerimientos de cada población; el hecho de fiscalizar y controlar es simplemente, y nosotros como funcionarios y funcionarias públicas, tenemos que dar cuentas, el artículo 11 de la Constitución Política.



No se trata de que nos digan cómo vamos a gastar los recursos, ellos pueden darnos sugerencias, por ejemplo, en Pococí, los usuarios esperan bajo el sol para que les entreguen la hoja de delincuencia, porque ese servicio lo tienen en la entrada del edificio; sin embargo, observamos que todos los funcionarios y funcionarias tienen aire acondicionado, mientras el público espera con largas filas, por las gradas del edificio, y eso lo vemos porque vamos constantemente al circuito.



Son cosas que la ciudadanía podría decirnos que les construyamos un techito en la entrada del edificio, porque hacen largas filas, y en Guápiles el sol y calor que hace.



Son recomendaciones que han venido de la ciudadanía, y también hemos tenido experiencias como en la Fortuna de una coresponsabilidad, ellos requieren de un Juzgado Penal, una Defensa Pública y una Fiscalía, por los delitos que se estaban dando a los turistas en ese lugar; nos ofrecieron la oficina y las instalaciones, de manera que no solamente hay una posibilidad de interacción -que es lo llamamos Política de Participación Ciudadana- sino que hay una corresponsabilidad, y que no solamente le corresponde al Poder Judicial solucionar los problemas de todos los cantones.



Por ejemplo, en Guatuso tuvimos la experiencia que el Comité Ciudadano nos comunicó que la Municipalidad está donando terrenos, esto por cuanto en esa comunidad el Poder Judicial lo que tiene es un terreno muy pequeño, el problema sería que crezcan las oficinas y el personal, de manera que hay un beneficio de la participación ciudadana a nivel de recursos, no solo a nivel de interacción y existe la posibilidad de llegar a la ciudadanía con las necesidades y los requerimientos específicos de cada cantón que cada circuito tiene.



Recuerdo cuando en el 2010, asistimos a la Conferencia Mundial de Transparencia y Rendición de Cuentas, junto con la Presidenta, Magistrada Villanueva y la Magistrada Hernández, en esa ocasión presentamos el Programa de Participación Ciudadana, eran estos, porque los Poderes Judiciales apuntan hacia esto; precisamente el Banco Mundial nos daba la idea y las posibilidades de incorporar participación ciudadana; pero cuando expusimos lo que se estaba haciendo en el Poder Judicial de Costa Rica, inmediatamente reconocieron que vamos a la vanguardia de todos los Poderes Judiciales.



En el 2010 esa era la tónica de la participación ciudadana, de manera que si esta política se aprueba, pues es lógico que Costa Rica, como siempre, se coloque a la vanguardia de todos los Poderes Judiciales”.



Agrega la Magistrada Arias: “Después de escuchar esas interesantes posiciones, voy a rendir un informe que elaboré anoche, y por eso no lo envié con la debida antelación para que todos lo conocieran. Sin embargo, como hoy tenia que venir a rendir estas observaciones, me atreví a hacer un documento y estimo que como lo señalé al inicio de mi disertación, pues en primera instancia sí considero que Costa Rica es uno de los primeros Poderes Judiciales, en que otorga participación a la ciudadanía en la toma de sus decisiones, de hecho esa participación ciudadana se encuentra satisfecha con una serie de competencias que tenemos en este momento, como lo es la Contraloría de Servicios, el Tribunal de la Inspección Judicial, el derecho de acceso a la información pública, la exigencia de transparencia en el ámbito del funcionamiento del Poder Judicial, la exigencia al derecho al debido proceso, la vía recursiva en la jurisdicción ordinaria, etc.



También tenemos participación ciudadana, lo cual es amplia, en diferentes programas, como por ejemplo, el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, el Programa de Gobierno Abierto, pero no se incluyó el Programa de Justicia Restaurativa, que antes era un norte de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj); pero que en determinado momento, cuando mi persona llegó a tomar el Programa de Justicia Restaurativa, decidieron salirse parcialmente, y ahora no es un punto focal de esa Comisión, sino que es un tema que se asume pero en forma residual.



En todos esos casos hay una participación ciudadana, la cual es muy bien recibida, pero debe ser fortalecida.



Como lo señaló doña Ingrid Bermúdez, es cierto que en Upala existe una gran participación ciudadanas, de hecho tuve la oportunidad de ir con ellos a una de las inauguraciones y ciertamente ahí se reunió un consejo, el cual planteó algunas pautas interesantes, pero se reúnen en la condición de que hace aportes al Poder Judicial, y sin duda alguna que el usuario final, los y las justiciables de este país requieren del acceso a la Justicia.



Sin embargo, me temo que a pesar de eso, en lo cual estoy parcialmente de acuerdo con esta política de participación ciudadana que hoy nos plantean, porque claro, estoy de acuerdo con que la ciudadanía participe, pero que participe en esa condición, en la de hacer únicamente esa consulta ciudadana, que no sea obligatoria y que de ninguna forma esto pueda incidir ni a nivel presupuestario, ni tampoco a nivel de la independencia judicial, porque cuando el Poder Judicial es el valuarte de la democracia costarricense, sin duda la ciudadanía puede participar, pero claramente lo dice el artículo 9 de la Constitución Política: “El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí. El Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial.”, es decir, que por un lado está el pueblo, que el Poder reside en él, pero también que reside en tres funciones fundamentales, funciones técnicas, los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.



No es que el pueblo sea soberano, sino que el artículo 9 establece también que se ejerce esa soberanía también en las tres funciones del Estado.



El artículo 9 Constitucional establece el derecho de participación ciudadana como un derecho fundamental, exigible por medio del recurso de amparo. Es de aplicación directa por parte de las autoridades públicas, y dicho derecho, como la mayoría de los derechos fundamentales, no tiene un contenido absoluto, sin límites, sino que tiene que ser ponderado por el intérprete, con respecto al ejercicio o disfrute de otros derechos o valores fundamentales, entre ellos en el caso concreto, la garantía de independencia constitucional, consustancial al funcionamiento del Poder Judicial.



Al respecto, el artículo 152 de la Constitución Política, nos dice lo siguiente: “El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales que establezca la ley.”.  E artículo 154 dice: “El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y a la ley, y las resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia no le imponen otras responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos.”



De igual forma se ha manifestado la Sala Constitucional, que nos demuestra con ejemplos claros, que la participación ciudadana debe estar normada, y esa es precisamente la propuesta que hago, no es una política pública sino una ley de la República la que debe decir hasta dónde va a llegar este control ciudadano.



Así, en la resolución N° 18665-2012, se dice: “A partir del principio democrático de participación ciudadana establecido en el artículo 9 constitucional, este tribunal ha tutelado el derecho de los ciudadanos a participar de forma activa en la toma de decisiones de interés general o colectivo.



Precisamente, este tribunal de manera reiterada ha indicado, que en la idea de democracia participativa, activa y plena participación popular, el principio democrático adquiere su verdadera dimensión. Además, la propia Sala ha reconocido relevancia Constitucional, en virtud del principio democrático de participación a la aplicación de mecanismos específicos de participación ciudadana, como por ejemplo, el caso del referéndum, el plebiscito y cabildos, regulados en el artículo 13 del Código Municipal.



La imposición de tarifas de servicio de transporte público, estatuido en el numeral 36 de la Ley Reguladora de Servicios Públicos, y la audiencia en planes reguladores del ordinal 17 de la planificación urbana.



Allí se citan una serie de resoluciones de la Sala Constitucional que han sido reiteradas, es decir, que esta participación ciudadana en estos consejos ciudadanos, tiene que estar reglada por ley y no es simplemente que queremos interactuar o no, sino que incluso desde mi experiencia en algún momento como magistrada constitucional, no había un solo recurso de amparo que no fuese estimado, si la autoridad reguladora de los servicios públicos no daba la audiencia correspondiente a los ciudadanos y las ciudadanas.



Pero este recurso como les digo, tiene que estar plenamente regulado, no es simplemente que se nos ocurre llamar a la ciudadanía y que esta participa; en consecuencia,  debe analizarse que la política de  participación ciudadana que se nos plantea, podría incluso tener roses constitucionales, pues se trata de una política interna institucional, y no de una ley a la cual sí podría estar sometido el Poder Judicial.



Un segundo aspecto que me parece importante resaltar, es la posible  invasión de competencias exclusivas asignadas por ley al Poder Judicial, podría tener roces de legalidad tratándose esta política de participación ciudadana, tratándose de los siguientes aspectos:



En cuanto a la petición y demanda ciudadana que aparece en la página 13, por ejemplo, nunca podría invadir la esfera de competencia de la materia penal, y también en el caso de casi todas las materias, pues se limita el acceso a las personas solo si son partes, y por eso decía que si bien es cierto el poder reside en el pueblo, también es lo cierto que cuando se ejerce la función jurisdiccional, la función de resolución de conflictos derivada del Poder Judicial, no es que todas las personas puedan tener acceso a esto, sino solo las partes.



En segundo lugar, en la página 15, en la política se crea la obligación de creación de conciencia crítica en la ciudadanía, ese es el supuesto que se está planteando.



En mi humilde opinión, se trata de una función atípica dentro del Poder Judicial.



¿Cómo es que vamos a crear la conciencia crítica en la ciudadanía? Esto le corresponde a otros órganos del Estado, ciertamente podemos tener algún tipo de participación, como por ejemplo y me refiero a los ejemplos concretos del Programa de Justicia Restaurativa, en donde tenemos una reunión con los ciudadanos y las ciudadanas que están recibiendo personas para el cumplimiento de planes reparadores; pero de ahí a que sea una obligación de crear conciencia crítica en la ciudadanía y esto nos va a llevar a afectar todo el presupuesto por un lado, cuando esto le correspondería a otros órganos del Estado, como el Poder Ejecutivo.



También estaba pensando, por ejemplo, que hacer una reunión con fondos del Poder Judicial para crear esta conciencia crítica y si es una competencia que se le otorga a la Escuela Judicial, porque ahí revisando posteriormente en los planes de acción, todo esto involucra a la Escuela Judicial, en el tema de que tendremos que brindar las capacitaciones, para también crear esta consciencia crítica en la ciudadanía.



Un tercer aspecto, en el que me parece que va una posible invasión de competencias asignadas por ley al Poder Judicial, es en el control y fiscalización ciudadana que está en la página 15, se señala: “El proyecto indica que la ciudadanía tendrá el control y fiscalización sobre la gestión judicial con relación a las políticas, el gobierno y el uso de los recursos económicos.  Al respecto, el artículo 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece dentro de la facultades legales de la Corte Plena, el proponer reformas legislativas y reglamentarias para la mejor gestión Judicial, así como también aprobar el proyecto de presupuesto.



Por otra parte, el artículo 81 de la  Ley Orgánica del Poder Judicial, le confiere al Consejo Superior la competencia de ejecutar la política administrativa del Poder Judicial”; todo esto para reforzar la tesis de que hay una esfera de reserva legal, que aquí no la observo, que en mi opinión esto es potable en ciertos aspectos, pero no tal y como se está planteando y con esas amplias competencias.



La creación de un Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial, en la página 31, también en mi opinión sería necesaria una reforma legislativa para asignar la competencia de dicho consejo, o sea, no sabemos cuáles serán las funciones del órgano, cuál es la raigambre administrativa que tiene, actualmente ese consejo no existe y además estaría integrado por la Defensoría de los Habitantes de la República, según se dice en ese documento, así como también la vinculación del Poder Judicial a sus recomendaciones e implementaciones de las mismas, dotación de presupuesto, recursos materiales y humanos que este consejo tendrá.



Otro aspecto que también me parece que podría invadir las competencias del Poder Judicial, es el establecimiento de un mecanismo de participación y consulta de la sociedad civil en la formulación del Plan Estratégico Quinquenal del Poder Judicial y la formulación del presupuesto que aparece a página 34; sería necesaria una reforma legal, por cuanto la Ley Sobre Regulación de Referéndum en su artículo segundo, excluye de dicha consulta a la materia presupuestaria, o sea, ya hay una limitación legal por parte de dicha ley.



Como señalé, existen suficientes instituciones que satisfacen el derecho de participación ciudadana dentro del Poder Judicial.



Con las instituciones que se describen en los antecedentes del proyecto en la página 6 y siguientes, se satisface plenamente la exigencia de participación ciudadana en el ámbito de las competencias dichas.



Por otro lado, se plantean formas de participación ciudadana sumadamente amplias, muchos de los mecanismos que se proponen al final de la iniciativa, requieren reformas legales y particularmente con el tema de los comités, mesas de diálogo y control ciudadano, se debe tener algún cuidado, pues ello puede establecer un privilegio indebido a cierta parte de la ciudadanía, a los que están en los comités, porque resulta ser que hay algunos que no estarían en los comités y que evidentemente eso también tendría alguna dificultad.



Dicha situación ha sido advertida también desde el punto de vista de la Sala Constitucional, que en el voto N° 3762-2011, habló precisamente de eso y dice lo siguiente: “La participación de los ciudadanos en la toma de decisiones públicas se encuentra prevista en el artículo 9 de la Constitución Política, por lo que adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental. No se trata de una desconstitucionalización del Principio de Legalidad de la Administración Pública, aunque sí por supuesto, de una forma de Gobierno más democrático, que amplía los foros de debate sobre diferentes temas que le afectan a la colectividad, y que por virtud de ello, quedan abiertos a la intervención y opinión ciudadana. Se está frente a una opción ya muy aceptada en la evolución del concepto de democracia. El precepto comentado, entonces, recoge el principio citado a través del acceso a la información de que se dispone y a la divulgación de ella, para que la toma de decisiones no se circunscriba a un limitado grupo de intereses”; es decir, como lo señalé, estoy parcialmente de acuerdo con la  propuesta, pero hay unos aspectos que en mi opinión, y así voy a dejar asentado mi voto, hay unos aspectos que requieren una reforma legal y estos como lo señalé, no podríamos en este foro tomar una decisión como la que se esta planteando, porque invadiríamos competencias que no nos corresponden e iríamos muchísimo más allá de lo que se está planteando hasta ahora por el Poder Judicial”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ARIAS, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.



Aclara el Magistrado Solís: “Respeto el análisis que hace la Magistrada Arias, pero no lo comparto, hace un rato decía que el Programa de Participación Ciudadana tiene vicios hacia el futuro, de modernidad, de transformar paradigmas que han sido la regla de actuación normal del Poder Judicial, es una política, debe de quedar claro, ciertamente el plan para desarrollar esta política es ambicioso, toda reforma que pretenda modernización debe ser caracterizada como tal, es una política ambiciosa.



Las experiencias que hemos tenido nos confirman la posibilidad de esa ambición, de que el Poder Judicial verdaderamente sea abierto, transparente, para y por los ciudadanos y las ciudadanas.



Ciertamente debe de quedar claro en esta sesión, que bajo ninguna manera el proyecto está incidiendo en competencias legales y constitucionales del Poder Judicial, porque de haberlo pretendido así, vuelvo a repetir, era darle un entierro de primer orden ¿Por qué? Porque  unas reformas legales es para nunca alcanzarlas.



Este proyecto lo que pretende, repito una vez más, es lograr que la ciudadanía tenga una participación directa participativa –perdonando la redundancia- en las grandes gestiones de las políticas del Poder Judicial.



Hemos tenido experiencias muy positivas y no solamente, como bien lo indicaba la Magistrada Arias, hay otras áreas de participación ciudadana que se han encargado a otras dependencias del Poder Judicial.



Esta política lo que pretende es eso, establecer una política, pero sin afectar las áreas que las otras unidades, secretarías de trabajo tienen en su diario quehacer.



Mencionaba el Programa de Justicia Restaurativa; este fue originalmente un tema de trabajo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj), pero cuando se integró como magistrada titular la Magistrada Arias, le sugerí al cuerpo directivo de dicha comisión, que ese programa se le asignara a la Magistrada Arias, porque venía graduándose, tenia estudios al respecto y ciertamente iba a darle toda la energía institucional que el programa requería y la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj) se retiró, porque no hay cosa peor en este Poder Judicial que dos, tres o más oficinas participen del mismo programa, porque siempre van a generar distintas percepciones, dinamismos y valoraciones sobre el programa, y esa comisión se retiró del Programa de Justicia Restaurativa, que lo tuvo durante mucho tiempo y lo asumió directamente una secretaría, que hasta ahora ha venido realizando un trabajo muy capaz y eficiente sobre el tema de Justicia Restaurativa.



La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (Conamaj) se ha encargado del Programa de Participación Ciudadana no por ocurrencia, sino porque esta Corte ha tomado resoluciones que así se lo han indicado, hemos tratado de cumplir con esas resoluciones y una de ellas era la presentación de este Programa de Definición de Políticas de Participación Ciudadana.



La independencia del Poder Judicial queda garantizada en la definición de la política, sería ilógico pensar de mi parte, el haber valorado un Programa de Participación Ciudadana, bajo la creencia de que iba a lesionar competencias legales y constitucionales del Poder Judicial, todo lo contrario, la garantía de la independencia del juez o jueza en primer lugar y del Poder Judicial como Poder de la República, no resultan afectadas con un Programa de Participación Ciudadana, porque es imposible trasladar decisiones jurisdiccionales a la comunidad, como se ha pretendido decir aquí, es imposible trasladar la definición de políticas presupuestarias que le corresponde a esta Corte Suprema de Justicia en sede Corte Plena a la comunidad; lo que pretendemos con ello es más bien garantizar un diálogo constructivo.



El ejemplo que hizo el consultor es válido y no lo veo tan pernicioso; porque como aquí todos estamos encerrados y no conocemos las realidades operativas de nuestros circuitos judiciales en distintas zonas geográficas, no vemos que hay momentos en donde la comunidad resulta afectada por los cambios climáticos, meteorológicos, etcétera, y fácilmente se podría, a través de un diálogo constructivo entre los comités ciudadanos y el Consejo de Administración respectivo, buscar soluciones a esos problemas, y perfectamente si hay problemas de temperaturas altas, aquí tomaríamos la decisión última si se compran o no equipos de aire acondicionado -lo mencionó porque así se dijo en el ejemplo- para que no solamente los jueces y las juezas se encuentren con un adecuado ambiente laboral sino también los usuarios del servicio de Justicia.



Recientemente nos había llegado una queja, de que en una comunidad que maneja temperaturas muy altas, las personas usuarias llegaban a solicitar la entrega de esas documentaciones, luego se tenía que sacar a esas personas de las oficinas porque se quedaban adentro y había aire acondicionado, y mientras se les entregaba la certificación de antecedentes penales no iban a recibir el calor de afuera de la oficina, la queja era de por qué no los dejaban estar 10, 15 o 20 minutos esperando adentro, que ir a hacer la fila afuera.



Son cosas del diario vivir en la atención que brinda el Poder Judicial y de nuestras funcionarias y funcionarios judiciales hacia la ciudadanía, y esas soluciones podrían darse a través de un diálogo constructivo, en donde nadie le va a imponer decisiones de gestión presupuestaria al Poder Judicial, tendríamos que reformar la Constitución Política para lograrlo; pero lo que vamos a buscar es un diálogo constructivo ¿Le tenemos miedo al diálogo? Por eso este país está como está, porque somos enemigos del diálogo, de buscar consensos, puntos de aproximación para lograr una mejor gestión en la prestación de la Justicia, entendida como un servicio público para las grandes mayorías, y desde esa dimensión constitucional, esta definición de esta Política de Participación Ciudadana, tiene como objetivo al ser humano, no al expediente, no a la computadora, es al ser humano, al justiciable, a la persona usuaria de nuestros servicios de Justicia como tal, y en la medida que se fortalezca esa participación mediante la creación de comités, que ya los hemos tenido y nadie ha alegado que se está violentando la independencia del juez o la jueza cuando el Comité de Upala solicita que le demos atención al tema de la agresión a la mujer o como el Comité de Guápiles que solicita que la Corte Suprema de Justicia nombre más oficiales y les conceda mayor número de vehículos al Organismo de investigación judicial, nadie está violentando la independencia del Poder Judicial, todo lo contrario, estamos retroalimentando de manera conjunta la legitimidad del Poder Judicial como tal.



Nadie va a dudar que hay controles externos institucionales a la gestión presupuestaria, uno lo tiene la Asamblea Legislativa y el otro la Contraloría General de la República, son controles macro – institucionales, no son controles específicos sobre gestión presupuestaria.



Termino diciendo, observemos que interesante, la Contraloría General de la República que integra la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), ha solicitado de aprobarse esta política ciudadana, que desde la comisión le ayudemos a las dos señoras, para orientar algo similar en control presupuestario ciudadano desde la propia Contraloría General de la República, es decir, el tema es innovador y tal vez por ser así requiere mentalidades innovadoras y progresistas”.



Dice el Magistrado Cortés Coto: “Lo que tengo es una inquietud que quisiera que el Magistrado Solís me aclare, no he tenido mucho tiempo de leer el documento, en virtud de un nombramiento de última hora.



Me viene preocupando desde hace mucho tiempo la gran cantidad de funciones que los jueces coordinadores o juezas coordinadoras de oficina tenemos.



Si hay una queja de la ciudadanía y que todos sabemos, es la Justicia lenta que tenemos, y como juez que soy, siento que parte de lo que nos ocurre, es que en gran cantidad de ocasiones tenemos que hacer muchas funciones, que de alguna manera nos limitan para tener un mayor tiempo, para lo que realmente estamos los jueces o las juezas, que es administrar Justicia.



Se le rinden informes al Tribunal de la Inspección Judicial, a la Dirección de Planificación, a la Unidad de Control Interno, a la Contraloría de Servicios, etcétera.



Por supuesto estoy de acuerdo con una política de apertura del Poder Judicial, en cuanto a que la ciudadanía pueda expresar ciertas incomodidades, como se ha dicho aquí, que un equipo de aire acondicionado, un techo, unas escaleras, etcétera.



Lo que me preocupa y quisiera que se me aclare, como funcionario público tengo que rendir cuentas y de hecho se rinden a todos estos organismos que he indicado, pero me pregunto: ¿Podremos llegar al punto de que todos los días llegue un ciudadano o ciudadana a cualquier tribunal, a decir que necesita que el juez coordinador o la jueza coordinadora, le indique cuántos expedientes ha resuelto al día o al mes, cuántos expedientes resolvió el otro juez o la otra jueza, es decir, situaciones que constan en la Dirección de Planificación, en el Tribunal de la Inspección Judicial, porque todos los meses se hacen informes.



Otra pregunta sería sobre si se va a regular estos consejos abiertos, que en Cartago no sé si ya se hizo o se hará pronto, lo que denominan Consejo Abierto, como parte de la Política de Gobierno Abierto que está implementando la Presidenta, Magistrada Villanueva, y como un plan piloto en el Circuito de Cartago ¿Eso va a hacer una vez al año o todos los meses? Esto lo digo porque todas esas situaciones a veces realmente le restan tiempo muy importante a los jueces y a las juezas, para que podamos realizar la laborar que considero sigue siendo la primordial, que es administrar Justicia, resolver el conflicto a las partes; eso es lo que me preocupa, porque lo de la independencia que tenía dudas, el Magistrado Solís me lo aclaró bastante bien y no me queda duda alguna de que ningún ciudadano o ciudadana me podrá vincular sobre lo que tengo que resolver, ni al Poder Judicial.



Magistrado Solís, me queda la siguiente duda: ¿Vamos a tener que estar rindiendo informes a cualquier ciudadano o ciudadana que llegue al Tribunal? ¿Esos consejos abiertos para escuchar la opinión del ciudadano o ciudadana, se van a hacer espaciados o muy continuos? ¿Quién o quiénes son los que van a asistir a ese consejo en representación del Circuito Judicial, van a ser los coordinadores o coordinadoras de despacho, el Consejo de Administración u otros? Porque realmente no lo tengo claro”.



Interviene el Magistrado Solís: “Serían los Consejos de Administración de cada Circuito Judicial, los que estarían haciendo las reuniones correspondientes, y ciertamente en los tiempos y en los plazos en que estos consejos se estén reuniendo en la gestión global del servicio público de Justicia. 



Puntualmente, a cada uno de los jueces y juezas que integran el país, no es que se les van a solicitar informes, el Plan de Participación Ciudadana no tiene porque pedírselos, eso se lo pedirá el Tribunal de la Inspección Judicial o la Auditoría Judicial, eso es una relación interna estatutaria entre el juez o la jueza y los organismos que controlan el adecuado desempeño laboral del juez o la jueza, ahí la participación ciudadana no tiene nada que hacer, ni ningún ciudadano o ciudadana en principio tendría que venir a su oficina a pedirle un informe sobre el estado de la gestión de su despacho judicial, eso estaría excluido; la participación ciudadana es una visión estratégica del funcionamiento del Poder Judicial.



Si en un determinado Circuito Judicial hay problemas con la jurisdicción de Pensiones Alimentarias, y los ciudadanos y las ciudadanas se quejan de que las sentencias salen con mucho retraso, que hay maltrato hacia las personas que llegan a retirar la pensión o a realizar otros trámites, ese tema, no el puntual, sino la percepción global del programa de Pensiones Alimentarias, lo pongo como ejemplo, podría ser asumido para ser resuelto con representación ciudadana en el foro del Consejo de Administración, y si hace necesario pedir más plazas de jueces y juezas de Pensiones Alimentarías ¡Perfecto! Si se hace necesario solicitar que se amplíe el número de computadoras ¡Perfecto!



Lo que queremos dar a entender es, que el Programa de Participación Ciudadana es un tema que este Poder Judicial lo ha definido, forma parte del plan estratégico quinquenal, y no tengo conocimiento de que alguna jueza coordinadora o juez coordinador se haya quejado de que haya llegado un ciudadano o ciudadana a pedir rendición de cuentas sobre la coordinación de un tribunal o sobre la cantidad de expedientes que se están manejando.



Esto fue aprobado en Corte Plena como parte del plan estratégico, lo que estamos haciendo ahora es construyendo el marco de actuación con que pretendemos desarrollar la participación ciudadana; pero desde esa perspectiva no tenga la preocupación de que se vaya a dar eso, no se ha dado y no podría darse, no tiene por qué darse. 



Reitero, la idea de es que cuando haya ese diálogo fecundo y constructivo entre ciudadanía y Administración Judicial, porque estamos viendo la actividad judicial no para el caso concreto jurisdiccional sino la actividad como un servicio público y es genérico, no para un juez determinado o una jueza determinada”.



Refiere el Magistrado Cruz: “No tuve el gusto de oír la exposición de la Magistrada Arias, y le ofrezco mis excusas.



Este es un tema de mucha trascendencia, porque la verdad es que uno en lo que lee o se informa sobre el juez o la jueza, pocas veces uno puede valorar o ver ese enfoque de la participación ciudadana en el Poder Judicial; pienso en escritos como de Luigi Ferrajoli y cualquier otro u otra, no hay una mención de eso; sin embargo, me parece que un plan para abordar esto sistemáticamente es muy positivo y podríamos valorar si es que hay alguna norma o alguna cuestión planteada que pueda vulnerar la independencia del juez o la jueza, lo podríamos ver, pero no dejar de poner en ejecución el plan, porque sí creo que el Magistrado Solís tiene mucha razón cuando señala, que si esperamos a las reformas de ley, esto se quedaría para las calendas griegas, porque nos cuesta mucho, no solo la discusión interna sino que el bloque que significa la reforma integral del Poder Judicial; vean los años que hemos tenido, y hasta la discusión que tuvimos hace pocos días con el exmagistrado Rolando Vega, a propósito de la inquietud que él tuvo.



La sesión última pasamos discutiendo un tema que no tiene que ver con la cuestión estructural, no digo que el tema no fuera importante, pero se prologó muchísimo, la capacidad de respuesta nuestra es limitada, creo que es mejor hacer los ajustes necesarios que haya que hacer si es que corresponde y poner el programa en ejecución, con la ventaja que eso tiene de que define mejor un tema que es siempre es muy huidizo, el tema de que la participación ciudadana no deja de ser como una entelequia a veces.



Lo hemos discutido mucho en la Sala en el tema de ambiente ¿Cómo se da la participación? Es un tema complicado ¿Cómo articulo la participación?



En la participación de la famosa cuestión de Moín, terminó en que la gente por Internet hacía las observaciones, porque era tan complicada la participación, que al final de cuentas se convirtió en pura “agua de borrajas”, a mi juicio, desde punto de vista de lo que es la participación.



Otra cosa que pasa con la participación, es que la gente no tiene la información adecuada, en temas, por ejemplo, como ambiente ¿Cuál es la información que la persona tiene adecuada para eso? y si hablamos del consumidor, pues ni eso, hablar del consumidor es como hablar de los ángeles en el sétimo cielo, el consumidor es nada más alguien que de vez en cuando lo toman en cuenta para decir que están preocupados por el tema económico.



Para concluir y no prolongar, porque no tuve el gusto de escuchar a la Magistrada Arias, pero a propósito del tema de la independencia judicial siempre está presente, las limitaciones, presiones y amenazas que tiene; hay una presión que es constante y por la cual podemos hacer muy poco, solo capacitar a los jueces o a las juezas eventualmente, es la incidencia de los medios de comunicación, y sobre eso ni en la Constitución Política, ni legalmente se puede hacer nada.



En este caso creo que esa participación bien articulada, cualquier cosa que sea lesiva a esa independencia se puede modular; pero en todo caso el juez o la jueza tiene que tener la formación, el temple y la experiencia, para escuchar y resolver conforme a lo que tiene que resolver, pueden decirle muchísimas cosas, porque un juez o una jueza vive en eso y el gran reto en la independencia judicial frente a los medios de comunicación es, cómo es que el juez o la jueza no se verá influido o influida por los medios.



Tal vez con un poco de imprudencia de mi parte, porque no escuché la exposición de la Magistrada Arias, sí me inclinaría por darle ejecución al plan, y si hubiese algunas cosas que son amenazas a la independencia o a la condición del juez o la jueza, pues hacerle el ajuste para la reforma de ley; pero sí ponerlo en ejecución, porque el mejor ejemplo es la Ley Orgánica del Poder Judicial, y no es que aquí no nos reunamos a discutir cosas, discutimos tantas cosas que surgen al calor de muchos problemas y que podamos incluso dedicarnos una semana a la Ley Orgánica del Poder Judicial, es toda una empresa”.



Expresa la Presidenta Magistrada Villanueva: “Para aclarar el asunto y someterlo a votación.



Magistrada Arias ¿Su propuesta concreta es que se necesita una ley y que no se apruebe?” 



Manifiesta el Magistrado Rueda: “Tenía una duda respecto al planteamiento y es en cuanto al costo.



Hay un planteamiento que me indica cuáles son los propósitos y los objetivos, pero no sé si es que en el documento que nos enviaron no lo encontré, pero lo que quisiera preguntar al Magistrado Solís lo siguiente: ¿Existe una proyección de cuánto será el costo de todo este proyecto y si ya se tiene pensado de dónde van a venir los recursos para financiar este programa?”



Responde el Magistrado Solís: “En el plan estratégico de desarrollo del Poder Judicial, está incorporada la participación ciudadana; la respuesta más simple sería, es responsabilidad de esta Corte incorporar dentro del proyecto del presupuesto y desde la Dirección de Planificación, los ítemes necesarios para dar la participación ciudadana, y está vigente desde el año 2013, hasta la fecha no se ha hecho por razones propias de la necesidad de estar discutiendo la política de participación ciudadana y no tenemos un costo ¿Por qué? Porque ciertamente habría que ir a cada circuito judicial  a entender como está el entorno, para empezar a desarrollar las áreas de trabajo de una participación ciudadana, eso lo hacen las funcionarias y funcionarios de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), dentro del ámbito normal del desempeño de sus funciones.



En las experiencias de participación ciudadana que hemos tenido en Ciudad Quesada, que cubre las oficinas judiciales de Upala, Guatuso, Los Chiles, La Fortuna, el Consejo de Administración ha permitido que algunos gastos operativos, como el traslado de las personas en los vehículos del Poder Judicial, el gasto de algún café con una galleta que se les puede ofrecer a estas personas, lo cubra el presupuesto del Poder Judicial, ese tipo de gastos operativos como tales están incluidos, y hasta la fecha ha funcionado sin mayores problemas o incidencias en la gestión presupuestaria del Poder Judicial.



Ciertamente que una de las metas a alcanzar, es que la ciudadanía pueda requerirle a los gobiernos municipales y a las distintas entidades del Estado, participación también, para que desde ellos y desde esa dimensión institucional, puedan ser refrendados los gastos correspondientes.



Le adelanto un ejemplo real, el Programa de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales, que es una modalidad de participación ciudadana, gracias a la iniciativa de los jueces y las juezas de la zona, específicamente del juez coordinador, logró que la Municipalidad de Siquirres dispusiera de siete millones de colones para cubrir los costos operativos del Programa de Participación Ciudadana de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en esa zona, o sea, las posibilidades de establecer vínculos con los gobiernos municipales, no desde la perspectiva del Poder Judicial sino de las comunidades organizadas correspondientes, es muy amplia, y eso no va en demérito de la independencia del Poder Judicial, ni tampoco de una afectación presupuestaria que pueda tener el Poder Judicial como tal”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Únicamente para aclarar; en el marco de lo que se ha dicho, entiendo que la propuesta está dentro de los parámetros constitucionales y legales, además tiene principios de razonabilidad, flexibilidad, especificidad, y en ese marco de gradualidad, lo presupuestario está también dentro de lo razonable, de lo gradual y lo específico, así que no es que se asume un costo fuera de lo razonable  ¿Es así Magistrado Solís?”



Añade el Magistrado Solís: “Me está indicando la máster Sara Castillo, porque no estoy exclusivamente a tiempo completo en la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), que hay 8 convenios firmados sobre esta materia.  También sobre el tema de búsqueda de financiamiento externo, me aclara que normalmente los circuitos judiciales están incorporando, cuando hacen la cuestión presupuestaria, algunos rubros que puedan ser orientados al Programa de Participación Ciudadana, como mencionaba el caso del Segundo Circuito Judicial de Alajuela”.



Agrega el Magistrado Rueda: “Agradezco al Magistrado Solís la explicación.



En lo particular no voy a votar favorablemente proyectos en los cuales no tengo claridad a la hora de que se presentan, ni este ni cualquier otro, en donde no se me indique diáfanamente de dónde vienen los recursos, cómo se va a financiar, etcétera.



Solicito a la Secretaria General que dentro de las opciones de votación haya una tercera, que fuera “ninguna”, porque entiendo que hay una propuesta de la Magistrada Arias.  



La opción mía sería no votar por la propuesta por esa razón, no por los propósitos de la propuesta del Magistrado Solís, pues aplaudo todo lo que tiene que ver con participación ciudadana, en eso mis votos en la Sala Constitucional son muy constantes con el tema; pero igualmente, cuando se han analizado cuestiones referidas al manejo de presupuesto del Poder Judicial, dada la situación macro económica del país, soy arisco en aprobar proyectos en los cuales no tengo absoluta claridad en cuanto a cómo va a ser su manejo financiero y su financiamiento”.



Aclara la Magistrada Arias: “Señalar que no he puesto mi propuesta a votación, fueron unas observaciones que hice, será aprobar o no aprobar la propuesta de participación que señala el Magistrado Solís”.



Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Sí, esas son las propuestas, aprobar o no aprobar.



Si alguien quiere abstenerse o no aprobar y quiere consignar luego los motivos, lo puede hacer perfectamente. 



Las opciones de votación sería aprobar o no aprobar, en el marco de lo que se ha discutido”.



Indica la Magistrada Camacho: “Este programa ha venido caminando aproximadamente 8 años, con grandes resultados, me parece muy importante.



Considero que supeditar el tema de una política y su aprobación al contenido presupuestario, se tendría que analizar cada año cuando se apruebe el presupuesto; pero me parece un poco delicado dado el tema y la trascendencia de la participación ciudadana, que de plano digamos que no porque no hay dinero ¡No! Habría que aprobar la política, con todo respeto, pienso, y que cada año en el presupuesto analicemos qué partidas aprobamos y cuáles no, dependiendo, tal y como lo hacemos con la comisiones, y en ese sentido mi voto sería apoyando la política”.



Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto el asunto a votación. Como hay una dificultad para realizar la votación por sistema, lo haremos nominalmente, como antiguamente se hacía las votaciones en esta Corte, cuando no había sistema.  En este caso como no es secreto se va preguntando Sala por Sala cuál es su votación”.



Dice la Secretaria General: “Para una explicación rápida, el disco duro de la computadora que se utiliza en el sistema de votación se dañó hoy precisamente, de manera imprevista.



Es un voto nominal, no es secreto, precisamente por eso se les consulta.  Votar uno es por aprobar la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial.  Votar dos es por no aprobarla”.



Recibida la correspondiente votación, por mayoría de once votos, se acordó: Aprobar la “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, en los términos propuestos por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj). Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Varela, Camacho, Cruz, los Suplentes López González, Madrigal Jiménez y las Suplentes Bogantes Rodríguez y Pacheco Salazar.



Las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Arias, Armijo, Jinesta, Rueda, los Suplentes Cortés Coto y Sanabria Rojas emitieron su voto por no aprobar la “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, propuesta por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj).



El Suplente Ulate Chacón se abstuvo de votar.



El Magistrado Rueda adiciona a su voto la siguiente nota:



“El leit motiv de la propuesta “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial” se encuentra plenamente justificada, toda vez que consiste en una concreción del derecho fundamental a la participación ciudadana. En nuestro país, el legislador constitucional recogió este derecho en el artículo 9 de la Constitución Política al disponer que el Gobierno de la República sea popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. En el ámbito convencional, el derecho a la participación ciudadana halla respaldo en los ordinales 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 5 y 6 de la Carta Democrática Interamericana. Este reconocimiento constitucional y convencional al mencionado derecho representa un aspecto fundamental del modelo democrático de este siglo, en el que el control ciudadano, la transparencia y la rendición de cuentas destacan como factores inherentes al sistema republicano, lo que a su vez dota la toma de decisiones de mucha mayor legitimidad, aspecto clave cuando de verdadera gobernabilidad se trata.



Sin embargo, la Constitución también contempla el principio del equilibrio presupuestario. En efecto, el numeral 176 de la Ley Fundamental estatuye literalmente “(…) En ningún caso el monto de los gastos presupuestos podrá exceder el de los ingresos probables. (…)”



A lo anterior se debe agregar, por un lado, la delicada situación presupuestaria del país (Costa Rica cerró con un déficit fiscal de 5.6% el año pasado y se espera uno de 6.9 % para este año), y, por el otro, el deber derivado de una sana administración pública, consistente en determinar claramente los recursos públicos con que se van a financiar los proyectos financiados con fondos públicos.



En virtud de lo anterior, no apruebo la propuesta en cuestión, no por el tema que propone impulsar -que me parece de la mayor relevancia-, sino por la ausencia de un capítulo donde se aclare su financiamiento, tanto actual como hacia el futuro.”



La Secretaría General procederá a realizar la correspondiente publicación.
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ARTÍCULO I



Documento 8805-2015



Se somete a consideración la aprobación del acta de la sesión celebrada el seis de julio en curso, número 26-2015.



[…]



Prosigue la Magistrada Arias: “En relación con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial, aprobada en el artículo XIV del acta N° 26-15 del 6 de julio en curso, quiero traer el tema nuevamente a colación, porque no sé si se dijo expresamente en la parte dispositiva, que todo lo que tenga que ver con la participación ciudadana también tiene que llevar una distinción presupuestaria. Por ejemplo, para los efectos de toda la capacitación judicial que se está recargando, tendría que tener una posibilidad de distinción presupuestaria para que quede claro que adicionalmente vamos a tener que trabajar en eso.



La duda que quiero me aclaren, es si lo contempla o no, y si no lo contempla mocionaría en el sentido de que tiene que tener una distinción en el tema presupuestario, porque esto generaría utilización de recursos de la Escuela Judicial, de otros entes, y en razón de que fue un acuerdo aprobado por la Corte, debe tener también ese sustento presupuestario.



Por otro lado, mocionaría para que se adicione también en el sentido de que eventualmente la participación ciudadana que contempla esta política, debe contemplar acciones en atención al Programa de Justicia Restaurativa”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “No conozco mención expresa a Justicia Restaurativa en dicho acuerdo. Sin embargo, si se trata de temas nuevos habría que someterlos a votación”.



Agrega la Magistrada Arias: “Es que no se dice nada en el acuerdo en relación con eso, por eso estoy mocionando para que se incluya esto en ese sentido”.



La Secretaria General procede a dar lectura al acuerdo adoptado en sesión N° 26-15 celebrada el 6 de julio en curso artículo XIV, en que se dispuso: 



“Recibida la correspondiente votación, por mayoría de once votos, se acordó: Aprobar la “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, en los términos propuestos por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj). Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Varela, Camacho, Cruz, los Suplentes López González, Madrigal Jiménez y las Suplentes Bogantes Rodríguez y Pacheco Salazar.



Las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Arias, Armijo, Jinesta, Rueda, los Suplentes Cortés Coto y Sanabria Rojas emitieron su voto por no aprobar la “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial”, propuesta por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj).



El Suplente Ulate Chacón se abstuvo de votar.



El Magistrado Rueda adiciona a su voto la siguiente nota:


“El leit motiv de la propuesta “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial” se encuentra plenamente justificada, toda vez que consiste en una concreción del derecho fundamental a la participación ciudadana. En nuestro país, el legislador constitucional recogió este derecho en el artículo 9 de la Constitución Política al disponer que el Gobierno de la República sea popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. En el ámbito convencional, el derecho a la participación ciudadana halla respaldo en los ordinales 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 5 y 6 de la Carta Democrática Interamericana. Este reconocimiento constitucional y convencional al mencionado derecho representa un aspecto fundamental del modelo democrático de este siglo, en el que el control ciudadano, la transparencia y la rendición de cuentas destacan como factores inherentes al sistema republicano, lo que a su vez dota la toma de decisiones de mucha mayor legitimidad, aspecto clave cuando de verdadera gobernabilidad se trata.



Sin embargo, la Constitución también contempla el principio del equilibrio presupuestario. En efecto, el numeral 176 de la Ley Fundamental estatuye literalmente “(…) En ningún caso el monto de los gastos presupuestos podrá exceder el de los ingresos probables. (…)”



A lo anterior se debe agregar, por un lado, la delicada situación presupuestaria del país (Costa Rica cerró con un déficit fiscal de 5.6% el año pasado y se espera uno de 6.9 % para este año), y, por el otro, el deber derivado de una sana administración pública, consistente en determinar claramente los recursos públicos con que se van a financiar los proyectos financiados con fondos públicos.



En virtud de lo anterior, no apruebo la propuesta en cuestión, no por el tema que propone impulsar -que me parece de la mayor relevancia-, sino por la ausencia de un capítulo donde se aclare su financiamiento, tanto actual como hacia el futuro.”



La Secretaría General procederá a realizar la correspondiente publicación.



-0-



Dice el Magistrado Solís: “Una cuestión puramente de detalle legal. ¿Vamos a abrir de nuevo una discusión sobre la Política de Participación Ciudadana? Porque si es así, se vería necesario presentar un recurso de revisión al acta que está siendo objeto de votación, y si por mayoría se aprueba, entraríamos de nuevo a discutir el tema de la Política de Participación Ciudadana, tal y como lo exige la Ley General de la Administración Pública. Si no es así, entiendo que lo que pretende la Magistrada Arias es que se adicione al acuerdo adoptado por esta Corte, que sería en la materia una revisión de ese acuerdo, que se incorpore el tema presupuestario.



En lo personal no tengo ningún problema, desde la perspectiva de que quien les habla, fue quien presentó el proyecto de política y lo defiendo, pero es que todas las políticas que aprueba esta Corte, parten del principio de que debe haber un soporte presupuestario.



Nunca he encontrado políticas aprobadas por esta Corte en materia de Reglas de Brasilia, de Atención a la Población de Género, a la población migrante, etcétera, que no tenga en el momento en que se llegue a hacer efectiva la ejecución de esa política, la necesaria y debida incorporación en el proyecto presupuestario del año siguiente, de los rubros que así van a ser necesitados  desde la perspectiva presupuestaria.



Lo que aquí aprobamos es una Política, que en su momento el Poder Judicial la va a ir desarrollando paulatinamente y en cada caso habrá que hacer las introducciones presupuestarias para esos fines, ya sea desde la perspectiva del presupuesto de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) o del presupuesto del Consejo Superior, en fin, de los distintos planes operativos que el Poder Judicial pueda ir desarrollando en aplicación de la política. Por eso era imposible que desde un inicio, esa política tuviera una fijación presupuestaria, porque no sabemos qué circuitos judiciales van a ser tocados, en sentido figurado, para iniciar alguna experiencia de participación ciudadana, qué respuesta tendrá esa participación en esa comunidad, etcétera, porque eso es adivinar el futuro, y esto es un tema muy serio, por eso es una política que está incorporada en el Plan Estratégico vigente para esta Corte, y que en su momento tendrá que ser paulatinamente desarrollada con esas cuestiones presupuestarias.



Es de principio que cualquier movimiento o acción que se haga, tendrá una afectación presupuestaria, y nosotros también de manera responsable, debemos encontrar dónde se va a alimentar presupuestariamente esa política.



Lo que quiero decir es que cualquier política que desarrolle el Poder Judicial, siempre tendrá una cobertura presupuestaria, en el momento en que esta se tenga que aplicar, si se requiere mayor número de plazas, desarrollar algún tipo de proyecto en una zona geográfica determinada, de ahí va a tener que hacerse la valoración presupuestaria correspondiente, en primer lugar.



En segundo lugar, en cuanto a la moción de que se incorpore Justicia Alternativa ¡Perfecto! es que todos los programas de proyección social que tiene el Poder Judicial son de participación ciudadana, ninguno está excluido, todo lo contrario, todos estos programas de lo que denomino el estado social de la judicatura costarricense, están incorporados debidamente en lo que es una política de participación ciudadana. Así que mencionar exclusivamente Justicia Restaurativa, sería aceptar que los demás quedarían excluidos ¡No! Todos los programas de este tipo de proyección social que tiene el Poder Judicial, están incorporados en una política de participación ciudadana, porque son los ciudadanos y las ciudadanas las que van a tener la primera relevancia de participación en cada una de estas programaciones, y ciertamente si eso se va a hacer como se está haciendo, las secretarías responsables de estos programas puntuales van a tener que asumir esos programas, no es la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj).



La mejor experiencia la tenemos con el Programa de Tratamiento de la Población Migrante en Zonas Transfronterizas, ese es un programa de participación ciudadana ¿Quién lo administra? ¿Quién es la autoridad de esta Corte responsable de ese programa? La Corte lo delegó en la Magistrada Varela, y tiene el apoyo cuando así se requiere de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en algunos temas muy puntuales; pero la realización de ese programa está a cargo de la Magistrada Varela.



El día de mañana si una comunidad quiere impulsar el tema de Justicia Restaurativa, se le comunica a la Magistrada Arias o de fijo ella lo hace, y si requiere el apoyo de infraestructura, comunicación con los dirigentes sociales de esa comunidad, etcétera, tendría el apoyo en lo posible y en lo pertinente de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj); pero es que ese tema va a ser exclusivo de la Secretaría de Justicia Restaurativa, que tiene a su cargo la Magistrada Arias.



De igual manera, el día de mañana vamos a una comunidad indígena, ciertamente el plan de participación ciudadana de las comunidades indígenas, lo tendrá la Magistrada Escoto, siendo ella la responsable de ese programa.



Lo que quiero dar a entender, es que si fue la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) la que presentó la Política de Participación Ciudadana, no significa que esa Comisión asumirá el liderazgo de esos programas, todo lo contrario, esta Política de Participación Ciudadana es transversal, no es el feudo del Magistrado Solís, ni va a hacerse lo que el Magistrado Solís quiera decir, porque hay algo de eso detrás de todo este tipo de manifestaciones, es todo lo contrario, es una plataforma de apoyo que la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) puede dar a cada una de estas unidades secretariales para desarrollar un plan de participación ciudadana en las distintas geografías del país que así lo requieran.



Desde esa perspectiva, como política institucional debidamente aprobada por esta Corte, queda explicado el tema presupuestario, así como que todas las áreas de participación ciudadana que esta Corte ha venido desarrollando, indistintamente en todos estos programas repartidos a distintas personas integrantes de esta Corte, forman parte de ese programa de participación ciudadana, no van a ser monopolio de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), todo lo contrario, esa Comisión siempre servirá como hasta la fecha ha servido, como una plataforma de apoyo cuando así se requiera, se solicite y se pueda hacer también, que quede claro”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRARON LA MAGISTRADA ESCOTO Y EL MAGISTRADO JINESTA.



Refiere el Magistrado Castillo: “El Magistrado Solís se adelantó a lo que iba a decir.



Me parece que lo que hay que ver es un tema de procedimiento, en el sentido de que, si lo que se está presentando -porque es un acuerdo votado- lo que la Magistrada Arias debería de presentar, salvo mejor criterio de ella,  es lo que corresponde con base en la Ley General de la Administración Pública, es una revisión al acuerdo, porque ella dice que va a mocionar para que se incluya estos rubros en el informe, y la forma de modificar un acuerdo votado es a través de la revisión.



Lo otro, pero tendría que definirse, es que la Magistrada Arias mocione para que efectivamente se establezcan esas modificaciones y alteremos el orden del día, para que en este momento podamos discutir nuevamente el asunto, porque me preocupa mucho el precedente, en el sentido de que, cuando hay acuerdos, entremos a revisar esos acuerdos, que lo podemos hacer si hay una moción de revisión, eso es lo que establece la Ley General de la Administración Pública.



En los demás aspectos no quisiera opinar, porque no voté el acuerdo, pues estuve ausente ese día”.



Aclara la Magistrada Arias: “Disculpen la errónea técnica que utilicé, voy a presentar formalmente la revisión del acuerdo, no es un acuerdo firme, sino que tenía que ser ratificado hoy; sin embargo, cuando leo finalmente que solo se aprobó la política tal y cual se presentó y en mi humilde opinión sí tiene que haber un tema relacionado con lo que tiene que ver con el contenido presupuestario de esto.



Lamento no coincidir con el Magistrado Solís, en el tema de que cuando aplicamos una política tenemos que saber que siempre incluye cambios presupuestarios; pero el asunto es que estamos tan limitados de presupuesto, que incluso no conocíamos hasta hoy, cuáles fueron las manifestaciones que realizó el Magistrado Rueda, en relación con el tema presupuestario, que es de la mayor importancia.



Presento en este sentido una revisión del acuerdo, para que se valore, pues considero que es un tema de la mayor prioridad.



En cuanto al segundo punto que relacioné para que se incluyera el tema de la Justicia Restaurativa, lamento también no coincidir con el Magistrado Solís, no estoy pensando que esto sea el feudo del Magistrado Solís,   nunca lo he pensado así, pero sí considero que la política que se nos presentó, solamente incluía dos programas específicamente, el Programa de Gobierno Abierto y el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.



Mocionaría también para que se incluyan todos los programas de Justicia Alternativa, y ciertamente estos programas son precisamente ese componente social que requiere el Poder Judicial.



Pero que se diga expresamente, no vaya a ser que les pase lo que me ocurrió, que fui a solicitar a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) que por favor nos prestaran el logo para utilizarlo en el Programa Justicia Restaurativa, y lo que me dijeron es que no me podían prestar ese logo porque pertenece a esa Comisión, y que dicha Comisión no es solo el Poder Judicial, sino que está integrada por muchas otras entidades y que no nos podrían facilitar ese logo.



Ciertamente cuando hablé con el Magistrado Solís me dijo que sí podía utilizar el logo y que no había problema; pero posteriormente cuando el asunto fue de conocimiento de la máster Sara Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la citada Comisión,  no nos prestó el logo.



No es que esté inventando esto, sino que tiene que quedar específicamente señalado, que todos los programas de Justicia Alternativa, también tendrán un espacio dentro de esta Política de Participación Ciudadana y verse beneficiados de las cosas que ahí se participe.



Presentaría formalmente el recurso de revisión en esos dos sentidos”.



Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a revisión el acuerdo”.



Señala el Magistrado Jinesta: “Llegué un poco tarde a la discusión, pero si mal no recuerdo, la ocasión pasada donde se votó este tema, una de las propuestas de las opciones de votación era reservar la incorporación de este tema y dejarlo para discutirlo cuando fuéramos a conocer el proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial.  



Me gustaría que estuviera reflejada esa opción también, porque así lo voté”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Magistrado Jinesta, lo que se está votando, y la propuesta concreta que está en la mesa de discusión, es revisar el acuerdo o no. Si revisan el acuerdo usted podrá incluir las otras opciones que usted desee”.



Señala la Magistrada Escoto: “Solamente quisiera también que se revisara porque no estuve y desde el ángulo de la Comisión de Acceso a la Justicia me interesa ver en qué términos es que viene esta política, por la injerencia, que como el Magistrado Solís lo expuso, pueda tener diferentes grupos sociales en estado de vulnerabilidad que me interesa que podrían estar, como en este caso se mencionó el que está a cargo de la Magistrada Varela, de manera que me gustaría revisarlo y llevarlo también a la Comisión de Acceso a la Justicia”.



Expresa el Magistrado Rueda: “Solamente para que conste en actas que voy a votar en contra, porque en lo que a mí concierne, primero tiene que venir el presupuesto de previo adjuntado a la propuesta correspondiente, y no al revés, primero aprobar una propuesta y ver luego de dónde se toma el dinero.



Esas son las razones por las que votaría en contra”.



Manifiesta la Magistrada Camacho: “Es que considero que es una política, no estamos aprobando más nada que eso, esta se aprueba y las acciones concretas que esa política obliga a que esta Corte resuelva que se van a tomar, vendrán con el presupuesto, y serán conocidas en cada año con el presupuesto que se apruebe; pero la política en acciones concretas generalmente no lleva aparejado el contenido presupuestario, sino que es en cada una de las acciones que luego se ejecutan, que viene el monto del presupuesto destinado a esas acciones concretas.



Me parece que eso fue lo que discutimos la vez pasada y que por voto de mayoría aprobamos la política sin el contenido presupuestario, diciendo eso sí que cada vez que se apruebe una acción concreta de esa política, deberá tener a la par el contenido presupuestario.



En ese sentido, estimo que el acuerdo fue claro, y por eso me mantendría.



La Magistrada Arias tiene razón que tiene que tener contenido presupuestario, pero no es con la aprobación de la política, porque son acciones muy generales todavía”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Cierro la discusión y someto el asunto a votación. Votar uno es por acoger la revisión y dos  por no acogerla”.



Indica la Secretaria General: “El Magistrado Rueda dice que va a dejar una nota en el sentido que indicó”.



En la primera votación, los Magistrados y las Magistradas Escoto, Rojas, Ramírez, Arias, Armijo, Jinesta, Salazar, la Suplente López Madrigal, los Suplentes Cortés Coto y Sanabria Rojas votaron por acoger la revisión planteada por la Magistrada Arias, en el sentido de que se someta a consideración de esta Corte,  que en el acuerdo adoptado en el artículo XIV del acta N° 26-15 del 6 de julio en curso, se adicione que la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial deberá tener contenido presupuestario adicional y que el Programa de Justicia Restaurativa, así como todos los programas de Justicia Alternativa tendrán un espacio dentro de la mencionada Política. 



Los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Varela, Camacho, Castillo, Rueda, la Suplente Bogantes Rodríguez y el Suplente López González  votaron por no acoger la revisión planteada.



El Magistrado Rueda adiciona a su voto la siguiente nota:



En la sesión anterior indiqué lo siguiente:



“El leit motiv de la propuesta “Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial” se encuentra plenamente justificada, toda vez que consiste en una concreción del derecho fundamental a la participación ciudadana. En nuestro país, el legislador constitucional recogió este derecho en el artículo 9 de la Constitución Política al disponer que el Gobierno de la República sea popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. En el ámbito convencional, el derecho a la participación ciudadana halla respaldo en los ordinales 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 5 y 6 de la Carta Democrática Interamericana. Este reconocimiento constitucional y convencional al mencionado derecho representa un aspecto fundamental del modelo democrático de este siglo, en el que el control ciudadano, la transparencia y la rendición de cuentas destacan como factores inherentes al sistema republicano, lo que a su vez dota la toma de decisiones de mucha mayor legitimidad, aspecto clave cuando de verdadera gobernabilidad se trata.



Sin embargo, la Constitución también contempla el principio del equilibrio presupuestario. En efecto, el numeral 176 de la Ley Fundamental estatuye literalmente “(…) En ningún caso el monto de los gastos presupuestos podrá exceder el de los ingresos probables. (…)”



A lo anterior se debe agregar, por un lado, la delicada situación presupuestaria del país (Costa Rica cerró con un déficit fiscal de 5.6% el año pasado y se espera uno de 6.9 % para este año), y, por el otro, el deber derivado de una sana administración pública, consistente en determinar claramente los recursos públicos con que se van a financiar los proyectos financiados con fondos públicos.



En virtud de lo anterior, no apruebo la propuesta en cuestión, no por el tema que propone impulsar -que me parece de la mayor relevancia-, sino por la ausencia de un capítulo donde se aclare su financiamiento, tanto actual como hacia el futuro.”



En este caso, no voto a favor de la revisión porque con ella no se soluciona el problema que ya advertí: previo a la aprobación de cualesquiera políticas o proyectos, debe adjuntarse un estimado de su costo, a los efectos de que se analice la viabilidad financiera de su implementación.



-          0 –



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “No hubo manifestación de acoger la revisión.  El artículo 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, párrafo cuarto, literalmente dice: “Cuando en una votación se produjere empate, se votará nuevamente el asunto. Si el empate persistiere, se convocará a una sesión extraordinaria para decidirlo y si aún persistiere, el asunto se votará cuando hubiere número impar de Magistrados presentes.”



Añade la Magistrada Arias: “Quiero aclarar al Magistrado Rueda, que la moción que estoy presentando va en el sentido de que la política tiene que tener un contenido presupuestario, el cual debe visibilizarse en el presupuesto, no es que ahora aprobamos la política y simple y sencillamente no decimos que va a tener que tener una distinción presupuestaria, sino que algo que me llamó mucho la atención, y que lo manifestó la sesión anterior, es que, por ejemplo, vamos a quedar como Escuela Judicial, según esta política obligados a darle capacitación a los ciudadanos y las ciudadanas;  generar perfiles de cuál es esa capacitación que les vamos a ofrecer, no tengo ningún problema, lo vamos a hacer si la voluntad de esta Corte es así, pero necesitamos tener un presupuesto adicional para decir ahora vamos a capacitar a los ciudadanos y a las ciudadanas en la incidencia, para que tengan participación dentro del Poder Judicial, sí, lo vamos a hacer, pero esto tiene un costo, y no puede entrar dentro de la capacitación judicial que tenemos normalmente, tenemos que tener esto distinguido. Por ejemplo, en este momento el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales con el que estoy totalmente de acuerdo, tuvimos que destinar una funcionaria específicamente para que atienda además de las funciones que tiene un recargo en ese tema, un cuarto de tiempo de esta funcionaria está dedicado a trabajar por dos días los fines de semana capacitando a los facilitadores y facilitadoras judiciales.



También cuando la Escuela Judicial hace una capacitación, tiene que generar un perfil, porque ¿Qué es lo que vamos a ir a capacitar?  Se está generando en este momento un perfil para la capacitación de los facilitadores y facilitadoras judiciales  ¿Qué les vamos a dar?  ¿Cómo se los vamos a dar? Etcétera. Eso tiene un costo en la Dirección de Gestión Humana, generando los perfiles.



Cada política o programa que creamos en el Poder Judicial tiene un impacto y es por esta razón que lo que estoy mocionando es que debe haber una distinción presupuestaria sobre ese tema”.



Señala la Magistrada Varela: “Entiendo la preocupación de la Magistrada Arias, y solo basta hacer un recuento de varias políticas que se han emitido con la colaboración de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), entre esas, la que está a mi cargo, como coordinadora de la Subcomisión de Migrantes y Refugiados, Acceso a la Justicia, que es una Subcomisión de la Comisión General de Acceso a la Justicia, para aplicación de las Reglas de Brasilia, entre ellas, está también la de Penal Juvenil, también hay otras subcomisiones que dependen de esa.



La única que tiene presupuesto es la Comisión de Acceso a la Justicia, que tiene su centro de responsabilidad, una estructura, personal; y dicho sea de paso, para poder generar las acciones que genera una política, nos vemos en problemas, en eso comprendo la preocupación de la Magistrada Arias.



En el caso concreto podríamos tener una solución, que consistiría en fortalecer institucionalmente con un rubro correspondiente para la aplicación de todas las políticas aprobadas por esta institución, sea que esté concentrado el tema presupuestario en la Comisión de Acceso a la Justicia, que ahora está a cargo de la Magistrada Escoto, para que a la vez se nutra a esas otras subcomisiones, porque si no tenemos un problema práctico, y es que solo la Comisión de Acceso a la Justicia tiene presupuesto, y la subcomisiones trabajan, tienen obligaciones, pero no tienen presupuesto.



Como vemos, hay un muy serio problema, la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) ayuda mucho, ha generado grandes acciones importantes como esta política que aprobamos y que hoy nos trae nuevamente a discusión. Es importante que la institución tome medidas para que se puedan concretar acciones para poner en práctica estas políticas, que quede de una vez claro el tema presupuestario.



El ejercicio de hoy tiene su razón de ser en ese campo, porque así quedaría claro, no solo para lo que pretende la Magistrada Arias sobre el tema de Justicia Restaurativa, sino todas las demás políticas que esta institución tiene, porque repito, es muy complicado que la institución se comprometa en políticas y no le dé el contenido presupuestario para generar las acciones de cumplimiento, porque si no se actúa quedamos simplemente en una especie de “canto a la bandera”.



Agrega la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto el asunto a votación nuevamente.  Votar uno es por acoger la revisión y dos es por no acogerla”.



En la segunda votación, por mayoría de doce votos, se dispuso: Acoger la revisión planteada por la Magistrada Arias, sobre el acuerdo adoptado en el artículo XIV del acta N° 26-15 del 6 de julio en curso. Así votaron los Magistrados y las Magistradas Escoto, Rojas, Varela, Ramírez, Arias, Armijo, Jinesta, Castillo, Salazar, la Suplente López Madrigal, los Suplentes Cortés Coto y Sanabria Rojas.



Los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Camacho, Rueda, la Suplente Bogantes Rodríguez y el Suplente López González votaron por no aprobar la revisión planteada por la Magistrada Arias.



-          0 –



Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Seguidamente someto a votación, las dos propuestas que fundamentaron en esa revisión, que son para que se contemple Justicia Restaurativa y el segundo rubro de presupuesto.  Esas serían las dos mociones”.



Interviene la Magistrada Varela: “Ya que se va a revisar el tema, que no sea direccionado específicamente como lo solicita la Magistrada Arias, a Justicia Restaurativa, sino que un rubro para darle cobertura a la ejecución de las políticas institucionales, tanto para esta que se aprobó, como para las demás políticas institucionales, porque de una vez por todas resolvemos este tema.



 ¿Cómo se va a ejecutar? Eso es otro tema. Pero estimo que es importante que se establezca que son necesarios esos recursos para cobertura de todas”.



Prosigue la Magistrada Arias: “No dije que solo fuera para Justicia Restaurativa sino que todo lo que tiene que ver con Justicia Alternativa, porque entraría un ámbito de cobertura mucho más amplio que solo fuese restaurativo.



Los medios alternos de resolución de controversias contemplan la mediación, el arbitraje internacional y la Justicia Restaurativa, como distintas puertas para el acceso a la Justicia, como ejes transversales que indudablemente tienen una incidencia en la resolución de conflictos.



Tanta incidencia tiene que los conflictos no llegan a ser finalmente resueltos por el Poder Judicial, sino que son solamente homologados, lo que baja totalmente los costos de la Administración de Justicia, y de ahí la necesidad de que haya un trabajo sostenido y serio en este tema. Así modificaría mi moción”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Entiendo que sería para Justicia Alternativa.  La Magistrada Varela dice que sea para todas las política de la institución”.



Refiere la Magistrada Escoto: “Como usted lo acaba de decir, prefiero que sean todos los ámbitos y no políticas, porque habría muchos ámbitos que todavía carecen de políticas y podrían quedar fuera o habría que dictarlas primero y eso toma tiempo, prefiero como usted lo dice todos los ámbitos”.



Agrega la Magistrada Varela: “Para aclarar mi moción, en el sentido de que sea de las políticas, porque tenemos un compromiso con las políticas.



Todos los ámbitos tenemos jurisdiccionales, también los tenemos con enlaces de las diferentes comisiones; pero esto se nos une como una responsabilidad institucional adicional, por ejemplo, la que mi persona atiende es una, pero no solo existe esa.



La Magistrada Escoto atiende lo que tiene que ver con población indígena, pero puede tomar recursos de las de Acceso a la Justicia, por eso decía que deberíamos de fortalecer la Comisión de Acceso a la Justicia, que es la macro, para que de ahí se nutran los recursos que necesitamos para ejecución de las demás políticas, porque si no se convierte en un problema práctico, de ejecución.



Cómo vamos a generar acciones si no tenemos el apoyo económico institucional, eso es necesario, no se puede hacer muchas cosas por falta de recursos. Esto es importante para llevar a la ejecución esta política tan importante de la que estamos hablando, también  se necesitan recursos, que quede claro el panorama de dónde van a provenir esos recursos, quién los va a administrar, para darle la cobertura correspondiente”.



MIENTRAS SE HALLABA EN EL USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, SALIÓ EL MAGISTRADO RUEDA.



Dice el Magistrado Jinesta: “Vuelvo al origen de la discusión.  En el seno de esta Corte no hay ninguna magistrada o magistrado que se oponga al tema de la participación ciudadana dentro de los procesos jurisdiccionales, porque eso está previsto constitucionalmente, por lo menos a nivel de principio.



El artículo 9 de la Constitución Política fue reformado oportunamente, para introducir mecanismos correctivos a lo que se llama la democracia representativa o de partidos políticos, y se introdujo como todos sabemos, por ejemplo, el principio de la participación, el referéndum y otros instrumentos como la iniciativa en la formación de la ley, etcétera de cosas.



El tema del principio de participación, porque no podemos hablar así de buenas a primeras, de un derecho constitucional a la participación, porque una cosa es un principio y otra cosa es un derecho.  El principio de participación al estar consagrado constitucionalmente por una reforma a la Constitución Política, por el constituyente derivado, pues demanda que paulatinamente y progresivamente ese principio se vaya implementando y   transponiendo en la legislación ordinaria, en todo lo que es la normativa infra constitucional. Es decir, en otras palabras como dice Robert Alexi, el principio de participación es un mandato de optimización del ordenamiento jurídico, y esto tiene que pasar –repito- a través de un desarrollo paulatino y progresivo.



En Costa Rica se han dado pasos importantes para implementar el principio de participación. Por ejemplo, en materia de fijación de tarifas para servicios públicos regulados, donde la Ley de la ARESEP introduce el tema de la participación ciudadana a través de audiencias, pero es la ley  la que viene a desarrollar y a regular este tema.



Incluso nosotros podríamos hablar de acuerdo con la Carta Iberoamericana  de Participación, de derechos de participación, pero esos derechos tienen que ser de configuración legislativa. Es decir, el legislador tiene que ver cómo es que se va a desarrollar la participación en este caso en los procesos jurisdiccionales, no es un tema menor, sino mayúsculo.



 



Por eso me parecía desde un principio,  y aquí ya lo han reconocido varios de los magistrados y magistradas que han intervenido, que esta es una política que estaríamos aprobando para desarrollar el artículo 9 Constitucional.



Considero que para desarrollar una política de tal magnitud -y ahora les voy a explicar por qué- en el ámbito jurisdiccional tiene que haber reformas legislativas irremediablemente. Es decir, tienen que haber reformas en la Ley Orgánica del Poder Judicial que se proyecten a todos los ámbitos y a todos los ordenes jurisdiccionales.


¿Por qué razón? Porque el día de mañana en la jurisdicción laboral, me van a disculpar ustedes, voy a poner ahora la Contenciosa Administrativa,   la jurisdicción laboral que está muy retrasada, al igual que la Contenciosa Administrativa, digo retrasada porque tiene muchos asuntos, no en cuanto a su desarrollo y demás. Es decir, hay retardos, hay dilaciones indebidas. 



Que tal, si a través de esta política que hoy día estamos aprobando a través de un simple acuerdo, se le obliga a los jueces y las jueces laborales realizar una audiencia de x o y, para actuar la participación ciudadana, pues tendríamos que pensar necesariamente en aumentar la planta judicial, habría que probablemente pensar en más jueces.



Primero que todo hay que pensar cómo se va a diseñar esa participación ciudadana, es un tema de diseño legislativo, cuál va a ser la participación más apropiada.



Vean que hoy día está en boga, los llamados procesos colectivos, incluso  el Código Procesal Civil modelo para Iberoamérica, incluye un modelo para procesos colectivos. Entonces, en materia de intereses difusos, de intereses corporativos, que hoy día en el ámbito del derecho privado cada día son más los asuntos que hay. Por ejemplo, en materia de protección al consumidor, en materia de competencia, pues habría que pensar en macroprocesos donde hay participación ciudadana y hay que articular esa participación ciudadana.



Piensen ustedes en un Contencioso Administrativo que tenga que ver con fijación tarifaria del ARESEP. Si vamos a desarrollar la participación ciudadana, tenemos que ser muy serios y diseñarlo a través de un desarrollo legislativo y decir que estos van a ser los mecanismos a través de los cuáles van ha participar los ciudadanos y las ONG en los procesos. 



Pensemos en los procesos penales, en ocasiones el proceso penal tiene una relevancia interpartes, pero habrá procesos penales que tienen relevancia nacional. Entonces, habrá una serie de ONG, incluso hasta grupos de ciudadanos, no necesariamente organizados que quieren participar formalmente de un proceso penal. Por ejemplo, puede ser un proceso penal que tiene que ver con temas de corrupción en la función pública, de corrupción política y resulta que hay infinidad de ONG que quieren decir lo que a bien tengan, en un proceso penal y entonces habría que diseñar muy bien, articular cuáles van a ser los mecanismos de participación de los ciudadanos y de las ONG en los procesos penales.


De tal manera, que vean ustedes que no es un tema sencillo, es un tema bastante complicado, no estaría para nada de acuerdo aprobarlo a través de un simple acuerdo de Corte, esto es un tema que requiere una gran discusión y  reflexión, por eso en su momento me pareció muy atinada la propuesta de dejar todo esto, digámoslo aparcado, para cuando nosotros fuéramos a discutir la Ley Orgánica del Poder Judicial, poder introducir una sección o un capítulo en la Ley Orgánica donde seriamente y consistentemente vamos a regular cuáles son los mecanismos de participación de los ciudadanos que puede ser participación individual, grupal, a través de Organizaciones Colectivas formalmente constituidas o a través sencillamente de grupos que no están formalmente constituidos.



Vean ustedes que es un tema complicado, y que requiere mucha reflexión, por lo que solo de esa manera, considero que sería posible pensar en actuar y desarrollar adecuadamente el Principio de Participación contenido en el artículo 9 de la Constitución Política, sobre todo porque se trata de un Principio que tiene que ser objeto de un desarrollo gradual, progresivo, no podemos de buenas a primeras decir: “… vamos a abrir todos los procesos para que haya participación irrestricta” porque  a la postre el efecto que vamos a tener es que vamos a retardar y  a complicar más el trámite de los procesos, digo si no tenemos diseñado unos mecanismos claros, limpios de participación ciudadana.



El tema de la participación ciudadana definitivamente  se ha venido pervirtiendo, sobre todo en gobiernos de corte populista, es como un enfoque maquiavélico de dichos gobiernos, obviamente Costa Rica es un Estado Constitucional de Derecho y  hay que utilizar este Principio, pero   seriamente, después de haber discutido claramente y cristalizado esos mecanismos en un instrumento normativo y legislativo, que puede vincular al Poder Judicial. 



Desde ese punto de vista, quiero que me pongan la opción para poder votar, en el sentido de que yo por lo menos reservo esta política judicial para ser desarrollada, cuando vayamos a discutir la Ley Orgánica del Poder Judicial y así le pido a la señora Presidenta, que me puedan poner esa opción y poder votar por ella”.



ENTRA LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ.



La Presidenta, Magistrada Villanueva le indica al Magistrado Jinesta: “Entiendo que la revisión se fundamentó en dos aspectos: económico y el aspecto de señalar ámbitos, programas, secciones, comisiones o políticas especiales. Esa fue la moción de revisión.



De todas formas estimo que se puede poner la opción de abstenerse, fundamentada en sus motivos. ¿Le parecería Magistrado Jinesta?”



Expresa el Magistrado Solís: “Para aclararle al Magistrado Jinesta, que dijo algunas cosas que no están en el documento que desde abril fue repartido a todos los integrantes de esta Corte para su  estudio y discusión. 



En ningún momento el Plan de Participación Ciudadana está orientado a transformaciones procesales, eso es imposible de aceptarlo y  de ejecutarlo, no estamos estableciendo Tribunales Escabinos ni   incorporando demagógicamente jueces del pueblo, para que jubilen al pueblo ni nada por el estilo.



La actividad estrictamente jurisdiccional del Poder Judicial está excluida del Plan de Participación Ciudadana, por un Principio Constitucional que todos los conocemos, que la atribución jurisdiccional es un monopolio del Poder Judicial como Poder de la República, desde el punto de vista orgánico y cualquier idea que estuviese orientada a transformar ese esquema jurisdiccional requiere reforma constitucional ni siquiera reforma legal.



Que quede claro para todos los efectos, que el Plan de Participación Ciudadana en nada, absolutamente en nada, se relaciona con la actividad jurisdiccional del Poder Judicial.


La Política de Participación Ciudadana que fue elaborada el año pasado con participación de especialistas en ciencias políticas y en sociología, lo que trata de hacer es recuperar las experiencias que se han venido desarrollando en algunas áreas geográficas del país, como es la Zona Norte y el Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica para facilitar, construir y promover puentes de diálogo entre la comunidad de la zona con las autoridades judiciales, excluyendo prima facie lo relacionado a la actividad jurisdiccional. Eso ha sido así definido, lo que se pretende con esta construcción de diálogos es lograr una mejor y más eficiente prestación del servicio público de Justicia, que solamente se logra cuando los jueces conocen la realidad de donde están operando, la realidad social, demográfica, cultural, económica y política. La comunidad a través de los esquemas de organización que ellos tienen, que pueden ser las famosas Comisiones de Usuarios, que las tenemos en todos los Circuitos Judiciales del país y que han funcionado perfectamente. Es más, recuerdo que el lunes cuando se discutió por vez primera esta Política de Participación Ciudadana, inmediatamente después vino la señora Contralora de Servicios a presentarnos lo que definí en ese momento como la cruda fotografía del Poder Judicial, como estamos fallando y de manera reiterada en la prestación adecuada, digna y humana del servicio público de justicia en algunas áreas geográficas que ella detalló muy inteligentemente en su reporte de informe de labores.



La Política de Participación Ciudadana es para lograr que la Justicia como servicio público tenga un rostro humano, que atienda las necesidades de las comunidades como servicio, no en el caso concreto, no en el expediente concreto, no en la sentencia concreta, porque eso es resorte exclusivo y excluyente de la función jurisdiccional que la Constitución le da al Poder Judicial.



Reitero, que la existencia de una política de participación ciudadana, lo que pretende es lograr eso, un diálogo, una conversación, un flujo y reflujo de entendimientos entre las oficinas judiciales y las comunidades de la zona. En ocasiones las personas solo con ejemplos podemos entender temas que no hemos leído o no queremos comprender. Por ejemplo, gracias a la existencia de una Comisión de Usuarios, los jueces en una zona geográfica determinada que tenían que hacer juicios, sabían que si citaban a una audiencia a las 7:30 de la mañana, no había servicio de buses que trasladara desde las 4:00 de la mañana a los testigos que iban a recibir en esa audiencia, ¿por qué? porque  el primer servicio de buses salía hasta las 5:30 de la mañana. Eran temas que el juez tenía que saber, no era su obligación saberlo, pero ¿cómo se enteró?, porque la Comisión de Usuarios se lo hizo de su conocimiento, el gran costo que tiene para las personas que es traída a rendir un testimonio o a rendir una confesional, de viajar a las 4:00 de la mañana, porque no hay servicio de buses. También, en otras zona  geográfica  se determinó gracias a estas actividades, que cuando hay temas de violencia doméstica o cosas más graves de violación de mujeres y de niños, el Organismo de Investigación Judicial tiene un rubro presupuestario para darles sustento económico a la madre violada o a la niña violada durante el tiempo que esta persona va a estar ahí en el Departamento de Medicina Forense para realizarse sus exámenes en el caso concreto.



Eso es saber que gracias a ese diálogo entre el Comité de Usuarios de Los Chiles, que fue la zona con la organización judicial, nos pudimos enterar de ese tipo de soporte presupuestario. Eso es participación ciudadana, no en los grandes términos como aquí se ha querido dar a entender, que vamos a tener modificaciones, que vamos a hacer reformas procesales, que vamos a integrar la política de jurados populares y cosas de ese tipo. No, no, no. Eso para mí señala dos cosas, desgraciadamente no se leyó el documento que desde abril –repito- fue repartido a los veintidós integrantes de esta Corte o se tiene una concepción muy distinta de lo que es participación ciudadana. 



Lo digo con el máximo de los respetos, porque no me gustan que se discutan cosas sin tener un conocimiento pleno, completo y profundo del tema que se está discutiendo.



Como presente el programa de participación ciudadana salgo entonces en explicación y clarificación del mismo.



ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ. 



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Vamos a cerrar la discusión para votar, porque hay una lista 30 nombramientos que están esperando hace bastante tiempo. Les solicito con el mayor  respeto, que hagamos un esfuerzo por tomar acuerdos y seguir adelante con la agenda, que es muy larga y nos está obligando a tener sesiones de un día, cuando podía ser sesiones mucho más cortas, ejecutivas y salir rápidamente de los asuntos, y no estar con demasiado tiempo invertido en esto. Les hago el llamado con el mayor respeto”.



ENTRA EL MAGISTRADO RUEDA.



Señala la Magistrada Rojas: “Respecto a lo primero que  usted acaba de decir, quiero indicarle a esta Corte que su razón de ser es fijar políticas, si hay algo absolutamente importante es discutir lo que aquí estamos discutiendo, porque al Órgano Supremo del Poder Judicial le corresponde fijar políticas.



Son los órganos inferiores quienes las ejecutan, así que considero que es muy rica la discusión y creo que hay que sacar su tiempo para poder escuchar a los magistrados y magistradas que tienen su opción. Por un problema de salud, no estuve cuando se votó esta Política de Participación Ciudadana, pero cuando leí el proyecto que preparó el Magistrado Solís, me preguntaba: ¿Esto qué es? ¿Actividad jurisdiccional o actividad administrativa? 



Lo digo porque coincidentemente llegué al mismo análisis que hizo el Magistrado Jinesta, y no sabía que él había dicho eso hace ocho días.



Me parece que la Política de Participación Ciudadana tal y como está aprobada por Corte, es una ampliación de la planilla administrativa del Poder Judicial, a la que yo sistemáticamente me vengo oponiendo. 



No puede este Poder Judicial seguir destinando recursos de su presupuesto a la creación de la planilla administrativa y además no tenemos resultados. 



Resulta que el Magistrado Solís nos dice que él tiene un programa,  y  vean la novedad que nos da, el ejemplo de buena práctica es que los jueces y juezas se enteraron de que un bus no llegaba a una determinada hora. 



Quiero decirle que la jurisdicción Contencioso Administrativa tiene presencia en San José y no obstante, ve casos de todo el país. Por una razón de lógica, nosotros si las personas tenían que viajar desde Talamanca, Limón o Guanacaste, las audiencias las poníamos en la tarde. El asunto es que el juez o la jueza si está obligado, por eso se le paga zonaje y  la Ley Orgánica del Poder Judicial dice que el juez o jueza tiene que vivir en el territorio donde administra Justicia.



Que ahora me digan que se necesita tomar plata, ampliar la planilla administrativa de este Poder Judicial, que ya no da para asumir asuntos administrativos y es cierto, el artículo 9 de la Constitución Política permea todo el ordenamiento jurídico, pero les voy a decir dónde tenemos que intervenir en democracia participativa, en la sede Judicial, porque eso es lo que le toca al Poder Judicial, pues lo demás, le corresponde al Poder Ejecutivo. Por ejemplo, en materia contenciosa hay conciliación, resulta que hay una empresa que obtiene una licitación, arregla las calles y llega a un acuerdo con el Consejo Municipal y el Alcalde, pero resulta que ese acuerdo no puede ser impugnado porque es privado, por ningún munícipe, cuando los recursos municipales son de todos los munícipes, entonces si el munícipe no está de acuerdo y ya nos ha pasado, ¿qué más participación queremos?  Tenemos que incorporar la defensa de los intereses difusos, de los intereses colectivos, la defensa de los intereses comunales, en cada uno de los procesos. Esa es la participación ciudadana que el Poder Judicial debe incrementar en desarrollo del artículo 9 Constitucional, no es una participación ciudadana administrativa, para ampliar la planilla administrativa, quitarle fondos a la Escuela Judicial y no sé que otros programas, porque eso sigue siendo función administrativa. 



Tenemos un montón de funcionarios y digo: ¿dónde está el informe de efectividad de esos proyectos? No, la participación ciudadana permeaba  a través de este Poder de la República tiene que representar participación de las comunidades y de los individuos, intereses difusos, colectivos y de esta índole, a través de los diferentes procesos.



Es ahí donde el Poder Judicial tiene que hacer la  lectura de esta participación, no es creciendo con la planilla administrativa. Por ejemplo, que me digan que vamos a gastar todos estos recursos para que los jueces, teniendo que vivir en el lugar donde ejercen Justicia, se enteren de que un bus llega a determinada hora, perdonen, pero aquí debe hacerse un llamado a la distribución razonable de los recursos públicos.



Me vengo oponiendo sistemáticamente a la ampliación de la planilla administrativa, la función constitucional de este Poder Judicial es administrar Justicia y así lo dice la Constitución. Al Poder Judicial le corresponde juzgar y ejecutar lo juzgado, esa es la función básica de nosotros y dice que la ley puede ampliar nuevos juzgados, puede ampliar nuevos Tribunales, pero no puede ser que estemos asumiendo una y otra vez funciones que no son propias del Poder Judicial y no estamos atendiendo lo que la población demanda y eso sí es participación ciudadana.



Resulta que tenemos al 70% de la población mezclada en mora judicial y nosotros por estarnos ocupando de otras cosas que no son jurisdiccionales, no le estamos dando atención a este 70%, porque nos estamos diluyendo en esfuerzos.



Sé que aquí hay muy buenas intenciones, pero  nuestra prioridad es que el pueblo costarricense dice que el 70% de las personas nos ve mal, nos ve retrasados y nos ve haciendo mal la función que constitucionalmente nos corresponde, que es juzgar y ejecutar lo juzgado.



No puede ser que a través de estas políticas sigamos ampliando la planilla administrativa y lo que realmente debería hacerse, que es permear la participación ciudadana en los procesos, porque a eso estamos llamados. Este acuerdo no lo alcanza y no lo podría alcanzar, porque tendría que ser que cada una de sus Salas lo incorpore. 



Sé por ejemplo, que está en el proyecto de Código Procesal Laboral, es ahí en la legislación, en estas posibilidades, donde a la Justicia se le da una amplitud a la participación ciudadana, en cada uno de los procesos judiciales, pero no a través del crecimiento de una función netamente administrativa, que además, no tiene controles de seguimiento.



 ¿Qué efectividad tienen los facilitadores judiciales? ¿Dónde tenemos un informe que nos diga que los facilitadores judiciales han impedido llevar a la Administración de Justicia qué porcentaje de asuntos?  ¿De cuántos asuntos son componedores? ¿Tenemos un informe mensual?   ¿Cada cuánto se reúnen estos facilitadores judiciales?  ¿Cuánto le cuesta el proceso de facilitadores judiciales al Poder Judicial? 



Hablemos de presupuesto, hablemos de razonabilidad del gasto, estamos en un período de crisis y considero que la política que se expone es insuficiente, que tiene que ser por ley a través de cada uno de los procesos y que además aquí no se ha presentado de los que ya existen, un avance de que eso sea efectivo, de que esa Justicia Alternativa esté sacando a las personas del Poder Judicial, entra un millón de asuntos por año a este Poder Judicial.



Si a mí me dicen que la Justicia participativa va a ayudar a disminuir estos niveles, ¡que bien!, pero ¿dónde están las estadísticas?, ¿dónde están las proyecciones que diga que estos recursos van a ser razonables?



Coincido con el Magistrado Jinesta, que la verdadera política de este Poder Judicial en materia de participación ciudadana debe reflejarse en una ley y que este proyecto lo que contiene es una ampliación de la planilla administrativa de este Poder Judicial, sin que tengamos estadísticas de que haya sido efectivo o proyecciones de que lo va a ser”.



Expresa la Magistrada Hernández: “Más o menos unos 10 años tengo de conocer el Programa de Participación Ciudadana, porque lo apoyamos mucho desde la Presidencia de la Corte, por ser un objetivo estratégico del Plan Estratégico. 



He participado en comunidades como Los Chiles, San Carlos, Guápiles y otras, y he podido ver las bondades de este programa de primera mano, la necesidad de que el Poder Judicial se comunique permanentemente con las comunidades donde sirve y sobre todo me ha permitido ver lo obsoleto que está el modelo de justicia actual que nosotros tenemos, que es un modelo completamente autista, encerrado, que desde un escritorio se diseñan las políticas públicas de justicia, como si todas las comunidades fueran iguales, cuando todas tienen necesidades diferentes.



Esa comunicación y retroalimetación permanente, ese diálogo permanente con la ciudadanía, me parece que es el futuro del nuevo modelo de Justicia que nosotros deberíamos desarrollar en el siglo XXI. 



Ya no se puede decidir desde aquí: “que todos cabemos en la misma horma del mismo zapato” ni Los Chiles ni San José son iguales, como no es igual Guanacaste, que tiene necesidades diferentes o la Isla de Chira. 



Para los que hemos participado en las visitas que hace la Corte a estas comunidades, nos damos cuenta que todas son diferentes y cuentan con necesidades diferentes que este Poder Judicial tiene que escuchar y poder diseñar, para poder focalizar mejor los recursos públicos que se invierten en el Sistema de Justicia.



Sería un error imperdonable de esta generación de magistrados y magistradas, que me honro en pertenecer, no ver la realidad de las cosas. Es decir, no se trata de sustituir funciones de otras autoridades, ni de crear más planilla, no se necesita una Ley de la República para hacer lo que hemos venido haciendo durante los últimos 10 años y con éxito, lo que hay que hacer igual que muchos otros programas que tiene esta Corte novedosos, es fortalecerlos como tiene muchos, que son diferentes y son innovadores.



No podemos seguir en el siglo XXI, con el modelo del siglo pasado de Justicia y sobre todo, lo que he sentido en cada una de esas comunidades son esas ansias de conectarse con el Poder Judicial, pues este órgano cree que la Justicia debe ir hacia un lado, pero resulta que las personas necesitan que vaya para otra. Nosotros creemos que necesitan una cosa y ellos necesitan otra.



Al fin de cuentas, si nosotros no logramos ese diálogo, no vamos a recuperar la confianza y la legitimidad de la Justicia, peor aún vamos a desperdiciar los recursos públicos tan escasos que se invierten en Justicia, porque los vamos a invertir en cosas que a la larga en comunidades como Los Chiles, San Carlos o Guápiles, no son las mismas que San José, Heredia y San Ramón.



Quería dar testimonio de que me parece que una de las mejores cosas que está haciendo este Poder de la República, es el Programa de Participación Ciudadana de la Justicia, porque la Justicia no puede seguir siendo encerrada, tiene que ser una Justicia sin paredes, que trabaje de la mano con las comunidades y en red con el resto del Estado, para poder focalizar los servicios de mejor manera y producir Paz Social en cada una de estas comunidades.



Sería la primera que me opondría a un plan de participación ciudadana que implicara la sustitución de potestades de otras autoridades o propias, simplemente se trata de trabajar de la mano en un diálogo permanente, que dicho sea de paso, la forma moderna de hacer transparencia no es de una vía, sino de doble vía, en un diálogo permanente con las comunidades.



Quería decir, que lo he vivido durante 10 años y lo seguiré apoyando,  creo que hay un malentendido sobre la base filosófica que este programa tiene en las comunidades y sobre todo quisiera que esta Corte se planteara si nosotros vamos a seguir con el modelo del siglo pasado en el siglo presente, haciendo lo mismo y pretendiendo que vamos a obtener diferentes resultados. Como decía Einstein “no hay nada más tonto que hacer lo mismo, y siempre lo mismo y pretender resultados diferentes.”



En todas las comunidades donde he participado, en las que se han hecho círculos de paz, Comités de usuarios, reuniones con la sociedad civil, han llegado a entender mejor los servicios de Justicia y a colaborar con nosotros y a traernos la información que nosotros necesitamos para brindar mejores servicios y por primera vez hemos logrado acercar a través de una metodología profesional y adecuada, a la comunidad con los jueces y juezas para que se escuchen y se hablen”.



Indica la Magistrada Arias: “En el caso de la propuesta para los efectos de votación de la Magistrada Varela y mía, hemos conversado y vamos a unir ambas propuestas en el sentido de que todos los programas que tengan que ver con Justicia Alternativa y las Comisiones de Acceso a la Justicia, que tengan a su vez temas relacionados con la participación ciudadana, van a estar también incluidos dentro de esta Política de Participación Ciudadana.  Ese es el acuerdo al que hemos llegado la Magistrada Varela y mi persona. Porque me parece que esto lo que va a hacer es unir y ampliar muchísimo más esta Política de Participación Ciudadana y además, mi propuesta incluía el tema de lo económico, que habrá que distinguirlo en el presupuesto, para que se diga específicamente, que estas acciones de participación ciudadana son las que se van a hacer y este es el presupuesto con el que se va a adoptar estas acciones de Política de Participación Ciudadana.  ¿Cuándo se hace eso?  Cada vez que tenemos un ejercicio presupuestario, en el cual se va a decir que se crece en tanto, vamos a hacer esto o no, podemos tener actuaciones con el presupuesto que tenemos”.


Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Había dicho que íbamos a cerrar la discusión.



Para aclarar el punto, entendería que se unen las propuestas, que todos los programas de Justicia Alternativa, todas las comisiones que tengan participación ciudadana, es decir, ampliar a todo el quehacer institucional que tenga que ver con ello, debe integrarse a estas políticas.



Lo otro sería, para ver si lo hacemos en una misma moción, que en el presupuesto anual se distinguirán las acciones y el contenido presupuestario que la respalda.



Es posible unir a esta votación todo lo relacionado con el presupuesto, en el entendido de que anualmente al aprobarse el presupuesto, se distinguirán las acciones y el contenido presupuestario que tenga relación con esta política ¿Se puede unir a esto?



SALE EL MAGISTRADO RUEDA. 



Interviene el Magistrado Jinesta: “Es de forma. Agradezco las aclaraciones del Magistrado Solís, lo cual me tranquilizan mucho y desde ese punto de vista retiro mi opción, bajo el entendido de que esto no tiene ningún impacto sobre la participación ciudadana en los procesos.



Únicamente solicitar que cuando se discuta el tema de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que pensemos en incluir ese tema en la agenda.



Retiro la propuesta que formulé y me quedo tranquilo con las aclaraciones del Magistrado Solís”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a votación el asunto.  Votar uno es por acoger la propuesta formulada por las Magistradas Arias y Varela, en el sentido de que debe haber un presupuesto separado del Poder Judicial para esta política. Votar dos es por no acogerla”.



Manifiesta la Magistrada Bogantes Rodríguez: “Tengo una duda, porque esta propuesta involucra a todas las oficinas judiciales del país, por ejemplo, en la Sala Segunda, desde hace mucho tiempo habíamos incorporado la Política de Participación Ciudadana, incluso en el Plan Anual Operativo.



La Comisión de Calidad de la Sala, desde hace mucho tiempo se reúne con las Comisiones de  personas usuarias; si decimos que cada acción que involucra la aplicación de esta política tiene que tener el presupuesto o el contenido presupuestario, no necesariamente las acciones necesitan contenido presupuestario.



Hay mucho que se hace que no necesita contenido presupuestario, esa es más bien la bondad que observé en esta política, que más bien nos obliga a todas las oficinas a pensar y dar seguimiento en los planes anuales operativos y el seguimiento lo da la Comisión de Valoración de Riesgos, que necesariamente a la luz de la Ley de Control Interno debe funcionar en cada oficina judicial.



En la Sala Segunda funciona de verdad, se establecen y se les da seguimiento a los riesgos, y en este momento en el Plan Anual Operativo 2015, tenemos precisamente una relacionada con la medición de la satisfacción de la persona usuaria.



Si unimos las dos cosas con el presupuesto, hay muchas políticas de participación ciudadana, que lo que buscan es si bien, el fin último es precisamente administrar Justicia con rostro humano y precisamente acercarse a la persona usuaria, escucharla en sus necesidades e incorporar algunas de sus inquietudes, precisamente en el diario quehacer de las oficinas judiciales.



Entender que en la propuesta va implícito que necesariamente tenemos que hacer un apartado de contenido presupuestario, cuando se vaya de alguna manera a ejecutar la política, no necesariamente se requiere presupuesto”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Entendería que cuando sea necesario que se requiere presupuesto, y que impregna todo el quehacer institucional.



Con esto terminaríamos con la aprobación del acta en la forma que queda explicitado”.


Por unanimidad, se dispuso: 1.) Aprobar la propuesta formulada por las Magistradas Arias y Varela, en el sentido de que todos los Programas de Justicia Alternativa, las Comisiones y la labor institucional que tengan temas relacionados con participación ciudadana estarán incluidos también dentro de la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial que se da cuenta. Las acciones que se adopten con esta Política deberán ser detalladas e indicar su contenido presupuestario por separado en el presupuesto ordinario de este Poder de la República, en caso de que se requiera el tema económico. 



En razón de lo dispuesto la Política de Participación Ciudadana queda aprobada de la siguiente forma:



			Política de Participación Ciudadana 





			en el Poder Judicial








V.             Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública. 



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial. 



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana. 



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



VI.          Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



2.2 Planteamiento del problema de la política 



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:






Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



Dentro de las causas internas prevalece una cultura judicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.[38] 


Además el Poder Judicial está organizado de manera vertical, centralizada y compleja, con insuficientes espacios de participación tanto a nivel territorial como en el ámbito gerencial, así como en los distintos sectores que lo conforman, lo que atenta contra la apertura a la participación ciudadana. Por lo que se torna necesario el establecimiento de espacios formales para que haya participación ciudadana en las instancias superiores del Poder Judicial y el establecimiento de relaciones con las organizaciones civiles y comunitarias y así posibilitar una participación ciudadana efectiva.



Pese al mandato de la Constitución Política en favor de la participación ciudadana, existe un segmento del personal judicial que expresa dudas y temores sobre la apertura institucional a la ciudadanía y al deber de rendir cuentas. También existe una preocupación y un compromiso auténtico por parte de las autoridades judiciales de cambiar la situación descrita.



Es por ello que, ante el reconocimiento de estas limitaciones, se plantea un Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial que incida en los siguientes aspectos: generar condiciones internas y externas para un cambio cultural en la institución hacia prácticas más democráticas, propiciar la transversalización de participación ciudadana en todo el accionar institucional, promover un ambiente abierto, amigable y confiable de las personas operadoras de justicia hacia la ciudadanía usuaria que garantice la atención oportuna de peticiones y demandas ciudadanas. 



2.3 Antecedentes 



Si bien el Poder Judicial se ha caracterizado por tener una imagen positiva ante la ciudadanía y por mantener la legitimidad social, esta percepción desciende en los últimos años debido a dos supuestos afincados en la ciudadanía costarricense: la lentitud del servicio y la complejidad de los trámites de los procesos judiciales. La ciudadanía percibe que los trámites en el Poder Judicial son engorrosos y que esto se convierte en “barreras de acceso al sistema y que los procesos judiciales son tan complicados que “no vale la pena meterse en ellos”[39].



La ciudadanía ha tocado las puertas del Poder Judicial exigiendo calidad del servicio, como demuestra la mayoría de gestiones presentadas por las personas usuarias ante la Contraloría de Servicios (2002-2012): retardo judicial, retardo administrativo y trato inadecuado a la persona usuaria[40]; además, el índice de confianza en el Poder Judicial, elaborado en el año 2000 expone que “cinco de cada 10 personas consultadas creen que el Poder Judicial funciona regular, mal o muy mal”[41].



La institución ha implementando acciones que procuran dar respuesta a esas solicitudes ciudadanas expresas, de manera que se puedan solventar las limitaciones planteadas y tener a la ciudadanía como plano principal del servicio:



                 Definición de políticas orientadas a sectores en condición de vulnerabilidad: víctimas de violencia doméstica; personas con discapacidad; personas adultas mayores; personas migrantes y refugiadas; personas indígenas; personas afrodescendientes; niñas, niños y adolescentes; personas con capacidades diferentes; personas diversas sexualmente; personas privadas de libertad y  personas menores de edad en conflicto con la ley penal.



                 La transparencia en la información electrónica (sitio web) del quehacer del sistema de justicia permitió al Poder Judicial la obtención del primer lugar de un premio internacional de transparencia, 2013.[42]


                 El desarrollo del Programa de Participación Ciudadana de la Conamaj desde el año 2008.



                 La declaración por parte de la Corte Plena del tema de participación ciudadana de interés institucional y la incorporación de la participación ciudadana como eje transversal en el Plan Estratégico del Poder Judicial (2013-2017).



                 La creciente voluntad política mostrada por las autoridades superiores del Poder Judicial (Corte Plena y Consejo Superior) de aprobar acuerdos tendientes a darle un carácter estratégico al tema de participación ciudadana dentro del quehacer en todo el sistema.[43] 



                 La creación de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito del Ministerio Público.



                 La tendencia mundial de los poderes judiciales a reestructurar su organización considerando los ejes de la Iniciativa de  Gobierno Abierto y por ende del Poder Judicial de Costa Rica de incursionar en este modelo para lograr mayor credibilidad y legitimidad en la sociedad costarricense, mediante la transparencia, la colaboración y la participación.



2.4 Aspiraciones de la Política



La Política de Participación Ciudadana aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de condiciones necesarias para que la sociedad costarricense devenga en ciudadanía activa. Estas aspiraciones son:



                 La participación ciudadana como un proceso de construcción social permanente.



                 La participación ciudadana ejercida como derecho constitucional y deber cívico a la vez, que se ejerce de forma voluntaria y autónoma. Esto conlleva una corresponsabilidad entre partes y aspira a la vigencia y ampliación de los derechos de la ciudadanía, en cumplimiento del principio de justicia pronta y cumplida[44] y la calidad de la prestación pública.



                 La participación ciudadana como contrapeso social al poder delegado a las autoridades del Poder Judicial, lo que conlleva el posicionamiento del control ciudadano como medida eficaz para elevar eficacia y eficiencia en la gestión pública del Poder Judicial[45].



                 La Participación Ciudadana como un “valor público”[46], entendido como beneficio o valor agregado que se obtiene al aprovechar la interacción, el diálogo y las sinergias con la ciudadanía para obtener un efectivo control social ciudadano del uso de los recursos públicos, la calidad de la gestión de los servicios, las políticas y el gobierno.



                 La disposición de parte de autoridades del Poder Judicial a la promoción, apoyo y funcionamiento institucional de instancias, comisiones, programas, mecanismos y normativas que flexibilicen la formalidad y rigidez de la institucionalidad burocrática y hagan posible el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión del Poder Judicial, respetando y fortaleciendo además espacios y mecanismos de participación informal y espontánea[47].



                 Emprender la gobernanza como eje estratégico, lo que requiere la incorporación de socios estratégicos[48] por medio de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza del Poder Judicial y que conlleva el reconocimiento de la interlocución con el Pueblo Soberano, en su sentido constitucional, proponiendo una interacción que respete la diversidad, especificidad y pluralidad. 



                 Favorecer el acceso a la justicia de la ciudadanía, la cual se expresa en una amplia gama de actores y actoras comunitarios, grupos o personas en condición de vulnerabilidad, organismos sin fines de lucro, gremios, la academia y organizaciones civiles informales, sin restricción de clase social, género, nivel educativo, opción sexual, credo religioso, edad o ideología política, país de origen, en consonancia con las políticas aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, todas de aplicación general y obligatoria en el Poder Judicial.



2.5 Fundamentación jurídica



La Constitución Política y algunas leyes nacionales ofrecen amparo jurídico al derecho a la participación ciudadana, estableciendo disposiciones jurídicas orientadas a su fomento:



                 La reforma del artículo 9 de la Constitución Política señala que: “El gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres poderes distintos e independientes entre sí: El Legislativo, Ejecutivo y Judicial” (énfasis no es del texto original). Así la Constitución Política de la República sienta las bases de la soberanía popular y del carácter participativo[49] del Estado.



                 Que la Sala Constitucional ha reafirmado al Pueblo como El soberano y del cual emanan los otros poderes del Estado al decir: “...los principios y valores democráticos correctamente entendidos, (...) implican el ejercicio permanente del poder por el pueblo o, dicho de otra manera, su permanente participación en la toma de las decisiones que les atañen...”[50].



                 La Sala Constitucional ha considerado que la reforma del artículo 9 otorga el carácter participativo del gobierno costarricense y eleva el principio participativo a rango constitucional, puesto que “la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones públicas prevista en la Constitución y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable[51].



                 Los derechos a la asociación y el derecho a la comunicación de intereses tienen respaldo constitucional (artículos 27, 29) en especial el derecho de petición: "se garantiza la libertad de petición -en forma individual o colectiva- ante cualquier funcionario público o entidad oficial y el derecho a obtener pronta resolución" (art.26).



                 El país ha aprobado múltiples convenios internacionales y declaraciones universales,[52] que afirman los derechos fundamentales de la persona humana, los cuales también están consagrados en la Carta Magna (art. 41).



                 La Constitución Política otorga como función principal del Sistema de Justicia, la atención del conflicto entre partes y la aplicación de las leyes (art. 153) y simultáneamente demarca la calidad del servicio público del Poder Judicial al decir que a todos los(as) ciudadanos(as): “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art. 41).



                 Las personas operadoras de justicia tienen una autoridad delegada y están obligadas a la rendición de cuentas y la transparencia de su gestión ante la ciudadanía, es decir, “... Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone (...) y la acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. (Y) la administración pública… estará sometida a una evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes” (art. 11).


                 La Ley General de Control Interno, constituye un instrumento que coadyuva a la transparencia y rendición de cuentas, al establecer sistemas de control interno para la mejora del servicio y al considerar la necesaria consulta a la persona usuaria para la calidad del servicio público.


                 La Ley de Contralorías de Servicios[53], compromete a estas instancias en la promoción de políticas de calidad en la prestación de los servicios que brindan organizaciones públicas (art. 3), a generar una cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de servicios y a la formación de una cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación, mejoramiento continuo e innovación de los servicios (art. 7).


                 La legislación costarricense vigente[54] ofrece vías de participación ciudadana que pueden ser incorporadas en las acciones de esta política, tales como la consulta ciudadana en el referéndum o plebiscito, la participación en audiencias públicas o comunitarias en la decisión de prestación de servicio, el dictamen técnico en algunas instituciones, la representación civil en órganos directivos de instituciones públicas y la denuncia (presencial, electrónica, telefónica, etc.) ante los órganos de control de instituciones públicas, concretamente, en el Poder Judicial (Inspección Judicial y Contraloría de Servicios).


                 El Poder Judicial estableció en los últimos años un conjunto de políticas que fundamentan el principio de acceso a la justicia basadas en las Reglas de Brasilia[55] que ofrecen principios, medidas y acciones orientadas a garantizar los derechos de sectores más vulnerables de la sociedad.


                 Las autoridades del Poder Judicial han establecido una serie de disposiciones que favorecen la participación ciudadana tales como: la aprobación en el Consejo Superior del Estatuto de la Justicia y de los derechos de las personas usuarias (2010), que obliga al Poder Judicial a crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de personas funcionarias en particular[56]. Existen disposiciones administrativas de Corte Plena y Consejo Superior que dan viabilidad política y favorecen el fomento de la participación ciudadana en el Poder Judicial, como la declaración del tema de participación ciudadana como de interés institucional, la incorporación del tema de la participación ciudadana como eje importante de la planificación estratégica y más tarde en los planes operativos,[57] la validación de una propuesta de modelo de participación ciudadana,[58] la voluntad de crear una política institucional de servicio a la persona usuaria y de crear un equipo interinstitucional que valore los temas de servicio en el Poder Judicial[59] y la aprobación del reglamento de las Comisiones de Personas Usuarias[60].


                 Que la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública “XI Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado (Lisboa, Portugal, 25-26 Junio 2009) ratificada por Costa Rica, afirma la participación ciudadana como un derecho y responsabilidad cívica (art.6) “a) Un derecho activo exigible a los poderes públicos, de forma que éstos establezcan y garanticen los cauces para su ejercicio en los procesos de gestión pública, b) Una responsabilidad cívica como miembros de la comunidad en que se integran, bien en forma individual o bien mediante sus organizaciones y movimientos representativos”. Y orienta a que “los poderes públicos fomentarán el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión pública, destinando recursos, así como creando y potenciando las condiciones favorables para el ejercicio efectivo de este derecho, en especial de aquellos sectores en condición de exclusión y vulnerabilidad social”.


VII.       Líneas generales de la política



3.1 Principios orientadores



                 Igualdad, respeto a los derechos humanos y rechazo a cualquier forma de discriminación.[61]


Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse forma alguna de discriminación (art. 33 Constitución Política) por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política, opción sexual o de cualquier otra índole. 



La dignidad humana debe ser protegida mediante la defensa de los derechos humanos y estos son inalienables y se encuentran consagrados en múltiples instrumentos internacionales ratificados por el país[62]. Reconociendo la existencia de desigualdades sociales, geográficas, étnicas, etarias y de género, todas las personas habitantes del país deben contar con el acceso a la justicia toda vez que esté en peligro la vigencia de sus derechos humanos vitales[63].



En atención a los lineamientos institucionales relacionados con las políticas de igualdad de género y acceso a la justicia del Poder Judicial, los principios de la presente política apuntan a la realización de acciones afirmativas para dar respuestas diferenciadas a poblaciones particulares.



                 Acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad[64].



El acceso a la justicia es el derecho de las personas usuarias de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales,[65] especialmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos por cuanto “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art.41, Constitución Política).



Las actuaciones de las personas operadoras de justicias deberán orientarse, entre otras, a proporcionar información básica y oportuna sobre derechos, procedimientos y requisitos a todas las personas y con especial atención a las personas con vulnerabilidad, para la garantía del acceso a la justicia.



                 Petición y demanda ciudadana[66].



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones representativas, tienen derecho a ejercer libremente la petición de información ante cualquier persona funcionaria pública, así como el derecho de acceso a la información y a una respuesta pronta y oportuna (art. 27 de la Constitución Política). 



                 Transparencia y rendición de cuentas. 



Teniendo la persona que ejerce un cargo público un poder de autoridad delegado sujeto al cumplimiento de deberes, deberá contar con la debida responsabilidad personal de sus actos y por tanto, como reza en la Constitución Política (art.11), deberá cumplir con una evaluación de resultados y rendición de cuentas del ejercicio de la gestión del Poder Judicial. Además deberá ser transparente en el cumplimiento de sus deberes y en el uso de los recursos y fondos que el Estado pone a su disposición, evitando actos de corrupción.



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones podrán solicitar procesos de rendición de cuentas a las diversas instancias del Poder Judicial, así como la participación en espacios y actividades que convoquen para este fin.



                 Responsabilidad y reconocimiento de deberes de la persona funcionaria como servidora pública.



Se comprende la administración de  justicia como un servicio público y que las personas tienen derecho a que se les brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y especialmente con respeto de quién acude en demanda de ella[67].



Se acuerpa el fomento de los valores compartidos del Poder Judicial[68] como el compromiso, la responsabilidad, la excelencia, la integridad y la honradez en el ejercicio de la función pública de las personas operadoras de justicia.



Se requiere el predominio de una concepción de servicio público por parte de personas operadoras de justicia ante las peticiones y denuncias ciudadanas, la disposición a la transparencia y rendición de cuentas de la gestión del servicio de justicia, la sensibilidad en el conocimiento y contacto con la realidad, la conciencia social para comprender las necesidades de la población y el entorno del conflicto social, así como la disposición a atender a las partes en el conflicto a la hora de aplicar las leyes.



3.2 Objetivos



Objetivo general



Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



Objetivos específicos



3.              Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica.



4.              Promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



3.3 Ejes estratégicos



De conformidad con esta Política la Participación Ciudadana debe ser un eje transversal en el accionar del Poder Judicial por lo que necesariamente debe reflejarse en la toma de decisiones en todos los ámbitos que lo integran. 



Además de este eje transversal, la política se basa en tres ejes estratégicos a partir de los cuales se definen las acciones a desarrollar, estos son:



Conciencia y disposición: busca generar las condiciones internas y externas para que tanto la ciudadanía como las personas que laboran en el Poder Judicial tengan competencias, herramientas, conocimientos, sensibilidad, actitud positiva y apertura hacia la participación ciudadana.



Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y atención de las necesidades particulares (poblaciones vulnerables), exigibilidad de derechos, respuesta institucional.



Incidencia ciudadana: lo que implica la toma de decisiones conjuntas, control ciudadano vinculado a la toma de decisiones, integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.



3.4 Líneas de acción 



Los ejes estratégicos de la política determinan el énfasis general, mientras que las líneas de acción, determinan el énfasis de las actividades del plan de acción. Se proponen como líneas de acción diferentes modalidades de participación ciudadana, las cuales se explican a continuación.



			LÍNEAS DE ACCIÓN


			DESCRIPCIÓN





			Información


			Refiere a los diversos productos informativos y medios de comunicación, que se utilizarán para la divulgación de información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.





			Formación y Sensibilización


			Refiere a las acciones de capacitación, sensibilización y empoderamiento dirigidas a personas operadoras de justicia y grupos estratégicos de la ciudadanía para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana. 





			Consulta


			Refiere a las acciones orientadas a recolectar la opinión de la ciudadanía por métodos presenciales y electrónicos, sobre temas de interés de ésta, para ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones.





			Control y fiscalización ciudadana


			Refiere a las acciones orientadas a ejercer el control y la fiscalización de parte de la ciudadanía sobre la gestión del Poder Judicial, especialmente la calidad del servicio, las políticas y el gobierno así como el uso de los recursos económicos, humanos y materiales. Puede ejercerse por parte de personas individuales, las comisiones de personas usuarias, mesas de diálogo y grupos de control ciudadano u otros mecanismos cívicos.





			Incidencia ciudadana 


			Refiere a las acciones orientadas a incidir en la toma de decisiones de la gestión judicial (políticas, directrices, gobierno, administración y calidad del servicio) de los diferentes ámbitos judiciales y a la apertura de espacios formales en la institución para la representación ciudadana.








3.5 Factores para el desarrollo de la política



La política está determinada por una serie de factores que guían el planteamiento con el fin de responder tanto a las particularidades de la institución como del contexto social.



    Gradualidad: El desarrollo de la política será implementada de manera gradual en los diferentes circuitos y ámbitos judiciales que han avanzado en la implementación de acciones de participación ciudadana. Además se reconoce que el avance dependerá de la sensibilidad y disposición de los diferentes actores internos y externos para reconocer la participación ciudadana como un mandato constitucional.


    Descentralización: La ejecución se realizará de manera descentralizada tanto en las diferentes instancias del Poder Judicial como en las organizaciones civiles para así dar garantía al cumplimiento de la estrategia y para hacer un mejor uso de los recursos humanos y materiales de la institución y de las organizaciones ciudadanas. Además, se estimularán fórmulas descentralizadas de ejecución de la estrategia, que en vez de priorizar la relación entre la ciudadanía usuaria-organizada y las autoridades superiores del Poder Judicial, busque dar cabida a una dinámica horizontal entre la ciudadanía usuaria y organizada y las autoridades y personas operadoras de justicia en el espacio de cada Circuito Judicial y de cada comunidad.


    Simultaneidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán ubicarse a lo largo de todo el territorio nacional, y podrán ejecutarse de acuerdo a criterios de conveniencia y aprovechamiento de condiciones propicias en unos lugares respecto a otros.  Las oficinas judiciales del ámbito jurisdiccional y auxiliar, así como las oficinas administrativas, deberán participar en las acciones estratégicas que más se acomoden a sus roles en el sistema de justicia y a sus condiciones y capacidades reales de ejecución.


    Especificidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán adecuarse a tres niveles de especificidad que son: a) particularidades de cada conglomerado de personas operadoras de justicia, b) la especificidad del territorio geográfico y su realidad sociocultural y c) las especificidades de los diversos públicos meta de la ciudadanía, entre las que se pueden considerar, por ejemplo, el género, el nivel cultural, la nacionalidad, la etnia.



    Flexibilidad: Las autoridades del Poder Judicial y las personas encargadas de la toma de decisiones apoyarán una ruta de flexibilidad en la institucionalidad, que favorezca la participación ciudadana (reglamentos, protocolos, estímulo de instancias no formales, apertura al uso de recursos institucionales de parte de la ciudadanía dispuesta a la participación ciudadana, etc.)


    Financiamiento oportuno: Las líneas de acción de la estrategia deberán contar con recursos económicos necesarios para su ejecución. Estos recursos provendrán de las siguientes vías: a) el presupuesto asignado de cada uno de los departamentos o instancias participantes para la ejecución de su plan de trabajo o su ampliación, b) el presupuesto que recibirá la Conamaj como rector de la Política, c) proyectos de la cooperación internacional y de otras fuentes estatales y no estatales que aporten al cumplimiento del plan de trabajo. Las acciones que se adopten con esta Política que requieran financiamiento específico deberán ser dotadas de contenido presupuestario, el cual se formulará como tal en el presupuesto de la institución.  


    Respeto a la independencia judicial: Las líneas de acción de la estrategia y el plan de trabajo, no deben intervenir en el ejercicio de la independencia de la Judicatura en la resolución de los conflictos y asuntos de su conocimiento. Las líneas de acción de la estrategia respetan la separación entre la administración de justicia y la aplicación de justicia, de manera que no se proponen acciones que buscan influir o intervenir en las resoluciones de la Judicatura ante el conflicto entre partes. Sin embargo, el ámbito de acción de la presente política anima el control ciudadano de la gestión del Poder Judicial, lo que permite el llamado a la rendición de cuentas en la calidad del servicio de la oficina judicial, el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del gobierno judicial.


    Alineación con los fundamentos de Gobierno Abierto: La política de participación ciudadana viene a ser un eje y componente fundamental de la implementación de una estrategia de Gobierno Judicial Abierto, complementándose en lo que corresponde.


    Innovación: El uso de las TIC en la ejecución de la política plantea retos importantes como el medio idóneo para establecer canales de diálogo e interacción con la ciudadanía, así como la utilización de otros medios novedosos y accesibles. 


    Creatividad: En cada ámbito del Poder Judicial, además de crear las condiciones internas necesarias para la participación ciudadana, se promoverá el uso de herramientas alternativas para realizar procesos participativos e inclusivos.


3.6 Condiciones institucionales y sociales para la implementación de la política



                Reconocimiento del derecho a la fiscalización o control ciudadano de la gestión del sistema de justicia. 



Basado en el derecho que asiste a la ciudadanía individual y organizada de la petición de rendición de cuentas sobre la calidad de la gestión del Poder Judicial en cuanto al servicio público, las autoridades y las personas operadoras de justicia deberán dialogar, estudiar y responder las demandas de fiscalización y control ciudadano.


                Reconocimiento a la interlocución de la ciudadanía individual y organizada[69].


Siendo la participación ciudadana un derecho de la ciudadanía individual y organizada, se reconoce de manera explícita  el derecho a ejercer fiscalización o control ciudadano. Lo que lleva implícito el derecho a solicitar la rendición de cuentas a las personas operadoras de justicia por parte de la ciudadanía individual y organizada. 



Se entiende que esta interacción es un proceso de doble vía donde:



    Los entes y órganos públicos y aquellos particulares a quiénes se han transferido competencias públicas sean receptivos a las opiniones y propuestas de la sociedad.



    La ciudadanía individual y organizada que ejerza la participación ciudadana, conozca, dialogue, delibere e incida sobre las competencias de las instituciones estatales.



Deberá también el sistema de justicia propiciar la participación de las entidades de la sociedad civil, el relevante papel en la cohesión social y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad[70].



                Sensibilización y humanización de las personas operadoras de justicia.


Se hace necesario que las personas operadoras de justicia comprendan y sean conscientes de que la participación ciudadana prevista en la Constitución Política y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable como señala la Sala Constitucional[71]. De igual modo, que tengan sensibilidad en el trato humano con las personas usuarias así como en la disposición a las demandas o peticiones ciudadanas.



                Representación ciudadana responsable.



Para los casos en que se requiera delegar la representación de la ciudadanía en personas o grupos, esta deberá ser responsable, con clara capacidad para actuar, conciencia crítica y predominio de agendas colectivas en vez de intereses personales. Deberán establecerse mecanismos de selección democrática de representantes civiles que actúen en calidad de interlocutores(as) ciudadanos(as) quienes ejercerán esta función bajo los preceptos de la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, firmada por los Estados Iberoamericanos en Lisboa, 2009:



f.                Conocer y hacer un uso adecuado de los mecanismos de participación.



g.              Informarse sobre los aspectos de interés público así como sobre las competencias asignadas a la entidad pública a la cual se dirija.



h.              Escuchar las razones presentadas por los representantes de la Administración Pública y, en los casos de ser necesaria la contra argumentación, hacerlo de acuerdo a razones que obedezcan a la mayor objetividad posible y mediante una actitud de diálogo.



i.                Respetar y propiciar decisiones públicas que prioricen el interés general de la sociedad sobre intereses particulares.



j.                Intervenir en los procesos de evaluación de la participación ciudadana, así como de sus actuaciones, de manera que permita aprendizajes para su mejora.



                            Compromiso mutuo de las dos partes y reglas de juego.



La participación ciudadana se entiende como un derecho activo exigible al poder público y una responsabilidad cívica de las personas usuarias individuales y de la ciudadanía mediante organizaciones representativas.



El ejercicio de la participación ciudadana se asume como una corresponsabilidad entre estos y las personas operadoras de justicia en una relación de doble vía.[72] 



Para ello se crearan reglas de juego claras, conocidas y compartidas en cuanto a las formas y canales establecidos de comunicación, organización e interacción así como al carácter de los acuerdos que se asuman. 



El Poder Judicial deberá procurar canales, medios e instancias donde la ciudadanía pueda ejercer la participación ciudadana y estimulará las vías de interacción necesarias para que la ciudadanía individual y organizada ejerza su derecho a la participación ciudadana.



                Disposición de recursos y condiciones tecnológicas que faciliten la interacción con la ciudadanía



La institución creará las condiciones y hará uso de los recursos tecnológicos para interactuar con la ciudadanía. Para ello podrá utilizar plataformas amigables, de uso sencillo, en las que se presente información con lenguaje comprensible, programas que permitan la interacción, intercambio de información con la ciudadanía. Es importante que se considere la brecha tecnológica existente en el país para que el uso de estos medios no se vuelva un factor excluyente.



                Creación de sinergias para la participación ciudadana



La coordinación entre las oficinas judiciales, con las demás instituciones del Estado y con grupos organizados, organizaciones no gubernamentales y otros, constituye una necesidad para la realización de las acciones que se proponen en la Política. 



Para este fin se creará una comisión que coordine, dinamice y promueva la realización de las acciones de participación ciudadana incluidas en la Política y otras que permitan alcanzar las aspiraciones acá planteadas. Esta comisión estará integrada por entes clave del Poder Judicial, instituciones públicas afines y representación de la sociedad civil.



Además, se crearán alianzas con entes académicos y universitarios que posibiliten la realización de estudios e investigaciones en materia de participación ciudadana y que a la vez promuevan la formación de la ciudadanía en el tema.



Igualmente se procurará la colaboración y apoyo de entes internacionales en el desarrollo de investigaciones, proyectos, programas y actividades que se desprendan de las líneas de acción de la Política.



VIII.    Plan de acción 



La estrategia para la implementación de Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial contempla  tres ámbitos de acción, cada uno de las cuales se fundamenta en un eje estratégico. Estos ámbitos  se desarrollan de manera simultánea y gradual, según se plantea en el apartado sobre factores para la implementación de la política.



Ámbito I: Conciencia y disposición 



Informar más y mejor los servicios del Poder Judicial a la ciudadanía 



Se trata de responder las peticiones de la ciudadanía con información adecuada y oportuna, sobre los servicios, los trámites y la normativa para una gestión judicial, así como la comprensión de la estructura organizativa y la localización física de oficinas en el sistema.



La divulgación de información accesible, inclusiva y oportuna crea confianza y reduce la distancia entre el Poder Judicial y las personas usuarias, puesto que la falta de información resulta ser una de las principales quejas de la ciudadanía. Deberán procurarse el uso gratuito de los medios masivos de comunicación nacionales y locales y el desarrollo de productos comunicacionales adecuados,  innovadores y que tengan el mayor impacto en la ciudadanía usuaria.



Formar a la ciudadanía sobre los derechos que le asisten para ejercer la participación ciudadana 



Se trata de formar a las personas usuarias y grupos organizados sobre derechos constitucionales y jurídicos que respaldan la participación ciudadana, los derechos que el Poder Judicial otorga a la persona usuaria, los derechos que le asisten con las políticas de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad, y metodologías, herramientas y modalidades organizativas para ejercer participación ciudadana. El Poder Judicial no se encarga de la formación directa de la ciudadanía sino que coordina con otras instituciones o instancias sociales para que ofrezcan la oferta educativa. De manera complementaria podrá realizar charlas y talleres.



Sensibilizar a operadores(as) de justicia sobre el derecho que tiene la ciudadanía a la participación ciudadana. 



Se trata de atenuar resistencias hacia la apertura de espacios de participación ciudadana y el ejercicio de este derecho tanto por parte de la ciudadanía así como del personal judicial. Esto mediante actividades múltiples de sensibilización dirigidas al colectivo judicial, sobre diversos temas, entre otros: i) derechos constitucionales y jurídicos que tiene la ciudadanía para ejercer participación ciudadana, ii) la disposición de la persona operadora de justicia ante la participación ciudadana, iii) sobre el ejercicio de las funciones de los cargos públicos como servicio, y no como poder, iv) el conocimiento de derechos de las personas usuarias y de aquellas en condición de vulnerabilidad. 



Este paso tendrá que ser permanente a lo largo de la aplicación de la estrategia. Así mismo realizará todas las acciones requeridas para garantizar la apertura y sensibilidad del personal judicial hacia la participación ciudadana.



Fomentar diversas modalidades de hacer consulta a la ciudadanía



La ciudadanía quiere ser escuchada y plantear sus necesidades: no que se las interpreten. La consulta del Poder Judicial hacia la ciudadanía genera interacción primaria, aproximación social y sobre todo confianza de la ciudadanía hacia las personas operadoras de justicia.



Se trata de estimular diversas modalidades para tomar en cuenta la voz y la opinión de las comunidades, los grupos sociales en condición de vulnerabilidad, las organizaciones civiles a escala nacional y presentes en el territorio que comprende cada Circuito Judicial. Esta consulta a la ciudadanía deberá hacerse de previo a la toma de  decisiones que impacten a la persona usuaria y/o a diferentes grupos sociales. Así también se consultará en busca de aportes ciudadanazos para la mejora de los servicios judiciales.



Figura 1. Ámbito I: Conciencia y disposición






Ámbito II: Interacción y diálogo


Hacer rendición de cuentas hacia la ciudadanía.



Ejercitar la transparencia y rendir cuentas de forma periódica, visible y presencial ante la ciudadanía usuaria y organizada en los Circuitos Judiciales, mediante la puesta en práctica de un modelo de rendición de cuentas que realicen las personas operadoras de justicia hacia las personas usuarias y organizaciones civiles interesadas.



Ampliar los espacios formales de interacción.



El Consejo de Administración de Circuito: en calidad de autoridad principal, posibilitará audiencias semestrales con la presencia de organizaciones civiles interesadas y la Comisión de Personas Usuarias  con una agenda y metodología de consenso.



Es necesaria la presencia de las Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales, con un rol más estratégico orientado hacia la fiscalización y control ciudadano de la calidad del servicio del Circuito Judicial, de manera que pueda ser la instancia que represente a la ciudadanía en la zona. Estas comisiones deberán alimentarse con información de ciudadanía usuaria y organizada, mediante el desarrollo de foros ciudadanos semestrales que recojan las preocupaciones y demandas de las personas usuarias. Además, su conformación deberá incluir representación amplia de la sociedad civil.



Contralorías de Servicios: la ley de Contralorías de Servicios (No 9158) establece que estas instancias deben velar por “el respeto de los derechos de las personas usuarias” (art. 2) y promover “políticas de calidad en la prestación de servicios” (art. 3), por cuanto deberán ejercer un rol proactivo al interior de los Consejos de Administración de Circuitos y en las otras instancias judiciales en todos los niveles. Además se procura desde la ley, un seguimiento a dos aspectos fundamentales: a) colaborar en la generación de una “cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de los servicios” y b) colaborar en la formación de una “cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación de servicios”.



Crear espacios de interacción: Mesas de diálogo.



Se trata de crear espacios organizativos que sean temporales y externos al Poder Judicial, donde participe la ciudadanía usuaria u organizada, mediante las Mesas de diálogo, creadas por la interacción entre las organizaciones civiles y personas operadoras de justicia presentes en el territorio de un Circuito Judicial.



Estas instancias se activan a partir del interés de la ciudadanía para presentar propuestas, peticiones, quejas y preocupaciones, así como defensa de derechos en la gestión de la calidad del servicio en temáticas específicas. Se trata de generar una dinámica de interacción con una metodología definida, en donde se presentan preocupaciones, se dialogan y discuten, llegando a acuerdos entre personas líderes de organizaciones civiles y personas operadoras de justicia. La figura siguiente muestra un ejemplo de una mesa de diálogo.



Figura 2. Mesa de diálogo.
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Poner a disposición de la ciudadanía la información del sistema de justicia para que ejerza participación y control ciudadano. 



Se trata de articular la información que genera cada ámbito del Poder Judicial, con el propósito de ofrecer información calificada y oportuna[73] a las organizaciones civiles interesadas en ejercer control ciudadano, ya sea a nivel electrónico, en sitios web del Poder Judicial o a nivel físico, cuando se requiera. Esta información deberá contar con las características de ser dato abierto[74].



Figura 3. Ámbito II: Interacción y diálogo


Ámbito III: Incidencia ciudadana



En esta etapa se profundiza en los modelos viables de control ciudadano, los cuales implican una metodología de trabajo, una modalidad organizativa y un conjunto de actores y actoras de la sociedad civil que hacen interacción con personas operadoras de justicia en el territorio de los Circuitos Judiciales del Poder Judicial.



Consolidar modelos viables de control ciudadano.



Las mesas de diálogo que surgen con base en una agenda temática con una período temporal de vida, pueden convertirse, por decisión de las organizaciones participantes, en grupos de control y fiscalización ciudadana permanentes.



Otra modalidad de grupo de control ciudadano consiste en la creación de redes de organizaciones civiles dentro de un territorio de un Circuito Judicial que estén interesadas en interactuar con el Poder Judicial, tales como: asociaciones de desarrollo, grupos de mujeres, iglesias, sindicatos, grupos ambientales, redes temáticas, ASADAS, ONGs y fundaciones que atienden personas en condición de vulnerabilidad.



Las mesas de diálogo y los grupos de control ciudadano serán de iniciativa de la ciudadanía, aunque deberá existir un rol de apoyo metodológico y logístico para su funcionamiento de parte de la Conamaj u otra instancia judicial a nivel local, al menos en su primer año de vida.



Participación en auditorías sociales.



Las auditorías sociales son iniciativas de control ciudadano generadas de forma autónoma por organizaciones civiles, normalmente convocan a todas las instituciones públicas con una agenda de temas en el ámbito financiero y administrativo, aunque se pueda ampliar a otros temas de interés.



Creación del Consejo Consultivo de la sociedad civil y negociación con autoridades del Poder Judicial.



Un nivel de maduración de la participación ciudadana consiste en ejercer la incidencia ciudadana que se expresa mediante la influencia en la toma de decisiones en la gestión pública.



Para ello es necesario construir una instancia interlocutora de la sociedad civil, con legitimidad ante las autoridades del Poder Judicial. Esta se puede crear mediante el fortalecimiento de las redes de apoyo civil en las subcomisiones de Acceso a la Justicia o por la convocatoria nacional de organizaciones civiles que deseen participar, con el apoyo  de la Defensoría de los Habitantes de la República.



La dinámica de interacción entre Consejo Consultivo y Autoridades del Poder Judicial se establecerá con base en una metodología de trabajo y una agenda de prioridades de debate en temas de política, gobierno y administración.



Formalización de espacios de representación de ciudadanía en instancias judiciales.



El Poder Judicial procurará la apertura de espacios permanentes y formales de representación de ciudadanía en instancias del gobierno judicial de manera que la toma de decisiones a este nivel se enriquezca con el aporte ciudadano y tenga como eje central buen servicio. A nivel descentralizado y regional, esta representación permitirá integrar las condiciones particulares de los diferentes grupos sociales. 



  



Estos espacios se abrirán en  las instancias administrativos a nivel central y regional, en las comisiones y subcomisiones temáticas y en las comisiones de personas usuarias. Los órganos del ámbito auxiliar de justicia abrirán estos espacios de conformidad a sus propias estructuras. 



Figura 4. Ámbito: Incidencia Ciudadana ante el Poder Judicial.






4.1 Operacionalización de la Política



El Plan de acción de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial busca orientar su implementación de manera clara y definida para los distintos entes de la institución. El plan se organiza a partir de los ejes estratégicos planteados anteriormente, las líneas de acción y metas alcanzables a mediano plazo, como se detalla en la tabla siguiente. Además, para cada una de las metas se definen una serie indicadores que permitan monitorear su cumplimiento. 



			Ejes estratégicos


			Líneas de acción


			Metas





			Conciencia y disposición


			Información


			Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.





			


			Formación y sensibilización


			Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.





			


			


			Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.





			


			


			Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.





			Interacción y diálogo


			Consulta e interacción


			Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.





			


			Control y fiscalización ciudadana


			Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.





			


			


			Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía. 





			Incidencia ciudadana


			Incidencia ciudadana


			Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.





			


			


			Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.








4.2 Monitoreo y evaluación 



Para realizar el monitoreo y la evaluación del cumplimiento de la política se presenta a continuación una matriz desagregada por ejes estratégicos, líneas de acción, metas e indicadores, de manera que sea posible monitorear, durante el tiempo de implementación, si se van realizando las acciones planteadas, y valorar al final del período si se alcanzaron los objetivos planteados.



Los indicadores utilizados se extraen tanto de las metas de la política como de las acciones puntuales establecidas para los diferentes responsables de su implementación. Cada actor responsable y/o involucrado puede definir nuevos indicadores de manera que permita una valoración más detallada de las acciones realizadas y las metas alcanzadas.



Los entes responsables del monitoreo y la evaluación de esta política está a cargo de Conamaj y la Dirección de Planificación, con la debida designación de recursos.



			Ejes estratégicos 


			Líneas de acción


			Metas


			Indicadores





			Conciencia y disposición


			Información


			Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.


			  Cantidad de puestos de información instalados en Circuitos Judiciales.



  Nivel de accesibilidad del lenguaje en el sitio Web institucional.



  Calidad de la información (oportuna, completa, accesible y con las características de datos abiertos) para facilitar la participación y el  control ciudadano.



  Disponibilidad de información de políticas, reglamentos, acuerdos y o/ instructivos en sitio Web del Poder Judicial y otros recursos tecnológicos.



  Disponibilidad de información de concursos y licitaciones para contrataciones en sitios Web del Poder Judicial. 



  Disponibilidad de información de presupuestos, salarios, patrimonio, recursos físicos, humanos  y materiales del Poder Judicial.



  Cantidad de acciones de comunicación internas y externas sobre el Poder Judicial orientadas a la educación de la ciudadanía.


  Cantidad de acciones de comunicación orientadas al conocimiento de  la Participación Ciudadana como derecho. 


  Cantidad de acciones informativas adaptadas a las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.





			


			Formación y sensibilización


			Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos  por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.


			  Cantidad de  actividades educativas realizadas hacia ciudadanía usuaria y organizada.



  Cantidad de actividades educativas realizadas con/para personas operadoras de justicia del Poder Judicial.



  Cantidad de personas líderes civiles formadas en participación ciudadana.



  Cantidad de personas operadoras de justicias formadas y sensibilizadas en participación ciudadana.



  Cantidad de gestiones para la exigibilidad de los derechos de la persona usuaria en solicitudes y quejas en Contralorías de Servicios, Consejo de Administración de Circuito Judicial o Comisión de Personas Usuarias.





			


			


			Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.


			  Tendencia en el ingreso de gestiones a la Contraloría de Servicios 



  Porcentajes de satisfacción de las personas usuarias medidos por encuestas de la Contraloría de Servicios 



  Porcentaje de tiempo de espera y trámite del expediente de la persona usuaria medidos por las encuestas de la Contraloría de Servicios



  Cantidad de denuncias presentadas por la ciudadanía y personas usuarias ante la Inspección Judicial.





			Interacción y diálogo


			Consulta e interacción


			Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.


			  Número de consultas a la ciudadanía realizadas para la formulación de políticas nuevas en el Poder Judicial, antes de su aprobación en los órganos superiores.



  Número de consultas ciudadanas realizadas sobre el presupuesto del Poder Judicial durante el proceso de formulación.



  Número de consultas a la ciudadanía realizadas durante el proceso de formulación del Plan Estratégico del Poder Judicial.



  Cantidad de gestiones de ampliación de servicios presentadas por la ciudadanía.



  Cantidad de estudios e investigaciones sociales para determinar condiciones y necesidades de las personas y comunidades usuarias para la determinación de aspectos de la prestación de los servicios judiciales 





			


			


			Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.


			  Porcentaje de integración de representación de poblaciones en condición de vulnerabilidad en Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



  Aplicación de mecanismos participativos para la elección de representantes de las poblaciones en  la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



  Cantidad de acciones institucionales dirigidas a generar las condiciones para la efectiva participación ciudadana de las personas en condición de vulnerabilidad. 



  Cantidad de juzgados que implementan el SNFJ



  Cantidad de personas facilitadoras judiciales en el país.



  Número de gestiones realizadas por las personas facilitadoras judiciales.



  Cobertura de territorio rural del SNFJ





			


			Control y fiscalización ciudadana


			Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.


			  Número de acciones ciudadanas que generan cambio en la calidad del servicio. 



  Cantidad de grupos de control ciudadano con demandas presentadas ante operadores de justicia en el Poder Judicial.



  Cantidad de demandas ciudadanas tramitadas en alguna instancia del ámbito administrativo, auxiliar y jurisdiccional.





			


			


			Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía. 


			  Número de menciones en medios de comunicación nacional, regional y local de las acciones de transparencia y rendición de cuentas realizadas por el Poder Judicial.



  Número de referencias de transparencia y rendición de cuentas en boletines del Poder Judicial.



  Cantidad de actividades de rendición de cuentas dirigidas a la ciudadanía por parte de diferentes órganos judiciales.



  Cantidad de acciones de rendición de cuentas ante órganos políticos y judiciales.



  Cantidad de Consejos Ampliados realizados en diferentes Circuitos Judiciales.



  Variación semestral del Índice de Confianza Judicial y otros índices disponibles.





			Incidencia ciudadana


			Incidencia ciudadana


			Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.


			  Número y tipo de demandas formuladas y negociadas por grupos de control ciudadano ante autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial.



  Número y tipo de demandas formuladas por el Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



  Cantidad de mesas de diálogo y/o grupos de control ciudadano funcionando ante el Poder Judicial



  Cantidad de gestiones presentadas por la ciudadanía que se acogen en los órganos de toma de decisión.





			


			


			Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.


			  Tipo y cantidad de espacios de participación ciudadana habilitados por Corte Plena y Consejo Superior en la estructura del Poder Judicial.



  Recepción de demandas y respuestas de parte de Corte Plena y Consejo Superior a las demandas del Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



  Recepción de demandas y respuestas de autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial a nivel de Circuitos Judiciales provenientes de mesas de diálogo o grupos de control ciudadano.



  Cantidad y forma de participación de la sociedad civil en los Consejos de Administración de Circuito (apertura de los consejos a la sociedad civil).








4.3 Responsables de la implementación



Para la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se requiere que todos los despachos judiciales incorporen en sus planes de trabajo y su diario quehacer acciones de participación ciudadana, según los niveles que corresponda.  Esta política incluye y rige para las dependencias de los órganos Auxiliar de Justicia, Administrativo y Jurisdiccional,  así como para los programas de justicia alternativa y   las comisiones  de acceso a la justicia y   las relacionadas con temas de participación ciudadana de la institución. 



Para garantizar la efectiva incorporación de estas prácticas en todas las oficinas, se requiere que los siguientes entes creen las condiciones institucionales que permitan llevar a la práctica las acciones de participación ciudadana establecidas en la política; por lo tanto, tendrán como punto de partida las acciones planteadas a continuación. 



Corte Plena y Consejo Superior: 



                 Apoyar la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en todos sus aspectos.



Despacho de la Presidencia



                 Organizar Consejos Ampliados en diferentes zonas del país, con presencia de integrantes de Corte Plena y Consejo Superior, así como con una amplia participación de sociedad civil.



                 Realizar consultas por diferentes vías a la sociedad civil previa aprobación de políticas institucionales, propuestas de reforma legal, reglamentos o normativas institucionales, y de aspectos que impliquen reformas del sistema judicial.



                 Realizar una rendición de cuentas anual del Poder Judicial ante la Asamblea Legislativa.



                 Organizar la presentación del informe anual de labores del Poder Judicial.



Conamaj



                 Dar seguimiento al cumplimiento de la política de participación ciudadana en los diferentes espacios institucionales.



                 Orientar a las diferentes oficinas judiciales en la implementación de acciones de participación ciudadana.



                 Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre temas de participación ciudadana dirigido a las personas usuarias y al personal judicial.



                 Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre acceso a los servicios del Poder Judicial, dirigido a personas usuarias, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



                 Orientar y dirigir la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales a nivel nacional.



                 Coordinar con organizaciones sociales para que capaciten liderazgos civiles en temas y herramientas para el ejercicio de la participación ciudadana.



                 Promover la ejecución de capacitaciones dirigidas a sociedad civil sobre los servicios que brinda el Poder Judicial, desde los diferentes ámbitos judiciales, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación. 



                 Promover la incorporación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en los programas de estudio y capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del ámbito auxiliar de justicia.



                 Poner a disposición del colectivo judicial una caja de herramientas metodológicas para la implementación de acciones de participación ciudadana en el Poder Judicial. 



                 Orientar metodológicamente y colaborar con los circuitos judiciales que realizan sesiones de rendición de cuentas, en las primeras experiencias y cuando se solicite.



                 Promover la creación de Mesas de diálogo en los diferentes circuitos judiciales. Estas mesas tendrán como interlocutores a las Comisiones de Personas Usuarias y la Contraloría de Servicios.



                 Promover la participación del Poder Judicial en las redes temáticas presentes en la comunidad, cuando sea vinculada con la labor judicial.



                 Promover la creación del Consejo Civil Consultivo Nacional de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial, en conjunto con la Defensoría de los Habitantes y la Comisión de Acceso a la Justicia. 



                 Promover el desarrollo de grupos de control ciudadano del desempeño del Poder Judicial.



Dirección de Planificación



                 Emitir circulares, directrices y comunicados en los que indique la necesidad de incluir en los PAOs, PAEs, PAOMs y presupuesto anual las acciones de participación ciudadana que realizarán los despachos judiciales. Además, deberá velar porque estas acciones estén alineadas con la Política de Participación Ciudadana y el Plan Estratégico Quinquenal. 



                 Realizar evaluaciones, seguimiento y control de la efectiva incorporación del tema de participación ciudadana en los planes anuales de todas las oficinas judiciales y al cumplimiento del eje estratégico de participación ciudadana del Plan Estratégico Institucional.



                 Realizar los procesos de modernización de los circuitos de manera inclusiva y participativa, tanto con el personal judicial como con los grupos de sociedad civil interesados.



                 Establecer un mecanismo de participación y consulta de la sociedad civil en la formulación del Plan Estratégico Quinquenal del Poder Judicial así como en la formulación del Presupuesto.



                 Incorporar en sus planes de trabajo lo referente al tema, según corresponda.



Departamento de Prensa y Comunicación



                 Producir, difundir y promocionar material IEC (informativo, educativo, comunicativo) relativo a la participación ciudadana, orientado a dos objetivos: i) la sensibilización y apertura de la población judicial al tema y ii) la motivación a la ciudadanía para que se acerquen a la institución, participen en los espacios disponibles para este fin.



                 Divulgar entre la población judicial la política de participación ciudadana y las responsabilidades que implica para cada ámbito.



                 Vigilar porque el material que se produce en la institución dirigido a las personas usuarias sea sencillo, comprensible y suficiente.



                 Divulgar en diversos medios, de manera clara, amigable y masiva, los servicios que ofrece el Poder Judicial.



                 Transmitir en el Canal Judicial las sesiones de Corte Plena y Consejo Superior de temas interés para la ciudadanía, así como juicios y otras actividades de relevancia nacional.



                 Usar las redes sociales con que cuenta el Departamento para consultar y propiciar un diálogo con la ciudadanía sobre temas de interés para la institución y para el intercambio de opiniones respecto a las políticas institucionales.



Dirección Ejecutiva



                 Apoyar a la Contraloría de Servicios en la creación de puestos informativos en los edificios judiciales.



                 Apoyar a las Administraciones Regionales en la realización de las sesiones de Rendición de cuentas a nivel de Circuito.



                 Garantizar que los estudios para medir el Índice de confianza judicial en la sociedad costarricense contemplen una participación ciudadana amplia y representativa, y que sus resultados sean utilizados en la toma de decisiones a nivel institucional.



                 Poner a disposición de la ciudadanía informes de la gestión administrativa del Poder Judicial en lenguaje sencillo, de manera que pueda ser fácilmente comprendido por la ciudadanía. 



Ámbito administrativo



                 Poner a disposición de la ciudadanía los informes financieros en lenguaje sencillo, de manera que puedan ser fácilmente comprendido.



                 Divulgar la información sobre los procesos de contratación administrativa. 



                 Ajustar la información judicial a los requerimientos de la información abierta, dentro del marco de la legalidad y la confidencialidad.



                 Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Ámbito Auxiliar de Justicia



                 Realizar acciones para informar, educar y comunicar sobre las funciones específicas de cada órgano auxiliar, dirigidas a personas usuarias, organizaciones comunitarias, estudiantes y otras personas interesadas.



                 Realizar actividades de rendición de cuentas dirigidas a distintos segmentos de la comunidad.



                 Realizar diagnósticos participativos a nivel local sobre la incidencia criminal, de manera que sirva de base para alimentar la política de persecución penal (Ministerio Público). 



                 Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Consejos de Administración de Circuito



                 Realizar sesiones anuales de rendición de cuentas en cada Circuito Judicial, que incluyan informes de los diferentes órganos judiciales presentes en el circuito.



                 Promover y apoyar la realización de sesiones anuales de rendición de cuentas en las diferentes localidades que cuentan con despachos judiciales (por cantón o distrito según corresponda).



                 Establecer mecanismos de intercambio con la ciudadanía.



                 Realizar acciones de consulta a la ciudadanía de previo a tomar decisiones que impacten el servicio público.



                 Integrar la representación ciudadana en esta instancia.



Comisión y subcomisiones de Acceso a la Justicia



                 Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y de las Subcomisiones.



                 Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.



                 Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entres las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.



                 Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y la Subcomisiones.



                 Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



Dirección de Tecnología de la Información



                 Crear plataformas web de fácil navegación y con información clara, en lenguaje sencillo y comprensible para la ciudadanía y en consonancia con la tendencia de datos abiertos.



                 Guiar a los órganos judiciales que cuentan con páginas web en la construcción de vías de comunicación con la ciudadanía mediante de las herramientas digitales.



                 Orientar a las autoridades judiciales en la implementación de herramientas digitales para el efectivo funcionamiento de la política. 



                 Crear otros recursos tecnológicos que posibiliten la interacción y el intercambio con la ciudadanía.



Inspección Judicial



                 Ampliar las modalidades de presentación de denuncias ante la Inspección Judicial, de manera que las personas usuarias tengan todas las facilidades para denunciar.



                 Facilitar las condiciones para que la ciudadanía pueda plantear denuncias ante esta instancia


Contraloría de Servicios



                 Crear y mantener puestos informativos en las entradas de los edificios judiciales, que garanticen la atención adecuada, oportuna y efectiva de las personas usuarias que requieran orientación, con apoyo de la Dirección Ejecutiva y de las Administraciones Regionales.



                 Informar y capacitar sobre los derechos de las personas usuarias y los servicios judiciales.



                 Crear y alimentar bases de datos de organizaciones civiles presentes en los Circuitos Judiciales interesadas en la participación ciudadana y ponerla a disposición de los despachos judiciales que lo requieran, cuando los recursos disponibles lo permitan.



                 Realizar foros ciudadanos anuales, en conjunto con las Comisiones de Personas Usuarias, para el levantamiento de las preocupaciones y peticiones de las comunidades del circuito judicial.



                 Presentar y debatir el informe anual ante el Consejo de Administración de Circuito, que incluya los resultados de los foros ciudadanos, con la participación de las Comisiones de Personas Usuarias.



                 Ampliar la conformación de las Comisiones de Personas Usuarias a representantes de la ciudadanía, mediante la selección abierta y representativa de la comunidad. 



                 Crear Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales del país.



                 Colaborar con la ciudadanía en la conformación de Mesas de diálogo en los Circuitos Judiciales.



Gestión Integral de Calidad y Acreditación



                 Incluir participación representativa de la sociedad civil en la fase de diagnóstico de la oficina judicial durante el proceso de acreditación de la calidad.



                 Capacitar a representantes de organizaciones civiles interesados en ser parte del equipo de Auditoría Externa de Sinca, para la acreditación de la calidad de los despachos judiciales.



                 Hacer presentaciones públicas, abiertas y con amplia convocatoria a sociedad civil de los informes de avance de las mejoras del despacho en el proceso de acreditación.



                 Garantizar que los pasos del proceso de acreditación que requieren participación ciudadana, se realicen utilizando metodologías que posibiliten la interacción y el diálogo, más allá de la consulta.



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



                 Gestionar la consecución de recursos y apoyo de la cooperación internacional para el desarrollo de proyectos, programas y actividades relacionadas con el tema de participación ciudadana, transparencia, rendición de cuentas, auditorías ciudadanas, democratización de la justicia, entre otros.



Dirección de Gestión Humana



                 Ajustar las políticas de selección y reclutamiento de personal de manera que se consideren las particularidades culturales y sociales de cada zona en la que se existen oficinas judiciales a la hora de contratar el personal.



                 Producir material informativo-educativo-comunicativo sobre participación ciudadana dirigido al personal judicial.



Escuela Judicial y Unidades de Capacitación



                 Incluir en los programas de formación básicos de cada programa la formación y sensibilización en el tema de participación ciudadana.



                 Las Unidades de capacitación del Ministerio Público, el OIJ y la Defensa Pública orientarán a todas las oficinas de cada órgano en la manera de incorporar el tema de participación ciudadana en sus PAOs, con la ayuda de Conamaj si fuera necesario.



Comisión de Ética y Valores



                 Promover entre la población judicial el desarrollo de valores como la participación, la transparencia, el trabajo en equipo, el respeto y la solidaridad.



                 Fomentar la participación y el involucramiento del personal judicial como ciudadanos y ciudadanas dentro de la institución.



Comisión de género



                 Orientar al personal judicial encargado de organizar actividades de intercambio con las comunidades en temas como: estrategias para la inclusión de todas las poblaciones a la hora de realizar actividades como charlas, capacitaciones, rendiciones de cuentas; incorporación del lenguaje inclusivo en todas las comunicaciones que produzcan los despachos judiciales; sensibilización del personal judicial en temas como no discriminación, atención inclusiva a las personas usuarias, condiciones de vulnerabilidad, empatía, entre otros. 



Otras oficinas, comisiones  y programas



                 Todas las oficinas judiciales, así como los programas de justicia alternativa y las comisiones sobre temas relacionados con participación ciudadana deberán incluir en sus planes anuales operativos acciones de participación ciudadana, de manera que puedan organizar y preparar con tiempo las actividades planificadas. 



                 Conamaj deberá poner a disposición de estas  dependencias  judiciales una guía metodológica para el desarrollo de actividades de participación ciudadana, accesible en la intranet del Poder Judicial.”



-0-



2.) Se aprueba el acta de la sesión celebrada el 6 de julio en curso, N° 26-2015.



Las Magistradas Escoto, Rojas, Hernández, los Magistrados Castillo, Salazar y la Suplente Rosibel López Madrigal se abstienen de votar la aprobación del acta por no haber asistido a esa sesión.”



De usted atentamente, 



M.Sc. Irving Vargas Rodríguez



Secretario General interino



Corte Suprema Justicia



                                   



cc:        Auditoría


Diligencias / Ref: (305-11-4741-15)


Rorozco***















Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida a ejercer el derecho constitucional a la participación ciudadana, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente como deber y derecho ante la gestión del Poder Judicial.
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“Política  Institucional  para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial  y su Plan de Acción.


Introducción



Se estima que en las Américas hay alrededor de 200 millones de personas que se identifican a sí mismas como afrodescendientes De la misma forma, estudios realizados demuestran que constituyen una de las poblaciones más pobres y marginadas. En el caso de Costa Rica, la situación no es diferente,  y   esta población que representa el  7,8 %  por ciento de la  población, (Censo del 2011),  ha sufrido de constantes e históricas violaciones a sus derechos, debido a condiciones de discriminación estructural,  que han incidido  en un acceso limitado a  la  justicia, el empleo, la vivienda, la educación y   las prestaciones sociales. 



Según datos del Censo del 2011,  las personas afrodescendientes presentan entre otras características, una menor proporción de ocupaciones a nivel directivo, un componente alto de personas trabajadoras no calificadas, un menor acceso al seguro social y pensiones, así como una mayor cantidad de necesidades básicas insatisfechas.


La tasa de desempleo abierta para personas  blancas y mestizas, es de un 1,7 %  mientras que la de personas afrodescendientes  es de un 2.3%. De los puestos en niveles directivos - públicos o privados-  un 8,1  son ocupados por personas afrodescendientes, a diferencia de quienes se autoidentifican como  personas blancas y mestizas que ocupan el 15.0% de estos puestos. Asimismo, mientras que la cantidad de ocupaciones elementales para personas afrodescendientes es de un 27.5%,  para personas blancas y mestizas es de un 20.5%.



Además,  en relación con las personas afrodescendientes se tienen los siguientes datos: el 4.0% de esta población carece de acceso a bienes y servicios, 12.8% a infraestructura física sanitaria, 15.1% a albergue digno y un 8,2% no tiene acceso al conocimiento; por el contrario para personas blancas y mestizas los datos varían en la siguiente proporción: 2,5% con carencia de acceso a bienes y servicios, 8.9% a infraestructura físico sanitaria, 9,6% a albergue digno y un 6.4% sin acceso al conocimiento. 



La tasa de hogares con pobreza extrema, es de un 8.5 % para personas afrodescendientes y de un 5.0 % para personas blancas y/o mestizas. En relación con el seguro social hay un 18.7% de afrodescendientes sin acceso a este servicio, a diferencia de la taza para la población blanca o mestiza, que es de un 13.8 %.



Finalmente, la cantidad de personas afrodescendientes con acceso a computadora e Internet es de un 42.4% y un 39.1% respectivamente en relación con un 49.9% y un 46.6% en el caso de personas blancas y/o mestizas
.



La discriminación estructural manifestada en esas cifras, aunada al hecho de que las y los afrodescendientes pueden sufrir de formas múltiples y agravadas  de discriminación por  motivos conexos,  tales como la edad, el género, el idioma, la religión, el origen social, la discapacidad u otras condiciones socioculturales,  ha llevado a la necesidad de promulgar  una serie de normas tanto nacionales como internacionales, destinadas a  la promoción y efectiva  protección de sus derechos humanos.



Desde la aprobación de la Convención contra la Esclavitud en 1926, hasta hoy se han  concebido  instrumentos internacionales destinados a prohibir,  la trata de personas esclavizadas, el racismo  y sus efectos en las estructuras institucionales, entre ellas:



La Declaración Universal de Derechos Humanos,  la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la proclamación del 21 de marzo en 1966 como el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, la Declaración de 1973-1982 como el Primer Decenio de la lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial,  la celebración entre 1978 y 1983  de la Primera y la Segunda Conferencias Mundiales contra el Racismo, la proclamación de Naciones Unidas del Segundo y Tercer Decenios de la lucha contra el Racismo, la Celebración en el 2001 de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, donde se reconoce que las y los afrodescendientes continúan siendo víctimas  de las  consecuencias de la trata de personas esclavizadas,  el colonialismo y el racismo, la proclamación en el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes, y la reciente proclamación por parte de la Asamblea General de la  ONU, del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, proclamado por resolución 68/237 con el lema: “Reconocimiento, Justicia y Desarrollo”.



A nivel nacional también se han creado una serie de normas destinadas a erradicar la discriminación racial, dentro de los esfuerzos más recientes se encuentra la Creación de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, 2014-2025, mediante la cual se reconoce que las y los  afrodescendientes representan un grupo específico, cuyos derechos humanos deben promoverse y protegerse.



Asimismo, en enero de 2015 el Presidente de la República  nombró un Comisionado Presidencial para Asuntos Afrodescendientes  y en la Gaceta número 77 del 22 de abril se publicó la directriz 022-P: “Sobre el Decenio Internacional de los Afrodescendientes” el cual establece la obligación para las dependencias del gobierno central e instituciones descentralizadas, de formular políticas públicas destinadas a cumplir con los planteamientos del Programa de Actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución número 69/16. 



No obstante,  pese a los avances normativos mencionados,  la discriminación racial, tanto directa como indirecta siguen manifestándose y reavivan  la importancia de contar con políticas institucionales consecuentes,  que permitan el acceso a la justicia de todas las poblaciones especialmente de aquellas en condición de vulnerabilidad. 



Asimismo, esta Política se inscribe en el marco de la reforma al artículo primero constitucional planteada por primera vez hace más de quince años, por la diputada afrolimonense Joyce Sawyers. La reforma firmada el lunes 24 de agosto de 2015 establece el reconocimiento de Costa Rica como nación pluriétnica y multicultural. 



A partir de esta reforma se leerá el artículo primero de la siguiente manera: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural."



Este reconocimiento hace imperativa la elaboración, aprobación e implementación de  políticas institucionales  que visibilicen y reconozcan  las diversas etnias y culturas que conforman Costa Rica. 



 



En el caso del Poder Judicial es fundamental el reconocimiento de las diversidades que conforman nuestro estado nación, y de sus particulares necesidades, a efecto de permitir un efectivo acceso a la justicia que permita el eficaz ejercicio de los derechos humanos económicos, políticos sociales y culturales. 



Por lo cual, se entiende que la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, permite no solo el efectivo cumplimiento del artículo 1° Constitucional, contribuyendo con esto a  una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional y la  conformación de nuestro país, sino también y sobre todo,  contribuye a hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas afro descendientes dadas sus particulares necesidades, lo que coloca a la institución como pionera en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos; por tanto,  el Poder Judicial de Costa Rica:


a. RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito institucional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y grupos sin distinción alguna, por motivos de raza, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de persona migrante y/o refugiada, discapacidad o cualquier otra condición social; 



b. REAFIRMANDO el compromiso institucional con la implementación de las Cien Reglas de Brasilia sobre  Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad; 



c. REVALIDANDO el compromiso con la erradicación de todas las formas  de discriminación que afectan a las personas afrodescendientes en Costa Rica;



d. CON EL CONVENCIMIENTO de que los principios de igualdad y de no discriminación son fundamentales para garantizar el acceso a la justicia  entre los seres humanos;



e. TENIENDO EN CUENTA que la existencia y persistencia del racismo, el sexismo y la xenofobia hacia  las personas afrodescendientes,  afectan en mayor o menor grado  el  acceso a la justicia y  el ejercicio de sus derechos humanos económicos, políticos, sociales, y culturales, como pueblos.



f. CONSIDERANDO que una sociedad pluriétnica multicultural y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, religiosa, de género y sexual de toda persona y crear las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su derecho a la identidad; 



g. CONSCIENTES, de la necesidad de crear un instrumento idóneo, que plasme los principios y más altos valores institucionales, cuyos postulados brinden los lineamientos que contribuyan a generar un cambio orientado al respeto de la diversidad, la no discriminación racial y la inclusión social plena;



h. EN CONCORDANCIA, con la Constitución Política que establece en su artículo primero: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural;



Acuerda adoptar la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, destinados a asegurar las condiciones para brindar un trato equitativo y no discriminatorio, que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.



Sección I



Definiciones



En concordancia con los fines de esta Política y su Plan de Acción, se entenderán vigentes las siguientes definiciones:



Acceso a la justicia 



Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que permitan garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, promoviendo un trato digno y proscribiendo toda discriminación, a fin de alcanzar el objetivo de una justicia pronta y cumplida.



Acciones afirmativas



Se entienden como acciones afirmativas para efectos de esta Política, toda medida encaminada a corregir o compensar discriminaciones presentes o pasadas, o para impedir que la discriminación se reproduzca en el futuro, y que están orientadas a promover la transformación en el comportamiento y mentalidad institucional, de manera que permita la materialización de la igualdad de oportunidades,  y una mayor representatividad  de las personas afrodescendientes.



Condición de vulnerabilidad



De acuerdo con la definición utilizada en las Reglas de Brasilia, esta expresión designa a “aquellos grupos de personas que por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.



La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico”.



Discriminación étnico-racial
 



Es una construcción social que redunda en una serie de barreras actitudinales y del entorno, que la sociedad genera y que teniendo como base el estereotipo,  el prejuicio, el estigma, el miedo y la ignorancia, limitan la participación plena de colectivos y personas en igualdad de condiciones, generando exclusión social. Al ser una construcción social tiene las siguientes características:



-Se transmite de generación en generación, a través de los medios de comunicación, literatura, el sistema educativo,  la publicidad y lugares de enunciación.



-Está en constante evolución y mutación, depende de patrones sociales y culturales que se traducen en un tratamiento negativamente diferenciado, hacia las personas sobre las cuales recae un prejuicio racial basándose en la falsa creencia de que el fenotipo y las características físicas, determinan la personalidad  y la conducta.



-Restringe el acceso de las personas discriminadas al pleno disfrute y goce de recursos, servicios y derechos.



Es en suma, todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo basado en el origen étnico-cultural (hábitos, costumbres, indumentaria, símbolos, formas de vida, sentido de pertenencia, idioma y creencias de un grupo social determinado) y/o en las características físicas de las personas (como el color de piel, facciones, estatura, color y forma de cabello, etc.) que tenga como objetivo o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de las personas en la esfera política, económica, social y cultural y que desemboca en un trato diferenciado en forma negativa en contra de la persona discriminada, que tiene por efecto la anulación o menoscabo en el reconocimiento, ejercicio y/o goce de un derecho.



La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en su artículo 1 párrafo 1  señala que “(…) la expresión discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública” 


Racismo estructural 



Es el conjunto de factores, valores, prácticas, patrones, estereotipos, mensajes, iconos o signos  que colaboran con la reproducción naturalizada
 de estereotipos  sobre personas pertenecientes a un grupo humano diverso, que termina por colocarlas en posición de menor prestigio y autoridad vulnerabilizándolas. Se reproduce en prácticas institucionales y patrones de conducta, de raigambre histórica y cultural, que representan desventajas, que inhiben el acceso a los servicios que las instituciones ofrecen, lo que hace necesaria, la aplicación de tratamientos diferenciados, adecuados al momento histórico.



Para los efectos de esta Política la situación de discriminación estructural, que sufre la población afrodescendiente,  debe ser analizada a la luz de los obstáculos que enfrentan estas personas, para poder acceder a los mecanismos de justicia internos en igualdad de condiciones y obtener reparación a la discriminación sufrida. 



Discriminación indirecta por motivos  étnico-raciales 



Al tenor de lo establecido en la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia “es la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutro pone a personas de una etnia en desventaja particular con respecto a personas de otra  etnia  salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados”. 



Discriminación múltiple o agravada



Entendida como toda restricción descrita, de forma concomitante, en dos o más de las políticas institucionales de acceso a la justicia para las  poblaciones en condición de vulnerabilidad, y que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el acceso a la justicia en igualdad de condiciones. 



Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes



Se refiere al conjunto de medidas, facilidades, servicios, ajustes y apoyos que permiten garantizar sin discriminación alguna, el goce de los servicios judiciales a las personas afrodescendientes, para el pleno ejercicio de sus derechos y por ende, para la consecución de una justicia pronta, cumplida y con rostro humano.



Personas Afrodescendientes



El término afrodescendiente define a quienes reconocen en África su lugar de origen territorial común, y lleva implícito  un complejo sistema de mestizaje, una experiencia común con la esclavitud y el racismo, así como formas comunes de resistencia y opresión
. Este término ha sido baluarte de la resistencia cultural y política y del reconocimiento de una herencia ancestral, que visibiliza tanto el racismo históricamente ocultado, como los aportes de las africanas y los africanos en América, considerando que la identidad cultural y situación actual de las personas afrodescendientes, está ligada tanto a esa herencia ancestral Africana como a la situación de esclavización vivida  en las Américas
.  



Para efectos de esta Política y su Plan de Acción, se entiende por persona afrodescendiente, a toda aquella persona que se auto identifica como descendiente de africano o africana y reconoce en su identidad la ancestralidad africana y/o, que es  descendiente de personas de origen africano, que fueron víctimas del desarraigo forzado y  el tráfico trasatlántico de personas esclavizadas. 


Sección II



Principios generales



Esta Política y su Plan de Acción se han de interpretar teniendo como fundamento los principios que a continuación se citan, los cuales deben  orientar la actuación de las personas funcionarias judiciales y han de considerarse en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan y cumplen una función específica, que tiene como fin promover un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



Sin ser una lista taxativa, se señalan los siguientes principios:



Igualdad 



Implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población afrodescendiente dentro del marco de los valores constitucionales y de la normativa nacional e internacional de aplicación en Costa Rica, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la normativa aplicable.



No discriminación racial



Promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en criterios étnico-raciales hacia personas afrodescendientes, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



Para su cumplimiento, es indispensable que se otorgue una protección efectiva que tome en cuenta sus particulares características económicas,  sociales y culturales, así como  las  situaciones de especial vulnerabilidad  a que se puedan ver expuestas por motivos étnico-raciales.



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación tanto a las personas usuarias afrodescendientes, como entre las personas funcionarias judiciales afrodescendientes que laboran en la institución, y se materializará mediante acciones que aseguren un nivel óptimo de comunicación, acceso a la información y tratamiento respetuoso que facilite y permita el derecho de acceso a la justicia.



En ese sentido,  cabe indicar que no constituyen discriminación las  acciones afirmativas, destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes en condiciones de igualdad, siempre que tales medidas no impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos. 



La interculturalidad



Plantea la necesidad de reconocer las diversidades culturales que existen en las sociedades,  a efectos de promover la convivencia pacífica y respetuosa entre grupos cultural y socialmente distintos, a través del diálogo asertivo y el respeto mutuos y se materializa en la incorporación de conductas, y la eliminación de barreras actitudinales basadas en prejuicios étnico-raciales, que impiden un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como en un reconocimiento positivo de la diversidad  humana como elemento de la riqueza existente en un Estado multiétnico y pluricultural como el costarricense.



Las personas funcionarias judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, y entenderán la afrodescendencia como parte de esa diversidad nacional, que junto con otros aspectos tales como: el nombre, la edad, la etnia, la cultura, el género, la condición socioeconómica, la orientación sexual y/o la  condición de  discapacidad, conforman a la persona y su identidad.



El principio de equidad 



Impulsa a las personas funcionarias judiciales a tomar en cuenta el trasfondo humano de los conflictos, y se materializa en la consideración de las condiciones personales, familiares, étnicas, culturales, sociales y económicas en cada uno de los casos de manera que se garantice un efectivo ejercicio de derechos.



Protección especial



Se materializa en las especiales consideraciones que deben recibir, las personas afrodescendientes que tengan la doble o triple condición de vulnerabilidad en razón de ser mujeres,  niñas, niños, personas jóvenes, personas LGBTI, personas adultas mayores, migrantes, refugiadas, personas privadas de libertad adultas o menores de edad, víctimas de delitos o personas con discapacidad, a efectos de que se considere con especial relevancia  el resguardo y efectivo ejercicio de derechos según sus particulares necesidades y de esta forma se garantice el  derecho de acceso a la justicia como requisito sine qua non para una efectiva defensa de los derechos económicos, políticos, sociales y culturales.



El principio de Inclusión



Implica la creación de procesos y la implementación de acciones que lleven a superar las desventajas sociales, económicas y culturales y permitan que se esté en condiciones de gozar de los derechos y ejercer la participación ciudadana, superando la estigmatización que conlleva la pobreza, la marginación  la exclusión y el racismo.



Transversalidad 



Su materialización implica la incorporación de las necesidades, aspiraciones y características de la diversidad de personas, colectividades y pueblos. En el caso de las personas afrodescendientes, implica la consideración de sus voces en la elaboración de acciones y estrategias de manera que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de la presente Política y su Plan de Acción. 



El control de convencionalidad



Entendido como mecanismo que debe ser llevado a cabo por las instancias  judiciales domésticas,  y que involucra la comparación entre el derecho local y el supranacional,  de manera que no exista incompatibilidad y se apliquen efectivamente los instrumentos internacionales de aplicación en Costa Rica, incluyendo las normas de derecho emergente y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 



Sección III



Metas



1. Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad, basado en el respeto a la diversidad,  que tome en cuenta un acceso  en igualdad de condiciones, de acuerdo al sexo,  género, nivel educativo, grupo etario,  condición de discapacidad, etnia y cultura.



2. Lograr que los principios de igualdad y no discriminación, sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales. La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada, con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



3. Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente. La institución proveerá en caso de necesidad, personas traductoras cuando se tenga como lengua materna  un  idioma diferente al español. Ello incluye la necesidad de contar con personas traductoras en inglés criollo limonense, en especial en aquellos distritos judiciales, donde existe mayor concentración de afrocostarricenses, para quienes ésta es su lengua materna.



4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia  de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial  e intolerancia, con el objetivo de obtener  conocimientos que impacten positivamente  la prestación de  servicios en los ámbitos  Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.



6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



7. Compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales, resoluciones relacionadas con los derechos inherentes a la población afrodescendiente, de forma desagregada. 



8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en  los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.


9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.



10. Promover la coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones y/o instancias con metas afines, de manera que se facilite una atención  integral de  las necesidades de la población afrodescendiente. 



11. Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la administración de justicia para personas afrodescendientes.



12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo.



13. Desarrollar campañas de divulgación sobre las  formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial, aprovechando  -entre otras- las plataformas informáticas con las que cuenta la institución y las creadas por las universidades.  



14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos. 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial. 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.



17. Diseñar y ejecutar las acciones afirmativas necesarias, que se requieran para implementar adecuadamente el Plan de Acción, con el fin de eliminar las desigualdades existentes entre los y las servidoras judiciales que sean afrodescendientes.



18. Establecer la obligatoriedad de la implementación de la Política en todos los ámbitos del Poder Judicial. El incumplimiento y no aplicación por parte del personal judicial, de los lineamientos establecidos en este instrumento, será comunicado a la Inspección Judicial, para que se instruya el procedimiento disciplinario correspondiente. 



19. Promover la cooperación internacional, como una herramienta para el intercambio de ideas y experiencias, así como para compartir, diseñar y/o ejecutar programas de interés común, destinados a cumplir los objetivos de la presente Política.



20. Garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones étnicas, culturales o de contenido racial.



Plan de Acción



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia. 



La Subcomisión para el acceso de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar por la implementación, seguimiento y evaluación de la política, en coordinación con las diferentes instancias institucionales, incluyendo a la Comisión de Acceso a la Justicia.



Las Áreas Estratégicas para la Ejecución de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes serán las siguientes: 



1. En el Ámbito Jurisdiccional 


En el conocimiento de los casos, los jueces y las juezas procurarán promover y proteger el disfrute pleno y amplio, de los derechos humanos en condiciones de equidad y sin ningún tipo de discriminación en cuanto a etnia, sexo, género, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de otra índole, nacionalidad, fenotipo, condición socioeconómica u otra; brindando especial consideración a la atención de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



En su labor de interpretación de los aspectos jurídicos, los jueces y las juezas  en la medida en que sea pertinente y posible de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional y en los principios generales del derecho, deberán tomar en consideración la lengua y la cultura  de la persona compareciente y las particularidades étnicas, o bien, buscarán la adecuada asesoría en el estudio de los casos, a fin de eliminar todo malentendido o sesgo atribuibles que pudiese ocasionar un  trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y  limite el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



En todos los casos, los jueces y las juezas deberán aplicar las Convenciones Internacionales ratificadas en Costa Rica, relativas  a personas afrodescendientes, al combate de la discriminación étnico racial y de derechos humanos en general.



En su labor de análisis y valoración jurídica, los jueces y juezas se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, que establezcan distinciones o jerarquizaciones con base en criterios  fenotípicos,   que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes. 



Los jueces y las juezas de ejecución de la pena velarán porque en esta etapa, no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes,  basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos, con el consecuente menoscabo de la dignidad inherente a todo ser humano.



Todas las sentencias y resoluciones emitidas deberán contener un lenguaje inclusivo, respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



En todos los casos en los cuales una persona usuaria no hable español, se le deberá proveer servicio de interpretación en su lengua materna, incluyendo el inglés criollo limonense. Asimismo, el Despacho correspondiente deberá asegurar que toda resolución, se le notifique de manera comprensible. 



2. En el Ámbito Administrativo 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política  y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.



Investigación 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes promoverán la investigación jurídica; el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia y no discriminación, que permita  mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes así como la implementación de la Política y su Plan de Acción en todos los ámbitos del quehacer judicial. 



Capacitación 



Para garantizar la aplicación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de personas afrodescendientes y su Plan de Acción, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Capacitación de Gestión Humana, así como cualquier otra instancia que se cree al efecto, deberán diseñar e impartir programas de capacitación y sensibilización permanentes, sobre los derechos que asisten a las personas afrodescendientes y las principales formas de exclusión que enfrentan.



La Escuela Judicial deberá incorporar en sus cursos básicos obligatorios y planes de capacitación,  un módulo sobre el enfoque de diversidad intercultural y su aplicación a grupos étnica y culturalmente diversos.



Los programas de capacitación y sensibilización  deben favorecer el logro de las metas consignadas  en la Política y contribuir de manera positiva a la atención de las personas afrodescendientes, su acceso a la justicia y  la construcción de una cultura de paz.



La capacitación y concienciación deben orientarse a la eliminación de barreras, mitos, estereotipos y prejuicios, que propician conductas discriminatorias y estigmatizantes por motivos étnicos y raciales, y que han generado situaciones que impactan de manera negativa el ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes. 



De especial importancia será considerar en los programas de capacitación y concienciación, la perspectiva y derechos de la niñez y adolescencia afrodescendiente.



Los programas de capacitación y formación deben:



1. Instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia personas afrodescendientes.



2. Promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de las personas afrodescendientes, incluida la historia de África, la trata  transatlántica de personas esclavizadas y las doctrinas racistas que la acompañaron.



3.  Reconocer las contribuciones de las y los afrodescendientes a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



4. Aumentar  y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente a partir de los Convenios y Tratados de los cuáles es signataria Costa Rica, así como de la jurisprudencia aplicable en la materia tanto en el nivel nacional como internacional.



5. Promover  que el personal judicial adquiera un elevado nivel de conciencia  que favorezca, desde un enfoque de derechos humanos, conductas respetuosas de la dignidad, la igualdad y la no discriminación. La formación debe ser continua con el fin de mantener, actualizar y desarrollar las competencias y lograr, de esta manera, un mejor desempeño de la función judicial, desde una perspectiva de derechos humanos. La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, procurando también la concienciación y sensibilización, a través de la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente. 



6. Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes, y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportaciones según su área de trabajo.



Información y divulgación 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial,  llevará a cabo programas de información y divulgación a usuarios y usuarias, sobre el acceso a la administración de justicia en condiciones de equidad, y sobre las instancias y respecto de los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerar que existe afectación. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, utilizando los medios más idóneos. 



En coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes realizarán campañas de divulgación de la Política  y su Plan de Acción, dirigidas a la población judicial de todo el país, utilizando medios electrónicos, audiovisuales, afiches, desplegables y cualquier otra herramienta que facilite su difusión, con el fin de incidir en su aplicación. Asimismo, deberá ejecutar campañas de sensibilización sobre los derechos humanos de las personas afrodescendientes y de divulgación de las buenas prácticas institucionales, en materia de derechos y prestación de servicios a esta población, con especial consideración a los derechos de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



La Dirección de Gestión Humana 



La Dirección de Gestión Humana como ente rector en materia de Gestión Humana, debe garantizar el derecho a todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, a optar por el acceso a todos los puestos disponibles en el Poder Judicial, sin discriminación alguna.



El Poder Judicial se compromete a que sus sistemas de contratación reflejen apropiadamente, la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias,  a fin de atender las necesidades especiales legítimas de la población afrodescendiente.



3. En el Ámbito Auxiliar de Justicia


a) Ministerio Público 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial, resultando de la mayor importancia la permanencia dentro del Ministerio Público, de personal con la formación mencionada, que facilite las condiciones óptimas a las personas ofendidas, para encontrar reparación por las ofensas sufridas. 



b) Defensa Pública 



El personal de la Defensa Publica, deberá estar capacitado y concienciado, de manera que incorpore en sus estrategias de defensa, los convenios internacionales así como todos los principios y disposiciones sobre discriminación racial, de aplicación en Costa Rica.



c) Organismo de Investigación Judicial 


Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial. El personal técnico y profesional del Organismo de Investigación Judicial, deberá incorporar el enfoque de diversidad y los criterios de no discriminación racial en todas sus gestiones.



4. Relaciones interinstitucionales 



La Unidad de Acceso  a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, velarán por la  ejecución de un trabajo  con un enfoque Interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral  y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes. 



En la medida de lo posible debe entablar relaciones entre otras, con  las siguientes instituciones:



a)
Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



b) 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 


c) 

Comisión de Derechos Humanos. Sub-comisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea 
Legislativa


d) 
Defensoría de los Habitantes 


e) 

Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



f) 

Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.


g)
Patronato Nacional de la Infancia



Instancia responsable de la Implementación 


La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán  las instancias responsables de operativizar la Política mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial.



Compromiso institucional



El Poder Judicial se compromete al aprobar esta Política, a promover el conocimiento, respeto y aplicación de los instrumentos internacionales y la legislación nacional, sobre derechos humanos de las personas afrodescendientes, así como cualquier otra política institucional que reconozca los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluyendo las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.”



� Datos recopilados por el PNUD 2015 sobre la base de datos del X Censo Nacional  de Población y VI de  Vivienda 2011 Instituto Nacional de Estadística y Censos ) INEC) Costa Rica.




� Iberoamericana, X. C. J. (2013). 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Revista Jurídica, 1(1), 111-132.




� Dada la improcedencia de la voz  raza o racial para referir la diversidad étnica y cultural de los grupos humanos,   en  este documento, el termino raza  y racial  se consignarán para indicar la existencia y uso  social de conceptos, que implican un tipo de discriminación basada en la falsa creencia, de que los rasgos físicos implican ya sea  superioridad o inferioridad  intelectual, física y moral según se acerquen o alejen de las características físicas, tradicionalmente asociadas al grupo hegemónico.









� Implica adoptar una serie de construcciones sociales, como hechos de la naturaleza inmutables e incuestionables.




� Para la elaboración de esta definición se tomaron como base elementos del  informe de la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos No. 66/66. Caso 12.001 Fondo Simone André Diniz. Brasil. 21 de Octubre de 2006.




� Adoptada  en La Antigua, Guatemala  el miércoles 5 de junio de 2013) en el Cuadragésimo Tercer Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General  de la Organización de los Estados Americanos. Aún no ha sido ratificada por Costa Rica no obstante nuestro país la impulsó considerablemente.




� Para la enumeración de estos aspectos  se tomaron elementos desarrollados en el Libro El Pueblo afrodescendiente de Quince Duncan Moodie, Palibrio, 2012.




� El término afrodescendiente toma relevancia, a nivel jurídico internacional, con ocasión de la III Conferencia Regional de las Américas en Santiago -evento preparatorio de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación, la Xenofobia y la Intolerancia en Durban, África, en el 2001, no obstante fue propuesto inicialmente por la escritora, catedrática y activista brasileña  Sueli Carneiro en el Taller sobre Etnicidad e Identidad dentro del marco del 4to Congreso Luso – Afrobrasileño de Ciencias Sociales, dictado en el Instituto de Filosofía y Ciencias Sociales de la Universidad Federal de Río de Janeiro (1-5 setiembre) en 1996




� Al respecto en el  artículo 92 de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos,  realizada en el  año 2001 en Durban, Sudáfrica,  se insta a los países a realizar esfuerzos para visualizar estadísticamente a las poblaciones étnicas. En dicho artículo se insta a los Estados a que recojan, recopilen, analicen, difundan y publiquen datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local y a que tomen todas las demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de los individuos y los grupos que son víctimas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, además establece que esa información se recogerá, según proceda, con el consentimiento explícito de personas teniendo en cuenta la forma en que se definan a sí mismos y de conformidad con las normas relativas a los derechos humanos y las libertades fundamentales, así mismo, establece que  los  datos estadísticos y la información deberían reunirse con el objetivo de vigilar la situación de los grupos marginados, y el desarrollo y la evaluación de la legislación, las políticas, las prácticas y otras medidas encaminadas a prevenir y combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, así como con el fin de determinar si algunas medidas tienen un impacto involuntario desigual. Artículo 92 de la III  Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia conocida como  Convención de Durban.
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SESIÓN DE CORTE PLENA. ARTÍCULO XIX. FECHA N° 33-2014



         Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las nueve horas veinticinco minutos del siete de julio del dos mil catorce.


 REGLAMENTO AUTONOMO PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR EL ACOSO LABORAL EN EL PODER JUDICIAL



CAPÍTULO I



DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1.- Objetivos



Prevenir, investigar y sancionar las conductas y situaciones de acoso laboral en el Poder Judicial, en el tanto es una práctica discriminatoria contra los derechos fundamentales de la persona trabajadora, que atenta contra su dignidad, los derechos de igualdad ante la ley y no discriminación, al trabajo, la salud y a su integridad personal. 



Artículo 2.- Definiciones



Acoso laboral: Consiste en un patrón de conducta (s) agresiva (s) y abusiva (s), continua (s), sistemática (s), deliberada (s) y demostrable (s) de una o varias personas sobre otra u otras personas en el lugar de trabajo, independientemente del puesto que ocupe, que contempla acciones u omisiones contra la comunicación de la (s) persona (s) acosada (s), los contactos sociales, la reputación, el prestigio laboral o la salud física y psicológica. Esto con el fin de generar miedo, intimidación, angustia, perjuicio laboral, desmotivación o inclusive, inducir al traslado o renuncia. 



a.1) El acoso laboral puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales:



1. Maltrato laboral: Todo acto de violencia contra la integridad física o moral y los bienes materiales de quienes estén cubiertos por este reglamento; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre; todo comportamiento tendente a menoscabar la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo. 



2. Persecución laboral: Toda conducta cuyas características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la permuta, traslado o renuncia de la persona servidora, mediante cualquier acción que tenga la intención de producir daño, afectar la estabilidad física y/o emocional, o provocar desmotivación laboral.



3. Discriminación laboral: Todo trato diferenciado por razones de raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia política, orientación sexual, situación de discapacidad o condición social, entre otras causas injustificadas.



4. Entorpecimiento laboral: Toda acción tendiente a entorpecer el cumplimiento de la labor, hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para la persona servidora. Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación, instrucciones difusas o erróneas, inutilización de los insumos, documentos, instrumentos para la labor, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos.



5. Desprotección laboral: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad de la persona servidora mediante órdenes o asignación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección y seguridad.



a.2) Son conductas que no constituyen acoso laboral, bajo ninguna de sus modalidades, siempre y cuando se ejerzan de manera razonable y motivada entre otras, las siguientes:



 



1. Las políticas, directrices, exigencias y órdenes necesarias para mantener el orden, la disciplina y el aprovechamiento de los recursos institucionales, conforme al bloque de legalidad.



2. Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus colaboradores. 



3. La formulación de comunicados (circulares, oficios, correos electrónicos u otros) encaminados a solicitar exigencias técnicas o mejorar la eficiencia laboral, así como la evaluación laboral periódica de la persona servidora conforme a objetivos e indicadores de rendimiento.



4. La solicitud de cumplir deberes extraordinarios de colaboración con la institución, cuando sean necesarios para garantizar la continuidad del servicio público o para solucionar situaciones particulares en la gestión de la institución. 



5. Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por terminada la relación de servicio, con base en una causa legal o una justa causa de conformidad con el ordenamiento jurídico. 



6. Las órdenes dadas por la jefatura para el fiel cumplimiento de las labores de las personas servidoras, así como la formulación de exigencias razonables para la elaboración de un trabajo o cumplimiento de funciones. 



7. La solicitud que realicen las jefaturas de acatar las prohibiciones y deberes inherentes a su relación de servicio, establecidos en la normativa vigente.



8. Las diferencias o conflictos personales o laborales aislados, de carácter pasajero, que se presenten en un momento concreto y en el marco de las relaciones interpersonales, de forma tal que afecte el ámbito laboral pero que su finalidad no sea la destrucción o el deterioro de las personas implicadas en el suceso.



9. Denegar justificadamente ascensos, la tramitación de los estudios de clasificación y valoración de puestos, nombramientos en propiedad, capacitaciones, permisos o licencias, así como vacaciones, para los que no se cumplan con los requisitos de ley o los requerimientos institucionales según la necesidad de la prestación del servicio. 



10. El estrés laboral, como respuesta fisiológica y de comportamiento de una persona que intenta adaptarse y ajustarse a presiones internas y externas. 



11. El desgaste profesional, entendido como un estado de agotamiento emocional, despersonalización y baja realización personal en el ámbito profesional.



Víctima: Es la persona que es objeto de la (s) conducta (s) constitutiva (s) de acoso laboral, quien podría sentirse afectada en su salud integral y sufrir consecuencias en diversas áreas de su vida. 



Denunciado (a): Es la persona contra quien se dirige la denuncia por presunto acoso laboral  vinculado a su relación de trabajo.



Prevención: Conjunto de actividades o medidas adoptadas por la institución con el fin de evitar y disuadir cualquier conducta o situación de acoso laboral, así como tratar sus consecuencias.



Artículo 3.- Ámbito de cobertura



El presente reglamento rige para todas las personas servidoras del Poder Judicial, nombradas en propiedad, interinamente, en puestos de confianza, a plazo fijo y quienes realicen una labor de meritorio. De igual manera rige para el personal de contratación externa al servicio de la institución cuando sean víctimas de acoso laboral por parte de alguna persona servidora judicial. 



CAPÍTULO II



PREVENCIÓN DEL ACOSO LABORAL 



Artículo 4.- Instancia responsable



Corresponde al Departamento de Personal, a través del Consejo de Personal y la Comisión Permanente de Salud y Seguridad Ocupacional, recomendar a la Corte y al Consejo Superior políticas, programas y procedimientos institucionales para la prevención y el tratamiento del acoso laboral en el Poder Judicial. Esta tarea se llevará a cabo a través de las áreas especializadas que componen el departamento de cita y todas aquellas oficinas y dependencias que por su naturaleza están facultadas para implementar la labor de prevención y puedan facilitar el proceso de difusión. 



Además, el Departamento de Personal podrá coordinar con instituciones públicas y/o privadas que puedan colaborar con el proceso preventivo.



Artículo 5.- Prevención del Acoso Laboral 



El Departamento de Personal es responsable, en coordinación con las diferentes instancias de los ámbitos y programas que componen el Poder Judicial, de diseñar, planificar y ejecutar, estrategias y acciones preventivas y efectivas para evitar que el acoso laboral se manifieste dentro de la institución. Para desarrollar esta labor, la institución deberá suministrar todos los recursos humanos y materiales que resulten necesarios.



Las estrategias que se podrán implementar son:  



Estrategias de Divulgación y Sensibilización 



El objetivo general de estas acciones será garantizar que las personas servidoras puedan acceder oportunamente a la información necesaria para comprender, prevenir y abordar el acoso laboral por medio de diversos canales de comunicación disponibles en la institución.



Estas estrategias buscarán poner a disposición de las personas receptoras de la información, las herramientas necesarias para que puedan prevenir el acoso laboral y participar de manera eficaz en las etapas que conforman el presente reglamento.



Podrán utilizarse, dentro de otras estrategias, las siguientes:



Envío de cápsulas informativas a la población judicial del país.



Remisión de afiches que identifiquen ejemplos de acoso laboral, el respeto entre el personal e informen del procedimiento para denunciar conductas constitutivas de acoso laboral.



Charlas informativas.



Cualquier otra iniciativa que resulte beneficiosa para la sensibilización y cooperación del personal en la prevención del acoso laboral.



Estrategias de formación y capacitación 



Para lograr los fines del presente reglamento, el Departamento de Gestión Humana, la Escuela Judicial y las unidades de capacitación de los diferentes ámbitos y programas del Poder Judicial promoverán acciones permanentes de formación y capacitación que podrán ser desarrolladas en las distintas modalidades: a distancia, virtual, presencial y semipresencial.



Además, para quienes tengan personal a cargo (jefaturas, coordinaciones, judiciales, administrativos u otros) se deben promover actividades formativas para el desarrollo y fortalecimiento de sus habilidades directivas.



Corresponde al Departamento de Personal, la Escuela Judicial y las unidades de capacitación de los diferentes ámbitos y programas del Poder Judicial incluir dentro de los procesos de inducción y de formación inicial los contenidos de acoso laboral, siendo obligatoria la participación y aprobación por parte de la población judicial.



Artículo 6.  Estrategias de asesoría y atención



Cuando una persona servidora considere que hay actuaciones que sugieran acoso laboral en su despacho u oficina, sin que medie una denuncia formal, puede acudir a la Unidad de Atención Psicosocial de los Servicios de Salud,  al Área de Ambiente Laboral del Departamento de Personal o a las instancias competentes según el ámbito institucional, con el fin de recibir asesoría y/o atención por parte de sus profesionales. 



Los equipos profesionales realizarán las acciones que correspondan con la persona o grupo solicitante; entre las cuales se encuentran:



a) Asesoría individual o grupal sobre el tema de acoso laboral, sus manifestaciones y estrategias de afrontamiento y autocuidado.



b) Asesoría a las jefaturas en el desarrollo y fortalecimiento de sus habilidades directivas.



c) Referencia a atención psicológica individual de los Servicios de Salud o a las instancias competentes según el ámbito institucional.



d) Visita al despacho u oficina para informar al grupo (personal, jefaturas y coordinadores) acerca del acoso laboral y su regulación en el Poder Judicial, así como prácticas sanas de convivencia, entre otros. Es obligación de las jefaturas facilitar la participación de todas las personas que integran la oficina o despacho judicial en estos procesos.



e) En aquellos casos donde hay conflicto en la oficina o despacho, sin que esté consolidado el acoso laboral, se podrá recurrir, previo acuerdo de las personas involucradas, a un proceso de apoyo y mediación de conflictos.



f) Coordinar con otras instancias internas y/o externas al Poder Judicial para que coadyuven en la atención del caso.



g) Cualquier otra acción profesional que brinde una alternativa de abordaje a la situación que se presenta. 



CAPÍTULO III



PROCEDIMIENTO PARA INVESTIGAR LAS DENUNCIAS



Artículo 7.- Trámite



Las causas por acoso laboral en el Poder Judicial se tramitarán y resolverán de acuerdo con las disposiciones normativas disciplinarias que para estos efectos existan en nuestro ordenamiento jurídico.



Artículo 8.- Órganos facultados para recibir, investigar y resolver las denuncias



La Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, el Tribunal de la Inspección Judicial y cualquier otro que de acuerdo con la ley puedan ejercer la potestad disciplinaria, serán los  competentes para recibir, tramitar y resolver las denuncias por acoso laboral, según corresponda a cada uno de conformidad con las atribuciones y competencias designadas en la Ley Orgánica del Poder Judicial.



Artículo 9.- Competencia, atribuciones y potestades del órgano instructor



El órgano instructor tendrá las siguientes atribuciones y potestades: 



a) Recibir las denuncias por acoso laboral e iniciar la investigación preliminar de oficio. 



b) Tramitar las denuncias por acoso laboral, conforme el procedimiento disciplinario previsto en nuestro ordenamiento jurídico. 



c) Recibir las pruebas ofrecidas por las partes y recabar las que fueron admitidas.



d) Solicitar a las oficinas y a cualquier servidor (a) judicial la colaboración necesaria para concluir la investigación.



e) Verificar que el asunto se tramite con celeridad y eficiencia.



f) Velar que en el proceso no existan errores u omisiones capaces de producir nulidad o indefensión.



g) Adoptar o proponer las medidas cautelares para alguna de las partes. 



Artículo 10.- Recepción de la denuncia



La denuncia será recibida por el órgano instructor, por escrito, medio electrónico o de manera oral. Esta deberá contener: 



a) Nombre y calidades completas de la persona denunciante y denunciada.  



b) Identificación precisa de la relación laboral entre la persona denunciante y la denunciada.



c) Descripción de los hechos con mención exacta o aproximada de fechas.



d) Ofrecer los medios de prueba que sirvan de apoyo a la denuncia e indicar su ubicación para efectos de evacuación. 



e) Señalamiento de medio o lugar para atender notificaciones.



f) Lugar y fecha de la denuncia.



g) Firma de la persona denunciante (física o digital).



En caso de que la denuncia no cumpla con los requisitos señalados líneas atrás, el órgano instructor ordenará subsanarla. Para ello le prevendrá a la persona denunciante que indique los requisitos omitidos o incompletos, o bien, que aclare los hechos confusos dentro del plazo de ocho días hábiles. Para evitar retrasos en el inicio del proceso disciplinario, el órgano competente elaborará un formulario con los espacios necesarios para incluir la información requerida.



Artículo 11.- La víctima como parte del proceso



La víctima será expresamente reconocida como parte en el proceso, con todos los derechos inherentes a esta condición, incluyendo la posibilidad de ser asistida por un (a) profesional en derecho, sobre lo cual será advertido por el órgano instructor en la primera resolución. Si así lo solicita, la representación podrá recaer sobre un (a) defensor (a) público (a).



De igual manera, tiene derecho a ser atendida por los profesionales de los Servicios de Salud o en los servicios de Psicología y áreas afines a disposición de los (as) servidores (as) judiciales de los diferentes ámbitos. 



Artículo 12.- Traslado de la denuncia 



El órgano instructor, una vez recibida y subsanada la denuncia, según sea el caso, dará traslado a la persona denunciada; notificándola en forma personal y privada, mediante acta que deberá firmar como constancia de recibido. En este acto se le dará audiencia por el término de cinco días hábiles, sobre el contenido de la denuncia y sobre las pruebas ofrecidas por el denunciante, a los efectos de que manifieste, por escrito, su descargo y ofrezca su prueba. De igual manera se le comunicará que debe señalar medio o lugar para recibir futuras notificaciones.



Artículo 13.- Valoración pericial



El órgano instructor podrá, cuando así se justifique, solicitar a la Sección de Psiquiatría y Psicología del Departamento de Medicina Legal, o al Departamento de Trabajo Social, llevar a cabo valoraciones periciales de carácter psicológico o psiquiátrico de la presunta víctima y de la persona denunciada, así como  estudios sociales del entorno laboral y familiar de la víctima.



El dictamen psicológico y psiquiátrico de la presunta víctima, deberá indicar la relación entre la condición emocional o mental de ésta y el supuesto acoso laboral que denuncia, la (s) recomendación (es) y las razones concretas en que se fundamenta.   



En el caso de las personas denunciadas, el dictamen deberá referirse al ajuste psicológico (incluye manejo del estrés), el perfil de personalidad, el control de emociones y relacionar esas variables en cómo influyen en el puesto que desempeña, sus relaciones interpersonales en general, sus relaciones interpersonales con figuras de autoridad y el estilo de liderazgo o formas de supervisión de personal, esto último cuando corresponda, entre otros aspectos.  Además, las recomendaciones deberán incluir si está en condiciones de supervisar personal o si requiere algún tratamiento o asesoría psicológica para desempeñarse de manera saludable con las personas a su cargo.



En ambos casos deberá valorarse la confiabilidad de la información brindada por la persona evaluada.



Artículo 14.- Medidas cautelares



Al inicio o en el transcurso del procedimiento, podrán adoptarse, de oficio o a solicitud de la persona interesada, las medidas cautelares que faciliten la investigación y la paralización inmediata de la situación de conflicto. Dichas medidas serán adoptadas, debidamente razonadas, por el órgano instructor y podrán ser: 



a) Suspensión con goce de salario de la persona denunciada. 



b) Traslado temporal de la persona denunciada, hasta por tres meses.



c) Traslado de la persona denunciante, con su consentimiento o a solicitud de sus representantes legales, o a sugerencia de algún testigo, cuando exista relación de subordinación o cuando se presuma la continuación de las aparentes conductas de acoso laboral. 



d) Cambio de la supervisión de las labores de la persona denunciante, cuando la persona denunciada sea su superior inmediato. La supervisión podrá ser efectuada por otro (a) servidor (a) de superior jerarquía. 



e) Otras medidas siempre que se garanticen los derechos de las partes, guarden proporción y legalidad y no afecte el servicio público que se brinda. 



Artículo 15.- Audiencia sobre la contestación de la denuncia



Una vez contestada la denuncia, en tiempo y forma, el órgano instructor dará audiencia por tres días hábiles, de esta y de las pruebas ofrecidas, al denunciante. 



Artículo 16.- Audiencia de recepción de prueba testimonial



El órgano instructor señalará la hora y fecha para recibir, en una sola audiencia, la prueba testimonial ofrecida por las partes, con mención expresa de los nombres de las personas admitidas como testigos.



De sus manifestaciones se levantará un acta que será firmada, al final, por las personas presentes. Si alguno de los testigos propuestos no se hiciere presente a dicha audiencia, se prescindirá de su declaración; salvo que el órgano instructor lo considere esencial, en cuyo caso se hará un nuevo señalamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes.



Una vez concluida la recepción de las pruebas, se les deberá dar oportunidad a las partes, por un tiempo razonable atendiendo la complejidad del caso, para exponer sus conclusiones.



Artículo 17.- Valoración de las pruebas.



 El órgano decisor evaluará las pruebas aportadas al proceso verificando la presencia de al menos los siguientes elementos en los hechos denunciados: la intencionalidad por parte del (la) supuesto (a) acosador (a) y que estos hayan sido sistemáticos y frecuentes. De igual manera, deberá tomar en consideración la reincidencia o no de este comportamiento en la persona denunciada.  



Artículo 18.- Recursos contra la resolución de fondo y comunicación al Departamento de Personal.



La resolución de fondo dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial  tendrá, única y exclusivamente, recurso de apelación ante el Consejo Superior, el cual deberá interponerse en el plazo de tres días hábiles. Las dictadas por la Corte Suprema de Justicia solo admitirán reconsideración.



Una vez firme la resolución de fondo, debe el órgano decisor comunicarla al Departamento de Personal con el fin de que se proceda con lo dispuesto en el artículo 23.



CAPÍTULO IV



MEDIDAS COMPLEMENTARIAS DE TRATAMIENTO INDIVIDUAL



Artículo 19.- Solicitud de medidas complementarias de tratamiento individual



Salvo que se esté en el supuesto  de imponer la sanción de despido, la persona sancionada o el órgano decisor podrán solicitar o recomendar, respectivamente, al Departamento de Personal medidas complementarias de tratamiento individual con la finalidad de orientar adecuadamente su comportamiento, de abordar la situación de conflicto existente y evitar una posible reincidencia. 



Artículo 20.- Instancia encargada de la aplicación, seguimiento y comunicación de las medidas complementarias de tratamiento



El Departamento de Personal es el órgano encargado de determinar y coordinar con las instancias competentes según el ámbito institucional, las acciones relacionadas con las medidas complementarias de tratamiento, entre las cuales se podrán contemplar:



a) Tratamiento psicológico individual.



b) Capacitación para el desarrollo de habilidades directivas e interpersonales.



c) Traslado permanente de la persona sancionada.



d) Cualquier otra que brinde una alternativa sana de abordaje a la situación que se presenta.



Con el fin de facilitar el abordaje, el profesional asignado y autorizado por la jefatura correspondiente, podrá acceder al contenido del expediente disciplinario para determinar y recomendar las medidas complementarias de tratamiento y deberá guardar el secreto profesional así como la confidencialidad de la información contenida en este.



Al finalizar la (s) medida (s) complementaria (s) de tratamiento, el Departamento de Personal o la instancia correspondiente comunicará al órgano decisor la (s) medida (s) ejecutada (s) y el cumplimiento o no de esta (s).



Artículo 21.- Derecho de la víctima a recibir atención integral



La víctima de acoso laboral, una vez finalizado el proceso disciplinario, tiene derecho a solicitar y obtener en cualquier momento atención profesional que le permita recuperarse física y psicológicamente de las secuelas del acoso laboral.  Para ello, podrá recurrir a las instancias correspondientes.



CAPÍTULO V



DISPOSICIONES FINALES



Artículo 22.- Denuncia temeraria o falsa



Quien denuncie por acoso laboral de forma temeraria, falsa o abusiva podrá ser sancionado (a) disciplinariamente, previa apertura de causa y observancia del debido proceso, conforme a las disposiciones aplicables de la Ley Orgánica del Poder Judicial.         



Artículo 23.- Participación de las instancias encargadas de abordar los ambientes laborales del Poder Judicial



Durante la tramitación de la denuncia, las instancias encargadas de abordar los ambientes laborales del Poder Judicial, únicamente facilitarán material informativo virtual o físico, con recomendaciones y buenas prácticas de convivencia durante estos procesos.



Una vez finalizado el procedimiento disciplinario y comunicada la resolución final al Departamento de Personal, según lo dispuesto en el artículo 16, éste deberá coordinar con dichas instancias para que activen, cuando corresponda y según el criterio técnico de los profesionales a cargo, los protocolos existentes orientados a la recuperación de los equipos de trabajo que hayan sido afectados directa o indirectamente por el acoso laboral.



Artículo 24.-  Registro y estadísticas sobre la prevalencia del acoso laboral en el Poder Judicial 



Corresponde al Departamento de Personal llevar un registro de las consultas y denuncias que se susciten a lo interno del Poder Judicial, con el fin de orientar las estrategias de prevención contenidas en este reglamento.



El Área de Ambiente Laboral del Departamento de Personal es la instancia responsable de recabar la información requerida para confeccionar dicho registro, así como definir los formatos y variables en que deberá presentarse la información por parte de los Servicios de Salud, el Tribunal de la Inspección Judicial, el Consejo Superior y  la Corte Suprema de Justicia y las instancias competentes según el ámbito institucional, quienes tienen la obligación de suministrar lo solicitado.



Artículo 25.- Normas aplicables



En lo que corresponda y para lo no previsto en este Reglamento, se   estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás cuerpos normativos vigentes en nuestro ordenamiento jurídico. 



Artículo 26.- De la vigencia del presente reglamento



Este reglamento rige a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Judicial y deroga cualquier disposición que se le oponga.”



-0-



         Los Magistrados Castillo y Rueda se abstienen de votar.
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